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Ya es tradicional por parte de la Consejería de Empleo llevar a cabo la publi-
cación de un compendio que englobe la normativa más destacada, y de uso 
habitual, en el ámbito de la Formación Profesional para el Empleo. Las edi-
ciones anteriores han tenido, afortunadamente, un notable éxito de acepta-
ción por parte de los profesionales dedicados a esta materia como por los 
ciudadanos que, por un motivo u otro, desean conocer las normas jurídicas 
que regulan la Formación Profesional para el Empleo, para poder ejercer su 
pleno derecho a la formación a lo largo de toda su vida laboral, un derecho 
que calificamos como esencial y básico.

En este caso, la publicación que ahora presentamos está más justificada 
aún, si cabe, teniendo en consideración que durante el año 2009 han sido 
publicadas por la Junta de Andalucía, y han entrado en vigor, numerosas 
normas jurídicas que configuran un nuevo marco normativo regulador de la 
Formación Profesional para el Empleo en nuestra Comunidad Autónoma, el 
cual introduce importantes cambios. 
	
En este nuevo modelo, nuestro principal y casi único imperativo al que de-
bemos responder todos, desde la propia Administración autonómica hasta 
los agentes sociales y las entidades colaboradoras, es la oferta del mercado 
de trabajo, para adaptarnos constantemente a las necesidades reales de las 
empresas y los constantes cambios del sistema productivo.

En este nuevo modelo se reconoce la vinculación entre la formación y el em-
pleo, reforzando el papel de los Interlocutores Sociales en el desarrollo de 
estrategias comunes para los diferentes sectores productivos en el marco 
de la unidad de mercado, permitiendo que los trabajadores adquieran nue-
vas competencias para acceder al mercado laboral o actualicen las mismas 
para formarse en otros sectores económicos, facilitándoles así la movilidad 
y permitiéndoles anticiparse a los posibles cambios. 

También se ha apostado por la modernización de los Servicios Públicos 
avanzando en dar una respuesta ágil a las demandas de la ciudadanía an-
daluza, reconociendo el derecho de los ciudadanos a relacionarse con las 
Administraciones Públicas por medios electrónicos.

Tampoco podemos olvidar las Medidas de Simplificación de Procedimien-
tos Administrativos y Agilización de trámites aprobadas por Acuerdo del 
Consejo de Gobierno de 27 de enero de 2009.  Entendemos que esta pu-
blicación puede servir como un instrumento para que la ciudadanía tenga 
conocimiento accesible, fácil y directo a las normas jurídicas que puedan 
serles de interés.

Prólogo



Y ello con el único e ineludible objetivo de todas las personas que en la Con-
sejería de Empleo y en el Servicio Andaluz de Empleo trabajan con esfuerzo 
y dedicación: que la Formación Profesional para el Empleo sirva para que 
aquellas personas que están  en situación de desempleo encuentren lo más 
pronto posible un empleo digno y de calidad. 

Desde la Administración hemos de eliminar obstáculos, no crearlos. Se 
tienen que facilitar a las personas sin empleo respuestas rápidas, ági-
les y prácticas para que salgan de tan difícil situación en breve plazo.En 
resumen:nuestro trabajo es ayudar a que los que no lo tienen, lo consigan.Y, 
para ello, la Formación para el Empleo es una herramienta poderosa.

Si esta publicación ayuda a ese fin, ya habrá cumplido con creces su objetivo 
inicial.

				    ANTONIO FERNÁNDEZ GARCÍA 
Consejero de Empleo
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EL PRESIDENTE DE LA JUNTA DE ANDA-
LUCÍA TODOS LOS QUE LA PRESENTE VIE-
REN, SABED: 

Que el Parlamento de Andalucía ha aprobado y 
yo, en nombre del Rey y por la autoridad que me 
confieren la Constitución y el Estatuto de Auto-
nomía, promulgo y ordeno la publicación de la 
siguiente “LEY DE CREACIÓN DEL SERVICIO AN-
DALUZ DE EMPLEO EXPOSICIÓN DE MOTIVOS “

El pleno empleo es uno de los objetivos priori-
tarios que tiene el Gobierno de la Comunidad 
Autónoma. En el Estatuto de Autonomía, Ley 
Orgánica 6/1981, de 30 de diciembre, se re-
coge, en el artículo 12.1, que la Comunidad Au-
tónoma promoverá las condiciones para que 
la libertad y la igualdad del individuo y de los 
grupos en que se integran sean reales y efecti-
vas; removerá los obstáculos que impidan o di-
ficulten su plenitud y facilitará la participación 
de todos los andaluces en la vida política, eco-
nómica, cultural y social, y para ello ejercerá 
sus poderes, teniendo como uno de sus obje-
tivos básicos, de conformidad con lo recogido 
en el artículo 12.3.1.º, la consecucitno empleo 
en todos los sectores de la producción y la es-
pecial garantía de puestos de trabajo para las 
jóvenes generaciones de andaluces. 

Los antecedentes normativos de este obje-
tivo ya los encontramos en la Carta Social 
Europea, de 18 de octubre de 1961, que en su 
artículo 1.1 establecía que, para garantizar el 
ejercicio efectivo del derecho al trabajo, las 
partes contratantes debían comprometerse 
a reconocer, como uno de sus principales ob-
jetivos y responsabilidades, la obtención y el 
mantenimiento de un nivel lo más elevado y 
estable posible de empleo con el fin de lograr 
el pleno empleo. 

Asimismo, el artículo 136 del Tratado Constitu-
tivo de la Comunidad Europea, en la redacción 
dada por el propio Tratado de Amsterdam, 
establece que la Comunidad y los Estados 
miembros, teniendo presentes derechos so-
ciales fundamentales, como los que se indican 
en la Carta Social Europea, firmada en Turín el 
18 de octubre de 1961; en la carta comunitaria 
de los derechos sociales fundamentales de 
los trabajadores, de 1989,y en la carta de los 
derechos fundamentales de la Unión Europea 
de 2000, tendrá como objetivo el fomento del 
empleo, la mejora de las condiciones de vida 
y de trabajo..., el desarrollo de los recursos 
humanos para conseguir un nivel de empleo 
elevado y duradero y la lucha contra las exclu-
siones. 

El logro del citado objetivo ha de ser tenido 
en cuenta al formular y aplicar políticas co-
munitarias, tal y como expresamente recoge 
el artículo 127 del tratado constitutivo de la 
Comunidad Europea, tratado que, en su artícu-
lo 126, compromete a los Estados miembros 
a considerar el fomento del empleo como un 
asunto de interés común. 

La formulación de una política comunitaria en 
favor de la creación de una estrategia europea 
para el empleo, tanto en la Cumbre Extraordi-
naria sobre el empleo de Luxemburgo de 1997 
como en el Consejo Europeo celebrado en 
Lisboa en marzo de 2000, aprobó un nuevo ob-
jetivo estratégico para la Unión: Convertirse 
en una economía basada en el conocimiento, 
competitiva y dinámica, capaz de crecer eco-
nómicamente de manera sostenible con más y 
mejores empleos y con mayor cohesión social 
para, de este modo, alcanzar nuevamente las 
condiciones necesarias para el pleno empleo. 

LEY 4/2002, de 16 de 
diciembre, de creación del 
Servicio Andaluz de Empleo I. Normativa Básica
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Para la consecución de este objetivo resulta 
necesario crear un marco integral que asegure 
una total coordinación de todas las medidas 
adecuadas, que favorezca la creación de más 
y mejor empleo y que permita resultados más 
eficaces. El Convenio número 88, de9 de julio de 
1948, de la Organización Internacional del Tra-
bajo, ya establecía en su artículo1 la obligación 
de crear y mantener un servicio público y gratui-
to del empleo con la finalidad de lograr la mejor 
organización posible del mercado del empleo. 

En este sentido, la Comunidad Autónoma de 
Andalucía tiene asignadas competencias de 
ejecución de la legislación del Estado en mate-
ria laboral y, asimismo, le corresponde la compe-
tencia exclusiva sobre fomento y planificación 
de la actividad económica en Andalucía, artícu-
los 17.2y 18.1. 1.ª del Estatuto de Autonomía. 

El artículo 103.1 de la Constitución preceptúa 
que las Administraciones Públicas han de ser-
vir con objetividad los intereses generales, de 
acuerdo con los principios de eficacia, jerar-
quía, descentralización, desconcentración y 
coordinación, con sometimiento pleno a la Ley 
y al Derecho. En este sentido, el servicio a los 
ciudadanos debe ajustarse a la realidad social, 
los resultados de la gestión administrativa de-
ben ser acordes a lo que los ciudadanos espe-
ran obtener de la Administración. 

En virtud del artículo 13 del Estatuto de Auto-
nomía, el Servicio Andaluz de Empleo se confi-
gura como un organismo autónomo, dinámico 
y ágil, que, para su funcionamiento, incorpora 
el uso de las nuevas tecnologías y que, a su vez, 
pretende incorporar en nuestro mercado de 
trabajo estas nuevas tecnologías y la naciente 
sociedad de la información y del conocimiento, 
evitando cualquier tipo de barrera, facilitando 
la competitividad de nuestras empresas, me-
jorando el nivel de formación para el empleo, 
favoreciendo, en suma, la capacidad de gene-
rar empleo y riqueza en nuestra sociedad y 
permitiendo adecuar el mercado de trabajo al 
profundo proceso de cambio tecnológico que 
se está produciendo. 

Un servicio público de estas características 
constituye una pieza fundamental para el de-
sarrollo de la función de remoción de obstácu-
los que corresponde a los poderes públicos, en 
pos de una libertad e igualdad reales y efecti-
vas, obligación que se encuentra recogida en 
el Estatuto de Autonomía, artículo 12.1,y en la 
Constitución, en su artículo 9.2. 

El desarrollo de las políticas de empleo se reali-
zará de forma integrada por este servicio públi-
co, de carácter gratuito, cuyo funcionamiento 
debe coadyuvara una gestión global y coordina-
da, que atienda a las particularidades de cada 
territorio en sus actuaciones, a la calidad de 
los servicios y los programas ocupacionales, 
mediante el establecimiento de sistemas de 
evaluación y mejora permanente del Servicio 
Andaluz de Empleo, que se configura como un 
organismo público coparticipado por los agen-
tes sociales y económicos más representativos 
en Andalucía, siguiendo la línea de concertación 
del Gobierno de la Comunidad Autónoma. 

En estos últimos años, Andalucía ha venido 
poniendo en práctica un modelo de concerta-
ción social con las organizaciones sindicales 
y empresariales más representativas en el 
ámbito de la Comunidad Autónoma, Unión 
General de Trabajadores de Andalucía, Comi-
siones Obreras de Andalucía y Confederación 
de Empresarios de Andalucía, modelo que ha 
contribuido al crecimiento económico, a mo-
dernizar y ampliar nuestro tejido empresarial, 
a dinamizar el mercado de trabajo y, en suma, 
a mejorar la competitividad de su economía 
para aumentar su capacidad de crear y mejo-
rar empleo. 

El Servicio Andaluz de Empleo, en el marco de 
este espíritu de diálogo y concertación, nace 
siguiendo el curso de una estrategia integra-
da, que posibilita la suma de esfuerzos de una 
pluralidad de instancias con un único objetivo. 
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CAPÍTULO I 
NATURALEZA Y ATRIBUCIONES 

Artículo 1. Objeto y naturaleza del Servicio 
Andaluz de Empleo. 
1. Se crea el Servicio Andaluz de Empleo como 
un Organismo Autónomo de carácter adminis-
trativo de la Junta de Andalucía, adscrito a la 
Consejería competente en materia de empleo, 
como órgano gestor de la política de empleo 
de la Junta de Andalucía, al que le correspon-
derán las funciones que se le atribuyen en esta 
Ley y todas aquellas que le sean traspasadas a 
la Comunidad Autónoma de Andalucía en ma-
teria de política de empleo. 

2. El Servicio Andaluz de Empleo tiene perso-
nalidad jurídica y patrimonio propios y está 
dotado de autonomía administrativa y finan-
ciera para el cumplimiento de sus fines, así 
como para la gestión de su patrimonio y de los 
fondos que se le asignan. 

3. La organización y funcionamiento del Servi-
cio Andaluz de Empleo se ajustará a la presen-
te Ley, a sus Estatutos y demás disposiciones 
que le sean de aplicación. 

Artículo 2. Principios de organización y fun-
cionamiento. 
En su organización y funcionamiento, así como 
en el ejercicio de sus competencias, la actua-
ción del Servicio Andaluz de Empleo se ajusta-
rá a los siguientes principios: 

a) Igualdad de oportunidades, garantizando 
la no discriminación por razón de sexo, raza, 
edad, estado civil, lengua, religión, origen, opi-
nión o cualquier otra condición o circunstancia 
personal o social. 
b) Participación de los agentes sociales y 
económicos. 
c) Transparencia del mercado de trabajo. 
d) Integración, complementariedad y coordi-
nación en la gestión de la política de empleo. 
e) Solidaridad territorial. 
f) Gratuidad, universalidad y personalización. 

g) Racionalización, simplificación, eficacia y efi-
ciencia de su organización y funcionamiento. 
h) Calidad del servicio para trabajadores y 
empresas. 
i) Fomento de la innovación en Políticas Acti-
vas de Empleo. 
j) Colaboración y coordinación con el resto de 
Organismos y Administraciones Públicas. 

Artículo 3. Funciones del Servicio Andaluz de 
Empleo. 
El Servicio Andaluz de Empleo, como Servicio 
Público de Empleo de la Comunidad Autónoma, 
tiene como objetivos específicos el ejercicio 
de las competencias en materia de empleo y 
cualificación profesional y, en particular, las si-
guientes: Fomento del empleo, formación para 
el empleo, orientación e información, prospec-
ción, registro de demanda e intermediación en 
el mercado de trabajo, y, para ello, este orga-
nismo ejerce las siguientes funciones: 

1.ª Elaboración de los anteproyectos de los 
planes de empleo. 

2.ª La planificación, gestión, promoción y eva-
luación de los distintos programas y acciones 
para el empleo, competencia de la Comunidad 
Autónoma, y en particular los siguientes: 

a) Los relativos a fomento del empleo. 
b) Los relativos a la formación para el empleo, 
la coordinación y planificación de los centros 
propios o consorciados, así como el desarrollo 
de cuantas otras funciones puedan corres-
ponder a éstos en su materia. 
c) La prospección del mercado de trabajo y 
la difusión de información sobre el mercado 
laboral. 
d) La intermediación laboral, el registro de 
demandantes de empleo, la recepción de co-
municación de contratos y la gestión de la red 
Eures en Andalucía. 
e) La orientación e información profesional, y 
las acciones de apoyo para la mejora de la cua-
lificación profesional y el empleo. 
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f) Los relativos al fomento de vocaciones em-
presariales, la formación de emprendedores y 
pequeños empresarios, el fomento del autoe-
mpleo y la difusión de la cultura empresarial. 
g) La colaboración con los medios de comuni-
cación de masas tanto para promocionar los 
distintos planes de empleo como para trans-
mitir valores culturales y éticos que estimulen 
la cantidad y calidad del empleo. 
h) La autorización de la condición de centros 
colaboradores o asociados a aquellas enti-
dades que participen en la ejecución de acti-
vidades que sean competencia del Servicio 
Andaluz de Empleo, así como la autorización 
y demás competencias sobre las agencias de 
colocación que actúen en el ámbito de la Co-
munidad Autónoma de Andalucía. 
i) La promoción y el desarrollo del empleo lo-
cal, atendiendo a las necesidades específicas 
de cada territorio y en coordinación con las 
Administraciones Locales. 

3.ª La resolución de las convocatorias de ayu-
das y subvenciones y la suscripción de conve-
nios de colaboración, referentes a las compe-
tencias gestionadas por el Servicio Andaluz 
de Empleo. 

4.ª La asistencia técnica a los distintos órga-
nos de la Junta de Andalucía ya los de otras 
Administraciones Públicas, cuando sea reque-
rido para ello, en materia de empleo y de for-
mación profesional para el empleo. 
5.ª Cuantas otras funciones le sean encomen-
dadas por cualquier norma o acuerdo del Con-
sejo de Gobierno de la Junta de Andalucía o 
aquellas que, en un futuro, pudieran ser trans-
feridas a la Junta de Andalucía en materia de 
política de empleo. 

Artículo 4. Competencias del Consejo de Go-
bierno de la Junta de Andalucía. 
Corresponde al Consejo de Gobierno de la Jun-
ta de Andalucía: 

a) Aprobar los planes de empleo. 

b) Establecer las directrices generales en ma-
teria de políticas de empleo. 
c) Establecer anualmente el Proyecto de Pre-
supuesto del Servicio Andaluz de Empleo in-
tegrado en el Proyecto de Presupuesto de la 
Comunidad Autónoma de Andalucía. 
d) Aprobar los Estatutos del Servicio Andaluz 
de Empleo. 
e) Nombrar, a propuesta del Consejero com-
petente en materia de empleo, al Director-
Gerente del Servicio Andaluz de Empleo y a 
los titulares de las Direcciones Generales que, 
en su caso, se establezcan. 
f) Cualesquiera otras que le atribuya la legis-
lación vigente. 

Artículo 5. Atribuciones de la Consejería 
competente en materia de empleo. 
Corresponde a la Consejería competente en 
materia de empleo: 

a) La fijación de las directrices generales y 
criterios de actuación del Servicio Andaluz de 
Empleo. 
b) La propuesta al Consejo de Gobierno de las 
disposiciones de carácter general que afecten 
a su materia. 
c) La aprobación de las Órdenes en materia de 
empleo. 
d) La aprobación del Anteproyecto del Presu-
puesto del Servicio Andaluz de Empleo. 
e) La aprobación de la propuesta anual de ne-
cesidades de recursos humanos del Servicio 
Andaluz de Empleo para su elevación al Con-
sejo de Gobierno. 
f) La planificación, supervisión y control de la 
actuación del Servicio Andaluz de Empleo. 
g) Cuantas otras le vengan atribuidas por el 
ordenamiento vigente. 

CAPÍTULO II 
ÓRGANOS DEL SERVICIO ANDALUZ DE 
EMPLEO 

Artículo 6. Estructura de los Órganos del Ser-
vicio Andaluz de Empleo. 
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El Servicio Andaluz de Empleo se estructura 
en los siguientes órganos: 

1. De Gobierno y Gestión: 
a) La Presidencia. 
b) El Consejo de Administración. 
c) La Dirección Gerencia. 
d) Las Direcciones Generales que, en su caso, 
se establezcan. 

2. Territoriales: 
a) Las Direcciones Provinciales. 
b) Las Comisiones Provinciales. 
c) Las oficinas del Servicio Andaluz de Empleo. 

3. De Participación: El Consejo Asesor. 

Artículo 7. La Presidencia del Servicio Anda-
luz de Empleo. 
La Presidencia del Servicio Andaluz de Empleo 
corresponde al titular de la Consejería compe-
tente en materia de empleo, con las siguientes 
funciones: 

a) Ostentar la representación legal del Orga-
nismo. 
b) Convocar y presidir las reuniones del Con-
sejo de Administración. 
c) Suscribir los contratos, convenios y resolu-
ciones referidos a asuntos propios del Servi-
cio Andaluz de Empleo. 

Artículo 8. El Consejo de Administración. 
1. El Consejo de Administración del Servicio 
Andaluz de Empleo estará compuesto por el 
Presidente y dieciocho Vocales, nombrados 
por el titular de la Consejería competente en 
materia de empleo, de los cuales el cincuenta 
por ciento será representación de la Adminis-
tración de la Junta de Andalucía. 
Serán Vocales del Consejo de Administración: 

a) Nueve Vocales designados por la Consejería 
competente en materia de empleo. 
b) Cuatro Vocales designados por las organi-
zaciones sindicales más representativas en 

Andalucía, de acuerdo con lo establecido en el 
artículo 7.1 de la Ley Orgánica 11/1985, de2 de 
agosto, de Libertad Sindical. 
c) Cuatro Vocales designados por las organi-
zaciones empresariales de carácter intersec-
torial más representativas en Andalucía, de 
acuerdo con lo dispuesto en la Disposición Adi-
cional Sexta del Estatuto de los Trabajadores. 
d) Un Vocal en representación de la Federa-
ción Andaluza de Municipios y Provincias. 
e) Un funcionario del Servicio Andaluz de Em-
pleo con categoría de, al menos, Jefe de Ser-
vicio realizará las funciones de Secretario del 
Consejo de Administración, con voz y sin voto. 

2. La suplencia de la Presidencia y de los de-
más miembros del Consejo de Administración, 
para los supuestos de vacante, ausencia, en-
fermedad u otra causa legal, se determinará 
estatutariamente. 

3. Corresponderá al Consejo de Administración: 

a) Aplicar los criterios de actuación del Ser-
vicio Andaluz de Empleo de conformidad con 
las directrices de la Consejería competente en 
materia de empleo. 
b) Elaborar las propuestas de planes y pro-
gramas para el empleo para su oportuna 
tramitación. 
c) Conocer los nombramientos de los titulares 
de los Órganos de Gobierno del Servicio Anda-
luz de Empleo. 
d) Aprobar el borrador de Anteproyecto del 
Presupuesto del Organismo. 
e) Aprobar la Memoria Anual y las Cuentas 
Anuales. 
f) Elevar al titular de la Consejería competen-
te en materia de empleo la propuesta de los 
proyectos de las disposiciones de carácter 
general, y aquéllas que regulen los criterios de 
concesión de ayudas y los convenios de cola-
boración relativos a las materias competen-
cias del Servicio Andaluz de Empleo. 
g) Elevar al Consejero competente en materia 
de empleo la propuesta de estructura de los 
servicios administrativos del Servicio Andaluz 
de Empleo. 
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h) Elaborar los criterios para la adquisición o 
pérdida de la condición de entidad que colabo-
ra con las funciones propias del Servicio An-
daluz de Empleo, en el marco de la normativa 
legal que resulte de aplicación. 
i) Informar sobre adquisición y pérdida de la 
condición de entidad colaboradora del Servi-
cio Andaluz de Empleo en su función de inter-
mediación. 
j) Proponer al titular de la Consejería compe-
tente en materia de Empleo la presentación 
de proyectos a la Unión Europea relativos a 
las materias competencia del Servicio Anda-
luz de Empleo. 
k) El seguimiento y la evaluación de las activi-
dades realizadas en las materias específicas 
del Servicio Andaluz de Empleo. 
l) Proponer cuantas medidas considere nece-
sarias para el mejor cumplimiento de los fines 
del Organismo. 
m) Cualesquiera otras competencias que le 
sean atribuidas por la normativa aplicable o 
estatutariamente. 

4. El Consejo de Administración podrá funcio-
nar igualmente en Permanente. La Presidencia 
corresponderá al Presidente del Órgano, quien 
podrá delegarla en la Dirección Gerencia del 
mismo, siendo asistido por el Secretario del 
Consejo, que actuará con voz y sin voto. Que-
dará integrada por un total de nueve vocales, 
cuatro en representación de la Administración 
de la Junta de Andalucía y dos en representa-
ción de cada uno de los grupos a los que se re-
fieren los apartados b) y c) del artículo 8, apar-
tado 1, de esta Ley, y uno en representación 
del grupo al que se refiere el apartado d) del 
referido artículo. Sus competencias, así como 
su régimen de funcionamiento, se determina-
rán estatutariamente. 

Artículo 9. La Dirección-Gerencia. 
1. Sin perjuicio de las competencias asignadas 
al Consejo de Administración, la Dirección-Ge-
rencia del Servicio Andaluz de Empleo dirige, 
coordina, planifica y controla las actividades 
del Servicio Andaluz de Empleo. 

2. De forma específica, le corresponden a la Di-
rección-Gerencia las siguientes competencias: 

a) Ejecutar y hacer ejecutar los acuerdos del 
Consejo de Administración del Organismo. 
b) Ejercer la jefatura superior del personal 
adscrito al Servicio Andaluz de Empleo, en los 
términos establecidos en la legislación vigen-
te y de acuerdo con lo que reglamentariamen-
te se determine. 
c) Autorizar los gastos, efectuar las disposi-
ciones, contraer obligaciones y ordenar pagos, 
dentro de los límites fijados por la normativa 
vigente en materia presupuestaria. 
d) Preparar y elevar al Consejo de Administración 
el borrador del Anteproyecto de Presupuesto, 
planes y programas de empleo y planes de acti-
vidades, memoria anual y cuentas anuales. 
e) Todas aquéllas que le atribuyan los Estatutos, 
la normativa vigente y las que le sean delegadas. 

Artículo 10. Áreas funcionales. 
Las Áreas funcionales que, en su caso, se esta-
blezcan gestionarán los asuntos relativos a las 
materias que les sean encomendadas. 

Artículo 11. Las Direcciones Provinciales. 
1. En el ámbito provincial, la gestión del Servi-
cio Andaluz de Empleo se realizará a través de 
las correspondientes Direcciones Provincia-
les, que asumirán las competencias que se les 
atribuyan en el desarrollo de la presente Ley y 
en las normas que desarrollan las actuaciones 
del Servicio Andaluz de Empleo. 

2. Las Direcciones Provinciales ostentarán la 
representación del Servicio Andaluz de Em-
pleo en el ámbito de su demarcación y velarán 
por el cumplimiento de los fines del mismo. 
3. Serán desempeñadas por quienes ostenten 
la titularidad de las respectivas Delegaciones 
Provinciales de la Consejería competente en 
materia de empleo. 
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Artículo 12. Las Comisiones Provinciales. 
A nivel provincial existirán unas Comisiones 
Provinciales del Servicio Andaluz de Empleo, 
cuya composición y funciones se determina-
rán estatutariamente. 

En todo caso deberán integrarlas Vocales 
designados por la Junta de Andalucía, las or-
ganizaciones sindicales y empresariales que 
forman parte del Consejo de Administración 
y por la Federación Andaluza de Municipios y 
Provincias. 

Artículo 13. El Consejo Asesor. 
1. El Consejo Asesor del Organismo se consti-
tuye como órgano colegiado de participación, 
consulta y asesoramiento del Servicio Andaluz 
de Empleo y estará integrado por un Presiden-
te, un Vicepresidente, veinticuatro Vocales y 
un Secretario. 

2. La Presidencia del Consejo Asesor la osten-
tará el titular de la Consejería competente en 
materia de empleo. 

3. La Vicepresidencia la ostentará la persona 
que designe el Presidente del Consejo. 

4. La distribución de los Vocales, que serán 
nombrados por el titular de la Consejería com-
petente en materia de empleo, atenderá a la 
siguiente representación: 

a) Seis Vocales designados por la Junta de 
Andalucía. 
b) Cuatro Vocales designados por la Federa-
ción Andaluza de Municipios y Provincias. 
c) Cuatro Vocales a propuesta de las mismas 
Organizaciones Sindicales que forman parte 
del Consejo de Administración. 
d) Cuatro Vocales a propuesta de las Organi-
zaciones Empresariales que forman parte del 
Consejo de Administración. 
e) Dos Vocales a propuesta de las organizacio-
nes de la economía social. 
f) Cuatro Vocales propuestos por el Consejo 
de Administración del Organismo Autónomo 

de entre personas de reconocido prestigio en 
la materia propia de las competencias atribui-
das a este Servicio. 

5. Como Secretario del Consejo Asesor ac-
tuará, con voz y sin voto, un funcionario del 
Servicio Andaluz de Empleo con categoría, al 
menos, de Jefe de Servicio. 

6. El Consejo Asesor ostentará las funciones 
que estatutariamente se establezcan. 

CAPÍTULO III 
RÉGIMEN ECONÓMICO Y FINANCIERO 

Artículo 14. Recursos económicos. 
La financiación del Servicio Andaluz de Empleo 
se hará con cargo a los siguientes recursos: 
a) Los créditos que se le asignen en los pre-
supuestos de la Comunidad Autónoma de 
Andalucía, en los que se incluirán las consigna-
ciones para el cumplimiento de los fines que la 
presente Ley atribuye al Servicio Andaluz de 
Empleo. 
b) Las subvenciones, aportaciones, donacio-
nes y herencias que reciba. 
c) Los rendimientos de los bienes o valores de 
su patrimonio. 
d) Los créditos que se traspasen conJunta-
mente con funciones y servicios procedentes 
de otras Administraciones Públicas y sean en-
comendadas al Servicio Andaluz de Empleo. 

Artículo 15. Régimen presupuestario. 
1. El Servicio Andaluz de Empleo está someti-
do al régimen de presupuestos establecidos 
en la Ley 5/1983, de 19 de julio, General de la 
Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma 
de Andalucía, y por las Leyes del Presupuesto 
de cada ejercicio. 

2. El Servicio Andaluz de Empleo está someti-
do al régimen de intervención y contabilidad, 
de acuerdo con lo establecido en los Títulos 
V y VI de la Ley 5/1983, de 19 de julio, General 
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de la Hacienda Pública de la Comunidad Autó-
noma de Andalucía, así como a las demás de-
terminaciones establecidas al respecto en la 
citada Ley y disposiciones que la desarrollan. 

3. El régimen de contratación del Servicio An-
daluz de Empleo será el aplicable a las Admi-
nistraciones Públicas, de acuerdo con lo esta-
blecido en el vigente Real Decreto Legislativo 
2/2000, de 16 de junio, por el que se aprueba el 
Texto Refundido de la Ley de Contratos de las 
Administraciones Públicas. 

Artículo 16. Patrimonio. 
El Patrimonio del Servicio Andaluz de Empleo 
estará integrado por los bienes y derechos 
que le sean adscritos o cedidos por la Comu-
nidad Autónoma de Andalucía o cualquier otra 
Administración Pública, así como por cuales-
quiera otros bienes y derechos que adquiera o 
reciba por cualquier título. 

CAPÍTULO IV 
RÉGIMEN JURÍDICO 

Artículo 17. Normativa de aplicación. 
El régimen jurídico de los actos del Servicio An-
daluz de Empleo será el establecido en el Capí-
tulo V del Título III de la Ley 6/83, de 21 de julio, 
del Gobierno y la Administración de la Comuni-
dad Autónoma, y demás normativa vigente. 

Artículo 18. Régimen de recursos. 
1. Los actos administrativos del Servicio An-
daluz de Empleo dictados por el Presidente o 
por los órganos colegiados que éste preside 
agotan la vía administrativa, pudiendo los in-
teresados interponer recurso potestativo de 
reposición ante el mismo órgano que los dictó. 

2. Contra los actos administrativos del Servicio 
Andaluz de Empleo dictados por los restantes 
órganos podrán los interesados interponer re-
curso de alzada ante el Presidente del Servicio. 

CAPÍTULO V 
PERSONAL 

Artículo 19. Servicios administrativos. 
Para el cumplimiento de las funciones que tie-
ne legalmente atribuidas, el Servicio Andaluz 
de Empleo se estructurará en los servicios ad-
ministrativos que se establezcan. 

Artículo 20. Recursos humanos del Servicio 
Andaluz de Empleo. 
1. El personal del Servicio Andaluz de Empleo 
podrá ser tanto personal funcionario como 
laboral, en los mismos términos y condiciones 
que los establecidos para el resto del personal 
de la Junta de Andalucía, y de conformidad con 
la legislación aplicable. 

2. Integran los efectivos de personal del Servi-
cio Andaluz de Empleo: 

a) El personal de la Administración de la Co-
munidad Autónoma que le sea adscrito o se 
incorpore al Organismo, conforme a la norma-
tiva vigente. 
b) El personal de nuevo ingreso. 
c) El personal procedente de la Administra-
ción General del Estado que le sea adscrito en 
el proceso de transferencia. 

Disposición adicional única. Subrogación de 
derechos y obligaciones. 
El Servicio Andaluz de Empleo se subroga en 
todos los derechos y obligaciones contraídos 
por la Junta de Andalucía en las competencias 
que le han sido asignadas. 

Disposición transitoria primera. Reestructu-
ración de órganos administrativos. 
1. En el plazo de seis meses desde la entrada en 
vigor de la presente Ley, el Consejo de Gobierno 
procederá a la reestructuración de órganos ad-
ministrativos así como a la aprobación de la co-
rrespondiente relación de puestos de trabajo. 

2. Hasta tanto se produzca la adaptación re-
ferida en la disposición anterior, las materias 
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competencia del Servicio Andaluz de Empleo 
serán ejercidas por los órganos que actual-
mente las tienen atribuidas. 

Disposición transitoria segunda. Régimen de 
Intervención. 
En el plazo de seis meses desde la entrada 
en vigor de la presente Ley, por el Consejo de 
Gobierno de la Junta de Andalucía se resolverá 
respecto a qué Órganos y Servicios del Servi-
cio Andaluz de Empleo les será de aplicación lo 
establecido en el artículo 85.3 de la Ley 5/1983, 
de 19 de julio, General de la Hacienda Pública 
de la Comunidad Autónoma de Andalucía. 

Disposición derogatoria. 
Quedan derogadas las Disposiciones de igua-
lo inferior rango en cuanto se opongan a lo dis-
puesto en la presente Ley. 

Disposición final primera. 
Se autoriza al Consejo de Gobierno a dictar las 
disposiciones necesarias y adoptar las medi-
das pertinentes para el desarrollo y ejecución 
de la presente Ley. 

Disposición final segunda.
 La Consejería de Economía y Hacienda, dentro de 
las disponibilidades presupuestarias, habilitará 
los créditos necesarios y realizará las oportunas 
modificaciones presupuestarias para la pues-
ta en marcha, funcionamiento y ejercicio de las 
competencias del Servicio Andaluz de Empleo. 

Disposición final tercera. 
La presente Ley entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Boletín Oficial de 
la Junta de Andalucía. 

Sevilla, 16 de diciembre de 2002 
MANUEL CHAVES GONZALEZ 

Presidente de la Junta de Andalucía 
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La Ley 4/2002, de 16 de diciembre, crea el 
Servicio Andaluz de Empleo como organismo 
autónomo, al que se le atribuye la gestión de 
las políticas de empleo de la Junta de Andalu-
cía, justificándose esta decisión en la necesi-
dad de disponer de una estructura operativa y 
adecuada a su desarrollo y ejecución, posibili-
tando una gestión integral y coordinada de las 
actuaciones en materia de empleo, que permi-
ta crear más y mejor empleo en Andalucía. 

El Servicio Andaluz de Empleo se crea en el ejer-
cicio de las competencias que la Comunidad Au-
tónoma ostenta para la ejecución de la normativa 
estatal en materia laboral, y para el cumplimiento 
de las competencias previstas como exclusivas 
en el artículo 18.1.1.ª del Estatuto de Autonomía 
para Andalucía sobre fomento y planificación de 
la actividad económica de Andalucía. 

Asimismo siendo el Servicio Andaluz de Em-
pleo un organismo autónomo creado al am-
paro del artículo 13.1 de nuestro Estatuto de 
Autonomía en relación a las competencias de 
autoorganización de las instituciones del Go-
bierno Andaluz, procede el establecimiento 
de la norma jurídica en que se regule su estruc-
tura y funcionamiento. 

Finalmente, y en cuanto a la habilitación de la 
aprobación del presente Decreto, debemos 
indicar que la propia Ley 4/2002, en sus artí-
culos 1.3y 4.d) habilita al Consejo de Gobierno 
para dictar las disposiciones necesarias en 
desarrollo de la misma. 

Naciendo el Servicio Andaluz de Empleo como 
fruto del espíritu del diálogo y concertación 
social alcanzado en nuestra Comunidad Au-

tónoma, los Estatutos que lo regulan abordan 
la estructura organizativa y las funciones que 
a los distintos órganos que la componen se le 
asignan, conforme a este prisma de participa-
ción que ya viene diseñado desde la propia Ley. 

El Capítulo I de los Estatutos partiendo del re-
conocimiento de su naturaleza jurídica como 
organismo autónomo de carácter administra-
tivo, aborda los objetivos y cometidos que el 
Servicio Andaluz ha de cumplir, en consonan-
cia con lo previsto en su Ley de creación. 

Es el Capítulo II donde mayor alcance de desa-
rrollo normativo encontramos en la presente 
disposición, puesto que se trata de concretar 
las normas de funcionamiento de los distintos 
órganos previstos en la Ley. 

Especialmente significativa es la regulación de 
los órganos colegiados previstos a nivel legal, 
cuya estructura previamente definida, se con-
creta en la presente norma, dotándoles del mar-
co de funcionamiento que permitirá una eficaz 
ejecución de los cometidos que deben cumplir. 

A continuación el Capítulo III de los Estatu-
tos se ocupa de los recursos económicos y 
financieros del organismo, reiterando el so-
metimiento a los principios de intervención, 
contabilidad y presupuestación públicas y 
enumera las posibles vías de financiación de 
su actividad.

Este mismo capítulo delimita el régimen jurí-
dico de su actuación administrativa, confor-
me a la naturaleza de organismo autónomo 
de carácter administrativo del Servicio An-
daluz de Empleo. 

DECRETO 148/2005, de 
14 de junio, por el que se 
aprueban los Estatutos del 
Servicio Andaluz de Empleo 
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Finalmente el Capítulo IV de los Estatutos de-
limita la naturaleza de los recursos humanos 
que se incorporarán al Servicio Andaluz de 
Empleo. 

En su virtud, a iniciativa del Consejero de 
Empleo y a propuesta de las Consejerías de 
Justicia y Administración Pública y Economía 
y Hacienda, de acuerdo con el Consejo Con-
sultivo de Andalucía, y previa deliberación del 
Consejo de Gobierno en su reunión del día 14 
de junio de 2005, 

D I S P O N G O:
 

Artículo único. Aprobación de los Estatutos. 
Se aprueban los Estatutos del Servicio Anda-
luz de Empleo, que se insertan como anexo del 
presente Decreto. 

Disposición Derogatoria Única. Derogación 
normativa. 
Quedan derogadas las disposiciones de igua-
lo inferior rango en cuanto se opongan a lo 
dispuesto en el presente Decreto, salvo lo 
establecido en el artículo 4.2 del Decreto 
203/2004, de 11 de mayo, por el que se esta-
blece la estructura Orgánica de la Consejería 
de Empleo y del Servicio Andaluz de Empleo. 

Disposición Final Primera. Habilitación. 
Se habilita al titular de la Consejería de Em-
pleo para dictar cuantas disposiciones sean 
necesarias para el desarrollo y ejecución de 
este Decreto. 

Disposición Final Segunda. Entrada en vigor. 
El presente Decreto entrará en vigor el día 
siguiente al de su publicación en el «Boletín 
Oficial de la Junta de Andalucía». 

Sevilla, 14 de junio de 2005 
MANUEL CHAVES GONZALEZ 

Presidente de la Junta de Andalucía 
GASPAR ZARRIAS AREVALO 

Consejero de la Presidencia 
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ANEXO. ESTATUTOS DEL SERVICIO ANDA-
LUZ DE EMPLEO 

CAPÍTULO I 
NATURALEZA Y ATRIBUCIONES 

Artículo 1. Objeto y Naturaleza del Servicio 
Andaluz de Empleo. 
1. El Servicio Andaluz de Empleo, creado por la 
Ley 4/2002, de 16 de diciembre, se configura 
como un organismo autónomo de carácter 
administrativo de la Junta de Andalucía, ads-
crito a la Consejería competente en materia 
de empleo, con autonomía y capacidad para 
el ejercicio de las funciones y competencias 
establecidas en su ley de creación, al que se le 
atribuye la gestión de las políticas de empleo 
competencia de la Junta de Andalucía. 

2. Para el cumplimiento de sus fines estará 
dotado de los medios materiales y personales 
necesarios. 

Artículo 2. Principios de organización y 
funcionamiento. 
El Servicio Andaluz de Empleo se organizará y 
actuará con respeto a los principios estableci-
dos en el artículo2 de la Ley 4/2002.

Artículo 3. Objetivos y funciones del Servicio 
Andaluz de Empleo. 
El Servicio Andaluz de Empleo dirigirá su ac-
tuación al cumplimiento de los objetivos es-
tablecidos en el artículo 3 de la Ley 4/2002,y 
todos aquellos encaminados a la consecución 
del pleno empleo de la población andaluza, así 
como el fomento y desarrollo de medidas en-
caminadas a la mejora del empleo. 

Artículo 4. Competencias del Consejo de Go-
bierno de la Junta de Andalucía. 
Corresponde al Consejo de Gobierno de la Jun-
ta de Andalucía, en el ejercicio de sus funcio-
nes ejecutivas, las siguientes competencias: 

a) Aprobar los planes de empleo. 
b) Establecer las directrices generales en ma-
teria de políticas de empleo. 
c) Establecer anualmente el Proyecto de Pre-
supuesto del Servicio Andaluz de Empleo, que 
se integrará en el Proyecto de Presupuesto de 
la Comunidad Autónoma de Andalucía. 
d) Nombrar, a propuesta del Consejero com-
petente en materia de empleo, al titular de la 
Dirección-Gerencia y a los titulares de las Di-
recciones Generales del organismo. 
e) Modificar la denominación, número o atri-
bución de competencias de los órganos di-
rectivos unipersonales establecidos en los 
presentes Estatutos. 
f) Incorporar las necesidades de personal del 
Servicio Andaluz de Empleo a la oferta de em-
pleo público correspondiente. 
g) Cualesquiera otras que le atribuya la legis-
lación vigente. 

Artículo 5. Atribuciones a la Consejería com-
petente en materia de empleo. 
Corresponde a la Consejería competente en 
materia de empleo: 

a) La fijación de las directrices generales de 
actuación del Servicio Andaluz de Empleo. 
b) La propuesta al Consejo de Gobierno de las 
disposiciones de carácter general que afecten 
a su materia. 
c) La aprobación de Órdenes en materia de 
empleo. 
d) La aprobación del anteproyecto del presu-
puesto del Servicio Andaluz de Empleo. 
e) La aprobación de la propuesta de necesida-
des de recursos humanos del Servicio Andaluz 
de Empleo. 
f) La planificación, supervisión y control de la 
actuación del Servicio Andaluz de Empleo. 
g) Cuantas otras vengan atribuidas por el or-
denamiento vigente. 
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CAPÍTULO II 
ESTRUCTURA ORGÁNICA DEL SERVICIO AN-
DALUZ DE EMPLEO 

SECCIÓN PRIMERA. DE LA ESTRUCTURA 
DEL SERVICIO ANDALUZ DE EMPLEO 

Artículo 6. Estructura de los órganos del Ser-
vicio Andaluz de Empleo. 
El Servicio Andaluz de Empleo se estructura 
en los siguientes órganos: 

1. De gobierno y gestión: 
a) La Presidencia. 
b) El Consejo de Administración. 
c) La Dirección-Gerencia. 
d) Las Direcciones Generales. 

2. Territoriales: 
a) Las Direcciones Provinciales. 
b) Las Comisiones Provinciales. 
c) Las Oficinas del Servicio Andaluz de Empleo. 

3. De participación: El Consejo Asesor. 

SECCIÓN SEGUNDA. DE LA PRESIDENCIA 

Artículo 7. Titularidad. 
La Presidencia del Servicio Andaluz de Empleo 
corresponde a la persona titular de la Conseje-
ría competente en materia de empleo. 

Artículo 8. Funciones de la Presidencia del 
Servicio Andaluz de Empleo. 
Corresponden a la Presidencia del Servicio 
Andaluz de Empleo las siguientes funciones: 

a) Ostentar la representación legal del organismo. 
b) Convocar, presidir y moderar las reuniones 
del Consejo de Administración. 
c) Suscribir los contratos, convenios y reso-
luciones referidos a asuntos propios del Ser-
vicio Andaluz de Empleo, pudiendo delegar, 
aquellas funciones o competencias que consi-
dere necesario. 

d) Formular el orden del día del Consejo de Ad-
ministración. 
e) Ejercer la potestad sancionadora de su 
competencia derivada de los incumplimientos 
de empresarios y trabajadores en materia de 
empleo, en los términos que establezca la le-
gislación del Estado. 
f) Velar por el cumplimiento de los acuerdos y 
visar las actas del órgano colegiado. 

SECCIÓN TERCERA. DEL CONSEJO DE AD-
MINISTRACIÓN 

Artículo 9. Composición del Consejo de Ad-
ministración. 
1. El Consejo de Administración del Servicio 
Andaluz de Empleo estará compuesto por el 
Presidente y dieciocho vocales, nombrados 
por el titular de la Consejería competente en 
materia de empleo, de los cuales el cincuenta 
por ciento será en representación de la Junta 
de Andalucía, de acuerdo con lo establecido en 
el artículo 8.1 de la Ley 4/2002. 

Serán vocales del Consejo de Administración: 

a) Nueve vocales designados por la Consejería 
competente en materia de empleo, de los que 
uno será el titular de la Dirección-Gerencia del 
organismo, otro en representación de la Con-
sejería que ostente las competencias en ma-
teria de empresa, y otro en representación de 
la Consejería que ostente las competencias en 
materia de formación profesional reglada. 
b) Cuatro vocales designados por las organi-
zaciones sindicales más representativas en 
Andalucía, de acuerdo con lo establecido en el 
artículo 7.1 de la Ley Orgánica 11/1985, de2 de 
agosto, de Libertad Sindical. 
c) Cuatro vocales designados por las organi-
zaciones empresariales de carácter intersec-
torial más representativas en Andalucía, de 
acuerdo con lo establecido en la disposición 
adicional sexta del Real Decreto Legislativo 
1/1995, de 24 de marzo, por el que se aprueba 
el Texto Refundido de la Ley del Estatuto de 
los Trabajadores. 
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d) Un vocal en representación de la Federación 
Andaluza de Municipios y Provincias. 

2. Un funcionario del Servicio Andaluz de Em-
pleo con categoría, al menos, de Jefe de Ser-
vicio realizará las funciones de Secretario del 
Consejo de Administración, con voz y sin voto, 
de acuerdo con lo establecido en el artículo 8.1 
de la Ley 4/2002. 

El Secretario efectuará la convocatoria de las 
sesiones por orden del Presidente, así como las 
citaciones a los miembros del Consejo de Admi-
nistración, recibirá los actos de comunicación de 
los miembros con el Consejo de Administración, 
las peticiones de datos y cualquier otra clase de 
escritos de los que deba tener conocimiento. 

El Secretario preparará asimismo el despacho 
de los asuntos, redactará y autorizará las ac-
tas de las sesiones y expedirá las certificacio-
nes de las consultas, dictámenes y acuerdos 
aprobados. 

3. Los nombramientos y ceses de los vocales, 
tanto titulares como suplentes, del Consejo 
de Administración se efectuarán por el titu-
lar de la Consejería competente en materia 
de empleo, si bien los correspondientes a las 
organizaciones sindicales, empresariales y la 
Federación Andaluza de Municipios y Provin-
cias, serán propuestos por éstas. 

4. Los nombramientos de los vocales corres-
pondiente a la Administración Pública lo serán 
por tiempo indefinido, salvo aquellos que lo 
sean por razón del cargo, siendo revocable su 
nombramiento en todo momento. 

5. Los vocales correspondientes a las orga-
nizaciones sindicales y organizaciones em-
presariales más representativas así como el 
representante de la Federación Andaluza de 
Municipios y Provincias, y sus suplentes, se 
nombrarán con carácter indefinido, proce-
diéndose a la revocación de su nombramiento 
a instancia de la organización que propuso su 
nombramiento. 

Asimismo en el supuesto de producirse la pér-
dida de la condición de más representativas de 
dichas entidades, o existir nuevas organizacio-
nes que lo sean, por aplicación de la normativa 
laboral reguladora, se procederá a reajustar la 
composición del Consejo de Administración. 

6. En caso de vacante, ausencia, enfermedad u 
otra causa legal, el Presidente será sustituido 
por el Director-Gerente del Servicio Andaluz 
de Empleo. 

7. Los miembros titulares del Consejo de Admi-
nistración, en caso de ausencia, enfermedad o 
cuando concurra alguna causa justificada, se-
rán sustituidos por los designados por la Admi-
nistración y las propias Organizaciones de en-
tre sus suplentes. El orden de sustitución de los 
suplentes será por el orden de nombramiento. 

Artículo 10. Competencias del Consejo de Ad-
ministración. 
Corresponderá al Consejo de Administración 
las funciones previstas en el artículo 8.3 de la 
Ley 4/2002. 

Artículo 11. Régimen de funcionamiento del 
Consejo de Administración. 
1. El Consejo de Administración funcionará en 
Pleno o en Comisión Permanente. En Pleno se 
reunirá con carácter ordinario trimestralmen-
te al menos, previa convocatoria de su Presi-
dente, efectuada con una antelación mínima 
de diez días. 

2. El Consejo de Administración en Pleno po-
drá ser convocado de manera extraordinaria, 
con una antelación mínima de cuarenta y ocho 
horas, por el Presidente, a iniciativa propia, o a 
petición de, al menos, seis Vocales, con aporta-
ción de la propuesta del orden del día y la docu-
mentación en que se sustenta la convocatoria. 

3. Para la válida constitución del Consejo de Ad-
ministración, se requerirá en primera convoca-
toria, la presencia del Presidente y Secretario 
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o en su caso, de quienes le sustituyan y la de la 
mitad de los vocales de cada uno de los grupos 
citados en los apartados a), b) y c) del artículo 
9.1 de estos Estatutos. Una hora después de la 
establecida podrá constituirse el Consejo de 
Administración en segunda convocatoria, re-
quiriéndose en este caso la presencia del Pre-
sidente y Secretario, o en su caso, de quienes le 
sustituyan y diez vocales, cinco de los pertene-
cientes al grupo establecido en el apartado a) 
del artículo 9.1 de los Estatutos, y cinco de los 
vocales designados conforme a lo previsto en 
los apartados b), c) y d) del precitado artículo. 

4. No podrá ser objeto de deliberación o acuer-
do ningún asunto que no figure incluido en el 
orden del día, salvo que estén presentes todos 
los miembros del Consejo de Administración 
y sea declarada la urgencia del asunto por el 
voto favorable de la mayoría. 

5. Los acuerdos serán adoptados por mayoría 
de votos de los presentes, excepto para las 
atribuciones recogidas en los apartados b), 
f), h) e i) del artículo 8.3 de la Ley 4/2002, en 
cuyos supuestos se adoptarán con una mayo-
ría de, al menos, el sesenta por ciento de los 
votos de los presentes. Si al aplicar los por-
centajes previstos en el presente artículo el 
número resultante de votos no fuese entero, 
la fracción inferior a 0,5 se entenderá referida 
al número entero inferior y al igualo superiora 
0,5 se entenderá referida al entero superior. 

6. El Presidente del Servicio Andaluz de Em-
pleo, o quien le sustituya, dirimirá con su voto 
los empates a los efectos de la adopción de 
acuerdos. 

7. De cada sesión que se celebre se levantará 
acta por el Secretario, con especificación de 
los asistentes, orden del día, los puntos princi-
pales de las deliberaciones así como el conte-
nido de los acuerdos adoptados. 

8. En el acta figurará a solicitud de los respec-
tivos miembros del Consejo de Administra-
ción, el voto contrario al acuerdo adoptado, su 

abstención y los motivos que la justifiquen o el 
sentido de su voto favorable. 

9. Los miembros que discrepen del acuerdo ma-
yoritario podrán formular voto particular por 
escrito en el plazo de cuarenta y ocho horas. 

10. Las actas se aprobarán en la misma o en la 
siguiente sesión, pudiendo no obstante emitir 
el Secretario certificación sobre los acuerdos 
específicos que se hayan adoptado, sin perjui-
cio de la ulterior aprobación del acta. En las cer-
tificaciones de acuerdos adoptados, emitidas 
con anterioridad a la aprobación del acta, se 
hará constar expresamente tal circunstancia. 

11. Las organizaciones sindicales y empresaria-
les representadas en el Consejo de Administra-
ción del Servicio Andaluz de Empleo tendrán 
derecho a percibir las indemnizaciones corres-
pondientes por su participación en el mismo, con 
cargo al crédito del presupuesto del Servicio An-
daluz de Empleo aprobado, de conformidad con 
lo dispuesto y de acuerdo con el procedimiento 
establecido en la Disposición Adicional Séptima 
del Decreto 54/1989, de 21 de marzo, sobre in-
demnizaciones por razón del servicio. 

Artículo 12. La Comisión Permanente del Con-
sejo de Administración. 
1. La Presidencia de la Comisión Permanente 
corresponderá al Presidente del organismo, 
quien podrá delegarla en el Director-Gerente 
del mismo, siendo asistido por el Secretario del 
Consejo, que actuará con voz y sin voto. Que-
dará integrada por un total de nueve vocales, 
cuatro en representación de la Administración 
de la Junta de Andalucía, uno de los cuales será 
el titular de la Dirección-Gerencia del organis-
mo, y dos en representación de cada uno de los 
grupos a los que se refieren los apartados b) y 
c) del artículo 9, apartado 1, de esta norma, y 
uno en representación del grupo al que se re-
fiere el apartado d) del referido artículo. 

2. Las competencias de la Comisión Perma-
nente serán: 
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a) Conocimiento, estudio y debate, con carác-
ter previo a las deliberaciones del Pleno del 
Consejo de Administración, de los asuntos in-
corporados al orden del día del mismo. 
b) Elaboración de propuestas que se conside-
ren oportunas para su tratamiento en el Pleno 
del Consejo de Administración. 
c) Aprobación de acuerdos que en el ámbito de 
las competencias del Pleno del Consejo de Ad-
ministración le fuesen delegadas por éste. 

3. Normas de funcionamiento de la Comisión 
Permanente: 

a) La Comisión Permanente se reunirá previa 
convocatoria de su Presidente, con al menos 
cuarenta y ocho horas de antelación, a inicia-
tiva propia, o por petición de tres vocales inte-
grantes de la misma. 
b) La Comisión celebrará ordinariamente re-
unión con carácter previo a la convocatoria 
ordinaria del Consejo de Administración. 
c) La Comisión se considerará legalmente 
constituida en primera convocatoria cuando 
asistan al menos uno de los representantes de 
cada uno de los grupos de vocales del Consejo 
de Administración. En segunda convocatoria, 
una hora después de la fijada para la primera, 
será suficiente con la asistencia del Presiden-
te, el Secretario, o quienes legalmente le sus-
tituyen y al menos dos vocales pertenecientes 
a grupos de vocales diferentes de entre los 
integrados en el Consejo de Administración. 
d) Con independencia del número de asisten-
tes a la misma, la mayoría para la adopción de 
acuerdos se constituirá mediante el voto pon-
derado de los asistentes, en función del grupo 
de Vocales al que pertenecen. 

SECCIÓN CUARTA. DE LOS ÓRGANOS DI-
RECTIVOS UNIPERSONALES 

Artículo 13. La Dirección-Gerencia. 
1. La Dirección-Gerencia del Servicio Andaluz 
de Empleo, sin perjuicio de las competencias 
atribuidas al Consejo de Administración por el 
artículo 8.3 de la Ley 4/2002, dirige, coordina, 

planifica y controla las actividades del Servi-
cio Andaluz de Empleo. 

2. El Director-Gerente del Servicio Andaluz de 
Empleo será designado por el Consejo de Go-
bierno, a propuesta de la persona titular de la 
Consejería competente en materia de empleo. 

Artículo 14. Competencias de la Dirección-
Gerencia. 
De forma específica le corresponden a la 
Dirección-Gerencia las siguientes compe-
tencias, de acuerdo con lo establecido en el 
artículo 9.2 de la Ley 4/2002: 

a) Ejecutar y hacer ejecutar los acuerdos del 
Consejo de Administración del organismo. 
b) Ejercer la jefatura superior del personal ads-
crito al Servicio Andaluz de Empleo, en los tér-
minos establecidos en la legislación vigente. 
c) Autorizar los gastos, efectuar las disposi-
ciones, contraer obligaciones y ordenar pagos, 
dentro de los límites fijados por la normativa 
vigente en materia presupuestaria. 
d) Preparar y elevar al Consejo de Administración 
el borrador del Anteproyecto de Presupuesto, 
planes y programas de empleo y planes de acti-
vidades, memoria anual y cuentas anuales. 
e) Todas aquellas que le atribuya la normativa 
vigente y las que le sean delegadas. 

Artículo 15. Las Direcciones Generales. 
El Consejo de Gobierno establecerá las Di-
recciones Generales del Servicio Andaluz de 
Empleo a través de los correspondientes De-
cretos de estructura orgánica de la Consejería 
competente en materia de empleo. 

Artículo 16. Las Direcciones Provinciales. 
1. En el ámbito provincial, la gestión del Ser-
vicio Andaluz de Empleo se realizará a través 
de las correspondientes Direcciones Provin-
ciales, de acuerdo con lo establecido en el ar-
tículo 11.1 de la Ley 4/2002. 
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2. Las Direcciones Provinciales ostentarán la 
representación del Servicio Andaluz de Em-
pleo en el ámbito de su demarcación y velarán 
por el cumplimiento de los fines del mismo. 

3. Serán desempeñadas por quienes ostenten 
la titularidad de l           as respectivas Delegacio-
nes Provinciales de la Consejería competente 
en materia de Empleo. 

4. En caso de vacante, ausencia o enfermedad el 
Director Provincial será sustituido por el Secre-
tario General de la Delegación Provincial de la 
Consejería competente en materia de empleo. 

5. En cada Dirección Provincial existirá un pues-
to de trabajo, con categoría de Jefe de Servicio, 
denominado Secretario Provincial del Servicio 
Andaluz de Empleo, y que ejercerá las funciones: 

a) La coordinación administrativa de los dife-
rentes Servicios de la Dirección Provincial, de 
acuerdo con las instrucciones de su titular. 
b) La gestión de los asuntos de personal, ad-
ministración general y gestión económica de 
acuerdo con las normas emanadas de los ór-
ganos superiores del organismo. 
c) La tramitación de los recursos administrativos. 
d) Las de archivo y registro. 
e) La asistencia técnico-jurídica del organismo. 

6. De conformidad con lo establecido en el ar-
tículo 11.1 de la Ley 4/2002, se atribuyen a las 
Direcciones Provinciales del Servicio Andaluz 
de Empleo, las siguientes funciones: 

a) Las facultades que al órgano de contrata-
ción le confiere la actual legislación de contra-
tos, tanto en contratos administrativos como 
privados, así como en legislación patrimonial, 
para la ejecución de los créditos presupuesta-
rios que le sean desconcentrados. 
b) Las funciones de aprobación, disposición, 
compromiso, liquidación y propuesta de pa-
gos a que se refiere el artículo 50.2 de la Ley 
6/1983, de 19 de julio, General de la Hacienda 
Pública de la Comunidad Autónoma de Anda-

lucía con respecto de los créditos presupues-
tarios que les sean desconcentrados. 

SECCIÓN QUINTA. DE LAS COMISIONES 
PROVINCIALES 

Artículo 17. Estructura y nombramiento. 
1. Las Comisiones Provinciales estarán forma-
das por el Presidente, que lo será el Director 
Provincial del Servicio Andaluz de Empleo co-
rrespondiente, y dieciocho vocales. 

2. Serán vocales de las Comisiones Provinciales: 

a) Nueve vocales propuestos por el Director 
Provincial del Servicio Andaluz de Empleo, de 
los cuales cuatro lo serán en representación 
de las Consejerías que ostenten las compe-
tencias en materia de empresa, de formación 
profesional reglada, de agricultura y de turis-
mo, uno por cada una de ellas, respectivamen-
te. 
b) Cuatro vocales propuestos por las organi-
zaciones sindicales más representativas en 
Andalucía, de acuerdo con lo establecido en el 
artículo 7.1 de la Ley Orgánica 11/1985, de2 de 
agosto, de Libertad Sindical. 
c) Cuatro vocales propuestos por las organi-
zaciones empresariales de carácter intersec-
torial más representativas en Andalucía, de 
acuerdo con lo dispuesto en la Disposición Adi-
cional Sexta del Estatuto de los Trabajadores. 
d) Un vocal propuesto por la Federación Anda-
luza de Municipios y Provincias. 

3. Un funcionario del Servicio Andaluz de Em-
pleo, con categoría al menos, de Jefe de Servicio, 
realizará las funciones de Secretaría de la Comi-
sión Provincial, actuando con voz y sin voto. 

4. Los nombramientos y ceses de los miem-
bros titulares y suplentes de las Comisiones 
Provinciales se efectuarán por la Presidencia 
del Servicio Andaluz de Empleo. 

5. Los vocales de la Comisión Provincial serán 
sustituidos por los designados por la Adminis-
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tración y las propias Organizaciones de entre 
sus suplentes, siguiendo el orden establecido 
en su nombramiento. 

Artículo 18. Atribuciones y reglas de fun-
cionamiento. 
1. Funciones: 

a) El seguimiento y la evaluación de las acti-
vidades realizadas por el Servicio Andaluz de 
Empleo en las provincias correspondientes. 
b) Proponer al Consejo de Administración del 
Servicio Andaluz de Empleo aquellas medidas 
que consideren oportunas para la mejora de las 
actuaciones del Servicio en su ámbito territorial. 
c) Todas aquellas que, dentro de las compe-
tencias del Pleno del Consejo de Administra-
ción, relativas al ámbito de la correspondiente 
Comisión Provincial, les fuesen delegadas por 
aquél. 

2. Régimen de funcionamiento. 

El régimen de funcionamiento será, en lo que 
le pueda ser de aplicación, el mismo que el es-
tablecido para el Consejo de Administración 
en el artículo 11 de estos Estatutos, pudiendo 
funcionar igualmente en Pleno o en Comisión 
Permanente. 

Las competencias de las Comisiones Perma-
nentes Provinciales serán: 

a) Conocimiento, estudio y debate con carác-
ter previo a las deliberaciones del Pleno de la 
Comisión Provincial, de los asuntos incorpora-
dos al orden del día de la misma. 
b) Aquellas que le sean delegadas por el Pleno 
de la Comisión Provincial, que sean suscepti-
bles de delegación. 

SECCIÓN SEXTA. DE LAS OFICINAS DEL 
SERVICIO ANDALUZ DE EMPLEO 

Artículo 19. Organización de las Oficinas del 
Servicio Andaluz de Empleo. 

Las Oficinas del Servicio Andaluz de Empleo son 
las unidades administrativas a las que se enco-
miendan las funciones de coordinación, gestión, 
tramitación o apoyo, en su caso, de los progra-
mas o acciones establecidos por el Servicio An-
daluz de Empleo. Su denominación, funciones, 
ordenación y localización territorial serán esta-
blecidos por el Servicio Andaluz de Empleo. 

SECCIÓN SÉPTIMA. DEL CONSEJO ASESOR 

Artículo 20. Estructura y composición. 
1. Conforme a lo establecido en el artículo 13 
de la Ley 4/2002, los miembros del Consejo 
Asesor del Servicio Andaluz de Empleo, son 
designados y revocados conforme al procedi-
miento establecido en el artículo9 de los pre-
sentes Estatutos, en la medida en que resulte 
de aplicación. 

La designación de los Vocales del Consejo Ase-
sor contemplará una composición en cada uno 
de los grupos con participación paritaria de 
hombres y mujeres, de conformidad con lo es-
tablecido en el artículo 140 de la Ley 18/2003, 
de 29 de diciembre, por el que se aprueban 
medidas fiscales y administrativas. 

2. El Presidente del Consejo Asesor tendrá las 
siguientes funciones: 

a) Acordar la convocatoria de las sesiones y la 
fijación del orden del día, teniendo en cuenta, en 
su caso, las peticiones de los demás miembros 
formuladas con una antelación de diez días. 
b) Presidir las sesiones, moderar el desarro-
llo de los debates y suspenderlos por causas 
justificadas. 
c) Dirimir con su voto los empates a efectos de 
adopción de dictámenes e informes. 
d) Visar las actas y certificaciones de los 
acuerdos del Consejo Asesor. 

3. En caso de ausencia, enfermedad o por cual-
quier otra causa justificada el Presidente del 
Consejo Asesor será sustituido en sus funcio-
nes por el Vicepresidente. 
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4. Las personas ajenas a la Administración de 
la Junta de Andalucía y sus organismos autó-
nomos, que formen parte del Consejo Asesor, 
podrán percibir las indemnizaciones por su 
concurrencia efectiva a las sesiones, de con-
formidad con lo establecido en la disposición 
adicional sexta del Decreto 54/1989, de 21 de 
marzo, sobre indemnizaciones por razón del 
servicio de la Junta de Andalucía. 

Artículo 21. Funciones del Consejo Asesor. 
El Consejo Asesor tendrá las siguientes fun-
ciones: 

a) Emitir informes a petición del Presidente 
del Servicio Andaluz de Empleo. 
b) Conocer la Memoria de actividades del Ser-
vicio Andaluz de Empleo. 
c) A petición del Consejo de Administración 
del Servicio Andaluz de Empleo, analizar la si-
tuación y evolución del empleo en Andalucía. 
d) A petición del Consejo de Administración del 
Servicio Andaluz de Empleo, debatir sobre pro-
puestas y programas en materia de empleo. 

CAPÍTULO III 
RÉGIMEN ECONÓMICO, FINANCIERO Y 
JURÍDICO 

Artículo 22. Recursos económicos. 
La financiación del Servicio Andaluz de empleo 
se hará con cargo a los siguientes recursos: 

1. Los créditos que se les asignen en el presu-
puesto de la Comunidad Autónoma de Andalu-
cía, en los que se incluirán las consignaciones 
para el cumplimiento de los fines que su ley 
de creación atribuye al Servicio Andaluz de 
Empleo. 

2. Las subvenciones, aportaciones y legados 
públicos y privados, tanto de personas físicas 
como jurídicas. 

3. Los rendimientos de los bienes o valores de 
su patrimonio. 

4. Los créditos que se traspasen conJunta-
mente con funciones y servicios procedentes 
de otras Administraciones Públicas, y sean en-
comendados al Servicio Andaluz de Empleo. 

5. Los demás ingresos ordinarios y extraordi-
narios que el Servicio Andaluz de Empleo esté 
autorizado a recibir. 

Artículo 23. Régimen presupuestario y de 
contratación. 
1. El Servicio Andaluz de Empleo está some-
tido al régimen de presupuestos establecido 
en la Ley 5/1983, de 19 de julio, General de la 
Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma 
de Andalucía y por las Leyes del Presupuesto 
para la Comunidad Autónoma de Andalucía 
para cada ejercicio. 

2. El Servicio Andaluz de Empleo está someti-
do al régimen de intervención y contabilidad, 
de acuerdo con lo establecido en los Títulos V 
y VI de la Ley 5/1983, antes citada, así como a 
las demás determinaciones establecidas en la 
citada Ley y disposiciones que la desarrollan. 

3. El régimen de contratación del Servicio An-
daluz de Empleo será el aplicable a las Admi-
nistraciones públicas, de acuerdo con lo esta-
blecido en el Real Decreto Legislativo 2/2000, 
de 16 de junio, por el que se aprueba el texto 
refundido de la Ley de Contratos de las Admi-
nistraciones Públicas. 

Artículo 24. Patrimonio. 
El Patrimonio del Servicio Andaluz de Empleo 
estará integrado por los bienes y derechos que 
le sean adscritos o cedidos por la Comunidad 
Autónoma de Andalucía o cualquier otra admi-
nistración pública, así como por cualesquiera 
otros bienes y derechos que adquiera o reciba 
por cualquier título. 
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Artículo 25. Normativa de aplicación en su 
actuación administrativa. 
El régimen jurídico de los actos del Servicio 
Andaluz de Empleo será el establecido en el 
Capítulo V del Título III de la Ley 6/1983, de 21 
de julio, del Gobierno y la Administración de 
la Comunidad Autónoma de Andalucía, y en la 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y 
del Procedimiento Administrativo Común, y 
demás normas de aplicación. 

Artículo 26. Régimen de actos, recursos y re-
clamaciones previas a la vía judicial. 
1. Los actos administrativos del Servicio An-
daluz de Empleo dictados por el Presidente o 
por los órganos colegiados que éste preside 
agotan la vía administrativa, pudiendo los in-
teresados interponer recurso potestativo de 
reposición ante el mismo órgano que los dictó. 

2. También agotan la vía administrativa: 

a) Los actos administrativos dictados por 
órganos inferiores cuando lo sean por dele-
gación del presidente o por delegación de 
órganos colegiados cuya presidencia le esté 
reservada. 
b) Las resoluciones del Director-Gerente, Se-
cretario General y Directores Generales en 
materia de personal. 

3. Contra los actos administrativos del Servi-
cio Andaluz de Empleo dictados por los res-
tantes órganos podrán los interesados inter-
poner recurso de alzada ante el Presidente del 
Servicio Andaluz de Empleo. 

4. Contra los actos dictados en materia de de-
recho civil o laboral, los interesados deberán in-
terponer reclamación previa a la vía judicial civil 
o laboral correspondiente de conformidad con lo 
establecido en los artículos 120a 126 de la Ley de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públi-
cas y del Procedimiento Administrativo Común. 

5. Las reclamaciones previas en materia de 
derecho laboral serán resueltas por el Direc-

tor-Gerente, en el ámbito de los Servicios 
Centrales del Servicio Andaluz de Empleo, y 
por los Directores Provinciales, en el ámbito 
de las Direcciones Provinciales. 

6. Las reclamaciones en materia de derecho 
privado serán resueltas por el Director-Geren-
te del Servicio Andaluz de Empleo. 

CAPÍTULO IV 
PERSONAL 

Artículo 27. Servicios administrativos. 
Para el cumplimiento de las funciones que tie-
ne legalmente atribuidas, el Servicio Andaluz 
de Empleo se estructurará en los servicios ad-
ministrativos que se establezcan. 

La Relación de Puestos de Trabajo del Servicio 
Andaluz de Empleo establecerá en cada una 
de sus Oficinas un puesto denominado Direc-
tor de Oficina que será nombrado conforme a 
la normativa aplicable de provisión de puestos 
de trabajo, y será responsable de la organiza-
ción, coordinación interna de la oficina, ejecu-
ción de los objetivos así como del cumplimien-
to del horario de atención al público. 

Artículo 28. Recursos Humanos del Servicio 
Andaluz de Empleo. 
1. El personal del Servicio Andaluz de Empleo 
podrá ser tanto personal funcionario como 
laboral, en los mismos términos y condicio-
nes que los establecidos para el resto del 
personal al servicio de la Administración de 
la Junta de Andalucía, y de conformidad con 
la legislación aplicable. 

2. Integran los efectivos de personal del Servi-
cio Andaluz de Empleo: 

a) El personal de la Administración de la Co-
munidad Autónoma que le sea adscrito o se 
incorpore al organismo, conforme a la norma-
tiva vigente. 
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b) El personal de nuevo ingreso, que acceda me-
diante las sucesivas ofertas de empleo público. 
c) El personal procedente de la Administra-
ción General del Estado que le sea adscrito 
en los procesos de traspasos de servicios que 
pudieran producirse. 
d) El personal procedente de otras Administra-
ciones Públicas que pueda acceder al mismo con 
posterioridad, de conformidad con los sistemas 
de provisión vigentes en materia de función pú-
blica de la Comunidad Autónoma de Andalucía. 
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El Decreto del Presidente 3/2009, de 23 de 
abril, sobre reestructuración de Consejerías, 
recoge en su artículo 5 las competencias que 
le corresponden a la Consejería de Empleo. 

Dicha asignación comporta una ampliación 
de las competencias que le estaban atribui-
das, para una mejor adecuación a los reque-
rimientos y necesidades de la ciudadanía 
andaluza, su mercado de trabajo y tejido pro-
ductivo, al asignársele las relativas a fomen-
to y formación en el ámbito del autoempleo, 
emprendedores, y pequeños empresarios, 
así como la coordinación de las políticas mi-
gratorias. 

En consecuencia se establece una nueva es-
tructura orgánica de la Consejería de Empleo 
y del Servicio Andaluz de Empleo, con el obje-
tivo de adecuarla a las nuevas atribuciones de 
competencias y garantizar una mayor eficacia 
y eficiencia en su gestión. 

En su virtud, previo informe de la Consejería 
de Economía y Hacienda, y de la Consejería de 
Justicia y Administración Pública, a propues-
ta del Consejero de Empleo, de conformidad 
con lo establecido en el artículo 27.19 de la 
Ley 6/2006, de 24 de octubre, del Gobierno 
de la Comunidad Autónoma de Andalucía, y 
en el artículo 24.1 de la Ley 9/2007, de 22 de 
octubre, de la Administración de la Junta de 
Andalucía, y previa deliberación del Consejo 
de Gobierno, en su reunión del día 19 de mayo 
de 2009, 

D I S P O N G O: 

Artículo 1. Competencias de la Consejería de 
Empleo y del Servicio Andaluz Empleo. 
El artículo 5 del Decreto del Presidente 
3/2009, de 23 de abril, sobre reestructura-
ción de Consejerías, atribuye a la Consejería 
de Empleo, junto a sus actuales competencias 
la planificación, gestión, promoción y evalua-
ción de los programas y acciones relativos 
al fomento de vocaciones empresariales, la 
formación de emprendedores y pequeños 
empresarios, el fomento del autoempleo y la 
difusión de la cultura empresarial, y la coordi-
nación de las políticas migratorias, en cumpli-
miento de lo previsto en los artículos 62 y 63 
del Estatuto de Autonomía para Andalucía y 
bajo los principios, objetivos y compromisos 
establecidos en los artículos 166 a 174 de di-
cho texto estatutario. 

Específicamente, corresponden a la Conseje-
ría de Empleo las competencias relativas a: 

1. Las relaciones laborales en sus vertientes 
individuales y colectivas, sin perjuicio de las 
competencias que corresponden a la Conse-
jería de Justicia y Administración Pública en 
relación con el personal al servicio de la Admi-
nistración de la Junta de Andalucía; las condi-
ciones de trabajo; las de mediación, arbitraje 
y conciliación; programas de tiempo libre; y en 
general, las atribuidas a la Autoridad Laboral 
en el ámbito de la Comunidad Autónoma de 
Andalucía. 

DECRETO 170/2009, de 
19 de mayo, por el que 
se aprueba la estructura 
orgánica de la Consejería 
de Empleo y del Servicio 
Andaluz de Empleo 
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2. La prevención de riesgos laborales y la se-
guridad y salud laboral, promoviendo la cultura 
preventiva y la realización de las acciones que, 
combatiendo la siniestralidad laboral, garanti-
cen la salud de las personas trabajadoras. 

3. Las políticas favorecedoras de la igualdad 
de trato y oportunidades, de forma trans-
versal, en el ámbito laboral, promoviendo la 
mejora de la empleabilidad de las mujeres, su 
seguridad y salud laboral, así como el fomento 
de la igualdad en el marco de la negociación 
colectiva. 

4. Las competencias funcionales sobre la Ins-
pección de Trabajo y Seguridad Social en ma-
teria laboral, asignadas a la Administración de 
la Junta de Andalucía. 

5. La coordinación de las políticas migratorias. 

6. Las políticas activas de empleo y de in-
termediación laboral atribuidas por la Ley 
4/2002, de 16 de diciembre, de creación del 
Servicio Andaluz de Empleo, y en particular: 

a) La intermediación laboral, mediante la cua-
lificación de la demanda y la dinamización de 
la oferta de empleo, facilitando el ajuste entre 
empleadores y demandantes de empleo. 
b) El fomento del empleo y de su calidad y es-
tabilidad. 
c) La promoción y el desarrollo del empleo lo-
cal, atendiendo a las necesidades específicas 
de cada territorio y en coordinación con las 
Administraciones Locales, así como el segui-
miento del Programa de Fomento del Empleo 
Agrario. 
d) La formación profesional para el empleo, 
promoviendo la inserción laboral de las perso-
nas desempleadas y la cualificación profesio-
nal de las personas ocupadas. 
e) La expedición de acreditaciones profesiona-
les de la población activa como reconocimien-
to de su profesionalidad fruto de la formación 
previa o la experiencia laboral, y en particular 
mediante la expedición de las Certificaciones 
Profesionales. 

f) La promoción del trabajo autónomo, así 
como la planificación, gestión, promoción y 
evaluación de los programas y acciones relati-
vos al fomento de vocaciones empresariales, 
la formación de emprendedores y pequeños 
empresarios, el fomento del autoempleo y la 
difusión de la cultura empresarial. 
g) La ejecución y coordinación de las acciones 
derivadas de la Estrategia Europea por el Em-
pleo en la Comunidad Autónoma de Andalucía, 
así como la participación en los programas e 
iniciativas comunitarias objeto de las mate-
rias que son competencia de esta Consejería. 

Artículo 2. Organización general de la Con-
sejería de Empleo y del Servicio Andaluz de 
Empleo. 
1. La Consejería de Empleo, bajo la superior 
dirección de la persona titular de la misma, 
se estructura para el ejercicio de sus compe-
tencias en los siguientes órganos directivos 
centrales: 

-  Viceconsejería. 
 - Secretaría General Técnica. 
- Dirección General de Trabajo y Seguridad 
Social. 
- Dirección General de Seguridad y Salud 
Laboral. 
- Dirección General de Coordinación de Polí-
ticas Migratorias. 

2. El Servicio Andaluz de Empleo, bajo la Pre-
sidencia de la persona titular de la Consejería, 
se estructura para el ejercicio de sus compe-
tencias en los siguientes órganos directivos 
centrales: 

- Dirección-Gerencia. 
- Dirección General de Empleabilidad y Forma-
ción Profesional. 
- Dirección General de Autónomos, Igualdad y 
Fomento del Empleo. 

3. En cada provincia existirá la Delegación 
Provincial de la Consejería de Empleo, como 
órgano directivo periférico, cuya persona 
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titular, además de cuantas competencias le 
vengan atribuidas, de acuerdo con los artícu-
los 38 y 39 de la Ley 9/2007, de 22 de octubre, 
de la Administración de la Junta de Andalucía, 
ostentará la representación ordinaria de la 
Consejería y del Servicio Andaluz de Empleo 
en su ámbito territorial. 

4. Se adscriben a la Consejería de Empleo: 

- El Servicio Andaluz de Empleo, de confor-
midad con lo establecido en el artículo 1 de la 
Ley 4/2002, de 16 de diciembre, de creación de 
esta agencia. 
- El Instituto Andaluz de Prevención de Ries-
gos Laborales, de conformidad con lo esta-
blecido en el artículo 2 de la Ley 10/2006, de 
26 diciembre, del Instituto Andaluz de Preven-
ción de Riesgos Laborales. 
- El Consejo Andaluz de Relaciones Laborales 
y su Sistema Extrajudicial de Resolución de 
Conflictos Laborales de Andalucía (SERCLA), 
de conformidad con lo establecido en la Ley 
4/1983, de 27 de junio, del Consejo Andaluz de 
Relaciones Laborales. 
-  El Consejo Económico y Social de Andalucía, 
de conformidad con lo establecido en la Ley 
5/1997, de 26 de noviembre, del Consejo Eco-
nómico y Social de Andalucía. 

5. Bajo la presidencia de la persona titular de la 
Consejería, para asistirle en el estudio, forma-
ción y desarrollo de las directrices de la misma, 
se constituirá un Consejo de Dirección del que 
formarán parte las personas titulares de todos 
los órganos directivos centrales de la misma. 

Cuando la persona titular de la Consejería lo 
estime procedente, podrán asistir a las re-
uniones del Consejo de Dirección las personas 
titulares de los órganos directivos periféricos 
de la Consejería, así como los de las agencias, 
de los órganos adscritos y de las entidades 
dependientes de la misma. 

La Secretaría del Consejo de Dirección será 
ostentada por la persona titular de la Secreta-
ría General Técnica de la Consejería. 

Artículo 3. Régimen de suplencia. 
1. En caso de ausencia, enfermedad o impedi-
mento de la persona titular de la Consejería, 
será suplida por la persona titular de la Vi-
ceconsejería, sin perjuicio de la forma de su-
plencia prevista en el artículo 9.6 del Decreto 
148/2005, de 14 de junio, por el que se aprueba 
los Estatutos del Servicio Andaluz de Empleo, 
y de lo establecido en el artículo 10.1.j) de la 
Ley 6/2006, de 24 octubre, del Gobierno de la 
Comunidad Autónoma de Andalucía. 

2. En caso de ausencia, enfermedad o impedi-
mento de la persona titular de la Viceconsejería 
o de los restantes órganos directivos centrales 
de la Consejería, serán suplidos por la persona 
titular de la Secretaría General Técnica. 

3. En caso de ausencia, enfermedad o vacante 
de la persona titular de la Dirección-Gerencia 
y demás órganos directivos centrales del Ser-
vicio Andaluz de Empleo, serán suplidos por la 
persona titular del órgano directivo que desig-
ne la Presidencia. 

4. Respecto de los órganos directivos perifé-
ricos, las personas titulares de las Delegacio-
nes Provinciales de la Consejería y Direcciones 
Provinciales del Servicio Andaluz de Empleo 
serán suplidas por las personas titulares de 
la Secretaría General y Secretaría Provincial 
respectivamente. 

5. No obstante lo dispuesto en el apartado an-
terior, la persona titular de la Consejería podrá 
designar para la suplencia la persona titular 
del órgano directivo que estime pertinente. 

Artículo 4. Viceconsejería. 
1. La Viceconsejería ejerce la jefatura superior 
de la Consejería después de la persona titular 
de la misma, correspondiéndole la representa-
ción ordinaria y delegación general de aquélla. 

De igual modo, le corresponde proponer medi-
das de organización, de relaciones de puestos 
de trabajo y planes de empleo; la dirección del 
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funcionamiento de los servicios comunes a 
través de las correspondientes instrucciones 
y órdenes de servicio; la coordinación admi-
nistrativa entre los distintos órganos de la 
Consejería y su supervisión y control, así como 
las restantes funciones que le atribuye en el 
artículo 27 de la Ley 9/2007, de 22 de octubre, 
y las que, con carácter expreso, le delegue la 
persona titular de la Consejería. 

2. Igualmente, se atribuyen a la Viceconsejería 
las competencias relativas a: 

a) La coordinación con la Administración 
General del Estado para la ejecución de los 
correspondientes Planes de actuación de la 
Inspección de Trabajo y Seguridad Social, así 
como de las actuaciones relativas a la realidad 
migratoria. 
b) El impulso, la coordinación, la planificación 
y el seguimiento de todos los programas diri-
gidos a la implantación de políticas de calidad, 
estabilidad y seguridad en el empleo puestos 
en marcha por la Consejería de Empleo, por el 
Instituto Andaluz de Prevención de Riesgos 
Laborales y por el Servicio Andaluz de Empleo, 
así como la coordinación con otros programas 
que se aprueben por el resto de Consejerías o 
agencias sobre tales materias para la aplica-
ción de la Estrategia Europea por el Empleo. 
c) La comunicación con las demás Consejerías, 
organismos y entidades que tengan relación 
con la Consejería, todo ello sin perjuicio de lo 
dispuesto en el artículo 19.1 de la Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de 
las Administraciones Públicas y del Procedi-
miento Administrativo Común. 
d) Velar por el cumplimiento de las decisiones 
adoptadas por la persona titular de la Conse-
jería y de los acuerdos tomados en Consejo de 
Dirección, así como el seguimiento de la ejecu-
ción de los programas de la Consejería. 

3. De la Viceconsejería dependerán las Di-
recciones Generales de Trabajo y Seguridad 
Social, de Seguridad y Salud Laboral y de Co-
ordinación de Políticas Migratorias. 

Artículo 5. Secretaría General Técnica. 
1. Bajo la dependencia directa de la persona 
titular de la Viceconsejería, la Secretaría Ge-
neral Técnica, con nivel orgánico de Dirección 
General, tendrá las atribuciones previstas en 
el artículo 29 de la Ley 9/2007, de 22 de oc-
tubre y, en particular, la gestión de personal, 
sin perjuicio de la ostentación de la jefatura 
superior de personal por la Viceconsejería; la 
organización y racionalización de las unidades 
y servicios de la Consejería y las funciones ge-
nerales de administración, registro y archivo 
central, impulso y ejecución de la actividad 
presupuestaria y la gestión del gasto, coordi-
nando, a estos efectos, a las distintas agencias 
y entidades dependientes de la Consejería, así 
como la gestión de la contratación administra-
tiva. Igualmente ejercerá estas funciones en el 
Servicio Andaluz de Empleo y en el Instituto 
Andaluz de Prevención de Riesgos Laborales, 
incluida la gestión de tesorería de los mismos. 

2. Serán también de su competencia la tra-
mitación, informe y, en su caso, preparación 
de disposiciones de carácter general; la ela-
boración del anteproyecto del presupuesto 
de la Consejería, así como el seguimiento de 
la ejecución del mismo; la coordinación de las 
Oficinas de Atención al Ciudadano y, en gene-
ral, la asistencia técnica y administrativa a los 
órganos de la Consejería. 

3. Además le corresponde la realización de 
estadísticas sobre las materias competencia 
de la misma, en colaboración con el Instituto 
de Estadística de Andalucía, salvo las atri-
buidas por el artículo 9.3 de este Decreto a la 
Dirección-Gerencia del Servicio Andaluz de 
Empleo. 

Artículo 6. Dirección General de Trabajo y Se-
guridad Social. 
1. A la Dirección General de Trabajo y Seguri-
dad Social se le atribuyen, en general, las com-
petencias propias de la Autoridad Laboral, en 
materia de relaciones laborales. 
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2. En particular, le quedan atribuidas las com-
petencias relativas a: 

a) Las relaciones laborales, tanto individua-
les como colectivas, y las condiciones de 
trabajo, así como las de mediación, arbitraje 
y conciliación 
b) La gestión de programas de Residencias del 
Tiempo Libre. 
c) El estudio sobre viabilidad de empresas, 
análisis de productividad y la resolución de 
los expedientes de regulación de empleo y 
de acompañamiento sociolaboral en su caso, 
sin perjuicio de la necesaria coordinación con 
otros órganos directivos. 
d) La investigación, formación, difusión y fo-
mento sobre los aspectos laborales de la Res-
ponsabilidad Social Corporativa. 
e) Las competencias sancionadoras por in-
fracciones en materia de relaciones laborales, 
sin perjuicio de las atribuidas a otros órganos 
por razón de su cuantía. 

Artículo 7. Dirección General de Seguridad y 
Salud Laboral. 
1. A la Dirección General de Seguridad y Salud 
Laboral corresponden en general las compe-
tencias relativas a la seguridad y salud laboral 
de las personas trabajadoras, así como los 
mecanismos de inspección, prevención de los 
riesgos laborales y lucha contra la siniestrali-
dad laboral. 

2. En particular, se le atribuyen las competen-
cias relativas a: 

a) La promoción de la cultura preventiva y la 
realización de las acciones que, combatiendo 
la siniestralidad laboral, garanticen la salud de 
las personas trabajadoras. 
b) La coordinación de los Centros de Preven-
ción de Riesgos Laborales dependientes de la 
Consejería. 
c) Las facultades de dirección, control y tutela 
del Instituto Andaluz de Prevención de Ries-
gos Laborales, de acuerdo con lo establecido 
en el artículo 2 de la Ley 10/2006, de 26 de 

diciembre, y en el Decreto 34/2008, de 5 de 
febrero, por el que se aprueban los Estatutos 
del Instituto Andaluz de Prevención de Ries-
gos Laborales. 
d) Las competencias sancionadoras por in-
fracciones en materia de seguridad y salud 
laboral, sin perjuicio de las atribuidas a otros 
órganos por razón de su cuantía. 

Artículo 8. Dirección General de Coordinación 
de Políticas Migratorias. 
Corresponden a la Dirección General de Coor-
dinación de Políticas Migratorias las compe-
tencias relativas a: 

a) Las funciones de impulso y coordinación de 
las políticas públicas de las distintas Conseje-
rías en atención a las consecuencias sociales 
de la realidad migratoria. 
b) La coordinación de las actuaciones que al 
respecto se aborden en los ámbitos sanita-
rio, social, cultural, educativo y en cualquier 
otro ámbito de intervención sobre la realidad 
migratoria. 
c) El estudio de la evolución de la migración 
como realidad social. 
d) La planificación de la actuación de la Admi-
nistración de la Junta de Andalucía al respecto 
y la evaluación permanente de sus resultados. 
e) La coordinación de las actuaciones y las re-
laciones con otras Administraciones Públicas 
en lo referente a la incidencia de la realidad 
migratoria, sin perjuicio de lo dispuesto en el 
artículo 4.2.a) del presente Decreto. 

Artículo 9. Dirección-Gerencia. 
1. A la Dirección-Gerencia del Servicio Andaluz 
de Empleo, con rango de Viceconsejería, le co-
rresponden la dirección, supervisión y control 
de los órganos directivos centrales y perifé-
ricos de la agencia, así como la planificación, 
coordinación y evaluación de sus actividades. 

2. De acuerdo con el artículo 9.2 de la Ley 
4/2002, de 16 de diciembre, le corresponde: 
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a) Ejecutar y hacer ejecutar los acuerdos del 
Consejo de Administración del Servicio Anda-
luz de Empleo. 
b) Ejercer la jefatura superior del personal 
adscrito al Servicio Andaluz de Empleo. 
c) Autorizar los gastos, efectuar las disposicio-
nes, contraer obligaciones y ordenar pagos. 
d) Preparar y elevar al Consejo de Administra-
ción el borrador del anteproyecto de Presu-
puesto, planes y programas de empleo, planes 
de actividades y la Memoria y cuentas anuales. 
e) Todas aquéllas que le atribuyan los estatutos, 
la normativa vigente, y las que le sean delegadas. 

3. Asimismo, le corresponde con carácter 
específico: 

a) La coordinación de los órganos territoriales 
de la agencia. 
b) El estudio y prospección del mercado de 
trabajo en Andalucía, así como la preparación 
y análisis de las estadísticas de empleo, sin 
perjuicio de las competencias atribuidas a 
otros órganos en esta materia. 
c) La promoción y coordinación de la partici-
pación de la agencia en las Iniciativas y Pro-
gramas Comunitarios y la elaboración de las 
medidas que sobre las materias atribuidas al 
Servicio Andaluz de Empleo, se presenten en 
el marco del Fondo Social Europeo, a través de 
la Consejería de Economía y Hacienda. 
d) La asunción, asignación o redistribución, en su 
caso, entre los distintos órganos del Servicio An-
daluz de Empleo, de programas y actividades que 
incidan sobre funciones atribuidas a distintos ór-
ganos directivos del Servicio Andaluz de Empleo. 

4. De la Dirección Gerencia del Servicio Andaluz 
de Empleo dependerán las Direcciones Genera-
les de Empleabilidad y Formación Profesional, y 
de Autónomos, Igualdad y Fomento del Empleo. 

Artículo 10. Dirección General de Empleabili-
dad y Formación Profesional. 
1. A la Dirección General de Empleabilidad y 
Formación Profesional del Servicio Andaluz 
de Empleo le corresponden, en general, las 

funciones relativas a la empleabilidad de las 
personas demandantes de empleo, su forma-
ción y la de las personas trabajadoras ocupa-
das, así como la mejora del funcionamiento del 
mercado de trabajo. 

2. En particular, le corresponden las compe-
tencias relativas a: 

a) La coordinación de la atención a las perso-
nas usuarias del Servicio Andaluz de Empleo, 
personas demandantes y oferentes de em-
pleo, mediante la implantación y desarrollo de 
los procesos de asesoramiento a éstos, y su 
derivación a otras actividades del Servicio. 
b) La definición y coordinación del registro 
y calificación de la demanda de empleo, así 
como la puesta en marcha de los Itinerarios 
Personalizados de Inserción y las actuaciones 
de orientación profesional de las personas de-
mandantes de empleo. 
c) La definición y coordinación de las actuacio-
nes de atención a las entidades empleadoras 
en relación con sus necesidades de recursos 
humanos, con la recepción y difusión de las 
ofertas de empleo, la captación de personas 
candidatas adecuadas y su puesta en contac-
to para su contratación. 
d) La promoción, impulso y desarrollo de los pro-
gramas y acciones para el desarrollo del empleo 
local, atendiendo a las necesidades específicas 
de cada territorio en colaboración con las Admi-
nistraciones Locales y coordinando las activida-
des de las Unidades Territoriales de Empleo y 
Desarrollo Local y Tecnológico, red adscrita a la 
Consejería de Empleo por el artículo 5.2 del De-
creto del Presidente 3/2009, de 23 de abril. 
e) La planificación y gestión de los programas 
de cualificación profesional de la población ac-
tiva, coordinando la oferta formativa dirigida a 
las personas demandantes de empleo y las ac-
ciones de formación a lo largo de la vida laboral. 
f) La programación, coordinación y control de 
los Centros de Formación Profesional del Ser-
vicio Andaluz de Empleo, así como de aquellos 
centros de formación especializada en los que 
el Servicio Andaluz de Empleo tenga partici-
pación mayoritaria. 
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g) La gestión y expedición de acreditaciones 
profesionales de la población activa como re-
conocimiento de su profesionalidad fruto de 
la formación previa o de la experiencia laboral 
y, en particular, los Certificados de Profesio-
nalidad en Andalucía. 

Artículo 11. Dirección General de Autónomos, 
Igualdad y Fomento del Empleo. 
1. A la Dirección General de Autónomos, Igual-
dad y Fomento del Empleo del Servicio An-
daluz de Empleo le corresponden, en general, 
las funciones relativas al fomento del trabajo 
autónomo y del autoempleo ; el desarrollo de 
las medidas favorecedoras de la igualdad de 
trato y de oportunidades en el ámbito laboral, 
así como las encaminadas a incentivar la crea-
ción de empleo estable y de calidad. 

2. En particular le corresponden las compe-
tencias relativas a: 

a) La promoción y fomento del trabajo au-
tónomo, así como promoción de la cultura 
emprendedora, el fomento de vocaciones em-
presariales, la formación de emprendedores y 
pequeños empresarios, el fomento del autoe-
mpleo y la difusión de la cultura empresarial. 
b) El fomento y apoyo a la elaboración de pla-
nes de igualdad en las empresas, en colabora-
ción con la Consejería para la Igualdad y Bien-
estar Social. 
c) Las actividades de promoción y sensibiliza-
ción para la conciliación de la vida personal y 
familiar, la elaboración y difusión de códigos 
de buenas prácticas así como la realización de 
campañas y acciones de formación que facili-
ten dicha conciliación. 
d) El fomento de medidas dirigidas a la crea-
ción de empleo estable, a la contratación de 
personas demandantes de empleo, así como 
la gestión, en el ámbito de las competencias 
de la agencia, del Programa de Fomento del 
Empleo Agrario. 
e) El fomento y elaboración de proyectos 
generadores de empleo de interés general y 
social, así como los programas específicos de 

fomento de la contratación para la integración 
laboral de personas discapacitadas y para las 
personas con dificultades de inserción laboral. 
f) La coordinación y control de los programas 
mixtos de fomento del empleo, que incluyan 
acciones de formación. 
g) El impulso y desarrollo de medidas en el 
marco de los nuevos yacimientos de empleo. 
Disposición transitoria única. Subsistencia y 
retribución de determinadas unidades y pues-
tos de trabajo. 

Hasta tanto se apruebe la Relación de Puestos de 
Trabajo adaptada a la estructura orgánica apro-
bada mediante este Decreto, y se proceda a las 
correspondientes adaptaciones presupuestarias, 
las unidades y puestos de trabajo de nivel orgáni-
co inferior a Dirección General, tanto de la Conse-
jería de Innovación, Ciencia y Empresa como de 
la de Gobernación, continuarán subsistentes y 
serán retribuidos con cargo a los mismos créditos 
presupuestarios a los que venían imputándose. 

Disposición derogatoria única. Derogación 
normativa. 
Queda derogado el Decreto 118/2008, de 29 
de abril, por el que se aprueba la estructura 
orgánica de la Consejería de Empleo y del Ser-
vicio Andaluz de Empleo, y cuantas disposicio-
nes de igual o inferior rango se opongan a lo 
dispuesto en la presente disposición. 

Disposición final primera. Desarrollo normativo. 
Se habilita al Consejero de Empleo para dictar 
cuantas disposiciones sean necesarias en desarro-
llo y ejecución de lo establecido en este Decreto. 

Disposición final segunda. Entrada en vigor. 
El presente Decreto entrará en vigor el día de 
su publicación en el «Boletín Oficial de la Junta 
de Andalucía». 

Sevilla, 19 de mayo de 2009 
JOSÉ ANTONIO GRIÑÁN MARTÍNEZ 

Presidente de la Junta de Andalucía 
ANTONIO FERNÁNDEZ GARCÍA 

Consejero de Empleo 
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El Estatuto de Autonomía para Andalucía, con-
templa, en su artículo 10.3.1.º, como uno de los 
objetivos básicos de la Comunidad Autónoma 
de Andalucía, la consecución del pleno empleo 
estable y de calidad en todos los sectores de 
la producción, determinando su artículo 63.1 
que corresponden a la Comunidad Autónoma 
de Andalucía, las competencias ejecutivas en 
materia de empleo y relaciones laborales, en-
tre las que se incluyen, según el apartado 1.º de 
dicho artículo, las políticas activas de empleo, 
que comprenden, entre otras materias, la for-
mación de las personas demandantes de em-
pleo y de las trabajadoras en activo, así como la 
gestión de las subvenciones correspondientes. 

El Servicio Andaluz de Empleo, creado por la 
Ley 4/2002, de 16 de diciembre y adscrito a la 
Consejería competente en materia de empleo 
como órgano gestor de la política de empleo 
de la Junta de Andalucía tiene como objetivos 
específicos el ejercicio de las competencias en 
materia de empleo y cualificación profesional, 
y en particular, la formación para el empleo y la 
orientación e información entre otros. 

Mediante Real Decreto 427/1993, de 26 de 
marzo, la Administración General del Estado 
traspasó a la Comunidad Autónoma de Anda-
lucía las funciones y servicios de la Gestión de 
la Formación Profesional Ocupacional. Desde 
entonces, se viene gestionando por la Junta de 
Andalucía, a través de la Consejería con com-
petencias en materia de empleo, la formación 
profesional dirigida a personas desemplea-
das. Esta formación ha convivido a lo largo 
de estos años con la Formación Profesional 
Continua, dirigida a las personas ocupadas, y 

la Formación Profesional Inicial, gestionada 
ésta por la Administración educativa. 

En relación con la gestión de la Formación 
Continua, son dos sentencias del Tribunal 
Constitucional (STC 95/2002, de 25 de abril y 
STC 190/2002, de 17 de octubre), las que deli-
mitaron los ámbitos de actuación de la Admi-
nistración General del Estado y de las Comuni-
dades Autónomas en esta materia, ubicándola 
dentro del ámbito laboral, y por tanto, dentro 
el ámbito de gestión de las Comunidades Au-
tónomas, al igual que la Formación Profesio-
nal Ocupacional. 

Mediante el Real Decreto 1562/2005, de 23 
de diciembre, y como consecuencia de dichas 
sentencias, se traspasa a la Comunidad Autó-
noma de Andalucía la gestión de la Formación 
Continua. 

En los últimos años, se han aprobado impor-
tantes normas en el ámbito del empleo y la 
Formación Profesional, estableciéndose una 
nueva categoría, la Formación Profesional 
para el Empleo, que hacen imprescindible la 
adaptación de la regulación autonómica exis-
tente al nuevo marco. 

El Real Decreto 34/2008, de 18 de enero, regula 
los Certificados de Profesionalidad, definidos 
como instrumentos de acreditación oficial de 
las cualificaciones profesionales del Catálogo 
Nacional de Cualificaciones Profesionales en 
el ámbito de la Administración laboral. 

Por su parte, la Ley 56/2003, de 16 de diciem-
bre, de Empleo, establece, en su artículo 25.2, 

DECRETO 335/2009, de 22 
de septiembre, por el que se 
regula la Ordenación de la 
Formación Profesional para 
el Empleo en Andalucía 

II. Normativa Formación Profesional
para el Empleo
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que los programas de Formación Ocupacional 
y Continua se desarrollarán de acuerdo con lo 
establecido en dicha Ley, así como en la Ley 
Orgánica 5/2002, de 19 de junio, de las Cualifi-
caciones y la Formación Profesional, incluyen-
do ambas enseñanzas dentro del ámbito de la 
Administración Laboral. 

Por lo que respecta al ámbito de la Unión 
Europea, el Aprendizaje Permanente es con-
siderado como un pilar fundamental de la Es-
trategia Europea de Empleo para responder a 
los cambios económicos y sociales fruto de la 
mundialización y reforzar el empleo, la refor-
ma económica y la cohesión social como parte 
de una economía basada en el conocimiento. 
En Andalucía, la gestión de la Formación Profe-
sional Ocupacional se regulaba a través del De-
creto 204/1997, de 3 de septiembre, por el que 
se establecieron los Programas de Formación 
Profesional Ocupacional de la Junta de Andalu-
cía, mientras que, para la gestión de la Formación 
Continua se han venido aprobando anualmente 
por la Consejería competente en materia de em-
pleo sucesivas órdenes de convocatoria de Sub-
venciones a fin de fomentar dicha formación. 

En los años transcurridos desde la aprobación 
del citado Decreto, la realidad social, econó-
mica y tecnológica de Andalucía ha sufrido 
un cambio sustancial que ha supuesto una 
modernización sin igual en la reciente histo-
ria de nuestra Comunidad Autónoma. Tales 
circunstancias implican la configuración de la 
Formación Profesional para el Empleo, en un 
mercado laboral cada vez más dinámico y exi-
gente, como un elemento clave y de naturaleza 
estratégica dentro de las políticas activas de 
empleo para alcanzar los objetivos de empleo. 

Además de lo expuesto, hay que tener en cuen-
ta el importante papel que han jugado desde 
1993 los Agentes Económicos y Sociales en el 
desarrollo de la Formación Profesional para el 
Empleo. En este contexto, se creó el Consejo 
Andaluz de la Formación Profesional mediante 
el Decreto 451/1994, de 15 de noviembre, que 
supone la institucionalización de un órgano de 

coordinación entre los distintos departamentos 
de la Junta de Andalucía y de participación de los 
Agentes Económicos y Sociales en las actuacio-
nes que, en materia de formación profesional, se 
lleven a cabo en nuestra Comunidad Autónoma. 

El presente Decreto establece un nuevo mo-
delo de Formación Profesional que tiene por 
objeto facilitar a las personas trabajadoras, 
ocupadas y desempleadas, una formación 
ajustada a las necesidades del mercado de 
trabajo, que atienda a los requerimientos de 
competitividad de las empresas, a la vez que 
satisfaga las aspiraciones de promoción pro-
fesional y desarrollo personal de las personas 
trabajadoras, capacitándolas para el desem-
peño cualificado de las diferentes profesio-
nes y para el acceso al empleo, superando con 
ello, la tradicional separación entre la Forma-
ción Profesional Ocupacional por un lado, y la 
Formación Continua por otro, integrando en 
un único subsistema toda la Formación Profe-
sional que se desarrolla en el ámbito de la ad-
ministración laboral, que pasa a denominarse 
Formación Profesional para el Empleo. 

Este modelo se completará una vez se cul-
mine el traspaso de los medios personales 
y materiales necesarios que posibiliten a la 
Comunidad Autónoma la realización del se-
guimiento de la formación de demanda, y la 
evaluación, seguimiento y control de la for-
mación teórica de los contratos para la for-
mación de empresas con todos sus centros 
de trabajo en Andalucía. 

Por todo ello, se aprueba este Decreto con 
el que se pretende establecer la ordenación 
de la Formación Profesional para el Empleo, 
adaptándola a la realidad social y económi-
ca de Andalucía y convirtiéndola en una he-
rramienta ágil, efectiva y de calidad para la 
formación del capital humano como factor 
clave de competitividad haciendo de nuestra 
economía, una economía sostenible, fuente de 
riqueza y generadora de empleo. 
Entre las novedades que introduce el presente 
Decreto cabe destacar la mayor adecuación de 
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la formación a las necesidades del mercado la-
boral y del territorio, el tratamiento trasversal 
de la igualdad de género en materia de forma-
ción, con especial atención a las medidas de pre-
vención y protección integral contra la violencia 
de género, potenciando la dimensión transna-
cional de la formación, y todo ello, incorporando 
la calidad como principio rector del subsistema. 

El presente Decreto ha sido sometido a con-
sulta en el Consejo de Administración del Ser-
vicio Andaluz de Empleo y en el Consejo Anda-
luz de la Formación Profesional. 

En su virtud, a propuesta del Consejero de Em-
pleo en el ejercicio de las competencias que le 
atribuye el artículo 27.9 de la Ley 6/2006, de 
24 de octubre, del Gobierno de la Comunidad 
Autónoma de Andalucía, de acuerdo con el 
Consejo Consultivo de Andalucía y previa deli-
beración del Consejo de Gobierno en su sesión 
del día 22 de septiembre de 2009. 

D I S P O N G O: 

CAPÍTULO I 
DISPOSICIONES GENERALES 

Artículo 1. Objeto y ámbito de aplicación. 
El presente Decreto tiene como objeto la regula-
ción de la Formación Profesional para el Empleo 
en el ámbito de la Comunidad Autónoma de An-
dalucía y el establecimiento de sus distintas mo-
dalidades e iniciativas de formación, así como el 
régimen de funcionamiento y financiación. 

Artículo 2. Concepto y principios de la Forma-
ción Profesional para el Empleo. 
1. La Formación Profesional para el Empleo 
está integrada por el conjunto de instrumen-
tos y acciones que tienen por objeto impulsar 
y extender entre las empresas y las personas 
trabajadoras ocupadas y desempleadas una 
formación que responda a sus necesidades y 
contribuya al desarrollo de una economía ba-
sada en el conocimiento. 

2. La Formación Profesional para el Empleo en 
Andalucía, como política activa de empleo, se 
regirá por los siguientes principios: 

a) La transparencia, calidad, eficacia y eficiencia. 
b) La libre circulación de las personas trabajado-
ras en el desarrollo de las acciones formativas. 
c) La vinculación de la Formación Profesional 
para el Empleo con el Diálogo Social y la nego-
ciación colectiva sectorial. 
d) El ejercicio del derecho a la Formación Pro-
fesional para el Empleo, su carácter gratuito y 
la igualdad en el acceso de los trabajadores y 
trabajadoras y las empresas a la formación y a 
las ayudas a la misma. 
e) La adecuación rápida y flexible de la oferta 
formativa a las cambiantes circunstancias del 
mercado laboral, así como a las necesidades 
específicas de las empresas, en especial a las 
pequeñas y medianas empresas y las empre-
sas de economía social y las personas trabaja-
doras autónomas. 
f) El fomento de la cultura empresarial y el au-
toempleo, intensificando la iniciativa empre-
sarial de las mujeres. 
g) La adecuación de la oferta formativa a las 
necesidades concretas del territorio donde se 
implemente la misma. 
h) El fomento de la incorporación de las Nue-
vas Tecnologías de la Información y las Comu-
nicaciones a los procesos formativos. 
i) La calidad de la formación y la mejora con-
tinua tanto de los procesos formativos, como 
de las instalaciones y equipamientos con que 
cuentan las entidades que desarrollan forma-
ción, así como la evaluación permanente de los 
resultados obtenidos. 
j) La igualdad de oportunidades y la no dis-
criminación entre hombres y mujeres, esta-
bleciéndose acciones para facilitar la incor-
poración de la mujer en todos los sectores 
productivos. 
k) La especial atención hacia aquellos colecti-
vos con mayor dificultad para el acceso al mer-
cado laboral, en particular a jóvenes, personas 
con discapacidad, afectados y víctimas del 
terrorismo y de la violencia de género, desem-
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pleados de larga duración, mayores de 45 años 
y personas con riesgo de exclusión social. 
l) La no discriminación, igualdad de oportuni-
dades y accesibilidad universal de las perso-
nas con discapacidad en el acceso a la forma-
ción profesional para el empleo. 
m) El fomento de la conciliación de la vida familiar 
y laboral, facilitando el acceso a la formación. 
n) La vinculación de la Formación Profesional 
para el Empleo con el Sistema Nacional de 
Cualificaciones Profesionales y Formación 
Profesional. 
o) La evaluación, acreditación y certificación 
de las competencias profesionales obtenidas 
en el ámbito de la Formación Profesional para 
el Empleo. 
p) La colaboración y coordinación con otras 
Administraciones Públicas para fomentar la 
calidad de la Formación Profesional para el 
Empleo, en el ámbito de sus respectivas com-
petencias, así como la coordinación entre los 
diferentes órganos de la Administración de la 
Junta de Andalucía. 

Artículo 3. Objetivos de la Formación Profe-
sional para el Empleo. 
Son objetivos de la Formación Profesional 
para el Empleo: 

a) Cualificar y recualificar a las personas tra-
bajadoras, tanto desempleadas como ocupa-
das, con el fin de contribuir a mejorar la com-
petitividad de los sectores productivos y la 
productividad de las empresas a través de la 
formación. 
b) Contribuir a la consecución del pleno em-
pleo de calidad. 
c) Facilitar una mayor conexión y mejor ade-
cuación entre la oferta formativa y las necesi-
dades del mercado de trabajo y las empresas, 
favoreciendo la mejora de la empleabilidad de 
las personas trabajadoras, ocupadas o des-
empleadas, especialmente de las que tienen 
mayores dificultades de empleo o de inser-
ción laboral. 
d) Fomentar la formación a lo largo de la vida 
promoviendo la adaptación permanente de 

la población activa a las cualificaciones de-
mandadas en el entorno laboral, mejorando su 
capacitación profesional y permitiéndoles su 
realización personal y social. 
e) Posibilitar el reconocimiento y acreditación 
de las competencias profesionales adquiridas 
a través de las vías formativas reguladas en 
este Decreto así como a través de la experien-
cia laboral y vías no formales de formación, en 
coordinación con la Consejería competente en 
materia de educación. 
f) Promover la realización de acciones que fa-
vorezcan la mejora de la formación profesio-
nal, su desarrollo y evaluación. 

Artículo 4. Definiciones. 
1. A los efectos del presente Decreto y su nor-
mativa de desarrollo, se entenderá por: 

a) Acción formativa: Acción dirigida a la ad-
quisición y/o mejora de las competencias y 
cualificaciones profesionales, pudiéndose 
estructurar en varios módulos formativos con 
objetivos, contenidos y duración propios. 
b) Especialidad formativa: Agrupación de 
contenidos, competencias profesionales y 
especificaciones técnicas que responde a un 
conjunto de actividades de trabajo enmarca-
das en una fase del proceso de producción y 
con funciones afines. La especialidad forma-
tiva sirve como referente para la programa-
ción de acciones en el marco del Subsistema 
de formación profesional para el empleo. Las 
especialidades formativas pueden ser dirigi-
das a la obtención de certificados de profe-
sionalidad o no. 
c) Fichero Andaluz de Especialidades Forma-
tivas: Catálogo de especialidades formativas 
que servirá de base para la programación de 
las acciones formativas y planes de formación 
que se desarrollen en Andalucía.
d) Grupo: Conjunto de personas destinatarias 
de cada una de las ediciones de una acción for-
mativa, dentro del mismo Plan de Formación. En 
cada grupo participan un conjunto de alumnos 
y alumnas que realizan simultáneamente una 
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misma acción formativa con igual profesorado, 
calendario, horario, y lugares de impartición. 
e) Iniciativas de Formación: Conjunto de pro-
gramas de formación en el que se subdivide la 
Formación Profesional para el Empleo. 
f) Itinerario formativo. Conjunto concatena-
do de acciones formativas complementarias 
entre sí, dirigidas a un grupo de trabajadores 
y trabajadoras con el fin de ofrecerles una ma-
yor especialización que permita completar su 
cualificación para mejorar su empleabilidad. 
g) Itinerario Personalizado de Inserción: Dise-
ño, realización y seguimiento de una secuencia 
concatenada de acciones, destinadas a mejo-
rar la empleabilidad de las personas deman-
dantes de empleo inscritas como desemplea-
das en el Servicio Andaluz de Empleo. 
h) Micropyme: Empresa que ocupa a menos de 
10 personas y cuyo volumen de negocios anual 
o cuyo balance general anual no supera los 2 
millones de euros, de conformidad con la de-
finición dada en la Recomendación 2003/361/
CE de 6 de mayo de 2003. 
i) Módulo formativo del Certificado de Pro-
fesionalidad: Bloque coherente de formación 
asociado a cada una de las unidades de com-
petencia que configuran la cualificación acre-
ditada mediante el Certificado de Profesiona-
lidad. La evaluación positiva de todos y cada 
uno de los módulos formativos asociados a 
una unidad de competencia permitirán la acre-
ditación de la misma. 
j) Plan de Formación: Conjunto coherente y 
ordenado de acciones formativas, concretado 
en un periodo determinado de tiempo y enca-
minado al logro de unos objetivos formativos. 
k) Programa formativo: Conjunto de actuacio-
nes en materia de formación dirigidas a un co-
lectivo concreto o a una finalidad concreta. El 
programa formativo se desarrollará mediante 
planes de formación, proyectos formativos o 
itinerarios de formación. 
l) Proyecto formativo: Conjunto de actuacio-
nes que incluye, además de las acciones for-
mativas, otras acciones, tales como becas o 
prácticas profesionales, diseñado específica-
mente para un sector de actividad, un ámbito 
territorial o un colectivo determinado y plani-

ficadas conJuntamente con el fin de mejorar la 
empleabilidad de los destinatarios finales. 
m) Unidad de competencia: La unidad mínima 
acreditable para obtener un Certificado de 
Profesionalidad, siendo susceptible de reco-
nocimiento y acreditación parcial. 
n) Unidad formativa: Subdivisión de los módu-
los formativos de los Certificados de Profe-
sionalidad que se recogerán en el Fichero de 
Especialidades Formativas. 

2. La oferta de Formación Profesional para el 
Empleo se realizará a través de acciones for-
mativas. Éstas se podrán agrupar en Planes 
de Formación, en Proyectos formativos o en 
Itinerarios formativos. 

Artículo 5. Iniciativas de Formación Profesio-
nal para el Empleo. 
Los tipos de acciones de Formación Profesio-
nal para el Empleo que se regulan en el presen-
te Decreto son: 

a) La formación de oferta destinada a la pobla-
ción activa, tanto ocupada como en situación 
de desempleo, y que se impartirá a través de 
planes de formación, proyectos formativos, 
acciones formativas o itinerarios formativos. 
b) Los programas de acciones formativas con 
compromiso de contratación, los itinerarios 
formativos, los programas específicos dirigi-
dos a colectivos con especiales dificultades, 
así como otros programas que se desarrollen 
en base a las necesidades del mercado laboral. 
c) Los programas públicos de empleo-formación. 
d) Las acciones de investigación, innovación 
y acompañamiento dirigidas a conseguir una 
mayor calidad, eficacia y adecuación de la For-
mación Profesional para el Empleo a las nece-
sidades del mercado de trabajo. 

Artículo 6. Personas destinatarias y colecti-
vos prioritarios. 
1. Podrá participar en las acciones, Planes y 
Programas de Formación Profesional para 
el Empleo la población activa tanto ocupada 
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como desempleada, en los términos y con las 
condiciones que se establecen en el presente 
Decreto y en la normativa que lo desarrolle. 

2. Asimismo, podrán participar en la forma-
ción de oferta regulada en este Decreto, las 
personas cuidadoras no profesionales que 
atiendan a las personas en situación de de-
pendencia, de conformidad con lo establecido 
en el artículo 18.4 de la Ley 39/2006, de 14 de 
diciembre, de promoción a la autonomía per-
sonal y atención a las personas en situación de 
dependencia y en la normativa que desarrolle 
el presente Decreto. 

3. Será prioritaria la participación de los si-
guientes colectivos: 

a) Los jóvenes, para los que se establecerán 
programas específicos de inserción laboral, 
formación y promoción profesional tal y como 
establece el artículo 169.1 del Estatuto de Au-
tonomía para Andalucía. 
b) Los colectivos con una especial dificultad 
en el acceso al empleo, tales como las perso-
nas con discapacidad, las afectadas y vícti-
mas del terrorismo, de la violencia de género, 
personas desempleadas de larga duración, las 
mayores de 45 años y las personas en riesgo 
de exclusión social. Se adoptarán las medi-
das que faciliten su inclusión social así como 
su participación en las distintas modalidades 
de Formación Profesional para el Empleo en 
igualdad de condiciones e integrados en la 
oferta general de formación. Asimismo, po-
drán diseñarse programas específicos para 
estos colectivos. 
c) Las personas inmigrantes, que cuenten 
con la debida autorización de trabajo y hayan 
obtenido la pertinente autorización adminis-
trativa para residir en España, para las cuales 
podrán diseñarse programas específicos de 
Formación Profesional para el Empleo que in-
cluyan, en caso necesario, módulos de español 
para extranjeros. 
d) Las personas ocupadas en pequeñas y me-
dianas empresas, cuya participación será prio-
ritaria en los planes de formación destinados 

fundamentalmente a personas trabajadoras 
ocupadas, ya sean de carácter intersectorial o 
sectorial, así como en el porcentaje de ocupa-
dos que puedan participar en la oferta de for-
mación dirigida prioritariamente a personas 
desempleadas, pudiéndose diseñar progra-
mas específicos para personas trabajadoras 
de micropymes. 

4. Será prioritaria la participación de las muje-
res en las acciones de Formación Profesional 
para el Empleo. 

Se impulsará el diseño de actuaciones espe-
cíficas para mujeres, como medida de acción 
positiva, para corregir los desequilibrios que 
se produzcan en el mercado de trabajo. 

Artículo 7. Financiación. 
La Formación Profesional para el Empleo se fi-
nanciará de conformidad con la Ley del Presu-
puesto de la Comunidad Autónoma de Andalu-
cía para cada ejercicio económico, con cargo a 
los fondos provenientes de las siguientes vías 
de financiación: 

a) Fondos propios de la Comunidad Autónoma 
de Andalucía. 
b) Ayudas procedentes del Fondo Social Euro-
peo y otros instrumentos de financiación de la 
Unión Europea. 
c) Transferencias finalistas de la Administra-
ción General del Estado u otras Administra-
ciones Públicas. 
d) Las aportaciones que eventualmente reali-
cen las empresas y entidades interesadas. 

CAPÍTULO II 
FORMACIÓN PROFESIONAL PARA EL 
EMPLEO 

Artículo 8. Formación de oferta. 
1. La oferta de Formación Profesional para el 
Empleo tiene por objeto proporcionar a las 
personas trabajadoras, tanto ocupadas como 
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desempleadas, una formación ajustada a las 
necesidades del mercado de trabajo y que 
atienda a los requerimientos de productividad 
y competitividad de las empresas y a las aspi-
raciones de promoción profesional y desarro-
llo personal de los trabajadores y trabajadoras, 
de forma que les capacite para el desempeño 
cualificado de las distintas profesiones y para 
el acceso al empleo. 

2. El Servicio Andaluz de Empleo adoptará 
las medidas necesarias para que la oferta de 
Formación Profesional para el Empleo sea 
amplia, permanente y accesible, así como 
adaptada a las necesidades específicas del 
territorio y, en especial, de los sectores pro-
ductivos de Andalucía. 

Artículo 9. Acciones Formativas. 
1. Las acciones formativas dirigidas a la obten-
ción de los Certificados de Profesionalidad 
tendrán, al menos, la duración establecida en 
la normativa reguladora de los mismos. Con 
el fin de favorecer su acreditación parcial 
acumulable y posibilitar a los trabajadores y 
trabajadoras su avance en un itinerario forma-
tivo, cualquiera que sea su situación laboral en 
cada momento, se fomentará la programación 
de acciones formativas que estén constitui-
das por módulos formativos de los que inte-
gran un Certificado de Profesionalidad o, en 
su caso, por unidades formativas de menor 
duración, en los términos que se establecen 
legalmente. 

2. Cuando las acciones formativas no estén 
vinculadas a la obtención de los Certificados 
de Profesionalidad tendrán una duración ade-
cuada a su finalidad, en función del colectivo 
destinatario, la modalidad de impartición, y 
otros criterios objetivos, sin que pueda ser in-
ferior a seis horas lectivas. 

No obstante, cuando las acciones formativas 
tengan carácter transversal, y versen sobre 
áreas consideradas prioritarias por el Servi-

cio Andaluz de Empleo, su duración podrá ser 
inferior al límite expresado. 
3. La participación del alumnado en acciones 
formativas no podrá ser superior a ocho horas 
diarias. 

4. No tendrán la consideración de acciones 
formativas a los efectos de este Decreto las 
actividades de carácter informativo o divulga-
tivo cuya finalidad no sea el desarrollo de un 
proceso de formación de los contemplados en 
el mismo, como jornadas, ferias, simposios y 
congresos. 

Artículo 10. Modalidades de impartición de la 
formación. 
1. La formación podrá impartirse de forma pre-
sencial, convencional a distancia, mediante te-
leformación y mixta. 

2. La modalidad de impartición mediante te-
leformación es aquella en la que el proceso 
de aprendizaje de las acciones formativas se 
desarrolla a través de medios telemáticos, 
posibilitando la interactividad del alumnado, 
tutores y recursos situados en distinto lugar. 
La teleformación será complementada nece-
sariamente con asistencia tutorial.

Artículo 11. Cuantificación de las acciones 
formativas. 
1. La Consejería competente en materia de 
empleo, establecerá la cuantía de su aporta-
ción económica a las acciones formativas en 
función de su modalidad de impartición, de la 
especialidad de que se trate, y del nivel forma-
tivo. Dicha aportación se calculará teniendo 
en cuenta los módulos económicos máximos 
establecidos legalmente. 

2. Asimismo, la Consejería competente en 
materia de empleo podrá establecer módulos 
económicos específicos en función de la sin-
gularidad de determinadas acciones formati-
vas, que por su especialidad, colectivo al que 
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vayan dirigidas o sus características técnicas, 
precisen de una mayor financiación. 

El importe de los módulos económicos para 
cada especialidad formativa se publicará en la 
página web del Servicio Andaluz de Empleo

Artículo 12. Programación y gestión de la For-
mación Profesional para el Empleo. 
1. El Servicio Andaluz de Empleo, establecerá 
una programación de la oferta formativa de 
formación profesional para el empleo adap-
tada a las necesidades del mercado laboral. 
Esta oferta comprenderá la formación dirigi-
da a personas trabajadoras desempleadas y 
ocupadas en la proporción que se determine 
en función del número de personas trabajado-
ras que se hallen en cada situación. La progra-
mación se realizará en base a la prospección 
de las necesidades del mercado de trabajo y 
conclusiones de los estudios del Sistema de 
Prospección Permanente del Mercado de Tra-
bajo de Andalucía y atendiendo al modelo de 
organización del Servicio Andaluz de Empleo 
basado en las Áreas Territoriales de Empleo. 

2. La gestión de esta programación la realizará 
el Servicio Andaluz de Empleo con medios pro-
pios de la Administración de la Junta de Anda-
lucía, o ajenos, a través de subvenciones públi-
cas, o mediante otros instrumentos jurídicos. 

3. Cuando se establezcan subvenciones, la 
persona titular de la Consejería competente 
en materia de empleo, mediante Orden, apro-
bará las bases reguladoras para la concesión 
de las mismas. 

Artículo 13. Planes de Formación dirigidos 
prioritaria-mente a personas trabajadoras 
ocupadas. 
1. La formación de oferta dirigida prioritaria-
mente a personas trabajadoras ocupadas se 
realizará mediante Planes de Formación, que 
podrán tener carácter intersectorial o sec-
torial. El Servicio Andaluz de Empleo podrá 

decidir, en función de su planificación y las ne-
cesidades tanto del sistema productivo como 
de las personas ocupadas, la proporción de ac-
ciones formativas de carácter intersectorial o 
sectorial a desarrollar. 

2. Los Planes de Formación Intersectoriales 
estarán compuestos por acciones formati-
vas dirigidas al aprendizaje de competencias 
transversales a varios sectores de la actividad 
económica o de competencias específicas de 
un sector para el reciclaje y recualificación del 
personal ocupado en otros sectores, incluida 
la formación dirigida a la capacitación para la 
realización de funciones propias de la repre-
sentación legal de las personas trabajadoras. 
En estos planes podrán participar hasta un 
10% del personal laboral o funcionario de las 
Administraciones Públicas sobre el total de 
participantes en cada Plan. 

3. Los Planes de Formación Sectoriales se 
compondrán de acciones formativas dirigidas 
a la formación de trabajadores y trabajadoras 
de un sector productivo concreto, con el fin 
de desarrollar acciones formativas de interés 
general para dicho sector y satisfacer nece-
sidades específicas de formación del mismo. 
Asimismo podrán dirigirse al reciclaje y recua-
lificación de trabajadores y trabajadoras pro-
cedentes de sectores en situación de crisis. 

4. La ejecución de los Planes de Formación se 
llevará a cabo en el marco de los convenios sus-
critos entre el Servicio Andaluz de Empleo y las 
organizaciones previstas en el artículo 24.3 del 
Real Decreto 395/2007 de 23 de marzo. 

El Servicio Andaluz de Empleo deberá ga-
rantizar que los Planes de Formación que se 
desarrollen respeten los criterios y priori-
dades generales establecidos en el marco 
de la negociación colectiva y en concreto los 
acuerdos previstos en el artículo 83.3 del 
Texto Refundido del Estatuto de los Trabaja-
dores, aprobado por Real Decreto Legislativo 
1/1995, de 24 de marzo, que, en el ámbito an-
daluz, regulen tales criterios. 
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Tendrá prioridad dentro de los planes de ca-
rácter intersectorial y sectorial la formación 
en aquellas áreas prioritarias que se deter-
minen en cada convocatoria de subvenciones 
y, en especial, la referida a la prevención de 
riesgos laborales. 

5. La duración de los Planes de Formación 
podrá ser plurianual, sin perjuicio de la con-
creción anual para atender las necesidades de 
formación requeridas en cada momento por el 
mercado de trabajo. 

Artículo 14. Acciones formativas dirigidas 
prioritariamente a personas trabajadoras 
desempleadas. 
1. Las acciones formativas dirigidas priori-
tariamente a personas trabajadoras desem-
pleadas, tienen como objeto la inserción o 
reinserción en el mercado laboral de éstas en 
aquellos empleos que requiere el sistema pro-
ductivo, y se programarán de acuerdo con sus 
necesidades de cualificación y las ofertas de 
empleo detectadas. 

2. La programación de estas acciones podrá 
ser plurianual, sin perjuicio de la concreción 
anual para atender las necesidades de forma-
ción requeridas en cada momento por el mer-
cado de trabajo. 

Artículo 15. Otras iniciativas de Formación 
Profesional para el Empleo. 
Se diseñarán otros programas específicos 
adaptados a determinados colectivos o em-
presas: 

a) El programa de acciones formativas con 
compromiso de contratación dirigidos a per-
sonas en situación de desempleo cuyo objeti-
vo es el de facilitar una formación adaptada a 
las necesidades de las empresas para su con-
tratación. 
b) Programas específicos para la cualificación 
de personas con necesidades formativas es-

peciales o que tengan dificultades para su in-
serción laboral o recualificación profesional. 
c) Los programas destinados a la actualización 
de formadores y gestores en metodologías de 
la formación. 
d) Aquellos otros programas formativos que 
el Servicio Andaluz de Empleo pudiera esta-
blecer en función de su planificación y nuevas 
necesidades detectadas. 

Artículo 16. Ayudas y becas para el alumnado. 
1. Las personas que participen en las acciones 
formativas reguladas en el presente Decreto, 
y se encuentren en situación de desempleo, 
podrán recibir ayudas en concepto de trans-
porte, manutención y alojamiento, así como 
ayudas que permitan conciliar su asistencia a 
la formación con el cuidado de hijos menores 
de seis años o familiares dependientes. 

Asimismo, podrán establecerse becas de asis-
tencia a las personas con discapacidad y a de-
terminados colectivos de personas en situa-
ción de desempleo que establezca el Servicio 
Andaluz de Empleo y que requieran una actua-
ción diferenciada para facilitar su cualifica-
ción o recualificación, al objeto de posibilitar 
su participación en programas específicos. 

2. Mediante Orden de la persona titular de la 
Consejería competente en materia de empleo 
se regularán estas ayudas y becas, fijando las 
cuantías, requisitos para su percepción e in-
compatibilidades. 

Artículo 17. Programas públicos de empleo-
formación. 
1. Los programas públicos de empleo-forma-
ción tienen como finalidad mejorar la cualifica-
ción y las posibilidades de empleo de determi-
nados colectivos de personas desempleadas. 
Durante el desarrollo de estos programas, las 
personas participantes recibirán formación 
profesional adecuada a la ocupación a desem-
peñar en alternancia con el trabajo y la prácti-
ca profesional. 
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Estos programas públicos de empleo-forma-
ción se regirán por lo establecido en su nor-
mativa específica en lo no previsto en este 
artículo. 

2. Los contenidos de la formación de los pro-
gramas públicos mencionados en el apartado 
anterior estarán vinculados a los contenidos 
establecidos en los certificados de profesio-
nalidad de la ocupación relacionada con el ofi-
cio o puesto de trabajo previsto en el contrato 
laboral. De no existir certificado de profesio-
nalidad, la formación teórica estará constitui-
da por los contenidos mínimos orientativos 
establecidos en el Fichero Andaluz de Espe-
cialidades Formativas para las ocupaciones o 
especialidades relativas al oficio o puesto de 
trabajo contemplado en el contrato laboral, y, 
en su defecto, por los contenidos formativos 
que se aprueben por el Servicio Andaluz de 
Empleo para el respectivo proyecto de em-
pleo-formación. 

CAPÍTULO III 
EVALUACIÓN, CERTIFICADOS DE PROFESIO-
NALIDAD, ACREDITACIÓN, RECONOCIMIEN-
TO Y CONVALIDACIÓN DE LA FORMACIÓN 

Artículo 18. Evaluación del aprendizaje. 
1. El alumnado participante en las acciones 
formativas, estén o no vinculadas al Catálo-
go Nacional de Cualificaciones Profesionales 
deberá superar un proceso de evaluación para 
obtener la calificación de apto. 

2. La evaluación del aprendizaje se realizará 
de forma continua siguiendo criterios que de-
ben garantizar la fiabilidad, objetividad y rigor 
técnico de la misma, por los formadores que 
impartan las acciones formativas, mediante 
instrumentos y métodos que garanticen la fia-
bilidad y validez de la misma. 

3. La evaluación del aprendizaje del alumnado 
de la formación vinculada a la obtención de los 
Certificados de Profesionalidad, se realizará 

por módulos formativos y, en su caso, por uni-
dades formativas, al objeto de comprobar los 
resultados del aprendizaje y, en consecuencia, 
la adquisición de las competencias profesio-
nales. Esta evaluación tomará como referen-
cia las capacidades y criterios de evaluación 
establecidos para cada uno de los módulos 
formativos asociados a sus correspondientes 
unidades de competencia. 

4. Asimismo, para la evaluación de la forma-
ción vinculada a la obtención de los Certifi-
cados de Profesionalidad, los formadores 
reflejarán documentalmente los resultados 
obtenidos por cada alumno en cada uno de los 
módulos formativos del Certificado, de mane-
ra que puedan ser validados por el Servicio An-
daluz de Empleo. Para ello, elaborarán un acta 
de evaluación en la que quedará constancia 
de los resultados obtenidos por cada alumno 
indicando si ha adquirido o no las capacidades 
que correspondan a los módulos formativos, o 
en su caso, de las unidades formativas, y por 
lo tanto, la competencia general de la cualifi-
cación profesional a la que el Certificado de 
Profesionalidad se encuentra asociado. 

5. El proceso de evaluación deberá quedar 
documentado en el expediente administrativo 
de la acción formativa. Los documentos que 
acreditan el proceso de evaluación serán las 
actas de evaluación y los informes individua-
lizados de evaluación que se realizarán en mo-
delos oficiales normalizados por el Servicio 
Andaluz de Empleo. 

Artículo 19. Certificados de Profesionalidad. 
1. La oferta de Formación Profesional para 
el Empleo vinculada al Catálogo Nacional de 
Cualificaciones Profesionales estará consti-
tuida por la formación dirigida a la obtención 
de los Certificados de Profesionalidad. 

2. Los certificados de profesionalidad acre-
ditan con carácter oficial las competencias 
profesionales que capacitan para el desarrollo 
de una actividad laboral con significación en el 
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empleo. Tales competencias estarán referidas 
a las unidades de competencia de las cualifica-
ciones profesionales del Catálogo Nacional de 
Cualificaciones Profesionales, por lo que cada 
certificado de profesionalidad podrá com-
prender una o más de dichas unidades. En todo 
caso, la unidad de competencia constituye la 
unidad mínima acreditable y acumulable para 
obtener un certificado de profesionalidad. 

3. Cada Certificado de Profesionalidad acredi-
tará una cualificación profesional del Catálogo 
Nacional de Cualificaciones Profesionales. 

4. El Servicio Andaluz de Empleo promoverá 
que la oferta formativa programada en Anda-
lucía tenga como objetivo prioritario la obten-
ción de los Certificados de Profesionalidad, 
referidos al Catálogo Nacional de Cualifica-
ciones Profesionales. 

5. La competencia para la expedición de los 
Certificados de Profesionalidad y las acredita-
ciones parciales acumulables en Andalucía co-
rresponde al Servicio Andaluz de Empleo, que 
los expedirá a quienes lo hayan solicitado y de-
muestren haber superado los módulos corres-
pondientes a dicho Certificado, o bien hayan 
obtenido el reconocimiento y la acreditación 
de todas las unidades de competencia que ha-
yan sido adquiridas a través de la experiencia 
laboral o las vías no formales de formación. 

6. El Servicio Andaluz de Empleo creará un 
Registro nominal y por especialidades forma-
tivas de los Certificados de Profesionalidad y 
de las acreditaciones parciales acumulables 
que hayan sido expedidas. El citado Registro 
se integrará en el marco del Sistema de Infor-
mación de los Servicios Públicos de Empleo. 
Asimismo, y con el fin de garantizar la actua-
lización de dicha información en tiempo real, a 
los efectos laborales y educativos, establece-
rá los procedimientos oportunos, en particular 
los relacionados con la integración de la infor-
mación en la demanda de empleo y el historial 
de la persona. 

7. Las Consejerías competentes en materia 
de empleo y de educación establecerán con-
Juntamente la estructura organizativa res-
ponsable del procedimiento de evaluación y 
acreditación de las competencias adquiridas 
a través de la experiencia laboral o de vías no 
formales de formación, de conformidad con lo 
previsto en la normativa vigente. 

8. La expedición de los Certificados de Profe-
sionalidad se realizará según el procedimien-
to que se establezca mediante Orden de la 
persona titular de Consejería competente en 
materia de empleo. 

Artículo 20. Acreditación de la formación. 
1. La formación que vaya dirigida a la obten-
ción de Certificados de Profesionalidad, en 
su desarrollo, respetará los contenidos de los 
módulos formativos y los requisitos que se 
determinen en las normas específicas regu-
ladoras de los citados Certificados. Este tipo 
de formación deberá acreditarse mediante la 
expedición del correspondiente Certificado 
de Profesionalidad o de sus acreditaciones 
parciales acumulables. 

El Certificado de Profesionalidad sólo se ex-
pedirá cuando se hayan superado los módulos 
formativos correspondientes a la totalidad de 
las unidades de competencia en que se estruc-
ture. Las acreditaciones parciales acumulables 
se expedirán cuando se hayan superado los 
módulos formativos correspondientes a una o 
algunas de dichas unidades de competencia. 

2. Para favorecer la formación a lo largo de la 
vida, los módulos formativos incluidos en los 
Certificados de Profesionalidad que superen 
las noventa horas podrán ser subdivididos 
para su impartición, en unidades formativas 
de menor duración que, en todo caso, no po-
drán ser inferiores a treinta horas. 

Cada unidad formativa se recogerá en el Fi-
chero Andaluz de Especialidades Formativas 
previsto en el artículo 28 e incluirá los datos de 
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identificación de la misma, capacidades, crite-
rios de evaluación y contenidos. Los requisitos 
para la impartición de las unidades formativas 
serán los del módulo formativo del Certificado 
de Profesionalidad que corresponda. 

Las unidades formativas serán certificables 
siempre que se hayan desarrollado con los re-
quisitos de calidad establecidos para impartir 
el módulo al que pertenecen. La superación de 
todas las unidades formativas definidas para 
el módulo, siempre que el participante curse 
de forma consecutiva al menos una unidad for-
mativa por año, dará derecho a la certificación 
de módulo formativo y a la acreditación de la 
unidad de competencia correspondiente. 

3. Cuando la formación no esté vinculada a la 
oferta formativa de los Certificados de Profe-
sionalidad deberá entregarse a cada partici-
pante que haya finalizado la acción formativa 
un certificado de asistencia a la misma y, cuan-
do el participante, haya superado la formación 
con evaluación positiva un diploma. En su caso, 
las competencias adquiridas a través de esta 
formación podrán ser reconocidas, al igual que 
las adquiridas a través de la experiencia labo-
ral, mediante las acreditaciones totales o par-
ciales de los certificados de profesionalidad, 
de conformidad con el procedimiento previsto 
en el apartado 7 del artículo 19. 

4. La expedición de los Diplomas y los Certi-
ficados de Asistencia de las acciones forma-
tivas se realizará según el procedimiento que 
se establezca mediante Orden de la persona 
titular de la Consejería competente en mate-
ria de empleo. 

Artículo 21. Reconocimiento y Convalidación 
de los Certificados de Profesionalidad. 
1. La Consejería competente en materia de 
empleo expedirá a quienes lo soliciten el cer-
tificado de profesionalidad correspondiente 
siempre que, a través de las enseñanzas cur-
sadas en el sistema educativo, hayan obte-
nido la certificación académica que acredite 

la superación de la totalidad de los módulos 
profesionales asociados a las unidades de 
competencia que conformen dicho certificado 
de profesionalidad. 

2. Las unidades de competencia acreditadas 
por un certificado de profesionalidad o una 
acreditación parcial acumulable expedidos 
por la Consejería competente en materia de 
empleo, serán reconocidas por la Consejería 
competente en materia de educación y surti-
rán los efectos de convalidación del módulo 
o módulos profesionales correspondientes 
de acuerdo con la normativa por la que se es-
tablezca cada uno de los títulos de formación 
profesional, a quienes lo soliciten. 

CAPÍTULO IV 
DIMENSIÓN TRANSNACIONAL DE LA 
FORMACIÓN 

Artículo 22. Proyectos de movilidad en mate-
ria de Formación Profesional para el Empleo. 
La Administración de la Junta de Andalucía po-
drá financiar o cofinanciar los siguientes Pro-
yectos de movilidad de carácter transnacional: 

a) Proyectos de movilidad del alumnado. 
b) Proyectos de movilidad para profesionales 
del ámbito de la Formación Profesional para el 
Empleo. 

Artículo 23. Proyectos de movilidad del alumnado. 
1. Se entiende por proyectos de movilidad del 
alumnado aquellos proyectos que tienen por 
objeto la mejora de la empleabilidad de la po-
blación activa andaluza, mediante el desarro-
llo de un periodo de prácticas profesionales 
no laborales en un país de la Unión Europea. 

Son objetivos de este tipo de proyectos, los 
siguientes: 

a) Completar mediante la realización de prác-
ticas profesionales no laborales los conoci-
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mientos adquiridos en la Formación Profesio-
nal para el Empleo. 
b) Adquirir y usar los conocimientos, habilida-
des y cualificaciones obtenidos con miras al 
desarrollo personal y profesional. 
c) Adquirir y perfeccionar las competencias 
lingüísticas y la comunicación intercultural. 
d) Contribuir al espacio europeo de aprendiza-
je permanente y promover la cohesión econó-
mica, social y regional. 

2. Mediante Orden de la persona titular de la 
Consejería competente en materia de empleo 
se establecerán los criterios de selección, re-
quisitos y ayudas económicas para el desarro-
llo de dichas acciones. 

Artículo 24. Proyectos de movilidad para pro-
fesionales del ámbito de la Formación Profe-
sional para el Empleo. 
1. Se entiende por proyectos de movilidad para 
profesionales aquellos proyectos dirigidos a las 
personas que trabajen en cualquiera de los ám-
bitos de la Formación Profesional para el Empleo 
y de la gestión de las políticas activas de empleo, 
mediante el desarrollo de visitas a otros países 
de la Unión Europea destinados a conocer otros 
sistemas de gestión de la Formación Profesional 
para el Empleo. Entre los destinatarios se incluyen 
los formadores, el personal de la gestión de la For-
mación Profesional para el Empleo y orientadores 
de la Red de Orientación así como otros profesio-
nales del Servicio Andaluz de Empleo vinculados 
a la Formación Profesional para el Empleo. 

2. Son objetivos de este tipo de Proyectos los 
siguientes: 

a) Incentivar la calidad e innovación de la For-
mación Profesional para el Empleo en Andalu-
cía, mediante una estancia en un país europeo 
que les permita conocer en profundidad otros 
sistemas de formación. 
b) Fomentar la movilidad europea como un 
componente clave en la formación de los pro-
fesionales en el ámbito de la Formación Profe-
sional para el Empleo en la Unión Europea. 

c) Integrar la dimensión europea en sus traba-
jos y fomentar el contacto entre centros de 
formación y otro tipo de estructuras ligadas a 
la Formación Profesional en Europa. 

CAPÍTULO V 
ACCIONES DE INVESTIGACIÓN, INNOVACIÓN 
Y ACOMPAÑAMIENTO A LA FORMACIÓN 

Artículo 25. Finalidad de las acciones de in-
vestigación, innovación y acompañamiento. 
Se llevarán a cabo estudios de carácter gene-
ral y sectorial de acompañamiento y mejora a 
la Formación Profesional para el Empleo, así 
como acciones de investigación e innovación. 
La finalidad de estas actuaciones será contri-
buir a la mejora de la Formación Profesional 
para el Empleo potenciando la calidad de la 
formación de las personas ocupadas y desem-
pleadas así como difundiendo y promoviendo 
el conjunto del Subsistema de Formación Pro-
fesional para el Empleo. 

Artículo 26. Estudios de carácter general y 
sectorial. 
1. En el marco del Sistema Nacional de Cualifi-
caciones y Formación Profesional, el Servicio 
Andaluz de Empleo realizará estudios de carác-
ter general y sectorial, que tendrán en cuenta lo 
que se prevea al efecto en el seno del Consejo 
General del Sistema Nacional de Empleo. 

2. La elaboración de estos estudios podrá rea-
lizarse por el Servicio Andaluz de Empleo, con 
sus propios medios, a través de los Centros 
de Referencia Nacional en el ámbito de la for-
mación profesional ubicados en la Comunidad 
Autónoma Andaluza o mediante contratación 
externa. 

Artículo 27. Acciones de investigación e 
innovación. 
1. Las acciones de investigación e innovación, 
responden a las siguientes tipologías: 



56

a) Acciones de prospección y análisis, cuya 
finalidad es profundizar en el conocimiento 
de los factores que configuran las demandas 
de formación, de los problemas y necesida-
des específicas de formación en los distintos 
sectores económicos o territorios y de otras 
materias que afectan de manera general a la 
Formación Profesional para el Empleo. 
b) Acciones para la elaboración y experimen-
tación de productos, técnicas y/o herramien-
tas de carácter innovador de interés para la 
mejora de la Formación Profesional para el 
Empleo. 
c) Acciones sobre evaluación de la Formación 
Profesional para el Empleo con la finalidad de 
desarrollar metodologías y herramientas de 
evaluación para que puedan ser aplicados por 
quienes participan y gestionan la formación, 
con el fin de mejorar su calidad. 
d) Acciones de promoción y difusión del Subsis-
tema de Formación Profesional para el Empleo, 
con la finalidad de favorecer la información y el 
conocimiento sobre las iniciativas, estudios, 
herramientas y productos de Formación Pro-
fesional para el Empleo entre los trabajadores 
y trabajadoras, las empresas, las organizacio-
nes empresariales y sindicales y los distintos 
agentes que participan en la formación. 
e) Acciones que mejoren los Sistemas de Infor-
mación y Orientación del Servicio Andaluz de 
Empleo, así como los métodos, las herramien-
tas y la calidad de las actuaciones en esta ma-
teria, en el marco del Sistema Nacional de las 
Cualificaciones y de la Formación Profesional. 
f) Otras acciones que el Servicio Andaluz de 
Empleo, considere de interés para la mejora 
de la Formación Profesional para el Empleo. 

2. Las acciones de investigación e innovación 
reguladas en este artículo podrán realizarse 
con medios propios, mediante contratación 
externa o a través de subvenciones públicas. 
Mediante Orden de la persona titular de la 
consejería competente en materia de empleo 
se aprobarán las bases reguladoras para la 
concesión de dichas subvenciones. 

CAPÍTULO VI 
FICHERO ANDALUZ DE ESPECIALIDADES 
FORMATIVAS 

Artículo 28. El Fichero Andaluz de Especiali-
dades Formativas. 
1. El Servicio Andaluz de Empleo creará un Fi-
chero Andaluz de Especialidades Formativas 
en soporte informático en el que constarán, 
encuadradas en las familias profesionales 
que se establecen en el Catálogo Nacional de 
Cualificaciones Profesionales, las siguientes 
especialidades: 

a) Las especialidades formativas del Fichero 
de Especialidades del Servicio Público de Em-
pleo Estatal, que incluye tanto las dirigidas a 
la obtención de los Certificados de Profesio-
nalidad como otras especialidades formativas 
aprobadas por el citado Servicio Público. 
b) Las especialidades formativas programa-
das al amparo de los Planes de Formación 
dirigidos prioritariamente a trabajadores y 
trabajadoras ocupados. 
c) Las especialidades formativas que incluyan 
compromiso de contratación. 
d) Otras especialidades formativas con una 
relevante significación para el empleo en la 
Comunidad Autónoma de Andalucía o relati-
vas a los nuevos yacimientos de empleo o acti-
vidades económicas emergentes. 

2. Mediante Orden de la persona titular de la 
Consejería competente en materia de empleo, 
se procederá a desarrollar los contenidos mí-
nimos del Fichero así como el procedimiento 
administrativo para la inclusión en el mismo 
de las distintas especialidades formativas. 

CAPÍTULO VII 
DE LOS CENTROS Y ENTIDADES DE FOR-
MACIÓN PROFESIONAL PARA EL EMPLEO Y 
DEL REGISTRO DE CENTROS Y ENTIDADES 
DE FORMACIÓN PROFESIONAL PARA EL EM-
PLEO EN ANDALUCÍA 
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Artículo 29. Centros y entidades de Forma-
ción Profesional para el Empleo en Andalucía. 
Podrán impartir la Formación Profesional para 
el Empleo regulada por el presente Decreto, 
en la Comunidad Autónoma de Andalucía: 

a) Los centros de la Consejería competente en 
materia de empleo, y los adscritos o financia-
dos mayoritariamente por ella, así como los 
centros de otras Consejerías de la Junta de 
Andalucía y otras Administraciones Públicas 
Andaluzas, que cuenten con la autorización 
administrativa del Servicio Andaluz de Em-
pleo para la impartición de esta formación, 
entendiéndose por tales los siguientes: 

1.º Los Centros propios y los centros adscritos 
a la Consejería competente en materia de em-
pleo o sus entidades instrumentales. 

2.º Los Consorcios Escuela participados ma-
yoritariamente por la Consejería competente 
en materia de empleo. 

3.º Los Centros Integrados de Formación Pro-
fesional de titularidad pública. 

4.º Los Centros de Referencia Nacional ubica-
dos en Andalucía y dependientes de la Conse-
jería competente en materia de empleo. 

5.º Los Centros de la Consejería competente 
en materia de educación y otros centros ads-
critos o financiados mayoritariamente por la 
Administración de la Junta de Andalucía que 
dispongan de espacios, instalaciones y equi-
pamientos adecuados para la impartición de 
la formación, en los términos previstos en el 
presente Decreto. 

6.º Los Centros de otras Administraciones 
Públicas de Andalucía, sus entidades instru-
mentales o empresas públicas que impartan 
Formación Profesional para el Empleo en vir-
tud de convenios firmados con la Consejería 
competente en materia de empleo, en los tér-
minos previstos en el presente Decreto. 

b) Las Organizaciones empresariales y sindi-
cales, inscritas en el Registro de Asociaciones 
Empresariales y Sindicales del Consejo Anda-
luz de Relaciones Laborales. 
c) Los Centros Integrados de Formación Pro-
fesional de titularidad privada. 
d) Los Centros o entidades de formación, pú-
blicos o privados, acreditados por el Servicio 
Andaluz de Empleo para impartir formación 
dirigida a la obtención de Certificados de Pro-
fesionalidad. 
e) Otros centros o entidades de formación que 
impartan formación no dirigida a la obtención 
de Certificados de Profesionalidad siempre 
que se hallen inscritos en el Registro de 
Centros y Entidades de Formación Profesio-
nal para el Empleo en Andalucía, contemplado 
en el artículo 31. 
f) Las empresas y entidades que desarrollen 
acciones formativas para personas desem-
pleadas con compromiso de contratación, 
que podrán hacerlo a través de sus propios 
medios, cuando cuenten con el equipamiento 
adecuado para este fin, o a través de contrata-
ciones externas. 

Artículo 30. Centros y entidades acreditadas 
e inscritas. 
1. A los efectos del presente Decreto se en-
tiende por centros y entidades acreditadas, 
aquéllas que impartan formación conducente 
a la obtención de Certificados de Profesiona-
lidad, debiendo cumplir los requisitos estable-
cidos en las normas específicas reguladoras 
de cada Certificado. 

2. Se entiende por centros y entidades ins-
critas, aquéllas que impartan Formación no 
conducente a la obtención de Certificados de 
Profesionalidad y que cumplan los requisitos 
que se establezcan mediante Orden de la per-
sona titular de la Consejería competente en 
materia de empleo.
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Artículo 31. Registro de Centros y Entidades 
de Formación Profesional para el Empleo en 
Andalucía. 
1. El Servicio Andaluz de Empleo gestionará un 
Registro de Centros y Entidades Colaborado-
ras en materia de Formación Profesional para 
el Empleo, que incluirá los centros integrados 
de formación profesional, y que se mantendrá 
permanentemente actualizado. 

2. Tanto los centros y entidades inscritas 
como las acreditadas figurarán en el Registro 
de Centros y Entidades de Formación Profe-
sional para el Empleo en Andalucía. 
3. Mediante Orden de la persona titular de la 
Consejería competente en materia de empleo 
se establecerán los requisitos relativos a la 
inscripción, la Dirección General competente 
para su gestión, así como las condiciones de 
acceso al mismo. 

Artículo 32. Requisitos de los centros don-
de se imparte Formación Profesional para el 
Empleo. 
1. Los Centros donde se imparta Formación Pro-
fesional para el Empleo, ya sean de titularidad 
pública o privada, deben cumplir los requisitos 
que se establezcan para la impartición de las 
distintas especialidades formativas y Certifica-
dos de Profesionalidad, en sus correspondien-
tes Programas formativos o en la normativa 
específica reguladora de los distintos Certifi-
cados de Profesionalidad, respectivamente. 

2. En el caso de los centros en los que se im-
parta formación en la modalidad presencial, 
éstos deberán reunir, como mínimo, los si-
guientes requisitos: 

a) Reunir las condiciones higiénicas, acústicas, 
de habitabilidad y de seguridad que se seña-
lan en la legislación vigente para la actividad 
como centro de formación. 
b) Reunir las condiciones de accesibilidad, pre-
vistas en la legislación vigente, que posibiliten 
el acceso, la circulación y la comunicación de 
las personas con discapacidad. 

3. Aquellos centros y entidades que carezcan 
de las instalaciones adecuadas para impartir 
la parte práctica de la formación, podrán ser 
inscritas como centros y entidades de forma-
ción siempre que acrediten la disponibilidad 
de las mismas. 

4. Los requisitos mínimos de los centros y en-
tidades que impartan formación a distancia, 
convencional o mediante teleformación, así 
como los de los centros móviles, serán regula-
dos mediante Orden de la persona titular de la 
Consejería competente en materia de empleo.

 
CAPÍTULO VIII 
SISTEMA INTEGRADO DE INFORMACIÓN Y 
ORIENTACIÓN PROFESIONAL 

Artículo 33. Finalidad del sistema. 
La finalidad del sistema integrado de informa-
ción y orientación profesional, en el marco del 
Sistema Nacional de Cualificaciones Profesio-
nales y Formación Profesional, es la de informar 
sobre las diversas ofertas de formación y los 
posibles itinerarios formativos para facilitar la 
inserción y la reinserción laborales, así como la 
movilidad profesional en el mercado de traba-
jo. Asimismo informará sobre las oportunida-
des de acceso al empleo, las posibilidades de 
adquisición, evaluación y acreditación de com-
petencias y cualificaciones profesionales a los 
trabajadores y trabajadoras, y del progreso en 
las mismas a lo largo de toda la vida. 

Artículo 34. Información y orientación profesional. 
1. En el marco de la Red de Orientación del 
Servicio Andaluz de Empleo se desarrollará un 
sistema integrado de información y orientación 
profesional que asegure el asesoramiento de la 
población activa, informando y asesorando so-
bre las diversas ofertas formativas, ofreciendo 
una atención individualizada a través de los Iti-
nerarios Personalizados de Inserción con el ob-
jeto de mejorar la empleabilidad de los trabaja-
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dores y trabajadoras, su inserción y reinserción 
laboral, el desarrollo del espíritu emprendedor 
y del apoyo a iniciativas empresariales y de au-
toempleo así como el fomento de la movilidad 
laboral en el mercado de trabajo. 

2. El Servicio Andaluz de Empleo establecerá 
los procedimientos oportunos y las herra-
mientas telemáticas que faciliten las tareas 
de información y orientación profesional, así 
como los mecanismos de coordinación con la 
Consejería competente en materia de educa-
ción, otras instituciones y entidades especia-
lizadas en la formación, información y orienta-
ción profesional, y ello en colaboración con los 
agentes económicos y sociales. 

3. En relación a la evaluación y acreditación de 
las competencias profesionales adquiridas a 
través de la experiencia laboral o de las vías no 
formales de formación, los Servicios de Infor-
mación y orientación dependientes del Servicio 
Andaluz de Empleo, ofrecerán de acuerdo con 
los procedimientos que se establezcan al efec-
to, un servicio abierto y permanente que facilite 
a las personas información y orientación sobre 
la naturaleza y las fases del procedimiento, el 
acceso al mismo, sus derechos y obligaciones, 
así como las acreditaciones oficiales que pue-
dan obtener y los efectos de las mismas. 

CAPÍTULO IX 
DE LA CALIDAD, EVALUACIÓN, CONTROL Y 
SEGUIMIENTO DE LA FORMACIÓN PROFE-
SIONAL PARA EL EMPLEO 

Artículo 35. Calidad de la Formación. 
1. El Servicio Andaluz de Empleo, promoverá la 
calidad de la oferta de Formación Profesional 
para el Empleo y llevará a cabo un seguimiento 
y evaluación de las acciones formativas con 
el fin de asegurar su eficacia y la adecuación 
permanente de la misma a las necesidades del 
mercado de trabajo en la Comunidad Autóno-
ma de Andalucía. 

2. Las distintas acciones y medidas que se de-
sarrollen en el ámbito de la Formación Profe-
sional para el Empleo deberán tener la calidad 
apropiada para que respondan a las necesida-
des de las personas a las que van dirigidas y a 
las empresas, debiendo desarrollarse a través 
de procedimientos y metodologías apropia-
das, con el personal y los medios didácticos, 
técnicos y materiales más adecuados a sus 
características. 

3. El Servicio Andaluz de Empleo, promoverá 
la mejora de la calidad de la Formación Pro-
fesional para el Empleo, en cuanto a sus con-
tenidos, duración e instalaciones, personal y 
recursos didácticos y tecnológicos. Asimismo 
deberá establecer, en coordinación con el Ser-
vicio Público de Empleo Estatal, la medición de 
los resultados, el impacto, eficacia y eficiencia 
del conjunto del Subsistema de Formación 
Profesional para el Empleo. 

4. Para favorecer la calidad de la formación 
profesional para el empleo, el Servicio Anda-
luz de Empleo, establecerá un 

Plan de Actualización y Perfeccionamiento 
para formadores, tutores y gestores de for-
mación, con el fin de ofrecer formación para 
dichos profesionales. Dicho Plan será aproba-
do mediante Orden de la persona titular de la 
Consejería competente en materia de empleo. 

5. Sin perjuicio de las evaluaciones externas 
que se realicen por entidades independientes, 
con posterioridad a la realización de la forma-
ción, las entidades responsables de ejecutar 
las acciones reguladas en el presente Decre-
to deberán realizar, durante su ejecución, una 
evaluación y control de la calidad de la forma-
ción que ejecuten. En la convocatoria de sub-
venciones a la que pertenezca la acción forma-
tiva, se determinará la parte del importe de la 
subvención que se destinará a dicha finalidad. 
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Artículo 36. Sistemas de Calidad. 
1. El Servicio Andaluz de Empleo, fomentará 
la implantación de sistemas y dispositivos de 
mejora de la calidad en los centros y entidades 
de formación donde se impartan las acciones 
formativas. 

2. Para medir la calidad de la formación, el 
Servicio Andaluz de Empleo fijará criterios e 
indicadores. 

3. El Servicio Andaluz de Empleo con el fin de 
fomentar la implantación de sistemas de ges-
tión de la calidad en los centros y entidades de 
Formación Profesional para el Empleo, podrá 
conceder ayudas para incentivar su implanta-
ción y/o mantenimiento, así como para la am-
pliación o adaptación del sistema de calidad 
ya implantado. 

Artículo 37. Finalidad de la evaluación de la 
Formación Profesional para el Empleo. 
La evaluación de la Formación Profesional 
para el Empleo tendrá la finalidad de promo-
ver la eficacia y calidad de las distintas medi-
das que contempla y su continua y permanen-
te adecuación a las necesidades del mercado 
de trabajo Andaluz. 

Artículo 38. Criterios en la evaluación. 
Entre los criterios a tener en cuenta en la eva-
luación se encuentran el impacto de la forma-
ción realizada en el acceso y mantenimiento del 
empleo, así como en la mejora de la empleabili-
dad y de la competitividad de las empresas, la 
eficacia del sistema en cuanto al alcance de la 
formación, la adecuación de las acciones a las 
necesidades del mercado laboral y del sistema 
productivo, y el impacto de género. También se 
tendrá en cuenta la eficiencia de los recursos 
económicos y los medios empleados. 

Artículo 39. Plan de evaluación. 
1. El Servicio Andaluz de Empleo elaborará y 
ejecutará con la periodicidad que se deter-

mine, teniendo en cuenta los criterios que se 
fijen mediante instrucciones de la Dirección 
General competente en materia de formación 
profesional para el empleo, un plan de evalua-
ción que permita valorar la calidad, eficacia, 
eficiencia e impacto del conjunto de la Forma-
ción Profesional para el Empleo e identificar 
los aspectos susceptibles de mejora. 

2. El Plan de evaluación contendrá una serie de 
criterios e indicadores referidos a la planifica-
ción de las acciones, la ejecución de las mis-
mas, y los resultados obtenidos de la forma-
ción, teniendo en cuenta las evaluaciones de 
la calidad realizadas por los Centros públicos 
y las entidades de formación profesional para 
el empleo responsables de ejecutar la forma-
ción, los participantes en las acciones formati-
vas, así como la información obtenida a través 
de los procesos de control y seguimiento. 

3. Por parte del Consejo Andaluz de la Forma-
ción Profesional, como órgano consultivo del 
Consejo de Gobierno y la Administración de la 
Comunidad Autónoma en materia de Forma-
ción Profesional, se realizará un seguimiento 
y evaluación de la ejecución de los programas 
y planes desarrollados al amparo del presente 
Decreto. 

Artículo 40. Seguimiento y control de la For-
mación Profesional para el Empleo. 
1. Sin perjuicio de las competencias de otros 
órganos de fiscalización y control, el desarro-
llo de las actuaciones de control y seguimiento 
de la Formación Profesional para el Empleo es 
competencia del Servicio Andaluz de Empleo. 
Entre dichas acciones se incluirán actuaciones 
de verificación y control de la formación cofi-
nanciada por el Fondo Social Europeo confor-
me a lo establecido en la normativa de la Unión 
Europea. 

2. Para la ejecución de las actuaciones de con-
trol y seguimiento, que se organizarán de con-
formidad con lo previsto en la normativa de la 
Unión Europea, el Servicio Andaluz de Empleo 
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podrá recurrir a la contratación de consulto-
rías especializadas en la materia. 

Artículo 41. Plan de seguimiento. 
1. Con el fin de racionalizar esfuerzos, unificar 
criterios en las actuaciones de control y se-
guimiento y de dotarse de más transparencia, 
eficacia y eficiencia, el Servicio Andaluz de 
Empleo, elaborará un Plan de Seguimiento de 
la Formación Profesional para el Empleo. Este 
plan se diseñará conJuntamente con el Plan de 
Evaluación previsto en el artículo 39. 

2. Este Plan establecerá las actuaciones de 
control y seguimiento a realizar. Mediante 
técnicas de muestreo se hará la selección de 
acciones a someter al Plan de seguimiento. 

Disposición adicional primera. Régimen jurí-
dico aplicable a las subvenciones en materia 
de Formación Profesional para el Empleo en 
Andalucía. 
1. Los procedimientos para la concesión de 
subvenciones, ayudas y becas a que hace men-
ción este Decreto se regirán por lo establecido 
en la Ley 3/2004, de 28 de diciembre, de Medi-
das Tributarias, Administrativas y Financieras, 
el Título VIII de la Ley 5/1983 General de la Ha-
cienda Pública de la Comunidad Autónoma de 
Andalucía y la Ley 38/2003, de 17 de noviem-
bre, así como en el Real Decreto 887/2006, de 
21 de julio, por el que se aprueba el Reglamen-
to de la Ley General de Subvenciones. Será 
igualmente de aplicación el Decreto 254/2001, 
de 20 de noviembre, por el que se aprueba el 
Reglamento por el que se regulan los Procedi-
mientos de Concesión de subvenciones y ayu-
das públicas por la Administración de la Junta 
de Andalucía y sus Organismos Autónomos y 
su régimen jurídico, en lo que no se oponga a 
la normativa estatal básica y autonómica an-
daluza sobre subvenciones y ayudas públicas 
aprobada con posterioridad al mismo, y de-
más normativa de desarrollo aplicable. 

2. En lo relativo al régimen de concesión de 
dichas subvenciones, se estará a lo dispuesto 

en el Real Decreto 357/2006, de 24 de marzo 
por el que regula la concesión directa de de-
terminadas subvenciones en los ámbitos del 
empleo y de la Formación Profesional Ocupa-
cional y en el Real Decreto 395/2007, de 23 de 
marzo, por el que se regula el Subsistema de 
Formación Profesional para el Empleo. 

Disposición adicional segunda. Requisitos 
mínimos de calidad en el Sistema Integrado 
de Formación Profesional. 
Con el fin de promover un sistema integrado 
de Formación Profesional de calidad, previa 
consulta al Consejo Andaluz de la Formación 
Profesional y teniendo en cuenta los informes 
emitidos por el Instituto Andaluz de Cualifi-
caciones Profesionales, las Consejerías com-
petentes en materia de empleo y educación 
establecerán conJuntamente los indicadores 
y requisitos mínimos de calidad de la oferta 
formativa referida al Catálogo Nacional de 
Cualificaciones Profesionales y en especial 
los referidos a la evaluación, dentro del mar-
co nacional establecido por el Real Decreto 
1128/2003, de 5 de septiembre. 

Disposición adicional tercera. Supuesto ex-
ceptuado de reconocimiento de acreditación. 
Lo previsto en el artículo 21.1 no le resultará de 
aplicación a aquellas personas que hubieren 
completado un título comprensivo de todas las 
unidades de competencia de dicho Certificado. 

Disposición adicional cuarta. Formación del 
personal responsable. 
Con el fin de mejorar la calidad de los servicios 
y procedimientos contemplados en el pre-
sente Decreto, el Servicio Andaluz de Empleo 
articulará las estrategias y los instrumentos 
necesarios para optimizar las competencias 
del personal responsable de la gestión de los 
mismos, promoviendo su formación y la actua-
lización de sus conocimientos. 

Disposición adicional quinta. Centros Públicos 
de Formación Profesional para el Empleo. 
Los Centros propios de la Consejería compe-
tente en materia de empleo y sus entidades 
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instrumentales pasarán a tener la considera-
ción de Centro Público de Formación Profe-
sional para el Empleo. 

Disposición adicional sexta. Programas de 
formación sobre Integración de las Tecnolo-
gías de la Información y la Comunicación. 
Los programas de formación sobre Integración 
de las Tecnologías de la Información y la comu-
nicación en la Formación Profesional para el 
Empleo, que se desarrollan al amparo de lo pre-
visto en el Decreto 72/2003, de 18 de marzo, de 
Medidas de Impulso de la Sociedad del Cono-
cimiento en Andalucía, continuarán rigiéndose 
por el mismo, siéndoles de aplicación supleto-
ria lo dispuesto en el presente Decreto. 

Disposición transitoria primera. Régimen 
transitorio de los procedimientos. 
Los procedimientos de concesión de subven-
ciones de Formación Profesional para el Em-
pleo iniciados con anterioridad a la entrada en 
vigor de este Decreto se regirán por la norma-
tiva anterior que les sea de aplicación. 

Disposición transitoria segunda. Incorpora-
ción de acciones formativas vinculadas al 
Catálogo Nacional de las Cualificaciones Pro-
fesionales. 
A los efectos de impartición de la formación 
de oferta regulada en el presente Decreto, y 
hasta tanto no se apruebe la normativa estatal 
reguladora de los correspondientes Certifica-
dos de Profesionalidad, la programación que 
se realice en Andalucía podrá incluir los módu-
los formativos actualmente en vigor. Esta for-
mación se acreditará conforme a lo previsto 
en el artículo 20.3 del presente Decreto. 

Disposición derogatoria única. Derogación 
normativa. 
Quedan derogadas todas las normas de igual 
o inferior rango en lo que contradigan o se 
opongan a lo dispuesto en este Decreto y en 
particular: 

a) Decreto 204/1997, de 3 de septiembre, por 
el que se establecen los Programas de Forma-

ción Profesional Ocupacional de la Junta de 
Andalucía. 
b) El capítulo VI del Decreto 175/2006 de 10 de 
octubre, por el que se regula el Plan de Fomen-
to y Consolidación del Trabajo Autónomo en 
Andalucía. 

Disposición final primera. Reproducción de 
normativa estatal. 
Los artículos 2.1, 2.2 letras a), b), c), d), n) y p); 4.1 
letras e), i), m) y n); 6.2, 6.3 y 6.4; 8.1; 9; 10; 12.1; 
13; 14; 17; 18.3, 18,4 y 18.5 ; 19.2; 19.3; 19.5; 19.7; 
20; 21; 26; 27; 33; 35; 40, y Disposición Adicio-
nal Tercera, reproducen normas dictadas por 
el Estado al amparo del artículo 149.1.7.ª y 17.ª 
de la Constitución Española y recogidas en el 
Real Decreto 395/2007, de 23 de marzo, Real 
Decreto 34/2008, de 18 de enero, y Real Decre-
to 1538/2008, de 15 de diciembre, por el que se 
establece la ordenación general de la Forma-
ción Profesional del Sistema Educativo. 

Disposición final segunda. Desarrollo. 
Se habilita al Consejero de Empleo a dictar 
cuantas disposiciones sean necesarias para 
el desarrollo y ejecución de lo previsto en este 
Decreto. 

Disposición final tercera. Entrada en vigor. 
Este Decreto entrará en vigor el día siguiente 
al de su publicación en el Boletín Oficial de la 
Junta de Andalucía

Sevilla, 22 de septiembre de 2009 
JOSÉ ANTONIO GRIÑÁN MARTÍNEZ 

Presidente de la Junta de Andalucía 
ANTONIO FERNÁNDEZ GARCÍA 

Consejero de Empleo 
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La Ley Orgánica 5/2002, 19 de junio, de las 
Cualificaciones y de la Formación Profesional, 
tiene por objeto la ordenación de un sistema 
integrado de formación profesional, cualifi-
caciones y acreditación, que responda con 
eficacia y transparencia a las demandas so-
ciales y económicas a través de las diversas 
modalidades formativas. De conformidad con 
lo establecido en su artículo 11, las Administra-
ciones, en el ámbito de sus competencias, po-
drán establecer los requisitos específicos de 
los Centros integrados de formación profesio-
nal y la creación, autorización, homologación y 
gestión de los mismos. 

Asimismo, la citada Ley, en el artículo 11.6, dis-
pone que reglamentariamente el Gobierno y 
los Consejos de Gobierno de las Comunidades 
Autónomas, en el ámbito de sus respectivas 
competencias, adaptarán la composición y fun-
ciones de los Centros integrados de formación 
profesional a sus características específicas. 

El Real Decreto 1558/2005, de 23 de diciembre, 
por el que se regulan los requisitos básicos de 
los Centros integrados de formación profesio-
nal, establece la tipología, fines y funciones de 
dichos centros, así como las condiciones que 
deberán reunir los mismos y señala las com-
petencias atribuidas a las Administraciones 
educativas y laborales de las Comunidades 
Autónomas para la creación y autorización de 
estos centros y la organización de una red de 
Centros integrados de formación profesional 
de titularidad pública. 

Los Reales Decretos 1538/2006, de 15 de di-
ciembre, por el que se establece la Ordenación 
General de la Formación Profesional del Siste-
ma Educativo, y 395/2007, de 23 de marzo, por 
el que se regula el subsistema de Formación 
Profesional para el Empleo, contemplan, entre 
otros, a los Centros integrados de formación 
profesional como centros que imparten tanto 
formación profesional del sistema educativo, 
como formación profesional para el empleo. 
La Ley 17/2007, de 10 de diciembre, de Educa-
ción de Andalucía, establece en su artículo 73 
la creación de una red de Centros integrados 
de formación profesional que impartirán to-
das las ofertas correspondientes a los subsis-
temas de formación profesional, referidas al 
Catálogo nacional de cualificaciones profesio-
nales, conducentes a la obtención de los títu-
los de formación profesional y certificados de 
profesionalidad a los que se refiere la Ley Or-
gánica 5/2002, de 19 de junio. En colaboración 
con las organizaciones empresariales y sindi-
cales más representativas, la Administración 
de la Junta de Andalucía organizará un modelo 
de planificación común para dicha red. 

La Ley 4/2002, de 16 de diciembre, de crea-
ción del Servicio Andaluz de Empleo, atribuye 
en su artículo 3 a este organismo, como Ser-
vicio Público de Empleo de la Comunidad Au-
tónoma, el ejercicio de la competencia en ma-
teria de empleo y cualificación profesional, 
ejerciendo para ello, entre otras funciones, 
la planificación, gestión, promoción y evalua-
ción de los programas y acciones relativos a 

DECRETO 334/2009, de 
22 de septiembre, por 
el que se regulan los 
centros integrados de 
formación profesional en 
la Comunidad Autónoma 
de Andalucía 
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la formación profesional para el empleo, la 
coordinación y planificación de los centros 
propios o consorciados, así como el desarro-
llo de cuantas otras funciones puedan corres-
ponder a estos en su materia. 

Los cambios que se están produciendo en la 
economía, las empresas y la sociedad en gene-
ral, requieren que la formación profesional se 
convierta en una garantía para nuestra compe-
titividad y los centros que imparten formación 
profesional en instrumentos principales para 
dar respuestas a los nuevos requerimientos 
de una economía y una sociedad en continuo 
cambio, donde es necesario trabajar con orga-
nizaciones dinámicas y abiertas que aporten 
nuevas ideas y asuman la cultura de la innova-
ción y de la investigación. 

Asimismo, la Estrategia Europea del Empleo 
hace hincapié en la importancia de las políti-
cas formativas como elemento esencial para 
dotar a la ciudadanía de las aptitudes, capaci-
dades y competencias necesarias para afron-
tar las transformaciones socioeconómicas. 

La formación profesional, debido a su gran 
implicación con el mundo empresarial a tra-
vés de diversas acciones, entre la que se en-
cuentra la formación de sus recursos huma-
nos, debe desarrollar nuevos procesos que 
consigan actualizar sus modelos de gestión 
y adecuar sus procedimientos a una realidad 
que demanda nuevas respuestas en un esce-
nario que evoluciona con gran rapidez. En este 
sentido, la competencia profesional que se 
adquiere a través de la formación profesional 
permite desempeñar un abanico de puestos 
de trabajo, por lo que la formación adquirida 
en ellos trasciende de la que prepara para una 
ocupación concreta. De este modo, la persona 
aumenta su empleabilidad, pudiendo adaptar 
su cualificación profesional a las necesidades 
del mercado de trabajo. 

El presente Decreto pretende regular el di-
seño, organización, funciones y estrategias 
establecidas en un nuevo modelo de centro 

de formación profesional, que asuma otras 
formas de actuar a través de nuevos métodos 
de gestión de las diferentes formaciones, los 
contenidos de las mismas, los métodos de fun-
cionamiento, así como los diferentes modos 
de relación, mediante un contexto innovador, 
con empresas de su entorno y con la sociedad 
en general. 

Los Centros integrados de formación profe-
sional deben constituirse como unidades de 
gestión, de organización y de desarrollo autó-
nomo de la formación profesional, especializa-
dos en un sector productivo. Cada Centro inte-
grado de formación profesional debe ser una 
organización con objetivos constantemente 
redefinidos y con relaciones permanentemen-
te reconstruidas en función de las demandas y 
necesidades sociales. 

En la elaboración de la presente norma se han 
cumplimentado los trámites de audiencia e in-
formación pública, de conformidad con lo esta-
blecido en el artículo 45.1.c) de la Ley 6/2006, 
de 24 de octubre, del Gobierno de la Comuni-
dad Autónoma de Andalucía, y ha sido infor-
mada por el Consejo Escolar de Andalucía y el 
Consejo Andaluz de Formación Profesional. 

En su virtud, a propuesta del Consejero de la 
Presidencia, de conformidad con lo estableci-
do en el artículo 27.9 de la Ley 6/2006, de 24 
de octubre, de acuerdo con el Consejo Con-
sultivo de Andalucía y previa deliberación del 
Consejo de Gobierno, en su reunión del día 22 
de septiembre de 2009. 

D I S P O N G O:

CAPÍTULO I 
DISPOSICIONES GENERALES 

Artículo 1. Objeto y ámbito de aplicación. 
El presente Decreto tiene por objeto la regu-
lación de los Centros integrados de formación 
profesional en la Comunidad Autónoma de 
Andalucía. 
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Artículo 2. Centros integrados de formación 
profesional. 
1. Son Centros integrados de formación profe-
sional aquellos que, reuniendo los requisitos 
establecidos en el Real Decreto 1558/2005, 
de 26 de diciembre, y en el presente Decreto, 
impartan todas las ofertas formativas vincu-
ladas al Catálogo nacional de cualificaciones 
profesionales que conduzcan a la obtención 
de títulos de formación profesional y certi-
ficados de profesionalidad de las familias o 
áreas profesionales que tengan autorizadas. 

2. Los Centros integrados de formación pro-
fesional incluirán en sus acciones formativas 
las enseñanzas propias de la formación profe-
sional inicial, las acciones de inserción y rein-
serción laboral de los trabajadores y las de 
formación permanente dirigida a la población 
trabajadora ocupada. 

3. Los Centros integrados de formación 
profesional podrán impartir las enseñanzas 
conducentes a la obtención de títulos de for-
mación profesional y de certificados de profe-
sionalidad, de forma modular y en unidades de 
menor duración, evaluables de forma indepen-
diente y capitalizables para la obtención de las 
acreditaciones correspondientes, de acuerdo 
con lo que determinen las Consejerías com-
petentes en materia de educación y de em-
pleo. Independientemente de la modalidad 
de formación, se garantizará en todo caso la 
flexibilidad necesaria para dar respuesta a las 
necesidades del sistema productivo andaluz y 
a la ciudadanía para su inserción y promoción 
profesional. Para ello, estos centros facilita-
rán la participación de los agentes sociales 
mas representativos en el ámbito de la Comu-
nidad Autónoma de Andalucía. 

4. Los Centros integrados de formación pro-
fesional de la Comunidad Autónoma de Anda-
lucía, ya sean de titularidad pública o privada, 
realizarán una oferta formativa y desarrolla-
rán el resto de sus actividades vinculadas a un 
único sector productivo y no podrán impartir 
enseñanzas del sistema educativo distintas 

de la formación profesional inicial, sin perjui-
cio de lo establecido en las disposiciones adi-
cionales segunda y tercera de este Decreto. 

5. Los Centros integrados de formación pro-
fesional incorporarán servicios integrados de 
información y orientación laboral que propor-
cionen un servicio sistemático y no discrimi-
natorio que garantice que todas las personas 
puedan tomar decisiones informadas respec-
to a sus posibilidades y necesidades de for-
mación profesional. 

6. Los Centros integrados de formación pro-
fesional estarán obligados a informar al públi-
co sobre la naturaleza de las distintas ofertas 
impartidas en ellos. 

Artículo 3. Tipología. 
1. Los Centros integrados de formación profe-
sional podrán ser públicos y privados. 

2. Son Centros públicos integrados de forma-
ción profesional aquellos cuyo titular sea una 
administración pública. 

3. Son Centros privados integrados de forma-
ción profesional aquellos cuyo titular sea una 
persona física o jurídica de carácter privado. 

4. Los Centros privados integrados de forma-
ción profesional tendrán la condición de con-
certados cuando se encuentren acogidos al ré-
gimen de conciertos legalmente establecido. 

Artículo 4. Fines. 
Los Centros integrados de formación profe-
sional contribuirán al desarrollo de los Sis-
temas nacional y andaluz de cualificaciones 
y formación profesional y, en consecuencia, 
tendrán los siguientes fines: 

a) La cualificación y recualificación de las per-
sonas a lo largo de la vida, mediante el estable-
cimiento de una oferta de formación profesio-
nal modular, flexible, de calidad, adaptada a las 
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demandas de la población y a las necesidades 
generadas por el sistema productivo andaluz. 
b) Cuando proceda y, en el marco de los sis-
temas nacional y andaluz de cualificaciones 
y formación profesional, contribuir a la eva-
luación y acreditación de las competencias 
profesionales adquiridas por las personas a 
través de la experiencia laboral y de vías no 
formales de formación, promoviendo así la va-
loración social del trabajo. 
c) La prestación de los servicios de informa-
ción y orientación profesional a las personas 
para que tomen las decisiones más adecuadas 
respecto de sus necesidades de formación 
profesional en relación con el entorno produc-
tivo en el que se desenvuelven, en el marco del 
sistema de orientación profesional que se es-
tablezca por las Consejerías competentes en 
materia de educación y de empleo. 
d) El establecimiento de un espacio de co-
operación entre el sistema de formación pro-
fesional y el entorno productivo sectorial y 
local para desarrollar y extender una cultura 
de la formación permanente, contribuyendo al 
prestigio de la formación profesional. 
e) El fomento de la igualdad real y efectiva en-
tre mujeres y hombres. 
f) El impulso de la movilidad de los trabajado-
res en el marco europeo unificado de cualifica-
ciones profesionales. 
g) La promoción de la cultura emprendedora. 

Artículo 5. Funciones. 
1. Los Centros integrados de formación profe-
sional realizarán las siguientes funciones: 

a) Impartir las ofertas formativas conducen-
tes a títulos de formación profesional y certi-
ficados de profesionalidad de la familia o área 
profesional que tengan autorizadas y otras 
ofertas formativas que den respuesta a las 
demandas de las personas y del entorno pro-
ductivo andaluz. 
b) Promocionar la cultura emprendedora a 
través de la formación necesaria y el asesora-
miento a la población andaluza en la creación 
de empresas. 

c) Adaptar los sistemas de formación profe-
sional a colectivos con dificultades de apren-
dizaje, dando respuesta a las personas con 
discapacidad, a la población inmigrante y a los 
colectivos con riesgo de exclusión social. 
d) Desarrollar vínculos con el sistema pro-
ductivo del entorno (sectorial y comarcal o 
local), en los ámbitos siguientes: formación 
del personal docente, formación del alumnado 
en centros de trabajo y la realización de otras 
prácticas profesionales, orientación profesio-
nal y participación de profesionales del siste-
ma productivo en la impartición de docencia. 
Asimismo, y en este contexto, colaborar en la 
detección de las necesidades de cualificación 
y en el desarrollo de la formación permanente 
de los trabajadores. 
e) Informar y orientar a los usuarios, tanto in-
dividual como colectivamente, para facilitar el 
acceso, la movilidad y el progreso en los itine-
rarios formativos y profesionales, en colabo-
ración con las Administraciones competentes 
en materia de educación y de empleo. 
f) Contribuir al conocimiento de realidades 
productivas de otros países, especialmente 
de los de la Unión Europea. Para ello, podrán 
organizar la realización de formación en cen-
tros de trabajo y otras prácticas formativas en 
empresas de otros países, favoreciendo así la 
ciudadanía europea y la movilidad de los tra-
bajadores y trabajadoras. 
g) Promover formación que evite la segrega-
ción ocupacional en razón de género. 
h) Implantar sistemas de gestión de calidad y 
mejora continua. 

2. Además de las funciones establecidas en el 
apartado anterior, los Centros públicos inte-
grados de formación profesional y los Centros 
integrados privados concertados que cuenten 
con autorización administrativa a tales efectos, 
podrán desarrollar las funciones siguientes: 

a) Impartir formación profesional por la moda-
lidad a distancia, mediante materiales adapta-
dos a las tecnologías de la información y de la 
comunicación. 
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b) Participar en programas europeos de inno-
vación, investigación y movilidad en formación 
profesional. 
c) Informar y asesorar a otros centros que im-
partan formación profesional. 
d) Colaborar con los Centros de referencia 
nacional, con el sistema de prospección per-
manente del mercado de trabajo de Andalucía, 
con el Instituto Andaluz de Cualificaciones 
Profesionales y con otras entidades, en el aná-
lisis de la evolución del empleo y de los cam-
bios tecnológicos y organizativos que se pro-
duzcan en el sistema productivo del entorno. 
e) Impulsar y desarrollar acciones y proyectos 
de innovación y desarrollo, en colaboración 
con las empresas del entorno y los interlocu-
tores sociales, y transferir el contenido y va-
loración de las experiencias desarrolladas al 
resto de los centros. 
f) Colaborar en la promoción y el desarrollo 
de acciones de formación para los docentes y 
formadores de los diferentes subsistemas en 
el desarrollo permanente de las competencias 
requeridas en su función, respondiendo a sus 
necesidades específicas de formación. 
g) Participar en la aplicación de los procedi-
mientos de evaluación y, en su caso, realizar 
la propuesta de acreditación oficial de las 
competencias profesionales adquiridas por 
las personas a través de la experiencia la-
boral o de vías no formales de formación, de 
acuerdo con lo dispuesto en el Real Decreto 
1224/2009, de 17 de julio, de reconocimiento 
de las competencias profesionales adquiridas 
por experiencia laboral. 
h) Potenciar el uso de otras lenguas impartien-
do formación profesional en idiomas de otros 
países de la Unión Europea. 
i) Promover la integración de la población inmi-
grante en el sistema productivo andaluz, a tra-
vés de programas de formación para su inser-
ción profesional en condiciones de igualdad. 
j) Participar en el trabajo en red de los Centros 
públicos integrados de formación profesional 
de Andalucía, que posibilite una cultura de co-
laboración en diversos proyectos, referidos a 
la formación, a la innovación y a la gestión. 

k) Cuantas otras funciones de análoga natura-
leza determinen las Consejerías competentes 
en materia de educación y de empleo. 

3. Para realizar las funciones establecidas en 
los apartados anteriores, los Centros integra-
dos de formación profesional podrán desarro-
llar acuerdos y convenios con empresas, insti-
tuciones y otros organismos y entidades para 
el aprovechamiento de las infraestructuras y 
recursos disponibles, que contribuyan a la ca-
lidad de la formación y de las demás acciones 
que se contemplan en este Decreto. 

Artículo 6. Creación, transformación y supre-
sión de Centros públicos integrados de for-
mación profesional. 
1. Los Centros públicos integrados de forma-
ción profesional podrán ser de nueva creación 
o proceder de la transformación de otros cen-
tros ya existentes. 

2. La Consejería competente en materia de 
educación, para transformar sus centros en 
Centros públicos integrados de formación 
profesional, deberá contar con el informe fa-
vorable de la Consejería competente en mate-
ria de empleo. Igualmente, la Consejería com-
petente en materia de empleo deberá contar 
con el informe favorable de la Consejería com-
petente en materia de educación para trans-
formar los centros dependientes de aquella 
en Centros públicos integrados de formación 
profesional. 

3. La Consejería competente en materia de 
educación podrá crear o suprimir Centros pú-
blicos integrados de formación profesional 
dependientes de aquella, previo informe favo-
rable de la Consejería competente en materia 
de empleo. Igualmente, la Consejería compe-
tente en materia de empleo deberá contar con 
el informe favorable de la Consejería compe-
tente en materia de educación para la crea-
ción y supresión de los centros dependientes 
de la misma. 
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4. Los Centros públicos integrados de for-
mación profesional no dependientes de las 
Consejerías competentes en materia de edu-
cación y de empleo deberán contar con la au-
torización de ambas Consejerías para su crea-
ción, supresión  o transformación. 

Artículo 7. Autorización y revocación de 
Centros privados integrados de formación 
profesional. 
1. La apertura y funcionamiento de los Centros 
privados integrados de formación profesional 
se someterá al principio de autorización ad-
ministrativa, la cual se concederá siempre que 
reúnan los requisitos que se establecen en el 
artículo 9. 

2. Las Consejerías competentes en materia de 
educación y de empleo podrán revocar las au-
torizaciones que hayan otorgado a los Centros 
privados integrados de formación profesional, 
cuando estos dejen de cumplir los requisitos 
establecidos en la normativa vigente. 

3. En los supuestos a que se refieren los apar-
tados anteriores, en la tramitación del expe-
diente administrativo se deberá contar con la 
autorización de las Consejerías competentes 
en materia de educación y de empleo. 

Artículo 8. Registro de Centros integrados de 
formación profesional. 
Los Centros públicos y privados integrados de 
formación profesional se inscribirán en el Re-
gistro de Centros Docentes establecido en el 
Decreto 151/1997, de 27 de mayo, por el que se 
crea y regula el Registro de Centros Docentes, 
así como en los registros que, a tales efectos, 
se establezcan. 

Artículo 9. Requisitos y condiciones de los 
Centros integrados de formación profesional. 
1. Los Centros integrados de formación profe-
sional deberán: 

a) Cumplir los requisitos especificados en los 
reales decretos y en la normativa autonómica 
que regulen los títulos de formación profesio-
nal y los certificados de profesionalidad co-
rrespondientes a la formación que se imparta 
en cada uno de ellos. 
b) Realizar una oferta formativa y desarrollar 
el resto de sus actividades vinculadas a un úni-
co sector productivo. 
c) Disponer de instalaciones que reúnan las con-
diciones higiénicas, acústicas, de habitabilidad, 
de seguridad y de prevención de riesgos labora-
les y de accesos ordinarios de personas con dis-
capacidad, exigidas por la legislación vigente. 
d) Contar con los espacios adecuados para 
realizar las tareas de gestión, coordinación y 
apoyo de las funciones del centro, así como 
los aularios, laboratorios y talleres para el de-
sarrollo de las tareas formativas. 
e) Disponer del profesorado, formadores y ex-
pertos profesionales suficientes para poder 
desarrollar las funciones que tienen asignadas. 
Dichos profesionales habrán de reunir los re-
quisitos que se establecen en el Real Decreto 
1558/2005, de 23 de diciembre, y en este Decre-
to y aquellos otros que determinen las Adminis-
traciones competentes para su contratación. 
f) Contar con el suficiente personal de admi-
nistración y servicios para desarrollar las ta-
reas de gestión administrativa y los servicios 
de vigilancia y mantenimiento. 

2. Las Consejerías competentes en materia de 
educación y de empleo podrán autorizar el uso 
de ciertos espacios e instalaciones singulares, 
así como, en su caso, de aquellas instalaciones y 
equipamientos propios de entornos profesiona-
les que, siendo necesarios para impartir los pro-
gramas formativos y realizar la evaluación de las 
competencias, cuando proceda, se encuentren 
ubicados en un recinto distinto al resto de las ins-
talaciones del centro. Los centros garantizarán 
que los citados espacios autorizados sean de uso 
preferente para el desarrollo de sus actividades. 

Artículo 10. Planificación de los Centros inte-
grados de formación profesional. 
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1. Las Consejerías competentes en materia de 
educación y de empleo, en colaboración con las 
organizaciones empresariales y sindicales más 
representativas, establecerán un modelo de 
planificación común, de carácter plurianual, para 
la red de Centros públicos integrados de forma-
ción profesional de Andalucía. Este modelo será 
informado por el Consejo Andaluz de Formación 
Profesional y se revisará anualmente. 

2. El modelo de planificación contemplará las ca-
racterísticas del mercado de trabajo territorial y 
sectorial, así como aquellas directrices anuales 
contempladas en los planes nacionales y autonó-
micos de acción para el empleo que sean de aplica-
ción en el ámbito de actuación correspondiente. 

Artículo 11. Profesorado. 
1. Para ejercer la docencia en los Centros inte-
grados de formación profesional será necesario 
cumplir los requisitos generales de titulación, así 
como los que al efecto se establezcan en las nor-
mas que aprueben los títulos de formación pro-
fesional y los certificados de profesionalidad. 

2. Podrán ser contratados como expertos, 
profesionales cualificados para impartir 
aquellas enseñanzas que por su naturaleza lo 
requieran, en las condiciones y régimen que 
determinen las Consejerías competentes en 
materia de educación y de empleo. 

Artículo 12. Ejercicio de la función inspectora. 
Corresponde a las Consejerías competentes 
en materia de educación y de empleo la ins-
pección de los Centros integrados de forma-
ción profesional, para lo que se establecerán 
mecanismos de coordinación entre la inspec-
ción educativa y la laboral. 

CAPÍTULO II 
DISPOSICIONES RELATIVAS A LOS CENTROS 
PÚBLICOS INTEGRADOS DE FORMACIÓN 
PROFESIONAL 

Artículo 13. Autonomía de los Centros públi-
cos integrados de formación profesional. 
Los Centros públicos integrados de formación 
profesional contarán con autonomía pedagó-
gica, de organización y de gestión, de acuerdo 
con lo recogido en el presente Decreto y en las 
normas que lo desarrollen. 

Artículo 14. Proyecto funcional. 
1. Los Centros públicos integrados de forma-
ción profesional elaborarán un proyecto fun-
cional de centro que tendrá una duración de 
cuatro años en el que se establezcan, al menos, 
sus objetivos, el sistema organizativo, los pro-
cedimientos de gestión y el proyecto formati-
vo que incluirá, entre otros, el plan de acción 
tutorial y las programaciones didácticas de los 
módulos conducentes a títulos y certificados 
de profesionalidad u otras ofertas formativas 
vinculadas al Catálogo nacional de las cualifi-
caciones profesionales. El proyecto funcional 
será objeto de seguimiento y evaluación final. 

2. Corresponde al equipo directivo elaborar el 
proyecto funcional en la que deberán partici-
par todos los sectores de la comunidad rela-
cionada con el centro, de acuerdo con las di-
rectrices del Consejo Social y las propuestas 
realizadas por el Consejo Asesor, que deberán 
tener en cuenta las características del entor-
no socioeconómico del centro. 

3. La Consejería de la que dependa el Centro 
público integrado de formación profesional 
aprobará su proyecto funcional y acordará con 
este los términos en que lo desarrollará. 

4. Los Centros integrados de formación pro-
fesional implantarán sistemas de gestión de 
calidad y mejora continua cuyos criterios e in-
dicadores estén en relación con los objetivos 
marcados en su proyecto funcional y que, al 
menos, evalúe el grado de inserción del alum-
nado, los índices de éxito en la formación, el 
grado de satisfacción del alumnado, del per-
sonal del centro, el de las empresas y otras 
instituciones colaboradoras. 
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5. Las Consejerías competentes en materia de 
educación y de empleo velarán para que las ac-
tuaciones contempladas en los proyectos fun-
cionales de los Centros integrados de forma-
ción profesional que dependan de las mismas 
se adecuen a los fines y funciones de estos. 

Artículo 15. Gestión y financiación de los 
Centros públicos integrados de formación 
profesional. 
1. Las Consejerías competentes en materia de 
educación y de empleo dispondrán los recursos 
económicos para facilitar la ejecución de los 
proyectos funcionales de cada centro público, 
en función de su planificación, de acuerdo con 
la normativa reguladora de las distintas accio-
nes formativas consideradas en el mismo. No 
se admitirá la concurrencia de subvenciones, 
conciertos o convenios para financiar una mis-
ma acción formativa o servicio y, en cualquier 
caso, los centros que desarrollen ofertas for-
mativas sostenidas con fondos públicos esta-
rán sujetos a las obligaciones específicas que 
se deriven de la legislación presupuestaria, de 
las previstas en la Ley 38/2003, de 17 de no-
viembre, General de Subvenciones y en la Ley 
3/2004, de 28 de diciembre, de Medidas Tribu-
tarias, Administrativas y Financieras. 

2. En el caso de aquellas acciones de formación 
profesional que estén cofinanciadas por el Fon-
do Social Europeo, los Centros integrados de 
formación profesional tendrán que aplicar lo 
establecido en los reglamentos comunitarios 
que regulan la gestión y control de estas ayu-
das y en aquellos que regulan las actividades 
de información y publicidad que deben llevar a 
cabo los Estados miembros en relación con las 
intervenciones de los fondos estructurales. 

Artículo 16. Personal funcionario docente y 
régimen de incompatibilidades. 
1. En los Centros públicos integrados de forma-
ción profesional dependientes de las Administra-
ciones educativas y laborales podrán ejercer la 
docencia indistintamente los funcionarios de los 

Cuerpos de Catedráticos de Enseñanza Secun-
daria, de Profesores de Enseñanza Secundaria y 
de Profesores Técnicos de Formación Profesio-
nal, de acuerdo con las especialidades previstas 
en las Órdenes correspondientes a los títulos de 
formación profesional de aplicación en la Comu-
nidad Autónoma de Andalucía, y los funcionarios 
pertenecientes a la Escala Media de Formación 
Ocupacional de la Administración Laboral, cuan-
do reúnan los requisitos específicos dispuestos 
en los certificados de profesionalidad. 

2. El personal que preste sus servicios en cen-
tros de titularidad pública estará sujeto al régi-
men de incompatibilidades previsto en la Ley 
53/1984, de 26 de diciembre, de Incompatibili-
dades del Personal al Servicio de las Adminis-
traciones Públicas, y al Decreto 254/2008, de 
16 de diciembre, por el que se regulan las com-
petencias y el procedimiento en materia de in-
compatibilidades del personal al servicio de la 
Junta de Andalucía y del sector público andaluz, 
así como a lo que se derive de la consideración 
como de interés público que a los efectos pre-
vistos en el artículo 3 de la citada Ley tiene la 
impartición de la formación en estos centros. 

Artículo 17. Personal que desarrolla las funcio-
nes de información y orientación profesional. 
En los Centros públicos integrados de forma-
ción profesional podrán ejercer la función de 
información y orientación profesional, tanto 
el personal de los Cuerpos de Catedráticos 
de Enseñanza Secundaria, de Profesores de 
Enseñanza Secundaria y de Profesores Técni-
cos de Formación Profesional dependientes 
de la Consejería competente en materia de 
educación, como el dependiente del Servicio 
Andaluz de Empleo, en los términos que se es-
tablezcan. 

CAPÍTULO III 
ÓRGANOS DE GOBIERNO, PARTICIPACIÓN Y 
COORDINACIÓN DE LOS CENTROS PÚBLICOS 
INTEGRADOS DE FORMACIÓN PROFESIONAL 
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Artículo 18. Estructura organizativa. 
1. Serán órganos de gobierno y participación 
de los Centros públicos integrados de forma-
ción profesional los siguientes:

a) Órganos unipersonales de gobierno: La Di-
rección, la Jefatura Técnica y la Secretaría o 
la Administración. Estos órganos de gobierno 
constituirán el equipo directivo del centro.
b) Órganos colegiados de participación: El 
Consejo Social y el Consejo Asesor. 

2. Además de los órganos de gobierno relacio-
nados en este artículo, los Centros públicos 
integrados de formación profesional podrán 
contar en el equipo directivo con una Vicedi-
rección, en función de las actuaciones conte-
nidas en su proyecto funcional, de acuerdo con 
lo que a tales efectos se establezca. 

3. Los Centros públicos integrados de forma-
ción profesional, contarán con los órganos de 
coordinación necesarios para garantizar las 
siguientes funciones: La formación integrada 
y de calidad, la información y la orientación 
profesional, el reconocimiento y evaluación 
de competencias profesionales y las relacio-
nes con las empresas. 

SECCIÓN PRIMERA. DE LOS ÓRGANOS DE 
GOBIERNO 

Artículo 19. Equipo directivo. 
1. Las personas titulares de los órganos uni-
personales de gobierno constituyen el equipo 
directivo del Centro público integrado de for-
mación profesional y trabajarán de forma co-
ordinada en el desempeño de sus funciones. 

2. La persona que ejerza la Dirección del Cen-
tro público integrado de formación profesio-
nal será nombrada por la persona titular del 
Centro directivo competente de la Consejería 
a la que esté adscrito el centro, por el procedi-
miento de libre designación. En el caso de los 
Centros integrados de formación profesional 
de titularidad de la Administración educativa, 

el nombramiento se hará entre funcionarios 
públicos docentes, conforme a los principios 
de mérito, capacidad y publicidad y previa 
consulta a los órganos colegiados del centro. 

3. Los demás componentes del equipo directi-
vo serán nombrados y cesados por la Conseje-
ría a la que esté adscrito el centro, a propues-
ta de su Dirección, oído el Consejo Social y el 
Consejo Asesor del mismo. 

4. Las Consejerías competentes en materia 
de educación y de empleo establecerán para 
sus centros respectivos el horario de dedica-
ción de los componentes del equipo directivo 
a las tareas de dirección. 

5. Corresponde al equipo directivo la elabo-
ración del proyecto funcional del centro, así 
como promover procedimientos de evaluación 
de las distintas actividades y colaborar en las 
evaluaciones externas del centro. 

Artículo 20. Funciones de la Dirección. 
La persona titular de la Dirección de los Cen-
tros públicos integrados de formación profe-
sional tendrá las siguientes funciones: 

a) Dirigir, coordinar las actividades y ostentar 
la representación del Centro público integra-
do de formación profesional, así como velar 
por su buen funcionamiento, de acuerdo con 
las directrices de la Consejería a la que se en-
cuentre adscrito. 
b) Proponer a la Consejería competente el 
nombramiento y, en su caso, el cese de los 
otros órganos unipersonales de gobierno, 
oído el Consejo Social y el Consejo Asesor. 
c) Dirigir y coordinar el proyecto funcional del 
Centro público integrado de formación pro-
fesional, así como realizar el seguimiento y 
evaluar su grado de cumplimiento y promover 
planes de mejora. 
d) Estudiar y presentar al Consejo Asesor y al 
Consejo Social propuestas para facilitar y fo-
mentar la participación de todos los sectores 
relacionados con el centro. 
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e) Adoptar las medidas necesarias para la eje-
cución coordinada de las decisiones del Con-
sejo Social y del Consejo Asesor en el ámbito 
de sus respectivas competencias. 
f) Ejercer la jefatura del personal adscrito al 
Centro público integrado de formación pro-
fesional, fijar y aplicar la política de recursos 
humanos y adoptar las resoluciones discipli-
narias que correspondan de acuerdo con las 
normas aplicables o, en su caso, promover 
las correspondientes resoluciones al órgano 
competente. 
g) Fomentar y facilitar la suscripción de acuer-
dos y convenios de colaboración, previa apro-
bación del Consejo Social, con empresas, enti-
dades y otras Administraciones para impartir 
la formación integrada y velar por su adecuado 
cumplimiento, así como suscribirlos cuando se 
le delegue por el órgano competente. 
h) Elaborar el proyecto de presupuesto y eje-
cutarlo, autorizando los ingresos y gastos, 
ordenar los pagos y visar las certificaciones y 
documentos oficiales del Centro público inte-
grado de formación profesional. 
i) Justificar la gestión económica del Centro 
público integrado de formación profesional 
ante las Administraciones correspondientes. 
j) Ejercer las competencias que corresponden 
al órgano de contratación, incluida la aproba-
ción del gasto correspondiente, relativas a 
cualquier tipo de contratos menores, de con-
formidad con la legislación aplicable en mate-
ria de contratación administrativa. 
k) La conservación y gestión ordinaria del do-
minio público que tengan asignado. 
l) Favorecer acciones de formación para el 
personal del centro. 
m) Proponer requisitos de especialización y 
capacitación profesional respecto de deter-
minados puestos de trabajo del centro, de 
acuerdo con el proyecto funcional del mismo y 
con lo que a tales efectos se determine por Or-
den conJunta de las Consejerías competentes 
en materia de educación y de empleo. 
n) Obtener de acuerdo con lo que a tales efec-
tos se disponga, ingresos derivados de la pres-
tación de servicios distintos de los gravados 
por tasas, así como otros fondos procedentes 

de entes públicos, privados o particulares y 
cualesquiera otros recursos que les pudieran 
corresponder. 
ñ) Gestionar las sustituciones de las ausen-
cias del personal del Centro público integra-
do de formación profesional que se pudieran 
producir. 
o) Contratar, en su caso, de acuerdo con la 
normativa vigente los recursos humanos ne-
cesarios para desarrollar las acciones forma-
tivas y de los otros servicios programados en 
el proyecto funcional del centro integrado de 
formación profesional y en los términos pre-
vistos en el mismo. 
p) Velar, en el ejercicio de las funciones pre-
viamente enunciadas, por el cumplimiento del 
principio de igualdad de oportunidades entre 
hombres y mujeres. 
q) Colaborar con los órganos de participación 
que, a tales efectos, se establezcan. 
r) Cualesquiera otras que les sean encomen-
dadas por la Administración competente. 

Artículo 21. Competencias de la Vicedirección. 
En caso de que el Centro público integrado de 
formación profesional, disponga de la Vicedi-
rección, serán competencias de la misma: 
a) Colaborar con la persona titular de la Direc-
ción del centro en el desarrollo de sus funcio-
nes. 
b) Sustituir a la persona titular de la Dirección 
del centro en caso de ausencia, vacante o en-
fermedad. 
c) Mantener, mediante delegación de la perso-
na titular de la Dirección, las relaciones admi-
nistrativas con las Administraciones públicas 
y proporcionar la información que le sea re-
querida por las autoridades competentes. 
d) Cualesquiera otras que les sean encomen-
dadas por la persona titular de la Dirección. 

Artículo 22. Competencias de la Jefatura Técnica. 
Son competencia de la Jefatura Técnica: 

a) Ejercer, mediante delegación de la persona 
titular de la Dirección y bajo su autoridad, la 
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jefatura del personal integrante del Consejo 
Asesor y controlar la asistencia al trabajo del 
mismo. 
b) Sustituir a la persona titular de la Dirección 
en caso de ausencia o enfermedad, cuando no 
exista la Vicedirección. 
c) Coordinar las actividades de carácter aca-
démico, de información y orientación, las de 
aplicación de los procedimientos de evalua-
ción de las competencias profesionales y 
cualquier otra relacionada con las actividades 
de formación, innovación e investigación de-
sarrolladas por el Centro. 
d) Elaborar, en colaboración con los restantes 
órganos unipersonales, el horario general del 
Centro, los horarios del alumnado y del perso-
nal integrante del Consejo Asesor, de acuerdo 
con los criterios incluidos en el proyecto fun-
cional del centro y velar por su estricto cum-
plimiento. 
e) Coordinar las actividades de las personas 
titulares de las Jefaturas de Departamento. 
f) Organizar los actos académicos. 
g) Cualesquiera otras que les sean encomen-
dadas por la persona titular de la Dirección. 

Artículo 23. Competencias de la Secretaría o 
Administración. Son competencias de la Se-
cretaría o Administración: 
a) Ordenar el régimen administrativo del cen-
tro, de conformidad con las directrices de la 
persona titular de la Dirección. 
b) Actuar como secretario de los órganos co-
legiados del centro, levantar acta de las sesio-
nes y dar fe de los acuerdos con el visto bueno 
de la persona titular de la Dirección. 
c) Custodiar los libros oficiales y archivos del 
centro. 
d) Expedir, con el visto bueno de la persona 
titular de la Dirección, las certificaciones que 
soliciten las autoridades y las personas inte-
resadas. 
e) Realizar el inventario general del centro y 
mantenerlo actualizado. 
f) Custodiar, coordinar y gestionar el material 
y el equipa-miento del centro, la utilización del 
mismo y velar por su mantenimiento en todos 

los aspectos, de acuerdo con la normativa vi-
gente y las indicaciones de la persona titular 
de la Dirección. 
g) Ejercer, mediante delegación de la perso-
na titular de la Dirección y bajo su autoridad, 
la jefatura del personal de administración y 
servicios del centro y controlar la asistencia al 
trabajo del mismo. 
h) Elaborar, en colaboración con los restantes 
órganos unipersonales, el horario del personal 
de administración y servicios, así como velar 
por su estricto cumplimiento. 
i) Elaborar el anteproyecto de presupuesto de 
ingresos y gastos del centro. 
j) Ordenar el régimen económico del centro, 
de conformidad con las instrucciones de la 
persona titular de la Dirección, así como rea-
lizar la contabilidad y preparar la rendición de 
cuentas ante las autoridades correspondien-
tes de acuerdo con la normativa que le sea de 
aplicación. 
k) Cualesquiera otras que les sean encomen-
dadas por la persona titular Dirección. 

Artículo 24. Sustitución de los miembros del 
equipo directivo. 
1. En caso de ausencia, vacante o enfermedad 
de la persona titular de la Dirección, se hará 
cargo provisionalmente de sus funciones la 
persona titular de la Vicedirección, si la hubie-
ra. De no existir ésta, le sustituirá la persona 
titular de la Jefatura Técnica. 

2. En caso de ausencia, vacante o enfermedad 
de la persona titular de la Jefatura Técnica, se 
hará cargo provisionalmente de sus funciones 
una persona perteneciente al Consejo Asesor 
del Centro designada por la persona titular de 
la Dirección. 

3. Igualmente, en caso de ausencia, vacante 
o enfermedad de la persona titular de la Se-
cretaría, se hará cargo de sus funciones una 
persona perteneciente al Consejo Asesor del 
Centro designada por la persona titular de la 
Dirección. 
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SECCIÓN SEGUNDA. DE LOS ÓRGANOS CO-
LEGIADOS DE PARTICIPACIÓN 

Artículo 25. El Consejo Social. 
1. El Consejo Social es el órgano de participa-
ción de la sociedad en los Centros integrados 
de formación profesional. 

2. El Consejo Social estará constituido por: 

a) La Presidencia, que corresponderá a la per-
sona titular de la Dirección del Centro público 
integrado de formación profesional. 
b) Las Vocalías, que serán desempeñadas por: 

1.º Tres personas propuestas por las Conse-
jerías competentes en materia de educación 
y de empleo, dos de las cuales lo serán por la 
Consejería a la que está adscrito el centro. 

2.º Cuatro personas representantes del Con-
sejo Asesor del Centro público integrado de 
formación profesional, que serán elegidas por 
el propio Consejo Asesor. 

3.º Dos personas representantes de las orga-
nizaciones empresariales de carácter inter-
sectorial más representativas en Andalucía, 
de acuerdo con lo establecido en la disposi-
ción adicional sexta del Estatuto de los Traba-
jadores, designadas por los órganos represen-
tantes de las mismas. 

4.º Dos personas representantes de las or-
ganizaciones sindicales de carácter intersec-
torial más representativas en Andalucía, de 
acuerdo con lo establecido en la Ley Orgánica 
11/1985, de 2 de agosto, de Libertad Sindical, 
designadas por los órganos competentes de 
las mismas. 
c) La Secretaría, con voz y sin voto, que corres-
ponderá a la persona titular de la Secretaría o 
Administración del Centro público integrado 
de formación profesional. 

3. La suplencia de la persona titular de la Pre-
sidencia será ejercida por quien ostente la 
Vicedirección del Centro público integrado 

de formación profesional, si la hubiera. De no 
existir ésta, lo sustituirá la persona que osten-
te la Jefatura técnica. 

4. Las personas que ocupen las vocalías serán 
sustituidas por las designadas como suplen-
tes en el momento de su nombramiento. 

Artículo 26. Régimen de sesiones del Consejo 
Social. 
1. El Consejo Social se reunirá en sesión ordi-
naria, al menos, una vez cada seis meses y, en 
sesión extraordinaria, cuando lo acuerde su 
Presidencia o así lo solicite, al menos, un ter-
cio de sus miembros. 

2. Las convocatorias de las sesiones serán 
cursadas por quien desempeñe la Secretaría, 
por orden de la persona titular de la Presiden-
cia, con, al menos, siete días naturales de ante-
lación, salvo por razones de urgencia, en cuyo 
caso el plazo no podrá ser inferior a cuarenta 
y ocho horas, fijando el orden de los asuntos 
a tratar. El contenido de la convocatoria será 
comunicado por escrito o por medios tele-
máticos que permitan acreditar su recepción 
íntegra, directa y personal por cada uno de los 
miembros del Consejo Social e irá acompaña-
do de toda la documentación de los asuntos 
incluidos en el orden del día que servirá de 
base al debate y, en su caso, votación. 

3. El Consejo Social quedará válidamente 
constituido cuando concurran a la reunión las 
personas titulares de la Presidencia y la Se-
cretaría, o quienes ejerzan la suplencia, y se 
encuentren presentes dos tercios, al menos, 
de todos sus miembros en primera convocato-
ria y la mitad de los mismos en segunda. 

4. Los acuerdos del Consejo Social se adopta-
rán por mayoría de votos de los asistentes. En 
caso de empate, resolverá la Presidencia con 
voto de calidad. 

5. De las sesiones se levantará acta, que podrá 
aprobarse en la propia sesión o en la siguiente. El 
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acta irá firmada por la persona titular de la Se-
cretaría, con el visto bueno de la persona titular 
de la Presidencia, expidiéndose certificación de 
los acuerdos del Consejo Social en igual forma. 

Artículo 27. Funciones del Consejo Social. 
Las funciones del Consejo Social de los Cen-
tros públicos integrados de formación profe-
sional serán las siguientes: 

a) Establecer las directrices para elaborar el 
proyecto funcional de centro y aprobar dicho 
proyecto para su elevación a efectos de lo dis-
puesto en el artículo 14.3 de este Decreto. 
b) Aprobar el presupuesto y el balance anual. 
c) Realizar el seguimiento de la ejecución del 
proyecto funcional de centro y las actividades 
del centro, asegurando la calidad y el rendi-
miento de los servicios. 
d) Emitir informe con carácter previo al nom-
bramiento de la persona titular de la Dirección 
del centro. 
e) Colaborar en el mantenimiento de relacio-
nes con empresas, instituciones y entidades 
públicas y privadas para facilitar la consecu-
ción de los objetivos fijados. 

Artículo 28. Consejo Asesor. 
1. En los Centros públicos integrados de for-
mación profesional existirá un Consejo Asesor 
integrado por el profesorado y el personal que 
desarrolla funciones docentes, de información 
y orientación profesional, de aplicación de los 
procedimientos de evaluación de competen-
cias profesionales, de calidad, investigación y 
desarrollo y de relaciones con el entorno pro-
ductivo y con el sistema de prospección del 
mercado de trabajo en Andalucía. 

2. El Consejo Asesor, como órgano de partici-
pación del personal que lo integra, tendrá las 
siguientes funciones: 

a) Formular al equipo directivo y al Consejo 
Social propuestas para la elaboración del pro-
yecto funcional de centro. 

b) Promover el desarrollo del proyecto formativo. 
c) Promover iniciativas en el ámbito de la ex-
perimentación y de la innovación pedagógica y 
en la formación del profesorado del centro. 
d) Emitir informe con carácter previo al nom-
bramiento de la persona titular de la Dirección 
del centro. 
e) Participar en la elaboración de los planes de 
mejora de calidad del centro. 
f) Cualesquiera otras que le sean atribuidas 
por la Administración competente. 

SECCIÓN TERCERA. DE LOS ÓRGANOS DE 
COORDINACIÓN 

Artículo 29. Órganos de coordinación. 
Los órganos de coordinación de los Centros pú-
blicos integrados de formación profesional son: 

a) La Comisión Técnica de Coordinación. 
b) Los Departamentos. 

Artículo 30. Comisión Técnica de Coordinación. 
La Comisión Técnica de Coordinación estará 
formada por las personas titulares de la Di-
rección, de la Jefatura Técnica y de las Jefa-
turas de los Departamentos existentes en el 
centro. 

Artículo 31. Competencias de la Comisión 
Técnica de Coordinación. 
La Comisión Técnica de Coordinación tendrá 
las siguientes competencias: 

a) Establecer propuestas de directrices para 
la elaboración y aplicación del proyecto fun-
cional de centro y sus modificaciones. 
b) Establecer las directrices generales para la 
elaboración, seguimiento y evaluación de los 
proyectos curriculares, las programaciones 
didácticas, el plan de acción tutorial. 
c) Organizar, bajo la coordinación de la perso-
na titular de la Jefatura Técnica, la realización 
de las actividades de perfeccionamiento del 
personal. 
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d) Proponer a la persona titular de la Jefatura 
Técnica las directrices para la realización de 
las sesiones de evaluación y el calendario de 
exámenes o pruebas extraordinarias. 
e) Fomentar la evaluación de todas las activi-
dades y proyectos que el centro realice, cola-
borar con las evaluaciones que se lleven a cabo 
a iniciativa de los órganos de gobierno o de la 
Administración e impulsar planes de mejora, 
como resultado de dichas evaluaciones. 

Artículo 32. Departamentos. 
1. Los Departamentos son los órganos básicos 
encargados de garantizar las funciones a que 
se refiere el artículo 18.3. 

2. Los Centros públicos integrados de forma-
ción profesional, en función de las actuaciones 
contenidas en su proyecto funcional, podrán 
contar con los siguientes Departamentos: 

a) Departamento de familia profesional. 
b) Departamento de información y orientación 
profesional. 
c) Departamento de evaluación y acreditación 
de competencias. 
d) Departamento de relaciones con el sector 
productivo y con el sistema de prospección 
permanente del mercado de trabajo en Anda-
lucía. 
e) Departamento de calidad, investigación y 
desarrollo. 

3. Al frente de cada Departamento podrá 
haber una persona titular de la Jefatura del 
mismo, que será nombrado por la persona ti-
tular de la Consejería a la que esté adscrito el 
centro, a propuesta de la persona titular de la 
Dirección. 

Disposición adicional primera. Régimen apli-
cable a los Centros privados integrados de 
formación profesional. 
1. Será de aplicación a los Centros privados in-
tegrados de formación profesional lo estable-
cido en los artículos 1, 2, 3, 4 en lo referente a 
los fines a), c), d) y e), 5.1, 5.3, 7, 8, 9, 11 y 12. 

2. Además de lo dispuesto en el apartado 
anterior, los Centros privados integrados de 
formación profesional que tengan régimen de 
concierto educativo se ajustarán a lo estable-
cido en los artículos 10, 13, y 14 y dispondrán de 
los órganos de gobierno y participación que se 
establecen en los artículos 18.1, 18.3, 20, excep-
to las letras d), e), j), l) y m), 25.1, 25.2, 27 y 28. 

Disposición adicional segunda. Ampliación 
de la oferta formativa. 
Las Consejerías competentes en materia de 
educación y de empleo podrán ampliar, con 
carácter excepcional, la oferta formativa de 
los Centros integrados de formación profe-
sional a más de un sector productivo cuando 
las circunstancias del mercado de trabajo así 
lo requieran. 

Disposición adicional tercera. Período para 
la transformación de centros ya existentes 
en Centros públicos integrados de formación 
profesional. 
En los Centros integrados de formación pro-
fesional procedentes de la transformación de 
otros centros ya existentes, las Consejerías 
competentes en materia de educación y en 
materia de empleo dispondrán de tres años, 
a partir de esta transformación, para realizar 
una oferta formativa especializada en un úni-
co sector productivo. 

Disposición transitoria primera. Oferta for-
mativa de Centros integrados de formación 
profesional. 
En tanto no se desarrollen los títulos de 
formación profesional y los certificados de 
profesionalidad de acuerdo con el Catálogo 
nacional de cualificaciones profesionales, los 
Centros públicos integrados de formación 
profesional impartirán la oferta de formación 
profesional actualmente en vigor. 

Disposición transitoria segunda. Personal 
que ejerce la docencia o la formación. 
Las personas que, sin estar en posesión de al-
guna de las titulaciones a que se refiere el ar-
tículo 11, estén trabajando como personal que 
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ejerce la docencia o la formación en centros 
existentes a la entrada en vigor del presente 
Decreto, podrán continuar prestando servicio 
en los mismos cuando se transformen en Cen-
tros integrados de formación profesional. 

Disposición transitoria tercera. Puestos de 
trabajo de libre designación ocupados en los 
centros procedentes de la Consejería compe-
tente en materia de empleo. 
Los puestos de trabajo de los Centros públi-
cos integrados de formación profesional que 
procedan de la transformación de centros que 
dependan de la Consejería competente en ma-
teria de empleo y cuyo nombramiento según 
este Decreto sea por el procedimiento de li-
bre designación y estén ocupados a la entrada 
en vigor del mismo, mantendrán su ocupación 
teniendo la característica de «a extinguir». 

Disposición transitoria cuarta. Complemen-
to específico de determinados puestos de 
trabajo. 
1. Mientras no se proceda a la regulación a 
efectos retributivos de las personas titulares 
de los órganos unipersonales de gobierno que 
constituyen el equipo directivo de los Centros 
públicos integrados de formación profesional, 
en los centros dependientes de la Consejería 
competente en materia de educación les será 
de aplicación los complementos específicos 
de los cargos unipersonales de los equipos 
directivos de los Institutos de Educación Se-
cundaria, asimilando los cargos de Dirección 
al de Dirección, de Jefatura Técnica a Jefatura 
de Estudios, y de Secretaría o Administración 
a Secretaría. 

2. Mientras no se proceda a la regulación a 
efectos retributivos de las personas titulares 
de las Jefaturas de los Departamentos de los 
Centros públicos integrados de formación 
profesional dependientes de la Consejería 
competente en materia de educación, les será 
de aplicación los complementos específicos 
de las Jefaturas de Departamento de los ins-
titutos de educación secundaria. 

Disposición final primera. Normativa de apli-
cación supletoria. 
En lo no regulado en este Decreto serán de 
aplicación las normas específicas que regulan 
cada una de las ofertas formativas. 

Disposición final segunda. Reproducción de 
normativa estatal. 
Los artículos 2.1, 2.2, 2.5, 3, 4 excepto las letras 
f) y g), 5.1 letras a), d) y e), 5.2 letras d), e), f), g) 
y k), 6, 7, 9, 10, 11, 12, 13, 14.1, 14.2, 14.3, 14.5, 15, 16, 
17, 18.1, 18.3, 20 excepto las letras d), e), j), l), m), 
ñ) y o), 25.1, 25.2, 27 excepto la letra e), 28.2 ex-
cepto la letra b), disposición adicional primera 
y disposición transitoria primera, reproducen 
normas dictadas por el Estado al amparo del 
artículo 149.1.1.ª y 30.ª de la Constitución Espa-
ñola y recogidas en la Ley Orgánica 5/2002, de 
19 de junio, o en el Real Decreto 1558/2005, de 
23 de diciembre. 

Disposición final tercera. Desarrollo. 
Se habilita a las personas titulares de las Con-
sejerías de Educación y de Empleo para dictar, 
en el ámbito de sus competencias, cuantas dis-
posiciones resulten necesarias para el desa-
rrollo de lo dispuesto en el presente Decreto. 

Disposición final cuarta. Entrada en vigor. 
El presente Decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Boletín Ofi-
cial de la Junta de Andalucía. 

Sevilla, 22 de septiembre de 2009 
JOSÉ ANTONIO GRIÑÁN MARTÍNEZ 

Presidente de la Junta de Andalucía 
ANTONIO ÁVILA CANO 

Consejero de la Presidencia 
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Entre las Políticas Activas de Empleo, la for-
mación de los trabajadores es un instrumento 
esencial para potenciar la empleabilidad de los 
mismos, preparándolos para los constantes 
cambios a que están sometidos y reforzar de 
este modo la productividad y competitividad de 
las empresas. Así se refleja en la Ley 56/2003, 
de 16 de diciembre, de Empleo, que reconoce la 
formación de los trabajadores como una de las 
políticas que mejor pueden contribuir a la con-
secución de los objetivos de empleo. 

Entre los objetivos básicos de la Comunidad 
Autónoma de Andalucía se encuentra el de la 
consecución del pleno empleo estable y de ca-
lidad en todos los sectores de la producción, 
tal y como se establece en el artículo 10.3, 
apartado 1.º del Estatuto de Autonomía para 
Andalucía. 

La Constitución Española y el Estatuto de 
Autonomía para Andalucía, en su artículo 63.1, 
atribuyen a la Comunidad Autónoma de Anda-
lucía, en el marco de la legislación del Estado, 
las competencias ejecutivas en materia de 
empleo y relaciones laborales, entre las que 

se incluyen, según el apartado 1.º del mismo 
texto legal, las Políticas Activas de Empleo, las 
cuales comprenderán, entre otras materias, la 
formación de los demandantes de empleo y de 
los trabajadores/as en activo, así como la ges-
tión de las subvenciones correspondientes. 

En cumplimiento de lo anterior, la Junta de 
Andalucía junto con la Confederación de Em-
presarios de Andalucía y los sindicatos ma-
yoritarios de nuestra comunidad, Comisiones 
Obreras de Andalucía y la Unión General de 
Trabajadores de Andalucía han venido suscri-
biendo los Acuerdos de Concertación Social. 
Así, en el VI Acuerdo de Concertación Social, 
se fijaron, en concreto en su eje III, una serie de 
medidas para implantar la cultura de la calidad 
en el Empleo. 

Con la publicación por parte de la Adminis-
tración General del Estado del Real Decreto 
395/2007, de 23 de marzo, por el que se regula 
el subsistema de Formación Profesional para 
el Empleo se ha producido un importante cam-
bio en el planteamiento hasta ahora vigente en 
la formación profesional que se desarrollaba 

ORDEN de 23 de octubre 
de 2009, por la que se 
desarrolla el Decreto 
335/2009, de 22 de 
septiembre, por el que se 
regula la ordenación de 
la Formación Profesional 
para el Empleo en 
Andalucía, y se establecen 
las bases reguladoras 
para la concesión del 
subvenciones y ayudas y 
otros procedimientos
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en el ámbito laboral, en la que convivían dos 
subsistemas, el de la formación para los tra-
bajadores desempleados (hasta ahora llamada 
Formación Profesional Ocupacional) y la for-
mación para los trabajadores ocupados (deno-
minada Formación Continua). El nuevo subsis-
tema de Formación Profesional para el Empleo 
integra en un único modelo la formación de to-
dos los trabajadores, ocupados y desemplea-
dos. Este modelo reconoce la vinculación entre 
la formación y el empleo, reforzando el papel 
de los Interlocutores Sociales en el desarrollo 
de estrategias comunes para los diferentes 
sectores productivos en el marco de la unidad 
de mercado, permitiendo que los trabajadores 
adquieran nuevas competencias para acceder 
al mercado laboral o actualicen las mismas 
para formarse en otros sectores económicos, 
facilitándoles así la movilidad y permitiéndo-
les anticiparse a los posibles cambios. 

En este sentido, con la publicación del Decreto 
335/2009, de 22 de septiembre, por el que se 
regula la Ordenación de la Formación Profe-
sional para el Empleo en Andalucía se ha dado 
respuesta al nuevo marco normativo, introdu-
ciendo importantes cambios con respecto al 
anterior modelo de formación implantado en 
nuestra comunidad. 

La presente Orden viene a desarrollar en gran 
medida el citado Decreto, regulando los prin-
cipales procedimientos que se dan en el ám-
bito de la gestión de la Formación Profesional 
para el Empleo en Andalucía. La experiencia 
acumulada en la gestión de la Formación Pro-
fesional desarrollada en el ámbito laboral, jun-
to con el nuevo marco normativo, ha motivado 
la unificación en una única Orden de las distin-
tas modalidades de subvención en el ámbito 
de la Formación Profesional para el Empleo 
así como otros aspectos relevantes de la 
misma, para facilitar su consulta y compren-
sión. En este sentido, la Orden no solo recoge 
las bases reguladoras de distintas ayudas y 
subvenciones en el ámbito de la Formación 
Profesional para el Empleo, sino que además 
recoge el procedimiento de concesión de las 

ayudas y becas a las personas desempleadas 
que participan en la misma, las ayudas a las 
empresas para la realización de las prácticas 
profesionales, la creación del Fichero Andaluz 
de Especialidades Formativas y los procedi-
mientos para la inscripción y acreditación de 
centros y entidades de Formación Profesional 
para el Empleo. 

La Orden se estructura en seis capítulos. Ade-
más de un capítulo de Disposiciones Genera-
les al principio y un capítulo de Disposiciones 
comunes a todos los procedimientos de con-
cesión de subvenciones al final, se recogen en 
los cuatro capítulos restantes las principales 
cuestiones que afectarán al desarrollo de la 
Formación Profesional para el Empleo. 

El Capítulo II se destina a la regulación de las 
distintas modalidades de desarrollo de la 
Formación de oferta, distinguiendo, además 
de la formación dirigida prioritariamente a 
personas ocupadas y la formación dirigida 
prioritariamente a personas desempleadas, 
y el Programa de acciones formativas con 
compromiso de contratación, otros progra-
mas específicos de formación de oferta, que 
vienen a suponer una novedad, en cuanto que 
se ha pretendido dar cobertura a los sectores, 
territorios y colectivos con mayores dificulta-
des en el acceso al mercado laboral. Estos pro-
gramas han sido desarrollados al amparo de lo 
previsto en el artículo 23.2.c) del Real Decreto 
395/2007, de 23 de marzo. Asimismo, incluye 
una sección para regular las prácticas profe-
sionales en empresas. 

Por último se incluye la regulación de los dis-
tintos tipos de becas y ayudas destinadas al 
alumnado desempleado que participe en las 
acciones formativas. Como novedad destaca la 
ayuda a la conciliación que va a permitir compa-
tibilizar la asistencia a la formación con el cui-
dado de hijos menores de seis años o familiares 
dependientes hasta el segundo grado. 

En el Capítulo III se regulan las Acciones de in-
vestigación e innovación, que tienen por objeto 
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contribuir a la mejora de la Formación Profe-
sional para el Empleo mediante el desarrollo 
de distintas modalidades, tales como acciones 
de prospección y análisis, acciones destina-
das a la elaboración de productos, técnicas y 
herramientas innovadoras, acciones de eva-
luación, de promoción y difusión de la Forma-
ción Profesional para el Empleo o acciones de 
información y orientación. Este capítulo viene 
a unificar las hasta ahora existentes Acciones 
de mejora de la Formación Profesional Ocupa-
cional con las Acciones complementarias y de 
acompañamiento de la Formación Continua. 

El Capítulo IV recoge la creación del Fichero 
Andaluz de Especialidades Formativas, que 
recogerá la oferta formativa que se puede 
planificar en Andalucía. En el mismo, además 
de las especialidades que incluya el Servicio 
Público de Empleo Estatal en su propio fiche-
ro, se facilita la posibilidad de incluir especia-
lidades que den respuestas concretas a las 
necesidades específicas de cualificación de 
nuestra Comunidad Autónoma. 

El Capítulo V está destinado a la creación del Re-
gistro de Centros y Entidades colaboradoras en 
materia de Formación Profesional para el Em-
pleo y la regulación de todo lo relacionado con 
dichas entidades en Andalucía. Como novedad 
introducida por el nuevo marco normativo des-
taca la diferenciación entre las entidades ins-
critas para impartir especialidades formativas 
no conducentes a la obtención de Certificados 
de Profesionalidad, y las entidades acreditadas 
para impartir especialidades conducentes a la 
obtención de dichos Certificados. 

En total son siete las distintas modalidades 
de subvenciones previstas para el desarrollo 
de Planes y Acciones formativas, entre ellas, 
las dirigidas prioritariamente a los trabajado-
res ocupados, a los desempleados, las subven-
ciones destinadas a cursos con compromiso 
de contratación, el Programa de Formación e 
Inserción para colectivos con especiales difi-
cultades de inserción, el Programa dirigido a 
personas ocupadas en pymes, empresas de 

economía social y autónomos y el programa 
de formación de formadores y gestores de la 
Formación Profesional para el Empleo. 

Además de éstas, se regulan en la presente or-
den las subvenciones destinadas al desarrollo 
de acciones de Investigación e Innovación, así 
como las becas y ayudas para las personas 
participantes en la formación y las ayudas a 
las empresas para la realización de prácticas 
profesionales. 

Todo ello hace que convivan en una única nor-
ma hasta nueve procedimientos de concesión 
de subvenciones y ayudas, junto con los pro-
cedimientos relativos a la inscripción de es-
pecialidades y la inscripción y acreditación de 
Centros en sus respectivos Registros. 

En cuanto a los procedimientos de concesión 
de subvenciones, como norma general se apli-
ca el procedimiento ordinario de concurren-
cia competitiva previsto en el artículo 22.1 de 
la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General 
de Subvenciones. 

No obstante lo anterior, y en uso de la ex-
cepción prevista en el artículo 31.1 de la Ley 
3/2004, de 28 de diciembre, se ha excepciona-
do de la concurrencia competitiva la suscrip-
ción de los convenios con los Agentes Econó-
micos y Sociales más representativos en el 
ámbito de la Comunidad Autónoma andaluza 
para la ejecución de los Planes de Formación 
de Carácter Intersectorial dirigidos priorita-
riamente a personas ocupadas, así como para 
el desarrollo de acciones formativas dirigidas 
prioritariamente a personas desempleadas. 
En ambos casos existen suficientes razones 
de interés público y social, ya que dichas en-
tidades, en el marco de Diálogo Social, cons-
tituyen un pilar básico en el diseño, gestión 
e implantación de un modelo de Formación 
Profesional para el Empleo, que aunando los 
intereses de los trabajadores y las empresas 
persigue como último fin la creación y man-
tenimiento del empleo y el incremento de la 
productividad.
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Además, se han excluido del procedimiento de 
concurrencia competitiva aquéllos programas 
que pretenden dar respuestas concretas a las 
necesidades de contratación de las empresas, 
tales como el Programa de acciones con com-
promiso de contratación, ya que dichas nece-
sidades no pueden quedar sujetas a un plazo 
determinado ni ser comparadas con otras en-
tidades, estableciendo prelación entre ellas. 

Otro de los programas que se ha estimado 
oportuno excluir de la concurrencia competiti-
va es el de Formación e Inserción Sociolaboral 
para colectivos con especiales dificultades de 
inserción debido a las especiales razones so-
ciales que permitirán a la administración deci-
dir qué colectivos requieren en cada momento 
de una atención especial y qué acciones dise-
ñar para llegar a ellos, sin que se pueda some-
ter a una comparación y prelación ente ellos. 

Por último, se someten a concesión directa las 
becas y ayudas reguladas en la Sección 5.ª del 
Capítulo II, así como las ayudas a empresas 
para la realización de prácticas profesiona-
les, de conformidad con lo previsto en el Real 
Decreto 357/2006, de 24 de marzo, el que se 
regula la concesión directa de determinadas 
subvenciones en los ámbitos del empleo y de 
la formación profesional ocupacional. 

En otro orden de cosas, es necesario añadir el 
innegable impacto que las Tecnologías de la 
Información y las Comunicaciones tienen en 
el ámbito de la Formación Profesional para el 
Empleo, en un doble sentido: por un lado, como 
un instrumento de gran utilidad para valorizar 
la propia formación (fundamentalmente, a tra-
vés de la teleformación) y por otra parte, como 
un factor que incrementa la competitividad de 
las empresas. Por ello, se ha hecho especial re-
ferencia en los distintos capítulos de la orden 
a esta nueva realidad. 

Por último, en el afán de agilizar y simplificar 
los procedimientos, adquiere una especial 
relevancia la posibilidad que se ofrece a los 
interesados de utilizar los medios electróni-

cos para la realización de todos y cada uno de 
los trámites relativos tanto a la solicitud de 
subvenciones previstas en la presente Orden 
como los relativos a la inscripción y acredita-
ción de centros y entidades de Formación Pro-
fesional para el Empleo. 

En este sentido, la Estrategia para la Moder-
nización de los Servicios Públicos de la Junta 
de Andalucía (2006-2010), aprobada por el 
Consejo de Gobierno el 20 de junio de 2006, 
representa un decidido avance en la moder-
nización de los servicios y en la necesidad de 
dar una respuesta ágil a las demandas del ciu-
dadano. A tal efecto, se incide en una mejora 
de la atención al ciudadano simplificando los 
trámites e impulsando el uso de las nuevas 
tecnologías en la Administración Pública. Con 
posterioridad, la Ley 11/2007, de 22 de junio, 
de acceso electrónico de los ciudadanos a los 
Servicios Públicos, reconoce el derecho de los 
ciudadanos a relacionarse con las Adminis-
traciones Públicas por medios electrónicos y 
regula los aspectos básicos de la utilización de 
las tecnologías de la información, concretan-
do en su Título III lo relativo a la gestión elec-
trónica de los procedimientos administrativos 
utilizando medios electrónicos y los criterios 
a seguir para ello. Asimismo, la Ley 9/2007, de 
22 de octubre, de la Administración de la Junta 
de Andalucía, incorpora principios que han de 
regular las relaciones de los órganos de la Jun-
ta de Andalucía con la ciudadanía a través de 
redes abiertas de comunicación y da cobertu-
ra legal a las particulares exigencias jurídicas 
que reclama su plena implantación. 

En atención a ello, la presente Orden incorpo-
ra la posibilidad de que los interesados pre-
senten sus solicitudes de modo telemático, 
añadiéndose la posibilidad de la tramitación 
completa del procedimiento a través de me-
dios electrónicos, en los términos, con los re-
quisitos y las garantías que exige el Decreto 
183/2003, de 24 de junio, por el que se regula 
la información y atención al ciudadano y la tra-
mitación de procedimientos administrativos 
por medios electrónicos (internet)
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Asimismo, se han introducido en la presente 
Orden las Medidas de simplificación de proce-
dimientos y agilización de los trámites, apro-
badas por acuerdo del Consejo de Gobierno 
de 27 de enero de 2009, reduciendo todos los 
plazos de resolución de los distintos procedi-
mientos a tres meses así como la documenta-
ción a aportar por los interesados en el mo-
mento inicial de los procedimientos. 

En consecuencia, en uso de las facultades y 
competencias conferidas por el artículo 107 de 
la Ley 5/1983, de 19 de julio, General de la Ha-
cienda Pública de la Comunidad Autónoma de 
Andalucía, y por los artículos 44.2 y 46.4 de la 
Ley 6/2006, de 24 de octubre, del Gobierno de 
la Comunidad Autónoma de Andalucía, a pro-
puesta de la Dirección General de Empleabili-
dad y Formación Profesional, previa consulta 
al Consejo Andaluz de Formación Profesional, 
y al Consejo de Administración del Servicio 
Andaluz de Empleo, habiéndose cumplimenta-
do el trámite previsto en el artículo 45.1.c) de 
la Ley 6/2006, de 24 de octubre, del Gobierno 
de la Comunidad Autónoma de Andalucía y 
en virtud de las competencias que me vienen 
conferidas por la Legislación vigente, 

D I S P O N G O: 

CAPÍTULO I 
DISPOSICIONES GENERALES 

Artículo 1. Objeto y ámbito de aplicación. 
a) La presente Orden tiene por objeto desarro-
llar el Decreto 335/2009, de 22 de septiembre, 
por el que se regula la ordenación de Formación 
Profesional para el Empleo en Andalucía, me-
diante la aprobación de las bases reguladoras 
para la concesión de subvenciones públicas en 
materia de Formación Profesional para el Em-
pleo, entre las que figuran las subvenciones en 
materia de formación de oferta y las dirigidas 
al desarrollo de acciones de investigación e 
innovación, así como la regulación del procedi-
miento para la inscripción y acreditación de los 
Centros y Entidades de Formación, el Fichero 

Andaluz de Especialidades Formativas, el régi-
men de prácticas profesionales no laborales y 
las becas y ayudas a las personas desemplea-
das participantes en la formación. 
b) El ámbito de aplicación de esta Orden se 
extiende a todo el territorio de la Comunidad 
Autónoma de Andalucía. 

Artículo 2. Definición de la Formación de 
Oferta. 
La formación de oferta tiene por objeto ofre-
cer a las personas trabajadoras, tanto ocu-
padas como desempleadas una formación 
ajustada a las necesidades del mercado de 
trabajo, que atienda a los requerimientos de 
productividad y competitividad de las empre-
sas y a las aspiraciones de promoción profe-
sional y desarrollo personal de las personas 
trabajadoras, de forma que les capacite para 
el desempeño cualificado de las distintas pro-
fesiones y para el acceso al empleo. 

Artículo 3. Modalidades de subvenciones y ayu-
das de Formación Profesional para el Empleo 
1. Las modalidades de Formación de Oferta 
financiadas al amparo de las subvenciones 
públicas objeto de regulación en la presente 
Orden son las siguientes: 

a) Los Planes de Formación dirigidos priorita-
riamente a las personas ocupadas reguladas 
en la Sección 2.ª del Capítulo II, y que podrán 
tener carácter Intersectorial o Sectorial. 
b) Las acciones formativas dirigidas priorita-
riamente a las personas desempleadas regu-
ladas en la Sección 3.ª del Capítulo II. 
c) Los Programas e Itinerarios regulados en la 
Sección 4.ª del Capítulo II. 

2. Serán también objeto de subvención al am-
paro de esta Orden: 
a) Las compensaciones económicas a las em-
presas por prácticas profesionales no labo-
rales de los trabajadores y trabajadoras en 
situación de desempleo participantes en las 
mismas. 
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b) Las becas y ayudas que se regulan en la sec-
ción quinta del Capítulo II, dirigidas a traba-
jadores/as desempleados/as que participen 
en las acciones formativas subvencionadas al 
amparo de la presente orden. 
c) Las acciones de investigación e innovación 
reguladas en el Capítulo III. 

Artículo 4. Beneficiarios. 
1. Podrán ser beneficiarios de las subvencio-
nes destinadas a los Planes de Formación diri-
gidos prioritariamente a personas ocupadas: 
a) En los Planes de Carácter Intersectorial, las 
Organizaciones Empresariales y Sindicales de 
carácter intersectorial que, estando inscritas 
en el Registro de Asociaciones Empresariales 
y Sindicales del Consejo Andaluz de Relacio-
nes Laborales, tengan el carácter de más re-
presentativas en el ámbito autonómico. 

Asimismo, también podrán ser beneficiarios 
de las subvenciones destinadas a la ejecución 
de Planes de Formación Intersectorial, para 
la formación dirigida específicamente a los 
colectivos de trabajadores/as y socios de la 
economía social, siempre que aporten activi-
dad económica, las confederaciones y federa-
ciones de cooperativas y/o sociedades labo-
rales y las organizaciones representativas de 
la economía social de carácter intersectorial, 
todas ellas con suficiente implantación en la 
Comunidad Autónoma de Andalucía, cuando 
dicha formación esté dirigida específicamen-
te a estos colectivos. 

También podrán ser beneficiarias de los pla-
nes de formación intersectoriales para la for-
mación dirigida específicamente al colectivo 
de autónomos, las asociaciones representa-
tivas de trabajadores autónomos de carácter 
intersectorial, así como las organizaciones 
contempladas en el artículo 21.5 de la Ley 
20/2007, de 11 de julio, del Estatuto del Trabajo 
Autónomo. En todo caso, tendrán prioridad las 
asociaciones representativas de autónomos 
que tengan mayor implantación en el ámbito 
de la Comunidad Autónoma de Andalucía. 

b) En los Planes de carácter sectorial, además 
de las citadas en el primer párrafo del aparta-
do anterior, las Organizaciones Empresariales 
y Sindicales de ámbito andaluz de carácter 
sectorial que, estando inscritas en el Registro 
de Asociaciones Empresariales y Sindicales 
del Consejo Andaluz de Relaciones Laborales, 
tengan el carácter de más representativas y 
representativas en los respectivos sectores 
de conformidad con lo establecido en el artí-
culo 7.2 de la Ley Orgánica de Libertad Sindi-
cal, así como los entes paritarios de ámbito 
andaluz creados al amparo de la negociación 
colectiva sectorial estatal o autonómica. 

2. Podrán ser beneficiarias de las subvencio-
nes destinadas a la Formación de oferta dirigi-
da prioritariamente a personas desempleadas 
reguladas en la Sección 3.ª y al desarrollo de 
las acciones Formación de Formadores regula-
das en el artículo 40, las entidades de Forma-
ción Profesional para el Empleo inscritas y/o 
acreditadas en el Registro Andaluz de centros 
y entidades de Formación Profesional para el 
Empleo conforme a lo previsto en el capítulo V. 

3. Además de los beneficiarios señalados en 
los apartados anteriores, los miembros aso-
ciados del beneficiario que se comprometan a 
ejecutar la totalidad o parte de la actividad que 
fundamenta la concesión de la subvención en 
nombre y por cuenta del mismo, podrán tener 
igualmente la consideración de beneficiarios. 

4. Podrán tener asimismo la condición de be-
neficiarios las agrupaciones formadas por las 
organizaciones o entidades previstas en el 
apartado 1 de este artículo y las formadas por 
éstas y por entidades vinculadas a las mismas 
que tengan entres sus fines el desarrollo de 
actividades formativas. Deberá nombrarse un 
representante o apoderado único de la agru-
pación con poderes bastantes para cumplir 
las obligaciones que, como beneficiario, co-
rresponden a la agrupación. 

5. Para el resto de modalidades de subven-
ción reguladas en la presente Orden los 
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beneficiarios se concretan en el capítulo co-
rrespondiente. 

Artículo 5. Requisitos para obtener la condi-
ción de entidad beneficiaria. 
1. Sin perjuicio de los requisitos específicos 
establecidos para cada una de las distintas 
modalidades de la Formación de Oferta, las 
entidades solicitantes deberán cumplir los 
requisitos establecidos en el artículo 105 de 
la Ley 5/1983, de 19 de julio, General de la Ha-
cienda Pública de la Comunidad Autónoma de 
Andalucía, y el artículo 29 de la Ley 3/2004, 
de 28 de diciembre, de Medidas Tributarias, 
Administrativas y Financieras, sin que puedan 
tener en periodo ejecutivo ningún tipo de deu-
das de Derecho Público frente a la Comunidad 
Autónoma de Andalucía ni frente a la Seguri-
dad Social. 

2. No podrán obtener la condición de entidad 
beneficiaria aquellas entidades en quienes con-
curra alguna de las siguientes circunstancias, 
de conformidad con lo dispuesto en el artículo 
13 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre: 

a) Haber sido condenadas mediante sentencia 
firme a la pena de pérdida de la posibilidad de 
obtener subvenciones o ayudas públicas. 
b) Haber solicitado la declaración de concur-
so, haber sido declarados insolventes en cual-
quier procedimiento, hallarse declarados en 
concurso, estar sujetos a intervención judicial 
o haber sido inhabilitados conforme a la Ley 
Concursal sin que haya concluido el período 
de inhabilitación fijado en la sentencia de ca-
lificación del concurso. 
c) Haber dado lugar por causa de la que hubie-
sen sido declarados culpables a la resolución 
firme de cualquier contrato celebrado con la 
Administración. 
d) Estar incursa la persona física, los admi-
nistradores de las sociedades mercantiles o 
aquellos que ostenten la representación legal 
de otras personas jurídicas, en alguno de los 
supuestos de la Ley 5/2006, de 10 de abril, por 
la que se regulan los conflictos de intereses 

de los miembros del Gobierno y de los Altos 
Cargos de la Administración General del Esta-
do; de la Ley 53/1984, de 26 de diciembre, de 
Incompatibilidades del Personal al Servicio de 
las Administraciones Públicas, en cualquiera 
de los casos contemplados en la Ley 3/2005, 
de 8 de abril, de Incompatibilidades de Altos 
Cargos de la Administración de la Junta de An-
dalucía y Declaraciones de Actividades de bie-
nes o intereses de altos cargos y otros cargos 
públicos, o bien tratarse de cualquiera de los 
Cargos Electivos regulados en la Ley Orgánica 
5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral 
General, en los términos establecidos en la 
misma o en la normativa autonómica que re-
gule estas materias. 
e) No hallarse al corriente en el cumplimiento 
de las obligaciones tributarias o frente a la 
Seguridad Social impuestas por las disposi-
ciones vigentes. 
f) Tener la residencia fiscal en un país o terri-
torio calificado reglamentariamente como 
paraíso fiscal. 
g) No hallarse al corriente de pago de obliga-
ciones por reintegro de subvenciones. 
h) Haber sido sancionado mediante resolu-
ción firme con la pérdida de la posibilidad de 
obtener subvenciones según la Ley 38/2003, 
de 17 de noviembre, o la Ley 58/2003, de 17 de 
diciembre, General Tributaria. 

No podrán acceder a la condición de benefi-
ciarios las agrupaciones de personas físicas 
o jurídicas, públicas o privadas, si concurriera 
en alguno de sus miembros cualquiera de las 
anteriores prohibiciones. 

3. En ningún caso podrán obtener la condición 
de beneficiario las asociaciones incursas en 
las causas de prohibición previstas en los 
apartados 5 y 6 del artículo 4 de la Ley Orgá-
nica 1/2002, de 22 de marzo, reguladora del 
Derecho de Asociación. 

4. Tampoco podrán obtener la condición de 
beneficiario las asociaciones respecto de las 
que se hubiera suspendido el procedimiento 
administrativo de inscripción por encontrarse 
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indicios racionales de ilicitud penal, en aplica-
ción de lo dispuesto en el artículo 30.4 de la 
Ley Orgánica 1/2002, de 22 de marzo, en tanto 
no recaiga resolución judicial firme en cuya 
virtud pueda practicarse la inscripción en el 
correspondiente registro. 

5. La justificación por parte de las personas 
o entidades de no estar incursos en las pro-
hibiciones para obtener la condición de be-
neficiario o entidad colaboradora, señaladas 
en los apartados 2 y 3 de este artículo, podrá 
realizarse mediante testimonio judicial, certi-
ficados telemáticos o transmisiones de datos, 
de acuerdo con lo establecido en la normativa 
reglamentaria que regula la utilización de téc-
nicas electrónicas, informáticas y telemáticas 
por la Administración General del Estado o de 
las Comunidades Autónomas, o certificación 
administrativa, según los casos, y cuando dicho 
documento no pueda ser expedido por la auto-
ridad competente, podrá ser sustituido por una 
declaración responsable otorgada ante una 
autoridad administrativa o notario público. 

Artículo 6. Obligaciones de los beneficiarios. 
1. De conformidad con lo establecido por el 
artículo 14 de la Ley 38/2003, General de Sub-
venciones y, sin perjuicio de lo dispuesto por el 
Real Decreto 395/2007, de 23 de marzo, por 
el que se regula el Subsistema de Formación 
Profesional para el Empleo, por la Orden TAS 
718/2008, de 7 de marzo, por la que se desarro-
lla el Real Decreto 395/2007, de 23 de marzo, 
y en la presente Orden, constituyen obligacio-
nes de los beneficiarios: 

a) Cumplir el objetivo, ejecutar el proyecto, 
realizar la actividad o adoptar el comporta-
miento que fundamenta la concesión de la 
subvención. 
b) Justificar ante el órgano concedente, el 
cumplimiento de los requisitos y condicio-
nes, así como la realización de la actividad y el 
cumplimiento de la finalidad que determinen 
la concesión o disfrute de la subvención. Esto 
se realizará mediante la aportación de cuanta 

información y documentación que se requiera 
durante la fase de instrucción del procedimien-
to, ejecución de la formación y justificación de 
la subvención, así como tener a disposición de 
los órganos de control competentes los docu-
mentos acreditativos de la asistencia de los 
trabajadores y trabajadoras a las acciones for-
mativas. 
c) Someterse a las actuaciones de compro-
bación, a efectuar por el órgano concedente, 
así como cualesquiera otras de comprobación 
y control financiero que puedan realizar los 
órganos de control competentes, tanto nacio-
nales como comunitarios, aportando cuanta 
información le sea requerida en el ejercicio 
de las actuaciones anteriores. Asimismo, en 
virtud de las competencias de seguimiento y 
control atribuidas a la Dirección General de 
Fondos Europeos, deberá someterse, en su 
caso, a las actuaciones de control realizadas 
por la misma. 
d) Comunicar al órgano concedente la obten-
ción de otras subvenciones, ayudas, ingresos 
o recursos que financien las actividades sub-
vencionadas. Esta comunicación deberá efec-
tuarse tan pronto como se conozca y, en todo 
caso, con anterioridad a la justificación de la 
aplicación dada a los fondos percibidos. 
e) Disponer de los libros contables, registros 
diligenciados y demás documentos debida-
mente auditados en los términos exigidos por 
la legislación mercantil y sectorial aplicable 
al beneficiario en cada caso, así como cuan-
tos estado contables y registros específicos 
sean exigidos por las bases reguladoras de las 
subvenciones, con la finalidad de garantizar el 
adecuado ejercicio de las facultades de com-
probación y control. 
f) Remitir al órgano competente la documen-
tación que se determine en su caso para cada 
acción objeto de subvención. La falta de apor-
tación de esta documentación en los plazos 
establecidos implicará que la acción objeto de 
subvención se considere no realizada a efectos 
de la justificación de la subvención, salvo que la 
no comunicación en plazo se deba a causas im-
previstas, debidamente justificadas y comuni-
cadas en el momento en que se produzcan. 
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g) Garantizar la gratuidad de las acciones for-
mativas para los participantes en la formación 
subvencionada. 
h) Garantizar el cumplimiento del principio de 
igualdad de oportunidades entre hombres y 
mujeres en las actuaciones subvencionadas. 
i) Conservar los documentos justificativos de 
la aplicación de los fondos recibidos, incluidos 
los documentos electrónicos, en tanto puedan 
ser objeto de las actuaciones de comproba-
ción y control. Las entidades que decidan 
suspender su actividad o disolverse, deberán 
remitir copia de la citada documentación al 
Órgano que concedió la subvención. 
j) Adoptar las medidas de difusión conteni-
das en el apartado 4 del artículo 18 de la Ley 
38/2003 de 17 de noviembre, haciendo cons-
tar en toda la información, publicidad y difu-
sión de los proyectos y acciones y objeto de 
ayuda, que la misma está subvencionada por 
el Servicio Andaluz de Empleo, así como, del 
Fondo Social Europeo, cuando el supuesto lo 
requiera, de conformidad con el artículo 8.4 
del Reglamento (CE) núm. 1828/2006 de la Co-
misión, de 8 de diciembre de 2006. Igualmente 
en todos los elementos informativos y publici-
tarios elaborados por la entidad beneficiaria, 
la publicidad deberá ajustarse a lo dispuesto 
en el Decreto 245/97, de 15 de octubre, por el 
que se aprueba el Manual Gráfico para su uti-
lización por el Gobierno y Administración de la 
Junta de Andalucía. 
k) Haber realizado o, en su caso, garantizado las 
devoluciones de cantidades concedidas y paga-
das en convocatorias anteriores y cuya devolu-
ción le haya sido exigida mediante reclamación 
previa a la vía ejecutiva o mediante resolución 
de procedencia de reintegro, salvo que se hu-
biera producido la suspensión del acto. 

De conformidad con el artículo 13.2 de la Ley 
General de Subvenciones, y el artículo 29 de la 
Ley 3/2004, por la que se aprueban las medi-
das tributarias, administrativas y financieras, 
en tanto que las subvenciones reguladas en la 
presente Orden tienen una gran repercusión 
en la mejora de la empleabilidad de los tra-
bajadores de nuestra Comunidad Autónoma 

fomentando la formación de los trabajadores 
y trabajadoras, las entidades beneficiarias de 
las mismas quedan exentas del cumplimiento 
de la obligación contenida en la letra e) del 
citado artículo 13.2 de la Ley General de Sub-
venciones. 

2. El beneficiario no resultará exonerado de las 
obligaciones mencionadas en el apartado ante-
rior si el desarrollo de la formación se contrata 
con terceras personas físicas o jurídicas. 

Artículo 7. Personas destinatarias. 
Podrán participar en las distintas modalida-
des de Formación Profesional para el Empleo, 
de acuerdo con lo que se establezca para cada 
modalidad de subvención, las siguientes per-
sonas destinatarias: 

1. Las personas ocupadas en centros de tra-
bajo radicados en la Comunidad Autónoma 
de Andalucía, incluidos los que no cotizan por 
formación profesional. 

2. Las personas desempleadas. Tendrán la con-
sideración de personas desempleadas aque-
llas que se encuentren inscritas en el Servicio 
Andaluz de Empleo como demandantes no 
ocupados que solicitan empleo o formación. 

Asimismo, y a los efectos de su participación 
en las acciones de formación de oferta dirigi-
das prioritariamente a desempleados, tendrán 
la consideración de personas desempleadas 
los trabajadores agrarios. 

3. Asimismo, de conformidad con el artículo 
5.1.b) del Real Decreto 395/2007, de 23 de 
marzo, modificado por la disposición final 
tercera del Real Decreto 615/2007, de 11 de 
mayo, por el que se regula la Seguridad Social 
de los cuidadores de las personas en situación 
de dependencia, los cuidadores no profesio-
nales podrán participar en la formación de 
oferta sectorial de referencia en los ámbitos 
de servicios de atención a las personas de-
pendientes y desarrollo de la promoción de 



87

la autonomía personal, centros y servicios de 
atención a personas con discapacidad, acción 
e intervención social y sanidad. 

4. La consideración de persona ocupada o 
desempleada vendrá determinada por la si-
tuación laboral en que se halle al inicio de la 
acción formativa en que vaya a participar. En 
el caso de que la persona se incorporara a la 
acción una vez iniciada ésta y antes de que 
se haya impartido el veinticinco por ciento de 
sus horas totales, la consideración de persona 
ocupada o desempleada vendrá determinada 
por la situación laboral en que se halle el día de 
su incorporación a la misma. 

Artículo 8. Colectivos prioritarios. 
1. Será prioritaria la participación de los si-
guientes colectivos: 

a) Los jóvenes, para los que se establecerán 
programas específicos de inserción laboral, 
formación y promoción profesional como es-
tablece el artículo 169.1 del Estatuto de Auto-
nomía de Andalucía. 
b) Los colectivos con una especial dificultad 
en el acceso al empleo, tales como las perso-
nas con discapacidad, las personas afectadas 
y víctimas del terrorismo y de la violencia de 
género, personas desempleadas de larga 
duración, las personas mayores de 45 años y 
las personas en riesgo de exclusión social. Se 
adoptarán las medidas que faciliten su inclu-
sión social así como su participación en las dis-
tintas modalidades de Formación Profesional 
para el Empleo en igualdad de condiciones e 
integrados en la oferta general de formación. 
No obstante, se podrán diseñar programas es-
pecíficos para estos colectivos. 
c) Las personas trabajadoras de baja cualifi-
cación. 
d) Las personas inmigrantes, que cuenten con 
la debida autorización de trabajo y hayan ob-
tenido la pertinente autorización para residir 
en España, para los cuales se podrán diseñar 
programas específicos de Formación Profe-

sional para el Empleo que incluyan en caso ne-
cesario, módulos de español para extranjeros. 
e) Las personas trabajadoras ocupadas en 
pequeñas y medianas empresas, cuya partici-
pación será prioritaria en los planes de forma-
ción destinados prioritariamente a personas 
trabajadoras ocupadas, ya sean de carácter 
intersectorial o sectorial así como en el por-
centaje de ocupados que puedan participar 
en la oferta de formación dirigida prioritaria-
mente a personas desempleadas, pudiéndose 
diseñar programas específicos para personas 
trabajadoras de micropymes. 

2. Será prioritaria la participación de las muje-
res en las acciones de Formación Profesional 
para el Empleo. 

Se impulsará el diseño de actuaciones especí-
ficas para mujeres, como medida de acción po-
sitiva, con el fin de corregir los desequilibrios 
que se produzcan en el mercado de trabajo. 

Artículo 9. Planificación de la Oferta Formativa. 
1. El Servicio Andaluz de Empleo planificará 
la oferta formativa dirigida prioritariamente 
a las personas desempleadas, que servirá de 
base para realizar las convocatorias de so-
licitud de subvenciones. Dicha planificación 
se fundamentará en las conclusiones de los 
estudios del Sistema de Prospección Perma-
nente del Mercado de Trabajo en Andalucía y 
atendiendo al modelo de organización del Ser-
vicio Andaluz de Empleo basado en las Áreas 
Territoriales de Empleo. 

2. El Servicio Andaluz de Empleo selecciona-
rá a las personas trabajadoras desempleadas 
que podrán participar en las acciones formati-
vas a desarrollar por las entidades beneficia-
rias de subvenciones concedidas al amparo de 
la presente Orden. Para ello, podrá contar con 
la colaboración de dichas entidades. 

Artículo 10. De los Formadores y tutores. 
1. Se entiende por formador, el profesional que 
desarrolla labores docentes, de seguimiento y 
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evaluación en las acciones formativas de ca-
rácter presencial. 

2. En los cursos impartidos en modalidad a 
distancia convencional y teleformación, el 
formador se denominará tutor. Sus funciones 
principales serán realizar el seguimiento y eva-
luación, asesorar, resolver las dudas plantea-
das por el alumnado, corregir ejercicios y acti-
vidades, y de forma general proporcionar una 
orientación y motivación adecuada al alumna-
do con el fin de optimizar su aprendizaje. 

3. Los formadores y tutores que participen en 
las acciones de Formación Profesional para el 
Empleo deberán reunir el perfil y los requisitos 
relativos a titulación y experiencia profesional 
que se establezcan en cada Programa Forma-
tivo o Certificado de Profesionalidad y tener 
conocimientos didácticos. 

4. El Servicio Andaluz de Empleo elaborará un 
Plan de Actuación y Perfeccionamiento para 
las personas que ejerzan como formadoras, 
tutoras y gestoras de Formación Profesional 
para el Empleo en Andalucía. 

Artículo 11. Tramitación electrónica de los 
procedimientos administrativos. 
1. Las relaciones jurídicas derivadas de los 
procedimientos regulados en la presente 
Orden se desarrollarán preferentemente por 
medios electrónicos. Para ello, deberán con-
currir los requisitos exigidos en el apartado 
3 del artículo 12 del Decreto 183/2003, de 24 
de junio, por el que se regula la información y 
atención al ciudadano y la tramitación de los 
procedimientos electrónicos, y las personas 
o entidades beneficiarias deberán disponer 
de la correspondiente firma electrónica re-
conocida, regulada en el artículo 3 de la Ley 
59/2003, de 19 de diciembre, de firma elec-
trónica, o del sistema de firma electrónica 
incorporado al Documento Nacional de Iden-
tidad, de conformidad con los artículos 14 y 15 
de la Ley 11/2007. 

2. En este sentido, las personas o entidades 
beneficiarias podrán efectuar la presenta-
ción de la solicitud ante el Registro Telemá-
tico Único de la Junta de Andalucía, al que se 
accederá desde la página web del Servicio 
Andaluz de Empleo, www. Juntadeandalucia.
es/servicioandaluzdeempleo. Las solicitudes 
así presentadas producirán los mismos efec-
tos jurídicos que las formuladas de acuerdo 
con el artículo 70.1 de la citada Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre, e incluirán la petición de 
autorización para realizar las comunicacio-
nes relativas al procedimiento por medios 
electrónicos, a través de la suscripción auto-
mática al sistema de notificaciones telemáti-
cas de la Junta de Andalucía. 

3. El registro telemático emitirá un recibo 
electrónico, de tal forma que la persona intere-
sada tenga constancia de que la comunicación 
ha sido recibida por la Administración y pueda 
referirse a ella posteriormente. El recibo con-
sistirá en una copia autenticada de la solicitud 
incluyendo la fecha y hora de presentación y el 
número de asiento de entrada en el registro. 

4. Los interesados podrán conocer el estado 
de tramitación del procedimiento a través del 
servicio electrónico que, al efecto se habilite, 
en la página web del Servicio Andaluz de Em-
pleo, www.Juntadeandalucia.es/servicioanda-
luzdeempleo. 

5. Para que las notificaciones administrativas 
puedan llevarse a cabo por medios electróni-
cos, será preciso que la persona o entidades 
beneficiarias, en el momento de la iniciación o 
en cualquier otra fase de tramitación, acepten 
expresamente dicho medio de notificación 
como preferente mediante la identificación 
de una dirección electrónica al efecto. 

Asimismo, podrán revocar su consentimiento 
para que las notificaciones dejen de efectuar-
se por vía electrónica, en cuyo caso deberán 
comunicarlo al órgano competente para la tra-
mitación e indicar una nueva dirección donde 
practicar las notificaciones. 
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6. La persona o entidad beneficiaria podrá, 
una vez iniciado el procedimiento por vía te-
lemática, practicar actuaciones o trámites a 
través de otro medio distinto. En todo caso, en 
el momento de la aportación de documentos 
o datos en los registros deberá indicar expre-
samente si la iniciación del procedimiento o 
algunos trámites del mismo se han efectuado 
de forma electrónica o telemática. 

7. La persona interesada podrá, en su caso, 
aportar por vía electrónica documentación pro-
veniente de terceros, siempre que contenga la 
firma electrónica de éstos y se garantice su 
autenticidad, integridad, conservación y demás 
garantías y requisitos exigidos por el artículo 12 
del Decreto 183/2003, de 24 de junio. 

8. La resolución del procedimiento utilizando 
medios electrónicos garantizará la identidad 
del órgano competente a través de los siste-
mas de firma electrónica regulados en el artí-
culo 13.3 de la Ley 11/2007. 

Artículo 12. Comisiones Mixtas. 
1. Con el fin de coordinar con las entidades be-
neficiarias de las subvenciones las distintas 
acciones de Formación Profesional para el 
Empleo reguladas en la presente Orden, se po-
drán constituir Comisiones Mixtas con funcio-
nes de preparación, seguimiento y evaluación 
de las actuaciones derivadas de la Resolución 
de concesión de la subvención o del convenio 
suscrito al efecto. 

2. Las Comisiones Mixtas estarán constitui-
das por dos miembros del Servicio Andaluz de 
Empleo y dos miembros de la entidad benefi-
ciaria responsable del proyecto o programa 
formativo y serán presididas, según el ámbi-
to geográfico del órgano competente para la 
resolución de concesión de la subvención y la 
competencia del tema a tratar por: 

a) La persona titular de la Dirección General 
competente en materia de Formación Profe-
sional para el Empleo o persona en quien dele-

gue cuando el proyecto formativo o programa 
sea del ámbito de la Comunidad Autónoma, 
afecte a más de dos provincias o los temas a 
tratar sean de su competencia. 
b) La persona titular de la Dirección Provincial 
del Servicio Andaluz de Empleo respectiva o 
persona en quien delegue cuando el proyecto 
formativo o programa sea de ámbito provincial 
o los temas a tratar sean de su competencia. 

3. Las Comisiones Mixtas serán convocadas a 
instancia de cualquiera de las partes. Entre las 
facultades con las que contará se encuentran:
 
a) Analizar y valorar el desarrollo de la actua-
ción objeto de la subvención. 
b) La modificación de el área territorial de em-
pleo de desarrollo de la acción. 
c) Proponer al órgano concedente la modifica-
ción de las acciones formativas objeto de la sub-
vención, recomendando la inclusión o cancela-
ción de acciones o grupos de acciones, así como 
la modificación del número de alumnos, en caso 
de ser posible atendiendo a la modalidad de for-
mación. Estas modificaciones en ningún caso 
podrán significar variación de los porcentajes 
de los colectivos prioritarios participantes fija-
dos en la propuesta de resolución, ni tampoco 
incremento de la subvención concedida, pudien-
do compensarse con el ahorro de los costes de 
ejecución y el abandono de alumnos. 
d) Cuantas otras se consideren oportunas 
para el correcto seguimiento de las acciones 
objeto de subvención. 

Estas facultades se ejercerán sin perjuicio 
de dictar, en los casos necesarios, resolución 
complementaria o suscribir Addenda al Con-
venio de Colaboración. 

4. En lo relativo al régimen jurídico de las co-
misiones mixtas, se estará a lo dispuesto en 
el Capítulo II del Título II de la Ley 30/1992, en 
relación a su organización y funcionamiento, y 
en la Sección 1.ª del Capítulo II del Título IV de 
la Ley 9/2007, de 22 de octubre, de la Adminis-
tración de la Junta de Andalucía. 
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Artículo 13. Financiación. 
1. Las subvenciones y ayudas concedidas al 
amparo de la presente Orden se abonarán con 
cargo a los créditos presupuestarios destina-
dos a la financiación de la Formación Profesio-
nal para el Empleo que se determinen en los 
presupuestos de la Comunidad Autónoma de 
Andalucía y en las modificaciones presupues-
tarias aprobadas reglamentariamente con 
cargo al Presupuesto de Gastos del Servicio 
Andaluz de Empleo, dentro de los cuales se en-
cuentran tanto fondos propios de la Comuni-
dad Autónoma como fondos cofinanciados por 
el Fondo Social Europeo a través del Programa 
Operativo Fondo Social Europeo de Andalucía 
2007-2013, y del Programa Operativo Plurirre-
gional de adaptabilidad y empleo, con una cofi-
nanciación por parte de ambos del 80%. 

2. La concesión de las ayudas previstas en la 
misma estará limitada por las disponibilida-
des presupuestarias previstas en cada ejer-
cicio, pudiéndose adquirir compromisos de 
gastos de carácter plurianual, de conformidad 
con lo dispuesto por el artículo 6.e) del Regla-
mento de la Ley de Subvenciones y del artículo 
39 de la Ley General de Hacienda Pública de la 
Comunidad Autónoma de Andalucía y Normas 
de Desarrollo. 

CAPÍTULO II 
FORMACIÓN DE OFERTA 

SECCIÓN 1.ª DISPOSICIONES COMUNES A 
LA FORMACIÓN DE OFERTA 

Artículo 14. Especialidades Formativas.
1. Las especialidades formativas objeto de 
subvención serán las incluidas en el Fichero 
Andaluz de Especialidades Formativas regula-
do en el Capítulo IV. 

2. Las acciones formativas conducentes a la 
obtención de los Certificados de Profesio-
nalidad tendrán la duración establecida en la 
normativa reguladora de los mismos. Con el 

fin de favorecer su acreditación parcial acu-
mulable, reducir los riesgos de abandonos y 
posibilitar al trabajador que avance en su iti-
nerario formativo, cualquiera que sea su situa-
ción laboral en cada momento, se fomentará 
la programación de acciones formativas que 
estén constituidas por los módulos de forma-
ción correspondientes a una unidad de com-
petencia de las que integran un Certificado de 
Profesionalidad o por unidades formativas de 
menor duración, en los términos que establez-
ca la normativa reguladora de los certificados 
de profesionalidad. 

3. Las especialidades formativas no dirigidas 
a la obtención de los Certificados de Profesio-
nalidad tendrán una duración adecuada a su 
finalidad, en función de los contenidos, del co-
lectivo destinatario, de la modalidad de impar-
tición y de otros criterios objetivos, pudiéndo-
se programar con un número de horas igual o 
inferior a la duración máxima fijada para cada 
especialidad en el citado Fichero Andaluz de 
Especialidades Formativas. 

4. La formación impartida mediante la moda-
lidad presencial se organizará en grupos de 
veinticinco participantes como máximo. En la 
formación impartida mediante la modalidad 
a distancia convencional o de teleformación 
deberá haber, como mínimo, un tutor por cada 
sesenta participantes. 

5. En la formación conducente a la obtención 
de Certificados de Profesionalidad, cuando 
se realice mediante la modalidad a distancia 
convencional o teleformación, deberá haber, 
como mínimo, un tutor o tutora por cada vein-
ticinco participantes. 

6. Respecto a los contenidos de las especiali-
dades a impartir en la modalidad de distancia 
y teleformación, las acciones formativas es-
tarán estructuradas en módulos formativos. 
Todos los módulos contarán con ejercicios de 
evaluación de conocimientos. 
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Artículo 15. Ejecución mediante entidades 
vinculadas 
La ejecución de la Formación de Oferta podrá 
ser realizada por una entidad vinculada cuando 
así expresamente lo determine la resolución o 
convenio que otorgue la subvención o en otra 
resolución complementaria, y en ella se iden-
tifique a la entidad vinculada y la aceptación 
del responsable de dicha entidad, siempre que 
concurran las siguientes circunstancias: 

1. Que la contratación se realice de acuerdo 
con las condiciones normales de mercado. 

2. Que se obtenga la previa autorización del 
órgano concedente en los términos que se es-
tablecen en el artículo 100.1.c). 

A los efectos del presente artículo, se enten-
derá por entidades vinculadas las recogidas 
en el artículo 68.2 del Real Decreto 887/2006, 
de 21 de julio, por el que se aprueba el Regla-
mento de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre. 

Artículo 16. Ejecución y seguimiento de la 
Formación Profesional para el Empleo. 
1. El Servicio Andaluz de Empleo dará a cono-
cer y difundirá su oferta formativa entre el pú-
blico destinatario a través de los mecanismos 
que a tal fin se establezcan, con el objeto de 
que las personas que lo deseen puedan ejerci-
tar su derecho a la formación. 

Para ello, en los plazos fijados en las Instruc-
ciones dictadas por la Dirección General com-
petente en materia de Formación Profesional 
para el Empleo, las entidades deberán comu-
nicar las fechas previstas de inicio, duración, 
horario, así como cualquier otra información 
de relevancia de la acción formativa o grupo 
que se determine. Una vez comunicada dicha 
información, cualquier modificación de la mis-
ma habrá de ser asimismo comunicada. 

2. La información disponible para cada acción 
o grupo será publicada en la forma que deter-
mine el Servicio Andaluz de Empleo. 

Las personas que cumplan con los requisitos 
para acceder al curso podrán presentar la 
solicitud de participación tanto documental 
como telemáticamente, en los plazos que se 
determinen. 

3. La selección de los participantes desem-
pleados se realizará por el Servicio Andaluz 
de Empleo, con arreglo a los requisitos esta-
blecidos para cada acción. En el proceso de 
selección, podrá recabarse la colaboración de 
las entidades beneficiarias de la subvención. 
Realizada dicha selección se dará publicidad a 
la lista de admitidos con antelación suficiente 
al comienzo del curso. 

4. Una vez comenzado el curso, la entidad be-
neficiaria comunicará, en la forma que se de-
termine, al Servicio Andaluz de Empleo la rela-
ción de los alumnos que han iniciado el mismo, 
con el fin de facilitar el posterior seguimiento 
de la formación. 

5. En el caso de acciones de teleformación o 
mixta, las entidades comunicarán además al 
Servicio Andaluz de Empleo la dirección URL 
de acceso al curso, así como la clave de usua-
rio y contraseña con el perfil de tutor para faci-
litar el seguimiento de la actividad formativa. 

6. Las incidencias que se produzcan durante 
el desarrollo del curso, tales como altas y ba-
jas de alumnos, cambio de horarios, docentes, 
etc., que supongan modificación de los datos 
inicialmente planificados, serán debidamente 
comunicadas al Servicio Andaluz de Empleo. 

7. En las acciones formativas en modalidad a 
distancia o teleformación se entregará o re-
mitirá al alumnado, un ejemplar de la guía de 
usuario con la información que el Servicio An-
daluz de Empleo determine. 

8. Una vez finalizados los cursos, las entida-
des beneficiarias lo comunicarán al Servicio 
Andaluz de Empleo haciendo constar los par-
ticipantes que han finalizado el curso, con in-
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dicación de apto o no apto y en su caso el Acta 
de Evaluación. 

9. El alumnado, los formadores y los responsa-
bles del seguimiento y control de las acciones 
formativas cumplimentarán un cuestionario 
de evaluación en la forma y con los contenidos 
que determine el Servicio Andaluz de Empleo. 

10. Se desarrollarán mediante instrucciones 
los procedimientos y documentación necesa-
ria para el seguimiento de la ejecución de las 
acciones formativas. El seguimiento se realiza-
rá preferentemente de modo telemático a tra-
vés del Portal del Servicio Andaluz de Empleo. 

Artículo 17. Cobertura de vacantes. 
1. Cuando debido a bajas de alumnos/as que 
participen en una acción formativa se produz-
can vacantes en la misma, éstas podrán ser cu-
biertas por aspirantes que hubiesen quedado 
en reserva como resultado del proceso de se-
lección si no se ha impartido el veinticinco por 
ciento del curso. Agotado el cupo de reserva, 
el Servicio Andaluz de Empleo podrá incorpo-
rar automáticamente alumnos siempre que 
reúnan el perfil requerido. 

2. Superado el veinticinco por ciento de las 
horas del curso, el Servicio Andaluz de Empleo 
podrá autorizar la cobertura de las vacantes a 
la vista del informe del responsable del curso, 
siempre que, de las circunstancias académi-
cas o profesionales de las personas que se 
incorporen, se deduzca que puede seguir las 
clases con aprovechamiento. 

Artículo 18. Reserva de plazas. 
1. Cuando, como resultado de procesos de 
orientación o cualificación profesional de per-
sonas desempleadas, fuera necesaria la incor-
poración de éstas a una acción formativa para 
completar o adecuar su itinerario profesional, 
éstas tendrán preferencia en el proceso de se-
lección, pudiendo el Servicio Andaluz de Em-
pleo acordar la reserva de un número de pla-

zas para la inclusión de las mismas, siempre y 
cuando reúnan el perfil requerido. 

2. El Servicio Andaluz de Empleo, con carácter 
previo a la convocatoria de cada curso, podrá 
reservarse la facultad de que, determinadas 
plazas o la totalidad del mismo, puedan desti-
narse a colectivos específicos de alumnos/as 
cuando especiales circunstancias lo aconsejen. 

Artículo 19. Acreditación de la Formación. 
1. La Formación dirigida a la obtención de 
Certificados de Profesionalidad se acredi-
tará de acuerdo con lo establecido en la Ley 
Orgánica 5/2002, de 19 de junio, de las Cuali-
ficaciones y de la Formación Profesional, en 
el artículo 11.1 del Real Decreto 395/2007, de 
23 de marzo, y en el Real Decreto 34/2008, 
de 18 de enero, por el que se regulan los Cer-
tificados de Profesionalidad. 

La expedición de los Certificados de Profesio-
nalidad y de las acreditaciones parciales se 
realizará por el Servicio Andaluz de Empleo, 
a través de la Dirección General competente 
en materia de Formación Profesional para el 
Empleo, que llevará un Registro nominal y por 
especialidades de los certificados y acredita-
ciones parciales acumulables expedidas. 

2. Cuando la formación no esté vinculada a la 
oferta formativa de los Certificados de Pro-
fesionalidad, deberá entregarse a cada parti-
cipante que haya finalizado, un certificado de 
asistencia a la misma y a cada participante que 
haya superado la formación con evaluación 
positiva, un diploma acreditativo. En el certifi-
cado de asistencia o diploma, que se realizará 
según el modelo normalizado que determine 
el Servicio Andaluz de Empleo, se hará cons-
tar como mínimo la denominación de la acción 
formativa, los contenidos formativos, la mo-
dalidad de impartición, duración, período de 
impartición, DNI del participante, referencia 
de la Orden reguladora de la convocatoria y 
número de expediente. En caso de que la for-
mación sea cofinanciada con el Fondo Social 
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Europeo, se hará constar esta circunstancia 
en el certificado o diploma. 

Los certificados acreditativos deberán ser en-
tregados o remitidos a los participantes en el 
plazo de dos meses a contar desde que el Ser-
vicio Andaluz de Empleo haya expedido el cer-
tificado y lo ponga a disposición de la entidad, 
debiendo quedar constancia de dicha entrega 
o remisión en la entidad subvencionada. 

El Servicio Andaluz de Empleo creará un Re-
gistro único de Certificados de Asistencia o 
Diplomas de toda la formación que se gestio-
ne en su ámbito. 

Artículo 20. Informe de Impacto de la Forma-
ción Profesional para el Empleo. 
1. Una vez transcurridos seis meses desde la 
finalización de la acción formativa se realizará 
por parte del Servicio Andaluz de Empleo un 
informe de inserción de todas aquéllas per-
sonas desempleadas que participen en alguna 
acción formativa, en el que se hará constar la 
situación laboral del alumnado, tipo de con-
trato, duración del mismo, vinculación de la 
formación recibida con el puesto de trabajo y 
cualquier otra información que se establezca. 

2. En el caso de acciones formativas en las que 
participen personas ocupadas se realizará un 
informe de impacto de la formación recibida 
en su actividad laboral. 

3. Los resultados de dichos informes serán 
publicados en la página web del Servicio An-
daluz de Empleo. 

SECCIÓN 2.ª FORMACIÓN DE OFERTA DI-
RIGIDA PRIORITARIAMENTE A PERSONAS 
OCUPADAS 

Artículo 21. Personas destinatarias de la For-
mación de Oferta dirigida prioritariamente a 
personas ocupadas. 

1. En los Planes de Formación dirigidos prio-
ritariamente a las personas ocupadas, el por-
centaje de participación de éstas debe de ser 
al menos de un 60%. La participación de las 
personas desempleadas no podrá superar el 
40% del total del Plan. Asimismo, en cada uno 
de los grupos que se constituyan para el de-
sarrollo del Plan no podrán participar más del 
60% de personas desempleadas. 

2. En los Planes de Formación dirigidos prio-
ritariamente a personas ocupadas que ten-
gan Carácter Intersectorial podrán participar 
trabajadores/as de las Administraciones Pú-
blicas siempre que el número total de parti-
cipantes no supere el diez por ciento de cada 
Plan de Formación. 

Artículo 22. Los convenios para el desarrollo 
de Planes de Formación de Oferta dirigida 
prioritariamente a personas ocupadas. 
1. La concesión de subvenciones públicas 
destinadas a la financiación de los Planes de 
Formación de Oferta dirigidos prioritariamen-
te a personas ocupadas previstos en el Real 
Decreto 395/2007, de 23 de marzo, y la Orden 
TAS 718/2008, de 7 de marzo, que lo desarro-
lla, se formalizará a través de la suscripción de 
convenios entre el Servicio Andaluz de Empleo 
y las entidades descritas en el artículo 4. 

2. Los convenios contendrán, además del con-
tenido mínimo regulado en el artículo 13 del 
Decreto 254/2001, de 20 de noviembre, la si-
guiente información: 

a) Objeto del convenio. 
b) Plan de Formación en el que se deberán deta-
llar los apartados descritos en el artículo 24.
c) Ámbito territorial y temporal de aplicación. 
d) Financiación. 
e) Normativa aplicable. 
f) Causa de resolución y efectos. 
g) Vigencia y denuncia del Convenio indicando 
los supuestos, las formalidades y los plazos 
para ello. 
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h) Entidades asociadas al convenio, haciendo 
constar si se trata de entidades vinculadas o 
subcontratadas y los compromisos y cuantías 
que asume gestionar cada una de ellas, en los 
términos previstos en el artículo 15 y en el ar-
tículo 100.1. 
i) La Comisión Mixta de Seguimiento, especifi-
cando su composición, número de miembros y 
régimen de funcionamiento y facultades. 

Artículo 23. Tipos de Convenios. 
Se podrán suscribir los siguientes tipos de 
convenios: 
1. Convenio para la ejecución de Planes de For-
mación Intersectoriales, dirigidos prioritaria-
mente a la formación de personas trabajadoras 
en competencias transversales y horizontales 
a varios sectores de actividad económica. Asi-
mismo, podrán incluir acciones formativas des-
tinadas a la capacitación de trabajadores/as 
para labores de representación y negociación 
en los ámbitos de la negociación colectiva. 

2. Convenios para la ejecución de Planes de For-
mación de ámbito Sectorial dirigidos a los secto-
res más relevantes que se detallarán en la reso-
lución de convocatoria. Al amparo de los mismos 
se desarrollarán acciones formativas de interés 
general para dichos sectores con el fin de satis-
facer necesidades específicas de formación de 
los mismos. Este tipo de acciones también po-
drán estar dirigidas al reciclaje y recualificación 
de trabajadores/as procedentes de sectores en 
situación de crisis. Se entenderá por situación 
de crisis cuando la empresa para la que trabaje 
el alumno/a haya presentado o tenga aprobado 
judicialmente un Concurso de Acreedores, se 
haya sometido a Expediente de Regulación de 
Empleo o haya reducido su plantilla en al menos 
el diez por ciento, con un mínimo de cuatro bajas 
en los últimos doce meses. Esta situación habrá 
de acreditarse en el momento de la solicitud. 

3. Convenios para la ejecución de Planes de 
Formación Intersectoriales que incorporen a 
trabajadores/as y socios trabajadores/as y 
de trabajo de dos o más cooperativas, socie-

dades laborales y otras empresas y entidades 
de la economía social que, sin pertenecer a un 
mismo sector productivo, atiendan demandas 
formativas derivadas de la naturaleza jurídi-
ca de aquéllas o de necesidades de carácter 
transversal. 

4. Convenios para la ejecución de Planes de 
Formación Intersectoriales dirigidos a traba-
jadores/as autónomos, con el fin de mejorar 
su capacitación en las competencias relacio-
nadas con la actividad que desarrollen. 

Artículo 24. Planes de Formación. 
1. El Plan de Formación deberá contener, para 
cada acción formativa, la información contem-
plada en este artículo, que será como mínimo: 
número de horas, número de participantes, 
modalidad de impartición, coste de la acción, 
número de grupos y provincia en que se tiene 
prevista su desarrollo. 

2. En todo caso, la estructura del Plan se reali-
zará con arreglo al siguiente esquema: 

a) Ámbito de aplicación del Plan. 
b) Objetivos y contenidos. 
c) Acciones formativas a desarrollar, con indi-
cación, en su caso, de las vinculadas al Catálo-
go Nacional de Cualificaciones Profesionales 
y, dentro de éstas, las dirigidas a la obtención 
de los Certificados de Profesionalidad. 
d) Colectivos destinatarios, desglosados con-
forme a los colectivos prioritarios previstos 
en el artículo 8. 
e) Coste previsto de las acciones formativas. 
f) Instalaciones y medios previstos para im-
partir las acciones formativas. 
g) El plan se acompañará de los siguientes 
Anexos, a cumplimentar por el solicitante en los 
impresos normalizados establecidos al efecto: 

1.º Datos generales del Plan de Formación. 

2.º Memoria justificativa del Plan de Forma-
ción, así como de la capacidad técnica del soli-
citante para la gestión del Plan que se solicita. 
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Artículo 25. Determinación del importe de la 
subvención para los Planes de Formación. 
La cuantía máxima a conceder para los Planes 
de Formación se determinará mediante el 
producto del número de horas de cada acción 
por el número de alumnos previstos en la tota-
lidad de los grupos por el importe del módulo 
económico correspondiente, conforme a las 
cuantías previstas en el Anexo I. 

Artículo 26. Duración de los Planes de Forma-
ción y de las Acciones Formativas. 
1. La duración de los Planes de Formación po-
drá ser plurianual, debiendo estar establecida 
su duración exacta según lo que establezca la 
resolución de concesión. 

2. La duración de las acciones formativas no 
podrá ser inferior a seis horas ni superior a 270 
horas. Este límite se podrá excepcionar cuando 
la acción se destine a la obtención de una titu-
lación o acreditación oficial, o cuando por nor-
ma o convenio sea exigida una duración mayor. 

3. El número de horas lectivas de las acciones 
formativas no podrá exceder de ocho horas 
diarias. 

4. Podrán financiarse acciones o módulos for-
mativos con una duración mínima de cuatro ho-
ras cuando se trate de formación de carácter 
transversal en áreas que se consideren priori-
tarias tanto en el marco de la Estrategia Euro-
pea para el Empleo y del Sistema Nacional de 
Empleo como en las directrices establecidas 
por la Unión Europea. Esta formación tendrá 
prioridad en la valoración de las solicitudes y 
podrá desarrollarse dentro de una determina-
da acción formativa o bien de forma separada. 

En todo caso, son áreas prioritarias las relati-
vas a tecnologías de la información y la comu-
nicación, la prevención de riesgos laborales, la 
sensibilización en medio ambiente, la promo-
ción de la igualdad, la orientación profesional 
y aquellas otras que se establezcan por el Ser-
vicio Andaluz de Empleo. 

Artículo 27. Criterios específicos de valora-
ción de los Planes de Formación. 
1. Para la valoración técnica de los Planes de 
Formación, se tendrán en cuenta los siguien-
tes criterios, cuya ponderación será conve-
nientemente determinada en la resolución 
correspondiente: 
a) En relación con las acciones formativas que 
integran el Plan se valorará: 

1.º La correcta definición de sus objetivos. 

2.º La descripción de los contenidos de las ac-
ciones formativas. 

3.º La definición de un mecanismo de segui-
miento. 

4.º Evaluación y control del aprendizaje. 

5.º Otorgamiento de certificaciones adiciona-
les a las acciones formativas. En relación con 
la entidad solicitante se valorará la capacidad 
acreditada de la entidad solicitante para desa-
rrollar el Plan presentado, teniendo en cuenta: 

1.º El grado de ejecución y de cumplimiento de 
las condiciones en que se otorgaron subven-
ciones para experiencias anteriores. 

2.º Los medios personales y materiales pro-
pios o ajenos puestos a disposición para la 
ejecución del Plan. 

3.º La experiencia previa en formación de la 
entidad. 

4.º La experiencia de los recursos humanos 
responsables del desarrollo del Plan. 

5.º La capacidad de las instalaciones y medios 
didácticos disponibles por la entidad. 

6.º La existencia en la entidad solicitante o la 
entidad designada para la gestión y ejecución 
del Plan de formación, de sistemas de gestión 
de la calidad en la Formación y los aspectos 
que contemple el sistema de calidad. 
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2. Para la valoración de estos criterios se ten-
drá en cuenta la información disponible en la 
Memoria Justificativa anexa a la solicitud. 

Artículo 28. Formación transversal comple-
mentaria en los Planes de Formación. 
1. Las acciones formativas dirigidas priorita-
riamente a personas ocupadas reguladas en 
esta sección podrán incluir módulos de forma-
ción transversal, que se incrementarán a las 
horas de formación fijadas en el Fichero Anda-
luz de Especialidades Formativas e incluidas 
en el Plan de Formación. 

Las materias a impartir en dicha formación 
transversal serán las siguientes: 

a) Un módulo de Prevención de Riesgos Labo-
rales, que en las acciones formativas pertene-
cientes a un Plan Intersectorial será de carác-
ter básico y en las acciones pertenecientes a 
Planes Sectoriales estará adaptado a las ne-
cesidades específicas del sector profesional 
al que pertenezca la acción. 
b) Un módulo de Sensibilización Medioam-
biental, que en las acciones formativas per-
tenecientes a un Plan Intersectorial será de 
carácter general y en las acciones incluidas en 
Planes Sectoriales, estará referido al impac-
to medioambiental de la actividad del sector 
profesional al que se refiere la acción. 
c) Un módulo de Igualdad de Oportunidades 
que se incluirá en las acciones formativas de 
todos los Planes de Formación. 

2. Los módulos transversales especificados 
en el apartado anterior, tendrán un carácter 
obligatorio para las acciones formativas de 
duración igual o superior a cien horas. 

3. La duración de éstos módulos se atendrá a 
las siguientes especificaciones: 

a) Para las acciones formativas con una dura-
ción superior a 100 horas e igual o inferior a 
270 horas, la duración de dichos módulos será 
del cincuenta por ciento de las horas fijadas 

para los mismos en el Fichero Andaluz de Es-
pecialidades Formativas. 
b) En los cursos de duración superior a 270 
horas, los módulos de formación transversal 
complementaria tendrán la duración fijada 
para los mismos en el Fichero Andaluz de Es-
pecialidades Formativas. 

4. En el caso de que el objeto de curso sea 
específicamente las materias descritas en 
los apartados anteriores, no será necesario 
incluir dichos módulos. 

SECCIÓN 3ª. FORMACIÓN DE OFERTA DI-
RIGIDA PRIORITARIAMENTE A PERSONAS 
DESEMPLEADAS 

Artículo 29. Personas destinatarias de la For-
mación de Oferta dirigida prioritariamente a 
personas desempleadas. 
En las acciones formativas dirigidas priorita-
riamente a personas desempleadas la parti-
cipación de éstas deberá alcanzar al menos el 
sesenta por ciento del total de las personas 
participantes en cada acción formativa. 

Artículo 30. Actuaciones de Formación dirigidas 
prioritariamente a personas desempleadas. 
1. Las actuaciones de Formación de Oferta 
dirigida prioritariamente a personas desem-
pleadas se desarrollarán a través de acciones 
formativas. 

2. Las acciones formativas se podrán ordenar, 
en su caso, en: 

a) Itinerarios formativos. 
b) Proyectos formativos de carácter sectorial. 
c) Proyectos formativos de carácter territorial. 

Artículo 31. Itinerarios Formativos. 
1. Según recoge el apartado 1.f) del artículo 4 
del Decreto 335/2009, de 22 de septiembre 
por el que se regula la Ordenación de la For-
mación Profesional para el Empleo en Andalu-
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cía, se entiende como Itinerario Formativo, el 
conjunto concatenado de acciones formativas 
complementarias entre sí, dirigidas a un grupo 
de trabajadores y trabajadoras, con el fin de 
ofrecerles una mayor especialización que per-
mita completar su cualificación para mejorar su 
empleabilidad. 

2. La formación transversal complementaria 
se programará una sola vez para cada itinera-
rio formativo, independientemente del núme-
ro de acciones que lo compongan. 

Artículo 32. Proyectos Formativos de carác-
ter sectorial. 
Los Proyectos Formativos de carácter secto-
rial son un grupo de acciones formativas rela-
cionadas con un sector productivo que requiere 
de una actuación concreta para la mejora de la 
competitividad de las empresas del sector de-
bido a la escasez de personal cualificado, el cre-
cimiento exponencial del sector o situaciones 
de transformación del sector por cambios en la 
producción debidos a la incorporación de nue-
vas tecnologías en los procesos productivos. 

Artículo 33. Proyectos Formativos de carác-
ter territorial. 
1. Los Proyectos Formativos de carácter terri-
torial, de ámbito inferior al regional, consisten 
en actuaciones planificadas entre el Servicio 
Andaluz de Empleo, las Entidades Locales 
y Asociaciones Empresariales y Sindicales 
implantadas en el territorio objeto de actua-
ción, junto con entidades beneficiarias para 
el desarrollo de acciones formativas que im-
plementen las políticas públicas de desarrollo 
local a través de la formación. 

2. Dentro de estos Proyectos tendrán priori-
dad aquellos desarrollados en zonas objeto de 
actuación preferente en materia de empleo 
definidas por el Servicio Andaluz de Empleo. 

Artículo 34. Criterios específicos de valora-
ción para la concesión de la subvención. 
La valoración de las solicitudes de subvención 
para el desarrollo de acciones formativas se 
realizará teniendo en cuenta los siguientes 
criterios, cuya ponderación se concretará en 
la resolución de convocatoria: 

a) La calidad del Proyecto formativo propues-
to, para lo cual se valorará el perfil del perso-
nal docente, el material didáctico disponible, 
la metodología, el contenido del programa y la 
idoneidad del centro en el que se va a impartir 
la formación, teniendo en cuenta el nivel de 
adecuación de las instalaciones, aulas y/o ta-
lleres a las exigencias de las acciones forma-
tivas propuestas. 
b) La incorporación a las acciones formativas 
de un período de prácticas profesionales no 
laborales en centros de trabajo. 
c) El grado de cumplimiento en la ejecución de 
subvenciones similares, así como en la justifi-
cación del gasto, para aquéllas entidades que 
hayan colaborado con el Servicio Andaluz de 
Empleo en el desarrollo de acciones formati-
vas en convocatorias anteriores. 
d) Factores que garanticen la calidad de la for-
mación, como la implantación por parte de la 
entidad solicitante de un sistema acreditado 
de calidad para la gestión de la formación o 
del centro. 

Artículo 35. Determinación del importe de la 
subvención. 
1. El Servicio Andaluz de Empleo adecuará el 
módulo económico de cada especialidad for-
mativa subvencionable dentro de los límites 
fijados en el Anexo I, que se recogerá en el Fi-
chero Andaluz de Especialidades Formativas. 

2. La cuantía máxima de la subvención a con-
ceder para cada acción formativa se deter-
minará mediante el producto del número de 
horas de la misma por el número de alumnos y 
por el importe del módulo económico corres-
pondiente. 
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Artículo 36. Formación transversal comple-
mentaria. 
1. Las acciones formativas dirigidas priorita-
riamente a personas desempleadas reguladas 
en esta sección incluirán módulos de forma-
ción transversal que se incrementarán a las 
horas de formación fijadas en el Fichero An-
daluz de Especialidades Formativas para cada 
una de ellas. Las materias a impartir en dicha 
formación transversal serán las siguientes: 

a) Con carácter obligatorio incluirán: un mó-
dulo de Prevención de Riesgos Laborales y un 
módulo de Sensibilización Medioambiental, 
salvo que el objeto del curso sea específica-
mente las citadas materias. 
b) Asimismo incluirán un módulo de Orienta-
ción e Información Profesional que contenga 
técnicas de búsqueda de empleo y de autoem-
pleo, así como el uso de herramientas telemá-
ticas particularmente las del Servicio Andaluz 
de Empleo. 
c) Asimismo podrán incluirse módulos sobre 
Tecnologías de la Información y Comunica-
ción, así como de Idiomas. 

2. Las acciones formativas incluirán un módu-
lo sobre Igualdad de Oportunidades de cinco 
horas para cursos superiores a 270 horas de 
duración y de tres horas en los de menor dura-
ción que no serán incrementadas a las horas fi-
jadas en el Fichero Andaluz de Especialidades 
Formativas para cada especialidad. 

3. La duración de los módulos obligatorios de 
Prevención de Riesgos Laborales, Sensibiliza-
ción Medioambiental y Orientación e Informa-
ción Profesional será la que se recoja en el Fi-
chero Andaluz de Especialidades Formativas 
para este tipo de formación. 

No obstante, para las acciones formativas con 
una duración superior a 100 horas e igual o in-
ferior a 270 horas, la duración de dichos módu-
los será del cincuenta por ciento de las horas 
fijadas para los mismos en el Fichero Andaluz 
de Especialidades Formativas. 

En los cursos inferiores a 100 horas, la dura-
ción de la formación transversal complemen-
taria será del diez por ciento de la duración de 
la acción. 

SECCIÓN 4.ª OTRAS MODALIDADES DE DE-
SARROLLO DE LA FORMACIÓN DE OFERTA 

Artículo 37. Programa de Acciones Formati-
vas con compromiso de contratación. 
1. Este programa tiene como objeto la reali-
zación de acciones formativas adaptadas a 
las necesidades de las empresas siempre que 
conlleven el compromiso de insertar a un por-
centaje de los alumnos y alumnas que partici-
pan en el curso. 

En este programa únicamente podrán partici-
par personas desempleadas. 

2. Podrán ser beneficiarias de estas subven-
ciones, empresas privadas y públicas, enti-
dades sin ánimo de lucro y entidades locales 
siempre que se comprometan a contratar, di-
recta o indirectamente, el porcentaje de alum-
nos que se establece en el punto siguiente. 

3. El compromiso contemplará la contratación, 
por cuenta ajena, de al menos un sesenta por 
ciento del alumnado formado. La contratación 
cumplirá las siguientes reglas: 

a) El contrato se celebrará, preferentemente, 
con carácter indefinido, o, en otro caso con 
una duración no inferior a 6 meses. 
b) La jornada será, preferentemente, a tiempo 
completo. En el caso de que sea a tiempo par-
cial, como mínimo alcanzará el cincuenta por 
ciento de la jornada laboral. 

4. En las solicitudes de subvención, las em-
presas, asociaciones u otras entidades que 
adquieran compromisos de contratación diri-
gidos a personas desempleadas, contempla-
rán el número de alumnos formados que se 
contratarán, el procedimiento de selección de 
trabajadores/as, el ámbito geográfico de la 
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contratación, la jornada laboral, el tipo de con-
trato, así como la relación de la especialidad o 
especialidades propuestas con el puesto de 
trabajo ofertado. 

Cuando la contratación no la realice la entidad 
solicitante, deberá adJuntar a la solicitud la 
relación de empresas y el número de traba-
jadores/as que se compromete a contratar 
cada una, junto con el compromiso de cada 
empresa, que se suscribirá en el modelo nor-
malizado. 

5. El Servicio Andaluz de Empleo valorará la 
propuesta y tendrá en cuenta la posibilidad de 
empleabilidad de los alumnos según la forma-
ción a recibir considerando las necesidades de 
formación del mercado de trabajo así como el 
número de trabajadores/as demandantes de 
empleo con ese perfil inscritos en el Servicio 
Andaluz de Empleo. 

6. Para acreditar el cumplimiento del compro-
miso de contratación, las entidades subvencio-
nadas presentarán, junto con la justificación 
económica de la acción formativa, relación de 
los contratos de trabajo formalizados con in-
dicación de la fecha en que fueron registrados 
en el Servicio Andaluz de Empleo, de acuerdo 
con los compromisos adquiridos en la solici-
tud que dio origen a la subvención concedida. 

7. Las renuncias por parte de los alumnos/
as a un contrato de trabajo de acuerdo a los 
compromisos adquiridos en la solicitud que 
dio origen a la subvención concedida y relacio-
nado con la formación impartida, se tendrá en 
cuenta para el cumplimiento del compromiso 
de contratación por parte de la entidad sub-
vencionada, siempre que se le haya ofrecido 
a todos los alumnos/as formados/as y se en-
cuentre suficientemente acreditado. 

El incumplimiento del compromiso de contra-
tación dará lugar a la obligación del reintegro 
total o parcial de la subvención percibida y del 
interés de demora correspondiente, desde su 
abono, de conformidad con lo establecido en 

los artículos 104 y 105, salvo que medien cau-
sas o circunstancias que, apreciadas por el 
Servicio Andaluz de Empleo, hayan impedido 
su cumplimiento. 

8. El plazo de presentación de solicitudes para 
participar en este programa estará abierto 
durante todo el año. 

Artículo 38. Programa de Formación e Inser-
ción sociolaboral para colectivos con espe-
ciales dificultades de inserción. 
1. Este programa tiene como objeto mejorar la 
empleabilidad de las personas desempleadas 
con mayores dificultades de inserción, median-
te la realización de acciones de formación pro-
fesional para el empleo diseñadas específica-
mente para ellas. Los colectivos objeto de este 
Programa son los descritos en el artículo 8. 

2. El Programa de Formación e Inserción So-
ciolaboral puede integrar varias actuaciones a 
través de un itinerario formativo y su finalidad 
es el acompañamiento hacia el empleo de las 
personas objeto de la actuación. 

Entre dichas actuaciones se encuentran: 

a) Acciones de Formación. 
b) Prácticas Profesionales no laborales en em-
presas. 
c) Acciones de acompañamiento y apoyo a la 
inserción. 
d) Evaluación del programa y resultados de 
Inserción. 

3. Podrán solicitar las acciones formativas obje-
to de este programa, las entidades sin ánimo de 
lucro, las administraciones locales y otras insti-
tuciones o empresas públicas que tengan entre 
sus fines la formación o inserción profesional de 
los colectivos a los que se dirija el mismo. 

4. Junto con la solicitud, la entidad beneficia-
ria, podrá aportar una propuesta de Acuerdo o 
Convenio con otros organismos dependientes 
de la Junta de Andalucía que participen en el 
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programa, detallando su aportación al mismo. 
Éste debe recoger la valoración expresa de la 
capacidad de inserción del colectivo al que va 
dirigido, su problemática concreta y los facto-
res de riesgo de exclusión social y falta de inte-
gración sociolaboral que justifican el programa, 
metodología, acciones propuestas y costes de-
tallados del mismo. En el caso de que los otros 
organismos aporten alguna ayuda económica 
para el proyecto, la cuantía de ambos en ningún 
caso ha de superar el coste total del mismo. 

Artículo 39. Programa para personas ocupa-
das en pequeñas y medianas empresas, em-
presas de economía social y autónomos. 
1. Este programa tiene como objeto favore-
cer la cualificación de las personas ocupadas 
en pequeñas y medianas empresas, así como 
en las empresas de economía social, con el 
fin de facilitar su adaptación a los cambios 
tecnológicos y a las innovaciones que se van 
produciendo tanto en el ámbito de la gestión 
como en el de la producción, a fin de mantener 
la estabilidad en el empleo y de ampliar la po-
sibilidad de crecimiento del mismo así como 
de los trabajadores/as autónomos. 

En las acciones formativas dirigidas a perso-
nas ocupadas en PYMES, empresas de Eco-
nomía Social y Autónomos, la participación de 
personas ocupadas deberá alcanzar al menos 
el ochenta por ciento del total de las personas 
participantes en cada acción formativa. 

Se entenderá por pequeñas y medianas em-
presas, las empresas que cuenten con menos 
de doscientos cincuenta trabajadores/as 
entre todos sus centros de trabajo, ubicados 
dentro del ámbito territorial de Andalucía. 

Se entenderá como empresa de economía 
social las sociedades cooperativas, las socie-
dades anónimas laborales y las sociedades 
agrarias de transformación. 

2. Podrán solicitar las acciones formativas 
objeto de este programa, las entidades sin 

ánimo de lucro, las administraciones locales 
y otras instituciones o empresas públicas que 
tengan entre sus fines la formación o inser-
ción profesional de los colectivos a los que se 
dirija el mismo. 

3. Las acciones formativas desarrolladas al 
amparo de este Programa se financiarán con 
Fondos Propios y con Fondos cofinanciados 
por el Programa Operativo Fondo Social Euro-
peo de Andalucía 2007-2013, con una cofinan-
ciación del 80% en el último caso. 

Artículo 40. Programa de formación para for-
madores y gestores de la Formación Profe-
sional para el Empleo. 
1. Este programa tiene como objeto promover 
acciones de formación de formadores dirigi-
das, por una parte, a personas que, reuniendo 
los requisitos técnicos y académicos para ser 
formadores y gestores de Formación Profe-
sional para el Empleo, carezcan de conoci-
mientos metodológicos, y por otra, a la actua-
lización de aquellos formadores y gestores 
que quieran mejorar sus conocimientos. 

2. En las acciones formativas desarrolladas al 
amparo del presente Programa que se finan-
cien por fondos propios y por fondos cofinan-
ciados por el Programa Operativo del Fondo 
Social Europeo de Andalucía, podrán partici-
par tanto personas ocupadas como personas 
desempleadas sin ninguna limitación. 

En las acciones formativas desarrolladas al 
amparo del presente Programa que se finan-
cien con fondos que provengan de la Adminis-
tración General del Estado, la participación de 
personas ocupadas podrá ser del cuarenta por 
ciento como máximo. 

Dicha circunstancia se hará constar en la reso-
lución de concesión de la subvención. 

Artículo 41. Criterios de valoración y determi-
nación del importe de las subvenciones. 
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Los criterios de valoración y la determinación 
del importe de las subvenciones reguladas en 
esta sección se regirán por lo dispuesto en la 
Sección tercera del presente capítulo. 

SECCIÓN 5.ª DE LAS BECAS Y AYUDAS A 
LOS PARTICIPANTES DESEMPLEADOS/AS 

Artículo 42. Becas de asistencia para perso-
nas con discapacidad y otros colectivos con 
especiales dificultades de acceso al mercado 
laboral. 
1. Podrán percibir una beca de asistencia, las 
personas desempleadas con discapacidad 
que participen en acciones formativas que 
cuenten con sesiones presenciales, siempre y 
cuando cumplan los requisitos contemplados 
en el apartado 5 del artículo 47. 

2. Tendrán la consideración de personas con 
discapacidad, aquellas que se les haya reco-
nocido un grado de minusvalía igual o superior 
al 33%, que se acreditará mediante los docu-
mentos que señala el Real Decreto 1414/2006, 
de 1 de diciembre, por el que se determina la 
consideración de persona con discapacidad 
a los efectos de la Ley 51/2003, de 2 de di-
ciembre, de Igualdad de oportunidades, no-
discriminación y accesibilidad universal de las 
personas con discapacidad, o normativa que 
lo sustituya. 

3. Asimismo, cuando la resolución de convoca-
toria lo contemple, podrán percibir esta beca 
determinados colectivos con especiales difi-
cultades de inserción. 

4. La cuantía de la beca será la señalada en el 
Anexo IV. 

Artículo 43. Ayudas de transporte. 
1. Las personas desempleadas que participen 
en las acciones formativas presenciales o se-
siones presenciales de acciones formativas 
mixtas, reguladas en la presente Orden, po-
drán tener derecho a una ayuda de transporte, 

siempre y cuando cumplan los requisitos esta-
blecidos en el apartado 5 del artículo 47. 

2. Podrán solicitar esta ayuda aquellas per-
sonas que para asistir al curso tengan que 
desplazarse de un municipio a otro o, estando 
dentro de un mismo municipio, de un núcleo de 
población a otro, siempre que la distancia en-
tre ambos sea al menos de 10 kilómetros. 

3. Cuando se utilice la red urbana de transpor-
tes públicos como medio de transporte para 
asistir a la formación, tendrán derecho a perci-
bir una ayuda. De no existir medio de transpor-
te público entre el domicilio del alumno/a y el 
del centro donde se realice el curso de forma-
ción, o bien si los horarios existentes no permi-
ten compatibilizar el uso de la red pública de 
transporte con el del curso, se podrá tener de-
recho a esta ayuda en concepto de transporte 
en vehículo propio. Las cuantías para una y 
otra ayuda son las fijadas en el Anexo IV. 

4. En el caso de que las personas desemplea-
das tengan que desplazarse a otros países, la 
ayuda de transporte incluirá el importe del bi-
llete en clase económica de los desplazamien-
tos inicial y final. 

Artículo 44. Ayudas de manutención y 
alojamiento. 
1. Podrán solicitar la ayuda de manutención 
las personas desempleadas que tengan que 
desplazarse para asistir al curso, siempre que 
entre el lugar de residencia y el municipio don-
de se imparta la formación medien, al menos, 
50 kilómetros y que el horario del curso sea de 
mañana y tarde. En el caso de que se trate de 
acciones formativas impartidas en la modali-
dad mixta, el alumnado sólo podrá percibirlas 
por la asistencia a sesiones presenciales. Las 
sesiones presenciales habrán de cumplir el re-
quisito establecido en el artículo 47.5. 

2. Se podrá solicitar la ayuda de alojamiento 
cuando, la persona tenga que desplazarse 
para asistir al curso y la distancia entre su re-
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sidencia y el lugar de impartición sea mayor de 
100 kilómetros. 

3. Las cuantías de las ayudas de manutención y 
alojamiento son las establecidas en el Anexo IV. 

4. No tendrán derecho a la percepción de estas 
ayudas las personas que se encuentren cursando o 
hayan solicitado cursar estudios de Formación Pro-
fesional reglada o universitaria en la provincia donde 
se imparta la acción formativa y tengan concedidas 
otras becas o ayudas para cursar estas enseñanzas. 

Artículo 45. Ayudas a la conciliación. 
1. Las ayudas previstas en este artículo tienen 
por objeto permitir a las personas desemplea-
das conciliar su asistencia a las acciones for-
mativas que cuenten con sesiones presencia-
les con el cuidado de hijos menores de 6 años 
o de familiares dependientes hasta el segundo 
grado, siempre que al inicio de la acción forma-
tiva cumplan los requisitos siguientes: 

a) No haber rechazado ofertas de trabajo ade-
cuadas ni haberse negado a participar en acti-
vidades de promoción, formación o reconver-
sión profesional en el plazo de un mes desde 
que se agotase el subsidio por desempleo o la 
prestación contributiva. 
b) Carecer de rentas de cualquier clase superio-
res al setenta y cinco por ciento del «Indicador 
público de renta de efectos múltiples» (IPREM). 
Se entenderá cumplido este requisito siempre 
que la suma de las rentas de todos los inte-
grantes de la unidad familiar, incluido el solici-
tante, dividida por el número de miembros que 
la componen no supere el setenta y cinco por 
ciento del IPREM. A estos efectos, computará 
como renta el importe de los salarios sociales, 
las rentas mínimas de inserción o las ayudas 
análogas de asistencia social concedidas por 
las Comunidades Autónomas. Que cumplan los 
requisitos contemplados en el artículo 47.5 

2. La cuantía de la ayuda a la conciliación con-
templada en este artículo será la establecida 
en el Anexo IV. 

Artículo 46. Cómputo a efectos de renta. 
Las ayudas para suplir los gastos de transpor-
te, manutención y alojamiento previstas en 
esta Orden no se computarán como renta a 
efectos de lo indicado en el artículo 215.3.2 del 
Texto Refundido de la Ley General de la Se-
guridad Social, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 1/1994, de 20 de junio. 

Artículo 47. Procedimiento de concesión y 
justificación de las becas y ayudas. 
1. Las becas y ayudas habrán de solicitarse ante 
la Dirección Provincial del Servicio Andaluz de 
Empleo correspondiente al lugar donde se im-
parte el curso, según modelo normalizado que 
estará disponible en la página web del Servicio 
Andaluz de Empleo. El plazo para presentar la 
solicitud será de veinte días hábiles contados 
a partir del siguiente a la finalización del curso. 
La solicitud, se presentará en el modo previs-
to en el apartado 4 del artículo 90. 

2. Con la solicitud habrá de presentarse la 
documentación en que se fundamente el de-
recho, a saber: 

a) Para las ayudas de transporte público, de-
berán presentarse los títulos de viaje. 
b) Para las ayudas por desplazamiento en 
transporte privado, deberán presentarse cer-
tificado de empadronamiento y residencia. 
c) Para la ayuda por manutención deberán pre-
sentarse certificados de empadronamiento y 
residencia. 
d) Para las ayudas por alojamiento, deberán 
presentarse certificados de empadronamien-
to y residencia, contrato de arrendamiento, 
facturas de hospedaje o cualquier otro docu-
mento admitido en Derecho. 
e) Para las ayudas de transporte, manutención 
y alojamiento deberá presentarse billetes, 
facturas y demás documentos acreditativos 
tanto del gasto, como, del pago. 
f) Para la beca por discapacidad, la condición 
de discapacidad deberá acreditarse mediante 
certificado expedido por la Consejería compe-
tente en materia de igualdad y bienestar so-
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cial o por el Instituto de Mayores y Servicios 
Sociales (Imserso). 
g) Para las ayudas a la conciliación de la vida 
familiar y laboral: Libro de Familia y cualquier 
otro documento que acredite fehacientemen-
te el cumplimiento de los requisitos exigidos. 

3. El plazo máximo para resolver y notificar 
la resolución del procedimiento será de tres 
meses contados a partir de la fecha en que la 
solicitud haya tenido entrada en el registro del 
órgano competente para su tramitación, trans-
currido el cual podrá entenderse desestimada 
la solicitud. Contra la Resolución se podrá in-
terponer recurso potestativo de reposición 
ante el mismo órgano que los dictó. 

4. Constituirá causa de pérdida del derecho a 
la percepción de estas ayudas y becas, el he-
cho de que el alumno/a que incurra en tres o 
más faltas de asistencia no justificadas al mes 
en cada curso. En todo caso, no se tendrá dere-
cho a percibir las ayudas de transporte y ma-
nutención que correspondan a los días en los 
que no se asista a la formación. La pérdida del 
derecho a estas ayudas tendrá lugar desde el 
día en que se produzca el motivo de exclusión 
del curso. 

5. El derecho a la percepción de las becas y 
ayudas recogidas en este capítulo exigirá que 
la jornada lectiva del curso no sea inferior a 
cuatro horas diarias y devengarán a partir 
del día del inicio del curso. No obstante para 
las ayudas de alojamiento y manutención los 
cursos deberán tener una duración mínima 
de seis horas diarias y podrán computar el día 
inmediatamente anterior y posterior a las fe-
chas de inicio y finalización del mismo. 

6. El Servicio Andaluz de Empleo, podrá recla-
mar a los alumnos y alumnas las cantidades 
que, en concepto de ayudas o becas, hubieran 
percibido indebidamente, a través del procedi-
miento de reintegro previsto en el artículo 105. 

7. La justificación económica de las ayudas 
y becas reguladas en el presente capítulo se 

entiende realizada con la presentación de la 
documentación prevista en el apartado 2. 

SECCIÓN 6ª. DE LAS PRÁCTICAS PROFESIO-
NALES NO LABORALES 

Artículo 48. Las prácticas profesionales no 
laborales y el Plan formativo de actividades 
y evaluación. 
1. El Servicio Andaluz de Empleo promoverá 
la realización de prácticas profesionales no 
laborales o formación práctica en centros de 
trabajo para los participantes desempleados/
as de las acciones de Formación Profesional 
para el Empleo. Esta formación deberá estar 
relacionada con las competencias adquiridas 
en la acción formativa y se realizará en empre-
sas y entidades, sin que de ello se deduzca re-
lación laboral alguna entre éstas y el alumno/a. 
Los contenidos deberán recogerse en un Plan 
Formativo de Actividades y Evaluación que se 
fijará con la empresa donde el alumno/a reali-
ce las prácticas profesionales no laborales. 

2. El Plan Formativo de Actividades y Evalua-
ción incluirá las competencias a desarrollar 
durante la realización de las prácticas en la 
empresa o entidad, las diferentes actividades 
a realizar, los criterios de evaluación y los in-
dicadores para medir el nivel alcanzado por el 
alumnado en las prácticas. 

3. Las entidades beneficiarias de las accio-
nes formativas deberán garantizar que las 
personas participantes tengan cubierto el 
riesgo de accidente derivado de la asistencia 
a las prácticas en empresas y podrán tener 
derecho a las becas y/o ayudas reguladas en 
la Sección Quinta. 

Artículo 49. Duración de las prácticas profe-
sionales. 
1. La duración del periodo de prácticas profe-
sionales estará en proporción con la acción 
formativa, no pudiendo superar en ningún 
caso la duración de la misma. En la formación 
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conducente a la obtención de Certificados de 
Profesionalidad, la duración de las prácticas 
será la que determinen las normas específicas 
que regulen los mismos. 

2. Las prácticas profesionales se podrán rea-
lizar durante el desarrollo de la acción forma-
tiva o una vez finalizada ésta. En este caso, no 
deberán transcurrir más de treinta días entre 
la finalización del curso y el comienzo de las 
prácticas. En el caso de que, por razones de 
producción o estacionalidad, la empresa don-
de se vayan a realizar las prácticas estuvie-
se cerrada o le fuese imposible acoger a los 
alumnos/as, podrá retrasarse el comienzo 
de dichas prácticas con el consentimiento de 
los mismos. En caso de negativa por parte del 
alumnado, el Centro de Formación propondrá 
otras empresas alternativas. 

3. La jornada de prácticas contará con un mí-
nimo de cuatro y un máximo de seis horas dia-
rias, y deberá ajustarse al horario de la empre-
sa donde se realicen. 

Artículo 50. Tutor o tutora de prácticas. 
Las empresas designarán entre sus emplea-
dos uno o varios/as tutores/as de prácticas 
que serán los responsables del desarrollo 
y evaluación del Plan de Formación de acti-
vidades en la empresa. Entre sus funciones 
estará: 

a) Asesoramiento del alumnado y supervisión 
de su actividad. 
b) Elaboración, en colaboración con la entidad 
responsable del desarrollo del curso, del Plan 
de Formación de Actividades y el calendario 
de tutorías. 
c) Establecimiento de los calendarios y distri-
bución horaria de los alumnos en las distintas 
tareas y procesos a realizar en la empresa. 
d) Velar por el cumplimiento de las normas de 
seguridad e higiene en el trabajo por parte de 
los alumnos 
e) Realización de la evaluación de las Prácticas. 

Artículo 51. Convenios de prácticas profesionales. 
1. Para la realización de las prácticas profesio-
nales, el Servicio Andaluz de Empleo suscribirá 
Convenios de Colaboración con las entidades 
beneficiarias y las empresas donde se reali-
cen las prácticas. Dichos convenios deberán 
contener al menos la siguiente información: 
número de alumnos, especialidad formativa, 
lugar, duración, horarios y contenido del Plan 
Formativo de actividades y evaluación, en el 
que, como mínimo, se deberán incluir las ta-
reas y procesos a realizar en la empresa por 
parte del alumnado y el sistema de tutorías 
para el seguimiento y la evaluación. 

2. Antes del comienzo de las prácticas se pondrán 
en conocimiento de la Inspección de trabajo y de 
los representantes legales de los trabajadores/
as en las empresas los acuerdos o convenios que 
se suscriban al efecto, así como una relación de 
los participantes en las prácticas. 

Artículo 52. Certificación de las prácticas. 
Las empresas donde se realicen las prácticas 
certificarán las mismas según modelo norma-
lizado. Esta certificación hará referencia a que 
la actividad se ha realizado bajo el convenio 
firmado con el Servicio Andaluz de Empleo, 
especificando la duración y la especialidad 
formativa objeto de las prácticas. 

Artículo 53. Ayudas a las empresas para la 
realización de las prácticas. 
1. El Servicio Andaluz de Empleo podrá desti-
nar hasta un máximo de seis euros por hora y 
alumno para compensar la realización de las 
mismas en aquellos programas que estime 
oportuno. Esta compensación se otorgará 
mediante concesión directa según el régimen 
establecido en el Real Decreto 357/2006, de 
24 de marzo, por el que se regula la concesión 
directa de determinadas subvenciones en los 
ámbitos del empleo y de la formación profe-
sional ocupacional. 

2. Esta ayuda se destinará a las empresas en 
las que el alumnado realice las prácticas. 
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3. La justificación de la realización de las prác-
ticas se realizará ante el Servicio Andaluz de 
Empleo en los términos previstos en el Conve-
nio o Acuerdo suscrito a tal efecto. 

CAPÍTULO III 
ACCIONES DE INVESTIGACIÓN E INNOVACIÓN 

Artículo 54. Finalidad de las acciones de in-
vestigación e innovación. 
El presente capítulo tiene por finalidad el es-
tablecimiento de las bases que regulan la con-
cesión de subvenciones públicas destinadas a 
la realización de las acciones de investigación 
e innovación previstas en el artículo 27 del De-
creto 335/2009, de 22 de septiembre. 

Las acciones de investigación e innovación 
tienen por objeto contribuir a la mejora de la 
Formación Profesional para el Empleo poten-
ciando la calidad de la formación de las perso-
nas trabajadoras ocupadas y desempleadas 
así como difundiendo y promoviendo el con-
junto del subsistema de Formación Profesio-
nal para el Empleo. 

Artículo 55. Objetivos de las acciones de in-
vestigación e innovación. 
Las acciones de investigación e innovación 
responderán a los siguientes objetivos gene-
rales: 

a) Actualizar la información disponible sobre 
la situación económica, empresarial y laboral 
de los sectores de actividad económica y la 
repercusión que tienen los cambios tecnoló-
gicos y organizativos sobre la competitividad 
de las empresas y la cualificación de los traba-
jadores/as. 
b) Ampliar el conocimiento de aquellas mate-
rias y temáticas que pueden afectar de mane-
ra general y transversal a la Formación Profe-
sional para el Empleo. 
c) Desarrollar los instrumentos, metodologías 
y herramientas que contribuyan a la mejora de 
la planificación, organización, desarrollo, im-

partición y evaluación de una Formación Pro-
fesional para el Empleo de calidad. 
d) Mejorar la ordenación de la Formación Pro-
fesional para el Empleo en los distintos ám-
bitos de competencia profesional, teniendo 
como referente el Sistema Nacional de Cuali-
ficaciones Profesionales, y desarrollar los cri-
terios y estándares de calidad que faciliten la 
adecuación de la formación a sus objetivos. 
e) Analizar y promover los procedimientos de 
acceso a la formación de las pequeñas y me-
dianas empresas y de los trabajadores/as con 
mayores dificultades de integración laboral. 
f) Difundir y promocionar el subsistema de 
formación profesional para el empleo y los re-
sultados que se obtengan de las acciones de 
investigación e innovación, garantizando así 
su mayor repercusión y su efecto transferible. 
g) Analizar y desarrollar los mecanismos que 
faciliten la inserción o reinserción laboral de 
los trabajadores/as desempleados/as en 
aquellos ámbitos que requiere el sistema pro-
ductivo andaluz. 

Artículo 56. Requisitos de las entidades solici-
tantes, acreditación y límites de participación. 
1. Podrán ser beneficiarias de estas subven-
ciones, las empresas, entidades u organiza-
ciones que se encuentren de alta en la Segu-
ridad Social, tengan experiencia acreditada 
en el ejercicio de estudios, investigaciones o 
proyectos de naturaleza similar a los incluidos 
en el presente capítulo y que, observando las 
bases y criterios establecidos, se ajusten a las 
modalidades de acciones subvencionables y 
requisitos que regula la presente norma. 

2. Sin perjuicio de los requisitos generales del 
párrafo anterior, la resolución de convocatoria 
podrá establecer otros requisitos en función 
del tipo de acción a subvencionar, según lo es-
tablecido en el artículo 57, cuando existan ra-
zones de interés público que así lo aconsejen. 

3. No podrán solicitar este tipo de subvencio-
nes las Administraciones Públicas, ni las enti-
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dades que según el art. 13 de la LGS no puedan 
obtener la condición de beneficiarias. 

Artículo 57. Tipos de acciones de investiga-
ción e innovación subvencionables. 
Las acciones de investigación e innovación se 
adecuarán a los siguientes tipos: 

1. Acciones de prospección y análisis. Estas ac-
ciones estarán destinadas a profundizar en el 
conocimiento de los factores que configuran 
las demandas de formación, de los problemas 
y necesidades específicas de formación en 
los distintos sectores económicos o ámbitos 
territoriales y de otras materias que afectan 
de manera general a la Formación Profesional 
para el Empleo, con el fin de anticiparse a los 
cambios en las cualificaciones profesionales 
y adaptar los módulos formativos de acuerdo 
con lo que se establezca en la normativa regu-
ladora de los Certificados de Profesionalidad. 
Asimismo, facilitarán a los agentes implicados 
la información necesaria para que la forma-
ción profesional proporcione a los trabajado-
res/as desempleados/as y ocupados/as los 
conocimientos y prácticas adecuadas a las 
competencias profesionales requeridas en el 
mercado de trabajo. 

Igualmente, estas acciones tendrán entre sus 
fines conocer las necesidades formativas de 
los trabajadores/as con mayor dificultad de 
inserción o de mantenimiento en el mercado 
de trabajo, a los que se refiere el artículo 5.3 
del Real Decreto 395/2007, de 23 de marzo, y 
de las pequeñas y medianas empresas. 
La planificación y seguimiento de estas accio-
nes se realizará en colaboración con el Siste-
ma de Prospección Permanente del Mercado 
de Trabajo de Andalucía. 

2. Acciones para la elaboración y experimenta-
ción de productos, técnicas y/o herramientas 
de carácter innovador de interés para la mejo-
ra de la Formación Profesional para el Empleo. 
Estas acciones están destinadas a facilitar a 
las empresas y los distintos agentes que par-

ticipan en la gestión de la formación de los tra-
bajadores/as desempleados/as y ocupados/
as, los instrumentos que les permitan mejorar 
su organización, planificación y desarrollo. 

Tendrán especial consideración aquellas ac-
ciones referidas a herramientas y metodolo-
gías de aprendizaje basadas en nuevas tec-
nologías de información y comunicación que 
extiendan la formación a los trabajadores/as 
de pequeñas empresas. 

3. Acciones de evaluación de la Formación 
Profesional para el Empleo. Estas acciones 
estarán destinadas a realizar procesos de 
evaluación de la formación impartida en los 
diferentes sectores de actividad económica o 
ámbitos territoriales y a desarrollar metodo-
logías y herramientas de evaluación para que 
puedan ser aplicados por quienes participan 
y gestionan la formación, con el fin de mejorar 
su calidad. 

4. Acciones de promoción y difusión de la For-
mación Profesional para el Empleo. Estas ac-
ciones irán destinadas a la difusión de las acti-
vidades vinculadas a la Formación Profesional 
para el Empleo. Dentro de este apartado po-
drán financiarse acciones relacionadas con: 

a) Desarrollo de material de difusión de cara a 
la sensibilización de la población de trabajado-
res hacia la formación para el empleo. 
b) Organización de Jornadas de difusión de las 
características del nuevo modelo de forma-
ción, del enfoque de la orientación y formación 
para el empleo a través de competencias, del 
Sistema Nacional de Cualificaciones y Forma-
ción Profesional, así como del funcionamiento 
del sistema de acreditación de la experiencia 
laboral. 
c) Cualquier medida de promoción directa que 
favorezca la difusión de la Formación Profe-
sional para el Empleo. 

5. Acciones de información y orientación, con 
el objetivo de desarrollar la mejora de los mé-
todos, herramientas y mejora de la calidad de 
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las actuaciones en esta materia, en el marco 
del Sistema Nacional de Cualificaciones y For-
mación Profesional. 

6. Otras acciones que el Servicio Andaluz de 
Empleo considere de interés para la mejora de 
la Formación Profesional para el Empleo. 

Artículo 58. Jornadas técnicas de difusión de 
los productos finales. 
1. Todos los proyectos, a excepción de las ac-
ciones de promoción y difusión, podrán incluir 
la celebración de una jornada técnica que 
tenga por objeto la difusión de sus productos 
finales, así como la generación de propuestas 
alternativas y sugerencias sobre los resulta-
dos de los mismos. 

2. Aquellos proyectos que incluyan la cele-
bración de una jornada técnica de difusión, 
deberán comprometer su realización en la 
solicitud. 

Artículo 59. Documentación técnica que 
acompaña a la solicitud. 
La solicitud se dirigirá al órgano competente 
para su resolución, de conformidad con lo dis-
puesto por el artículo 89 y vendrá acompaña-
da de una memoria del proyecto, que deberá 
incluir la descripción de la planificación y de-
sarrollo del mismo, el ámbito de aplicación, 
los objetivos, la metodología, la experiencia y 
cualificación del equipo técnico de trabajo, el 
calendario de ejecución y los recursos huma-
nos puestos a disposición del proyecto. 

Artículo 60. Criterios de valoración técnica 
de las solicitudes. 
1. Para la valoración de las acciones se tendrán 
en cuenta los siguientes criterios: 

a) Adecuación de la actividad a realizar a las 
exigencias técnicas de los distintos tipos de 
acciones financiables, que se especificarán en 

la convocatoria y en las prescripciones técni-
cas que se establezcan para cada una de ellas. 
b) Capacidad acreditada para desarrollar las 
acciones contenidas en la solicitud, tanto de 
la entidad solicitante como de las que cola-
boran en la ejecución de las mismas, teniendo 
en cuenta la experiencia anterior y los medios 
personales y materiales puestos a disposición 
de la ejecución de las acciones. 
c) Adecuación del presupuesto al proyecto. 

2. La ponderación otorgada a cada uno de es-
tos criterios se establecerá en las convocato-
rias, en función de las necesidades detectadas 
en el mercado de trabajo andaluz. 

Artículo 61. Determinación de la subvención. 
1. Ordenadas las solicitudes en función de su 
valoración técnica, la subvención a otorgar se 
calculará teniendo en cuenta las actividades a 
realizar, la cantidad solicitada, las especifica-
ciones de financiación, el número de proyec-
tos a financiar y los costes máximos que se 
indican en el apartado 3 de este artículo. 

2. Se consideran gastos financiables a los 
efectos previstos en el presente capítulo, 
aquéllos que de manera indubitada respondan 
a la naturaleza de la actividad subvencionada 
y que hayan sido realizados y efectivamente 
pagados desde la fecha de inicio del período 
de ejecución de la acción subvencionada fijada 
en la Resolución de concesión hasta la finali-
zación del plazo de justificación. A los efectos 
de este capítulo, se considerarán costes finan-
ciables los costes directos y los costes asocia-
dos, que se especifican en el Anexo III. Si en el 
presupuesto presentado por la entidad se de-
tectaran costes no elegibles se descontarían 
del presupuesto solicitado para calcular la 
subvención del proyecto. 

3. Las convocatorias podrán establecer los 
costes máximos financiables para cada una de 
las tipologías de acciones descritas en el artí-
culo 57. En cualquier caso, no será subvencio-
nable la edición y distribución de copias de los 
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productos desarrollados, así como aquellas 
adaptaciones que únicamente supongan una 
mera transposición de productos ya existen-
tes de un soporte a otro. 

Artículo 62. Ejecución de las acciones. 
1. La entidad beneficiaria deberá remitir copia 
de todos los instrumentos y soportes a utilizar 
en el desarrollo de la acción objeto de subven-
ción tan pronto como éstos sean diseñados y 
con anterioridad a su aplicación. 

2. En el caso de las acciones de investigación 
e innovación que desarrollen algún aplicativo 
informático, la entidad beneficiaria deberá 
proceder a: 

a) Facilitar a la Dirección General competente 
en materia de Formación Profesional para el 
Empleo el acceso a la plataforma y software 
necesarios para la utilización de los produc-
tos. 
b) Facilitar la inclusión de las herramientas 
informáticas en el Repositorio de Software 
Libre de la Junta de Andalucía en los términos 
previstos en el artículo 64. 
c) Adecuar los trabajos a los estándares y di-
rectrices marcadas por la Junta de Andalucía. 

3. Cuando se desarrollen jornadas de difusión 
de productos finales, se remitirá con suficien-
te antelación la planificación de las mismas al 
Servicio Andaluz de Empleo. 

4. El Servicio Andaluz de Empleo establecerá 
los mecanismos oportunos para el seguimien-
to de las acciones con el fin de supervisar el 
desarrollo de las mismas. 

Artículo 63. Productos finales. 
Las entidades beneficiarias están obligadas 
a presentar junto a la justificación económica 
de la acción desarrollada, el correspondiente 
producto final. 

Artículo 64. Repositorio de Software Libre para 
las acciones de investigación e innovación. 
De conformidad con lo establecido en la Orden 
de 21 de febrero de 2005, sobre disponibilidad 
pública de los programas informáticos de la 
Administración de la Junta de Andalucía y de 
sus Organismos Autónomos, los sistemas de 
información desarrollados a través de las ac-
ciones de investigación e innovación pasarán a 
formar parte del repositorio de software libre 
de la Junta de Andalucía, en las condiciones es-
pecificadas en la citada Orden. 

Las aplicaciones desarrolladas serán publi-
cadas en el Repositorio de Software Libre de 
la Junta de Andalucía, viniendo acompañada 
además, junto con el software, de la docu-
mentación completa, en formato electrónico, 
referente tanto al análisis y descripción de la 
solución así como del correspondiente manual 
de usuario, con objeto de que este software 
pueda fácilmente ser usable por otras Admi-
nistraciones Públicas. Dichas administracio-
nes interesadas en este software tendrán que 
realizar una solicitud previa a la Consejería im-
pulsora de dicho software para poder realizar 
la implantación del mismo. 

CAPÍTULO IV 
DEL FICHERO ANDALUZ DE ESPECIALIDA-
DES FORMATIVAS 

Artículo 65. El Fichero Andaluz de Especiali-
dades Formativas. 
1. Se crea por el Servicio Andaluz de Empleo 
el Fichero Andaluz de Especialidades Forma-
tivas en el que constan, encuadradas en las 
familias profesionales que se establecen en 
el Real Decreto 1128/2003, de 5 de septiembre 
por el que se regula el Catálogo Nacional de 
Cualificaciones Profesionales, las siguientes 
especialidades: 

a) Las especialidades formativas incluidas en 
el Fichero de Especialidades Formativas del 
Servicio Público de Empleo Estatal, que in-
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cluyen tanto las dirigidas a la obtención de los 
Certificados de Profesionalidad como otras 
especialidades aprobadas por el citado Servi-
cio Público de Empleo Estatal. 
b) Las especialidades programadas al amparo 
de los Planes de Formación dirigidos priori-
tariamente a personas ocupadas, que serán 
incluidas por el Servicio Público de Empleo Es-
tatal en el Fichero de Especialidades Formati-
vas del Servicio Público de Empleo Estatal, en 
la forma prevista en el apartado 3 del artículo 
7 de la Orden TAS 718/2008, de 7 de marzo. 
c) Las especialidades formativas que incluyan 
compromiso de contratación. 
d) Otras especialidades referidas a ocupa-
ciones con una relevante significación para 
el empleo en la Comunidad Autónoma de An-
dalucía o relativas a los sectores económicos 
emergentes. 

2. El Fichero estará adscrito a la Dirección 
General competente en materia de Formación 
Profesional para el Empleo del Servicio Anda-
luz de Empleo que lo mantendrá permanente-
mente actualizado. 

3. Podrán solicitarse al amparo de las con-
vocatorias de subvenciones reguladas en la 
presente orden, las especialidades formati-
vas que previamente estén incluidas en el Fi-
chero Andaluz de Especialidades Formativas, 
excepto en el supuesto de las acciones con 
compromiso de contratación y las acciones 
de los Planes dirigidos prioritariamente a tra-
bajadores ocupados que se incluirán de oficio 
por el Servicio Público de Empleo Estatal, en 
la forma prevista en el apartado 3 del artículo 
7 de la Orden TAS 718/2008, de 7 de marzo, y 
aquellas acciones correspondientes al Pro-
grama para personas ocupadas en pequeñas 
y medianas empresas, empresas de economía 
social y autónomos que por su duración o con-
tenidos específicos no existan en el Fichero se 
incluirán de oficio por el Servicio Andaluz de 
Empleo tras la aprobación de las mismas. 

4. Todo lo indicado en el apartado anterior po-
drá exceptuarse para el caso del Programa de 

Formación e Inserción Sociolaboral, para colec-
tivos con especiales dificultades de inserción, 
así como los Proyectos Formativos de carácter 
sectorial y territorial, cuando así se establezca 
en la correspondiente convocatoria. 

Artículo 66. Contenido mínimo del Fichero. 
1. Para cada especialidad formativa el Fi-
chero, dispondrá, al menos, de la siguiente 
información: 

a) Familia y área profesional. 
b) Código. 
c) Denominación. 
d) Duración. 
e) Nivel de cualificación profesional. 
f) Relación de módulos formativos. 
g) Número mínimo y máximo de alumnos. 
h) Módulos económicos máximos. 
i) Instalaciones, dotaciones y equipamiento 
requerido. 
j) Requisitos del profesorado. 
k) El perfil y nivel de acceso de los trabajado-
res y trabajadoras a los que va dirigida. 
l) Código de ocupación de la clasificación de 
ocupaciones vigente a las que da cobertura 
formativa. 
m) En el caso de tratarse de especialidades 
formativas dirigidas a la obtención de Certi-
ficados de Profesionalidad, incluirá además 
el referente normativo, las unidades de com-
petencia, los módulos formativos y unidades 
formativas, cuando proceda, y el módulo de 
prácticas profesionales no laborales que lo 
componen. 

2. Toda esta información se hará constar en 
los Programas Formativos de cada especiali-
dad, que estarán disponibles en la página web 
del Servicio Andaluz de Empleo. 

Artículo 67. Solicitud de inclusión de nuevas 
especialidades en el Fichero. Plazos. 
1. La solicitud de alta en el Fichero de las espe-
cialidades formativas que incluyan compromi-
so de contratación y las incluidas en los conve-
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nios para la ejecución de Planes de Formación 
se realizará conJuntamente con la solicitud de 
subvención, entendiéndose implícita tal solici-
tud de alta con la presentación de ésta última. 

2. El alta en el Fichero Andaluz de las especia-
lidades formativas a las que se refiere el apar-
tado 1d) del artículo 65, se solicitará con carác-
ter general con anterioridad a la convocatoria 
de presentación de solicitudes de subvención. 
No obstante, la Dirección General con compe-
tencia en materia de Formación Profesional 
para el Empleo, podrá, en cualquier momento, 
incluir nuevas especialidades en el Fichero, 
cuando las necesidades de formación del mer-
cado laboral requieran con carácter urgente 
dicha previsión. 

3. Las Entidades o Centros de Formación 
Profesional para el Empleo pueden proponer 
al Servicio Andaluz de Empleo que, a su vez 
solicite al Servicio Público de Empleo Estatal 
la inclusión de nuevas especialidades o modi-
ficaciones de las ya existentes en el Fichero 
de Especialidades Formativas del Servicio 
Público de Empleo Estatal. Para ello, presen-
tarán al Servicio Andaluz de Empleo, solicitud 
dirigida a la Dirección General competente 
en materia de Formación Profesional para el 
Empleo, acompañada de informe motivado de 
las necesidades de formación, en relación con 
el mercado de trabajo y del correspondiente 
Programa Formativo. Una vez estudiada, se 
evaluará y emitirá informe que se comunicará 
al interesado y se dará trámite ante el Servicio 
Público de Empleo Estatal. 

Artículo 68. Procedimiento de inclusión de 
nuevas especialidades en el Fichero. 
1. La solicitud de alta de las especialidades a 
las que se refiere el apartado 1.d) del artículo 
65 y el apartado 3 del artículo 67, contendrá 
al menos la información a la que se refiere al 
artículo 66 y, acompañada de un informe mo-
tivado de las necesidades de formación en re-
lación con el mercado de trabajo, irá dirigida a 
la persona titular de la Dirección General com-

petente en materia de Formación Profesional 
para el Empleo. 

2. Las solicitudes serán suscritas por la per-
sona representante legal de la entidad solici-
tante y formuladas en los distintos modelos 
normalizados que estarán disponibles para su 
cumplimentación y presentación en la página 
web del Servicio Andaluz de Empleo (www.
Juntadeandalucia.es/servicioandaluzdeem-
pleo). Igualmente estarán a disposición de los 
interesados en las Direcciones Provinciales 
del Servicio Andaluz de Empleo. 

3. Las solicitudes, que preferentemente han 
de ser cumplimentadas por vía telemática, po-
drán presentarse junto con la documentación 
requerida: 

a) En el Registro de la Consejería competente 
en materia de empleo o, en su defecto, en cual-
quiera de los órganos previstos en el artículo 
38.4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, 
de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común y en los registros establecidos en el ar-
tículo 82 de la Ley 9/2007, de 22 de octubre. 
b) Telemáticamente, a través de la Oficina Vir-
tual del Servicio Andaluz de Empleo. 

4. Si la solicitud no reúne los requisitos exi-
gidos o no se acompañasen los documentos 
preceptivos, el órgano competente para su 
tramitación requerirá al interesado para que 
subsane la falta o acompañe los documentos 
preceptivos en el plazo máximo e improrroga-
ble de diez días, con indicación de que si así no 
lo hiciera se tendrá por desistido de su solici-
tud, previa resolución, que deberá ser dictada 
en los términos previstos en el artículo 42.1 de 
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre. 

Este requerimiento de subsanación podrá 
realizarse mediante notificación telemática, 
siempre que el interesado hubiera expresado 
en la solicitud su consentimiento para ello, 
conforme al artículo 15 del citado Decreto 
183/2003 de 24 de junio. 
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5. La competencia para resolver tal inclu-
sión corresponde a la persona titular de la 
Dirección General competente en materia 
de Formación Profesional para el Empleo del 
Servicio Andaluz de Empleo en el supuesto 
de las especialidades previstas en el artículo 
65.1.d) y a la persona designada por el Servicio 
Público de Empleo Estatal en los supuestos 
contemplados en el artículo 67.3. 

6. El plazo para resolver y notificar la inclusión 
prevista en el 65.1.d) es de tres meses desde la 
presentación de la solicitud, debiendo entenderse 
desestimada en caso de silencio administrativo. 

7. El Servicio Andaluz de Empleo inscribirá de 
oficio las especialidades formativas referidas 
a ocupaciones con una relevante significación 
para el empleo en la comunidad autónoma de 
Andalucía o relativas a sectores económicos 
emergentes, que considere oportunas. 

8. Se realizará de oficio, previa validación por 
el Servicio Público de Empleo Estatal, la inclu-
sión en el Fichero de Especialidades Formati-
vas de aquellas especialidades que no estan-
do incorporadas al mismo, sean incluidas en 
el marco de las programaciones que incluyan 
compromiso de contratación y los convenios 
para la ejecución de Planes de Formación, en 
la forma prevista en el artículo 7 de la Orden 
TAS 718/2008, de 7 de marzo. 

Artículo 69. Bajas y modificaciones de espe-
cialidades. 
1. La baja de especialidades formativas en el 
Fichero, así como las modificaciones de las 
mismas, se publicarán en la página web del Ser-
vicio Andaluz de Empleo especificando la fecha 
en la que una especialidad causará baja en el 
Fichero. Dicha publicación se realizará con una 
antelación mínima de nueve meses respecto a 
la fecha efectiva de baja de dicha Especialidad. 

2. No se podrá iniciar la formación respecto de 
aquellas especialidades que se encuentren en 
situación de baja. 

CAPÍTULO V 
DE LOS CENTROS Y ENTIDADES DE FOR-
MACIÓN PROFESIONAL PARA EL EMPLEO Y 
DEL REGISTRO DE CENTROS Y ENTIDADES 
DE FORMACIÓN PROFESIONAL PARA EL EM-
PLEO EN ANDALUCÍA 

Artículo 70. Registro de Centros y Entidades 
colaboradoras en materia de Formación para 
el Empleo en Andalucía 
1. Se crea por el Servicio Andaluz de Empleo el 
Registro de Centros y Entidades de Formación 
Profesional para el Empleo en Andalucía que es-
tará adscrito a la Dirección General competen-
te en materia de Formación Profesional para el 
Empleo del Servicio Andaluz de Empleo. 

2. En dicho Registro deberán estar inscritas o 
acreditadas, en su caso, todas las entidades 
y centros que participen en los programas de 
Formación Profesional para el Empleo de la 
Comunidad Autónoma de Andalucía regula-
dos en la presente Orden. 

3. Asimismo, deberán estar inscritos o acre-
ditados según el procedimiento que se arbi-
tre a tal efecto, los centros móviles que desa-
rrollen Formación Profesional para el Empleo 
en Andalucía. 

4. El Servicio Andaluz de Empleo, a través de la 
Dirección General competente en materia de 
Formación Profesional para el Empleo, inscribi-
rá o acreditará de oficio en el Registro a los Cen-
tros Públicos de Formación Profesional para el 
Empleo regulados en el apartado a) del artículo 
29 del Decreto 335/2009 de 22 de septiembre. 

5. Los Centros y Entidades inscritas o acredi-
tadas habrán de someterse a los controles y 
auditorías de calidad que establezca el Servi-
cio Andaluz de Empleo y en su caso el Servicio 
Público de Empleo Estatal. 

Artículo 71. Contenido del Registro. 
El Registro contendrá al menos la siguiente 
información: 



112

a) Denominación de la Entidad. 
b) Número de registro de la Entidad. 
c) Datos relativos al representante legal de la 
entidad. 
d) Datos del Centro o Centros asociados a 
cada Entidad, incluyendo un número identifi-
cativo para cada uno de ellos. 
e) Datos de las especialidades formativas con 
que cuenta cada centro inscrito o acreditado. 
f) Datos relativos a la valoración del Centro, 
derivados de los controles y auditorías de cali-
dad que se realicen. 

Artículo 72. Centros y Entidades colaborado-
ras acreditadas e inscritas. 
1. A los efectos de la presente Orden se en-
tiende por Centros y Entidades acreditadas, 
aquellas que impartan formación conducente 
a la obtención de Certificados de Profesiona-
lidad, debiendo cumplir los requisitos estable-
cidos en la normativa específica reguladora de 
cada certificado. La acreditación del centro o 
entidad se realizará para cada Certificado de 
Profesionalidad. 

2. Se entiende por Centros y Entidades ins-
critas, aquellas que impartan formación no 
conducente a la obtención de Certificados de 
Profesionalidad y que cumplan los requisitos 
del Programa Formativo de cada especialidad. 
Para cada especialidad se solicitará la inscrip-
ción correspondiente. 

3. La identificación de los Centros y Entidades 
inscritas o acreditadas se realizará siguiendo 
las instrucciones que se dicten desde el Ser-
vicio Andaluz de Empleo, tanto en lo relativo a 
la señalética de los mismos, como a la imagen 
utilizada en el desarrollo de su actividad. 

Artículo 73. Requisitos para la inclusión en el 
Registro como Centro o Entidad acreditada. 
1. Para su inclusión en el Registro como centro 
acreditado, los centros y entidades, han de 
cumplir, para cada especialidad formativa que 
deseen acreditar, los siguientes requisitos, 

que deberán ser certificados mediante la co-
rrespondiente documentación que se acom-
pañará a la solicitud: 

a) Cumplir los requisitos establecidos en los 
correspondientes Reales Decretos de cada 
Certificado de Profesionalidad. 
b) Disponer de los espacios, instalaciones y 
recursos requeridos en los programas forma-
tivos asociados a cada uno de los certificados 
de profesionalidad. 
c) Disponer de espacios e instalaciones co-
munes adecuados para los trabajadores/as y 
formadores del centro, debiendo contar como 
mínimo con los siguientes: 

1.º Espacio destinado a la atención personali-
zada del alumnado. 

2.º Lavabos y servicios higiénico-sanitarios en 
número adecuado a la capacidad del centro. 
2. Los centros o entidades podrán proponer 
para cada aula la acreditación de todas aque-
llas especialidades que requieran las condicio-
nes que posee la misma, sin límite alguno. 

Artículo 74. Requisitos para la inclusión en 
el Registro como Centro o Entidad inscrita 
que imparten Especialidades en modalidad 
presencial. 
1. Para su inclusión en el Registro como Centro 
inscrito, los centros y entidades han de cum-
plir para cada especialidad formativa a inscri-
bir los siguientes requisitos, que deberán ser 
certificados mediante la correspondiente do-
cumentación que acompañará a la solicitud: 

a) Disponer de las instalaciones, equipamien-
tos informáticos, recursos y espacios adecua-
dos para impartir las especialidades objeto de 
inscripción, descritos en el correspondiente 
Programa Formativo del Fichero Andaluz de 
Especialidades Formativas. 
b) Aportar un compromiso de disponibilidad 
de personal docente adecuado para la impar-
tición de la especialidad de que se trate. 
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c) Poseer las condiciones higiénicas, acústi-
cas, de habitabilidad y de seguridad adecua-
das a las acciones a impartir. 
d) Disponer de espacios e instalaciones co-
munes adecuados para los trabajadores/as y 
formadores del centro, debiendo contar como 
mínimo con los siguientes: 

1.º Espacio destinado a la atención personali-
zada del alumnado. 

2.º Lavabos y servicios higiénico-sanitarios en 
número adecuado a la capacidad del centro. 

2. Aquellas entidades que, por las característi-
cas de los requerimientos de instalaciones de 
la parte práctica de la formación, no dispon-
gan de las mismas, pueden inscribirse como 
Centros y Entidades de Formación siempre 
que acrediten el correspondiente compromi-
so de disponibilidad de las mismas. 

3. Respecto al equipamiento y dotaciones for-
mativas, éstas deberán ser las adecuadas para 
impartir las especialidades formativas que se 
proponen, de conformidad con lo previsto en 
el correspondiente Programa Formativo, ad-
mitiéndose igualmente aquel equipamiento y 
dotación que, aún no apareciendo contempla-
do en el correspondiente Programa Formati-
vo, posibilite la impartición de los contenidos 
íntegros de la especialidad por suponer una 
modernización o avance tecnológico, en rela-
ción con lo previsto en aquél. 

4. Los centros o entidades podrán proponer 
para cada aula la inscripción de todas aquellas 
especialidades que requieran las condiciones 
que posee la misma, sin límite alguno. 

Artículo 75. Requisitos específicos para la in-
clusión en el Registro de Centros que impar-
ten formación a distancia o teleformación. 
Sin perjuicio de las exigencias establecidas en 
el artículo anterior, y en las disposiciones que 
establezca el desarrollo normativo del Real 
Decreto 395/2007, de 23 marzo, en lo relativo 

a la inscripción o acreditación de los centros 
que impartan especialidades en las modalida-
des distintas a la presencial, a estos centros 
se les exigirán los siguientes requisitos para 
su inclusión en el Registro: 

1. Para impartir la modalidad de teleforma-
ción, el centro dispondrá de, al menos, una pla-
taforma de teleformación que deberá ser ac-
cesible a través de un servidor con capacidad 
suficiente para todos los usuarios previstos y 
que deberá poseer al menos las siguientes he-
rramientas básicas: 

a) Herramientas de comunicación síncronas o 
asíncronas. 
b) Herramientas de evaluación, formativas y 
sumativas, del aprendizaje del alumnado. 
c) Herramientas que permitan desarrollar una 
variedad de metodologías formativas indivi-
duales y grupales. 
d) Herramientas de recursos que permitan in-
tegrar contenidos de diferentes formatos. 
e) Herramientas de gestión que permitan un 
seguimiento del proceso de aprendizaje del 
alumnado aportando información relevante 
tanto individualmente como del grupo. 
f) Herramientas de personalización que permi-
tan al alumnado conocer su propio progreso. 
La plataforma contará además con un perfil 
específico de usuario de control y seguimien-
to para facilitar el acceso al Servicio Andaluz 
de Empleo y realizar así el seguimiento de las 
acciones formativas que imparta el centro. 

Asimismo, el centro deberá adecuar la plata-
forma a fin de que los mecanismos de inscrip-
ción, de acceso a la misma y la imagen sean 
compatibles con el acceso desde la página 
web del Servicio Andaluz de Empleo, que fa-
cilitará la documentación técnica necesaria 
para dicha adecuación. 

Los contenidos de las acciones en la modali-
dad de teleformación deberán centrarse en 
facilitar la adquisición de competencias en el 
alumnado a través del uso de los elementos 
multimedia interactivos que en cada momen-
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to resulten más adecuados para asegurar un 
aprendizaje significativo del alumnado. 
Los centros que impartan la modalidad de 
teleformación, deberán contar además con 
personal técnico responsable de resolver los 
problemas planteados por el alumnado con 
respecto al funcionamiento de la plataforma. 

2. Para impartir las modalidades a distancia 
y teleformación, el centro dispondrá de un 
equipo de tutores en número suficiente cuya 
función principal será realizar el seguimiento 
y evaluación de los alumnos/as y resolver las 
dudas planteadas por éstos con respecto a 
la temática del curso debiendo cumplir los si-
guientes requisitos: 

a) Titulación y/o experiencia en al área profe-
sional correspondiente a la acción formativa, 
conforme a lo que establezca el programa for-
mativo de la especialidad. 
b) Formación y/o experiencia en la metodo-
logía de teleformación y/o a distancia, y con 
competencias tutoriales y tecnológicas que 
le permitan la adecuada tutorización de las 
acciones formativas. 

3. La entidad podrá proponer en el momento 
de la inscripción o acreditación unos conteni-
dos propios, para su correspondiente valida-
ción o solicitar que se le inscriba o acredite en 
base a los contenidos del Repositorio que, a 
tal efecto cree el Servicio Andaluz de Empleo. 

4. En la modalidad de formación a distancia 
convencional el Centro debe poner a disposi-
ción del alumnado un número de teléfono gra-
tuito, en el que pueda contactar con el tutor/a. 

Artículo 76. Adaptación de los Centros para 
las personas con discapacidad. 
Todos los centros acreditados o inscritos han 
de reunir las condiciones de accesibilidad pre-
vistas en la legislación vigente, que posibiliten 
el acceso, la circulación y la comunicación de 
las personas con discapacidad. Asimismo dis-
pondrán de aseos y servicios higiénicos sani-

tarios que deberán ser accesibles a las perso-
nas con discapacidad. 

Artículo 77. Sistemas de gestión de la Calidad. 
1. Se fomentará que los centros y entidades 
inscritas y acreditadas cuenten con siste-
mas de gestión de la calidad relativos tanto 
a la gestión del centro como a la gestión de 
la formación. 

2. Las entidades o centros comunicarán, acre-
ditándolo documentalmente, en el momento 
de la inscripción o acreditación o en el momen-
to de su implantación, los sistemas de asegu-
ramiento de la calidad con que cuenten. 

Artículo 78. Inscripción y acreditación de va-
rias entidades en un mismo centro. 
1. Podrá autorizarse la inscripción o acredita-
ción de varias entidades en un mismo centro 
siempre y cuando se den las siguientes cir-
cunstancias: 

a) Que la entidad que lo solicite sea una enti-
dad sin ánimo de lucro o una entidad o empre-
sa pública. 
b) Que la naturaleza de la entidad solicitante, 
las necesidades de formación o la coyuntura 
del mercado laboral en el territorio donde se 
pretende realizar la inscripción o acreditación 
así lo aconsejen. 

En todo caso, será necesaria la autorización 
expresa para la coexistencia de dos entidades 
en un mismo centro de la Dirección General 
con competencias en materia de Formación 
Profesional para el Empleo. 

2. El procedimiento de inscripción o acredita-
ción será el previsto en el artículo 80, con la ex-
cepción de que la documentación a acompañar 
por la entidad a la solicitud será la siguiente: 

a) Convenio con la entidad cedente que acre-
dite la disponibilidad de las instalaciones para 
las que se solicita la inscripción o acreditación. 
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b) Tarjeta de identificación fiscal. 
c) En el caso de solicitudes de acreditación de 
centros, se acompañará además el compromiso 
de disponibilidad del personal docente con el 
perfil requerido por la normativa reguladora del 
correspondiente Certificado de Profesionalidad. 

3. La competencia para resolver este procedi-
miento recaerá en los órganos previstos en el 
artículo 79. 

4. La denuncia por parte de la entidad cedente 
del convenio previsto en el apartado 3 a), será 
causa de baja en el Registro de la inscripción 
o acreditación correspondiente, que en ningún 
caso se hará efectiva mientras existan cursos 
programados o en marcha en dicho centro. 

Artículo 79. Competencia para resolver. 
La competencia para resolver la inscripción o 
acreditación de los Centros corresponde a la 
persona titular de la consejería con competen-
cia en materia de empleo, en su calidad de pre-
sidente del Servicio Andaluz de Empleo. Sin 
perjuicio de lo anterior, y en base a la facultad 
de delegación prevista en el artículo 101 de la 
Ley 9/2007, de 22 de octubre, se delega en los 
siguientes órganos: 

1. La persona titular de la Dirección General 
competente en materia de Formación Pro-
fesional para el Empleo del Servicio Andaluz 
de Empleo, que resolverá en los siguientes 
supuestos: 

a) La inscripción temporal prevista en el apar-
tado 2 y 3 del artículo 82. 
b) La inscripción temporal de las acciones for-
mativas con compromiso de contratación de 
expedientes resueltos por la Dirección Gene-
ral competente en materia de Formación Pro-
fesional para el Empleo. 
c) La inscripción o acreditación de centros o 
entidades, cuando sea aconsejable por causas 
de interés general o su especial relevancia en 
su potencial de empleabilidad, ya sea por el 

colectivo al que se dirige o las especialidades 
formativas. 

2. Las personas titulares de las Direcciones 
Provinciales del Servicio Andaluz de Empleo 
correspondientes al domicilio del centro o en-
tidad resolverán el resto de procedimientos 
de inscripción o acreditación por delegación 
de la persona titular de la Dirección General 
con competencias en materia de Formación 
Profesional para el Empleo. 

Artículo 80. Procedimiento para la inscrip-
ción y acreditación. 
1. Para proceder a la inscripción o acreditación 
de un Centro o Entidad en el Registro de Cen-
tros colaboradores, los interesados han de 
presentar una solicitud, en modelo normaliza-
do, suscrita por el representante legal y dirigi-
da a la persona competente para resolver. 

Dicho modelo estará disponible para su cum-
plimentación y presentación en la página web 
del Servicio Andaluz de Empleo, www.Junta-
deandalucia.es/servicioandaluzdeempleo. 
Igualmente estarán a disposición de los inte-
resados en las Direcciones Provinciales del 
Servicio Andaluz de Empleo. 

2. Las solicitudes, que preferentemente han 
de ser cumplimentadas por vía telemática, po-
drán presentarse junto con la documentación 
requerida: 

a) En el Registro de la Consejería competente 
en materia de empleo o, en su defecto, en cual-
quiera de los órganos previstos en el artículo 
38.4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, y 
en los registros establecidos en el artículo 82 
de la Ley 9/2007, de 22 de octubre. 
b) En el Registro Telemático Único, de con-
formidad con lo previsto en el artículo 11 de la 
presente Orden. 
3. A dicha solicitud ha de acompañarse la si-
guiente documentación: 



116

a) Breve memoria descriptiva del Centro, que 
se cumplimentará en formato normalizado, en 
la que quedará acreditado que el centro cum-
ple los requisitos exigidos en el Certificado de 
Profesionalidad o Programa Formativo según 
los casos. 
b) Declaración responsable de disponibilidad 
del personal docente adecuado para la impar-
tición de la especialidad de que se trate. 
c) Declaración responsable del cumplimien-
to de los requisitos exigidos en la presente 
Orden. 
d) Autorización expresa de la posibilidad de 
que la Administración, pueda recabar cual-
quier documentación o información de otras 
Administraciones Públicas. 
e) Declaración responsable sobre el compro-
miso de adJuntar la documentación acredi-
tativa referida en el apartado 6 del presente 
artículo. 

4. En caso de que el expediente estuviese in-
completo, se requerirá por escrito al interesa-
do para que, en el plazo máximo de diez días 
hábiles, subsane la falta o acompañe la docu-
mentación preceptiva, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 71 de la Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre, con indicación de que si 
así no lo hicieran se le tendrá por desistido de 
su petición, previa resolución que deberá ser 
dictada en los términos previstos en el artícu-
lo 42.1 de la citada Ley. 

5. Una vez subsanada la documentación, los 
servicios técnicos designados por el Servicio 
Andaluz de Empleo, podrán realizar inspeccio-
nes a los centros para comprobar la adecua-
ción de los centros para la impartición de las 
distintas especialidades propuestas. En caso 
de que proceda realizar alguna adaptación 
o mejora de las instalaciones o dotaciones, 
podrá concederse por el órgano instructor 
un plazo suficiente para tal fin quedando el 
plazo máximo para resolver en suspenso de 
conformidad con lo previsto en el apartado a) 
del artículo 42.5 de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre. 

6. Una vez examinada la solicitud y documen-
tación, y, en su caso, tras la inspección de las 
instalaciones previstas en el apartado ante-
rior, y únicamente en el caso de que sea fac-
tible la inscripción o acreditación del centro 
o entidad, el órgano competente requerirá al 
interesado para que aporte la siguiente docu-
mentación acreditativa: 

a) Licencia municipal de apertura como Cen-
tro de Formación, o en su defecto, acredita-
ción de haber tramitado su solicitud ante la 
Administración Local. En este último caso se 
adJuntará además el certificado de un Téc-
nico colegiado competente en la materia, de 
que las instalaciones reúnen las condiciones 
higiénicas, acústicas, de habitabilidad y de se-
guridad adecuadas como centro de formación 
y además, el compromiso de aportar la resolu-
ción correspondiente una vez sea emitida por 
la administración local. En caso de que la licen-
cia de apertura fuese denegada por ésta, será 
revocada la inscripción o acreditación. 
La licencia de apertura como centro de for-
mación, podrá ser sustituida por la licencia de 
apertura para su actividad principal siempre y 
cuando ésta esté relacionada con la actividad 
formativa a inscribir o acreditar. 
En los supuestos de bienes patrimoniales de 
las Administraciones Públicas, se aportará 
certificado del Arquitecto Técnico o Superior 
Municipal que acredite el cumplimiento de los 
requisitos para su utilización como Centro de 
Formación. 
b) Planos de planta del inmueble. Para el caso 
de acreditaciones de especialidades condu-
centes a la obtención de Certificados de Pro-
fesionalidad, los planos han de estar visados 
por el Colegio Oficial correspondiente. 
c) Documento que acredite la propiedad, arren-
damiento o derecho de uso del inmueble, insta-
laciones, equipos, talleres o campos de práctica 
del centro o entidad, (contrato de compraventa 
o arrendamiento, escritura pública, documento 
de cesión de las instalaciones, etc.) 
d) Escritura de Constitución o Estatutos de la 
entidad, según proceda. 
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7. En los supuestos de centros que se inscri-
ban o acrediten para impartir formación a 
distancia convencional o teleformación, no se 
exigirá la presentación de la documentación 
prevista en los epígrafes a), b) y c) del aparta-
do anterior. 

8. La documentación referida a los apartados 
anteriores habrá de presentarse en original o 
fotocopia compulsada. 

9. De conformidad con lo previsto en el artí-
culo 84.3 de la Ley 9/2007, de 22 de octubre, 
la ciudadanía tiene derecho a no presentar 
aquellos documentos que ya obren en poder 
de la Administración de la Junta de Andalucía, 
que se realizará en los términos previstos en 
el artículo 20 segundo párrafo del Decreto 
204/1995, de 29 de agosto, por el que se esta-
blecen medidas organizativas para los servi-
cios administrativos de atención directa a los 
ciudadanos. 

10. Para la inscripción o acreditación de oficio 
de los Centros públicos regulados en el artícu-
lo 29 a) del Decreto 335/2009, de 22 de sep-
tiembre, prevista en el artículo 70.4 de la pre-
sente orden, el Servicio Andaluz de Empleo 
requerirá a los mismos cuanta documentación 
estime oportuna, al objeto de determinar la 
adecuación de sus espacios, instalaciones y 
equipamientos a los distintos programas for-
mativos. A la vista de la misma, se realizará la 
correspondiente inscripción o acreditación, 
que será notificada al Centro público. 

Artículo 81. Resolución. 
1. En el plazo máximo de tres meses desde la 
fecha en que la solicitud haya tenido entrada 
en el órgano competente para su tramitación, 
se dictará la correspondiente resolución que 
será notificada al solicitante. En caso de no 
recaer resolución expresa en este plazo, la so-
licitud se entenderá desestimada. 

2. La resolución será susceptible de impugna-
ción mediante recurso potestativo de reposi-

ción ante el mismo órgano que las dictó según 
lo previsto en el artículo 115 de la Ley 9/2007, de 
Administración de la Junta de Andalucía, y el Tí-
tulo VII de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, 
o recurso contencioso-administrativo ante la 
Jurisdicción Contencioso-Administrativa en el 
plazo de dos meses contados a partir del día 
siguiente a la notificación de la misma. 

Artículo 82. Inscripción temporal. 
1. Las entidades a las que el Servicio Andaluz 
de Empleo haya concedido subvención para la 
impartición de acciones formativas con com-
promiso de contratación, así como los Pro-
gramas de Formación e Inserción sociolaboral 
para colectivos con especiales dificultades de 
inserción, podrán obtener en la misma Resolu-
ción o Convenio de concesión de la subvención, 
la autorización para la actividad como Centro 
de Formación Profesional para el Empleo, con 
carácter temporal, siendo de aplicación el pre-
sente capítulo exclusivamente en lo relativo al 
Registro Andaluz de centros y entidades de 
Formación Profesional para el Empleo. La soli-
citud de la inscripción se considerará implícita 
en la solicitud cursada para la programación 
de las especialidades. 

2. Las Organizaciones Sindicales y Empre-
sariales, las entidades representativas de la 
Economía Social y las entidades representa-
tivas de los trabajadores autónomos con los 
que la Junta de Andalucía firme convenios de 
colaboración en materia de Formación Profe-
sional para el Empleo, obtendrán la inscripción 
temporal como Centro de Formación Profe-
sional para el Empleo que se recogerá en el 
Convenio de Colaboración y tendrá la vigencia 
del mismo. 

3. En el supuesto de las inscripciones tempo-
rales previstas en este artículo, se asignará a 
la entidad o centro un número de registro que 
causará baja automáticamente cuando fina-
lice la impartición de la acción formativa que 
originó tal inscripción. 
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Artículo 83. Acreditación de Escuelas Taller, 
Casas de Oficio y Talleres de Empleo. 
1. El procedimiento de acreditación de las enti-
dades que desarrollen proyectos de Escuelas 
Taller, Casas de Oficio y Talleres de Empleo 
subvencionadas por el Servicio Andaluz de 
Empleo, en el supuesto de que incluyan accio-
nes formativas conducentes a la obtención de 
Certificados de Profesionalidad, se realizará 
simultáneamente con la tramitación de la sub-
vención correspondiente, comunicándose a la 
entidad beneficiaria, si procede, en la misma 
resolución de concesión de la subvención. 

2. Las entidades que soliciten subvención para 
proyectos de Escuelas Taller, Casas de Oficio y 
Talleres de Empleo susceptibles de acredita-
ción, presentarán junto con dicha solicitud, la 
documentación necesaria para la acreditación 
en los términos previstos en la presente Orden. 

3. Dicha acreditación será imprescindible para 
la posterior expedición de los Certificados de 
Profesionalidad al alumnado. 

Artículo 84. Obligaciones de los Centros y Enti-
dades colaboradoras inscritas o acreditadas. 
Son obligaciones de los Centros y Entidades 
inscritas o acreditadas que impartan forma-
ción para el empleo, además de las que puedan 
tener como beneficiarias de las subvenciones 
previstas en la presente orden, las siguientes: 

1. Mantener y respetar los requisitos y condi-
ciones tanto relativas a las instalaciones como 
a los formadores que fueron tenidas en cuenta 
para su inclusión en el Registro, y adaptarlas a 
los requisitos mínimos que en cada momento 
se exijan para cada especialidad acreditada 
o inscrita, así, como comunicar debidamente 
cualquier cambio que pudiera producirse, so-
licitando su autorización. 

2. Colaborar en los procesos para la selección 
del alumnado y para su inserción en el merca-
do de trabajo, en la forma que determine el 
Servicio Andaluz de Empleo. 

3. Solicitar autorización expresa para mantener 
la inscripción como centro o entidad de forma-
ción acreditado cuando se produzca un cambio 
de titularidad o de forma jurídica del centro. 

4. Respetar las normas en cuanto a la utiliza-
ción de la imagen corporativa del Servicio An-
daluz de Empleo que se les notifique en cada 
momento. 

5. Facilitar en cualquier momento las inspec-
ciones, auditorías y controles que pudiesen 
efectuarse por parte del Servicio Andaluz de 
Empleo u otros órganos que tengan por objeto 
la verificación del cumplimiento de sus obliga-
ciones, así como la verificación de la calidad 
de su actividad. 

6. Mantener a disposición del Servicio Anda-
luz de Empleo la documentación relativa a la 
evaluación de las acciones formativas imparti-
das realizada por los formadores a los efectos 
de supervisar la calidad de las mismas durante 
el plazo que a tal efecto se establezca. 

7. Entregar, en el caso de la impartición de 
módulos formativos correspondientes a Cer-
tificados de Profesionalidad, en un plazo no 
superior a tres meses, el acta de evaluación y 
de los documentos donde se reflejen los resul-
tados de las mismas al Registro del Servicio 
Andaluz de Empleo que se cree al efecto, que 
será el responsable de su custodia. 

Artículo 85. Bajas en el Registro de Centros y 
Entidades Colaboradoras. 
1. Se podrá acordar la baja en el Registro de 
Centros y Entidades colaboradoras en mate-
ria de Formación Profesional para el Empleo, 
mediante resolución motivada del órgano que 
dictó la inscripción o acreditación, previa au-
diencia del titular del centro o entidad, cuando 
el mismo incurra en alguno de los siguientes 
supuestos: 

a) Incumplimiento de cualquiera de las obliga-
ciones previstas en el artículo 31 de la Orden 
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TAS 718/2008, de 7 de marzo, y en el artículo 
anterior. 
b) La aplicación de la subvención para impartir 
Formación Profesional para el Empleo para un 
fin distinto a aquél para el que fue concedida. 
c) La baja en el Registro de todas las especiali-
dades que tengan inscritas o acreditadas. 
d) No programar ninguna acción formativa du-
rante tres años consecutivos En este caso se 
les preavisará con tres meses de antelación. 

2. Igualmente, previo aviso con una antelación 
mínima de tres meses, el Servicio Andaluz de 
Empleo podrá acordar de oficio y proceder a la 
baja de alguna especialidad formativa del cen-
tro o entidad de formación, cuando concurra 
alguna de las siguientes circunstancias: 

a) Falta de mantenimiento de las exigencias 
técnico-pedagógicas, de equipamiento y de 
personal tenidas en cuenta para la inscripción 
y acreditación, en su caso, de la especialidad 
formativa. 
b) Falta de superación de los mínimos de cali-
dad de formación y, en su caso, de los resulta-
dos de inserción profesional de los trabajado-
res, determinados por el Servicio Andaluz de 
Empleo. 
c) La no adecuación de la especialidad a las ne-
cesidades que demanda el sistema productivo. 

3. El Servicio Andaluz de Empleo procederá a la 
baja en el Registro, cuando la entidad presente 
la baja voluntaria en el mismo, así como cuando 
a la entidad no se le programe ninguna acción 
formativa durante tres años consecutivos. 

4. Será competente para dictar resolución de 
baja el mismo órgano que dictó la resolución 
de inscripción o acreditación. 

5. Contra la resolución que dicte la baja, que 
pone fin a la vía administrativa podrá inter-
ponerse recurso potestativo de reposición 
ante el mismo órgano que dictó la resolución 
o ser impugnada directamente ante el órgano 
jurisdiccional, sin perjuicio de lo que establece 
el artículo 44 de la Ley 29/1998 de 13 de julio, 

reguladora de la jurisdicción contencioso-ad-
ministrativa. 

Artículo 86. Otros procedimientos adminis-
trativos. Cambio de titularidad y de local. 
La ampliación de especialidades, el cambio 
de titularidad o de local de un Centro de For-
mación Profesional para el Empleo, así como 
cualquier otra circunstancia que suponga al-
teración del domicilio de las instalaciones ins-
critas o acreditadas, conllevará la presenta-
ción de una solicitud por el interesado, que se 
acompañará de la siguiente documentación, 
en cada caso: 

1. Ampliación de especialidades: 
a) Impreso de solicitud. 
b) Si la solicitud se refiere a especialidades 
formativas que, según su Programa Formativo 
o Certificado de Profesionalidad, requieran 
instalaciones o equipamientos distintos de 
los ya inscritos, se requerirá aportar una nue-
va memoria descriptiva de las instalaciones. 

2. Cambio de titularidad: 
a) Impreso de solicitud de cambio de titulari-
dad suscrita por el nuevo titular. 
b) Documentación acreditativa de la transmi-
sión de la titularidad del centro. 
c) Documento de subrogación expresa en de-
rechos y obligaciones, que se podrá suscribir 
en el documento previsto en el apartado an-
terior o mediante comparecencia del subro-
gante y subrogado ante la persona titular del 
Servicio de Formación para el Empleo de la 
Dirección Provincial del Servicio Andaluz de 
Empleo correspondiente. 
d) Documentación del nuevo titular, de confor-
midad con lo dispuesto en los apartados 3.d) y 
apartado 6, del artículo 80. 

3. Cambio de local o domicilio del centro: 
a) Impreso de solicitud. 
b) Plano de planta de las nuevas instalacio-
nes visado por el correspondiente Colegio 
Profesional. 
c) Documento que acredite la disponibilidad 
jurídica de las instalaciones. 
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d) Memoria descriptiva en formato normalizado. 
e) Licencia de apertura en los términos previs-
tos en el artículo 80. 

CAPÍTULO VI 
NORMAS COMUNES A LOS PROCEDIMIEN-
TOS DE CONCESIÓN DE SUBVENCIONES Y 
AYUDAS 

Artículo 87. Procedimiento de concesión de 
las subvenciones y ayudas previstas en la 
presente Orden. 
1. El procedimiento ordinario de concesión de 
las subvenciones previstas en la presente Orden 
será el de concurrencia competitiva, previsto 
en el artículo 22.1 de la Ley 38/2003, de 17 de 
noviembre, según el cual la concesión de las sub-
venciones se realiza mediante la comparación de 
las solicitudes presentadas, a fin de establecer 
una prelación entre las mismas, de acuerdo con 
los criterios de valoración fijados en la presente 
Orden y en las resoluciones de convocatoria, y 
adjudicar, aquéllas que hayan obtenido mayor 
valoración en aplicación de los citados criterios. 

2. No obstante, y de conformidad con lo pre-
visto en el Real Decreto 357/2006, de 24 de 
marzo, por el que se regula la concesión direc-
ta de determinadas subvenciones en los ám-
bitos del empleo y de la formación profesio-
nal ocupacional, así como en el Real Decreto 
395/2007, de 23 de marzo, por el que se regula 
el Subsistema de Formación Profesional para 
el Empleo, serán de concesión directa las si-
guientes subvenciones: 

a) Las subvenciones para la concesión de ac-
ciones formativas con compromiso de contra-
tación, conforme al programa regulado en el 
artículo 37. 
b) El procedimiento de concesión de ayudas 
a las empresas para la realización de prácti-
cas profesionales no laborales regulado en el 
artículo 53. 
c) El procedimiento de concesión de becas y 
ayudas previsto en el artículo 47. 

3. Asimismo, y de conformidad con lo dis-
puesto en el párrafo segundo del artículo 31.1 
de la Ley 3/2004, de 28 de diciembre, y en 
función de la especial finalidad perseguida 
así como las características de los posibles 
beneficiarios, los siguientes procedimientos 
no se someterán al régimen de concurrencia 
competitiva: 

a) La suscripción de los convenios con los 
Agentes Económicos y Sociales más repre-
sentativos en el ámbito de la Comunidad 
Autónoma andaluza, para la ejecución de los 
Planes de Formación de Carácter Intersec-
torial dirigidos prioritariamente a personas 
ocupadas, así como para el desarrollo de ac-
ciones formativas dirigidas prioritariamente 
a personas desempleadas. En ambos casos 
existen suficientes razones de interés público 
y social, ya que dichas entidades, en el marco 
de Diálogo Social, constituyen un pilar básico 
en el diseño, gestión e implantación de un mo-
delo de Formación Profesional para el Empleo, 
que aunando los intereses de los trabajadores 
y las empresas persigue como último fin la 
creación y mantenimiento del empleo y el in-
cremento de la productividad. 
b) El procedimiento para la concesión de sub-
venciones al amparo del Programa de Forma-
ción e Inserción Sociolaboral para colectivos 
con especiales dificultades de inserción regu-
lado en el artículo 38, ya que la particular aten-
ción que merece el colectivo al que se dirige 
este programa, hace necesario el diseño de 
políticas específicas dirigidos al mismo. 

Artículo 88. Convocatoria. 
1. El procedimiento de concesión de las sub-
venciones en concurrencia competitiva, así 
como el previsto en el artículo 87.3 se inicia-
rán de oficio, a través de convocatorias pú-
blicas realizadas mediante Resolución de la 
Dirección General competente en materia de 
Formación Profesional para el Empleo que se 
publicará en el Boletín Oficial de la Junta de 
Andalucía. 
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2. Los procedimientos de concesión de sub-
venciones en régimen de concesión directa 
previstos en el apartado 2 del artículo anterior 
se iniciarán a instancia de parte. 

3. Las Resoluciones de convocatoria se rea-
lizarán conforme a las bases reguladoras 
establecidas en la presente Orden y con el 
contenido previsto en el artículo 23.2 de la Ley 
38/2003, de 17 de noviembre. En cada resolu-
ción se hará constar además de dicho conteni-
do, la modalidad o modalidades de subvención 
a la que se dirige, el ámbito territorial de apli-
cación, los beneficiarios que pueden acogerse 
y colectivos a los que va dirigida, y en su caso, 
la planificación de la oferta formativa realiza-
da por el Servicio Andaluz de Empleo confor-
me a lo previsto en el artículo 9. 

Artículo 89. Competencia para resolver. 
1. La competencia para resolver las subvencio-
nes y ayudas reguladas en la presente Orden co-
rresponde a la persona titular de la Consejería 
competente en materia de empleo en su calidad 
de Presidente del Servicio Andaluz de Empleo. 

Sin perjuicio de lo anterior, y a excepción de lo 
contemplado en el apartado 3.a) del artículo 
87, y en base a la facultad de delegación pre-
vista en el artículo 101 de la Ley 9/2007, de 22 
de octubre, la competencia para resolver se 
delega en los siguientes casos: 

a) La persona titular de la Dirección General 
competente en materia de Formación Profe-
sional para el Empleo del Servicio Andaluz de 
Empleo, resolverá en los siguientes supuestos: 

1.º La formación de oferta prevista en las Sec-
ciones 3.ª y 4.ª del Capítulo II, cuando se trate 
de proyectos a desarrollar en dos o más pro-
vincias de la Comunidad Autónoma Andaluza, 
excepto las acciones formativas del Programa 
de formación para formadores y gestores de 
la Formación Profesional para el Empleo, re-
gulado en el artículo 40, que se resolverán en 
todo caso por dicha Dirección General. 

2.º Programa de Formación e Inserción Socio-
laboral para colectivos con especiales dificul-
tades de inserción regulado en el artículo 38. 

3.º Las Acciones de Investigación e Innovación 
previstas en el Capítulo III. 
b) Las personas titulares de las Direcciones 
Provinciales del Servicio Andaluz de Empleo 
en los siguientes supuestos: 

1º La formación de oferta prevista en las Sec-
ciones 3.ª y 4.ª del Capítulo II, cuando se trate 
de proyectos a desarrollar en una sola provin-
cia de la Comunidad Autónoma Andaluza. 

2.º Las becas y ayudas previstas en la Sección 
5ª del Capítulo II. 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 
13.4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre de 
Régimen Jurídico y Procedimiento Adminis-
trativo Común, en los supuestos de delegación 
de competencia para resolver establecidos en 
este apartado, la correspondiente resolución 
hará constar dicha circunstancia. 

2. En aquellos proyectos cuyo ámbito abarque 
dos o más provincias y sus condiciones técni-
cas permitan una ejecución independiente en 
cada una de ellas sin afectar a la integridad del 
proyecto, la Dirección General con competen-
cia en materia de formación profesional para 
el empleo podrá desagregar el expediente y 
remitir a cada Dirección Provincial, la parte 
correspondiente, a efectos de su oportuno es-
tudio y resolución, pasando a tener cada una 
de ellas la consideración de solicitudes inde-
pendientes. 

Artículo 90. Solicitudes y plazo de presentación. 
1. Las solicitudes se dirigirán al órgano compe-
tente para resolver. 

2. Las solicitudes serán suscritas por la per-
sona representante legal de la entidad solici-
tante y formuladas en los distintos modelos 
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normalizados. Dichos modelos estarán dispo-
nibles para su cumplimentación y presenta-
ción en la página web del Servicio Andaluz de 
Empleo, www.Juntadeandalucia.es/servicio-
andaluzdeempleo. Igualmente estarán a dis-
posición de los interesados en las Direcciones 
Provinciales del Servicio Andaluz de Empleo. 

3. Con carácter general, la solicitud de las sub-
venciones reguladas en la presente Orden se 
acompañará de las siguientes declaraciones: 

a) Declaración responsable de que la persona o 
entidad solicitante no está incursa en ninguna 
de las prohibiciones para ser beneficiarias es-
tablecidas en el artículo 13 de la Ley 38/2003. 
b) Declaración responsable de no haber soli-
citado u obtenido otras ayudas para la misma 
finalidad y ejercicio, procedentes de otras 
administraciones o entes públicos o privados, 
nacionales o internacionales. En el supuesto 
de que hubieran sido solicitadas u obtenidas 
otras ayudas para la misma finalidad, relación 
detallada de las acciones financiadas, entidad 
concedente e importe solicitado o concedido. 
c) Declaración responsable sobre el compro-
miso de aportar la documentación acreditati-
va relacionada en el artículo 91.2. 

4. Las solicitudes junto con las declaraciones 
responsables y la memoria del proyecto, así 
como la documentación referida en el apartado 
2.º del artículo siguiente podrá presentarse: 

a) En el Registro de la Consejería competente 
en materia de empleo o, en su defecto, en cual-
quiera de los órganos previstos en el artículo 
38.4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, y 
en los registros establecidos en el artículo 82 
de la Ley 9/2007, de 22 de octubre. 
b) En el Registro Telemático Único, de con-
formidad con lo previsto en el artículo 11 de la 
presente Orden. 

5. La presentación de la solicitud conlleva la 
autorización al órgano gestor para recabar las 
certificaciones a emitir por la Agencia Estatal 
de Administración Tributaria, por la Tesorería 

General de la Seguridad Social y por la Con-
sejería competente en materia de economía 
y hacienda de la Junta de Andalucía, de estar 
al corriente de sus obligaciones fiscales, de 
acuerdo con el artículo 31.2 de la Ley 3/2004, 
de 28 de diciembre. 

6. El plazo de presentación de solicitudes se fi-
jará en cada convocatoria, excepto en el Progra-
ma de Acciones Formativas con compromiso de 
contratación regulado en el artículo 37, la solici-
tud de becas y ayudas reguladas en la Sección 
5.ª del Capítulo II, y la solicitud de las ayudas a 
las empresas para la realización de prácticas 
profesionales reguladas en el artículo 53, en los 
que el plazo estará abierto todo el año. 

Artículo 91. Documentación adjunta a la solicitud. 
1. Las solicitudes se acompañarán de la memo-
ria descriptiva del proyecto objeto de subven-
ción conforme al modelo que se establezca en 
cada caso. 

2. Una vez examinadas las solicitudes o, en su 
caso, tras la evaluación previa y sólo en el caso 
de resultar posible beneficiario de la subven-
ción, el órgano competente en cada caso re-
querirá a los interesados para que aporten la 
siguiente documentación acreditativa: 

a) Fotocopia de la Tarjeta de Identificación 
Fiscal de la entidad solicitante. 
b) En el caso de que se actúe mediante repre-
sentación, se adJuntará fotocopia compulsa-
da de la documentación acreditativa del poder 
de representación del firmante de la solicitud 
para actuar en nombre de la persona jurídica 
solicitante. 
c) En el supuesto de que la entidad solicitante 
sea una asociación, fundación u otra entidad 
sin ánimo de lucro, fotocopia compulsada de 
escritura pública de constitución y estatutos 
debidamente inscritos en el registro corres-
pondiente. 
d) Certificación que acredite la titularidad 
de la cuenta bancaria donde se efectuará el 
ingreso de la subvención, en caso de resultar 
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beneficiario. Dicha certificación será firmada 
por el representante de la entidad solicitante 
y la entidad bancaria. 

4. Las convocatorias podrán requerir la apor-
tación de otra documentación adicional com-
plementaria a la anterior. 

5. De conformidad con lo previsto en el artículo 
84.3 de la Ley 9/2007, de 22 de octubre, la ciu-
dadanía tiene derecho a no presentar aquellos 
documentos que ya obren en poder de la Admi-
nistración de la Junta de Andalucía, que se rea-
lizará en los términos previstos en el artículo 
20 segundo párrafo del Decreto 204/1995, de 
29 de agosto, por el que se establecen medi-
das organizativas para los servicios adminis-
trativos de atención directa a los ciudadanos. 

Artículo 92. Subsanación de solicitudes. 
Si la solicitud no reuniera los requisitos exi-
gidos o no se acompañase la documentación 
preceptiva, el órgano encargado de la instruc-
ción del procedimiento requerirá por escrito 
al interesado para que, en el plazo máximo de 
diez días hábiles, subsane la falta o acompañe 
los documentos preceptivos, de conformidad 
con el artículo 71.1 de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, con indicación de que, si así no lo 
hiciera, se les tendrá por desistidos de su peti-
ción, previa resolución que deberá ser dictada 
en los términos previstos en el artículo 42.1 de 
la citada Ley. 

Artículo 93. Instrucción del procedimiento. 1. 
Para la tramitación de las subvenciones que se 
resuelvan tanto en concurrencia competitiva 
como en régimen de concesión directa, el ór-
gano instructor será: 

a) La Dirección General competente en mate-
ria de Formación Profesional para el Empleo 
en aquellos casos en los que no se haya dele-
gado la competencia para resolver, recayendo 
ésta en el Presidente del Servicio Andaluz de 
Empleo. 

b) Los servicios adscritos a la Dirección Gene-
ral con competencia en materia de Formación 
Profesional para el Empleo, cuando la compe-
tencia recaiga en ésta. 
c) Los servicios con competencia en materia 
de formación adscritos a las Direcciones Pro-
vinciales del Servicio Andaluz de Empleo en 
los supuestos en que se haya delegado la com-
petencia para resolver en las personas titula-
res de dichas Direcciones Provinciales. 
El órgano instructor realizará de oficio cuan-
tas actuaciones estime necesarias para la 
determinación, conocimiento y comprobación 
de los datos en virtud de los cuales debe for-
mularse la propuesta de resolución. 
2. En los supuestos que se resuelvan por con-
currencia competitiva y a propuesta del órga-
no instructor, el órgano concedente designará 
a los miembros del órgano colegiado previsto 
en el artículo 22.1 de la Ley 38/2003, de 17 de 
noviembre, que estará compuesto al menos 
por dos técnicos del servicio competente en 
cada una de las subvenciones previstas en la 
presente Orden. 

3. Una vez evaluadas las solicitudes, el órgano 
colegiado emitirá un informe en el que se con-
cretará el resultado de la evaluación efectua-
da. Asimismo, hará constar que de la informa-
ción que obra en su poder, se desprende que 
los beneficiarios cumplen todos los requisitos 
necesarios para acceder a las mismas. 

4. El órgano instructor, a la vista del expedien-
te y del informe del órgano colegiado, formu-
lará la propuesta de resolución definitiva que 
expresará el solicitante o la relación de soli-
citantes para los que se propone la concesión 
de la subvención, y su cuantía, especificando 
su evaluación y los criterios de valoración se-
guidos para efectuarla. 

5. La propuesta de resolución definitiva se 
elevará al órgano concedente y se notificará 
a los interesados que hayan sido propuestos 
como beneficiarios en la fase de instrucción, 
para que en el plazo máximo de diez días co-
muniquen su aceptación. 
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6. La propuesta de resolución definitiva no crea 
derecho alguno a favor del beneficiario propues-
to, frente a la Administración, mientras no se le 
haya notificado la resolución de concesión. 

7. Los expedientes de gastos serán sometidos a 
fiscalización previa conforme a lo previsto en el 
artículo 30.3 de la Ley 3/2004, de 28 de diciembre. 

Artículo 94. Reformulación. 
1. En las subvenciones previstas en el capítu-
lo III, cuando el importe de la subvención de la 
propuesta definitiva de resolución sea inferior 
al que figura en la solicitud presentada, se po-
drá instar del beneficiario, la reformulación de 
su solicitud para ajustar los compromisos y 
condiciones a la subvención otorgable. 

2. En el supuesto de las subvenciones trami-
tadas en régimen concurrencia competitiva, y 
una vez que la solicitud merezca la conformi-
dad del órgano colegiado previsto en el artícu-
lo 93.2, se remitirá con todo lo actuado al órga-
no competente para que dicte la resolución. 

3. En todo caso la reformulación respetará el 
objeto, condiciones y finalidad de la subven-
ción, así como los criterios de valoración esta-
blecidos respecto de las solicitudes. 

Artículo 95. Plazo para resolver y notificar. 
1. El plazo para resolver y notificar será de tres 
meses, contados desde el día siguiente al de 
finalización del plazo de presentación de soli-
citudes en los casos de los expedientes que se 
inicien con la publicación de una convocatoria, 
y desde la fecha en que la solicitud haya tenido 
entrada en el órgano competente para resol-
ver en el caso de los expedientes que se inicien 
a solicitud del interesado. 

2. Una vez transcurrido dicho plazo sin que se 
haya notificado resolución expresa podrán en-
tenderse desestimadas las solicitudes. 

Artículo 96. Resolución y convenio. 
1. Una vez aprobada la propuesta de resolu-
ción definitiva, y de acuerdo con lo previsto 
en el artículo 89 de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, el órgano competente resolverá 
el procedimiento, de conformidad con lo dis-
puesto en el artículo 13 del Reglamento que 
regula la concesión de subvenciones de la Jun-
ta de Andalucía y sus Organismos Autónomos, 
aprobado por el Decreto 254/2001, de 20 de 
noviembre. 

2. En el caso de las subvenciones tramitadas en 
régimen de concurrencia competitiva, la resolu-
ción además de contener el solicitante o relación 
de solicitantes a los que se concede la subven-
ción, hará constar, en su caso, de manera expre-
sa, la desestimación del resto de solicitudes. 

3. En la resolución de concesión se identifica-
rá la parte de la subvención cofinanciada por el 
Fondo Social Europeo. 

4. Se suscribirá un convenio en el que se reco-
gerán las condiciones de la subvención con-
cedida en los supuestos contemplados en el 
apartado a del artículo 87.2. 

5. El contenido mínimo tanto del convenio 
como de la resolución de concesión será el pre-
visto en el artículo 13.2 del Decreto 254/2001, 
de 20 de noviembre. 

6. Contra las resoluciones dictadas por el titu-
lar de la Presidencia del Servicio Andaluz de 
Empleo o por los distintos órganos con compe-
tencia para resolver por delegación, de confor-
midad con lo establecido en el artículo 18 de la 
Ley 4/2002 de creación del Servicio Andaluz de 
Empleo, que agotan la vía administrativa, podrán 
los interesados interponer recurso potestativo 
de reposición ante el mismo órgano que las dic-
tó según lo previsto en el artículo 115 de la Ley 
9/2007, de Administración de la Junta de Anda-
lucía y el Título VII de la Ley 30/1992, de 26 de no-
viembre, o recurso contencioso-administrativo 
ante la Jurisdicción Contencioso-Administrativa 
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en el plazo de dos meses contados a partir del 
día siguiente a la notificación de la misma. 

Artículo 97. Notificación y publicación de las 
resoluciones. 
1. Las notificaciones se realizarán de acuer-
do con lo previsto en el artículo 59 de la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, en el artículo 113 
de la Ley 9/2007, de 22 de octubre, y en caso 
de subvenciones concedidas en régimen de 
concurrencia competitiva, en el artículo 9.2.e) 
del Decreto 254/2001, de 20 de noviembre. La 
práctica de dicha notificación se realizará en el 
lugar que el interesado, a tal efecto, haya indi-
cado en su solicitud, salvo para los actos que 
deban notificarse de forma conJunta a todos 
los interesados y, en particular, los de requeri-
miento de subsanación, de propuesta de reso-
lución, de trámite de audiencia y de resolución 
del procedimiento, se publicarán en el tablón 
de anuncios del Servicio Andaluz de Empleo y 
en sus respectivas Direcciones Provinciales, 
así como en la página web del Servicio Anda-
luz de Empleo http://www.Juntadeandalucia.
es/servicioandaluzdeempleo, en los términos 
del artículo 59 de la Ley 30/1992, de 26 de no-
viembre sustituyendo dicha publicación a la 
notificación personal y surtiendo sus mismos 
efectos. 

2. En los supuestos anteriores, cuando la pu-
blicación se efectúe mediante tablón de anun-
cios y en la página web del Servicio Andaluz 
de Empleo, se publicará simultáneamente en 
el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía un 
extracto del contenido de la resolución o acto, 
indicando los tablones y el acceso a la página 
web de la Consejería competente en materia 
de empleo donde se encuentra expuesto su 
contenido íntegro y, en su caso, el plazo que se 
computará a partir del día siguiente a aquel en 
que tenga lugar la publicación en dicho Bole-
tín Oficial. 

3. En cuanto a los requisitos de la notifica-
ción electrónica se estará a lo dispuesto en el 
artículo 11.5. 

Artículo 98. Modificación de la resolución de 
concesión. 
1. Una vez recaída la resolución de concesión, 
el beneficiario podrá solicitar su modificación, 
cuando se den las siguientes circunstancias: 

a) Cuando sea necesario modificar el con-
tenido o forma de ejecución de la actividad 
subvencionad, tal como las especialidades 
formativas a impartir, la modalidad de impar-
tición de la formación, o aspectos técnicos del 
proyecto concedido. 
b) Cuando se requiera la modificación de los 
plazos de ejecución o de justificación de los 
correspondientes gastos. 

2. La solicitud de modificación deberá de fun-
damentarse suficientemente y deberá formu-
larse con carácter inmediato a la aparición de 
las circunstancias que la justifiquen, y en todo 
caso, con anterioridad al momento en que 
finalice el plazo de ejecución de la actividad 
subvencionada. 

3. Cuando se trate de modificaciones que 
afecten a la modalidad de impartición de la 
formación a realizar se podrán autorizar siem-
pre que no se alteren los criterios de prioridad 
establecidos y no supongan minoración de la 
valoración técnica respecto de la que se ha-
bría obtenido si se hubiesen tenido en cuenta 
en la solicitud inicial. 

4. Las solicitudes se someterán a los órganos 
competentes para la instrucción del proce-
dimiento de concesión, previo informe del 
órgano colegiado previsto en el artículo 93.2 
y serán resueltas por el órgano que dictó la 
resolución de concesión. La modificación sólo 
podrá autorizarse en el caso de que aparezcan 
circunstancias excepcionales o de fuerza ma-
yor que alteren, dificulten o imposibiliten el 
desarrollo de la actividad subvencionada tal y 
como fue aprobada y, en todo caso, si no daña 
derechos de terceros. 

5. El órgano competente deberá dictar reso-
lución aceptando o denegando la modifica-
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ción propuesta en el plazo de un mes desde la 
fecha en que la solicitud haya tenido entrada 
en el registro del órgano competente para su 
tramitación. Una vez transcurrido dicho plazo 
sin haberse notificado resolución expresa, la 
solicitud se entenderá desestimada. 

Artículo 99. Pago de subvenciones. 
1. El pago de las subvenciones reguladas en la pre-
sente Orden se ordenará en las siguientes fases: 

a) Hasta el 75%, en concepto de anticipo, se 
tramitará a partir de la fecha de concesión. 
b) Una vez justificado al menos el 25% del to-
tal subvencionado mediante la oportuna pre-
sentación de los documentos acreditativos de 
la ejecución y de los gastos pagados, se podrá 
tramitar hasta el 25% restante. Para ello, y 
en cualquier caso, los beneficiarios deberán 
cumplir las condiciones de justificación, que a 
tal efecto se establecen en el artículo 102, así 
como aquellas otras que el órgano concedente 
de la ayuda pueda dictar en la correspondien-
te Resolución de concesión. 

2. En el plazo de un mes desde que se produzca 
cada pago, la entidad beneficiaria presentará 
ante el órgano concedente de la subvención 
la certificación de haber incorporado el pago 
en su contabilidad, con expresión del asiento 
contable, así como del número de expediente 
de la subvención al que se refiere dicho pago. 

3. El inicio y desarrollo de las acciones forma-
tivas en ningún caso estará condicionado al 
cobro del anticipo por parte de la entidad be-
neficiaria de la subvención. 

4. En ningún caso podrán realizarse pagos anti-
cipados a beneficiarios en los supuestos previs-
tos en el apartado 4, párrafo tercero, del artícu-
lo 34 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre. 

5. El importe definitivo de la subvención se 
liquidará aplicando al coste de la actividad o 
inversión efectivamente realizada por el be-
neficiario, según justificación, el porcentaje 

de financiación definido en la resolución de 
concesión. 
6. Estas ayudas son compatibles con cualquier 
otra subvención, ayuda, ingreso o recurso para 
la misma finalidad, procedente de cualquier 
Administración o ente público o privado, na-
cional de la Unión Europea o de organismos in-
ternacionales, siempre que no supere el 100% 
del coste de las acciones formativas. 

Artículo 100. Subcontratación de la actividad 
subvencionada. 
1. En relación con los Planes de Formación 
dirigidos prioritariamente a personas ocupa-
das regulados en la Sección 2.ª del Capítulo 
II, el programa para personas ocupadas en 
pequeñas y medianas empresas, empresas de 
economía social y autónomos regulado en el 
artículo 39, en materia de subcontratación se 
aplicarán los siguientes criterios: 

a) La entidad beneficiaria podrá subcontratar 
parcial o totalmente por una sola vez y en los 
términos establecidos en esta Orden, la reali-
zación de la actividad formativa. La contrata-
ción de personal docente para la impartición 
de la formación subvencionada por parte del 
beneficiario no se considerará subcontrata-
ción. La subcontratación se realizará en los 
términos previstos en el artículo 29 de la Ley 
38/2003, de 17 de noviembre. 
b) El beneficiario deberá contar con medios 
propios para las funciones de programación y 
coordinación del plan de formación, asumien-
do, en todo caso, la responsabilidad de la eje-
cución de la actividad subvencionada frente a 
la Administración pública, debiendo asegurar, 
tanto aquélla como el subcontratista, el de-
sarrollo satisfactorio de las funciones de los 
organismos de seguimiento y control. 
c) La autorización previa del órgano conce-
dente a que hacen referencia los apartados 
3 del artículo 29 de la Ley 38/2003, de 17 de 
noviembre, General de Subvenciones, podrá 
realizarse de forma expresa en la resolución 
de concesión de la subvención o, en su caso, 
en el convenio suscrito para la ejecución de 
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la actividad formativa, o bien mediante reso-
lución posterior, emitida en el plazo de 15 días 
a contar desde la solicitud de la autorización. 
Se entenderá otorgada la autorización cuando 
transcurra el citado plazo sin pronunciamiento 
expreso del órgano concedente. 

2. Respecto a las acciones formativas dirigi-
das prioritariamente a personas desemplea-
das reguladas en la Sección 3.ª del Capítulo II, 
así como los Programas regulados en la Sec-
ción 4.ª, a excepción del Programa de acciones 
formativas con compromiso de contratación 
regulado en el artículo 38 y el Programa para 
personas ocupadas en pequeñas y medianas 
empresas, empresas de economía social y au-
tónomos regulado en el artículo 39, se aplicará 
el siguiente criterio: 

La ejecución de dichas acciones será realizada 
directamente por el beneficiario cuando éste 
sea un centro o entidad de formación, sin que 
pueda subcontratarla con terceros. A estos 
efectos, la contratación del personal docente 
para la impartición de la formación subvencio-
nada por parte del beneficiario no se conside-
rará subcontratación. 

3. En relación con el Programa de acciones 
formativas con compromiso de contratación 
regulado en el artículo 38, a efectos de sub-
contratación se estará a lo dispuesto en el 
apartado primero a) y c) del presente artículo. 

4. En relación con las acciones de investiga-
ción e innovación reguladas en el Capítulo III 
se aplicarán los siguientes criterios: 

a) La entidad beneficiaria deberá contar con 
recursos humanos y materiales propios para 
las funciones que le corresponden y, en todo 
caso, asumirá la total responsabilidad de la 
ejecución de la actividad subvencionada fren-
te a la Administración, debiendo asegurar, tan-
to aquélla como el contratista, el desarrollo 
satisfactorio de las funciones de los órganos 
de seguimiento y control. 

b) El beneficiario de la subvención deberá rea-
lizar directamente las funciones de diseño y 
planificación de las actividades necesarias 
para la ejecución de la acción, la elaboración 
de los informes finales y la coordinación del 
proyecto, no pudiendo delegar ni subcontratar 
con terceros su desarrollo total ni parcial. 
La ejecución de cualquier otra actividad nece-
saria para el desarrollo del proyecto podrá ser 
subcontratada con otra u otras entidades, te-
niendo en cuenta lo dispuesto en el artículo 29 
de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre y en la 
presente Orden, así como lo que se disponga 
en la correspondiente convocatoria. 
c) El porcentaje de actividad subvencionada 
que la entidad beneficiaria podrá subcontra-
tar con terceros se establecerá en la convoca-
toria para cada tipo de acción. En el supuesto 
de que la citada convocatoria no lo fije se es-
tará en lo dispuesto en el artículo 29.2 de la ley 
38/2003, de 17 de noviembre. 
d) Las entidades que colaboran en la ejecución 
de la acción no podrán contratar, a su vez, con 
terceros aquello que es objeto del contrato 
suscrito con la entidad solicitante. 
En ningún caso podrán realizarse subcontrata-
ciones con terceros que, aumentando el coste 
de la actividad, no aporten valor añadido al 
contenido de la misma, siendo de aplicación lo 
dispuesto en el artículo 29 de la Ley 38/2003, 
de 17 de noviembre, en materia de subcontra-
tación. 
e) Cuando la actividad concertada con terce-
ros exceda del 20% del importe de la subven-
ción y dicho importe sea superior a 60.000 
euros, la celebración del correspondiente 
contrato deberá formalizarse mediante docu-
mento escrito y ser autorizado previamente. 
Para la obtención de dicha autorización, la en-
tidad beneficiaria deberá solicitarla mediante 
escrito a la Dirección General competente 
en materia de Formación Profesional para el 
Empleo, que resolverá en el plazo máximo de 
quince días. Se entenderá otorgada la autori-
zación cuando transcurra el citado plazo sin 
pronunciamiento alguno. 
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5. No se considerará subcontratación la eje-
cución de la actividad subvencionada por una 
entidad vinculada autorizada expresamente 
en la resolución de concesión o posteriormen-
te, en los supuestos previstos en los artículos 
4.3, 4.4 siempre que se den las circunstancias 
exigidas en el artículo 15. 

Artículo 101. Gastos subvencionables 
1. Se considerarán gastos subvencionables 
aquéllos que de manera indubitada respondan 
a la naturaleza de la actividad subvencionada 
y que hayan sido realizados y efectivamente 
pagados desde la fecha de inicio del proyec-
to fijado por la Resolución de concesión de la 
subvención o convenio de colaboración, o en 
su defecto, desde la fecha de la Resolución 
o firma del convenio y con anterioridad a la fi-
nalización del período de justificación. 

2. Cuando el importe del gasto subvencionable 
supere la cuantía de 30.000 euros en el supues-
to de coste por ejecución de obra, o de 12.000 
euros en el supuesto de suministro de bienes 
de equipo o prestación de servicios por em-
presas de consultoría o asistencia técnica, el 
beneficiario deberá solicitar como mínimo tres 
ofertas de diferentes proveedores, con carác-
ter previo a la contracción del compromiso para 
la prestación del servicio o la entrega del bien, 
salvo que por las especiales características de 
los gastos financiables no exista en el mercado 
suficiente número de entidades que lo suminis-
tren o presten, o salvo que el gasto se hubiera 
realizado con anterioridad a la solicitud de sub-
vención. La elección entre las ofertas presenta-
das, que deberán aportarse en la justificación, 
o, en su caso, en la solicitud de subvención, se 
realizará conforme a criterios de eficiencia y 
economía, debiendo justificarse expresamente 
en una memoria la elección cuando no recaiga 
en la propuesta económica más ventajosa. 

3. A los efectos de lo previsto en el apartado 
anterior, se considerará que el beneficiario ha 
cumplido lo allí establecido cuando justifique 
de modo razonado que la elección del provee-

dor responde a criterios de eficacia y econo-
mía, teniendo en cuenta las actuaciones a de-
sarrollar y el ámbito en el que se desarrolla, tal 
como dispone la disposición adicional quinta 
de la Ley 43/2006, de 29 de diciembre, para la 
mejora del crecimiento y el empleo. 

4. En los Anexos II y III se detallan los gastos 
subvencionables y los criterios de imputación 
para las acciones formativas y las acciones de 
investigación e innovación respectivamente. 

Artículo 102. Justificación de la subvención. 
1. A los efectos de la justificación de las sub-
venciones concedidas al amparo de la presen-
te Orden, y en el plazo máximo de tres meses 
a partir de la fecha de finalización de las accio-
nes objeto de subvención para el caso de la jus-
tificación final, el beneficiario deberá presen-
tar una cuenta justificativa con aportación de 
un informe de auditor. La rendición de la cuen-
ta justificativa constituye un acto obligatorio 
de la entidad beneficiaria, en la que se debe 
incluir, bajo responsabilidad del declarante, 
los justificantes o cualquier otro documento 
con validez jurídica que permitan acreditar el 
cumplimiento del objeto de la ayuda y del gas-
to total de la actividad subvencionada. 

Las facturas deberán reunir los requisitos 
establecidos en el Capítulo II del Título I del 
Reglamento por el que se regulan las obliga-
ciones de facturación, aprobado por el Real 
Decreto 1496/2003, de 28 de noviembre, mo-
dificado por el Real Decreto 87/2005. 

2. Dicha cuenta se presentará acompañada de 
la siguiente documentación: 

a) Una memoria de actuación justificativa del 
cumplimiento de las condiciones impuestas 
en la concesión de la subvención, con indica-
ción de las actividades realizadas y de los re-
sultados obtenidos. 
b) Una cuenta justificativa con aportación 
de informe de un auditor de cuentas inscrito 
como ejerciente en el Registro Oficial de Au-
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ditores de Cuentas dependiente del Instituto 
de Contabilidad y Auditoría de Cuentas, con-
forme a lo previsto en el artículo 74 del Real 
Decreto 887/2006, de 21 de julio. 
El informe de auditor tendrá por objeto la revi-
sión de la cuenta justificativa comprobando la 
elegibilidad de los gastos realizados por el be-
neficiario, conforme a lo previsto en la presen-
te Orden y las obligaciones establecidas en la 
correspondiente resolución de concesión, así 
como en las normas de subvencionabilidad 
contenidas en el artículo 31 de la Ley 38/2003, 
de 17 de noviembre, y, en su caso, en la regla-
mentación comunitaria aplicable. 

3. Sin perjuicio de que el Servicio Andaluz de 
Empleo defina, en el ámbito de las ayudas por 
él concedidas, el procedimiento a seguir por el 
auditor para la revisión de la cuenta justificati-
va, en todo caso, el informe de auditor deberá 
certificar la verificación y comprobación de 
los siguientes extremos: 

a) Que la entidad beneficiaria utiliza un siste-
ma de contabilidad separada o codificación 
contable que permite la inequívoca identifica-
ción de los gastos realizados. 
b) Que las facturas originales o documentos 
contables de valor probatorio equivalente que 
figuran en la relación de gastos cuentan con 
los datos requeridos por la legislación vigente 
habiendo sido dichos gastos efectivamente 
ejecutados y pagados. 
c) Que el contenido de las facturas originales 
pagadas o documentos contables de valor 
probatorio equivalente han sido imputados 
correctamente a las relaciones de gasto cer-
tificadas. 
d) Que los gastos realizados e imputados al 
proyecto guardan una relación directa con el 
mismo, siendo conformes con las normativas 
autonómica, nacional y comunitaria en mate-
ria de elegibilidad de gastos y subvenciones. 

4. Junto a dicho informe ha de adJuntarse: 

a) Un estado representativo de los gastos in-
curridos en la realización de las actividades 

subvencionadas, debidamente agrupados, y, 
en su caso, las cantidades inicialmente presu-
puestadas y las desviaciones acaecidas. 
b) En el caso de que las actividades hayan sido 
financiadas, además de con la subvención, con 
fondos propios u otras subvenciones o recur-
sos, deberá aportarse una relación detallada 
de éstos con indicación del importe, proce-
dencia y aplicación de tales fondos a las acti-
vidades subvencionadas. 

De conformidad con lo previsto en el artículo 
18.1 del Decreto 254/2001, de 20 de noviem-
bre, la cuenta justificativa se referirá al gasto 
total de la actividad subvencionada aunque la 
cuantía sea inferior. 

4. En caso de imputaciones derivadas de sub-
contratación o contrataciones de gastos de 
carácter genérico deberán presentar o tener 
a disposición del Servicio Andaluz de Empleo 
los justificantes documentales de todos los 
pagos finales materializados que den soporte 
a dichos gastos. 

5. El beneficiario de la subvención estará obli-
gado a conservar, durante un plazo de cuatro 
años, salvo que las resoluciones de concesión 
de la subvención establezcan un plazo dife-
rente, los justificantes de la realización de la 
actividad que fundamenta la concesión de la 
subvención, así como de la aplicación de los 
fondos recibidos. El citado plazo se computa-
rá a partir de la fecha de recepción por parte 
del beneficiario de la resolución de liquidación 
del expediente. En el supuesto de acciones 
cofinanciadas con fondos comunitarios, se 
aplicará a este respecto lo que establezca la 
normativa comunitaria. 

6. Las entidades que, sin haber transcurrido 
el citado período, decidan suspender su acti-
vidad o disolverse, deberán remitir copia de la 
citada documentación al órgano competente. 

7. A los efectos de determinar la subvención 
en el caso de que el objeto de la misma sea 
el desarrollo de acciones formativas, y a los 
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efectos del cómputo de alumnos finalizados, 
se tendrán en cuenta las siguientes reglas: 

a) En las acciones presenciales, se computa-
rán los alumnos que hayan finalizado la ac-
ción formativa, así como los alumnos que sin 
finalizar la acción formativa hayan asistido, al 
menos, al 75% de la duración de la acción for-
mativa. Asimismo, en las acciones formativas 
impartidas mediante la modalidad a distancia 
convencional o teleformación se considerará 
que han finalizado la acción aquellas perso-
nas que hayan realizado al menos el 75% de 
los controles periódicos de seguimiento de su 
aprendizaje a lo largo de la misma. 
b) Si se produjeran abandonos de alumna-
do antes del 25% de la duración de la acción 
formativa se podrán incorporar otros trabaja-
dores/as a la formación en lugar de aquellos. 
Si los abandonos tuviesen lugar con poste-
rioridad al mencionado período se admitirán 
desviaciones por acción de hasta un 15% del 
número de participantes que las hubieran ini-
ciado, sin que ello suponga minoración de la 
subvención. 
c) En el supuesto de trabajadores/as desem-
pleados/as, se considerará que han finalizado 
la acción formativa aquellos que tuvieran que 
abandonarla por haber encontrado empleo, y 
se acredite debidamente. 
d) Si el alumno o alumna hubiera sido excluido 
o excluida de la acción formativa por no seguir 
el curso con suficiente interés y regularidad, 
no se tendrá en cuenta dicha baja a efecto de 
liquidación de la acción formativa. 
e) En las acciones formativas impartidas me-
diante la modalidad a distancia convencional 
o teleformación se considerará que han fina-
lizado la acción aquellos alumnos que hayan 
realizado al menos el 75% de los controles 
periódicos de seguimiento de su aprendizaje a 
lo largo de la misma. 

8. Una vez presentada la documentación se-
ñalada en el apartado 1 de este artículo se 
realizará por el órgano que concedió la sub-
vención la correspondiente comprobación 
técnico-económica. 

Si como resultado de dicha comprobación 
se dedujera que el coste subvencionable ha 
sido inferior a la subvención concedida o que 
se han incumplido, total o parcialmente, los 
requisitos establecidos en la normativa apli-
cable para la justificación de la subvención o 
los fines para los que fue concedida la misma 
se comunicará tal circunstancia al interesado 
junto a los resultados de la comprobación téc-
nico-económica y se iniciará el procedimiento 
para declarar la pérdida del derecho al cobro 
de la subvención o, en su caso, el procedimien-
to de reintegro total o parcial de la subvención 
previsto en el artículo 105. 

Artículo 103. Devolución voluntaria de la 
subvención. 
1. El beneficiario que voluntariamente proce-
da a la devolución de la subvención concedida 
antes del plazo de justificación y sin previo 
requerimiento del Servicio Andaluz de Em-
pleo, deberá ingresar las sumas percibidas 
así como de los intereses que correspondan 
desde el momento del pago hasta el de in-
greso de acuerdo a lo previsto por el artículo 
90 del Reglamento de la Ley General de Sub-
venciones, según el procedimiento arbitrado 
por la Consejería competente en materia de 
economía y hacienda. 

2. La devolución voluntaria de las cantidades 
descritas en el apartado anterior deberá ser 
comunicada por la entidad beneficiaria al ór-
gano concedente de la misma remitiendo co-
pia del ingreso en un plazo no superior a diez 
días desde que se produzca. 

3. La devolución se considerará renuncia del 
derecho, siéndole de aplicación el procedi-
miento establecido en la normativa vigente a 
estos efectos. 

Artículo 104. Reintegro. 
1. Además de los casos de nulidad y anula-
bilidad previstos en el artículo 36 de la Ley 
38/2003, de 17 de noviembre, y de acuerdo con 
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el artículo 37 de la misma, procederá el reinte-
gro de las cantidades percibidas y la exigencia 
del interés de demora correspondiente desde 
el momento del pago de la subvención hasta 
la fecha en que se acuerde la procedencia del 
reintegro, en los siguientes casos: 

a) Obtención de la subvención falseando las 
condiciones requeridas para ello u ocultando 
aquéllas que lo hubieran impedido. 
b) Incumplimiento total o parcial del objetivo, 
de la actividad, del proyecto o la no-adopción 
del comportamiento que fundamentan la con-
cesión de la subvención. 
c) Incumplimiento de la obligación de justifica-
ción o la justificación insuficiente, en los tér-
minos establecidos en el artículo 104. 
d) Incumplimiento de la obligación de adoptar 
las medidas de difusión y publicidad conteni-
das en el artículo 11. 
e) Resistencia, excusa, obstrucción o negativa 
a las actuaciones de comprobación y control 
financiero previstas en los artículos 14 y 15 de 
la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, así como el 
incumplimiento de las obligaciones contables, 
registrales o de conservación de documentos 
cuando de ello se derive la imposibilidad de ve-
rificar el empleo dado a los fondos percibidos, 
el cumplimiento del objetivo, la realidad y regu-
laridad de las actividades subvencionadas, o la 
concurrencia de subvenciones, ayudas, ingre-
sos o recursos para la misma finalidad, proce-
dentes de cualesquiera Administraciones o en-
tes públicos o privados, nacionales, de la Unión 
Europea o de organismos internacionales. 
f) Incumplimiento de las obligaciones impues-
tas por la Administración a las personas o 
entidades beneficiarias, así como de los com-
promisos por éstas asumidos, con motivo de la 
concesión de la subvención, siempre que afec-
ten o se refieran al modo en que se han de con-
seguir los objetivos, realizar la actividad, ejecu-
tar el proyecto o adoptar el comportamiento 
que fundamenta la concesión de la subvención. 
g) Incumplimiento de las obligaciones impuestas 
por la Administración a las personas o entidades 
beneficiarias, así como de los compromisos por 
éstas asumidos, con motivo de la concesión de 

la subvención, distintos de los anteriores, cuan-
do de ello se derive la imposibilidad de verificar 
el empleo dado a los fondos percibidos, el cum-
plimiento del objetivo, la realidad y regularidad 
de las actividades subvencionadas, o la concu-
rrencia de subvenciones, ayudas, ingresos o re-
cursos para la misma finalidad, procedentes de 
cualesquiera Administraciones o Entes públicos 
o privados, nacionales, de la Unión Europea o de 
organismos internacionales. 
h) Incumplimiento de las normas medioam-
bientales al realizar el objeto de la subvención 
o ayuda, de acuerdo con lo dispuesto en la le-
tra f) del artículo 112 de la Ley General de la Ha-
cienda Pública de la Comunidad Autónoma de 
Andalucía. En este supuesto, la tramitación del 
expediente de reintegro exigirá previamente 
que haya recaído resolución administrativa o 
judicial firme, en la que quede acreditado el in-
cumplimiento por parte de la entidad benefi-
ciaria de las medidas en materia de protección 
del medio ambiente a las que viniere obligada. 
i) Incumplimiento de la normativa vigente en 
materia de prevención de riesgos laborales. 
En este supuesto, la tramitación del expedien-
te de reintegro exigirá previamente que haya 
recaído resolución administrativa o judicial 
firme, en la que quede acreditado el incumpli-
miento por parte de la entidad beneficiaria de 
las medidas en la referida materia. 
j) La adopción, en virtud de lo establecido en 
los artículos 87 a 89 del Tratado de la Unión 
Europea, de una decisión de la cual se derive 
una necesidad de reintegro. 

2. En materia de reintegro de las ayudas con-
templadas en esta Orden serán de aplicación 
las reglas contenidas por el artículo 33 de la 
Ley 3/2004, de 28 de diciembre. 

3. La graduación de los posibles incumplimien-
tos a que hace referencia el apartado 1 de este 
artículo se determinará de acuerdo con los si-
guientes criterios: 

a) En el supuesto de incumplimiento total: 
El incumplimiento total de los fines para los 
que se concedió la subvención o de la obliga-
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ción de justificación de la misma dará lugar al 
reintegro del 100% de la subvención concedi-
da. Igualmente se considerará que concurre 
el incumplimiento total si la realización de la 
actividad subvencionada no alcanza el 35% de 
sus objetivos, que en el caso de acciones for-
mativas se medirá con el indicador de número 
de horas de formación multiplicado por el nú-
mero de alumnos formados. 
b) En el supuesto de incumplimiento parcial: 
el incumplimiento parcial de los fines para los 
que se concedió la subvención o de la obliga-
ción de justificación de la misma dará lugar al 
reintegro parcial de la subvención concedida. 
Cuando la ejecución del indicador mencionado 
en el párrafo anterior esté comprendido entre 
el 35% y el 100% la subvención concedida se 
minorará en el porcentaje que haya dejado de 
cumplirse, siempre que los gastos hayan sido 
debidamente justificados. 

4. En el supuesto de que el importe de la sub-
vención resulte ser de tal cuantía que, aisla-
damente o en concurrencia con otras subven-
ciones, ayudas, ingresos o recursos, supere el 
coste de la actividad subvencionada, procederá 
el reintegro del exceso obtenido sobre el coste 
de la actividad subvencionada, así como la exi-
gencia del interés de demora correspondiente. 

5. Las cantidades a reintegrar tendrán la con-
sideración de ingresos de derecho público, 
resultando de aplicación para su cobranza lo 
previsto en la Ley General de Hacienda Pú-
blica. De conformidad con lo establecido en 
el artículo 33.a) de la Ley 3/2004, de 28 de di-
ciembre, el interés de demora aplicable en ma-
teria de subvenciones será el interés legal del 
dinero incrementado en un 25%, salvo que la 
Ley de Presupuestos Generales del Estado es-
tablezca otro diferente. Los procedimientos 
para la exigencia del reintegro de subvencio-
nes tendrán siempre carácter administrativo. 

Artículo 105. Procedimiento de reintegro. 
1. El órgano competente para el otorgamiento 
de la subvención lo es también para la trami-

tación y resolución, en su caso, del correspon-
diente expediente de reintegro, de acuerdo 
con las siguientes reglas: 

a) El procedimiento se inicia de oficio por 
acuerdo del órgano competente, debiendo 
reconocer, en todo caso, a las personas inte-
resadas el derecho a efectuar alegaciones, 
proponer medios de prueba y el preceptivo 
trámite de audiencia previo a la propuesta de 
resolución. 
b) Será competente para iniciar y resolver el 
procedimiento de reintegro el mismo órgano 
que sea competente para el otorgamiento de 
la subvención, de acuerdo con lo previsto en el 
artículo 89. 
c) De conformidad con lo establecido en el ar-
tículo 33.c) de la Ley 3/2004, de 28 de diciem-
bre, el plazo máximo para resolver y notificar 
la resolución del procedimiento de reintegro 
será de doce meses, a contar desde la fecha 
del acuerdo de iniciación. El vencimiento del 
plazo máximo establecido sin que se haya dic-
tado y notificado resolución expresa produci-
rá la caducidad del procedimiento. 
d) Si como consecuencia de reorganizaciones 
administrativas se modifica la denominación 
del órgano o entidad concedente, o la compe-
tencia para la concesión de las subvenciones 
o ayudas de la línea o programa se atribuye a 
otro órgano, la competencia para acordar la 
resolución y el reintegro corresponderá al ór-
gano o entidad que sea titular del programa o 
línea de subvenciones en el momento de adop-
tarse el acuerdo de reintegro. 
e) La resolución de reintegro será notificada 
al interesado indicándole lugar, forma y plazo 
para realizar el ingreso; advirtiéndole que, en 
el caso de no efectuar el reintegro en plazo, se 
aplicará procedimiento de recaudación en vía 
de apremio o, en los casos que sea pertinente, 
de compensación. 

2. Transcurrido el plazo de ingreso voluntario 
sin que se materialice el reintegro, el órgano 
concedente de la subvención dará traslado del 
expediente a la Consejería competente en ma-
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teria de economía y hacienda para que inicie el 
procedimiento de apremio. 

Artículo 106. Responsabilidad y régimen san-
cionador. 
Le será de aplicación a las subvenciones 
reguladas en la presente orden el régimen 
sancionador previsto en el Título IV de la Ley 
38/2003, de 17 de noviembre, y en el artículo 
116 de la Ley 5/1983, de 19 de julio. 

Las infracciones podrán ser calificadas como 
leves, graves o muy graves y llevarán apareja-
das las sanciones que en cada caso correspon-
da de acuerdo con lo previsto en los artículos 
59 y siguientes de la citada Ley. 

Artículo 107. Publicidad de las subvenciones 
concedidas. 
1. De conformidad con lo establecido en el artí-
culo 18 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, 
las subvenciones concedidas por el Servicio 
Andaluz de Empleo al amparo de la presente 
orden se publicarán en el Boletín Oficial de la 
Junta de Andalucía con expresión de la convo-
catoria, el programa y crédito presupuestario 
al que se imputen, beneficiario, cantidad conce-
dida y finalidad o finalidades de la subvención. 

2. Las entidades que participen en el desarro-
llo de los programas establecidos deberán ha-
cer constar de modo expreso la colaboración 
del Servicio Andaluz de Empleo y en su caso, 
del Fondo Social Europeo en todas las actua-
ciones que así lo requieran. Para ello, se tendrá 
en cuenta lo dispuesto en el Manual de Dise-
ño Gráfico para su utilización por el Gobierno 
y Administración de la Junta de Andalucía, 
aprobado por Decreto 245/1997, de 15 de oc-
tubre, modificado según redacción dada por 
el Decreto 149/2007, de 15 de mayo, por el que 
se aprueba la adaptación y actualizaciones 
del Manual de Diseño Gráfico, así como en la 
Normativa de la Unión Europea, entre otros, el 
Reglamento (CE) núm. 1989/2006 del Consejo 
de 21 de diciembre, que modifica el Anexo III 

del Reglamento (CE) 1083/2006 del Consejo 
de 11 de julio de 2006, por el que se establecen 
las disposiciones generales relativas al Fon-
do Europeo de Desarrollo Regional, al Fondo 
Social Europeo y al Fondo de Cohesión y el 
Reglamento (CE) 1081/2006, del Parlamento 
Europeo, y del Consejo de 5 de julio de 2006. 

El Servicio Andaluz de Empleo podrá estable-
cer las características que a tal efecto deberán 
reunir los materiales impresos o audiovisuales 
que elaboren las Entidades beneficiarias. Con 
independencia de ello, siempre que la entidad 
elabore cualquier tipo de material con cargo a 
la ayuda concedida, deberá llevar la identifica-
ción de su financiación por parte del Servicio 
Andaluz de Empleo en el formato que éste es-
tablezca, teniendo la entidad la obligación de 
conservar un original de los mismos a disposi-
ción de los órganos de gestión y control com-
petentes, por cuanto que el Servicio Andaluz 
de Empleo podrá darle la utilidad y publicidad 
que estime conveniente. 

3. Asimismo, de conformidad con el artículo 6 
del Reglamento (CE) núm. 1828/2006 de la Co-
misión, de 8 de diciembre de 2006 (DOUE L45, 
de 15 de febrero de 2007), la aceptación de la 
financiación por parte del beneficiario impli-
cará la aceptación de su inclusión en la lista de 
beneficiarios publicada según lo establecido 
en el artículo 7 de dicho Reglamento. 

4. El incumplimiento por parte de la entidad 
beneficiaria de cualquiera de las obligaciones 
respecto a la publicidad establecidas en este 
artículo podrá dar lugar al reintegro de la ayuda 
en los términos dispuestos por el artículo 104. 

Artículo 108. Normativa aplicable. 
1. Las subvenciones reguladas en la presente 
Orden se regirán, además de por lo dispues-
to en la misma, por lo establecido en el Real 
Decreto 254/2001, de 20 de noviembre, por 
el que se aprueba el Reglamento por el que 
se regulan los Procedimientos de Concesión 
de Ayudas Públicas por la Administración de 
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la Junta de Andalucía y sus Organismos Au-
tónomos, la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, 
y su reglamento aprobado por el Real Decre-
to 887/2006, de 21 de julio, así como la Ley 
3/2004, de 28 de diciembre, el Título VIII de la 
Ley 5/1983, de 19 de julio, la Ley 30/1992 de 26 
de noviembre y las demás disposiciones que 
resulten de aplicación. 

2. Asimismo le será de aplicación lo dispuesto 
en el Real Decreto 395/2007, de 23 de marzo, 
la Orden TAS 718/2007, de 7 de marzo que lo 
desarrolla en lo concerniente a la formación 
de oferta, la Orden TIN 2805/2008, de 26 de 
septiembre que lo desarrolla en lo concernien-
te a las acciones de apoyo y acompañamiento 
a la formación y cualquier otra norma estatal 
que pudiera ser de aplicación a la materia ob-
jeto de regulación en la misma. 

Disposición Adicional Primera. Protección de 
datos. 
Los datos identificativos de las entidades so-
licitantes, y de los participantes en las distin-
tas acciones reguladas en la presente Orden, 
se integrarán en ficheros automatizados a los 
efectos oportunos, pudiendo los interesados 
ejercer los derechos reconocidos con carácter 
general en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de di-
ciembre, de Protección de Datos de Carácter 
Personal y demás normativa de desarrollo. 

Disposición Adicional Segunda. Modelos y 
aplicativos informáticos. 
El Servicio Andaluz de Empleo comunicará y 
pondrá a disposición de los beneficiarios los 
modelos de Justificación de Costes y demás 
documentación que puedan resultar de apli-
cación para los solicitantes o beneficiarios de 
las subvenciones, así como las herramientas 
informáticas pertinentes para un mejor segui-
miento, control y aprovechamiento de la acti-
vidad subvencionada. 

Disposición Adicional Tercera. Aplicación y 
actualización de las cuantías y módulos eco-
nómicos previstos en esta Orden. 

Las cuantías relativas a las ayudas y becas 
previstas en la Sección 5.ª del Capítulo II, así 
como los importes y módulos económicos 
máximos establecidos en el Anexo I, se apli-
carán a las convocatorias y programaciones 
aprobadas con posterioridad a la publicación 
de la presente orden. 

Las cuantías y módulos económicos mencio-
nados en el párrafo anterior se actualizarán 
mediante resolución de la persona titular de la 
Dirección General competente en materia de 
Formación Profesional para el Empleo. 

Disposición Adicional Cuarta. Financiación 
de los Centros Integrados. 
La financiación de los Centros Integrados se 
regulará en la normativa específica que se dic-
te al efecto, sin perjuicio de la participación de 
los mismos en las subvenciones reguladas en 
la presente Orden. 

Disposición Adicional Quinta. Formación Pro-
fesional para el Empleo en la Red de Consor-
cios Escuela. 
Las subvenciones para el desarrollo de ac-
ciones en materia de Formación Profesional 
para el Empleo que se desarrollan en la Red 
de Consorcios Escuela participados por la 
Junta de Andalucía, se regularán por la Orden 
de la Consejería de Empleo, de 10 de mayo de 
2005, por la que se establecen las bases re-
guladoras de las subvenciones destinadas a 
Consorcios Escuela de Formación por el Em-
pleo participadas por la Junta de Andalucía, 
siéndoles de aplicación supletoria lo previsto 
en la presente Orden. 

Disposición Adicional Sexta. Modificación de 
la Orden de 10 de mayo de 2006, por la que 
se regula el procedimiento de concesión de 
las ayudas en materia de formación profe-
sional ocupacional, establecidas en el Decre-
to 72/2003, de 18 de marzo, de Medidas de 
Impulso de la Sociedad del Conocimiento en 
Andalucía. 
Uno. El apartado 1 del artículo 1 queda redac-
tado del siguiente modo: 
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«1. Elaboración de materiales y contenidos de 
formación profesional para el empleo, para 
su uso y difusión a través de Internet, que, en 
caso de superar los controles de calidad que a 
tal fin se establezcan, podrán pasar a formar 
parte del Repositorio que a tal efecto cree el 
Servicio Andaluz de Empleo, conforme a lo 
previsto en el artículo 75 de la Orden de 23 de 
octubre de 2009, de la Consejería de Empleo, 
por la que se desarrolla el Decreto 335/2009, 
de 22 de septiembre, por el que se regula la 
ordenación de la formación profesional para 
el empleo en Andalucía y se establecen las ba-
ses reguladoras para la concesión de subven-
ciones y ayudas y otros procedimientos». 

Dos. El apartado 1 del artículo 2 queda redac-
tado del siguiente modo: 
«1. Podrán optar a estas ayudas las empresas, 
ya sean personas físicas o jurídicas, que estén 
radicadas y desarrollen su actividad en el ámbito 
geográfico de la comunidad autónoma de Anda-
lucía, Para participar en la modalidad prevista en 
el artículo 1.2, las empresas habrán de inscribirse 
o acreditarse conforme a lo previsto en el Capítu-
lo V de la Orden de 23 de octubre de 2009, de la 
Consejería de Empleo, por la que se desarrolla el 
Decreto 335/2009, de 22 de septiembre, por el 
que se regula la ordenación de la formación pro-
fesional para el empleo en Andalucía y se estable-
cen las bases reguladoras para la concesión de 
subvenciones y ayudas y otros procedimientos».
 
Tres. El artículo 3 queda redactado del si-
guiente modo: 
«A los efectos de los gastos subvencionables 
se estará a lo dispuesto en el artículo 101 y en 
los Anexos II y III de la Orden de 23 de octubre 
de 2009, de la Consejería de Empleo, por la 
que se desarrolla el Decreto 335/2009, de 22 
de septiembre, por el que se regula la ordena-
ción de la formación profesional para el em-
pleo en Andalucía y se establecen las bases 
reguladoras para la concesión de subvencio-
nes y ayudas y otros procedimientos. A estos 
efectos, se aplicará el Anexo II para la modali-
dad prevista en el artículo 1.2 y el Anexo III para 
la modalidad prevista en el artículo 1.1.» 

Disposición Adicional Séptima. Franja piríti-
ca de Huelva y Sevilla. 
En relación con las acciones formativas que se 
programen en el ámbito geográfico de la Zona 
de Acción Especial ZAE de la Franja Pirítica de 
Huelva y Sevilla, continuará en vigor y siendo 
de aplicación lo dispuesto en la Orden de 6 de 
mayo de 2002, por la que se regula el procedi-
miento de concesión de las ayudas en materia 
de Formación Profesional Ocupacional esta-
blecidas en el Decreto 144/1998, de 7 de julio, 
por el que se delimita la citada Zona de Acción 
Especial así como en el Decreto 274/2001, de 
18 de diciembre, que lo modifica. Las referen-
cias y menciones realizadas a la Orden de 25 de 
julio de 2000 y la Orden de 12 de diciembre de 
2000 de convocatoria y desarrollo de los Pro-
gramas de Formación Profesional Ocupacional 
se entenderán realizadas a la presente Orden. 

Disposición Adicional Octava. Facultades de 
aplicación. 
Se faculta a la persona titular de la Dirección 
Gerencia del Servicio Andaluz de Empleo a 
adoptar las medidas necesarias para la aplica-
ción y desarrollo de esta Orden, así como para 
dictar cuantas instrucciones sean precisas 
para la ejecución de lo dispuesto en la misma. 

Disposición Transitoria Primera. Régimen 
transitorio de los procedimientos de conce-
sión de subvenciones. 
Los procedimientos de concesión de subven-
ciones en materia de formación de oferta ini-
ciados con anterioridad a la entrada en vigor 
de esta Orden se regirán por la normativa an-
terior que les sea de aplicación. 

Disposición Transitoria Segunda. Registro 
Andaluz de Centros y Entidades de Forma-
ción Profesional para el Empleo. 
1. A partir de la entrada en vigor de la presente 
orden, el Registro Andaluz de Centros y Entida-
des de Formación Profesional para el Empleo 
estará constituido con los centros, estructura 
y situaciones vigentes incluidos en el Censo de 
Centros colaboradores de Formación Profe-
sional Ocupacional de la Junta de Andalucía. 
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2. Los centros homologados en especialida-
des no conducentes a la obtención de Certi-
ficados de Profesionalidad, serán considera-
dos centros inscritos de conformidad con el 
artículo 72.2. 

3. Los centros acreditados para la impartición 
de Certificados de Profesionalidad vinculados 
al Catálogo Nacional de Cualificaciones Profe-
siones se incluirán en el mencionado Registro 
teniendo en cuenta los requisitos exigidos en 
el artículo 73 y en la normativa reguladora de 
los citados Certificados. 

Aquellos centros que, a la fecha de entrada 
en vigor de esta orden, tengan homologadas, 
conforme a la normativa anterior, especiali-
dades conducentes a un certificado de profe-
sionalidad, habrán de acreditar, en los plazos y 
conforme al procedimiento que a tal fin se es-
tablezca, que cumplen los requisitos exigidos 
en la normativa reguladora de cada certificado 
de profesionalidad. En el caso de que el centro 
demuestre que cumple dichos requisitos, pa-
sará a considerarse como centro acreditado 
en esa especialidad. En caso de que no acredi-
ten tal extremo en dicho plazo, la especialidad 
homologada a dicha entidad causará baja. 

Asimismo se arbitrará el procedimiento oportu-
no para la acreditación de los centros en aqué-
llas especialidades correspondientes a nuevos 
certificados de profesionalidad, que sean equi-
valentes a otros certificados derogados. 

4. Los Centros y Entidades de formación que 
impartan acciones formativas de los Planes 
dirigidos prioritariamente a trabajadores/as 
ocupados/as y no estén inscritos en el Regis-
tro Andaluz de Centros y Entidades de For-
mación Profesional para el Empleo, podrán 
solicitar su inclusión en el mismo en el plazo de 
un año desde que hayan sido incluidos, en los 
términos que determine el Servicio Público de 
Empleo Estatal, en el Registro Estatal de Cen-
tros y Entidades de formación, a que se refiere 
la disposición transitoria primera, apartado 2, 
de la Orden TAS 718/2008, de 7 de marzo. 

Disposición Transitoria Tercera. Participa-
ción de los Consorcios Escuela de Formación 
Profesional para el Empleo en los Planes de 
formación de Carácter Sectorial dirigidos 
prioritariamente a personas trabajadoras 
ocupadas. 
Los Consorcios Escuela de Formación Profe-
sional para el Empleo previstos en el artículo 
29.a).2.º del Decreto 335/2009, de 22 de sep-
tiembre, podrán participar en el desarrollo de 
los Planes de formación de Carácter Sectorial 
dirigidos prioritariamente a personas traba-
jadoras ocupadas, mediante la suscripción de 
convenios con las entidades beneficiarias de 
los mismos, reguladas en el artículo 4.1.b), a 
través de subcontratación. 

Disposición Transitoria Cuarta. Incorporación 
de acciones formativas vinculadas al Catálogo 
Nacional de las Cualificaciones Profesionales 
A los efectos de impartición de la formación 
de oferta regulada en la presente Orden, y 
hasta tanto no se apruebe la normativa esta-
tal reguladora de los correspondientes Certi-
ficados de Profesionalidad, se podrán incluir 
en la Programación que se realice en Andalu-
cía los módulos formativos del Catálogo Mo-
dular de Formación Profesional, vinculados al 
Catálogo Nacional de las Cualificaciones. Esta 
formación se acreditará conforme a lo previs-
to en el artículo 19.2. 

Disposición Derogatoria Única. Derogación 
normativa. 
Quedan derogadas las siguientes órdenes y su 
normativa de desarrollo, salvo para las actua-
ciones iniciadas al amparo de las mismas: 

a) Orden de 25 de julio de 2000, por la que se 
regula el procedimiento de autorización admi-
nistrativa para la actividad como Centro Cola-
borador de Formación Profesional Ocupacio-
nal de la Junta de Andalucía. 
b) Orden de 4 de agosto de 2008, por la que 
se aprueba la convocatoria de subvenciones 
públicas para la formación de oferta dirigida 
a trabajadores ocupados dentro del ámbito de 
la Comunidad Autónoma de Andalucía. 
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c) Orden de 6 de octubre de 2008, por la que se 
aprueba la convocatoria para la concesión de 
subvenciones públicas destinadas a la realiza-
ción de acciones complementarias y de acom-
pañamiento a la formación, en el ámbito de la 
Comunidad Autónoma de Andalucía. 
d) Orden de 15 de mayo de 2009, por la que se 
establecen las bases reguladoras para la con-
cesión de subvenciones para la realización de 
acciones de formación profesional para el em-
pleo con compromiso de contratación. 

Disposición Final Primera. Disponibilidad 
presupuestaria. 
La concesión de las subvenciones, así como de 
las becas y ayudas, reguladas en la presente 
Orden, estará condicionada a la existencia de 
dotación presupuestaria para el correspon-
diente ejercicio económico. 

Disposición Final Segunda. Entrada en vigor. 
La presente Orden entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Boletín Ofi-
cial de la Junta de Andalucía. 

Sevilla, 23 de octubre de 2009 
ANTONIO FERNÁNDEZ GARCÍA 

Consejero de Empleo 
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ANEXO I 
Importes y módulos económicos máximos 

1. Los módulos económicos máximos (coste 
por participante y hora de formación) apli-
cables a efectos de la determinación y justi-
ficación de las subvenciones destinadas a la 
financiación de la formación de oferta, serán 
los que a continuación se establecen en fun-
ción de la modalidad de impartición y el nivel 
de la formación: 

Modalidad de 
impartición

Nivel de formación

Básico Superior

Presencial 9 € 13 €

Teleformación 7,5 €

A distancia 
convencional 5,5 €

Mixta Se aplicarán los módulos
anteriores en función de
las horas de formación
presencial y a distancia
convencional o telefor-
mación que tenga la
acción formativa.

En la modalidad de impartición presencial, el 
módulo de «nivel básico», que capacita para 
desarrollar competencias y cualificaciones 
básicas, se aplicará cuando se vaya a impartir 
formación en materias transversales o gené-
ricas; mientras que el módulo de «nivel supe-
rior» se aplicará cuando la formación incor-
pore materias que impliquen especialización 
o capacite para desarrollar competencias de 
programación o dirección. 

La formación de carácter transversal contem-
plada en los artículos 29 y 37 cuando acompa-
ñe a una acción de formación que sea espe-
cífica se valorará de acuerdo con el módulo 
económico de esta última. 

2. Respecto a las actuaciones de evaluación 
y control de la calidad de la formación a que 
hace referencia en el artículo 33.5 de la Orden 
TAS 718/2008, de 7 de marzo, el beneficiario 

podrá destinar a esta finalidad hasta un 5% de 
la subvención que le haya sido concedida para 
la ejecución de la Acción Formativa. 

3. Podrá incrementarse hasta en un 50% el 
módulo económico superior de la modalidad 
presencial, en función de la singularidad de 
determinadas acciones formativas que por su 
especialidad y características técnicas preci-
sen de una financiación mayor. 

El coste del conjunto de las acciones contem-
pladas en el párrafo anterior no podrá superar 
el 5% del total de los fondos destinados a la 
financiación de la oferta de formación profe-
sional para el empleo. 

Si por el Ministerio de Trabajo e Inmigración 
se modificasen los módulos económicos a que 
se hace referencia en los tres apartados ante-
riores, con los mismos efectos y en la misma 
cuantía resultarán afectados los módulos apli-
cables a la presente Orden. 

ANEXO II 
Costes subvencionables y criterios de impu-
tación para las Acciones Formativas 

1. Costes directos de la actividad formativa: 

a) Las retribuciones de los formadores y tu-
tores internos y externos, pudiéndose incluir 
salarios, seguros sociales, dietas y gastos de 
locomoción y, en general, todos los costes im-
putables a los formadores en el ejercicio de 
las actividades de preparación, impartición, 
tutoría y evaluación a los participantes de las 
acciones formativas. 
Estos gastos deberán presentarse debida-
mente desglosados por horas dedicadas a la 
actividad que se imputen. 
b) Los gastos de amortización de equipos di-
dácticos y plataformas tecnológicas calcula-
dos con criterios de amortización aceptados 
en las normas de contabilidad, así como el al-
quiler o arrendamiento financiero de los mis-
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mos, excluidos sus intereses, soportados en la 
ejecución de las acciones formativas. 
Estos gastos deberán presentarse debida-
mente desglosados por acción formativa y 
se imputarán por el número de participantes 
en el caso de uso individual de los equipos o 
plataformas; en otro caso, se imputarán por 
horas de utilización. 
c) Gastos de medios didácticos y/o de adquisi-
ción de materiales didácticos, así como los gas-
tos en bienes consumibles utilizados en la reali-
zación de las acciones formativas, incluyendo el 
material de protección y seguridad. Asimismo, 
en el caso de la teleformación, los costes impu-
tables a los medios de comunicación utilizados 
entre formadores y participantes. 
Estos gastos deberán presentarse debida-
mente desglosados por acción formativa y 
se imputarán por el número de participantes 
en el caso de uso individual de los equipos o 
plataformas; en otro caso, se imputarán por 
horas de utilización. 
d) Los gastos de alquiler, arrendamiento finan-
ciero, excluidos sus intereses, o amortización 
de las aulas, talleres y demás superficies uti-
lizadas en el desarrollo de la formación. Estos 
gastos deberán presentarse debidamente 
desglosados por acción formativa y se impu-
tarán por el período de duración de la acción. 
Los gastos de amortización se calcularán 
según normas de contabilidad generalmen-
te aceptadas, siendo aplicable el método de 
amortización según las tablas aprobadas por 
el Reglamento del Impuesto de Sociedades. 
e) Gastos de seguro de accidentes de los par-
ticipantes. 
Estos gastos deberán presentarse desglosa-
dos por acción formativa y su imputación se 
hará por el número de participantes. 
f) Gastos de transporte, manutención y aloja-
miento para los trabajadores/as ocupados/as 
que participen en las acciones formativas, con 
los límites fijados en la Orden EHA/3771/2005, de 
2 de diciembre, por la que se revisa la cuantía de 
los gastos de locomoción y de las dietas en el Im-
puesto sobre la Renta de las personas físicas. 
Estos gastos deberán presentarse debida-
mente desglosados por acción formativa y su 

imputación se hará por el número de partici-
pantes. 
g) Los gastos de publicidad para la organiza-
ción y difusión de las acciones formativas. 
Estos gastos deberán presentarse debida-
mente desglosados por acción formativa. 

2. Costes asociados de la actividad formativa: 
a) Los costes del personal de apoyo tanto inter-
no como externo y todos los necesarios para la 
gestión y ejecución de la actividad formativa. 
b) Los gastos financieros directamente re-
lacionados con la actividad subvencionada y 
que resulten indispensables para la adecuada 
preparación o ejecución de la misma. No serán 
financiables los intereses deudores de las 
cuentas bancarias. 
c) Otros costes: luz, agua, calefacción, mensa-
jería, correo, limpieza, vigilancia y otros cos-
tes, no especificados anteriormente, asocia-
dos a la ejecución de la actividad formativa. 
De conformidad con el artículo 31, apartado 9, 
de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, estos 
costes habrán de imputarse por el beneficiario 
a la actividad subvencionada en la parte que 
razonablemente corresponda de acuerdo con 
principios y normas de contabilidad general-
mente admitidas y, en todo caso, en la medida 
en que tales costes correspondan al período 
en que efectivamente se realiza la actividad. 
La suma de los costes asociados no podrá su-
perar el 20 por ciento de los costes de la acti-
vidad formativa. 

A los efectos de lo establecido en este aparta-
do, en los planes de formación dirigidos prio-
ritariamente a los trabajadores/as ocupados/
as estos costes asociados se entenderán re-
feridos al plan en su conjunto, con exclusión de 
los costes previstos en el apartado 3 de este 
Anexo. 

3. Otros costes financiables: 
a) Los costes de evaluación y control de la calidad 
de la formación, según lo previsto en el artículo 
33.5 de la Orden TAS 718/2008, de 7 de marzo. 
b) Los gastos derivados de la realización del 
informe de auditor, para la presentación de la 
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cuenta justificativa, de acuerdo con lo previs-
to en el artículo 74 del Real Decreto 887/2006, 
de 21 de julio. 

Las convocatorias establecerán los términos 
y condiciones para la realización, imputación y 
justificación de estos costes. 

4. El Servicio Andaluz de Empleo podrá esta-
blecer un coste mínimo financiable para cada 
uno o alguno de los gastos previstos en el 
apartado 1 de este anexo. 

5. En todo caso, los costes financiables previs-
tos en este Anexo deben responder a costes 
reales, efectivamente realizados, pagados y 
justificados mediante facturas o documentos 
contables de valor probatorio equivalente. 

ANEXO III 
Costes subvencionables y criterios de impu-
tación para las Acciones de Investigación e 
Innovación 

1. Costes directos: 

a) Las retribuciones del personal interno y 
externo pudiéndose incluir salarios, seguros 
sociales, y, en general, todos los costes impu-
tables al personal, en el ejercicio de las acti-
vidades objeto de subvención. Estos gastos 
deberán presentarse debidamente desglosa-
dos por horas dedicadas a la actividad a que 
se imputen. 
b) Los gastos de amortización de equipos y 
plataformas tecnológicas utilizados, calcula-
dos con criterios de amortización aceptados 
en las normas de contabilidad, así como el al-
quiler o arrendamiento financiero de los mis-
mos, excluidos sus intereses, soportados en la 
ejecución de las acciones aprobadas. 
c) Gastos en bienes consumibles utilizados en 
la realización de las acciones aprobadas. 
d) Los gastos de alquiler, arrendamiento finan-
ciero, excluidos sus intereses, o amortización 

de los locales utilizados expresamente en el 
desarrollo de las acciones aprobadas. 
e) Gastos de transporte, manutención y 
alojamiento que se realicen en territorio 
nacional, con los límites fijados en la Orden 
EHA/3771/2005,de 2 de diciembre, imputables 
al personal que participa en la ejecución de las 
acciones aprobadas. Se podrá incluir en este 
apartado los costes de transporte, manuten-
ción y alojamiento fuera del territorio nacio-
nal cuando sea necesario para el desarrollo 
de alguna de las acciones subvencionables y 
así esté contemplado en la correspondiente 
convocatoria. 
f) Costes directamente ocasionados por la 
ejecución de las acciones subvencionadas, 
que son se recojan en el resto de los aparta-
dos, tales como publicidad, difusión, comuni-
cación, entre otros, cuando estas actividades 
estén contempladas en la correspondiente 
convocatoria. 
g) Los gastos derivados de la realización del 
informe de auditor, para la presentación de la 
cuenta justificativa, de acuerdo con lo previs-
to en el artículo 74 del Real Decreto 887/2006, 
de 21 de julio 

2. Costes asociados de las acciones subven-
cionadas: Luz, agua, calefacción, teléfono, 
mensajería, correo, limpieza, seguridad y 
otros costes, no especificados anteriormente, 
asociados a la ejecución de la actividad sub-
vencionada. 

De conformidad con el artículo 31, apartado 9, 
de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General 
de Subvenciones, estos costes habrán de im-
putarse por el beneficiario a la actividad sub-
vencionada en la parte que razonablemente 
corresponda de acuerdo con principios y nor-
mas de contabilidad generalmente admitidas 
y, en todo caso, en la medida que tales costes 
correspondan al período en que efectivamen-
te se realiza la actividad. 

La suma de los costes asociados no podrá su-
perar el 10 por ciento del total de costes direc-
tos de las acciones subvencionadas. 
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3. En todo caso, los costes subvencionables 
previstos en este anexo deben responder 
a costes reales, efectivamente realizados, 
pagados y justificados mediante facturas o 
documentos contables de valor probatorio 
equivalente. 

ANEXO IV 
Cuantía de las becas y ayudas 

1. La beca para personas con discapacidad 
prevista en el artículo 43 tendrá una cuantía 
máxima de 9 euros por día de asistencia. 

La citada cuantía podrá incrementarse hasta 
en un 50% cuando los destinatarios de las 
becas pertenezcan a colectivos con mayores 
dificultades de inserción y participen en los 
programas específicos de itinerarios de for-
mación profesional personalizados. 

2. Las ayudas previstas en la Sección 5.ª del 
Capítulo II tendrán las siguientes cuantías: 

a) La ayuda en concepto de transporte público 
urbano tendrá una cuantía máxima de 1,5 euros 
por día de asistencia. 
b) La ayuda en concepto de transporte en ve-
hículo propio tendrá una cuantía máxima por 
día de asistencia de 0,19 euros por kilómetro. 
c) La ayuda en concepto de manutención tendrá 
una cuantía máxima de 12,00 euros/día lectivo. 
d) La ayuda en concepto de alojamiento y ma-
nutención tendrá una cuantía de hasta 80,00 
euros/día natural. En este supuesto, el alumno 
tendrá derecho a los billetes de transporte en 
clase económica de los desplazamientos ini-
cial y final. 
e) Los trabajadores/as desempleados/as que 
participen en acciones formativas transna-
cionales o en prácticas profesionales que se 
desarrollen en otros países, tendrán derecho 
a la percepción de una ayuda en concepto de 
alojamiento y manutención de hasta 158,40 € 
por día natural. Percibirán además el importe 
del billete inicial y final en clase turista. 

3. La cuantía de la ayuda a la conciliación pre-
vista en el artículo 46 ascenderá al 75% del 
IPREM diario por día de asistencia.
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El proceso de desajuste que afecta a la econo-
mía española, y consecuentemente a la eco-
nomía andaluza, encuentra su origen tanto en 
factores externos como la falta de liquidez y la 
inflación de las materias primas, vinculados a 
la coyuntura económica internacional, como en 
factores internos relacionados con la pérdida de 
dinamismo en diversos sectores de actividad. 
Las consecuencias más significativas de dicho 
proceso se hallan en un menor crecimiento del 
empleo y en una pérdida de puestos de trabajo 
en los sectores más afectados. Todo ello, unido 
al crecimiento de la población activa, hace pre-
ver unos mayores niveles de desempleo. 

En este contexto y en el ámbito de las compe-
tencias que la Ley 4/2002, de 16 de diciembre, 
de creación del Servicio Andaluz de Empleo, el 
Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía, 
en su Acuerdo de 3 de junio de 2008, entendió 
imprescindible establecer medidas coyun-
turales destinadas a proveer la mejora de la 
empleabilidad de las personas demandantes 
de empleo, permitiendo a corto plazo paliar 
esta situación de deterioro y arbitrar medidas 
para la reabsorción en el mercado laboral de 
los personas que pudieran verse afectadas en 
la mejor de las condiciones posibles. 

Junto a ello, y con el objetivo de hacer frente 
al aumento de personas desempleadas como 

consecuencia de la actual situación de des-
ajuste de la economía nacional, el Gobierno ha 
establecido el Plan extraordinario de medidas 
de orientación, formación profesional e inter-
mediación laboral. 

De conformidad con lo dispuesto por el ar-
tículo 3 de la antes citada Ley 4/2002, de 16 
de diciembre, y en el marco del Real Decreto 
467/2003, de 25 de abril, sobre traspaso a 
la Comunidad Autónoma de Andalucía de la 
gestión realizada por el Instituto Nacional de 
Empleo, en el ámbito del trabajo, el empleo y 
la formación, y Real Decreto-Ley 2/2008, de 21 
de abril, de medidas de impulso a la actividad 
económica corresponde al Servicio Andaluz 
de Empleo de la Consejería de Empleo el de-
sarrollo de dicho Plan extraordinario para su 
implementación en el territorio andaluz, de-
terminando la forma y plazos de la presenta-
ción de solicitudes de las subvenciones en él 
previstas, así como la gestión de las mismas. 
La Consejería de Empleo, a través del Servi-
cio Andaluz de Empleo, considera necesario 
abordar en una única Orden de desarrollo 
todas las medidas diseñadas, tanto las auto-
nómicas como las estatales, abordando este 
objetivo mediante la presente Orden. En ella 
se incluyen medidas genéricas de empleabili-
dad ya operativas pero adaptadas a las nece-
sidades que los sectores de actividad vienen 

ORDEN de 31 de octubre 
de 2008, por la que 
se establece el plan 
extraordinario para la 
mejora de la empleabilidad 
de las personas 
demandantes de empleo y 
se regulan y convocan las 
ayudas para la ejecución 
del mismo
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presentando y de las personas desempleadas 
provenientes de los mismos, así como las 
medidas contenidas en los artículos 9 y 10 
del Real Decreto-Ley 2/2008, de 21 de abril. 
A este respecto, y dado que la potestad au-
toorganizativa de las Comunidades Autóno-
mas para gestionar los programas de empleo 
transferidos por el Gobierno Central incluye 
el reconocimiento de la libertad suficiente 
para atender a las necesidades propias que 
en cada territorio puedan presentar los colec-
tivos genéricos a los que dichos programas se 
dirigen, así como a las peculiaridades del mer-
cado laboral regional, dichas medidas se diri-
girán paliar las consecuencias más severas de 
la citada crisis financiera. 

Los destinatarios finales a los que se dirigen 
las medidas contenidas en la presente Orden 
son las personas desempleadas inscritas 
como demandantes de empleo que cumplan 
los requisitos exigidos para cada una de ellas. 

Por lo que respecta a los beneficiarios de las 
ayudas en las que se implementan las dis-
tintas medidas establecidas en la presente 
Orden, en unos supuestos coincidirán con los 
destinatarios finales de las mismas, mientras 
que en otros supuestos serán entidades que 
se comprometan a desarrollar acciones en 
beneficio de la empleabilidad de los citados 
destinatarios. 

En cuanto al régimen de concesión, las ayudas 
contempladas en los Capítulo II y VI de la pre-
sente Orden, de conformidad con lo dispuesto 
por el citado Real Decreto-Ley 2/2008, de 21 
de abril, se otorgarán a solicitud de los tra-
bajadores en régimen de concesión directa, 
atendiendo a su carácter singular por su in-
terés público, económico y social derivado de 
las particulares circunstancias económicas y 
sociales del colectivo de trabajadores desem-
pleados, al amparo de lo dispuesto en los ar-
tículos 22.2.c) y 28 de la Ley 38/2003, de 17 de 
noviembre, General de Subvenciones, y 67 de 
su Reglamento, aprobado por el Real Decreto 
887/2006, de 21 de julio. 

Respecto de las ayudas contempladas en los 
Capítulos III, IV y V de esta Orden, tanto la ci-
tada función de las entidades beneficiaras de 
las mismas, así como la vocación social de di-
chas medidas, en tanto que impulsoras de ac-
ciones que permiten paliar las consecuencias 
del desajuste que se viene produciendo en los 
distintos sectores de actividad, determinan la 
aplicación de la excepción al régimen general 
de concurrencia competitiva contenida por el 
párrafo 2.º del artículo 31.1 de la Ley 3/2004, 
de 28 de diciembre, por la que se aprueban 
las Medidas Tributarias, Administrativas y 
Financieras, al resultar imposible establecer 
comparación entre solicitudes ni orden de 
prelación de las mismas para la concesión de 
estas ayudas. 

Las mismas causas anteriormente descritas 
aconsejan excepcionar, tanto a las personas 
físicas como a las entidades promotoras bene-
ficiarias de las medidas establecidas en la pre-
sente Orden, de la obligación de acreditar que 
se hallan al corriente en el cumplimiento de las 
obligaciones tributarias estatales y frente a la 
Seguridad Social, o no tener deudas en período 
ejecutivo de cualquier otro ingreso de Derecho 
Público con la Comunidad Autónoma de Anda-
lucía, en los términos establecidos por el artí-
culo 29.1, párrafo segundo, de la Ley 3/2004, de 
28 de diciembre en concordancia con el artícu-
lo 13.2 de Ley 38/2003, de 17 de noviembre. 

En el marco de lo dispuesto por los artículos 
87 y 88 del Tratado de la Comunidad Europea, 
las ayudas a Ayuntamientos, Diputaciones u 
otras Entidades Locales (ya sean de ámbito 
superior o inferior al municipio), Organismos 
Autónomos de naturaleza administrativa, 
Entidades Públicas, Agencias, Instituciones, 
Consorcios y Asociaciones de carácter público 
cuando no ejerzan actividad económica objeto 
de ayuda, las Entidades Gestoras y Servicios 
de la Seguridad Social, las instituciones sin 
ánimo de lucro, y personas físicas que no ejer-
zan actividad económica, están excluidas del 
régimen de ayudas de Estado. Por ello, las dis-
posiciones contenidas en los citados artículos 
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no son de aplicación a las ayudas contempla-
das en los Capítulos II, IV, V y VI por la propia 
naturaleza de las personas físicas y entidades 
beneficiaras de las mismas. 

Por otro lado, en la medida en que las ayudas 
a acciones formativas contempladas en el 
Capítulo III de la presente Orden consisten 
en sistemas de cualificación y reciclaje de 
personas desempleadas que las benefician 
directamente y no conceden una ventaja a de-
terminadas empresas o sectores ni afectan a 
los intercambios comerciales entre Estados 
miembros, no pueden considerarse enmarca-
das dentro de las ayudas de Estado del artí-
culo 87.1 del Tratado Constitutivo de la Unión 
Europea, por lo que no les son de aplicación 
lo dispuesto por el Reglamento (CE) núm. 
800/2008, de la Comisión, de 6 de agosto de 
2008, por el que se declaran determinadas ca-
tegorías de ayuda compatibles con el merca-
do común en aplicación de los artículos 87 y 88 
del Tratado (Reglamento general de exención 
por categorías).

En cumplimiento del artículo 8.3.f) de la Ley 
4/2002, de 16 de diciembre, por la que se crea 
el Servicio Andaluz de Empleo de la Consejería 
de Empleo, la presente Orden ha sido someti-
do al Pleno del Consejo de Administración del 
Servicio Andaluz de Empleo de la Consejería 
de Empleo. 

En su virtud, y de acuerdo con las competen-
cias atribuidas en la legislación vigente, a 
propuesta de la Dirección Gerencia del Ser-
vicio Andaluz de Empleo de la Consejería de 
Empleo, 

D I S P O N G O:

 
CAPÍTULO I 
DISPOSICIONES GENERALES 
Artículo 1. Objeto de la norma. 
1. La presente Orden tiene por objeto estable-
cer, en el marco de un Plan extraordinario para 
la mejora de la empleabilidad de las personas 

demandantes de empleo, el conjunto de me-
didas que desarrolla la Administración de la 
Junta de Andalucía, a través del Servicio An-
daluz de Empleo de la Consejería de Empleo, 
destinadas al fomento de la empleabilidad de 
dichas personas, así como regular y convocar 
las ayudas que al amparo de las citas medidas 
puedan concederse. 

2. En este contexto se establecen las siguien-
tes medidas: 

a) Acciones específicas de búsqueda de em-
pleo. 
b) Acciones de formación profesional intensi-
vas. 
c) Acciones para la adquisición de experiencia 
laboral. 
d) Ayudas específicas en el marco de la cola-
boración social. 
e) Ayudas a la movilidad para la consecución 
de nuevo empleo. 

Artículo 2. Personas destinatarias. 
1. Las acciones establecidas en el artículo 1.2.a), 
b) c) y d) están destinadas a aquellas personas 
desempleadas inscritas como demandantes 
de empleo en las oficinas del Servicio Andaluz 
de Empleo a partir del 1 de enero del 2008, que 
cumplan los siguientes requisitos: 

a) Personas que, en el marco del Plan extraor-
dinario establecido en el artículo siguiente, 
hayan suscrito la carta de compromiso para 
su empleabilidad mediante Itinerario Perso-
nalizado de Inserción con el Servicio Andaluz 
de Empleo, en él que se recomiende la partici-
pación de dicha persona en una o varias de las 
acciones establecidas en la presente Orden. 
b) Que la inscripción como demandante de 
empleo se haya producido en el plazo máximo 
de un mes a partir del día siguiente a aquel en 
el que se produjo el cese en la relación laboral 
que mantenía, o en la actividad económica au-
tónoma que desempeñaba, manteniendo di-
cha inscripción de forma ininterrumpida hasta 
la fecha de la solicitud. 
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c) Que en los 12 meses anteriores a la inscripción 
como demandante de empleo haya estado con-
tratada al menos durante un período de 6 me-
ses o haya desempeñado actividad económica 
autónoma durante el mismo período de tiempo. 

2. La ayuda establecida en el apartado 2.e) del 
artículo anterior está destinada a personas 
que previamente a la firma del contrato que 
posibilita su solicitud, estuvieran desemplea-
das inscritas como demandantes de empleo 
en las oficinas del Servicio Andaluz de Empleo 
y que cumplan los requisitos establecidos en 
el Capítulo VI de la presente Orden. 

Artículo 3. Participación en el Plan extraor-
dinario para la mejora de la empleabilidad de 
las personas demandantes de empleo. 
1. Las personas interesadas en participar en 
el Plan extraordinario deberán solicitarlo en la 
correspondiente oficina del Servicio Andaluz 
de Empleo, en función de su domicilio, quién 
tramitará dicha solicitud de forma inmediata 
siempre que se cumplan los requisitos que 
para ello se establecen a continuación. 

2. Será condición imprescindible para la partici-
pación en el Plan de Medidas Extraordinarias la 
realización de una entrevista ocupacional en la 
citada Oficina del Servicio Andaluz de Empleo. 

El objeto de dicha entrevista será clasificar o 
actualizar la demanda de empleo, según pro-
ceda, informar del Plan Extraordinario y las 
medidas que éste desarrolla, de los compromi-
sos que supone para la persona desempleada 
la participación en el mismo, así como derivar 
a la persona demandante a la Red Andalucía 
ORIENTA. 

3. El proceso de orientación profesional se 
iniciará con el análisis de las necesidades y 
expectativas de la persona en relación al em-
pleo. Este análisis dará lugar a la definición de 
una propuesta de Itinerario Personalizado de 
Inserción que recogerá la recomendación de 
participación en una o más de las medidas del 

Plan Extraordinario establecidas en el artícu-
lo 1 de la presente Orden, o en otras políticas 
activas de empleo puestas en marcha por el 
Servicio Andaluz de Empleo. 

Tras la verificación de que la persona inte-
resada cumple los requisitos exigidos por la 
presente Orden para participar en las medi-
das que la misma establece o por la normativa 
que resulte de aplicación respecto de otras 
políticas activas de empleo recomendadas, y 
una vez confirmadas por la correspondiente 
Oficina del Servicio Andaluz de Empleo, las 
recomendaciones incluidas en el Itinerario 
Personalizado de Inserción pasarán a formar 
parte, como compromisos, de la Carta de 
Compromiso para la Empleabilidad. 

4. La Carta de Compromiso para la Empleabili-
dad es el documento que formaliza un acuerdo 
mutuo y de responsabilidad compartida entre 
el Servicio Andaluz de Empleo y la persona 
desempleada, con el objetivo común de fo-
mentar la empleabilidad de dicha persona. El 
contenido de la Carta expresa los compromi-
sos concretos asumidos por cada una de las 
partes que la suscriben. 

5. La Carta se formalizará en la Oficina del 
Servicio Andaluz de Empleo en un acto pre-
sencial al que asistirán la persona demandan-
te de empleo y un trabajador o trabajadora de 
la Oficina que actuará en representación del 
Servicio Andaluz de Empleo. En dicho acto se 
procederá a: 

a) Dar lectura a la Carta de Compromiso. 
b) Informar de los compromisos que la Car-
ta supone para las partes que la suscriben y 
particularmente de los relacionados con los 
mecanismos de participación en ofertas de 
empleo. 
c) Suscribir la Carta por ambas partes. 
d) Informar, si procede, sobre el procedimien-
to para gestionar las solicitudes de ayudas, 
y en su caso, becas que contempla el Plan en 
función de la acción o acciones en las que vaya 
a participar. 
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6. La Carta de Compromiso para la Empleabi-
lidad, entrará en vigor desde el momento de la 
firma de la misma y finalizará con la inserción 
laboral de la persona desempleada. Así mis-
mo, quedará sin efecto cuando la persona de-
mandante incurra en alguna de las siguientes 
situaciones: 

a) El abandono voluntario. 
b) La no asistencia o participación en las ac-
tuaciones previstas en la Carta de acuerdo 
con lo siguiente: si la acción tiene una duración 
de hasta tres meses, dicho incumplimiento 
se apreciará con tres faltas no justificadas; si 
la acción tienen una duración superior a tres 
meses dicho incumplimiento se apreciará con 
cinco faltas no justificadas. 
c) Las recogidas en el artículo 17.2 del Real De-
creto Legislativo 5/2000 de 4 de agosto, Tex-
to Refundido de la Ley sobre Infracciones y 
Sanciones en el Orden Social, sin que en estos 
casos, la resolución de la Carta de compromi-
so tenga naturaleza sancionadora. 

7. La concurrencia de cualquiera de las situa-
ciones descritas en el apartado anterior con-
llevará la suspensión de la percepción de toda 
ayuda contemplada en la presente Orden que, 
como consecuencia de la formalización de la 
Carta de Compromiso para la empleabilidad, 
pudieran estar, y al reintegro de las mismas en 
los términos establecidos en el artículo 41.4 
de esta Orden. Así mismo, supondrá la clasifi-
cación de la demanda de empleo ajustándola 
a la disponibilidad que la persona ha mani-
festado durante el desarrollo de las acciones 
contenidas en la Carta de Compromiso para la 
Empleabilidad. 

Artículo 4. Régimen de las ayudas. 
Dado que podrán beneficiarse de las ayudas 
en las que se implementan las medidas esta-
blecidas en la presente Orden, en unos casos, 
las personas destinatarias finales de dichas 
medidas y, en otros casos, las entidades que 
se comprometan a desarrollar acciones en 
favor de la empleabilidad de las citadas per-

sonas destinatarias, y junto a ello la vocación 
social de dichas medidas como impulsoras de 
acciones que permiten paliar las consecuen-
cias de la crisis que se viene produciendo en 
los distintos sectores de actividad, resulta 
de aplicación la excepción al régimen general 
de concurrencia competitiva contenida por el 
párrafo 2.º del artículo 31.1 de la Ley 3/2004, 
de 28 de diciembre, por la que se aprueban 
las Medidas Tributarias, Administrativas y 
Financieras, al resultar imposible establecer 
comparación entre solicitudes, ni orden de 
prelación de las mismas para la concesión de 
estas ayudas. 

CAPÍTULO II 
ACCIONES ESPECÍFICAS DE BÚSQUEDA DE 
EMPLEO 

Artículo 5. Objeto y personas beneficiarias. 
Las acciones específicas de búsqueda de 
empleo consistirán preferentemente en ac-
tuaciones de carácter grupal que tendrán por 
objeto favorecer los procesos de orientación 
profesional y de inserción laboral de personas 
desempleadas que cumplan los requisitos 
establecidos en el artículo 2.1 de la presente 
Orden, a través de la participación en actua-
ciones de orientación diseñadas al efecto.

 
Artículo 6. Grupos de búsqueda intensiva de 
empleo. 
Con carácter general, los Grupos de búsqueda 
intensiva de empleo serán desarrollados de 
acuerdo a las siguientes pautas y caracterís-
ticas técnicas: 

1. Los Grupos de búsqueda intensiva de empleo 
se desarrollarán en las Unidades de Orienta-
ción Profesional «Andalucía Orienta» o en las 
oficinas del Servicio Andaluz de Empleo. 
2. Cada Grupo de búsqueda intensiva de em-
pleo tendrá una duración máxima de tres me-
ses y en él podrán participar simultáneamente 
de forma presencial un máximo de 15 personas. 
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En la constitución de estos grupos se tomará 
en consideración los perfiles y necesidades 
de las personas participantes a los efectos de 
procurar una composición homogénea. 

3. Los contenidos a desarrollar se diseñarán 
de manera específica teniendo en cuenta los 
perfiles de las personas participantes y las 
necesidades del mercado de trabajo, procu-
rándose un uso intensivo de las nuevas tecno-
logías aplicadas al proceso de búsqueda. 

4. La participación en los Grupos de búsqueda 
intensiva de empleo se podrá compatibilizar 
con cualquiera de las demás acciones contem-
pladas en la presente Orden o con cualquier 
otra política activa de empleo promovidas por 
el Servicio Andaluz de Empleo. 

5. Una vez suscrita la Carta de Compromiso, en 
la que se recomiende la inclusión en Grupos de 
búsqueda intensiva de empleo, la participación y 
asistencia a los mismos será de carácter obliga-
torio para la persona demandante de empleo. 

6. En el marco de las medidas extraordinarias 
que se desarrollan en la presente Orden, y du-
rante el desarrollo de las actuaciones a desa-
rrollar en un grupo de búsqueda intensiva de 
empleo, las personas participantes en el mis-
mo podrán beneficiarse por una sola vez de 
la ayuda que se regula en el artículo 7 cuando 
concurran las siguientes circunstancias: 

a) No ser beneficiarios de prestación o subsi-
dio por desempleo. 
b) Carecer de rentas superiores al IPREM 
mensual. 

Artículo 7. Cuantía de la ayuda. 
1. Aquellas personas desempleadas participan-
tes en un Grupo de búsqueda intensiva de em-
pleo que acrediten los extremos establecidos en 
el artículo 6.6 de la presente Orden, podrán per-
cibir una ayuda durante el tiempo que permanez-
can incluidas en el mismo de 350 € al mes, o par-
te proporcional por periodos inferiores, durante 

un máximo de tres mese Cuando se participe de 
forma simultánea en un Grupo de búsqueda in-
tensiva de empleo y otra acción establecida en 
la presente Orden o en cualquier política activa 
de empleo que conlleve la percepción de ayuda 
o beca con cargo al Servicio Andaluz de Empleo, 
no podrá percibirse la presente ayuda, salvo en 
los supuestos descritos por el artículo 10.2 de la 
presente Orden en que sí serán compatibles. 

2. El período a subvencionar empezará a com-
putar de forma continuada desde el primer día 
de participación efectiva en dichos grupos, sin 
perjuicio de que el pago de la ayuda se produz-
ca de forma mensual hasta totalizar los tres 
meses máximos establecidos por el apartado 
1 del presente artículo. 

Artículo 8. Documentación específica adjun-
ta a la solicitud. 
En relación a la ayuda establecida en el apar-
tado 6 del artículo anterior, junto a la docu-
mentación genérica que deberá acompañar a 
toda solicitud de ayuda recogida en el artículo 
29 de esta Orden, y a los efectos de acreditar 
el cumplimiento de los requisitos necesarios 
para acceder a la misma, se aportará declara-
ción responsable relativa a que los ingresos 
que se perciben no superan el IPREM mensual, 
sin perjuicio de que el Servicio Andaluz de 
Empleo pueda en cualquier momento exigir la 
acreditación de tal extremo o comprobar su 
veracidad de oficio. 

CAPÍTULO III 
ACCIONES DE FORMACIÓN PROFESIONAL 
INTENSIVAS 

Artículo 9. Objeto y beneficiarios. 
1. Esta medida tiene por objeto facilitar for-
mación profesional intensiva necesaria a las 
personas desempleadas que cumplan los re-
quisitos del artículo 2.1 de la presente Orden y 
les permita la transición hacia otros sectores 
o actividades emergentes. 
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2. En este contexto, se contemplan dos acciones: 

a) En caso de que la formación demandada en el 
itinerario personalizado de inserción esté pre-
vista en la programación aprobada conforme 
a lo establecido en la normativa que regula la 
formación para el empleo, en la localidad de la 
persona demandante de empleo o en su ámbito 
provincial, dicha persona será incorporada como 
participante en la acción formativa. Cuando di-
cha formación se halle programada en provincias 
limítrofes a la de origen, el Servicio Andaluz de 
Empleo podrá proponer a la persona demandan-
te de empleo su incorporación a la misma, siendo 
preciso en este caso su aceptación expresa. 
b) Cuando se detecte que la formación demanda-
da atendiendo al numero de personas demandan-
tes susceptibles de formación, y a los perfiles y 
necesidades que presenten las mismas, así como 
a las necesidades de las empresas y sectores 
emergentes, no está prevista en la programación 
de la provincia, el Servicio Andaluz de Empleo fo-
mentará la programación extraordinaria de cur-
sos formativos que se adaptarán a un módulo o 
acción formativa que permita su certificación de 
acuerdo con la normativa actual vigente. 

3. En el supuesto descrito en la letra b) del 
apartado anterior, La Dirección General de 
Formación para el Empleo podrá efectuar, me-
diante la oportuna resolución, la apertura de un 
plazo de 15 días de convocatoria extraordinaria 
para la inclusión de acciones formativas, que 
se resolverá por la correspondiente Dirección 
Provincial del Servicio Andaluz de Empleo. 

La resolución de dicha convocatoria extraordi-
naria se dictará en el plazo máximo de 3 meses, 
y la misma establecerá las condiciones y pla-
zos de ejecución de las acciones formativas. 

4. Los proyectos podrán ser promovidos 
por Corporaciones Locales de Andalucía, así 
como por entidades sin ánimo de lucro, em-
presas y otros entes públicos, y empresas 
privadas de formación, que cumplan los si-
guientes requisitos: 

- Tener sede en el territorio de la Comunidad 
Autónoma de Andalucía. 
- Acreditar experiencia en la realización de 
planes formativos, y disponer de medios ma-
teriales, humanos y financieros necesarios 
para el desarrollo del mismo y de las medidas 
de acompañamiento previstas en la presente 
Orden. 
 - Acreditar la condición de Centro Colabora-
dor de Formación Profesional Ocupacional de 
la Junta de Andalucía. Se entenderá cumplido 
este requisito, si con carácter previo a la tra-
mitación del oportuno expediente y tras la 
emisión del informe técnico favorable, se pro-
cede a la acreditación temporal de la entidad 
promotora como tal, en cuyo caso, dicha acre-
ditación solo tendrá validez por el tiempo de 
duración de la acción formativa. 

5. En el supuesto de la acción contemplada en 
el apartado 2.b) de este artículo, la entidad be-
neficiaria de la misma deberá presentar oferta 
de formación ante el Servicio Andaluz de Em-
pleo quien seleccionará a aquellas personas 
que cumplan los requisitos establecidos en el 
artículo 2.1 de la presente Orden y en cuya car-
ta de compromiso se recomiende la participa-
ción en la acción formativa correspondiente. 
Las personas que, tras la firma de la Carta de 
Compromiso para la Empleabilidad, participen 
en las acciones de formación profesional in-
tensivas establecidas en el presente Capítulo, 
tendrán derecho a las ayudas recogidas en la 
normativa específica de Formación Profesio-
nal para el Empleo. 

Artículo 10. Cuantía de la ayuda. 
1. Las entidades promotoras de acciones for-
mativas en el marco del artículo 9.2.b) de la 
presente Orden, podrán beneficiarse de una 
ayuda que podrá ascender al coste total del 
proyecto. En este sentido, y sin perjuicio de 
lo dispuesto en el artículo 37 de la misma, se 
considerarán conceptos subvencionables los 
siguientes: 

a) Costes directos de la actividad formativa: 
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- Retribuciones de los formadores internos y 
externos, incluyendo salarios, seguros socia-
les, dietas, locomoción y, en general todos los 
costes imputables a formadores en el ejercicio 
de las actividades de preparación, impartición, 
tutoría y evaluación a los participantes de las 
acciones formativas. Estos gastos deberán 
presentarse debidamente desglosados por 
horas dedicadas a la actividad que se imputen. 
- Gastos de medios didácticos y/o adquisición 
de materiales didácticos, así como los gastos 
en bienes consumibles utilizados en la realiza-
ción de las acciones formativas, incluyendo el 
material de protección y seguridad. 
- Así mismo, en el caso de la teleformación, 
los costes imputables a los medios de comu-
nicación utilizados entre formadores y parti-
cipantes. Estos gastos deberán presentarse 
debidamente desglosados por cada acción 
formativa y se imputarán por el número de 
participantes en el caso de uso individual de 
plataformas o equipos, y en otro caso, se im-
putarán por horas de dedicación. 
- Gastos de alquiler, arrendamiento financiero, 
excluidos sus intereses, o amortizaciones de 
las instalaciones utilizadas en el desarrollo de 
las acciones formativas, sin que en ningún caso 
la suma de ambos conceptos pueda superar el 
20% del coste total de la subvención. Estos 
gastos deberán presentarse debidamente 
desglosado por acción formativa y se impu-
tará por el período de duración de la acción. 
Los gastos de amortización se calcularán se-
gún las normas de contabilidad generalmente 
aceptadas. 
- Gasto de seguro de accidentes de los parti-
cipantes. Estos gastos deberán presentarse 
desglosados por acción formativa y su impu-
tación se hará por el número de participantes. 
- Gastos de publicidad y difusión de las accio-
nes formativas, debidamente desglosados 
por cada una de ellas. 
b) Costes asociados a la actividad formativa: 

- Costes del personal de apoyo tanto interno 
como externo y todos los necesarios para la 
gestión y ejecución de la actividad formativa. 

- Gastos financieros directamente relacio-
nadas con la actividad subvencionada y que 
resulten indispensables para la adecuada pre-
paración o ejecución de las mismas. No serán 
subvencionables los interese deudores de las 
cuentas bancarias. 
- Otros gastos directamente relacionados con 
el proyecto subvencionado, y que no hayan 
sido incluidos en los apartados anteriores, 
como suministros, publicidad, y en general 
aquellos que sean necesarios para el desarro-
llo de la actividad subvencionable. 

De conformidad con el artículo 31.9 de la Ley 
38/2003, de 17 de noviembre, los costes aso-
ciados habrán de imputarse por el beneficiario 
a la actividad subvencionada en la parte que 
razonablemente corresponda de acuerdo con 
principios y normas de contabilidad general-
mente admitidas y, en todo caso, en la medida 
en que tales costes correspondan al período 
en que efectivamente se realiza la actividad. 
La suma de los costes asociados no podrá 
superar el 20% de los costes de la actividad 
formativa. 

c) Otros costes subvencionables: Gastos de-
rivados de la realización del informe auditor, 
en caso de que la cuenta justificativa se reali-
ce con dicho informe, de acuerdo a lo previs-
to en el artículo 36 y en el importe máximo 
establecido por el artículo 37, ambos de la 
presente Orden. 

No serán subvencionables aquellos gastos 
que tengan carácter de inversión, ni se podrá 
imputar cantidad alguna en concepto de gas-
tos de difícil justificación. 

2. Previa solicitud individualizada, las perso-
nas participantes en estas acciones formati-
vas, que acrediten discapacidad o responsa-
bilidades en el cuidado de hijos menores de 6 
años que constituyen unidad familiar monopa-
rental, podrán beneficiarse de las ayudas es-
tablecidas la normativa vigente en la materia. 
En su caso, estas personas también podrán 
solicitar de manera individualizada y en los 
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términos establecidos por la normativa vigen-
te, ayudas destinadas a sufragar los gastos de 
transporte, alojamiento y manutención que 
deriven de dicha participación. 

Artículo 11. Documentación específica adjun-
ta a la solicitud. 
Las entidades que pretendan beneficiarse de 
la medida establecida en este Capítulo, jun-
to a la documentación genérica que deberá 
aportar toda solicitud de ayuda recogida en 
el artículo 29 de esta Orden, acompañarán la 
solicitud del correspondiente formulario, en él 
que quedarán detallados el objetivo, las actua-
ciones a realizar y el presupuesto desglosado 
de los costes de desarrollo del mismo. 

CAPÍTULO IV 
ACCIONES DE ADQUISICIÓN DE EXPERIEN-
CIA LABORAL 

Artículo 12. Objeto y medidas. 
1. Las acciones contempladas en el presente 
Capítulo tienen por objeto la inserción inme-
diata de las personas desempleadas descri-
tas en el artículo 2.1 de la presente Orden que 
puedan ser contratadas bajo la modalidad de 
duración determinada para la ejecución de 
proyectos o actuaciones, así como su recuali-
ficación en especialidades que, aun dentro de 
los sectores afectados por la desaceleración 
económica, tengan mayor demanda laboral o 
les permitan adquirir una categoría profesio-
nal superior a la que actualmente ostentan. 

2. Para ello se contemplan dos medidas: 

a) Proyectos y servicios de interés general y social. 
b) Actuaciones especiales para la consolida-
ción del empleo en los territorios.
3. En todo caso, las entidades beneficiarias 
de las medidas establecidas en el presente 
Capítulo deberán presentar oferta de empleo 
ante el Servicio Andaluz de Empleo. De entre 
las personas incluidas en la oferta de empleo, 

seleccionará a aquellas que cumplan los re-
quisitos establecidos en el artículo 2.1 de la 
presente Orden, procediendo a formalizar las 
contrataciones necesarias para la ejecución 
del proyecto o actuación, utilizando para ello, 
de conformidad con la legislación vigente, la 
modalidad contractual de duración determi-
nada más adecuada a las necesidades del mis-
mo y al perfil de la persona seleccionada. 

Artículo 13. Entidades beneficiarias. 
1. Podrán beneficiarse de las ayudas estable-
cidas en el presente Capítulo las siguientes 
entidades: 

a) En el supuesto de ejecución de proyectos y 
servicios de interés general y social, las entida-
des sin ánimo de lucro con sede en el territorio 
de la Comunidad Autónoma de Andalucía, que 
gocen de capacidad técnica y de gestión sufi-
cientes para la ejecución del correspondiente 
proyecto. 
b) En el supuesto de ejecución de actuaciones 
especiales para el empleo, los Ayuntamientos, 
Diputaciones y Mancomunidades de Munici-
pios de la Comunidad Autónoma de Andalucía. 

2. En ningún caso podrán beneficiarse de las 
ayudas establecidas en el presente Capítulo las 
entidades promotoras que hayan incurrido en 
despidos improcedentes en el ejercicio 2008, 
extremo que se acreditará mediante la aporta-
ción de la correspondiente declaración respon-
sable al respecto, sin perjuicio de la reserva de 
comprobación posterior por parte del órgano 
gestor del Servicio Andaluz de Empleo. 

Artículo 14. Requisitos y criterios de los pro-
yectos y actuaciones. 
1. Los proyectos y actuaciones a realizar debe-
rán cumplir los siguientes requisitos: 
a) Que se presten o ejecuten en el ámbito terri-
torial de la Comunidad Autónoma de Andalucía. 
b) Que en su ejecución o prestación se favo-
rezca la formación y práctica profesionales de 
las personas desempleadas. 
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c) Que la duración de los proyectos no supe-
re los 6 meses desde la fecha de inicio de los 
mismos. El inicio de los proyectos se deberá 
efectuar dentro del ejercicio en que se aprue-
ben, considerándose a estos efectos como ini-
cio del proyecto la oportuna presentación de 
oferta de empleo ante las oficinas del Servicio 
andaluz de Empleo. 
d) Que sean ejecutados o prestados directa-
mente por las entidades promotoras sin sub-
contratación o contratación externa. 

2. En dichos proyectos y actuaciones deberán 
concurrir, así mismo, alguno de las siguientes 
circunstancias: 
a) Acreditar el nivel de inserción laboral, bien 
mediante el compromiso de contratación de 
personas participantes del proyecto por la en-
tidad beneficiaria a la finalización del mismo 
o cualquier otra fórmula de inserción laboral 
que se considere suficiente por el citado Ser-
vicio Andaluz de Empleo. 
b) Que la entidad solicitante cofinancie el pro-
yecto. 
c) Que el proyecto consista en acciones vincu-
ladas a obras civiles (construcción, reforma, 
rehabilitación, mantenimiento, jardinería). 

Artículo 15. Cuantía de las ayudas. 
1. Las entidades descritas en el artículo 13.1.a) 
que ejecuten proyectos de interés general y 
social en el marco de la presente Orden, po-
drán beneficiarse de una ayuda destinada a 
la financiación de los costes salariales de las 
personas desempleadas que cumplan los re-
quisitos del artículo 2.1 de la presente Orden 
y sean contratadas para la ejecución del pro-
yecto. La cuantía máxima de la ayuda a per-
cibir por dichas entidades beneficiarias será 
igual al resultado de multiplicar el número de 
personas contratadas, por el número de me-
ses de duración del contrato y por el importe 
del módulo que le corresponda en función de 
su grupo de cotización a la Seguridad Social, 
conforme a módulos que a continuación se 
establecen: 

a) Módulo A: Una con cinco veces el indicador 
público de renta de efectos múltiples (IPREM) 
vigente cada año, incluida la parte proporcio-
nal de dos pagas extraordinarias por importe 
equivalente cada una de ellas a una mensuali-
dad de dicho IPREM, o la cuantía prevista en el 
convenio colectivo de aplicación de ser ésta in-
ferior, así como la correspondiente cotización 
a la Seguridad Social por todos los conceptos, 
por cada persona contratada en los grupos de 
cotización de la Seguridad Social 10 y 11. 
b) Módulo B: Dos veces el IPREM vigente cada 
año, incluida la parte proporcional de dos pa-
gas extraordinarias por importe equivalente 
cada una de ellas a una mensualidad de dicho 
IPREM, o la cuantía prevista en el convenio 
colectivo de aplicación de ser ésta inferior, 
así como la correspondiente cotización a la 
Seguridad Social por todos los conceptos por 
cada persona contratada en los grupos de co-
tización de la Seguridad Social 5 al y 9, ambos 
inclusive. 
c) Módulo C: Tres veces el IPREM vigente cada 
año, incluida la parte proporcional de dos pa-
gas extraordinarias por importe equivalente 
cada una de ellas a una mensualidad de dicho 
IPREM, o la cuantía prevista en el convenio 
colectivo de aplicación de ser ésta inferior, 
así como la correspondiente cotización a la 
Seguridad Social por todos los conceptos por 
cada persona contratada en los grupos de co-
tización de la Seguridad Social 4 al 1, ambos 
inclusive. 

2. Las entidades descritas en el artículo 13.1.b) 
que ejecuten acciones especiales para la con-
solidación del empleo en los territorios en el 
marco de la presente Orden, podrán benefi-
ciarse una ayuda de hasta el 100% del coste 
salarial que conlleve el desarrollo de la actua-
ción, no superando por cada persona contra-
tada, que cumpla los requisitos del artículo 2.1 
de la presente Orden, el equivalente al uno con 
cinco veces el salario mínimo interprofesional 
(SMI) vigente cada año, incluida la parte pro-
porcional de dos pagas extraordinarias por 
importe equivalente cada una de ellas a una 
mensualidad, o la cuantía prevista en el conve-
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nio colectivo de aplicación de ser esta inferior, 
así como la correspondiente cotización a la 
Seguridad Social por todos los concepto. 

3. El importe de las ayudas establecidas en 
este artículo se calculará, en cada caso, de 
conformidad con lo dispuesto en los aparta-
dos anteriores, según el IPREM o el SMI vigen-
te a la fecha de la solicitud de las mismas, no 
siendo dicho importe susceptible de revisión 
durante toda la vigencia del proyecto. 

4. Con excepción de los gastos derivados de la 
realización del informe auditor, en caso de que 
se opte por la justificación mediante la cuenta 
justificativa con informe de auditor, de acuer-
do a lo previsto en el artículo 36 y en el importe 
máximo establecido por el artículo 37, ambos 
de la presente Orden, con cargo a esta medida 
no podrán imputarse otros gastos que los que 
llevan aparejadas las contrataciones, teniendo 
que comprometerse la entidad promotora del 
mismo a aportar materiales y gastos genera-
les. A efectos de estas ayudas, no se conside-
ran gastos salariales los incentivos salariales, 
las dietas, los gastos de locomoción, la paga 
de vacaciones no disfrutada, las horas extras, 
las indemnizaciones o los complementos por 
los gastos realizados como consecuencia de 
la actividad laboral. 

Artículo 16. Documentación especifica adjun-
ta a la solicitud. 
En relación a las medidas establecidas en el 
presente Capítulo, además de la documenta-
ción genérica que deberá acompañar toda so-
licitud de ayuda recogida en el artículo 29 de 
esta Orden, se aportará memoria del proyecto 
a realizar en la que se detallaran el objetivo, 
las actuaciones a realizar y el presupuesto 
desglosado de los costes de desarrollo del 
mismo, acompañada de la declaración respon-
sable relativa al cumplimiento del extremo 
exigido por el artículo 13.2 de la misma, y copia 
del convenio colectivo de aplicación. 

CAPÍTULO V 
AYUDAS ESPECÍFICAS EN EL MARCO DE LA 
COLABORACIÓN SOCIAL 

Artículo 17. Objeto de la acción de colabora-
ción social. 
1. Con el objeto de reactivar laboralmente a 
personas desempleadas que estén percibien-
do un subsidio por desempleo, la Adminis-
tración de la Junta de Andalucía incentivará 
la realización de tareas de utilidad social de 
las Administraciones Locales andaluzas en el 
marco de la colaboración social. 

2. Las Administraciones Locales andaluzas 
que pretendan acogerse a las ayudas previstas 
en este Capítulo, con carácter previo, deberán 
presentar ante la correspondiente Dirección 
Provincial del Servicio Andaluz de Empleo, 
propuesta de participación al objeto de que 
por parte de dicha Dirección Provincial se rea-
lice, a través de las oficinas de empleo, sondeo 
que permita atender la oferta necesaria para 
desarrollar la acción con personas desemplea-
das que, además de cumplir los requisitos del 
artículo 2.1 de la presente Orden, estén perci-
biendo un subsidio por desempleo y manifies-
ten su voluntad de participar en la ejecución 
de la acción. A tales efectos, se constituirá una 
comisión formada por un representante de la 
Administración Local andaluza solicitante y 
otro de la correspondiente Dirección Provin-
cial Servicio Andaluz de Empleo, encargada 
de analizar la utilidad social de las tareas pro-
puestas así como de proceder a la selección 
de las personas candidatas que se adecuen al 
perfil demandado por la acción. 

3. Efectuada la selección de candidatos, la Ad-
ministración Local andaluza promotora pro-
cederá a solicitar en base a lo dispuesto por el 
Capítulo V del Real Decreto 1445/1982, de 25 
de junio, por el que se regulan diversas medi-
das de fomento del empleo, la acción de cola-
boración social respecto de dichas personas. 

4. Una vez iniciada la acción de colaboración 
social en los términos antes recogidos, la Ad-
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ministración Local andaluza promotora podrá 
presentar ante el Servicio Andaluz de Empleo 
solicitud de incentivo establecido en el artícu-
lo siguiente, siempre que la misma tenga una 
duración máxima de 6 meses, y en todo caso 
deberá desarrollarse dentro del periodo du-
rante el cual la persona desempleada perciba 
el subsidio por desempleo. 

5. En ningún caso podrán beneficiarse de las 
ayudas establecidas en el presente Capítulo 
las Administraciones Locales andaluzas que 
hayan incurrido en despidos improcedentes 
en el ejercicio 2008, extremo que se acredi-
tará mediante la aportación de la correspon-
diente declaración responsable al respecto, 
sin perjuicio de la reserva de comprobación 
posterior por parte del órgano gestor del Ser-
vicio Andaluz de Empleo. 

Artículo 18. Incentivo a las acciones de cola-
boración social. 
1. El incentivo consistirá en la diferencia en-
tre el subsidio por desempleo que percibe la 
persona vinculada a dicha acción y el importe 
total de la base reguladora para el cálculo de 
la prestación contributiva que hubiere agota-
do antes de percibir el subsidio. 

2. Con independencia de lo establecido en el 
apartado anterior, y en todo caso, la persona 
desempleada percibirá una retribución para 
cuyo calculo se estará a la cantidad que resul-
taría por la aplicación del convenio colectivo 
correspondiente en función de la actividad a 
desarrollar. Si de la suma del importe del sub-
sidio por desempleo y el incentivo descrito en 
el apartado anterior, resultare una cantidad 
inferior a dicha retribución, el pago de la dife-
rencia deberá ser asumido por la Administra-
ción Local andaluza promotora de la acción. 

Artículo 19. Personas destinatarias. 
Durante el desarrollo de la acción de colabora-
ción social, la persona o personas selecciona-
das en los términos establecidos por el artícu-

lo 17 de la presente Orden, tendrán derecho a 
percibir, junto con el correspondiente subsidio 
por desempleo, un complemento en los térmi-
nos del artículo 18.2 de la misma. 

Así mismo, se beneficiará de todos los dere-
chos no salariales contemplados en el conve-
nio colectivo de aplicación. 

Las personas que estén participando o hayan 
participado en este programa pasarán a ser 
colectivo preferente en las políticas activas 
de empleo del Servicio Andaluz de Empleo, 
pudiendo compatibilizar el desempeño de la 
acción de colaboración social con cualquiera 
de las acciones derivadas de dichas políticas. 

Artículo 20. Documentación especifica ad-
junta a la solicitud. 
En relación a la medida desarrollada en el pre-
sente Capítulo, además de la documentación 
genérica que deberá acompañar toda solicitud 
de ayuda recogida en el artículo 29 de esta Or-
den, se aportará la siguiente documentación:
 
a) Convenio colectivo aplicable a la Adminis-
tración Local andaluza promotora. 
b) Compromiso de cofinanciación de la Admi-
nistración Local andaluza promotora en rela-
ción al cumplimiento de la obligación estable-
cida en el artículo 18.2 de la presente Orden. 
c) Declaración responsable relativa al cumpli-
miento del extremo exigido por el artículo 17.5 
de esta Orden. 

CAPÍTULO VI 
AYUDAS A LA MOVILIDAD PARA LA CONSE-
CUCIÓN DE NUEVO EMPLEO 

Artículo 21. Objeto y beneficiarios. 
1. El objeto de esta medida es ayudar a aquella 
persona desempleada que va a ser contrata-
da, cuando dicha contratación impliquen des-
plazamientos y traslado de residencia dentro 
del territorio español. 
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2. Podrán ser beneficiarias de esta medida las 
personas en las que, además de lo dispuesto 
en el artículo 2.2 de la presente Orden, concu-
rran las siguientes circunstancias: 

a) Que, a la fecha inmediatamente anterior a la 
de la formalización del contrato, estuviese de-
sarrollando un Itinerario Personalizado de In-
serción en una oficina del Servicio Andaluz de 
Empleo o en una unidad de orientación «Anda-
lucía Orienta», o que lo haya realizado durante 
los seis meses anteriores a dicha fecha. 
b) Que se produzca un traslado efectivo de la 
residencia habitual de la persona trabajadora, 
como consecuencia de la contratación. 
c) Que se cuente con un periodo mínimo de em-
padronamiento en la localidad de origen de 1 año 
d) Que la localidad de destino donde se ubique 
el puesto de trabajo diste más de 100 kilóme-
tros de la localidad de origen, excepto cuando 
se trate de desplazamientos inferiores con 
destino u origen en Ceuta o Melilla. 
e) Que la contratación se realice bien median-
te un contrato indefinido o bien mediante un 
contrato temporal y, en todo caso, con una du-
ración efectiva del contrato igual o superior a 
seis meses. 
f) Que no reciba ayudas por estos conceptos 
por parte de la entidad contratante. 
g) Que los gastos que motivan la solicitud de 
ayuda se realicen dentro de los plazos esta-
blecidos por el artículo 30.1.e). 

Artículo 22. Modalidades de las ayudas. 
1. Se podrán conceder las siguientes ayudas a 
la movilidad geográfica: 
a) Gastos de desplazamiento 
b) Gastos de transportes de mobiliario y en-
seres. 
c) Gastos de alojamiento. 
d) Gastos de guardería y atención a las perso-
nas dependientes. 

2. A efectos de lo dispuesto en este Capítulo, 
tendrán la consideración de familiares a car-
go de la persona beneficiaria, el cónyuge o la 
persona con quien conviva en análoga relación 

de afectividad a la conyugal o de familiares 
dentro del segundo grado de parentesco por 
consanguinidad o afinidad que conviva con la 
persona beneficiaria. 

Artículo 23. Documentación específica ad-
junta a las solicitudes. 
En relación a las ayudas establecidas en el 
presente Capítulo, junto a la documentación 
genérica que deberá acompañar a toda solici-
tud de ayuda recogida en el artículo 29 de esta 
Orden, se aportará la siguiente: 

a) Documentación acreditativa del gasto rea-
lizado en los términos establecidos para cada 
supuesto. 
b) Cuando se soliciten ayudas destinadas a cu-
brir gastos de los familiares, fotocopia com-
pulsada del Libro de Familia en el que conste 
la inscripción de los miembros de la unidad 
familiar o, en su caso, de la resolución judicial 
por la que se constituye la adopción. Para el 
caso de parejas de hecho, original o fotocopia 
compulsada de acreditación de su inscripción 
como tal por el correspondiente registro en 
los términos establecidos por la Ley 5/2002, 
de 16 de diciembre, de parejas de hecho y la 
normativa de desarrollo de la misma, o aquella 
que la modifique o sustituya. 
c) Declaración de los datos personales relati-
vos al empadronamiento. 
d) Fotocopia compulsada del contrato que 
motiva la solicitud de ayuda, salvo para los su-
puestos en los que la persona solicitante tenga 
constancia de que el contrato haya sido regis-
trado en el aplicativo GEScontrat@, que com-
plementa al aplicativo Contrat@ (Comunica-
ción de contratos a través de Internet), o aquel 
que lo modifique o sustituya, disponible en la 
web de la Consejería de Empleo, (www.Junta-
deandalucia.es/servicioandaluzdeempleo)

Artículo 24. Gastos de desplazamiento. 
1. Estas ayudas se destinarán a cubrir los gas-
tos de desplazamiento del beneficiario, así 
como los de los familiares a su cargo que con-
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vivan con él, desde la localidad de origen a la 
del nuevo destino. 

2. El importe total de esta ayuda no podrán 
superar la cuantía de cuatro veces el IPREM 
mensual vigente, pudiéndose admitir como 
gastos en dicho concepto las siguientes mo-
dalidades: 

a) Gastos de desplazamiento en línea regular 
de transporte público: La cuantía máxima de 
la ayuda será el importe del billete o pasaje 
dentro de la tarifa correspondiente a la clase 
segunda, turista o equivalente. 
b) Gastos de desplazamiento en vehículo par-
ticular: La cuantía máxima de la ayuda será la 
establecida al efecto en las Administraciones 
Públicas como indemnización por el uso de ve-
hículo particular, a la que se añadirá el importe 
de los peajes que se justifiquen. 

3. En relación a esta modalidad, el gasto rea-
lizado se acreditará mediante la aportación 
de originales o fotocopias compulsadas de 
billetes, pasajes, recibos, facturas, así como 
cualquier otro documento admisible en dere-
cho. Así mismo, cuando el desplazamiento se 
realice en vehículo particular, deberá aportar-
se declaración responsable al respecto. 

Artículo 25. Gastos de transportes de mobi-
liario y enseres. 
1. Estas ayudas se destinarán a cubrir los gastos 
ocasionados por el traslado de mobiliario y en-
seres de la persona trabajadora, así como de los 
familiares a su cargo que convivan con ella, des-
de la localidad de origen a la del nuevo destino. 
2. La cuantía de la ayuda será la del coste de 
dicho traslado, hasta un máximo de cuatro ve-
ces el IPREM mensual vigente. 

3. En relación a esta modalidad, el gasto reali-
zado se acreditará mediante la aportación de 
originales o fotocopias compulsadas de reci-
bos, facturas, así como cualquier otro admisi-
ble en derecho. 

Artículo 26. Gastos de alojamiento. 
1. Estas ayudas se destinarán a cubrir gastos 
generados durante los doce primeros meses 
de vigencia del contrato por el alojamiento, in-
cluyendo el alquiler o adquisición de vivienda 
u otros gastos de hospedaje, del beneficiario 
y de los familiares a su cargo que convivan con 
él, en la localidad de nuevo destino. 

2. La cuantía máxima de la ayuda será de diez 
veces el IPREM mensual vigente. 

3. En relación a esta modalidad, el gasto rea-
lizado se acreditará mediante la aportación 
de originales o fotocopias compulsadas de la 
siguiente documentación: 

a) En el supuesto de compraventa, documento 
notarial que acredite la formalización del acto. 
b) En el supuesto de alquiler de vivienda u hos-
pedaje en hotel o similar, contrato de arrenda-
miento, recibos, facturas, así como cualquier 
otro admisible en derecho. 

Artículo 27. Gastos de guardería y atención a 
las personas dependientes. 
1. Estas ayudas se destinarán a cubrir gastos ge-
nerados por asistencia a guarderías u otros cen-
tros, durante el primer ciclo de educación infantil, 
de los hijos del beneficiario que dependan econó-
micamente del mismo o por atención de las per-
sonas dependientes a su cargo, durante los doce 
primeros meses de vigencia del contrato. 

2. La cuantía máxima de la ayuda será de cua-
tro veces el IPREM mensual vigente. 
3. En relación a esta modalidad, el gasto rea-
lizado se acreditará mediante la aportación 
de originales o fotocopias compulsadas de la 
siguiente documentación: 

a) Para el supuesto de ayuda a los gastos de 
guardería se aportará certificado de inscrip-
ción/matriculación del menor en la guardería 
emitido por el representante legal de la mis-
ma, así como las correspondientes facturas. 
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b) Para el supuesto de ayuda a la atención de 
personas dependientes, se aportará copia 
compulsada del contrato entre el solicitan-
te y el prestador del servicio que de origen a 
la relación jurídica entre ambos, además de 
resolución de reconocimiento de situación 
de Dependencia expedida por la Comunidad 
Autónoma competente y acreditación de que 
está a cargo del solicitante. 

CAPÍTULO VII 
DISPOSICIONES COMUNES 

Artículo 28. Solicitudes de incentivos. 
1. Los modelos de las solicitudes de las ayu-
das reguladas en la presente Orden estarán 
a disposición de las personas y entidades in-
teresadas en la Consejería de Empleo, en el 
Servicio Andaluz de Empleo o mediante des-
carga telemática del de la Oficina Virtual de la 
Consejería de Empleo, accesible a través del 
enlace correspondiente en su portal (www.
Juntadeandalucia.es/empleo).

2. Las solicitudes se dirigirán al órgano com-
petente para su resolución conforme a lo es-
tablecido en el artículo 32 de esta Orden, y se 
podrán presentar: 

a) En soporte papel, en el registro de la Conse-
jería de Empleo, del Servicio Andaluz de Em-
pleo de la Consejería de Empleo, así como en 
los registros y oficinas a que hace referencia 
el artículo 38.4 de la Ley de Régimen Jurídico 
de las Administraciones Públicas y del Proce-
dimiento Administrativo Común. 
b) Para las modalidades de ayuda estableci-
das en los Capítulos II y VI, se podrá presen-
tar solicitud de forma telemática a través de 
la Oficina Virtual de la Consejería de Empleo 
de la Junta de Andalucía, con enlace desde la 
dirección de Internet www.Juntadeandalucia.
es/empleo. Las solicitudes que se cursen con 
certificado electrónico y cumplan las previsio-
nes del Decreto 183/2003, de 24 de junio, pro-
ducirán, respecto de los datos y documentos 

consignados de forma electrónica, los mismos 
efectos jurídicos que las solicitudes formula-
das de acuerdo con el artículo 70.1 de la citada 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y 
del Procedimiento Administrativo Común. 
La persona interesada, tras la presentación 
telemática de su solicitud, podrá realizar las 
actuaciones o trámites siguientes de forma 
no telemática, pero deberá indicar expresa-
mente que el inicio del procedimiento se ha 
realizado en forma telemática. 

3. En la solicitud se deberán hacer constar, al 
menos, los siguientes datos: 
a) Nombre y apellidos o razón social del so-
licitante, y, en su caso, de la persona que lo 
represente, así como la firma del mismo o 
acreditación de la autenticidad de su voluntad 
expresada por cualquier medio. 
b) Denominación de la medida e importe de 
la ayuda solicitada, junto con el presupuesto 
necesario para la realización de la actividad 
propuesta, en su caso. 

4. En caso de que la solicitud no reúna los re-
quisitos generales exigidos en este artículo o 
no se acompañe de la documentación especí-
fica prevista para cada medida, el órgano com-
petente para la tramitación de las solicitudes, 
conforme a lo previsto en el artículo siguiente, 
procederá a requerir al interesado para que en 
un plazo de diez días subsane la falta o acom-
pañe los documentos preceptivos, de confor-
midad con lo establecido en el artículo 71.1 de 
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régi-
men Jurídico de las Administraciones Públicas 
y del Procedimiento Administrativo Común.

 
Artículo 29. Documentación adjunta a la 
solicitud. 
1. Con carácter general la solicitud de las ayu-
das desarrolladas en la presente Orden se 
acompañará de la siguiente documentación: 

a) Declaración responsable de que la persona o 
entidad solicitante no está incursa en ninguna 
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de las prohibiciones para ser beneficiarias que, 
con carácter específico, se contemplan en las 
distintas medidas establecidas en la presente 
Orden o que, con carácter genérico, están esta-
blecidas en el artículo 31 de la misma. 
b) Declaración responsable de no haber obte-
nido otras ayudas públicas por el mismo con-
cepto y ejercicio, procedentes de cualesquiera 
Administraciones o Entes públicos o privados, 
nacionales o internacionales. En el supuesto de 
que hubieran sido solicitadas u obtenidas otras 
ayudas para la misma finalidad, siempre que 
pudieran ser compatibles, relación de las accio-
nes financiadas y del importe subvencionado. 
c) En su caso, fotocopia compulsada de la docu-
mentación acreditativa de poder de represen-
tación del firmante de la solicitud para actuar 
en nombre de la persona jurídica solicitante. 
d) En el supuesto de que la entidad solicitante 
sea una asociación, fundación u otra entidad sin 
ánimo de lucro, fotocopia compulsada de escri-
tura pública de constitución y estatutos debida-
mente inscritos en el registro correspondiente 
y de la documentación que acredite que cuenta 
con sede en el territorio de la Comunidad Autó-
noma de Andalucía. 
e) Solicitud de transferencia bancaria firma-
da por la persona solicitante o, en su caso, la 
persona que actúe en su representación y la 
entidad bancaria. 

2. En caso de que se presente más de una 
solicitud de las ayudas contempladas en la 
presente Orden, deberá hacerse constar tal 
extremo, y la documentación requerida en 
el apartado primero de este artículo deberá 
aportarse una sola vez. 

Artículo 30. Plazo de solicitud de las ayudas. 
1. Los plazos de presentación de solicitudes a 
las ayudas establecidas en la presente Orden 
serán los que a continuación se indican: 

a) El plazo de presentación de solicitudes de 
las ayudas reguladas en el Capítulo II será de 
15 días a contar desde la  fecha en la que se 
proceda a firmar la Carta de Compromiso para 

la empleabilidad establecida en el artículo 3 de 
la presente Orden, siempre que esta se haya 
suscrito antes del 30 de septiembre de 2009. 
b) El plazo de presentación de solicitud de las 
ayudas reguladas en el Capítulo III, será de 15 
días a partir del siguiente a la publicación de la 
resolución de la Dirección General de Forma-
ción para el Empleo por la que se proceda a la 
apertura de convocatoria extraordinaria para 
la inclusión de acciones formativas específi-
cas en la programación. 
c) Las solicitudes de ayudas reguladas en los 
Capítulos IV se podrán presentar en el plazo 
de 15 días a partir del siguiente a la publicación 
en BOJA de la presente Orden, así como del 
día 1 a 15 de marzo de 2009, ambos inclusive. 
d) Las solicitudes de ayudas reguladas en los 
Capítulos V se podrán presentar en el plazo de 
15 días a partir del siguiente a la incorporación 
de la persona o personas seleccionadas a las 
tareas de utilidad social, y hasta el 30 de sep-
tiembre de 2009, inclusive. 
e) El plazo de presentación de solicitudes de 
las ayudas reguladas en el Capítulo VI, comen-
zará una vez que el contrato de trabajo a más 
de 100 kilómetros de su residencia habitual 
haya sido efectivo durante al menos seis me-
ses, y hasta dos meses después de las fechas 
en que se produzcan cada uno de los gastos 
que dan derecho a la ayuda. En el supuesto de 
que los gastos se hubieran producido con an-
terioridad al cumplimiento de los seis meses 
de duración efectiva del contrato, el plazo de 
dos meses se computará hasta el octavo mes 
de duración del mismo. 

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 
anterior, aquellas solicitudes de ayudas que 
sean presentadas en el último trimestre del 
año 2008 podrán ser atendidas con cargo al 
ejercicio presupuestario siguiente. 

3. No serán admitidas a trámite las solicitudes 
que se presenten fuera del plazo establecido 
en el apartado 1 del presente artículo, resol-
viéndose la inadmisión de las mismas, que 
deberá ser notificada a los interesados en los 
términos previstos en el artículo 59 de la Ley 
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30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Ju-
rídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común. 

Artículo 31. Beneficiarios excluidos. 
1. De conformidad con lo establecido por el ar-
tículo 13.2 y 3 de la Ley General de Subvencio-
nes, y sin perjuicio de las exclusiones que, con 
carácter específico para las diversas modali-
dades de ayudas se contemplan en las distin-
tas medidas, no podrán obtener la condición 
de beneficiario de las ayudas reguladas en la 
presente Orden, las personas en quienes con-
curra alguna de las circunstancias siguientes: 

a) Haber sido condenadas mediante sentencia 
firme a la pena de pérdida de la posibilidad de 
obtener subvenciones o ayudas públicas. 
b) Haber solicitado la declaración de concur-
so, haber sido declaradas insolventes en cual-
quier procedimiento, hallarse declaradas en 
concurso, estar sujetas a intervención judicial 
o haber sido inhabilitadas conforme a la Ley 
Concursal sin que haya concluido el período 
de inhabilitación fijado en la sentencia de ca-
lificación del concurso. 
c) Haber dado lugar, por causa de la que hubie-
sen sido declaradas culpables, a la resolución 
firme de cualquier contrato celebrado con la 
Administración. 
d) Estar incursa la persona física, los admi-
nistradores de las sociedades mercantiles o 
aquellos que ostenten la representación legal 
de otras personas jurídicas, en alguno de los 
supuestos de la Ley 5/2006, de 10 de abril, de 
regulación de conflictos de intereses de los 
miembros del Gobierno y de los Altos Cargos 
de la Administración General del Estado, de la 
Ley 53/1984, de 26 de diciembre, de Incom-
patibilidades del Personal al Servicio de las 
Administraciones Públicas, de la Ley 3/2005, 
de 8 de abril, de Incompatibilidades de Altos 
Cargos de la Administración de la Junta de 
Andalucía y de Declaración de Actividades, 
Bienes e Intereses de Altos Cargos y otros 
Cargos Públicos, o tratarse de cualquiera de 
los cargos electivos regulados en la Ley Orgá-

nica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen Elec-
toral General, en los términos establecidos en 
la misma o en la normativa autonómica que 
regule estas materias. 
e) Tener la residencia fiscal en un país o te-
rritorio calificado reglamentariamente como 
paraíso fiscal. 
f) No hallarse al corriente de pago de obliga-
ciones por reintegro de ayudas en los térmi-
nos que reglamentariamente se determinen. 
g) Haber sido sancionada mediante resolución 
firme con la pérdida de la posibilidad de obte-
ner ayudas según de la Ley General de Subven-
ciones o la Ley General Tributaria. 
h) En el supuesto de asociaciones, aquellas que 
estén incursas en las causas de prohibición 
previstas en los apartados 5 y 6 del artículo 
4 de la Ley Orgánica 1/2002, de 22 de marzo, 
reguladora del Derecho de Asociación, o aque-
llas respecto de las que se hubiera suspendido 
el procedimiento administrativo de inscrip-
ción por encontrarse indicios racionales de 
ilicitud penal, en aplicación de lo dispuesto en 
el artículo 30.4 de la Ley Orgánica 1/2002, en 
tanto no recaiga resolución judicial firme en 
cuya virtud pueda practicarse la inscripción en 
el correspondiente registro. 

2. Tampoco podrán obtener la condición de 
posibles beneficiarias de los incentivos regu-
lados en esta Orden aquellas entidades que 
se encuentren en alguna de las situaciones 
siguientes: 

a) Haber sido condenadas por sentencia judi-
cial firme o sancionadas por resolución admi-
nistrativa firme en los últimos tres años por 
falta muy grave en materia de prevención de 
riesgos laborales. 
b) Haber sido condenadas por sentencia judi-
cial firme o resolución administrativa firme 
por prácticas de discriminación laboral o en 
materia de género. 

Artículo 32. Competencia para resolver. 
1. La competencia para resolver sobre los incen-
tivos que se regulan en los distintos Capítulos 
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de la presente Orden corresponde a la persona 
titular de la Consejería de Empleo en su calidad 
de Presidente del Servicio Andaluz de Empleo. 

2. Sin perjuicio de lo anterior, y en base a la fa-
cultad de delegación prevista en el artículo 101 
de la Ley 9/2007, de 22 de octubre, de la Admi-
nistración de la Junta de Andalucía, la compe-
tencia para resolver sobre los incentivos esta-
blecidos en la presente Orden se delega en los 
términos que a continuación se establecen: 

a) En la persona titular de la Dirección Provin-
cial del Servicio Andaluz de Empleo corres-
pondiente para resolver las ayudas recogidas 
en los Capítulos II, IV, V y VI. En el supuesto de 
que las solicitudes de ayudas de los Capítulo 
IV y V tengan carácter multiprovincial, la com-
petencia para resolver se delega en la persona 
titular de la Dirección General de Fomento e 
Igualdad en el Empleo. 
b) En la persona titular de la correspondiente 
Dirección Provincial del Servicio Andaluz de 
Empleo para resolver las ayudas recogidas en 
el Capítulo III. 

Artículo 33. Resolución. 
1. La Resolución contendrá, como mínimo, los 
extremos previstos en el artículo 13.2 del De-
creto 254/2001, de 20 de noviembre, por el 
que se aprueba el Reglamento de concesión 
de ayudas públicas y subvenciones de la Jun-
ta de Andalucía. Así mismo deberá tenerse en 
cuenta lo establecido por la sección I, informa-
ción y publicidad, del capítulo II del Reglamen-
to (CE) núm. 1828/2006 de la Comisión de 8 
de diciembre de 2006, así como lo dispuesto 
por el artículo 69.1 del Reglamento (CE) núm. 
1083/2006 del Consejo de 11 de julio de 2006. 

2. El plazo máximo para resolver y notificar la 
resolución sobre las solicitudes de ayudas re-
guladas en la presente Orden será de tres me-
ses desde la fecha en que la misma haya tenido 
entrada en el registro del órgano competente 
para su tramitación. Transcurrido el citado pla-
zo sin que recaiga resolución expresa, las soli-

citudes podrán entenderse desestimadas por 
silencio administrativo conforme a lo estable-
cido en el artículo 31.4 de la Ley 3/2004, de 28 
de diciembre, por la que se aprueban las Medi-
das Tributarias, Administrativas y Financieras. 

3. En aquellos supuestos en que los benefi-
ciarios lo sean de más de una de las medidas 
contempladas en la presente Orden, y cuya 
competencia para resolver esté atribuida al 
mismo órgano según el artículo 32, una única 
resolución podrá contemplar la concesión de 
todas las medidas. 

4. De conformidad con lo establecido en el ar-
tículo 10.2 del Decreto 254/2001, de 20 de no-
viembre, por el que se aprueba el Reglamento 
por el que se regulan los procedimientos para la 
concesión de subvenciones y ayudas públicas 
por la Administración de la Junta de Andalucía 
y sus Organismos Autónomos y su régimen ju-
rídico, la resolución del procedimiento se noti-
ficará a los interesados de forma individual, de 
acuerdo con lo previsto en el artículo 59 de la 
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régi-
men Jurídico de las Administraciones Públicas 
y del Procedimiento Administrativo Común. 

5. La resolución dictada pondrá fin a la vía ad-
ministrativa. Frente a la misma podrá interpo-
nerse recurso contencioso-administrativo en 
la forma y plazos previstos por la Ley 29/1998, 
de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción 
Contencioso-Administrativa, o potestativa-
mente recurso de reposición, de conformidad 
con lo establecido en los artículos 116 y 117 de 
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común. 

Artículo 34. Dotación presupuestaria. 
La concesión de las ayudas reguladas en la pre-
sente Orden estará condicionada a la existen-
cia de dotación presupuestaria para dicho fin, 
pudiéndose adquirir compromisos de carácter 
plurianual, de acuerdo con lo previsto en la Ley 
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5/1983, de 19 de julio, General de Hacienda Pú-
blica de la Comunidad Autónoma de Andalucía. 

Artículo 35. Pago de la ayuda. 
1. Una vez dictada la resolución de concesión, 
el Servicio Andaluz de Empleo procederá al 
pago de las ayudas de la siguiente forma: 

a) La ayudas establecidas en los Capítulos II, 
V y VI se tramitarán como pagos en firme. El 
abono de las ayudas recogidas en el Capítulo II 
se realizará mensualmente hasta totalizar los 
tres meses máximos. Las ayudas para gastos 
de desplazamiento, transporte de mobiliarios 
y enseres, y de alojamiento (en el supuesto de 
compraventa) establecidas en el Capítulo VI, 
serán abonadas una vez que el beneficiario 
presente los documentos acreditativos de 
haber efectuado el gasto. Las ayudas para 
gastos de alojamiento que impliquen pagos de 
tracto sucesivo y para guardería y atención a 
las personas dependientes, establecidas en el 
Capítulo VI, se abonarán trimestrales, a partir 
del momento en el que se produce la acción 
que genera el derecho a la ayuda. En ambos 
casos, tras la resolución, deberá presentarse, 
para cada uno de los pagos, declaración res-
ponsable de que continúan las circunstancias 
que originaron la solicitud de la ayuda, así 
como los documentos acreditativos de haber 
efectuado los correspondientes pagos. 
b) Para las ayudas establecidas en los Capítu-
los III y IV, el abono de las mismas se realizará 
de la siguiente forma: 
 Hasta el 75%, en concepto de anticipo, se tra-
mitará a partir de la fecha de concesión. 
La cuantía restante se podrá abonar una vez 
que se justifique al menos el 25% del total 
subvencionado. Dicha justificación parcial se 
realizará mediante la oportuna presentación 
informe de auditor en los términos estableci-
dos en el artículo 

36.2 de la presente Orden, o de los docu-
mentos acreditativos de la ejecución y de los 
gastos pagados, junto con una memoria de 
actuación abreviada del cumplimiento de las 

condiciones impuestas en la resolución de 
concesión, así como de la actividad realizada, 
que se incluirán en la cuenta justificativa del 
gasto. En cualquier caso, las entidades bene-
ficiarias deberán cumplir las condiciones de 
justificación, que a tal efecto se establezcan 
por el órgano concedente de la ayuda en la co-
rrespondiente resolución de concesión. 

2. Para los supuestos de las medidas contem-
pladas en los Capítulos III y IV de la presente 
Orden, en el plazo de un mes desde que se 
produzca cada pago, la entidad promotora de 
la misma presentará certificación de asiento 
contable ante el órgano gestor de la ayuda. 

Artículo 36. Justificación y liquidación de las 
ayudas. 
A excepción de las ayudas recogidas en los Ca-
pítulos II, V y VI de la presente Orden, en el pla-
zo máximo de tres meses, a partir de la fecha 
de finalización de la acción objeto de la subven-
ción, la entidad beneficiaria deberá presentar 
ante el órgano gestor la cuenta justificativa, 
que constituye un acto obligatorio para dicha 
entidad, en la que se deberá incluir bajo su res-
ponsabilidad, los justificantes o cualquier otro 
documento con validez jurídica que permitan 
acreditar el cumplimiento del objetivo de la 
ayuda. La justificación y liquidación de estas 
ayudas, se realizará del siguiente modo: 

1. La entidad beneficiaria deberá presentar 
ante el órgano gestor la cuenta justificativa 
con aportación de informe de un auditor de 
cuentas inscrito como ejerciente en el Regis-
tro Oficial de Auditores de Cuentas depen-
diente del Instituto de Contabilidad y Audi-
torías de Cuentas, resultando de aplicación 
lo previsto en el artículo 74 del Real Decreto 
887/2006, de 21 de julio, por el que se aprueba 
el Reglamento de la Ley 38/2003, General de 
Subvenciones. 
Dicho informe del auditor tendrá por objeto 
la revisión de la cuenta justificativa compro-
bando la elegibilidad de los gastos realizados 
por el beneficiario, conforme a lo previsto en 
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esta Orden y las obligaciones establecidas en 
la correspondiente resolución de concesión, 
así como en las normas de subvencionabilidad 
contenidas en el artículo 31 de la Ley 38/2003, 
de 17 de noviembre, General de Subvenciones. 
La cuenta justificativa deberá incorporar la si-
guiente documentación: 

a) Una memoria de actuación justificativa del 
cumplimiento de las condiciones impuestas 
en la concesión de la subvención, con indica-
ción de las actividades realizadas y de los re-
sultados obtenidos. 
b) Una memoria económica abreviada que 
contendrá al menos un estado representativo 
de los gastos incurridos en la realización de 
las actividades subvencionadas debidamente 
agrupados, y, en su caso, las cantidades ini-
cialmente presupuestadas y las desviaciones 
acaecidas. 

2. Asimismo, y conforme a lo previsto en el 
artículo 75 del Real Decreto 887/2006, de 21 
de julio, las entidades que hayan percibido 
subvenciones por importe inferior a 60.000 
euros, podrán optar por aportar una cuenta 
justificativa simplificada que tendrá carácter 
de documento con validez jurídica para la jus-
tificación de la subvención. 
En el caso de que se den las condiciones des-
critas, la entidad vendrá obligada a remitir 
únicamente la cuenta justificativa, en la que 
deberá figurar la siguiente información: 

a) Una memoria de actuación justificativa del 
cumplimiento de las condiciones impuestas 
en la concesión de la subvención, con indica-
ción de las actividades realizadas y de los re-
sultados obtenidos. 
b) Una relación clasificada de los gastos e in-
versiones de la actividad, con identificación 
del acreedor y del documento, su importe, fe-
cha de emisión y, en su caso, fecha de pago. Se 
indicarán también las desviaciones acaecidas 
con arreglo al presupuesto estimado. 
c) Un detalle de otros ingresos o subvenciones 
que hayan financiado la actividad subvenciona-
da con indicación del importe y su procedencia. 

d) En su caso, carta de pago de reintegro en el 
supuesto de remanentes no aplicados así como 
de los intereses derivados de los mismos. 

3. No obstante lo anterior, en el supuesto de 
que la entidad beneficiara sea una Corpora-
ción Local, la cuenta justificativa con apor-
tación de informe de auditor, en los términos 
establecidos en los apartados anteriores, será 
optativa, pudiéndose justificar la ayuda me-
diante la cuenta justificativa con aportación 
de justificantes de gastos acompañada a tal 
efecto de la siguiente documentación: 

a) Una memoria de actuación justificativa del 
cumplimiento de las condiciones impuestas 
en la concesión de la subvención, con indica-
ción de las actividades realizadas y de los re-
sultados obtenidos. 
b) Una memoria económica justificativa del 
coste de las actividades realizadas certificada 
por la Intervención de la Corporación Local. Di-
cha memoria contendrá, en su caso, la siguien-
te documentación: 

1.º Una relación clasificada de los gastos e in-
versiones de la actividad, con identificación del 
acreedor y del documento, su importe, fecha de 
emisión y fecha de pago. En caso de que la sub-
vención se otorgue con arreglo a un presupues-
to, se indicarán las desviaciones acaecidas. 

2.º Las facturas o documentos de valor proba-
torio equivalente en el tráfico jurídico mercan-
til o con eficacia administrativa incorporados 
en la relación referida en el párrafo anterior y 
la documentación acreditativa del pago, junto 
con una fotocopia de los mismos. La acredita-
ción de los gastos también podrá efectuarse 
mediante facturas electrónicas, siempre que 
cumplan los requisitos exigidos para su acep-
tación en el ámbito tributario. 

3.º Indicación, en su caso, de los criterios de 
reparto de los costes generales y/o indirectos 
incorporados en la relación clasificada de gas-
tos prevista en el primer punto del presente 
apartado. 
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4.º Cuando las actividades hayan sido finan-
ciadas, además de con la subvención, con fon-
dos propios u otras subvenciones o recursos, 
deberá aportarse una relación detallada de 
éstos con indicación del importe, procedencia 
y aplicación de tales fondos a las actividades 
subvencionadas. 

5.º En el supuesto de remanentes no aplica-
dos así como de los intereses derivados de los 
mismos, contendrá además la carta de pago 
de reintegro en el supuesto de remanentes no 
aplicados así como de los intereses derivados 
de los mismos. 

6.º Cuando las acciones contempladas en el 
Capítulo III de la presente Orden sean objeto 
de subcontratación, la cuenta justificativa 
incorporará además, tres presupuestos que 
debe haber solicitado el beneficiario en apli-
cación del artículo 31.3 de la Ley 38/2003, de 
18 de noviembre, General de Subvenciones. 

4. El importe definitivo de la ayuda se liquidará 
aplicando al coste de la actividad o inversión 
efectivamente realizada por el beneficiario, 
según justificación, el porcentaje de la finan-
ciación de la Junta de Andalucía, definido en la 
resolución de concesión. 

5. Sea cual fuere el procedimiento elegido 
para la justificación final de la subvención, el 
beneficiario deberá remitir al órgano gestor, 
en el plazo establecido en el párrafo primero 
de este artículo, la documentación correspon-
diente. A partir de dicha fecha el órgano ges-
tor dispondrá de un plazo de dos meses para la 
revisión y tramitación del oportuno documen-
to contable. 

Cuando no se hubiere presentado la documen-
tación justificativa en el plazo establecido el 
órgano gestor requerirá a la persona o enti-
dad beneficiaria para que en el plazo impro-
rrogable de 15 días sea presentada a efectos 
de lo previsto en este artículo. Cuando la do-
cumentación justificativa presentada fuese 
insuficiente para considerar correctamente 

justificada la subvención concedida, el órgano 
gestor pondrá en conocimiento de la persona 
o entidad beneficiaria las insuficiencias ob-
servadas para que en el plazo de 10 días sean 
subsanadas. 

Examinada la documentación aportada, o 
transcurrido dicho plazo sin que se hubiera 
presentado, el órgano gestor dictará la co-
rrespondiente resolución de liquidación o el 
acuerdo de iniciación del expediente de rein-
tegro, según proceda. 

Artículo 37. Gastos subvencionables. 
Se considerarán gastos subvencionables a 
efectos de la presente Orden, sin perjuicio de 
los que se determinan en las normas especí-
ficas de cada medida, todos aquellos que con 
carácter general y de manera indubitada res-
pondan a la naturaleza de la situación, activi-
dad o proyecto objeto de las ayudas y medidas 
previstas en la misma, y en concreto, aquellos 
que hayan sido efectivamente pagados con 
anterioridad a la finalización del periodo de 
justificación, y sean conformes con lo estable-
cido en la normativa autonómica, nacional y 
comunitaria en materia de subvenciones. 

Respecto de las ayudas contempladas en los 
Capítulos III y IV, se considerarán gastos sub-
vencionables los de auditoría, en los casos en 
que se presente ésta a efectos de justifica-
ción de las ayudas y hasta un máximo del 10% 
del importe total de la subvención. 
Artículo 38. Subcontratación. 
1. Las entidades beneficiarias de las ayudas 
contempladas en el Capítulo III podrán sub-
contratar hasta el 100 por 100 de la ejecución 
de la actividad que constituye el objeto de la 
ayuda, en los términos establecidos en esta 
Orden. Cuando la actividad concertada con 
terceros exceda del 20 por ciento del impor-
te de la ayuda y dicho importe sea superior a 
60.000 €, la celebración del correspondiente 
contrato deberá formalizarse por escrito y ser 
autorizado previamente por el órgano conce-
dente, ya sea de forma expresa en la propia re-
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solución de concesión de la ayuda o mediante 
resolución posterior, emitida en el plazo de 15 
días a contar desde la solicitud de autoriza-
ción. Se entenderá otorgada la autorización 
cuando transcurra el citado plazo sin pronun-
ciamiento del órgano concedente. En ningún 
caso podrá fraccionarse un contrato con el ob-
jeto de disminuir la cuantía del mismo y eludir 
el cumplimiento de este requisito. 

2. Asimismo, las entidades beneficiarias po-
drán concertar con personas o entidades 
vinculadas a los mismos la ejecución parcial o 
total de las actividades subvencionadas, siem-
pre que la contratación se realice de acuerdo 
con las condiciones normales de mercado y 
se obtenga la previa autorización del órgano 
concedente, en los términos previstos en el 
apartado anterior. 

3. En todo caso, será de aplicación a los benefi-
ciarios y contratistas los límites y obligaciones 
establecidos en el artículo 29 de la Ley 38/2003, 
de 17 de noviembre, General de Subvenciones y 
en el artículo 68.2 del Real Decreto 887/2006, 
de 21 de julio, por el que se aprueba el Regla-
mento de la Ley General de Subvenciones. 

Artículo 39. Compatibilidad de las ayudas. 
1. A excepción de las ayudas contempladas 
por el Capítulo II, los incentivos regulados por 
la presente Orden serán compatibles entre sí 
y con cualquier otra ayuda para el mismo fin 
no otorgada por la Consejería de Empleo, o 
por institución en la que ésta participe mayo-
ritariamente, dentro de los límites legalmente 
establecidos. 

No obstante lo anterior, y de conformidad con 
lo dispuesto en el artículo 111 de la Ley 5/1983, 
de 19 de julio, General de la Hacienda Pública 
de la Comunidad Autónoma, el importe de las 
ayudas en ningún caso podrá ser de tal cuantía 
que, aisladamente o en concurrencia con in-
centivos o ayudas de otras Administraciones 
Públicas o de otros entes públicos o privados, 
nacionales o internacionales, supere el coste 

de la actividad a desarrollar por las entidades 
beneficiarias, procediendo en caso contrario 
el reintegro del exceso obtenido sobre el cos-
te de la actividad incentivada, así como los in-
tereses de demora correspondientes. 

2. De conformidad con lo establecido en el 
artículo 110 de la Ley General de la Hacienda 
Pública de la Comunidad Autónoma, toda al-
teración de las condiciones tenidas en cuenta 
para la concesión de la ayuda y, en todo caso, la 
obtención concurrente de incentivos o ayudas 
otorgadas por otras Administraciones o entes 
públicos o privados, nacionales o internacio-
nales, podrá dar lugar a la modificación de la 
resolución de concesión. Así mismo, en el su-
puesto de las ayudas recogidas en el Capítulo 
II la obtención de puesto de trabajo, y en el su-
puesto de las ayudas recogidas en el Capítulo 
III, la concurrencia de las circunstancias que 
determinen la cancelación de la inclusión en el 
Registro de entidades acreditadas o inscritas, 
podrá dar lugar a la citada modificación. 

Artículo 40. Obligaciones de las personas y 
entidades beneficiarias de las ayudas. 
1. Con independencia de las obligaciones espe-
cíficas contempladas para cada ayuda en esta 
Orden, y las que expresamente se recojan en la 
resolución de concesión, de conformidad con el 
artículo 14 de la Ley General de Subvenciones, 
y del artículo 29 de la Ley de Medidas Tributa-
rias, Administrativas y Financieras, son exigi-
bles las siguientes obligaciones genéricas: 
a) Cumplir el objetivo, ejecutar el proyecto, 
realizar la actividad o adoptar el comporta-
miento que fundamenta la concesión de las 
subvenciones. 
b) Justificar ante el órgano concedente el 
cumplimiento de los requisitos y condicio-
nes, así como la realización de la actividad y el 
cumplimiento de la finalidad que determinen 
la concesión o disfrute de la subvención. 
c) Someterse a las actuaciones de comproba-
ción a efectuar por el órgano concedente, así 
como cualesquiera otras de comprobación y 
control financiero que puedan realizar los ór-
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ganos de control competentes, tanto naciona-
les como, en su caso, comunitarios, aportando 
cuanta información le sea requerida en el ejer-
cicio de las actuaciones anteriores. 
d) Comunicar al órgano concedente la obten-
ción de otras subvenciones, ayudas, ingresos 
o recursos que financien las actividades incen-
tivadas. Esta comunicación deberá efectuarse 
tan pronto como se conozca y, en todo caso, 
con anterioridad a la justificación de la aplica-
ción dada a los fondos percibidos. 
e) Disponer de los libros contables, registros 
diligenciados y demás documentos debida-
mente auditados en los términos exigidos por 
la legislación mercantil y sectorial aplicable 
a la entidad empleadora beneficiaria en cada 
caso, así como cuantos estados contables y 
registros específicos sean exigidos por las 
bases reguladoras de las subvenciones, con la 
finalidad de garantizar el adecuado ejercicio 
de las facultades de comprobación y control. 
f) Conservar los documentos justificativos de 
la aplicación de los fondos recibidos, incluidos 
los documentos electrónicos, en tanto puedan 
ser objeto de las actuaciones de comproba-
ción y control. 
g) Proceder al reintegro de los fondos percibi-
dos en los supuestos contemplados en el artí-
culo 41 de la presente Orden. 
h) Hacer constar, en toda información o publi-
cidad que realicen sobre la actividad objeto de 
la ayuda, que la misma ha sido incentivada el 
Servicio Andaluz de Empleo, sin perjuicio de 
las normas que sobre información y publici-
dad se dicten por la Unión Europea, respecto 
a las subvenciones financiadas con fondos co-
munitarios. El incumplimiento de la presente 
obligación podrá dar lugar al reintegro de las 
ayudas recibidas. 

2. Teniendo en cuenta la vocación social de las 
ayudas, en tanto que impulsoras de acciones 
que permiten paliar las consecuencias de la 
desaceleración que se viene produciendo en 
los distintos sectores de actividad, de confor-
midad con la excepción prevista por el artículo 
13.2 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, Ge-
neral de Subvenciones, así como por el último 

párrafo del artículo 29.1 de la Ley 3/2004, de 28 
de diciembre, por la que se aprueban las Medi-
das Tributarias, Administrativas y Financieras, 
las personas o entidades beneficiarias de las 
mismas no tendrán que acreditar que se hallan 
al corriente en el cumplimiento de las obligacio-
nes tributarias estatales y frente a la Seguridad 
Social, o no tener deudas en período ejecutivo 
de cualquier otro ingreso de Derecho Público 
con la Comunidad Autónoma de Andalucía. 

3. Así mismo, las personas o entidades benefi-
ciarias están obligadas a facilitar información al 
órgano concedente de la ayuda, así como a faci-
litar la comunicación y justificantes que le sean 
requeridos por éste. Junto a ello, también están 
obligadas a comunicar al órgano concedente de 
la ayuda cualquier cambio de domicilio a efec-
tos de notificaciones durante el período en el 
que la ayuda sea susceptible de control. 

Artículo 41. Reintegro de ayudas. 
1. Además de los supuestos de invalidez de la 
resolución de concesión establecidos por el 
artículo 36 de la Ley General de Subvenciones, 
procederá el reintegro de las cantidades per-
cibidas y la exigencia del interés de demora 
desde el momento del pago de la ayuda hasta 
la fecha en que se acuerde la procedencia del 
reintegro, en los siguientes casos: 

a) Obtención de la subvención falseando las 
condiciones requeridas para ello u ocultando 
aquéllas que lo hubieran impedido. 
b) Incumplimiento total o parcial del objetivo, 
de la actividad, del proyecto o la no adopción 
del comportamiento que fundamentan la con-
cesión de la subvención. 
c) Incumplimiento de la obligación de justi-
ficación o la justificación insuficiente, en los 
términos establecidos en el artículo 36 de la 
presente Orden. 
d) Incumplimiento de la obligación de adoptar 
las medidas de difusión y publicidad conteni-
das en el artículo 43 de la presente Orden. 
e) Resistencia, excusa, obstrucción o negativa 
a las actuaciones de comprobación y control 
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financiero previstas en los artículos 14 y 15 de 
la Ley General de Subvenciones, así como el 
incumplimiento de las obligaciones contables, 
registrales o de conservación de documentos 
cuando de ello se derive la imposibilidad de ve-
rificar el empleo dado a los fondos percibidos, 
el cumplimiento del objetivo, la realidad y regu-
laridad de las actividades subvencionadas, o la 
concurrencia de subvenciones, ayudas, ingre-
sos o recursos para la misma finalidad, proce-
dentes de cualesquiera Administraciones o en-
tes públicos o privados, nacionales, de la Unión 
Europea o de organismos internacionales. 
f) Incumplimiento de las obligaciones impues-
tas por la Administración a las personas o 
entidades beneficiarias, así como de los com-
promisos por éstas asumidos, con motivo de la 
concesión de la subvención, siempre que afec-
ten o se refieran al modo en que se han de con-
seguir los objetivos, realizar la actividad, ejecu-
tar el proyecto o adoptar el comportamiento 
que fundamenta la concesión de la subvención. 
g) Incumplimiento de las obligaciones im-
puestas por la Administración a las personas 
o entidades beneficiarias, así como de los 
compromisos por éstas asumidos, con motivo 
de la concesión de la subvención, distintos de 
los anteriores, cuando de ello se derive la im-
posibilidad de verificar el empleo dado a los 
fondos percibidos, el cumplimiento del objeti-
vo, la realidad y regularidad de las actividades 
subvencionadas, o la concurrencia de subven-
ciones, ayudas, ingresos o recursos para la 
misma finalidad, procedentes de cualesquiera 
Administraciones o entes públicos o privados, 
nacionales, de la Unión Europea o de organis-
mos internacionales. 
h) Incumplimiento de las normas medioam-
bientales, en su caso, al realizar el objeto de 
la subvención o ayuda. En este supuesto, la 
tramitación del expediente de reintegro exi-
girá previamente que haya recaído resolución 
administrativa o judicial firme, en la que quede 
acreditado el incumplimiento por parte de la 
entidad beneficiaria de las medidas en mate-
ria de protección del medio ambiente a las que 
viniere obligada. 

i) Incumplimiento de la normativa vigente en 
materia de prevención y riesgos laborales. En 
este supuesto, la tramitación del expediente 
de reintegro exigirá previamente que haya 
recaído resolución administrativa o judicial 
firme, en la que quede acreditado el incumpli-
miento por parte de la entidad beneficiaria de 
las medidas en la referida materia. 
j) La adopción, en virtud de lo establecido en 
los artículos 87 a 89 del Tratado de la Unión 
Europea, de una decisión de la cual se derive 
una necesidad de reintegro. Igualmente, en el 
supuesto contemplado en el segundo párrafo 
del artículo 39.1 de la presente Orden proce-
derá el reintegro del exceso obtenido sobre el 
coste de la actividad subvencionada, así como 
la exigencia del interés de demora correspon-
diente. 

2. En materia de reintegro de las ayudas con-
templadas en esta Orden serán de aplicación 
las reglas contenidas por el artículo 33 de la 
Ley 3/2004, de 28 de diciembre, de Medidas 
Tributarias, Administrativas y Financieras. 

3. Cuando la entidad beneficiaria de las ayu-
das realice un cumplimiento por parte de 
ésta que se aproxime de modo significativo 
al cumplimiento total, previa comunicación 
motivada y acreditación tanto de las citadas 
circunstancias como de la actuación inequí-
vocamente tendente a la satisfacción de sus 
compromisos, el órgano concedente determi-
nará la cantidad de dicha ayuda que proporcio-
nalmente habrá de reintegrarse en función del 
tiempo en que se haya mantenido la actividad 
subvencionada, en los términos establecidos 
por el artículo 17.3.n) de la Ley 38/2003, de 17 
de noviembre, General de Subvenciones. 

4. En los supuestos recogidos el artículo 3.6 
procederá el reintegro de la ayuda percibida. 

Artículo 42. Seguimiento y evaluación. 
1. El Servicio Andaluz de Empleo de la Conseje-
ría de Empleo realizará cuantas acciones sean 
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necesarias para el seguimiento y evaluación de 
las medidas establecidas en esta Orden, tanto 
en su aspecto cualitativo como cuantitativo. 
Las entidades promotoras facilitarán cuantos 
datos, documentación e información sean ne-
cesarias para evaluar las actuaciones realiza-
das. El incumplimiento de esta obligación podrá 
determinar su exclusión en futuras acciones. 

2. Así mismo, y a los efectos de seguimiento, 
se comunicará a las Comisiones Provinciales 
del Servicio Andaluz de Empleo del proceso 
de ejecución de las medidas contempladas en 
la presente Orden informadas. 

Artículo 43. Publicidad. 
1. Las ayudas concedidas al amparo de la pre-
sente Orden serán publicadas en el Boletín 
Oficial de la Junta de Andalucía de confor-
midad con lo establecido en el artículo 18 de 
la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General 
de Subvenciones, y el artículo 32.1 de la Ley 
3/2004, de 28 de diciembre, de Medidas Tribu-
tarias, Administrativas y Financieras. 

2. Las entidades que participen en el desarro-
llo de estas medidas deberán hacer constar de 
modo expreso su colaboración con la Conseje-
ría de Empleo, el Servicio Andaluz de Empleo, 
y, en su caso, del Fondo Social Europeo, en to-
das las actuaciones que así lo requieran. 

Para ello, se tendrá en cuenta lo dispuesto en 
el Manual de Diseño Gráfico para su utilización 
para el Gobierno y Administración de la Junta 
de Andalucía, aprobado por Decreto 245/1997, 
de 15 de octubre, así como en la Normativa 
de la Unión Europea, Reglamento (CE) núm. 
1828/2006 de la Comisión de 8 de diciembre 
de 2006, así como lo dispuesto por el artículo 
69.1 del Reglamento (CE) núm. 1083/2006 del 
Consejo de 11 de julio de 2006. 

El Servicio Andaluz de Empleo de la Conseje-
ría de Empleo podrá establecer las caracterís-
ticas que a tal efecto deberán reunir los mate-
riales impresos o audiovisuales que elaboren 

las entidades promotoras. Con independencia 
de ello, siempre que la entidad promotora 
elabore cualquier tipo de material de trabajo 
con cargo a la ayuda concedida, deberá llevar 
la identificación de su financiación por parte 
de la Consejería de Empleo en el formato que 
el Servicio Andaluz de Empleo establezca, te-
niendo la Entidad promotora la obligación de 
conservar un original de los mismos a disposi-
ción de los órganos de gestión y control com-
petentes, por cuanto que el Servicio Andaluz 
de Empleo podrá darle la utilidad y publicidad 
que estime conveniente. 

3. En el supuesto de las ayudas a la contrata-
ción, las entidades beneficiarias comunicarán a 
las personas trabajadoras que su contratación 
ha sido incentivada por la Consejería de Em-
pleo, y en su caso, por el Fondo Social Europeo. 

4. El incumplimiento por parte de la entidad 
beneficiaria de cualquiera de las obligaciones 
respecto a la publicidad establecidas en este 
artículo podrá dar lugar al reintegro de la ayu-
da en los términos dispuestos por el artículo 
41 de la presente Orden. 

Disposición Adicional Única. Régimen supletorio. 
En relación a la convocatoria extraordinaria de 
acciones de formación profesional intensivas 
regulada en el Capítulo III, las mismas estarán 
sujetas a la normativa de carácter general que 
regula la formación para el empleo en la Comu-
nidad Autónoma de Andalucía, en todo lo no 
expresamente regulado en la presente Orden. 
Asimismo, y en cuanto al régimen jurídico de 
subvenciones públicas y para todo lo no regu-
lado en la presente Orden, se aplicará supleto-
riamente la normativa vigente en la materia. 

Disposición Final primera. Habilitación para 
dictar instrucciones. 
Se faculta a la Dirección Gerencia del Servicio 
Andaluz de Empleo, a instancia de las Direc-
ciones Generales de Empleabilidad e Inter-
mediación Laboral, de Fomento e Igualdad en 
el Empleo, y de Formación para el Empleo, en 
sus respectivas competencias específicas, a 
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dictar cuantas instrucciones sean necesarias 
para la correcta aplicación e interpretación de 
la presente Orden. 

Disposición Final segunda. Entrada en vigor. 
La presente Orden entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el «Boletín Ofi-
cial de la Junta de Andalucía». 

Sevilla, 31 de octubre de 2008 
ANTONIO FERNÁNDEZ GARCÍA 

Consejero de Empleo 
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A partir de los avances tecnológicos que se han 
venido produciendo en los últimos años, espe-
cialmente en las Tecnologías de la Información 
y las Comunicaciones, puede afirmarse con 
toda legitimidad, que una nueva sociedad, la 
Sociedad de la Información y el Conocimiento, 
está emergiendo a escala planetaria. 

Esta sociedad se caracteriza principalmente 
por el hecho de que la capacidad de acceder a 
la información, y, más aún, la de saber utilizarla 
adecuadamente, es decir, de «crear» conoci-
miento, se convierten en las variables decisi-
vas en la productividad y la competitividad de 
la economía y en el principal haber, la baza más 
ventajosa para el progreso de las sociedades.
 
Ahora bien, nada asegura que todas las socie-
dades y todos y cada uno de sus miembros 
vayan a disfrutar en la misma medida de los 
beneficios de estas nuevas tecnologías; esa 
nueva sociedad no se produce de forma au-
tomática, como una consecuencia «natural» 
del desarrollo tecnológico. En efecto, sólo una 
decidida y sostenida intervención de la ciuda-
danía en su conjunto y, desde luego, de los po-
deres públicos, puede convertir esas enormes 
potencialidades de progreso que las nuevas 
tecnologías encierran en una realidad a la que 
todos puedan acceder sin exclusiones. 

Andalucía, que, por motivos sobradamente 
conocidos, perdió el tren de la Revolución In-
dustrial, y que, por ello, soporta aún secuelas 
de un atraso histórico, está en condiciones 
ahora, en circunstancias políticas y sociales 
bien distintas, de ganar esta segunda oportu-
nidad; de incorporarse, como está haciéndolo, 
a la Sociedad del Conocimiento, en un proceso 

de segunda modernización, acortando así más 
rápidamente las distancias con respecto a 
nuestro entorno de referencia. 

Y ello, gracias al esfuerzo y la iniciativa de los 
ciudadanos y de las empresas andaluzas, a su 
empeño en la formación y la innovación y como 
resultado también de la acción de la Junta de 
Andalucía. Una acción traducida en medidas 
de planificación tales como el III Plan Andaluz 
de Investigación, el Plan de Innovación y De-
sarrollo Tecnológico o el Plan Infoalandalus, 
de Iniciativas Estratégicas para la Sociedad 
de la Información en Andalucía, el Plan Direc-
tor para la Calidad de los Servicios, y en toda 
una batería de iniciativas en marcha surgidas 
de esos instrumentos de planificación. Y una 
acción, también, que deriva del V Acuerdo de 
Concertación Social. 

Sin embargo, aunque mucho se haya avanza-
do no podemos darnos por satisfechos; que-
da mucho, aún, por hacer porque partíamos 
de un atraso considerable. Es preciso, por lo 
tanto, sostener e intensificar los ritmos de 
convergencia tecnológica con las regiones 
más avanzadas de nuestro entorno; son ne-
cesarios nuevos impulsos para aprovechar las 
nuevas oportunidades que la Sociedad del Co-
nocimiento ofrece. Y es necesario hacerlo de 
manera que se garantice la cohesión social y 
territorial, que se eviten «fracturas digitales» 
que excluyan de estos avances a colectivos 
sociales o a partes de nuestro territorio. 

En este sentido, el objetivo de este Decreto 
es poner las nuevas tecnologías al servicio de 
todos los ciudadanos y ciudadanas andaluzas 
para lograr una mayor calidad de vida y equili-

DECRETO 72/2003, de 18 
de marzo, de Medidas de 
Impulso de la Sociedad del 
Conocimiento en Andalucía 

III. Normativa de la Formación a Distancia 
(Medidas de Impulso de la Sociedad del 
Conocimiento en Andalucía)
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brio social y territorial y para ampliar nuestro 
tejido productivo, mejorando, al tiempo, su 
competitividad. 

A estos propósitos atiende este Decreto de 
impulso de la Sociedad del Conocimiento en 
Andalucía mediante una serie de medidas 
concretas, diversificadas y periodificadas en 
el corto y medio plazo. Unas medidas que, en 
buena parte, derivan del V Acuerdo de Concer-
tación Social, y que tienen los siguientes obje-
tivos específicos. 

El primero de ellos es facilitara todos los ciu-
dadanos el acceso a través de Internet a la 
información y servicios que preste la Adminis-
tración de la Junta de Andalucía. Así, en el Ca-
pítulo II, se regula el portal andaluciaJunta.es, 
como instrumento principal a estos efectos. 

Un segundo objetivo es adaptar la prestación 
de servicios públicos básicos, y especialmen-
te los educativos y sanitarios a las demandas 
y potencialidades de la sociedad del conoci-
miento. 

A tal fin, el Capítulo II establece un conjunto de 
medidas de impulso de la Sociedad del Cono-
cimiento en el ámbito educativo, trascenden-
tal, como es obvio, en esta materia. La primera 
de las cuatro secciones de este capítulo, rela-
tiva a todos los niveles públicos de enseñanza 
a excepción del universitario, multiplicará por 
tres el equipamiento informático, mejorará la 
formación en este campo del profesorado e 
integrará las tecnologías de la información y 
las comunicaciones en la práctica docente, en 
la gestión de los centros y en la relación con el 
conjunto de la comunidad educativa. 

La sección segunda de este capítulo aborda 
los nuevos servicios digitales que en el ámbito 
de la salud permite a los ciudadanos de Anda-
lucía acceder al Sistema Sanitario Público e 
interactuar con el mismo, mediante la plata-
forma de Internet, en clave de salud positiva, 
donde la información y decisiones personales 
en relación con los servicios del Sistema per-

mite desarrollar nuevas formas de atención 
sanitaria más personalizada y responsable. 
Asimismo, se plantean nuevas formas de ge-
neración de conocimiento y trabajo cooperati-
vo, por parte de los profesionales del Sistema, 
en su relación con los usuarios de los servicios 
de salud en la Comunidad y soportadas por la 
integración de los sistemas y tecnologías de la 
información y comunicaciones al servicio de 
los ciudadanos. 

La sección tercera de este capítulo hace re-
ferencia a los servicios en materia de cultura, 
regulándose el acceso público a las institucio-
nes museísticas a través de la red, así como 
la creación de la Biblioteca virtual de Andalu-
cía, entendida como conjunto de colecciones 
de documentos digitalizados del patrimonio 
bibliográfico andaluz accesibles a través de 
Internet. 

La sección cuarta del citado capítulo está de-
dicada a los Servicios para las Comunidades 
Andaluzas asentadas fuera de Andalucía, para 
las que se establecen ayudas para la adquisi-
ción de equipamiento informático y para la 
conexión a Internet ya las que se garantiza que 
dispondrán de un espacio específico en el Por-
tal de la Junta de Andalucía a fin de crear una 
comunidad virtual de Comunidades Andaluzas 
en Internet y de fomentar la comunicación en-
tre ellas y su vinculación con Andalucía. 

Un tercer objetivo específico de este Decre-
to es garantizar que, dentro del proceso de 
incorporación de Andalucía a la Sociedad del 
Conocimiento, todos los andaluces y anda-
luzas puedan acceder a las tecnologías de la 
información y las comunicaciones sin discrimi-
nación alguna por razón de lugar de residencia, 
situación social o de cualquier otro tipo. 

Para ello, el Capítulo III establece medidas 
destinadas a mejorar la formación de la ciuda-
danía en general en el uso de las tecnologías 
de la información y las comunicaciones. A este 
propósito de alfabetización digital, se abrirán 
a los andaluces, fuera de horario lectivo, los 
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centros docentes públicos excepto los univer-
sitarios, en colaboración con Ayuntamientos y 
Diputaciones. 

Además de ello se establecen los mecanismos 
de ayuda y colaboración interinstitucional que 
puedan permitir la creación generalizada de 
puntos de accesos públicos a Internet en el 
conjunto de la geografía andaluza. 

Asimismo, se facilitará una dirección de co-
rreo electrónico personal a todos los andalu-
ces mayores de 14 años que lo soliciten. A tal 
efecto se habilitará la infraestructura nece-
saria que posibilite su utilización asegurando 
la calidad, gratuidad y perdurabilidad de este 
servicio. 

El penúltimo artículo de este Capítulo se refie-
re a la utilización del llamado «software libre», 
sistemas operativos libres, como Linux, cuya 
difusión y utilización orientada al uso perso-
nal, doméstico y educativo fomentará la Ad-
ministración de la Junta de Andalucía. 

Finalmente, el último artículo de este Capítu-
lo establece que las normas de diseño de las 
viviendas protegidas de nueva construcción 
contemplarán los requisitos de conexión y 
equipamiento para el acceso a las tecnologías 
de la información y las comunicaciones. 

La primera sección del Capítulo IV –dedicado 
a la Investigación, Desarrollo e Innovación-
establece incentivos y ayudas para la forma-
ción, la inserción laboral de los investigadores 
y para favorecer la permanencia o, en su caso, 
el retorno a Andalucía de éstos mismos. 

Otro objetivo fundamental de este Decreto es 
aumentar los vínculos y la interacción entre el 
sistema de investigación y el sistema empre-
sarial. A este fin se regula el Programa INTEC-
NET, que tiene como objeto el fomento de la 
contratación de doctores y tecnólogos por las 
empresas o Agentes Tecnológicos de Andalu-
cía para la realización de proyectos de investi-
gación, desarrollo tecnológico o innovación. 

Asimismo, se establece el Programa de 
Fomento de la Investigación, el desarrollo 
Tecnológico y la Innovación por parte de las 
empresas andaluzas y se regulan ayudas a en-
tidades y empresas calificadas como Agentes 
Tecnológicos para prestación de servicios a la 
PYME. 

Por su parte, el capítulo V establece una serie 
de medidas de impulso de la Sociedad del Co-
nocimiento en el tejido empresarial andaluz. En 
sucesivas secciones se prevén ayudas a las pe-
queñas empresas para la adquisición de equi-
pos informáticos y conexión a Internet; ayudas 
para la creación y fomento de empresas de 
base tecnológica, la creación y funcionamiento 
de redes empresariales y ayudas específicas 
a las empresas andaluzas del sector de las 
tecnologías de la información y las comuni-
caciones, a empresas del sector audiovisual 
así como a empresas y entidades calificadas 
como agentes tecnológicos en Andalucía. 

En este Capítulo se prevé, asimismo, la cons-
titución de un Fondo Tecnológico que sirva 
como instrumento de financiación imprescin-
dible para acometer proyectos innovadores y 
por definición arriesgados. Dicho apoyo eco-
nómico estará supeditado exclusivamente a la 
viabilidad técnica y económica del proyecto. 

Por último, en el Capítulo VI, el presente 
Decreto contempla también medidas para 
la preservación del Medio Ambiente, como 
la reutilización, con fines sociales de equi-
pamientos informáticos y de telecomunica-
ciones de la Administración de la Junta de 
Andalucía que hayan sido renovados por su 
obsolescencia y la promoción, en colabo-
ración con las Corporaciones locales, de la 
creación de una red de infraestructuras para 
la recogida selectiva y tratamiento de resi-
duos electrónicos y eléctricos. 

En su virtud, a propuesta del Consejero de la 
Presidencia, previa deliberación del Consejo 
de Gobierno en su reunión del día 18 de marzo 
de 2003, 
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D I S P O N G O: 

CAPÍTULO I 
OBJETO Y FINES 

Artículo 1. Objeto. 
El presente Decreto tiene por objeto estable-
cer medidas para contribuir a que Andalucía 
se incorpore plenamente a la sociedad del co-
nocimiento, para lograr una mayor calidad de 
vida del conjunto de los ciudadanos, un mayor 
equilibrio social y territorial, y para ampliar el 
tejido productivo andaluz y mejorar su compe-
titividad. 

Artículo 2. Fines. 
Las medidas previstas en el presente Decreto 
tienen por finalidad: 

a) Garantizar que todos los andaluces puedan 
acceder a las tecnologías de la información y 
las comunicaciones sin discriminación alguna 
por razón del lugar de residencia, la situación 
social o de cualquier otro tipo. 
b) Adaptar la prestación de servicios públicos 
básicos, y especialmente los educativos y sa-
nitarios, a las demandas y potencialidades de 
la sociedad del conocimiento. 
c) Alfabetizara la población adulta que lo re-
quiera en el uso de las tecnologías de la infor-
mación y las comunicaciones. 
d) Establecer en todos los municipios de An-
dalucía centros de acceso público a Internet. 
e) Aumentar los vínculos y la interacción en-
tre el sistema de investigación y el sistema 
empresarial. 
f) Facilitara las empresas andaluzas la incor-
poración de activos tecnológicos. En especial, 
contribuir a que los autónomos y las PYME 
dispongan de equipamiento informático y co-
nexión a Internet así como del asesoramiento 
necesario para el mejor aprovechamiento de 
estas herramientas. 
g) Fomentar la creación de empresas de base 
tecnológica y apoyarlas financieramente a 
través de un fondo tecnológico. 

h) Apoyar a las empresas andaluzas de la in-
dustria del conocimiento, en especial a las 
del sector audiovisual y a las del sector de las 
tecnologías de la información y las comunica-
ciones. 
i) Incrementar la infraestructura necesaria 
para la utilización de sistemas de recogida se-
lectiva de residuos eléctricos y electrónicos. 

CAPÍTULO II 
SERVICIOS PUBLICOS EN LA SOCIEDAD DEL 
CONOCIMIENTO 

Artículo 3. Portal de la Administración de la 
Junta de Andalucía. 
1. El acceso a la información y servicios que 
se presten por la Administración de la Junta 
de Andalucía, sus Organismos Autónomos y 
Empresas de la Junta de Andalucía a las que 
se refiere el artículo6 de la Ley 5/1983, de 19 
de julio, General de la Hacienda Pública de la 
Comunidad Autónoma de Andalucía, median-
te Internet, se realizará a través del Portal an-
daluciaJunta.es. 

2. Las Consejerías, Organismos Autónomos 
y Empresas de la Junta de Andalucía serán 
responsables de proporcionar en el Portal la 
información y servicios del ámbito de su com-
petencia de una forma completa, consistente 
y actualizada. 

3. La Consejería de la Presidencia habilitará la 
infraestructura necesaria del Portal, corres-
pondiéndole su gestión y definición técnica. 

4. La Consejería de la Presidencia y la de Jus-
ticia y Administración Pública, en el ámbito de 
sus respectivas competencias, establecerán 
los mecanismos de coordinación que sean 
necesarios para garantizar que los contenidos 
del Portal se muestren de forma conJunta, ho-
mogénea, ágil y adecuada a las necesidades 
de los usuarios.
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5. En particular, se garantizará la accesibilidad 
por todos los ciudadanos, y especialmente 
por las personas con discapacidad o personas 
mayores, a toda la información y servicios dis-
ponibles en el Portal andaluciaJunta.es y sus 
sitios web, realizando las adaptaciones que, 
en su caso, sean necesarias. 

6. Podrán ubicarse en el Portal las páginas 
web de los consorcios en los que sea mayori-
taria la representación, directa o indirecta, de 
la Administración de la Junta de Andalucía, así 
como la de las entidades, vinculadas o depen-
dientes de dicha Administración, contempla-
das en los artículos 6 y6 bis de la Ley 5/1983, 
de 19 de julio, General de la Hacienda Pública 
de la Comunidad Autónoma de Andalucía. 
Igualmente, podrán ubicarse en dicho Portal 
las páginas de otros organismos y entidades, 
en la medida que determinen los Convenios 
de colaboración que para estos fines puedan 
suscribirse. 

Sección 1.ª Servicios en materia educativa
 
Artículo 4. Equipamiento y conexión de los 
centros docentes públicos. 
Todos los centros docentes públicos de ense-
ñanza dependientes del ámbito de gestión de 
la Consejería de Educación y Ciencia contarán 
con el equipamiento informático necesario 
para atender sus funciones educativas, esta-
rán integrados en redes locales y conectados 
con banda ancha a Internet. A tal fin, se au-
mentará y actualizará la dotación de equipos 
informáticos con que cuentan dichos centros. 

Artículo 5. Criterios de prioridad en la dota-
ción de equipamiento. 
1. En la dotación del equipamiento informáti-
co a que se refiere el artículo anterior tendrán 
prioridad aquellos centros docentes públicos 
que realicen proyectos educativos que tengan 
como objetivo la incorporación de las tecnolo-
gías de la información y las comunicaciones a 
la práctica docente, de acuerdo con lo que es-

tablezcan las disposiciones de desarrollo del 
presente Decreto. 
2. Una vez atendida la dotación de equipa-
miento a la que se refiere el apartado anterior, 
se dará preferencia a aquellos centros docen-
tes públicos en los que concurra alguna de las 
siguientes circunstancias: 

a) Institutos de Educación Secundaria que im-
partan ciclos formativos de las familias pro-
fesionales de informática, de administración 
y de comercio y marketing, así como aquellos 
otros Institutos que impartan los ciclos for-
mativos de producción de audiovisuales, radio 
y espectáculos, de sistemas de telecomunica-
ción e informáticos, de desarrollo de produc-
tos electrónicos, de desarrollo de proyectos 
urbanísticos y operaciones topográficas y de 
agencia de viajes. 
b) Centros docentes públicos autorizados 
a implantar la ampliación del horario regu-
lada en los artículos 13, 14y 16 del Decreto 
137/2002, de 30 de abril, de apoyo a las fami-
lias andaluzas. 

Artículo 6. Equipamiento de los centros do-
centes que realicen proyectos para incorpo-
rar las tecnologías de la información y las 
comunicaciones a la práctica docente. 
Todas las aulas de los centros de educación 
primaria, a partir del segundo ciclo, y de los 
Institutos de Educación Secundaria, a los que 
se refiere el apartado1 del artículo anterior, 
estarán equipados con un ordenador por cada 
dos alumnos. 

Artículo 7. Infraestructura y equipamiento di-
gital de los centros docentes de nueva cons-
trucción. 
Las normas de diseño y constructivas de los 
nuevos edificios públicos de uso docente no 
universitario contemplarán los requisitos de 
conexión y equipamiento necesarios para per-
mitir el acceso a las tecnologías de la informa-
ción y las comunicaciones en todas las aulas y 
dependencias administrativas. 
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Artículo 8. Equipamiento específico para la 
atención del alumnado con necesidades edu-
cativas especiales. 
1. Los centros públicos específicos de Educa-
ción Especial y los centros públicos ordinarios 
con aulas específicas de Educación Especial 
dispondrán de equipamiento informático 
adecuado para el alumnado con necesidades 
educativas especiales asociadas a sus capa-
cidades personales, cuando así lo requiera la 
atención educativa del mismo. 

2. Se proveerá de ordenadores portátiles al 
profesorado que preste atención educativa 
al alumnado de educación obligatoria que no 
pueda desplazarse de su domicilio por moti-
vos de salud. 

3. Se establecerán las siguientes medidas 
para la atención educativa del alumnado hos-
pitalizado en los centros dependientes del 
sistema sanitario público de Andalucía: 

a) Puesta a disposición del material informá-
tico necesario. 
b) Incorporación a aulas virtuales relacionadas 
con el centro educativo de procedencia cuan-
do sea conveniente en función de la duración 
prevista de la hospitalización. 

Artículo 9. Integración de las tecnologías de 
la información y de las comunicaciones en los 
proyectos curriculares de los centros. 
1. Los centros educativos de todos los niveles 
de enseñanza, a excepción de los universita-
rios, incluirán en sus Proyectos Curriculares y 
Planes Anuales de Centro objetivos y medidas 
encaminadas a la efectiva integración de las 
tecnologías de la información y las comunica-
ciones en el desarrollo de la práctica docente 
y en los procesos de organización, funciona-
miento y gestión del centro. 

2. La inspección educativa velará por el cum-
plimiento de lo dispuesto en el apartado an-
terior. 

Artículo 10. Coordinadores y coordinadoras 
de las tecnologías de la información y las co-
municaciones. 
1. En los centros docentes públicos que lleven 
a cabo los proyectos educativos a los que se 
refiere el artículo 5.1 del presente Decreto 
existirá un coordinador o coordinadora de las 
tecnologías de la información y las comunica-
ciones como responsable de dinamizare im-
pulsar en el centro y en el aula la utilización de 
dichas tecnologías en la práctica docente. 

2. La dirección del centro designará el profesor 
o profesora más idóneo para desempeñar esta 
coordinación que, a todos los efectos, tendrá 
la consideración de actividad docente. La Con-
sejería de Educación y Ciencia establecerá los 
criterios de designación y la dedicación nece-
saria para el desempeño de sus funciones. 

3. Se proporcionará una formación específica a 
los coordinadores y coordinadoras de las tecno-
logías de la información y las comunicaciones, 
así como a la totalidad del profesorado de los 
centros docentes a que se refiere este artículo. 

Artículo 11. Materiales educativos en soporte 
informático. 
1. Se dotará a los centros docentes públicos de 
materiales y programas educativos en sopor-
te informático, basados preferentemente en 
software libre. En todo caso, recibirán en dicho 
soporte todo el material educativo que elabore 
la Administración de la Junta de Andalucía. 

2. Asimismo, se incentivará entre el profeso-
rado la producción de programas y materiales 
curriculares en soporte informático o para su 
utilización en Internet, especialmente aque-
llos desarrollos que se realicen mediante 
software libre. 

Artículo 12. Formación para el uso de las tec-
nologías de la información y de las comunica-
ciones en la práctica docente. 
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1. Los Planes de Actuación de los Centros del 
Profesorado integrarán las tecnologías de la 
información y las comunicaciones en todas las 
actividades de formación que los desarrollen. 
2. Asimismo, los Centros del Profesorado de-
sarrollarán cursos de formación a distancia y 
modelos de asesoría on line que promuevan el 
uso de Internet como recurso de formación. 

3. El personal docente de los Centros del Profe-
sorado deberá acreditar formación específica en 
la utilización de las tecnologías de la información 
y las comunicaciones en la práctica docente. 

Artículo 13. Ayudas para actividades de 
formación. 
1. Se establecerán ayudas económicas dirigi-
das al profesorado de la enseñanza pública de 
todos los niveles educativos, a excepción del 
universitario, para la asistencia a actividades 
de formación que contribuyan a la integración 
de las tecnologías de la información y las co-
municaciones en la práctica docente. 

2. Estas ayudas económicas podrán subven-
cionar hasta el 100 por 100 del importe del 
curso o actividad formativa. 

Artículo 14. Incentivos para la formación. 
1. En los concursos de acceso, provisión y 
méritos a los que concurra el profesorado de 
todos los niveles educativos, excepto el uni-
versitario, se valorará como mérito específico 
la acreditación del conocimiento de las tecno-
logías de la información y las comunicaciones 
aplicadas a la práctica docente. 

2. Se valorará, a efectos de la carrera docente, 
la producción, por parte del profesorado, de 
materiales, recursos, aplicaciones, programas 
y productos de naturaleza análoga para la in-
tegración de las tecnologías de la información 
y las comunicaciones en la práctica docente. 

Artículo 15. Centros Docentes Digitales. 

1. Los centros docentes públicos podrán ofre-
cer un servicio integral de atención a los padres 
y madres de alumnos y al resto de la comunidad 
educativa a través de Internet. Se establecerán 
las condiciones para la prestación de este ser-
vicio por los centros de forma progresiva. 

2. A estos efectos, se entenderá por servicio 
integral aquél que permita al alumnado la rea-
lización, a través de Internet, de las gestiones 
administrativas y académicas relacionadas 
con su escolarización, tales como: 

a) La inscripción y matriculación. 
b) La solicitud de becas. 
c) La función tutorial, en relación al alumnado, 
su familia y el propio equipo educativo en las 
condiciones que establezcan las normas de 
desarrollo del presente Decreto. 
d) El apoyo al estudio. 

3. Se proporcionará información y apoyo ade-
cuado a los equipos directivos, al profesorado 
y al personal de administración y servicios de 
estos centros que les capaciten para prestar 
este nuevo servicio integral de atención a tra-
vés de Internet. 

Artículo 16. Equipamiento y conexión de las 
asociaciones de padres y madres de alumnos. 
1. Se dotará con equipos informáticos y co-
nexión en banda ancha a Internet a las Confe-
deraciones Andaluzas y a las Federaciones Pro-
vinciales de Asociaciones de Padres y Madres 
de Alumnos de los centros docentes públicos. 

2. Se podrán suscribir convenios con las cita-
das entidades para instrumentar dicha dota-
ción, y favorecer el intercambio de experien-
cias, las comunicaciones y la prestación en 
Internet de los servicios que se determinen. 

Artículo 17. Formación profesional específica. 
1. Los Institutos de Educación Secundaria im-
partirán formación profesional específica a 
distancia, mediante la utilización de las tec-
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nologías de la información y las comunicacio-
nes, conforme a las condiciones que para su 
autorización, organización y funcionamiento 
se determinen. 
2. Se convocarán anualmente premios desti-
nados al alumnado que realice proyectos de 
empresas virtuales utilizando las tecnologías 
de la información y las comunicaciones, de for-
ma que se favorezcan las iniciativas empresa-
riales y emprendedoras de los jóvenes. 

3. Se promoverán programas para realizar 
prácticas de formación profesional en centros 
de trabajo ubicados en los países de la Unión 
Europea. Estos programas atenderán los gas-
tos de estancia y desplazamiento. 

4. Los programas y premios previstos en los 
dos apartados anteriores estarán dirigidos 
al alumnado matriculado en los centros do-
centes públicos de Andalucía que impartan 
ciclos formativos de formación profesional 
específica. 

SECCIÓN 2.ª SERVICIOS EN MATERIA DE 
SALUD 

Artículo 18. Acceso por los ciudadanos a ser-
vicios sanitarios a través de Internet. 
Los ciudadanos andaluces podrán acceder a 
través de Internet a los siguientes servicios 
sanitarios: 

a) Libre elección y cambio de médico de aten-
ción primaria. 
b) Cambio de centro de salud por desplazamiento. 
c) Consulta de los datos básicos personales y 
tipo de prestación farmacéutica que figuren 
en la base de datos de usuarios del sistema 
sanitario público de Andalucía. 

Artículo 19. Receta electrónica. 
Los ciudadanos andaluces podrán obtener la 
dispensación de los medicamentos que hayan 
sido prescritos por los facultativos del siste-
ma sanitario público de Andalucía, en cual-

quiera de las farmacias de la Comunidad Autó-
noma, mediante la presentación de la tarjeta 
sanitaria individual. 

Artículo 20. Entorno virtual de trabajo sanitario. 
1. Se desarrollará un entorno virtual de trabajo 
para facilitara los profesionales del sistema sa-
nitario público de Andalucía la formación a dis-
tancia, la difusión del conocimiento científico, 
la utilización cooperativa de recursos de traba-
jo comunes, el intercambio de información sani-
taria y el ejercicio de sus funciones en relación 
con los ciudadanos y con el sistema sanitario. 

2. Asimismo los profesionales del sistema 
sanitario público de Andalucía podrán consul-
tar, para el diagnóstico y tratamiento de los 
pacientes, la historia de salud digital de los 
ciudadanos que figure en la base de datos de 
usuarios de Andalucía. 

SECCIÓN 3.ª SERVICIOS EN MATERIA DE 
CULTURA 

Artículo 21. Acceso público a las instituciones 
museísticas a través de Internet. 
1. Se facilitará el acceso a través de Internet a 
la Red de Museos y Conjuntos Arqueológicos 
y Monumentales gestionados por la Adminis-
tración de la Junta de Andalucía, mediante el 
desarrollo de páginas web y los demás instru-
mentos que sean necesarios. 

2. En la información suministrada se incluirá la 
catalogación y registro informatizado de los 
fondos y colecciones de las instituciones a las 
que se refiere el apartado anterior. 

3. En las páginas web de los Museos y Conjun-
tos Arqueológicos que se determine, se ofre-
cerán servicios de visitas y paseos virtuales 
por dichas instituciones y conjuntos. 

Artículo 22. Biblioteca Virtual de Andalucía. 
Se crea la Biblioteca Virtual de Andalucía, 
entendida como conjunto de colecciones de 
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documentos digitalizados del patrimonio 
bibliográfico andaluz accesibles a través de 
Internet.

SECCIÓN 4.ª SERVICIOS PARA LAS COMU-
NIDADES ANDALUZAS ASENTADAS FUERA 
DE ANDALUCÍA 
Artículo 23. Equipamiento y conexión a Internet. 
1. Se establecerán ayudas destinadas a las 
Comunidades Andaluzas asentadas fuera 
del territorio andaluz para la adquisición de 
equipamiento informático y para la conexión 
a Internet. 

2. Son Comunidades Andaluzas, al objeto de lo 
establecido en esta sección, las reconocidas 
como tales de conformidad con lo establecido 
en la Ley 7/1986, de6 de mayo, de Reconoci-
miento de las Comunidades Andaluzas Asen-
tadas Fuera del Territorio Andaluz e inscritas 
en el correspondiente Registro Oficial. 

Artículo 24. Presencia en el Portal de la Admi-
nistración de la Junta de Andalucía. 
Las Comunidades Andaluzas asentadas fuera 
del territorio andaluz dispondrán de un espa-
cio específico en el Portal de la Administra-
ción de la Junta de Andalucía al que se refiere 
el artículo 3 de este Decreto a fin de crear una 
comunidad virtual de Comunidades Andaluzas 
en Internet y fomentar las comunicaciones en-
tre ellas y su vinculación con Andalucía. 

CAPÍTULO III 
ALFABETIZACION DIGITAL Y ACCESIBILI-
DADA LAS TECNOLOGIAS DE LA INFORMA-
CIONY LAS COMUNICACIONES 

Artículo 25. Alfabetización digital de la pobla-
ción adulta en los centros docentes públicos. 
1. Los centros docentes públicos que se de-
terminen podrán abrir sus instalaciones para 
desarrollar programas de formación en las 
tecnologías de la información y las comunica-

ciones dirigidos a la población adulta que lo 
solicite, utilizando la infraestructura disponi-
ble en los mismos. 

2. Estos programas se desarrollarán, fuera del 
horario lectivo, entre las 15y las 20 horas, de lu-
nes a viernes, y de 8a 20 horas durante todos 
los días no lectivos del año, a excepción del 
mes de agosto. 

3. Los mencionados programas de formación 
podrán realizarse en colaboración con los 
Ayuntamientos de las localidades donde se 
ubiquen los centros docentes, las respectivas 
Diputaciones Provinciales u otras entidades 
públicas, previa formalización del correspon-
diente Convenio con la Consejería de Educa-
ción y Ciencia. 

4. En el desarrollo de esta actividad se garan-
tizará el respeto de los principios de igualdad 
y no discriminación en la selección de las per-
sonas adultas que soliciten inscribirse en di-
chos cursos de formación. 

Artículo 26. Alfabetización digital en los Cen-
tros de Día. 
En todos los Centros de Día dependientes de 
la Administración de la Junta de Andalucía se 
instalarán módulos de informática para pro-
mover la formación en el uso de las tecnolo-
gías de la información y las comunicaciones de 
las personas mayores que la demanden. 

Artículo 27. Municipios digitales. 
1. Para el desarrollo de acciones emblemá-
ticas sobre el acceso, formación y servicios 
prestados mediante las tecnologías de la 
información y de las comunicaciones, la Ad-
ministración de la Junta de Andalucía podrá 
colaborar con otras Administraciones Públi-
cas y Entidades para desarrollar experiencias 
piloto en municipios andaluces con población 
inferior a 50.000 habitantes, a las que ten-
drán acceso la totalidad de la población de los 
mismos. 
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2. La Administración de la Junta de Andalucía 
pondrá a disposición del conjunto de los muni-
cipios andaluces los resultados y desarrollos 
informáticos que se hayan obtenido de las ex-
periencias señaladas en el punto anterior. 

Artículo 28. Centros de acceso público a 
Internet. 
1. Se facilitará la creación de Centros de acce-
so público a Internet en municipios de menos 
de 10.000 habitantes, preferentemente en los 
Centros para la Educación de adultos, y en ba-
rriadas consideradas de actuación preferente, 
que no dispongan de Centros de estas carac-
terísticas. 

2. Se establecerán los cauces de colaboración 
con las Corporaciones Locales correspon-
dientes, al efecto de poner a su disposición 
el equipamiento informático y de servicios de 
telecomunicaciones necesarios para el fun-
cionamiento de estos Centros. 

Artículo 29. Acceso público a Internet en 
bibliotecas. 
1. En todas las Bibliotecas Públicas depen-
dientes del ámbito de gestión de la Adminis-
tración de la Junta de Andalucía, se facilitará 
el acceso a Internet a los usuarios de las mis-
mas. A tal fin, se las dotará del equipamiento 
necesario. 

2. Con esa misma finalidad, la Administración 
de la Junta de Andalucía colaborará con las 
Entidades Locales para que todas las biblio-
tecas públicas municipales estén equipadas y 
conectadas en banda ancha a Internet. A esos 
efectos, la Consejería de Cultura podrá esta-
blecer mecanismos de colaboración con las 
respectivas Corporaciones Locales. 

Artículo 30. Correo electrónico del ciudadano. 
1. Se facilitará una dirección de correo electró-
nico personal en el Portal andaluciaJunta.es a 
todos los andaluces mayores de 14 años que lo 

soliciten. A tal efecto se habilitará la infraes-
tructura necesaria que posibilite su utilización 
asegurando la calidad, gratuidad y perdurabili-
dad del servicio. 

2. Tendrán asimismo derecho a una dirección 
de correo electrónica los asociados a las Co-
munidades Andaluzas asentadas fuera del te-
rritorio andaluza las que se refiere el artículo 
23.2 de este Decreto. 

Artículo 31. Software libre. 
1. En las adquisiciones de equipamiento infor-
mático destinado a los centros docentes públi-
cos para su uso en actividades educativas, se 
exigirá que todo el hardware sea compatible 
con sistemas operativos basados en software 
libre. Los ordenadores tendrán preinstalado 
todo el software libre necesario para el uso 
específico al que estén destinados. 

2. El equipamiento informático que la Admi-
nistración de la Junta de Andalucía ponga a 
disposición en los centros de acceso público a 
Internet utilizará para su funcionamiento pro-
ductos de software libre. 

3. La Administración de la Junta de Andalucía 
fomentará la difusión y utilización orientadas 
al uso personal, doméstico y educativo de 
software libre debidamente garantizado. A tal 
fin se establecerá un servicio de asesoramien-
to a través de Internet para la instalación y uso 
de este tipo de productos. 

Artículo 32. Accesibilidad en viviendas pro-
tegidas de nueva construcción. 
Las normas de diseño y calidad de las vivien-
das protegidas o sometidas a algún régimen 
de protección pública en venta o alquiler, 
contemplarán los requisitos de conexión y 
equipamiento necesarios para el acceso a las 
tecnologías de la información y las comunica-
ciones. 
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CAPÍTULO IV 
INVESTIGACION, DESARROLLOE INNOVACION 

SECCIÓN 1.ª FORMACIÓN, INSERCIÓN LABO-
RAL Y RETORNO DE INVESTIGADORES 

Artículo 33. Formación de doctores en Centros 
de Investigación y Universidades andaluzas. 
1. Se establecerán ayudas económicas para 
la formación de doctores en los Centros de 
Investigación y las Universidades andaluzas 
integrados en el Sistema Andaluz de Ciencia 
y Tecnología para realizar su tesis doctoral en 
campos prioritarios para la Comunidad Autó-
noma de Andalucía. 

2. Estas ayudas se otorgarán por un año, pro-
rrogable hasta tres años más previa evalua-
ción positiva. 

3. La cuantía de estas ayudas será de 12.000 
euros anuales. 

Artículo 34. Perfeccionamiento de Investiga-
dores en Centros de Investigación fuera de 
Andalucía. 
1. Se establecerán ayudas económicas di-
rigidas a fomentar la formación y perfec-
cionamiento de investigadores en campos 
prioritarios para la Comunidad Autónoma de 
Andalucía, mediante la realización de activi-
dades o proyectos de investigación que per-
mitan ampliar, perfeccionar o completar su 
experiencia científica. 

2. Para acceder a este programa serán requisitos: 
a) Que el investigador haya obtenido el docto-
rado realizando su tesis en Centros de Investi-
gación ubicados en Andalucía o que tenga al-
gún tipo de vinculación estatutaria con estos 
Centros o con las Universidades andaluzas. 
b) Que la actividad investigadora se realice en 
Centros de Investigación de reconocido pres-
tigio radicados fuera de Andalucía, preferen-
temente en el extranjero. 

3. El período de formación será preferentemen-
te de un año, prorrogable por otro más previa 
evaluación positiva de la actividad realizada. 

4. La cuantía de estas ayudas será de hasta 
30.000 euros anuales. 

Artículo 35. Inserción laboral de investigadores. 
1. Se establecerán ayudas para fomentar la con-
tratación con carácter indefinido de investiga-
dores que hayan obtenido el doctorado prefe-
rentemente en Universidades Andaluzas. 

2. Podrán acceder a estas ayudas las empre-
sas radicadas en Andalucía que promuevan 
actividades de investigación y desarrollo en 
campos prioritarios para la Comunidad Au-
tónoma de Andalucía en los términos que se 
determinen en la normativa de desarrollo del 
presente Decreto. 

3. La cuantía de estas ayudas será de hasta 
18.000 euros por cada contrato. 

4. Quedan excluidas las empresas y entidades 
con participación mayoritaria directa o indi-
recta de las Administraciones Públicas que 
hayan sido creadas para satisfacer específi-
camente necesidades de interés general que 
no tengan carácter industrial o mercantil. 

Artículo 36. Retorno de investigadores a 
Centros de Investigación y Universidades 
Andaluzas. 
1. Se establecerán ayudas para fomentar la 
contratación laboral de investigadores que 
hayan realizado su formación post-doctoral en 
Centros fuera de Andalucía, para la realización 
de proyectos específicos de investigación. 

2. Para acceder a este programa, serán requi-
sitos: 

a) Que el investigador haya realizado sus estu-
dios universitarios preferentemente en Anda-
lucía, y 
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b) Que la contratación tenga por objeto la 
realización de actividades de investigación y 
desarrollo en campos prioritarios para la Co-
munidad Autónoma de Andalucía. 

3. Podrán acceder a estas ayudas los Centros 
de Investigación y las Universidades Andalu-
zas integrados en el Sistema Andaluz de Cien-
cia y Tecnología. 

4. Estas ayudas consistirán en una cantidad 
de 38.130 euros anuales por cada contrata-
ción, con un máximo de cinco años. 

5. Se podrá asignar por cada uno de los in-
vestigadores contratados una ayuda comple-
mentaria de hasta 30.000 euros en concepto 
de gastos necesarios para el desarrollo del 
proyecto de investigación. Asimismo se ha-
bilitarán ayudas directas a los investigadores 
que hayan sido contratados, por compensa-
ción de gastos de retorno, hasta un máximo 
de 6.000 euros. 

Artículo 37. Retorno de investigadores a em-
presas radicadas en Andalucía. 
1. Se establecerán ayudas para fomentar la 
contratación laboral indefinida de investiga-
dores que hayan realizado su formación post-
doctoral en Centros fuera de Andalucía. 

2. Para acceder a este programa, serán requi-
sitos: 

a) Que el investigador haya realizado sus estu-
dios universitarios preferentemente en Anda-
lucía, y 
b) Que la contratación tenga por objeto la 
realización de actividades de investigación y 
desarrollo en campos prioritarios para la Co-
munidad Autónoma de Andalucía. 

3. Podrán acceder a estas ayudas las empre-
sas radicadas en Andalucía que desarrollen 
los programas de investigación a los que se 
refiere el apartado anterior. 

4. Estas ayudas consistirán en una cantidad 
de hasta 18.000 euros por cada contratación. 
Asimismo, se habilitarán ayudas directas a los 
investigadores que hayan sido contratados, 
por compensación de gastos de retorno, hasta 
un máximo de 6.000 euros. 

5. Quedan excluidas las empresas y entidades 
con participación mayoritaria directa o indi-
recta de las Administraciones Públicas que 
hayan sido creadas para satisfacer específi-
camente necesidades de interés general que 
no tengan carácter industrial o mercantil. 

SECCIÓN 2.ª PROGRAMA INTECNET FO-
MENTO DE LA CONTRATACIÓN LABORAL DE 
DOCTORES Y TECNÓLOGOS POR LAS EM-
PRESAS Y AGENTES TECNOLÓGICOS 

Artículo 38. Objeto. 
1. Se establecerán ayudas para fomentar la 
contratación laboral de doctores y tecnólogos 
por las empresas o Agentes Tecnológicos para 
la realización de proyectos de investigación, 
desarrollo tecnológico o innovación. 

2. A los efectos de estas ayudas, tendrán la 
consideración de tecnólogos los ingenieros y 
arquitectos superiores, los licenciados, los in-
genieros y arquitectos técnicos y diplomados 
con experiencia en temas tecnológicos. 

Artículo 39. Beneficiarios. 
1. Podrán ser beneficiarios de este Programa: 

a) Las empresas. 
b) Las entidades sin ánimo de lucro o empre-
sas que tengan la calificación provisional o 
definitiva de Agente Tecnológico conforme a 
lo previsto en la normativa de aplicación. 

2. Quedan excluidas las empresas y entidades 
con participación mayoritaria directa o indi-
recta de las Administraciones Públicas que 
hayan sido creadas para satisfacer específi-
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camente necesidades de interés general que 
no tengan carácter industrial o mercantil. 

Artículo 40. Requisitos. Serán requisitos para 
acceder a estas ayudas los siguientes: 
a) Que la entidad beneficiaria esté radicada y 
desarrolle su actividad en Andalucía. 
b) Que la contratación del doctoro tecnólogo 
esté asociada a un proyecto de investigación, 
desarrollo tecnológico o innovación, vinculado 
a la actividad productiva de la entidad bene-
ficiaria de la ayuda en alguna de las áreas de 
conocimiento que se determinen. 
c) En el caso de los doctores, deberán serlo en 
alguna de las áreas de conocimiento a las que 
se refiere la letra anterior. 
d) En el caso de los tecnólogos deberán acre-
ditar una experiencia de al menos dos años en 
temas tecnológicos relacionados con el obje-
to del proyecto. 

Artículo 41. Cuantía de las ayudas. 
1. La cuantía de las ayudas que tengan como 
beneficiarios PYME o Agentes Tecnológicos, 
será de hasta el 65% del coste que para la 
empresa suponga la contratación del doctor o 
tecnólogo con un máximo de 26.000 euros al 
año, y por un período de contratación que no 
podrá exceder de dos años. Para el resto de las 
empresas, la cuantía de las ayudas será de has-
ta el 40% del coste, con un máximo de 16.000 
euros, y el mismo período de contratación. 

2. Estas ayudas sólo podrán cubrir un máximo 
de dos contrataciones por cada beneficiario. 

SECCIÓN 3.ª PROGRAMA DE FOMENTO DE 
LA INVESTIGACIÓN, EL DESARROLLO TEC-
NOLÓGICO Y LA INNOVACIÓN EN EL ÁMBITO 
EMPRESARIAL 

Artículo 42. Fomento de la investigación, el 
desarrollo tecnológico y la innovación em-
presarial. 

1. Se establecerán ayudas para promover ac-
tividades de investigación, de desarrollo tec-
nológico y de innovación por parte de las em-
presas, grupos de empresas, y entidades sin 
ánimo de lucro jurídicamente constituidas que 
en sus estatutos tengan como finalidad llevar 
a cabo actividades de esta naturaleza. 

2. Los beneficiarios deberán estar radicados y 
desarrollar su actividad en Andalucía. 

3. No podrán acceder a estas ayudas las enti-
dades o empresas que tengan la calificación 
provisional o definitiva de Agente Tecnológico 
de Andalucía con la excepción de los califica-
dos como del tipo 10y 13. 

4. Quedan excluidas las empresas y entidades 
con participación mayoritaria directa o indi-
recta de las Administraciones Públicas que 
hayan sido creadas para satisfacer específi-
camente necesidades de interés general que 
no tengan carácter industrial o mercantil. 

Artículo 43. Ayudas a entidades y empresas 
calificadas como Agentes Tecnológicos de 
Andalucía para la prestación de servicios tec-
nológicos. 
1. Se establecerán ayudas dirigidas a las em-
presas y entidades que tengan la calificación 
provisional o definitiva de Agente Tecnoló-
gico de Andalucía, con el fin de fomentar la 
prestación de servicios que dichos Agentes 
ofrecen en la Red Andaluza de Innovación y 
Tecnología (RAITEC) a la pequeña y mediana 
empresa andaluza. 

2. Quedan excluidas de estas ayudas aquellas 
entidades que puedan acceder a las previs-
tas en el artículo anterior. Asimismo, quedan 
excluidas las empresas y entidades con par-
ticipación mayoritaria directa o indirecta de 
las Administraciones Públicas que hayan sido 
creadas para satisfacer específicamente ne-
cesidades de interés general que no tengan 
carácter industrial o mercantil. 
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Artículo 44. Contenido, requisitos y límites 
de las ayudas. 
1. Las ayudas previstas en esta Sección se regi-
rán en cuanto a su contenido, requisitos y lími-
tes, por lo establecido en el Decreto 116/2002, 
de2 de abril, por el que se establece el marco 
regulador de las ayudas de investigación y de-
sarrollo tecnológico e innovación que se con-
cedan por la Administración de la Junta de An-
dalucía y el Decreto 24/2001, de 13 de febrero, 
por el que se establece el marco regulador de 
las ayudas de finalidad regional y a favor de las 
PYMES que se concedan por la Administración 
de la Junta de Andalucía, y en la normativa dic-
tada en desarrollo de los citados Decretos. 

2. La cuantía de las ayudas previstas en el artícu-
lo 42 dependerá del tipo de actividad objeto de 
las mismas sin que pueda sobrepasar el 50% de 
su coste. No obstante el porcentaje de la ayuda 
podrá incrementarse hasta el 65% cuando en el 
proyecto la empresa concurra con un grupo de 
investigación de los contemplados en el Plan An-
daluz de Investigación o con un Agente Tecnoló-
gico distinto del que solicita la ayuda, en su caso. 

3. En el caso de las ayudas a las que se refie-
re el artículo 43 los porcentajes previstos en 
el apartado anterior podrán elevarse hasta el 
60%y el 75%, respectivamente. 

CAPÍTULO V 
LAS EMPRESAS ANDALUZAS EN LA SOCIE-
DAD DEL CONOCIMIENTO 

SECCIÓN 1.ª PROGRAMA PARA LA INCOR-
PORACIÓN DE LAS TECNOLOGÍAS DE LA 
INFORMACIÓN Y LAS COMUNICACIONES 
EN LA ACTIVIDAD DE LOS AUTÓNOMOS Y 
PEQUEÑAS Y MEDIANAS EMPRESAS AN-
DALUZAS 

Artículo 45. Objeto. 
1. Se establecerán ayudas para fomentar la 
incorporación y el uso de las tecnologías de 

la información y las comunicaciones en la ac-
tividad productiva de los autónomos y de la 
pequeña y mediana empresa. 

2. Las ayudas se dirigirán a facilitar la adqui-
sición de equipamiento informático, hardware 
y software, bonificar los costes de tarifa de 
conexión a Internet, ya financiar el coste de 
los estudios que pongan de manifiesto las 
utilidades y necesidades de tecnologías de la 
información y de las comunicaciones en su ac-
tividad productiva. 

3. Se proporcionará a los beneficiarios de 
estas ayudas formación sobre el uso de las 
nuevas tecnologías, a través de cursos en la 
modalidad de teleformación. 

Artículo 46. Beneficiarios. 
Podrán ser beneficiarios de este programa: 

a) Los trabajadores autónomos. 
b) Las pequeñas y medianas empresas. 

Artículo 47. Requisitos. Serán requisitos para 
acceder a estas ayudas los siguientes: 
a) Que el beneficiario esté radicado y desarro-
lle su actividad en Andalucía. 
b) Que la actividad que realice se incluya en al-
guno de los sectores que se determinen. 
c) En el caso de pequeñas y medianas empre-
sas, que en el momento de la solicitud empleen 
a menos de 20 trabajadores. 

Artículo 48. Cuantía de las ayudas. 
1. La cuantía global de la ayuda podrá ascen-
der, como máximo, a 1.380 euros, de acuerdo 
con los siguientes conceptos: 

a) Para la adquisición de equipamiento informá-
tico, hardware y software, la cuantía de la ayuda 
será de hasta el 65% de la inversión mínima que 
se establezca, con un máximo de 975 euros. 
b) Con carácter complementario, se podrá bo-
nificar hasta el 65% del coste de la tarifa para 
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la conexión a internet que a tal efecto se de-
termine, por un período de tiempo no superior 
a doce meses, con un máximo de 275 euros. 
c) Con ese mismo carácter, se podrá bonificar 
el 65% del coste del estudio objeto de la ayu-
da, con un máximo de 130 euros. 

2. Se establecerá como forma de pago para 
los conceptos a)y c) del apartado anterior el 
sistema de un Cheque-TIC para su descuento 
en el momento de la compra o prestación del 
servicio. 

3. Sólo podrá presentarse una solicitud por 
beneficiario. 

SECCIÓN 2.ª INTEGRACIÓN DE LAS TECNO-
LOGÍAS DE LA INFORMACIÓN Y LAS COMU-
NICACIONES EN LA FORMACIÓN PROFESIO-
NAL OCUPACIONAL 

Artículo 49. Objeto. 
1. Se establecerán ayudas para el desarrollo 
de proyectos innovadores que faciliten la inte-
gración de las tecnologías de la información y 
las comunicaciones en la formación profesio-
nal ocupacional. 

2. Estos proyectos irán referidos a alguna de 
las siguientes modalidades: 
a) Elaboración de materiales y contenidos de 
formación profesional ocupacional para su uso 
y difusión a través de Internet, especialmente 
aquellos desarrollos que se realicen mediante 
software libre. 
b) Realización de acciones formativas a través 
de metodologías innovadoras de tipo semi-
presencial y a distancia. 

Artículo 50. Beneficiarios. 
1. Podrán ser beneficiarios de estas ayudas las 
empresas que estén radicadas y desarrollen 
su actividad en Andalucía. 

2. Quedan excluidas las empresas y entidades 
con participación mayoritaria directa o indi-

recta de las Administraciones Públicas que 
hayan sido creadas para satisfacer específi-
camente necesidades de interés general que 
no tengan carácter industrial o mercantil. 

Artículo 51. Cuantía de las ayudas. 
La cuantía de las ayudas previstas en esta Sec-
ción podrá alcanzar hasta el 100% del presupues-
to aprobado para el desarrollo de la actividad. 

SECCIÓN 3.ª Creación y fomento de empre-
sas de base tecnológica 

Artículo 52. Objeto. 
1. Para fomentar la creación y el desarrollo de 
empresas de base tecnológica (EBT) en Anda-
lucía, se establecerán ayudas y servicios para: 
a) La elaboración de proyectos, y realizar su 
evaluación y seguimiento. 
b) El asesoramiento, formación y tutoría. 
c) Facilitar las infraestructuras necesarias 
para llevar a cabo los proyectos. 
d) Contribuir a la financiación necesaria en las 
distintas fases de la creación de la empresa. 

2. Se considerarán Empresas de Base Tecno-
lógica a aquéllas que cumplan alguno de los 
siguientes requisitos: 

a) Que tengan como fin explotar nuevos pro-
ductos a partir de resultados de la investiga-
ción científica y tecnológica. 
b) Que tengan capacidad generadora de tec-
nología poniendo en valor el conocimiento 
para irradiarlo y transferirlo a su entorno. 
c) Que basen su actividad en el dominio intensi-
vo del conocimiento científico y tecnológico. 

Artículo 53. Beneficiarios. 
1. Podrán ser beneficiarios de estas ayudas 
los grupos de investigación, personas físicas, 
entidades sin ánimo de lucro o empresas que 
tengan como objetivo la creación o el desarro-
llo de una empresa de base tecnológica a par-
tir de alguna de las siguientes opciones: 
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a) La generación de productos o procesos no 
explotados o inexistentes, obtenidos a partir 
de la investigación propia o adquirida. 
b) Los resultados de su investigación. 
c) Una tecnología propia y su explotación 
posterior. 

2. Quedan excluidas las empresas y entidades 
con participación mayoritaria directa o indi-
recta de las Administraciones Públicas que 
hayan sido creadas para satisfacer específi-
camente necesidades de interés general que 
no tengan carácter industrial o mercantil. 

Artículo 54. Requisitos. 
Será requisito para acceder a estas ayudas 
que la empresa de base tecnológica esté o 
vaya a estar radicada y desarrolle su actividad 
en Andalucía. 

Artículo 55. Fondo tecnológico. 
1. Se promoverá la creación de un Fondo tec-
nológico en el Instituto de Fomento de Anda-
lucía para el apoyo financiero a la constitución 
de empresas de base tecnológica, mediante la 
participación en el capital social de la misma. 

2. El Instituto de Fomento de Andalucía podrá 
establecer convenios de colaboración con 
entidades financieras, entidades de capital-
riesgo o inversores privados, para su posible 
incorporación en el capital social de estas em-
presas. 

3. El apoyo a las empresas por parte del Fondo 
estará supeditado exclusivamente a la viabili-
dad técnica y económica del proyecto. A estos 
efectos se constituirán en el Instituto de Fo-
mento de Andalucía una Unidad de Evaluación 
Tecnológica y otra de Evaluación Económica. 

4. El apoyo financiero al proyecto empresarial 
de acuerdo con lo previsto en los apartados 1y 
2, no superará el 75% de la cifra total del capi-
tal social de la empresa, no pudiendo alcanzar 

la aportación de la Junta de Andalucía el 50% 
del capital social de la empresa. 

5. En todo caso, la aportación del fondo no 
podrá exceder de 300.000 euros, salvo que, 
excepcionalmente, y a propuesta de las Unida-
des de Evaluación, el Presidente del Instituto 
lo autorice expresamente. 

6. La participación pública en el capital social 
de las empresas estará sujeta en sus concep-
tos y cuantías máximas a lo previsto en el 
Decreto 116/2002, de2 de abril, por el que se 
establece el marco regulador de las ayudas de 
investigación y desarrollo tecnológico e inno-
vación que se concedan por la Administración 
de la Junta de Andalucía y el Decreto 24/2001, 
de 13 de febrero, por el que se establece el 
marco regulador de las ayudas de finalidad re-
gional y a favor de las PYMES que se concedan 
por la Administración de la Junta de Andalucía, 
y en la normativa dictada en desarrollo de los 
citados Decretos. 

SECCIÓN 4.ª APOYO A LAS EMPRESAS DEL 
SECTOR DE LAS TECNOLOGÍAS DE LA IN-
FORMACIÓN Y LAS COMUNICACIONES 

Artículo 56. Ayudas a las empresas del sec-
tor de las tecnologías de la información y las 
comunicaciones. 
1. Se establecerán ayudas para promover la 
investigación, el desarrollo tecnológico y la in-
novación por empresas y entidades del sector 
de las tecnologías de la información y de las co-
municaciones, en las áreas que se determinen. 

2. A los efectos de estas ayudas se considera 
empresa del sector de las tecnologías de la 
información y las comunicaciones aquélla que 
desempeña su actividad en el diseño, fabrica-
ción, instalación o servicios de sistemas infor-
máticos o de comunicaciones. 

3. Los beneficiarios deberán estar radicados y 
desarrollar su actividad en Andalucía. 
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4. Quedan excluidas las empresas y entidades 
con participación mayoritaria directa o indi-
recta de las Administraciones Públicas que 
hayan sido creadas para satisfacer específi-
camente necesidades de interés general que 
no tengan carácter industrial o mercantil. 

Artículo 57. Contenido, requisitos y límites 
de las ayudas. 
1. Las ayudas previstas en esta Sección se 
regirán en cuanto a su contenido, requisitos 
y límites, por lo establecido en el Decreto 
116/2002, de2 de abril, por el que se establece 
el marco regulador de las ayudas de investi-
gación y desarrollo tecnológico e innovación 
que se concedan por la Administración de la 
Junta de Andalucía y el Decreto 24/2001, de 
13 de febrero, por el que se establece el marco 
regulador de las ayudas de finalidad regional y 
a favor de las PYMES que se concedan por la 
Administración de la Junta de Andalucía, y en 
la normativa dictada en desarrollo de los cita-
dos Decretos. 

2. La cuantía de las ayudas previstas en el 
artículo anterior dependerá del tipo de acti-
vidad objeto de las mismas sin que pueda so-
brepasar el 50% de su coste. No obstante el 
porcentaje de la ayuda podrá incrementarse 
hasta el 65% cuando en el proyecto la empre-
sa concurra con un grupo de investigación de 
los contemplados en el Plan Andaluz de Inves-
tigación. 

SECCIÓN 5.ª PROGRAMA PARA LA RENOVA-
CIÓN TECNOLÓGICA DE EMPRESAS ANDA-
LUZAS DEL SECTOR AUDIOVISUAL 

Artículo 58. Objeto. 
1. Se establecerán ayudas para incentivar la 
renovación tecnológica de las empresas del 
sector audiovisual en Andalucía y para el desa-
rrollo de proyectos de innovación tecnológica 
en los campos de la producción y postproduc-
ción audiovisual. 

2. Las ayudas se dirigirán a facilitar la adqui-
sición de equipamiento y software necesario 
para las actividades de producción, postpro-
ducción, infografía, efectos especiales y pro-
ductos multimedia. 

Artículo 59. Beneficiarios y requisitos. 
1. Podrán ser beneficiarios de este programa 
las pequeñas y medianas empresas o agrupa-
ciones de éstas cuya actividad sea: 
a) La producción cinematográfica, infografía, 
animación, desarrollo y producción multime-
dia y para Internet. 
b) La postproducción audiovisual, estudios de 
sonorización y doblaje. 

2. Los beneficiarios deberán estar radicados y 
desarrollar su actividad en Andalucía. 

3. Quedan excluidas las empresas y entidades 
de radiodifusión y aquellas otras que sean 
objeto de influencia dominante por parte de 
las entidades de radiodifusión televisiva, en 
los términos previstos en la legislación re-
guladora de las actividades de radiodifusión 
televisiva. 

4. Quedan excluidas las empresas y entidades 
con participación mayoritaria directa o indi-
recta de las Administraciones Públicas que 
hayan sido creadas para satisfacer específi-
camente necesidades de interés general que 
no tengan carácter industrial o mercantil. 

Artículo 60. Cuantía. 
1. La cuantía de las ayudas para la renovación 
tecnológica podrá alcanzar como máximo el 
40% de la inversión subvencionable y con un 
límite de 300.000 euros por proyecto. 

2. La cuantía de las ayudas para el desarrollo 
de proyectos de innovación tecnológica podrá 
alcanzar como máximo el 50% de la inversión 
subvencionable, y con un límite de 450.000 
euros por proyecto. 
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SECCIÓN 6.ª CREACIÓN Y PROMOCIÓN DE 
REDES DE COOPERACIÓN EMPRESARIALES 

Artículo 61. Objeto. 
1. Se establecerán ayudas para fomentar la 
creación y funcionamiento de redes de coope-
ración empresarial. 

2. Las actividades subvencionables al amparo 
de este programa serán aquéllas necesarias 
para la creación de la Red Telemática y su 
puesta en funcionamiento, abarcando, tanto el 
equipamiento, servicios de accesos y conexión, 
diseño de la web y desarrollo de aplicaciones 
informáticas necesarias, así como otros servi-
cios que puedan prestarse a través de Internet. 
Asimismo, podrán subvencionarse otro tipo de 
actividades que favorezcan el trabajo en red 
de las empresas, tales como los gastos de 
formación y de elaboración del Plan Anual de 
Inversiones o los gastos de elaboración de pro-
yectos para programas nacionales o europeos. 

Artículo 62. Beneficiarios. 
1. Son beneficiarios del presente programa, 
las redes de cooperación empresarial cons-
tituidas como una asociación empresarial al 
amparo de la Ley Orgánica 1/2002, de 22 de 
marzo, reguladora del derecho de asociación, 
o como Agrupación de Interés Económico, se-
gún la Ley 12/1991, de 29 de abril, de Agrupa-
ciones de Interés Económico. 

2. A los efectos del presente Decreto, se en-
tiende por redes de cooperación empresarial 
el conjunto de empresas o entidades asocia-
das para colaborar entre sí en el desarrollo de 
actividades comunes, en el uso de recursos 
compartidos, en la coordinación de sus acti-
vidades productivas, en el empleo del comer-
cio electrónico o en el intercambio de buenas 
prácticas. Todo ello con la finalidad de mejorar 
la competitividad de los miembros de la red. 

Artículo 63. Requisitos. 
Serán requisitos para acceder a estas ayudas:

 a) Que al menos el 75% de las entidades o em-
presas que integren la red tengan actividad en 
la Comunidad Autónoma Andaluza. 
b) Que la red esté constituida al menos por un 
65% de PYMES andaluzas. 
c) Que la red cuente con un mínimo de 5 miem-
bros. 
d) Que las empresas o entidades en cuyo capital 
sea mayoritaria la participación directa o indi-
recta de cualquier Administración Pública no su-
peren el 25% del número de miembros de la red. 
e) Que la red de cooperación empresarial rea-
lice actividades que, conforme a la normativa 
vigente, sean compatibles con la percepción 
de ayudas públicas. 
f) Que la totalidad de los miembros de la red 
manifiesten su conformidad expresa con las 
actividades objeto de ayuda, tal y como se 
especifique en la normativa de desarrollo co-
rrespondiente. 

Artículo 64. Cuantía de las ayudas. 
La cuantía de las ayudas previstas en esta Sec-
ción será de hasta un máximo del 50% del cos-
te total de las actividades subvencionables. 

CAPÍTULO VI 
REUTILIZACION DE EQUIPOS, RECOGIDA SE-
LECTIVA Y TRATAMIENTO DE RESIDUOS ELEC-
TRONICOS, ELECTRICOS, PILASY BATERIAS 

Artículo 65. Reutilización de equipos. 
1. Los equipamientos informáticos, ofimáti-
cos y de telecomunicaciones de la Adminis-
tración de la Junta de Andalucía, sus Organis-
mos Autónomos y Empresas que hayan sido 
renovados por su obsolescencia, podrán des-
tinarse a su reutilización para fines sociales, 
en concepto de ayuda. 

2. A los efectos del apartado anterior, podrán 
celebrarse convenios con ONGs, Fundaciones, 
y otras entidades públicas o privadas, para el 
desarrollo de actuaciones de finalidad social, 
tales como: 
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a) Programas de cooperación al desarrollo. 
b) Programas educativos, culturales y asistenciales. 
c) Actuaciones juveniles. 
d) Otras de similar naturaleza. 

3. En todo caso, los convenios que se suscriban 
establecerán las previsiones necesarias para 
garantizar que estos equipos no se utilicen en 
actividades con ánimo de lucro, y para evitar la 
comercialización posterior de los mismos.
Artículo 66. Creación de infraestructuras. 
1. Se promoverá, en colaboración con las Cor-
poraciones Locales, la creación de una red de 
infraestructuras para la recogida selectiva y 
tratamiento de residuos electrónicos, eléctri-
cos, pilas y baterías. 

2. Dicha infraestructura consistirá en: 

a) Puntos Limpios, entendiendo por tales 
aquellas instalaciones para la recepción y aco-
pio de residuos que no deban ser depositados 
en los contenedores habituales situados en la 
vía pública, para su posterior valorización o 
eliminación. 
b) Estaciones de Transferencia, entendiendo 
por tales aquellas instalaciones en las que se 
descargan y almacenan temporalmente los 
residuos para poder transportarlos posterior-
mente a otro lugar para su valorización o elimi-
nación con o sin agrupamiento previo. 
c) Centros de Acondicionamiento, enten-
diendo por tales aquellas Estaciones de 
Transferencia que además de cumplir con las 
funciones propias de éstas, acondicionan los 
residuos para facilitar su posterior valoriza-
ción o eliminación. 

Artículo 67. Sensibilización y educación am-
biental. 
Se promoverán campañas de información, 
educación y sensibilización medioambiental 
con la finalidad de concienciar a los consu-
midores y usuarios para la utilización de los 
sistemas de recogida selectiva de los citados 
residuos. 

Disposición adicional primera. Pequeñas y 
medianas empresas. 
A los efectos de lo establecido en este De-
creto se entenderá por pequeña y mediana 
empresa la que emplee a menos de 250 perso-
nas, cuyo volumen de negocios no exceda de 
40 millones de euros o cuyo balance general 
anual no exceda de 27 millones de euros y que 
cumpla el criterio de independencia. Todo ello 
de acuerdo con lo que establece la Recomen-
dación 96/280/CE de la Comisión, de3 de abril 
de 1996, sobre la definición de pequeñas y me-
dianas empresas (DOCE L107 de 30 de abril de 
1996),o en la normativa vigente que resulte de 
aplicación. 

Disposición adicional segunda. Condiciones y 
cuantías máximas de las ayudas a empresas. 
Las disposiciones que se dicten en desarrollo 
del presente Decreto se adecuarán, asimismo, 
a las previsiones establecidas en el Decreto 
116/2002, de2 de abril, por el que se establece 
el marco regulador de las ayudas de investi-
gación y desarrollo tecnológico e innovación 
que se concedan por la Administración de la 
Junta de Andalucía y el Decreto 24/2001, de 13 
de febrero, por el que se establece el marco 
regulador de las ayudas de finalidad regional 
y a favor de las PYMES que se concedan por 
la Administración de la Junta de Andalucía, 
en aquellos casos en lo que puedan resultar 
aplicables. 

Disposición adicional tercera. Revisión perió-
dica de las medidas. 
Al objeto de revisar de forma continuada el 
presente Decreto y adaptarlo permanente-
mente a las demandas del desarrollo de la 
sociedad del conocimiento, las medidas que 
se establecen deberán ser revisadas y adap-
tadas anualmente, en su caso, a las nuevas si-
tuaciones. 

Disposición adicional cuarta. Pago de deter-
minadas ayudas. 
De conformidad con lo previsto en el artículo 
18.9.c) de la Ley 9/2002, de 21 de diciembre, 
del Presupuesto de la Comunidad Autónoma 
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de Andalucía para el año 2003, las ayudas a las 
que se refieren los artículos 33y 34 del presen-
te Decreto podrán abonarse sin justificación 
previa y de una sola vez. 

Disposición adicional quinta. Actualización 
de determinadas ayudas. 
Las ayudas previstas en los artículos 33, 34y 
36.4 se actualizarán anualmente de acuerdo 
con el índice de precios al consumo. 

Disposición transitoria primera. Formación 
en tecnologías de la información y de las co-
municaciones al personal docente adscrito a 
Centros del Profesorado. 
A los efectos del cumplimiento de lo previs-
to en el artículo 12.3 del presente Decreto, se 
proporcionará, en su caso, la formación espe-
cífica en la utilización de las tecnologías de la 
información y comunicaciones en la práctica 
docente al personal docente que se encuentre 
adscrito a los Centros del Profesorado a la en-
trada en vigor del presente Decreto. 

Disposición derogatoria única. Derogación 
de Disposiciones. 
Quedan derogadas cuantas disposiciones de 
igualo inferior rango se opongan a lo dispues-
to en el presente Decreto. 

Disposición final primera. Desarrollo de las 
actuaciones. 
Las medidas previstas en el presente Decreto 
serán desarrolladas por las Consejerías com-
petentes en cada materia, y en concreto: 

a) Por la Consejería de la Presidencia, las pre-
vistas en los artículos 27, 28, 30y 31. 
b) Por la Consejería de Gobernación, las pre-
vistas en la Sección 4.ª del Capítulo II. 
c) Por la Consejería de Empleo y Desarrollo 
Tecnológico, las previstas en las Secciones 
2.ªy 3.ª del Capítulo IV, en el Capítulo V, y en los 
artículos 35y 37. 
d) Por la Consejería de Obras Públicas y Trans-
portes, la prevista en el artículo 32. 
e) Por la Consejería de Salud, las previstas en 
la Sección 2.ª del Capítulo II. 

f) Por la Consejería de la Educación y Ciencia 
las previstas en la Sección 1.ª del Capítulo II, 
con la salvedad prevista en la letra siguiente, 
y en los artículos 25, 33, 34y 36. 
g) ConJuntamente por las Consejerías de Sa-
lud y la de Educación y Ciencia, la prevista en 
el artículo 8.3.b). 
h) Por la Consejería de Cultura las previstas en 
la Sección 3.ª del Capítulo II y en el artículo 29. 
i) Por la Consejería de Medio Ambiente, las 
previstas en los artículos 66y 67. 
j) Por la Consejería de Asuntos Sociales, la 
prevista en el artículo 26. 

Disposición final segunda. Entrada en vigor. 
1. El presente Decreto entrará en vigor el día 
siguiente al de su publicación en el Boletín Ofi-
cial de la Junta de Andalucía. 

2. La exigibilidad de las ayudas previstas en 
este Decreto quedará supeditada a la efec-
tividad que establezcan las disposiciones de 
desarrollo correspondientes. 

Disposición final tercera. Efectividad de de-
terminadas medidas. 
1. En el desarrollo progresivo de las medidas 
que a continuación se indican se establecen 
los siguientes plazos para su implantación 
efectiva: 

a) La prevista en el artículo 3.5: Hasta el 31 de 
diciembre de 2004. 
b) Las previstas en los artículos 4y 8: Du-
rante los Cursos Académicos 2003/2004, 
2004/2005y 2005/2006. 
c) La prevista en el artículo 21.1: Un año desde 
la entrada en vigor del presente Decreto. 
d) La prevista en el artículo 21.2: Hasta el 31 de 
diciembre de 2005. 

2. Los servicios y actuaciones a los que se re-
fieren los artículos 15, 17.1y 25, serán operati-
vos a partir del Curso Académico 2003/2004. 

3. Los servicios a los que se refiere la Sección 
2.ª del Capítulo II serán efectivos con arreglo a 
los siguientes plazos: 
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a) Los previstos en el artículo 18, antes de1 de 
enero de 2004. 
b) Los previstos en los artículos 19y 20.1, antes 
de 1 de enero de 2005. 
c) El previsto en el artículo 20.2, antes de 30 de 
junio de 2004. 

4. El servicio al que se refiere el artículo 26 
será efectivo antes de1 de enero de 2004. 

Sevilla, 18 de marzo de 2003 
MANUEL CHAVES GONZALEZ 

Presidente de la Junta de Andalucía 
GASPAR ZARRIAS AREVALO 

Consejero de la Presidencia 
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P R E A M B U L O
 
En los últimos años, la Junta de Andalucía ha 
puesto en marcha diferentes líneas de actua-
ción que tienen como objeto la incorporación 
e integración efectiva de nuestra Comunidad 
Autónoma en la Sociedad de la Información 
y del Conocimiento, aprovechando, de este 
modo, las potencialidades y sinergias de estas 
tecnologías en beneficio de toda la sociedad 
andaluza y configurándose como un elemento 
de notoria importancia que impulsa la forma-
ción destinada al empleo. 

El Decreto 72/2003, de 18 de marzo, de Me-
didas de Impulso de la Sociedad del Conoci-
miento en Andalucía establece, dentro de la 
Sección 2.ª del Capítulo V, ayudas dirigidas a 
la Integración de las Tecnologías de la Infor-
mación y las Comunicaciones en la Formación 
Profesional Ocupacional. 

El VI Acuerdo de Concertación Social, suscrito 
entre la Junta de Andalucía y los Agentes Eco-
nómicos y Sociales más representativos, para 
la consecución de sus objetivos, articula una 
serie de medidas agrupadas en siete ejes estra-
tégicos, donde el tercero de ellos es el de la Cul-
tura de la calidad en el empleo, para crear más 

empleo, más seguro y de carácter más estable. 
Este eje estratégico, dentro de lo que son las 
Políticas Activas de Empleo, contempla, entre 
los objetivos en el ámbito de la Cualificación de 
los recursos humanos, el desarrollo de líneas de 
actuación que sigan impulsando la adopción de 
nuevas metodologías en el ámbito de la forma-
ción profesional ocupacional, como es la de la te-
leformación, en respuesta a los retos de los cam-
bios que plantea la sociedad del conocimiento. 

La experiencia acumulada, por la Dirección Ge-
neral de Formación para el Empleo, en la gestión 
jurídico-administrativa de los distintos proce-
dimientos y el seguimiento de las acciones for-
mativas acogidas a las tres convocatorias pre-
vias de esta línea de subvenciones así como la 
publicación de las Órdenes de esta Consejería 
de fechas 16 de septiembrey9 de noviembre de 
2005, aconseja establecer el plazo de solicitud 
de las ayudas públicas en el mismo período fija-
do para el resto de las convocatorias, estable-
ciéndose como norma única para los siguientes 
ejercicios la presente Orden, todo ello, en aras 
de obtener una mayor eficacia y eficiencia en 
beneficio de los ciudadanos y ciudadanas. 

Este tipo de ayudas, como ayudas de Forma-
ción, están exentas del deber de comunicación 

ORDEN de 10 de mayo 
de 2006, por la que se 
regula el procedimiento de 
concesión de las ayudas 
en materia de Formación 
Profesional Ocupacional, 
establecidas en el 
Decreto 72/2003, de 18 
de marzo, de Medidas de 
Impulso de la Sociedad del 
Conocimiento en Andalucía 
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a la Comisión Europea según lo establecido en 
el Reglamento (CE) núm. 68/2001 de la Comi-
sión Europea de 12 de enero de 2001, relativo 
a la aplicación de los artículos 87y 88 del Tra-
tado de la Comunidad Europea a las Ayudas de 
Formación. 

No obstante, de forma excepcional, a los efec-
tos de evitar disfunciones en la planificación 
de las potenciales solicitudes de las entidades 
interesadas, exclusivamente para el ejercicio 
correspondiente al año 2006, la convocatoria 
se abre una vez entre en vigor el presente tex-
to reglamentario. 

Por todo ello, y en virtud de las facultades atri-
buidas por el artículo 39 de la Ley 6/1983, de 21 
de julio, del Gobierno y la Administración de la 
Comunidad Autónoma, por el artículo 3.2.b) de 
la Ley 4/2002, de 16 de diciembre, de creación 
del Servicio Andaluz de Empleo y, en virtud de 
lo establecido en la Sección 2ª del Capítulo V 
y en la disposición final primera del Decreto 
72/2003, de 18 de marzo, de Medidas de impul-
so de la sociedad del conocimiento en Andalu-
cía y previa consulta al Consejo Andaluz de la 
Formación Profesional, 

D I S P O N G O: 

Artículo 1. Objeto. 
La presente Orden establece las bases regula-
doras de concesión de ayudas, en régimen de 
concurrencia competitiva, para el desarrollo 
de proyectos innovadores que integren las 
tecnologías de la información y las comunica-
ciones en la Formación Profesional Ocupacio-
nal. Se establecen las siguientes modalidades 
de ayudas: 

1. Elaboración de materiales y contenidos de 
formación profesional ocupacional, para su 
uso y difusión a través de Internet. Su diseño 
será, al menos, de carácter autoinstructivo. 

2. Realización de acciones formativas a través 
de metodologías innovadoras que se desarro-

llen mediante plataformas tecnológicas de 
teleformación y que supongan un proceso sis-
tematizado y tutorizado del aprendizaje. 

Artículo 2. Beneficiarios. 
1. Podrán optara estas ayudas las empresas, 
ya sean personas físicas o jurídicas, que estén 
radicadas y desarrollen su actividad en el ám-
bito geográfico de la Comunidad Autónoma de 
Andalucía. 

2. No obstante, quedan excluidos de la condi-
ción de beneficiario de éstas las empresas en 
quienes concurra alguna de las circunstancias 
siguientes: 

a) Empresas con participación mayoritaria 
directa o indirecta de las Administraciones 
Públicas que hayan sido creadas para satisfa-
cer específicamente necesidades de interés 
general que no tengan carácter industrial o 
mercantil. 
b) Haber sido condenadas mediante sentencia 
firme a pena de pérdida de la posibilidad de 
obtener subvenciones o ayudas públicas. 

c) Haber solicitado la declaración de concurso, 
haber sido declarados insolventes en cual-
quier procedimiento, hallarse declarados en 
concurso, estar sujetos a intervención judi-
cial o haber sido inhabilitado conforme la Ley 
Concurso sin que haya concluido el período de 
inhabilitación fijado en la sentencia de califi-
cación de concurso. 
d) Haber dado lugar, por causa de la que hubie-
sen sido declarados culpables, a la resolución 
firme de cualquier contrato celebrado con la 
Administración. 
e) Estar incursa la persona física, los admi-
nistradores de las sociedades mercantiles o 
aquellos que ostenten la representación legal 
de otras personas jurídicas, en alguno de los 
supuestos de la Ley 12/1995, de 11 de mayo, de 
incompatibilidades de los miembros del Go-
bierno de la Nación y de los Altos Cargos de la 
Administración General del Estado, de la Ley 
53/1984, de 26 de noviembre, de incompati-
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bilidades del personal al servicio de las Admi-
nistraciones Públicas, o tratarse de cualquiera 
de los cargos electivos regulados en la Ley 
Orgánica 5/1985, de 29 de junio, de Régimen 
Electoral General, en los términos estableci-
dos en la misma o en la normativa autonómica 
que regule estas materias. 
f) No hallarse al corriente en el cumplimiento 
de las obligaciones tributarias o frente a la 
Seguridad Social impuestas por las disposi-
ciones vigentes o ser deudores en período 
ejecutivo frente a la Comunidad Autónoma de 
Andalucía por cualquier otro ingreso de Dere-
cho Público. 
g) Tener la residencia fiscal en un país o te-
rritorio calificado reglamentariamente como 
paraíso fiscal. 
h) No hallarse al corriente del pago de obliga-
ciones por reintegro de subvenciones. 
i) Haber sido sancionado mediante resolución 
firme con la pérdida de la posibilidad de obte-
ner subvenciones según la Ley 38/2003, de 17 
de noviembre, General de Subvenciones o la 
Ley General Tributaria. 
j) No podrán acceder a la condición de benefi-
ciarios las agrupaciones previstas en el segun-
do párrafo del apartado 3 del artículo 11 de la 
Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de 
Subvenciones cuando concurra alguna de las 
prohibiciones anteriores en cualquiera de sus 
miembros. 

Artículo 3. Conceptos subvencionables. 
1. Se considerarán gastos subvencionables 
aquellos que de manera indubitada respondan 
a la naturaleza de la actividad subvencionada 
y se realicen dentro del plazo previsto en la 
presente Orden. En concreto, los conceptos 
subvencionables serán los siguientes: 

a) Gastos del personal necesario para el desa-
rrollo de la actividad subvencionable, como los 
gastos del profesorado, expertos en conteni-
dos y tutores, del personal técnico y personal 
de coordinación y dirección de los proyectos. 
b) Gastos de medios y materiales didácticos, 
así como materiales de trabajo fungibles o de 

un solo uso necesarios para el desarrollo de 
las actividades. 
c) Gastos de amortización de instalaciones y 
equipos y/o alquileres de los mismos sin que en 
ningún caso la suma de ambos conceptos pueda 
superar el 20% del coste total de la subvención. 
El cálculo de estos gastos de amortización, a 
efectos de su imputación a la subvención, se 
realizará conforme a los criterios estableci-
dos en la normativa vigente para los cálculos 
de amortizaciones a efectos fiscales, debien-
do ajustarse el beneficiario, en todo caso, a 
los principios y normas contables que sean de 
aplicación y referidos exclusivamente al pe-
ríodo subvencionable. 
d) Otros gastos directamente relacionados con 
la acción subvencionada y que no hayan sido in-
cluidos en los apartados anteriores, tales como 
coste de seguro de alumnos, costes de suminis-
tros, entre otros los de medios de comunicación 
utilizados entre formadores y participantes 
(conexión Internet de los alumnos), costes de 
funcionamiento y de servicios necesarios para 
el desarrollo de la actividad subvencionable. 

2. No serán subvencionables aquellos gastos 
que tengan carácter de inversión, ni se po-
drá imputar cantidad alguna en concepto de 
gastos de difícil justificación. En ningún caso 
será subvencionable el diseño y desarrollo de 
plataformas telemáticas de formación, ni de 
programas informáticos, salvo lo establecido 
en el punto 1.c) de este artículo. 

3. En el supuesto contemplado en el artículo 
1.2, no se podrá imputar como concepto sub-
vencionable el coste de elaboración de mate-
riales didácticos o de contenidos necesarios 
para la impartición de las acciones formativas. 

Artículo 4. Cuantía de las ayudas. 
1. La cuantía de las ayudas reguladas en esta 
Orden podrá alcanzar hasta el 100% del pre-
supuesto aprobado para el desarrollo y ejecu-
ción de la actividad objeto de ayuda. 

El importe de las ayudas concedidas, en apli-
cación de la presente Orden, en ningún caso 
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podrá ser de tal cuantía que, sólo o en concu-
rrencia con ayudas o subvenciones de otras 
Administraciones Públicas o de otros Entes 
Públicos o privados, nacionales o internacio-
nales, sea superior al coste de la actividad a 
desarrollar por el beneficiario. 

2. La concesión de ayuda estará limitada por 
las disponibilidades presupuestarias existen-
tes, pudiéndose adquirir compromisos de ca-
rácter plurianual, de acuerdo con lo previsto 
en el artículo 39 de la Ley 5/1983, de 19 de julio, 
General de la Hacienda Pública de la Comuni-
dad Autónoma de Andalucía y en la normativa 
de desarrollo. 

Artículo 5. Solicitudes, plazo y lugar de 
presentación. 
1. Las empresas que deseen acogerse a dichas 
ayudas presentarán sus solicitudes conforme 
al modelo normalizado que estará disponi-
ble en la página web del Servicio Andaluz de 
Empleo, para su cumplimentación y remisión 
a través de Internet a la correspondiente 
dirección electrónica. No obstante a la cum-
plimentación electrónica, las solicitudes se 
presentarán, preferentemente, en el Registro 
General del Servicio Andaluz de Empleo, sin 
perjuicio de lo dispuesto en el artículo 38.4 de 
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régi-
men Jurídico de las Administraciones Públicas 
y del Procedimiento Administrativo Común. 

2. Las solicitudes para cada ejercicio se presen-
tarán en el período comprendido entre el 15 de 
noviembre y el 15 de diciembre del año inmedia-
tamente anterior para el que se solicitan las sub-
venciones. No obstante, de forma excepcional, 
en la Disposición Transitoria única de la presen-
te Orden se establece el plazo de presentación 
de solicitudes para la convocatoria correspon-
diente al ejercicio del presente año 2006. 

3. En el modelo normalizado de solicitud, que 
se adJunta a la presente Orden como Anexo 
1, se señalará expresamente, en el campo co-
rrespondiente: 

Declaración responsable de no estar incurso 
en ninguna de las prohibiciones, incluidas en la 
presente Orden, para ser beneficiario. 

Declaración responsable relativa a otras 
subvenciones solicitadas y/o concedidas por 
otras Administraciones o entes públicos o 
privados, nacionales o internacionales, para 
la misma finalidad, señalando entidad conce-
dente e importe. 

4. La presentación de las solicitudes para op-
tara estas ayudas supone la aceptación expre-
sa de lo establecido en la presente Orden. Con-
llevará la autorización al órgano gestor para 
recabar certificación de hallarse al corriente 
en el cumplimiento de las obligaciones tribu-
tarias y frente a la Seguridad Social, según lo 
dispuesto en el artículo 31.2 de la Ley 3/2004, 
de 28 de diciembre, de Medidas Tributarias, 
Administrativas y Financieras. 

Artículo 6. Documentación que acompañará a 
la solicitud. 
1. Documentación Administrativa: 

a) Documentación acreditativa de la persona-
lidad del solicitante: 

1.º Si se trata de persona física: Copia compul-
sada del Documento Nacional de Identidad del 
solicitante y, en su caso, del representante. En 
el supuesto de representación, acreditación 
de la misma, de acuerdo con lo dispuesto en el 
artículo 32 de la Ley 30/1992, de 26 de noviem-
bre, de Régimen Jurídico de las Administracio-
nes Públicas y del Procedimiento Administra-
tivo Común. 

2.º Si se trata de persona jurídica: Copia com-
pulsada de la Tarjeta de Identificación Fiscal y 
de los Estatutos y escritura de constitución, 
modificación o transformación debidamente 
inscrita, en su caso en el Registro Mercantil 
o en el Registro Público correspondiente, así 
como del Documento Nacional de Identidad y 
escritura de poder del representante. 



193

b) Original de certificación de titularidad de 
número de cuenta bancaria. 
c) Documento acreditativo de que la empresa 
está radicada y desarrolla su actividad en el 
ámbito geográfico de la Comunidad Autóno-
ma de Andalucía. 
d) Certificación de hallarse al corriente en el 
cumplimiento de sus obligaciones frente a la 
Seguridad Social. 

2. Documentación técnica. 
La solicitud de ayudas irá acompañada de una 
Memoria descriptiva del Proyecto a subven-
cionar en la que aparecerá al menos la siguien-
te información: 

a) Memoria descriptiva de experiencias pre-
vias de la empresa solicitante en el ámbito 
de la formación profesional ocupacional y de 
la teleformación, y en la implantación y desa-
rrollo de las tecnologías de la información y las 
comunicaciones. 
b) Memoria del proyecto técnico, en la que se 
recogerá la siguiente información: 

1.º  Resumen del proyecto. 

2.º Descripción del proyecto (finalidad del pro-
yecto, ámbito sectorial y geográfico del proyec-
to, colectivo al que se dirige, número y descrip-
ción de cada una de las acciones formativas o 
materiales que incluye. Sistema de seguimiento 
y de evaluación de los aprendizajes, procesos y 
de los resultados del proyecto. Especificacio-
nes técnicas del producto final; grado de inte-
ractividad, uso herramientas de comunicación, 
distribución y actualización de contenidos, 
sistemas operativos con los que es compatible 
el producto final, perfiles de acceso, requisitos 
mínimos del soporte software y hardware).

3.º Descripción del equipo de trabajo que de-
sarrolla el proyecto (perfiles, experiencia en la 
materia y dedicación al proyecto). 

4.º Planificación del proyecto a ejecutar, con 
indicación de sus fases y de su fecha prevista 
de inicioy duración total del mismo. 

5.º Coste del proyecto debidamente desglo-
sado por conceptos, en su caso, justificación y 
coste de la subcontratación. 

6.º En la modalidad recogida en el artículo 1.2, 
se establecerá, además, el coste alumno por 
hora lectiva propuesta y se acompañará de una 
demostración que simule el funcionamiento, a 
través de la plataforma de teleformación a uti-
lizar, de las acciones solicitadas. En cualquier 
caso, la versión demo deberá incluir, al menos: 
programa del curso, ejemplos de páginas de 
contenidos, de ejercicios, de tareas a realizar 
por el alumnado y de recursos. El soporte de 
la versión demo podrá consistir en una clave 
de usuario y contraseña de acceso a la plata-
forma de teleformación a utilizar donde se 
encuentre alojada una «versión demo» o, en su 
defecto, CD-ROM con la versión demo. 

3. Toda la documentación que acompañe a la 
solicitud será original o copia para su cotejo 
con devolución del original, conforme al artícu-
lo 38.5 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, 
de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común. 

Artículo 7. Tramitación. 
1. Las solicitudes se tramitarán por la Direc-
ción General de Formación para el Empleo del 
Servicio Andaluz de Empleo. 

2. La Dirección General deberá realizar cuan-
tas actuaciones estime necesarias para la 
determinación, conocimiento y comprobación 
de los datos en virtud de los cuales debe for-
mularse la propuesta de resolución, por parte 
del servicio instructor. 
3. Si las solicitudes no reunieran los requisitos 
exigidos o no se acompañasen de los documen-
tos preceptivos, se requerirán a las personas 
interesadas para que de conformidad con lo es-
tablecido en el artículo 71 de la Ley 30/1992, de 26 
de noviembre, de Régimen Jurídico de las Admi-
nistraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común, en el plazo de 10 días subsanen 
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la falta o acompañen los documentos precepti-
vos con la indicación de que, si no lo hicieran, se 
tendrá por desistida la petición, previa resolución 
que deberá ser dictada en los términos previstos 
en el artículo 42.1 de la referida Ley. 

Artículo 8. Comisión de valoración técnica. 
1. La valoración técnica de las solicitudes que 
reúnan los requisitos exigidos en la convoca-
toria se realizará a través de la Comisión de 
valoración técnica, que tendrá carácter de 
órgano colegiado, estará compuesta por los 
siguientes miembros: 

Persona titular de una jefatura de servicio 
de la Dirección General de Formación para el 
Empleo del Servicio Andaluz de Empleo, que 
presidirá dicha comisión. 

Dos funcionarios o funcionarias del Grupo A o 
B de la Dirección General de Formación para el 
Empleo. 

Secretario o secretaria de la comisión que 
será un técnico o técnica del Servicio Andaluz 
de Empleo. 

2. La Comisión podrá requerir el informe de 
personas expertas en el ámbito de la telefor-
mación y la Formación Profesional Ocupacio-
nal, si lo considera oportuno. 

3. Corresponde a la Comisión técnica de valo-
ración las siguientes funciones: 

a) Valorar los proyectos presentados, de 
acuerdo con los criterios que se establecen a 
continuación. 
b) Establecer la cuantía de la ayuda asignada 
a cada solicitud. 
c) Elevar al Director General de Formación 
para el Empleo la propuesta de resolución. 

Artículo 9. Criterios de valoración técnica. 
La valoración técnica de los proyectos se realizará 
en base a la información incluida en el expediente 

en el plazo de presentación de solicitudes y, en su 
caso, en el plazo de presentación de los documen-
tos preceptivos, tras el correspondiente requeri-
miento, en caso contrario, la comisión propondrá 
la denegación de aquellas que no cumplan con los 
requisitos exigidos en la convocatoria. 

1. Acciones formativas. 
a) Capacidad acreditada de la empresa solici-
tante para desarrollar el plan formativo pre-
sentado, teniendo en cuenta la experiencia y 
recursos puestos a disposición para su ejecu-
ción: hasta 25 puntos. 

1.º Experiencia de la empresa en Formación 
Profesional Ocupacional (últimos cinco años): 
Hasta2 puntos. 

2.º Experiencia de la empresa en teleforma-
ción (últimos cinco años): hasta3 puntos. 

3.º Perfil y adecuación de los recursos huma-
nos previstos y directamente relacionados 
con el proyecto a desarrollar (dirección/ co-
ordinación, apoyo administrativo, informático, 
etc.): hasta 15 puntos. 

4.º Acreditación de tener implantado un siste-
ma de calidad para la gestión de la formación: 
hasta5 puntos. 
b) En relación a las acciones formativas con-
templadas en el proyecto: hasta 45 puntos. 

1.º Mecanismo de seguimiento y evaluación y 
calendario de ejecución: hasta2 puntos. 

2.º Coherencia interna entre los objetivos 
generales y específicos formulados, los con-
tenidos formativos, temporalización, metodo-
logía, ratio tutor/alumnos, ámbito geográfico 
y pruebas de evaluación de los aprendizajes: 
hasta 30 puntos. 

3.º Adecuación de los perfiles de tutor/forma-
dor: hasta 5 puntos. 

4.º Compromiso de contratación del alumna-
do en situación de desempleo: hasta4 puntos. 
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5.º Colectivo de alumnado preferente sea 
alguno de los siguientes: personas con disca-
pacidad, mujeres, jóvenes y parados de larga 
duración: hasta2 puntos. 

6.º Prácticas profesionales en empresas ade-
cuadas a los contenidos de la acción formativa 
para el alumnado desempleado: hasta2 puntos. 
c) Recursos (herramientas de la plataforma 
de teleformación disponibles y uso didáctico, 
grado de interactividad, estándar de telefor-
mación y compatibilidad con software libre): 
hasta 20 puntos. 
d) Adecuación del presupuesto a las acciones 
formativas a desarrollar: hasta 10 puntos. 

2. Elaboración de material. 
a) Capacidad acreditada de la empresa solici-
tante para desarrollar la acción solicitada y, en 
su caso, de terceros subcontratados: hasta 25 
puntos. 

1.º Experiencia previa de la empresa en For-
mación Profesional Ocupacional (últimos cin-
co años): hasta2 puntos. 

2.º Experiencia de la empresa en implantación 
y desarrollo de las tecnologías de la informa-
ción y la comunicación al ámbito de la forma-
ción (últimos cinco años): hasta3 puntos. 

3.º Experiencia y adecuación de los perfiles de 
recursos humanos directamente relacionados 
con el producto a desarrollar: hasta 15 puntos. 

4.º Acreditación de tener implantado un siste-
ma de gestión de la calidad: hasta5 puntos. 
5.º Adecuación de proyecto a las exigencias 
técnicas del material: hasta 65 puntos. 

6.º Justificación del carácter innovador del 
proyecto, calendario y fases de ejecución: has-
ta 10 puntos. 

7.º Objetivos generales y específicos, conteni-
dos formativos, metodología y pruebas de eva-
luación de los aprendizajes: hasta 35 puntos. 

8.º Estándar de teleformación y compatibili-
dad con software libre: hasta 10 puntos. 

9.º Definición y adecuación del proyecto de 
validación: hasta 10 puntos. b) Adecuación del 
presupuesto del material didáctico a desarro-
llar: hasta 10 puntos. 

Artículo 10. Propuesta de resolución y refor-
mulación de solicitudes. 
1. A la vista del expediente, de los resultados 
de la valoración técnica de los proyectos y de 
la determinación de la subvención como con-
secuencia de la aplicación de lo establecido 
en el artículo9 de la presente Orden, el órgano 
instructor formulará la propuesta de resolu-
ción provisional debidamente motivada. 

2. Cuando el importe de la subvención en dicha 
propuesta de resolución provisional sea infe-
rior al que figura en la solicitud presentada, se 
instará al beneficiario para que en dicho plazo 
máximo de 10 días acepte y reformule la me-
moria técnica del proyecto a la cantidad de 
la propuesta de resolución, que en cualquier 
caso deberá respetar el objeto, condiciones 
y finalidad de la subvención y las condiciones 
que se establezcan en la propuesta de resolu-
ción provisional. 

3. Teniendo en cuenta lo alegado por el soli-
citante en el trámite de audiencia y la refor-
mulación de la memoria técnica, en su caso, el 
órgano instructor formulará la propuesta de 
resolución definitiva. 

Artículo 11. Fiscalización previa. 
Los expedientes de gastos de las subvencio-
nes concedidas a las empresas beneficiarias 
serán sometidosa fiscalización previa. 

Artículo 12. Resolución. 
1. El titular de la Dirección General de Forma-
ción para el Empleo dictará la resolución proce-
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dente, por delegación de la persona titular de la 
Presidencia del Servicio Andaluz de Empleo. 

2. La Resolución contendrá, como mínimo, los 
extremos previstos en el artículo 13.2 del De-
creto 254/2001, de 20 de noviembre, por el 
que se aprueba el Reglamento por el que se 
regulan los procedimientos para la concesión 
de subvenciones y ayudas públicas por la Ad-
ministración de la Junta de Andalucía y sus or-
ganismos autónomos y su régimen jurídico. 

3. El plazo máximo para resolver y notificar 
al interesado será de seis meses, contados a 
partir del día siguiente al de finalización del 
plazo para la presentación de solicitudes. 
Transcurrido dicho plazo sin que se haya no-
tificado resolución expresa, se podrá enten-
der desestimada la solicitud, de conformidad 
con lo que establece el artículo 31.4 de la Ley 
3/2004, de 28 de diciembre, de Medidas Tribu-
tarias, Administrativas y Financieras. 

4. La resolución dictada pondrá fina la vía admi-
nistrativa. Frente a la misma podrá interponerse 
recurso contencioso-administrativo en la forma 
y plazos previstos por la Ley 29/1998, de 13 de 
julio, Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-
Administrativa, sin perjuicio de interponer recur-
so potestativo de reposición conforme lo dis-
puesto en los artículos 116y 117 de la Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, conforme a la redacción 
dada por la Ley 4/1999, de 13 de enero. 

Artículo 13. Forma y secuencia del pago. 
1. El pago de las ayudas se efectuará en la forma 
y condiciones establecidas en la resolución de la 
concesión. El abono de la subvención se efectua-
rá una vez justificadas la realización de las accio-
nes subvencionadas y el gasto total de las mis-
mas aunque la cuantía de la ayuda sea inferior. 

2. No obstante lo dispuesto en el apartado 
anterior, sin justificación previa se podrá an-
ticipar un primer pago de hasta el 75% del 

importe de la ayuda concedida, tras la firma 
de la resolución de concesión, abonándose la 
cantidad restante una vez finalizadas las acti-
vidades subvencionadas, previa presentación 
de la documentación justificativa requerida y 
tras su comprobación técnica y documental. 

Siempre que la entidad perciba un anticipo 
o fracción de la ayuda concedida, acreditará 
ante la Dirección General de Formación para el 
Empleo del Servicio Andaluz de Empleo, en el 
plazo de 10 días desde su percepción, haberlo 
incorporado a su contabilidad. 

3. El pago se efectuará mediante transferen-
cia bancaria a la cuenta que la entidad solici-
tante haya indicado en la documentación que 
acompaña a la solicitud. 

Artículo 14. Obligaciones de los beneficiarios. 
1. Los beneficiarios no resultarán exonerados 
de las siguientes obligaciones, aunque el de-
sarrollo de los proyectos resulte contratado 
con terceras personas físicas o jurídicas. Los 
beneficiarios quedan obligados a: 

a) Realizar la actividad que fundamente la con-
cesión de ayuda en la forma y plazos estable-
cidos en la resolución de concesión. 
b) Acreditar con anterioridad a dictarse la pro-
puesta de resolución de concesión, que se ha-
lla al corriente en el cumplimiento de sus obli-
gaciones tributarias y frente a la Seguridad 
Social y no ser deudor en período ejecutivo de 
cualquier otro ingreso de derecho público de 
la Comunidad Autónoma de Andalucía. 
c) Justificar ante el órgano concedente, el 
cumplimiento de los requisitos y condicio-
nes, así como la realización de la actividad y el 
cumplimiento de la finalidad que determinen 
la concesión o disfrute de la ayuda. 
El Servicio Andaluz de Empleo exigirá, a las 
empresas subvencionadas, la aportación de 
los datos, a los que se hace mención en esta 
Orden, en los soportes informáticos o telemá-
ticos que establezca, paralelamente a la cum-
plimentación documental. 
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d) Comunicara la entidad concedente la ob-
tención de otras subvenciones, ayudas, ingre-
sos o recursos que financien las actividades 
subvencionadas, procedentes de cualesquie-
ra Administración o entes públicos o privados, 
nacionales o internacionales, así como las al-
teraciones de las condiciones tenidas en cuen-
ta para la concesión de la ayuda. Esta comuni-
cación deberá efectuarse tan pronto como se 
conozca y, en todo caso, con anterioridad a la 
justificación de la aplicación dada a los fondos 
percibidos. 
e) Disponer de los libros contables, registros 
diligenciados y demás documentos debida-
mente auditados en los términos exigidos por 
la legislación mercantil y sectorial aplicable al 
beneficiario, con la finalidad de garantizar el 
adecuado ejercicio de las facultades de com-
probación y registro. 
f) Conservar los documentos justificativos de 
la aplicación de los fondos recibidos, incluidos 
los documentos electrónicos, en tanto puedan 
ser objeto de las actuaciones de comproba-
ción y control. 
g) Someterse a las actuaciones de comproba-
ción, a efectuar por el órgano concedente y a 
las de control financiero que correspondan a 
la Intervención General de la Junta de Anda-
lucía, en relación con las ayudas concedidas, 
y a las previstas en la legislación del Tribunal 
de Cuentas y de la Cámara de Cuentas de An-
dalucía, aportando cuanta información le sea 
requerida en el ejercicio de las actuaciones 
anteriores. 
h) Hacer constar en toda información, publi-
cidad y difusión de los proyectos y acciones 
objeto de ayuda, que la misma esté subvencio-
nada por el Servicio Andaluz de Empleo, como 
Organismo Autónomo adscrito a la Consejería 
de Empleo de la Junta de Andalucía. Igualmen-
te, en todos los elementos informativos y pu-
blicitarios elaborados por el beneficiario, la 
publicidad deberá ajustarse a lo descrito en el 
Manual de Diseño Gráfico de la Junta de Anda-
lucía aprobado por el Decreto 245/1997, de 15 
de octubre (BOJA núm. 130, de8 de noviembre 
de 1997), modificado por el Decreto 126/2002, 
de 17 de abril (BOJA núm. 49). En cualquier 

caso, cualquier acción publicitaria deberá ser 
aprobada por la Dirección General de Forma-
ción para el Empleo del Servicio Andaluz de 
Empleo antes de su difusión. 
i) Al objeto de garantizar el efecto transferible 
de los proyectos subvencionados, el benefi-
ciario de la subvención deberá ceder al Servi-
cio Andaluz de Empleo, los derechos de explo-
tación del material elaborado como resultado 
del proyecto financiado, con reserva de los 
mismos a favor del beneficiario dentro de los 
términos establecidos en los artículos 43y 45 
del Real Decreto Legislativo 1/1996, de 12 de 
abril, por el que se aprueba el Texto Refundido 
de la Ley de Propiedad Intelectual. 
La cesión de derechos anteriormente descrita 
se entenderá referida a los resultados o pro-
ductos de los proyectos subvencionados. No 
se podrá obtener beneficio económico alguno 
de la utilización ni del ejercicio de los derechos 
de explotación de los mismos. 
j) Proceder al reintegro de los fondos percibi-
dos en los supuestos contemplados en la pre-
sente Orden. 
k) Los beneficiarios deberán atenerse a lo 
establecido en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 
de diciembre, de Protección de Datos de Ca-
rácter Personal, en cuanto al tratamiento de 
datos de carácter personal suministrados con 
ocasión del desarrollo de los proyectos. 
Artículo 15. Ejecución de la acción subvencionada. 
1. Las ayudas otorgadas se destinarán a la 
realización de la acción subvencionada en los 
términos establecidos en la resolución defini-
tiva. Su percepción y cuantía quedarán sujetos 
al cumplimiento de cuantos requisitos, condi-
ciones y obligaciones correspondan al benefi-
ciario de conformidad con lo regulado en esta 
Orden y demás normativa de aplicación. 

2. El plazo de ejecución será el establecido en 
la resolución de concesión correspondiente. 

Artículo 16. Subcontratación. 
1. La entidad beneficiaria podrá subcontratar 
con terceros hasta el 50% de la actividad sub-
vencionada, siempre que esta posibilidad haya 
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sido con anterioridad prevista en la memoria 
técnica que debe acompañara la solicitud. 

En este caso, y siempre que la actividad con-
certada con terceros exceda del 20% del im-
porte de la subvención y dicho importe sea 
superiora 60.000 euros, el contrato deberá 
formalizarse mediante documento escrito y 
ser autorizado previamente por la Dirección 
General de Formación para el Empleo que 
deberá resolver en un plazo de 15 días desde 
su solicitud. Se entenderá otorgada la autori-
zación transcurrido el citado plazo sin pronun-
ciamiento alguno. 

En ningún caso podrá subcontratar la ejecu-
ción de la actividad subvencionada que, au-
mentando el coste de la actividad subvencio-
nada, no aporte valor añadido al contenido de 
la misma. 

2. En ningún caso podrá fraccionarse un contra-
to con el objeto de disminuir la cuantía del mis-
mo y eludir el cumplimiento de este requisito. 

3. La entidad beneficiaria de la subvención 
deberá realizar las siguientes funciones, no 
pudiendo delegar o subcontratar con terceros 
el desarrollo total o parcial de las siguientes 
funciones: 
a) Diseñar y planificar las actividades necesa-
rias para la ejecución de la acción. 
b) Elaborar los resultados e informes finales. 
c) Coordinar el desarrollo completo del pro-
yecto. 

4. La entidad beneficiaria asumirá la total res-
ponsabilidad de la ejecución de los proyectos 
subvencionados frente a la Administración, 
debiendo asegurar, tanto el beneficiario como 
el contratista, el desarrollo satisfactorio de 
las funciones de los organismos de seguimien-
to y control. 

5. Las entidades contratadas para la ejecución 
de los proyectos no podrán a su vez contratar 
con terceros aquello que es objeto del contra-
to suscrito con el beneficiario. 

6. No podrá concertarse por el beneficiario 
la ejecución total o parcial de las actividades 
subvencionadas con: 

a) Personas o entidades incursas en alguna de las 
prohibiciones del artículo 13 de la Ley 38/2003, 
de 17 de noviembre, General de Subvenciones. 
b) Personas o entidades que hayan percibido 
otras subvenciones para la realización de la 
actividad objeto de contratación. 
c) Intermediarios o asesores en los que los pa-
gos se definan con un porcentaje de coste total 
de la operación, a menos que dicho pago esté 
justificado con referencia al valor de mercado 
del trabajo realizado o los servicios prestados. 
d) Personas o entidades vinculadas con el be-
neficiario salvo que concurran las siguientes 
circunstancias, que: la contratación se realice 
de acuerdo con las condiciones normales de 
mercado, se obtenga la previa autorización 
del órgano concedente y que personas o enti-
dades solicitantes de las subvenciones previs-
tas en esta Orden que no hayan resultado be-
neficiarios por no haber reunido los requisitos 
o no haber alcanzado la valoración suficiente. 
e) Personas o entidades solicitantes de las 
subvenciones previstas en esta Orden y que 
no hayan resultado beneficiarias por no haber 
reunido los requisitos o no haber alcanzado 
valoración suficiente. 

7. En todo lo no establecido en los apartados 
anteriores, será de aplicación a los beneficia-
rios de la subvención las obligaciones y de-
más normas recogidas en el artículo 29 de la 
Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de 
Subvenciones. 

Artículo 17. Alumnado. 
1. Los aspirantes a participar en las acciones 
formativas subvencionadas deberán ser per-
sonas trabajadoras o en situación de desem-
pleo y cumplir con los requisitos personales 
exigidos en el perfil de alumnado de cada 
convocatoria específica y de hardware y/o 
software de su equipo personal de trabajo, en 
su caso. 
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El alumnado, participante en las acciones for-
mativas, tendrá la obligación de aportar la do-
cumentación justificativa de cumplir con los 
requisitos requeridos y seguir las mismas con 
interés y regularidad, lo contrario será motivo 
de exclusión. 

En todo caso, no podrá admitirse como alum-
nado de las acciones formativas, aquellas per-
sonas que sean trabajadores de la propia enti-
dad beneficiaria, de la entidad subcontratada, 
en su caso, de las Administraciones Públicas o 
de entidades participadas mayoritariamente 
por las Administraciones Públicas. 

2. Las acciones formativas serán gratuitas 
para el alumnado, en ningún caso su realiza-
ción generará derecho a ayudas que no estén 
expresamente regulados en esta norma. 

3. A la finalización de la acción se facilitará una 
certificación de participación, al alumnado 
que haya finalizado el curso y superado todos 
los controles obligatorios con evaluación po-
sitiva, en dicha certificación se hará constar al 
menos la denominación de la acción, número 
de horas, programa desarrollado, fecha y nú-
mero de expediente administrativo. 

4. Los alumnos deberán tener cubiertos los 
riesgos de accidentes que pudieran produ-
cirse como consecuencia de la asistencia a 
las acciones formativas, así como a la fase de 
prácticas profesionales en empresas que se 
pudieran realizar. 

Si el aseguramiento se efectúa a través del Ré-
gimen de Accidentes de Trabajo de la Seguridad 
Social, en materia de cobertura se estará a lo 
dispuesto por la normativa de prestaciones de 
la Seguridad Social al respecto. Por el contra-
rio, si el aseguramiento del riesgo de acciden-
te se efectúa mediante póliza con una entidad 
aseguradora privada, la cobertura mínima que 
deberá contener dicha póliza será la siguiente: 

Fallecimiento por accidente: 12.020,24 euros. 
Invalidez permanente: 12.020,24 euros. 

Lesión permanente no invalidante: Según va-
loración oficial de prestaciones de la Seguri-
dad Social al respecto. 
Responsabilidad civil: Daños a terceros causa-
dos por el alumno: 30.050,61 euros. 

5. En todo caso, se entenderá que la Adminis-
tración no será responsable directa ni indirec-
tamente en cuanto a los riesgos de accidentes 
de los alumnos ni respecto a los daños causa-
dos a terceros por los mismos. 

Artículo 18. Justificación y liquidación de las 
ayudas. 
1. El beneficiario en el plazo máximo de tres 
meses a partir de la fecha de finalización de 
la acción objeto de la subvención, deberá pre-
sentar ante la Dirección General de Formación 
para el Empleo los justificantes del cumpli-
miento de la finalidad para la que se concedió 
la subvención. 

2. El beneficiario deberá presentar una certifi-
cación de gastos, que deberán haber sido rea-
lizados y efectivamente pagados con anterio-
ridad a la finalización del plazo de justificación 
de la subvención concedida. Dicha certifica-
ción se acompañará de las correspondientes 
facturas, justificantes de pago y demás docu-
mentos de valor probatorio equivalente con 
validez en el tráfico jurídico mercantil o con 
eficacia administrativa, que procedan en cada 
caso, de conformidad con lo establecido en el 
artículo 108 de la Ley 5/1983, de 19 de julio, Ge-
neral de la Hacienda Pública de la Comunidad 
Autónoma de Andalucía. 

3. La acreditación de los gastos también podrá 
efectuarse mediante facturas electrónicas, 
siempre que cumplan los requisitos exigidos 
para su aceptación en el ámbito tributario. 

4. Cuando las actividades subvencionadas 
hayan sido financiadas, además de con la 
subvención, con fondos propios u otras sub-
venciones o recursos, se deberá acreditar 
en la justificación el importe, procedencia y 
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aplicación de tales fondos a las actividades 
subvencionadas. 

5. El beneficiario, en el momento de la justifi-
cación, agrupará los gastos derivados, según 
los conceptos subvencionables mencionados 
en el artículo3 de esta Orden, respetando, en 
todo caso, la cuantía concedida en la resolu-
ción de concesión. 

6. En caso de subcontratación al que se refiere 
el artículo 16.1 las facturas que emitan los sub-
contratistas deberán contener un desglose 
suficiente para identificar las actividades por 
las que se imputan gastos. 

7. No se podrá proponer el pago de subvencio-
nes a empresas que no hayan justificado en 
tiempo y forma las subvenciones concedidas 
con anterioridad con cargo al mismo progra-
ma presupuestario por el Servicio Andaluz de 
Empleo, sin perjuicio de que el órgano conce-
dente o el competente para proponer el pago 
puedan exceptuar tal limitación mediante 
resolución motivada y cuando concurran cir-
cunstancias de especial interés social. 

8. A efectos de justificación, todas las factu-
ras o documentos originales, que hayan sido 
presentadas por los beneficiarios, deberán ir 
selladas o estampilladas de modo que permita 
el control de la concurrencia de las ayudas. 

9. El importe definitivo de la actividad se liqui-
dará aplicando al coste de la actividad efecti-
vamente realizada por la entidad beneficiaria, 
conforme a la justificación presentada, el 
porcentaje de financiación establecido en la 
resolución de concesión, sin que, en ningún 
caso, pueda sobrepasar su cuantía el importe 
autorizado en la citada resolución. 

10. La liquidación económica de las subven-
ciones concedidas se realizará, además, aten-
diendo a: 

a) En el caso de liquidación de cada acción 
formativa subvencionada se realizará sobre 

el número de horas impartidas y el número 
de participantes que hayan finalizado la for-
mación, entendiendo por finalizados aquellos 
que hayan realizado al menos el 75% de los 
controles de seguimiento del aprendizaje pre-
viamente establecidos. 
b) En el caso de material didáctico, entrega del 
producto final íntegro en los términos esta-
blecidos en la resolución de concesión. 

Artículo 19. Seguimiento, control y evaluación. 
1. El Servicio Andaluz de Empleo realizará 
el seguimiento y control de los proyectos 
subvencionados, con el fin de comprobar el 
desarrollo y verificar el cumplimiento de las 
condiciones y requisitos de ejecución de los 
mismos. Sin perjuicio de los controles que se 
puedan realizar por la Cámara de Cuentas de 
Andalucía y por la Intervención General de la 
Junta de Andalucía. 

2. A tal efecto, la entidad emitirá informes 
intermedios y un informe técnico final del 
proyecto, donde, al menos, se describirá la 
ejecución del proyecto según lo planificado, 
las incidencias del mismo y su impacto sobre 
el empleo y la inserción laboral. 

3. Para los proyectos que contengan acciones 
formativas ya los efectos de su seguimiento, 
se establece, que la entidad deberá presentar, 
además, para cada acción formativa, incluida 
en su caso la fase de prácticas profesionales: 

a) Comunicación del inicio de cada acción 
dónde se reflejará, datos identificativos de 
la entidad, del expediente, y del curso, tales 
como relación de material didáctico y equipo, 
profesorado, perfil del alumnado, proceso de 
captación y selección del alumnado, contenido 
del curso, controles de seguimiento del apren-
dizaje, convocatoria del curso y, en su caso, 
centro de impartición. 
b) Comunicación de los datos del proceso de cap-
tación y selección del alumnado, de las inciden-
cias que pudieran producirse durante el curso. 
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c) Comunicación de la finalización del curso, 
con la relación de alumnos finalizados y, en 
su caso, los correspondientes certificados de 
participación. 
Dichas comunicaciones se realizarán en los 
modelos y formatos que a tal efecto se esta-
blezcan. 
La entidad deberá facilitar una clave de acce-
so, como supervisor, a la plataforma de tele-
formación y a la acción formativa subvencio-
nada y alojada en dicha plataforma. 

Artículo 20. Revisión y modificación de las 
ayudas. 
1. Toda alteración de las condiciones tenidas en 
cuenta para la concesión de la ayuda y, en todo 
caso, la obtención concurrente de ayudas o 
subvenciones otorgadas por otras Administra-
ciones o entes públicos o privados, nacionales 
o internacionales, podrá dar lugar a la modifi-
cación de la resolución de concesión, conforme 
establece el artículo 110 de la Ley 5/1983, de 19 
de julio, General de la Hacienda Pública de la 
Comunidad Autónoma de Andalucía. 

2. Podrán dar lugar a la modificación de la reso-
lución de concesión de las subvenciones las si-
guientes circunstancias, previa solicitud debida-
mente motivada y acreditada por el beneficiario: 

a) El cambio de acciones subvencionadas por 
otras de similares características. 
b) La modificación de plazos de ejecución y 
justificación. 
c) La modificación del desglose presupuesta-
rio del importe total subvencionado entre las 
diferentes acciones, siempre y cuando sea pre-
supuestariamente posible y no suponga incre-
mento de la cuantía inicialmente concedida. 

Artículo 21. Reintegro de las ayudas. 
1. Procederá el reintegro de las cantidades 
percibidas y la exigencia del interés de demora 
desde el momento del pago de la ayuda hasta 
la fecha en que se acuerde la procedencia del 
reintegro, en los siguientes casos: 

a) Obtención de la subvención falseando las 
condiciones requeridas para ello u ocultando 
aquellas que lo hubieran impedido. 
b) Incumplimiento total o parcial del objetivo, 
de la actividad, del proyecto o a la no adopción 
del comportamiento que fundamentan la con-
cesión de la subvención. 
c) Incumplimiento de la obligación de justifica-
ción o la justificación insuficiente. 
d) Incumplimiento de la obligación de adoptar 
las medidas de difusión. 
e) Resistencia, excusa, obstrucción o negativa 
a las actuaciones de comprobación y control 
financiero previstas en el Título VIII de la Ley 
5/1983, de 19 de julio, General de la Hacienda 
Pública de la Comunidad Autónoma de An-
dalucía, así como el incumplimiento de las 
obligaciones contables, registrales o de con-
servación de documentos cuando de ello se 
derive la imposibilidad de verificar el empleo 
dado a los fondos percibidos, el cumplimiento 
del objetivo, la realidad y regularidad de las 
actividades subvencionadas, o la concurrencia 
de subvenciones, ayudas, ingresos o recursos 
para la misma finalidad, procedentes de cua-
lesquiera Administraciones o entes públicos o 
privados, nacionales, de la Unión Europea o de 
organismos internacionales. 
f) Incumplimiento de las obligaciones impues-
tas por la Administración a los beneficiarios, 
así como de los compromisos por estos asu-
midos, con motivo de la concesión de la sub-
vención, siempre que afecten o se refieran al 
modo en que se han de conseguir los objetivos, 
realizar la actividad, ejecutar el proyecto o 
adoptar el comportamiento que fundamenta 
la concesión de la subvención. 
g) Incumplimiento de las obligaciones impues-
tas por la Administración a los beneficiarios, así 
como de los compromisos por estos asumidos, 
con motivo de la concesión de la subvención, 
distintos de los anteriores, cuando de ello se 
derive la imposibilidad de verificar el empleo 
dado a los fondos percibidos, el incumplimien-
to del objetivo, la realidad y regularidad de las 
actividades subvencionadas, o la concurrencia 
de subvenciones, ayudas, ingresos o recursos 
para la misma finalidad, procedente de cua-
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lesquiera Administraciones o entes públicos o 
privados, nacionales, de la Unión Europea o de 
organismos internacionales. 
h) La adopción, en virtud de lo establecido en 
los artículos 87a 89 del Tratado de la Unión 
Europea, de una decisión de la cual derive una 
necesidad de reintegro. 

2. Será causa de reintegro cuando se produzca la 
invalidez de la resolución de concesión según lo 
establecido en el artículo 36 de la Ley 38/2003, 
17 de noviembre, General de Subvenciones. 

3. Asimismo, conforme al artículo 111 de la Ley 
5/1983, de 19 de julio, General de la Hacienda 
Pública de la Comunidad Autónoma de Anda-
lucía, procederá el reintegro del exceso obte-
nido sobre el coste de la actividad o proyecto 
desarrollado a través de la presente Orden. 

4. Las cantidades a reintegrar tendrán la consi-
deración de ingresos de derecho público, resul-
tando de aplicación para su cobranza lo previs-
to en el artículo 21 de la referida Ley 5/1983, de 
19 de julio, General de la Hacienda Pública de la 
Comunidad Autónoma de Andalucía. Igualmen-
te será de aplicación en materia de reintegro la 
normativa recogida en el artículo 33 de la Ley 
3/2004, de 28 de diciembre, de Medidas Tribu-
tarias, Administrativas y Financieras. 

5. Cuando el incumplimiento se aproxime de 
modo significativo al cumplimiento total y se 
acredite una actuación inequívocamente ten-
dente a la satisfacción de sus compromisos, la 
cantidad a percibir por la empresa beneficia-
ria o, en su caso, el importe a reintegrar vendrá 
determinado por la aplicación de los siguien-
tes criterios: 

a) El incumplimiento lo es únicamente de una 
o varias de las acciones contempladas indivi-
dualmente en la resolución de concesión, el 
importe a reintegrar será el que, para aquella 
acción o acciones concretas, se hubiese pre-
visto en la subvención. 
b) El incumplimiento se refiere únicamente a 
una parte de una de las acciones subvenciona-

das, y el importe de la subvención correspon-
diente a dicha parte no se haya diferenciado 
en la resolución de concesión, se calculará el 
porcentaje de minoración de la subvención, 
siguiendo el criterio de proporcionalidad. Para 
ello, se calculará el porcentaje de la acción no 
ejecutado y se aplicará a la subvención previs-
ta para dicha acción. 

Artículo 22. Publicidad. 
Las subvenciones concedidas al amparo de la 
presente Orden serán publicadas en el Boletín 
Oficial de la Junta de Andalucía de conformi-
dad con lo establecido en el artículo 18 de la 
Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General 
de Subvenciones y el artículo 32.1 de la Ley 
3/2004, de 28 de diciembre, de Medidas Tribu-
tarias, Administrativas y Financieras. 

Artículo 23. Régimen sancionador. 
Las infracciones administrativas cometidas 
en relación con las subvenciones reguladas en 
la presente Orden se sancionarán conforme a 
lo dispuesto en el Título IV de la Ley 38/2003, 
de 17 de noviembre, General de Subvenciones. 

Disposición Adicional Única. Protección de 
Datos. 
Toda la información y documentación gene-
rada a través de los procedimientos de con-
cesión de ayudas regulados en la presente 
norma, quedarán sometidas a la normativa 
vigente en materia de protección de datos. 

Disposición Transitoria Única. Plazo de con-
vocatoria ejercicio 2006. 
Excepcionalmente, para el ejercicio 2006, las 
solicitudes a las que se refiere la presente Or-
den se presentarán, en el plazo de 20 días na-
turales a contar desde la fecha de entrada en 
vigor de dicha Orden. El Anexo I estará dispo-
nible en la página Web del Servicio Andaluz de 
Empleo (www.Juntadeandalucia.es/servicio-
andaluzdeempleo) para su cumplimentación y 
remisión a través de Internet a la correspon-
diente dirección electrónica. 
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DISPOSICIONES FINALES 

Disposición Final Primera. Normativa aplicable. 
En lo no regulado expresamente en la presen-
te Orden se aplicará supletoriamente lo esta-
blecido en la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, 
General de Subvenciones; en el Capítulo I del 
Título III de la Ley 3/2004, de 28 de diciembre, 
de Medidas Tributarias, Administrativas y 
Financieras; en el Título VIII de la Ley 5/1983, 
de 19 de julio, General de la Hacienda Pública 
de la Comunidad Autónoma de Andalucía; el 
Decreto 254/2001, de 20 de noviembre, por 
el que se aprueba el Reglamento por el que 
se regulan los procedimientos para la conce-
sión de subvenciones y ayudas públicas por la 
Administración de la Junta de Andalucía y sus 
Organismos Autónomos y su Régimen Jurídi-
co y las leyes anuales del Presupuesto de la 
Comunidad Autónoma de Andalucía en cada 
ejercicio y durante su vigencia. 

Disposición Final Segunda. Habilitación para 
la ejecución y el desarrollo. 
Se autoriza al titular de la Dirección General 
de Formación para el Empleo del Servicio 
Andaluz de Empleo para adoptar las medidas 
necesarias para el desarrollo y ejecución de lo 
establecido en la presente Orden. 

Disposición Final Tercera. Entrada en vigor. 
La presente Orden entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Boletín Ofi-
cial de la Junta de Andalucía. 

Sevilla, 10 de mayo de 2006 
ANTONIO FERNANDEZ GARCIA 

Consejero de Empleo 
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P R E A M B U L O 

La creciente importancia que la Formación 
Profesional de los Recursos Humanos está 
adquiriendo en el marco de las políticas acti-
vas de empleo, como elemento dinamizador 
de la empleabilidad e inserción laboral para 
la creación de empleo estable, precisa esta-
blecer iniciativas que favorezcan y potencien 
desde la Administración andaluza, el desarro-
llo de una oferta formativa de calidad, que fa-
cilite una mayor y mejor adaptación entre las 
acciones de formación y las necesidades del 
mercado de trabajo. 

Es por ello que la Comunidad Autónoma An-
daluza ha desarrollado, en el ámbito com-
petencial de la Formación para el Empleo, el 
Programa de Consorcios Escuela de Forma-
ción para el Empleo que, respondiendo a unos 
criterios de calidad y eficiencia, constituye un 
modelo formativo de excelencia, mediante el 
que se da una respuesta integral a las deman-
das formativas de las actividades económi-
cas más relevantes del mercado laboral de la 
Comunidad Andaluza y se mejoran las oportu-
nidades de acceso al trabajo de la población 
desempleada. 

Desde el año 1991 la Junta de Andalucía, a tra-
vés de la Consejería de Empleo ha constitui-

do en colaboración con Entidades Locales 14 
Consorcios Escuela, que vienen a constituir 
la denominada «Red de Consorcios Escuela 
de Formación para el Empleo de la Junta de 
Andalucía». 

Los Centros así constituidos son Centros de 
Formación para el Empleo altamente especia-
lizados y orientados al desarrollo de un sec-
tor de la actividad económica singularmente 
relevante en el entorno geográfico en el que 
se ubican especializándose, por un lado, en 
sectores de la actividad económica tradicio-
nalmente relevantes en Andalucía como el 
mármol en Fines (Almería), la madera en Enci-
nas Reales y Villa del Río (Córdoba), la joyería 
en Córdoba, la artesanía en Gelves (Sevilla), la 
soldadura en San Fernando (Cádiz); la hostele-
ría y el turismo en toda Andalucía con centros 
en Islantilla (Huelva), Cádiz, Baeza (Jaén), Má-
laga, Benalmádena (Málaga) y Mijas (Málaga) 
o la rehabilitación del patrimonio histórico, 
artístico y cultural en Granada. 

Por otra parte, se han constituido dos Consor-
cios en actividades emergentes como son el 
medioambiente y el desarrollo sostenible y el 
sector de las Nuevas Tecnologías de la infor-
mación y la comunicación, situado el primero 
en Almonte (Huelva), y el segundo en el Parque 
Tecnológico de Andalucía, en Málaga. 

ORDEN de 10 de mayo 
de 2005, por la que 
se establecen las 
bases reguladoras y la 
convocatoria para el año 
2005 de las subvenciones 
destinadas a Consorcios 
Escuela de Formación para 
el Empleo participados por 
la Junta de Andalucía

IV. Normativa Consorcios Escuela de 
Formación para el Empleo
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Con la implantación de este modelo formati-
vo de excelencia, la Comunidad Autónoma An-
daluza viene a dar respuesta a uno de los ob-
jetivos de la Estrategia Europea del Empleo y 
del Plan Nacional de Acción para el Empleo, 
cual es el de ofrecer calidad y productividad 
en el trabajo mediante la incorporación de 
una mano de obra cada vez más cualificada y 
polivalente. 

El Plan Operativo Integrado de la Comunidad 
Autónoma de Andalucía, que se integra en el 
Marco Comunitario de Apoyo para las inter-
venciones estructurales en las regiones es-
pañolas del Objetivo núm. 1 del período 2000-
2006, aprobado por decisión de la Comisión 
de 29 de diciembre de 2000, prevé entre sus 
líneas de actuación el Eje 4B, cuya función es 
la de desarrollar políticas activas ofreciendo a 
los desempleados posibilidades de inserción 
y reinserción efectiva en el mercado laboral 
utilizando, en consonancia con la Estrategia 
Europea del Empleo, un enfoque preventivo, 
interviniendo especialmente en los colecti-
vos de jóvenes. Dentro de este Eje, la medida 
8B «Ofrecer vías de inserción profesional a 
los jóvenes», plantea entre sus actuaciones 
la creación de «Centros de Formación Profe-
sional Ocupacional altamente especializados 
y orientados al desarrollo de un sector de la 
actividad económica singularmente relevante 
en el entorno geográfico en el que se ubican». 

Otra de las medidas reguladas en el Plan Ope-
rativo Integrado de la Comunidad Autónoma 
de Andalucía es la medida 1A del Eje 4A «Cons-
trucción, reforma y equipamiento de centros 
educativos y de formación», que prevé entre 
sus actuaciones la mejora de las estructuras 
educativas y formativas soporte de la activi-
dad económica andaluza. 

Por otra parte, el modelo de Consorcios Es-
cuela de Formación para el Empleo responde 
plenamente a los objetivos planteados en 
materia de Formación por el VI Acuerdo de 
Concertación Social de Andalucía firmado el 
pasado 25 de enero de 2005. 

Las características propias de cada uno de 
los sectores de actividad en los que desarro-
llan la formación los Consorcios, su ubicación 
geográfica así como las virtudes que ha veni-
do demostrando el desarrollo de este modelo 
formativo, singular en todo el territorio nacio-
nal, convierten al procedimiento ordinario de 
concesión de subvenciones mediante la com-
paración entre las solicitudes y su prelación, 
en un procedimiento muy difícil de llevar a la 
práctica, ya que la actividad formativa desa-
rrollada por cada uno de los Consorcios está 
perfectamente adaptada a las carencias y 
necesidades de formación del sector respec-
tivo, sin que sea posible su comparación con 
el resto. 

En este contexto, se ha optado como procedi-
miento de concesión por el establecido en el 
artículo 31.1 párrafo segundo de la Ley 3/2004, 
de 28 de diciembre, de Medidas Tributarias, 
Administrativas y Financieras, en el que se 
contempla la posibilidad de conceder, a solici-
tud del interesado, subvenciones en atención 
a la mera concurrencia de una determinada si-
tuación en el perceptor, sin que sea necesario 
establecer en tales casos la comparación de 
solicitudes ni la prelación entre las mismas. 

La presente Orden viene a dar respuesta a las 
necesidades de agilidad y eficiencia adminis-
trativa en los procedimientos de concesión 
de subvenciones a los Consorcios Escuela de 
Formación para el Empleo, con el objeto de 
mejorar la eficacia de los recursos aplicados al 
Programa y favorecer el desarrollo territorial 
del modelo formativo de Consorcios Escuela 
en la Comunidad Autónoma de Andalucía. 

Por todo ello, previa consulta al Consejo Anda-
luz de Formación Profesional y en virtud de lo 
establecido en el artículo 107 de la Ley 5/1983, 
de 19 de julio de la Hacienda Pública de la Co-
munidad Autónoma de Andalucía, y a propues-
ta de la Dirección General de Formación para 
el Empleo del Servicio Andaluz de Empleo, 
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D I S P O N G O 

CAPÍTULO I 
DISPOSICIONES GENERALES 

Artículo 1. Objeto. 
La presente Orden tiene por objeto establecer 
las bases reguladoras y la convocatoria para la 
concesión de subvenciones a los Consorcios 
Escuela de Formación para el Empleo para el 
desarrollo de proyectos formativos y/o de in-
versiones en infraestructuras. 

Artículo 2. Beneficiarios. 
1. Podrán ser beneficiarios de las subvenciones 
reguladas en la presente Orden los Consor-
cios constituidos entre la Junta de Andalucía, 
a través de la Consejería de Empleo, y alguna 
Corporación Local en los que la Junta de Anda-
lucía tenga una participación mayoritaria y cuyo 
principal objetivo sea la gestión de un Centro de 
Formación para el Empleo, altamente especiali-
zado y orientado al desarrollo de un sector de la 
actividad económica singularmente relevante 
en el entorno geográfico en el que se ubican o un 
sector emergente en la economía andaluza. 

2. Los Consorcios integrantes de la Red de 
Consorcios Escuela de Formación para el 
Empleo de la Junta de Andalucía, que pueden 
solicitar las subvenciones previstas en la pre-
sente Orden son los relacionados en el Anexo I 
a la presente Orden. 

Artículo 3. Proyectos subvencionables. 
Los proyectos subvencionables con cargo a 
esta Orden pueden ser: 

1. Proyectos de Formación para el Empleo. 
Se financiarán los Proyectos formativos que 
desarrollen los Centros formativos de los 
Consorcios, pudiendo incluir tanto acciones 
formativas como acciones de acompañamien-
to a la formación y programas de prácticas en 
empresas. 

Serán subvencionables asimismo otras activi-
dades formativas organizadas por los solici-
tantes, tales como: 

-Jornadas y seminarios. 
-Becas a los alumnos. 
-Programas de Formación y Perfeccionamien-
to de Formadores. 
Acciones de especialización y adaptación de 
trabajadores en activo en aquellos sectores 
de actividad económica en que se haya espe-
cializado el Centro Formativo. 
Acciones de investigación, experimentación y 
desarrollo de metodologías innovadoras apli-
cadas a los procesos formativos. 
-Elaboración de material didáctico. 
-Cualquier otra destinada a la mejora de la 
calidad de la formación impartida por el Con-
sorcio. 

2. Proyectos de Inversión. Se financiarán pro-
yectos destinados a la adquisición, construc-
ción, mejora y equipamiento de los Centros 
Formativos de los Consorcios. 

Artículo 4. Conceptos subvencionables. 
Se considerarán gastos subvencionables 
aquéllos que de manera indubitada respondan 
a la naturaleza de la actividad subvencionada 
y se realicen dentro del plazo previsto en la 
presente orden. 

En concreto, se considerarán subvencionables 
los siguientes conceptos: 

1. En los Proyectos de Formación para el Empleo: 

-Los costes salariales del personal docente 
y de apoyo, así como los costes del personal 
técnico, de coordinación y dirección, incluyen-
do, así mismo, los costes de seguridad social a 
cargo del empleador. 
-Medios y materiales didácticos y de consumo 
para la formación. 
-Material de oficina. 
-Los costes de desplazamiento, alojamiento 
y manutención del alumnado en el desarrollo 
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de Programas de Prácticas tanto nacionales 
como transnacionales. 
-Gastos de difusión y publicidad. 
-Gastos de desplazamiento para la formación. 
-Gastos generales. En el caso de gastos gene-
rales, éstos serán subvencionables a condi-
ción de que correspondan a costes reales de 
ejecución de las acciones subvencionadas y 
se asignen a prorrata a las mismas con arreglo 
a un método justo y equitativo debidamente 
justificado. 
-Alquiler de equipos, maquinarias e instalacio-
nes. 
-Seguros del alumnado y de responsabilidad 
civil. 
-Los gastos de asesoría, los gastos notariales 
y los gastos periciales para la realización del 
proyecto subvencionado y los de administra-
ción específicos si están directamente rela-
cionados con la actividad subvencionada y son 
indispensables para la adecuada preparación 
o ejecución de la misma. 
-Otros gastos de funcionamiento necesarios 
para el desarrollo de los proyectos de forma-
ción, siempre que cuenten con la autorización 
del Servicio Andaluz de Empleo de la Conseje-
ría de Empleo. 

En ningún caso serán susceptibles de financia-
ción con cargo a esta modalidad de ayuda los 
siguientes conceptos: 

La adquisición en propiedad de inmuebles, ins-
talaciones, maquinarias o equipos. 

2. En los Proyectos de Inversión. 

-Edificaciones. 
-Inversiones destinadas al acondicionamiento 
de los Centros Formativos. 
Gastos de adquisición de mobiliario y material 
de oficina inventariable, maquinaria y utillaje. 
Gastos de equipamiento informático, telemá-
tico y de comunicaciones. 

-Los gastos notariales y los gastos periciales 
para la realización del proyecto subvencio-
nado y los de administración específicos si 

están directamente relacionados con la ac-
tividad subvencionada y son indispensables 
para la adecuada preparación o ejecución de 
la misma. 

3. Gastos no subvencionables: 
-En ningún caso serán gastos subvencionables 
en ninguna de las dos modalidades objeto de 
subvención los siguientes conceptos: 
-Intereses, recargos y sanciones administrati-
vas y penales. 
- Los gastos de procedimientos judiciales. 
- Los gastos financieros y los gastos regis-
trales. 

Se considerará gasto realizado el que haya 
sido efectivamente pagado con anterioridad a 
la finalización del período de justificación es-
tablecido en la resolución de concesión. 

Artículo 5. Cuantía de las subvenciones. 
La cuantía de las subvenciones reguladas en 
esta Orden podrá alcanzar hasta el 100% del 
presupuesto aprobado para el desarrollo y eje-
cución de la actividad objeto de subvención. 

La concesión de subvención estará limitada 
por las disponibilidades presupuestarias exis-
tentes, pudiéndose adquirir compromisos de 
carácter plurianual, de acuerdo con lo previsto 
en el artículo 39 de la Ley 5/1983 General de 
la Hacienda Pública de la Comunidad Autóno-
ma de Andalucía, de 19 de julio (publicada en el 
BOJA núm. 59, de 26 de julio de 1983) y en la 
normativa de desarrollo. 

El importe de las subvenciones concedidas, 
en aplicación de la presente Orden, en nin-
gún caso podrá ser de tal cuantía que, sólo o 
en concurrencia con subvenciones de otras 
Administraciones Públicas o de otros Entes 
Públicos o privados, nacionales o internacio-
nales, sea superior al coste de la actividad a 
desarrollar por el beneficiario. 
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CAPÍTULO II 
COFINANCIACIÓN DE FONDOS EUROPEOS 

Artículo 6. Cofinanciación del Fondo Social 
Europeo y del Fondo Europeo de Desarrollo 
Regional. 
Los proyectos formativos podrán ser cofinan-
ciados por el Fondo Social Europeo, siendo 
en dicho supuesto la participación de dicho 
Fondo del 70%, mientras que los proyectos 
de inversión podrán ser cofinanciados con 
fondos procedentes en un porcentaje del 70% 
del Fondo Europeo de Desarrollo Regional. 
En ambos supuestos, el Servicio Andaluz de 
Empleo aportará mediante fondos propios el 
resto de cofinanciación. 

Asimismo, tanto los proyectos formativos 
como los de inversión podrán ser financiados 
íntegramente con fondos propios del Servicio 
Andaluz de Empleo. 

CAPÍTULO III 
INICIACIÓN DEL PROCEDIMIENTO 

Artículo 7. Solicitudes, plazo y lugar de 
presentación. 
1. Las solicitudes, que deberán ser dirigidas al 
Presidente del Servicio Andaluz de Empleo, 
serán debidamente formuladas, firmadas y 
selladas por la persona que según lo estable-
cido en los estatutos del Consorcio ostente 
la representación legal del mismo. Dichas so-
licitudes irán formuladas conforme al modelo 
normalizado que se recoge en Anexo II, que 
también estará disponible en la página web 
del Servicio Andaluz de Empleo www.Junta-
deandalucia.es/servicioandaluzdeempleo. 

2. Las solicitudes se presentarán, en el plazo de 
veinte días naturales a contar desde el día de 
entrada en vigor de la presente Orden, en el Re-
gistro General del Servicio Andaluz de Empleo, 
sito en Avenida Hytasa, núm. 14, de Sevilla, sin 
perjuicio de lo dispuesto en el artículo 38.4 de la 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 

Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común. 

Artículo 8. Documentación que acompañará a 
la solicitud. 
Las solicitudes de participación se acompaña-
rán de la siguiente documentación administra-
tiva y técnica. 

1. Documentación administrativa: 
a) Documentación acreditativa de la persona-
lidad del solicitante: 
Copia compulsada de la Tarjeta de Identifica-
ción Fiscal. 
Copia compulsada de los Estatutos del Con-
sorcio. 

-Copia compulsada de la Orden de designación 
o delegación de la persona que represente al 
Consorcio como entidad solicitante. 
La compulsa de la documentación podrá reali-
zarse en el modo previsto en el artículo 38.5 de 
la Ley 30/1992, de 30 de noviembre de Régi-
men Jurídico de las Administraciones Públicas 
y Procedimiento Administrativo Común. 
b) Declaración responsable de haber solici-
tado u obtenido o no, según proceda, otras 
subvenciones públicas para la misma finalidad 
y ejercicio, procedentes de otras Administra-
ciones o Entes públicos o privados, nacionales 
o internacionales, señalando entidad conce-
dente e importe. 
c) Declaración responsable acreditativa de 
que el solicitante no está incurso en ninguna 
de las causas de prohibición para obtener la 
condición de beneficiario, de conformidad con 
lo previsto en el artículo 19 l) de la presente 
Orden. 
d) Original de certificación de titularidad de 
número de cuenta bancaria. 
2. Documentación técnica: 
La solicitud de subvenciones irá acompañada 
de una Memoria descriptiva del Proyecto a 
subvencionar en la que aparecerá al menos la 
siguiente información: 

Trayectoria y experiencia del solicitante en el 
desarrollo de proyectos similares. Además se 
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acompañara del Proyecto Formativo o de Inver-
sión con, al menos, los siguientes apartados: 

1. Para las subvenciones de formación: 
-Denominación del proyecto formativo. 
-Descripción detallada del proyecto en el que 
se haga constar al menos: 
Colectivo al que se dirige y número de partici-
pantes indicando si son desempleados u ocu-
pados, así como la edad y el perfil requerido. 
Descripción de las acciones formativas a im-
partir para las cuales se detallarán los objeti-
vos, los contenidos, la duración, el profesora-
do, el sistema de seguimiento y evaluación, 
el período de prácticas en empresas en su 
caso, así como cualquier otra información de 
relevancia. 
Descripción del equipo de trabajo que desa-
rrollará el proyecto (perfiles, competencias, 
experiencia en la materia y dedicación al pro-
yecto)
Descripción de las instalaciones y el equipa-
miento con el que cuenta el Centro donde se 
va a desarrollar el proyecto objeto de subven-
ción. 
-Planificación del proyecto a ejecutar, con 
indicación de la duración total del mismo, así 
como sus fases y las fechas previstas de desa-
rrollo de cada una de ellas. 
-Coste del proyecto o acción debidamente 
desglosado por conceptos. 

2. Para las subvenciones de inversiones: 
-Denominación del proyecto. 
-Descripción del proyecto de inversiones. Ob-
jeto de las obras, antecedentes y situación 
previa a las mismas, las necesidades a satisfa-
cer y la justificación de la solución adoptada, 
detallándose los factores de todo orden a te-
ner en cuenta. 
-En el caso de que sea una obra y ésta lo re-
quiera se acompañará de proyecto básico fir-
mado por un técnico competente. 
-Planificación del proyecto a ejecutar, con indi-
cación de la duración total del mismo, así como 
sus fases y fechas previstas de desarrollo. 
-Coste del proyecto o acción debidamente 
desglosado por conceptos. 

CAPÍTULO IV 
INSTRUCCIÓN DEL PROCEDIMIENTO 

Artículo 9. Estudio de las solicitudes. Sub-
sanación y mejora. 
1. Una vez recibidas las solicitudes y documen-
tación en la Dirección General de Formación 
para el Empleo del Servicio Andaluz de Empleo, 
se comprobará que las solicitudes y documen-
tación presentadas se han realizado de confor-
midad con lo requerido en la presente Orden, 
procediendo, en caso contrario, a requerir al 
interesado para que, en un plazo de diez días, 
subsane las faltas o acompañe los documen-
tos preceptivos, con indicación de que, si así no 
lo hiciera, se le tendrá por desistido de su peti-
ción, previa resolución que deberá ser dictada 
de acuerdo con lo establecido en los términos 
previstos en el artículo 42 de la Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimien-
to Administrativo Común, todo ello en relación 
con el artículo 71 de la misma norma. 

2. El Servicio Andaluz de Empleo podrá re-
querir a los solicitantes la información y do-
cumentación complementaria que considere 
necesaria para la resolución del procedimien-
to de concesión de subvenciones reguladas en 
la presente Orden. 

Artículo 10. Valoración Técnica de las solicitudes. 
1. El Servicio de Análisis y Planificación de la 
FPO de la Dirección General de Formación 
para el Empleo del Servicio Andaluz de Em-
pleo procederá a la valoración técnica de las 
solicitudes que reúnan los requisitos exigidos 
en la convocatoria para cada tipo de proyecto 
objeto de subvención, proponiendo la denega-
ción de aquéllas que no lo cumplan. 

2. La valoración técnica de los proyectos se 
realizará por dicho Servicio en base a la consi-
deración de los siguientes criterios: 

2.1. Proyectos de Formación: 
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Se valorarán los proyectos de formación te-
niendo en cuenta los siguientes criterios de 
valoración: 
a) La capacidad del solicitante para el desa-
rrollo del proyecto formativo, para lo cual se 
tendrá en cuenta los Recursos Humanos y ma-
teriales previstos para su ejecución. 
b) La calidad del Plan Formativo propuesto. 
Se valorarán los siguientes aspectos: 
-Los contenidos del Programa Formativo. 
-La metodología. 
-El perfil del personal docente y el equipo de 
trabajo. 
-El sistema de seguimiento y evaluación de las 
acciones formativas 
La idoneidad de las instalaciones y medios di-
dácticos de que dispone el centro para impar-
tir la formación. 
La adecuación de las especialidades propues-
tas a la demanda de la actividad económica 
más relevante del entorno geográfico en el 
que se ubique el Centro. 

c) El presupuesto del Proyecto. 
Se valorará la adecuación del presupuesto a 
las actividades a desarrollar. 
d) La introducción de uno o varios de los si-
guientes parámetros que aporten un valor 
añadido al Proyecto Formativo: 
-Introducción en el itinerario formativo de 
módulos relativos a Nuevas Tecnologías de 
la Información y la Comunicación, Medio Am-
biente y/o idiomas. 
- Acceso del alumnado a un sistema de orien-
tación. 
-Implantación de un sistema de calidad en el 
Centro Formativo para el desarrollo de las 
acciones formativas. Asimismo, se valorará 
el compromiso medioambiental y, cuando 
así se exija normativamente, la inclusión de 
medidas complementarias de protección 
medioambiental. 
- La inclusión de un período de prácticas pro-
fesionales en empresas adecuadas a los con-
tenidos de la acción formativa. 

2.2. Proyectos de Inversión: 

Se valorarán los proyectos de inversión te-
niendo en cuenta los siguientes criterios: 
a) La necesidad de la inversión. 
Se considerará necesaria la inversión si se 
persigue alguno de los siguientes objetos: 
-Introducir maquinaria y/o material que per-
mita al centro formativo adaptarse para dar 
respuesta a los cambios tecnológicos de la 
actividad económica objeto de formación. 
-Adaptar las instalaciones mediante el pro-
yecto de mejora que se propone para mejorar 
la calidad de la formación impartida por el 
centro. 

Que la obra contribuya a la eliminación de ba-
rreras arquitectónicas. 

Que se trate de obras de primer estableci-
miento, reforma o gran reparación, de repara-
ción simple, o de conservación y mantenimien-
to en los términos establecidos por la Ley de 
Contratos de las Administraciones Públicas, 
necesarias para el adecuado cumplimiento de 
los fines del Consorcio. 
b) El coste del proyecto. 
Se valorará la adecuación entre el coste del 
proyecto y la inversión a realizar. 

Artículo 11. Determinación de las subvenciones. 
Una vez realizada la valoración técnica de las 
solicitudes, la subvención a otorgar a cada 
proyecto se calculará teniendo en considera-
ción el coste de los proyectos solicitados, la 
disponibilidad presupuestaria y el número de 
proyectos a financiar. 
Artículo 12. Propuesta de resolución. 
A la vista del expediente, de los resultados de 
la valoración técnica de los proyectos y de la 
determinación de la subvención como conse-
cuencia de la aplicación de lo establecido en 
los artículos 10 y 11 de la presente Orden, el 
Servicio de Análisis y Planificación de la FPO 
de la Dirección General de Formación para el 
Empleo del Servicio Andaluz de Empleo for-
mulará la propuesta de resolución motivada. 
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CAPÍTULO V 
TERMINACIÓN DEL PROCEDIMIENTO 

Artículo 13. Resolución. 
1. El titular de la Dirección General de For-
mación para el Empleo del Servicio Andaluz 
de Empleo, dictará y notificará la resolución 
procedente, actuando por delegación del ti-
tular de la Presidencia del Servicio Andaluz de 
Empleo, en el plazo de seis meses, que se com-
putarán desde la fecha de presentación de la 
solicitud en el registro del órgano competente 
para su tramitación. Transcurrido dicho plazo 
sin que se haya notificado resolución expresa, 
se podrá entender desestimada la solicitud 
de concesión de subvención, de conformidad 
con lo que establece el artículo 31.4.

o
 de la Ley 

3/2004, de 28 de diciembre, de Medidas Tribu-
tarias, Administrativas y Financieras. 

2. La resolución de concesión contendrá como 
mínimo los extremos siguientes: 

a) Indicación del beneficiario, de la actividad a 
realizar y del plazo de ejecución con expresión 
del inicio del cómputo del mismo. 
b) La cuantía de la subvención, la aplicación 
presupuestaria del gasto y, si procede, su 
distribución plurianual de acuerdo con lo pre-
visto en el artículo 39 de la Ley General de la 
Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma 
de Andalucía, y en el Decreto 44/1993, de 20 
de abril. En el supuesto de que se trate de una 
actividad, el presupuesto subvencionado y el 
porcentaje de ayuda con respecto al presu-
puesto aceptado. 
c) En el supuesto de que se subvencionen ac-
ciones claramente diferenciadas, en la Resolu-
ción se distinguirá qué parte de la Subvención 
total corresponde a cada una de las Acciones, 
detallando, en la medida de lo posible, para 
cada acción la cuantía de los diferentes con-
ceptos subvencionables. 
d) La forma y secuencia del pago y los requisi-
tos exigidos para su abono de acuerdo con lo 
establecido en la presente Orden. 
e) Las condiciones que se impongan al benefi-
ciario. 

f) Plazo y forma de justificación por parte del 
beneficiario del cumplimiento de la finalidad 
para la que se concede la subvención y de la 
aplicación de los fondos recibidos, de acuerdo 
con lo establecido en la presente Orden. 
g) La participación, cuando proceda, de la 
Unión Europea en la cofinanciación de las sub-
venciones concedidas, y en su caso, la cuantía 
o porcentaje de subvención aportada por el 
instrumento comunitario que corresponda. 

3. En la notificación de concesión de subven-
ción a los beneficiarios se señalará, cuando 
proceda, que la Unión Europea participa en la 
financiación de la misma y, en su caso, se indi-
cará la cuantía o el porcentaje de la subven-
ción aportada por el instrumento comunitario 
que corresponda. 

4. La resolución dictada pondrá fin a la vía ad-
ministrativa, frente a la misma podrá interpo-
nerse recurso contencioso-administrativo en 
la forma y plazos previstos por la Ley 29/1998, 
de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción 
Contenciosa-Administrativa, sin perjuicio de 
interponer recurso potestativo de reposición 
conforme lo dispuesto en los artículos 116 y 
117 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Pú-
blicas y del Procedimiento Administrativo Co-
mún, conforme a la nueva redacción dada por 
la Ley 4/1999, de 13 de enero. 

CAPÍTULO VI 
PAGO, JUSTIFICACIÓN, EJECUCIÓN Y SUB-
CONTRATACIÓN DEL PROCEDIMIENTO 

Artículo 14. Pago y justificación de las 
subvenciones. 
1. El pago de las subvenciones reguladas en la 
presente Orden se ordenará en las siguientes 
fases: 
El 75% de la subvención se abonará, en con-
cepto de anticipo, a la firma de la resolución 
de concesión. 
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El 25% restante se abonará previa justifica-
ción del importe total anticipado. 

2. La Dirección General de Formación para 
el Empleo del Servicio Andaluz de Empleo, 
será el órgano responsable del control de la 
justificación administrativa y económica de 
las acciones y de los gastos realizados por el 
beneficiario en el desarrollo de los proyectos 
subvencionados. 

3. A los efectos de justificación de las sub-
venciones concedidas, el beneficiario deberá 
presentar la cuenta justificativa del gasto 
realizado con anterioridad a la finalización del 
plazo de justificación. Dicha cuenta se presen-
tará acompañada de declaración expedida por 
el Interventor del Consorcio u órgano similar 
en la que quede constancia de las actividades 
realizadas que hayan sido financiadas con la 
subvención concedida y su coste, así como el 
desglose de cada uno de los gastos incurridos. 

4. Los gastos se acreditarán mediante la pre-
sentación de facturas, justificantes de pago y 
demás documentos de valor probatorio equi-
valente con validez en el tráfico jurídico mer-
cantil o con eficacia administrativa. 

Los documentos originales justificativos del 
gasto, y su correspondiente copia, deberán 
ser remitidos al órgano concedente, al objeto 
de su validación y estampillado que permita el 
control de la concesión de las subvenciones en 
los posteriores controles realizados por los 
órganos competentes. 

5. La acreditación de los gastos también podrá 
efectuarse mediante facturas electrónicas, 
siempre que cumplan los requisitos exigidos 
para su aceptación en el ámbito tributario. 

6. El plazo de justificación de los proyectos 
objeto de subvención será como máximo de 
seis meses desde la finalización del plazo de 
ejecución establecido para la realización de la 
actividad objeto de subvención. 

7. En el plazo de seis meses desde la recepción 
de cada uno de los abonos de la subvención, el 
Consorcio deberá remitir a la Dirección General 
de Formación para el Empleo del Servicio Anda-
luz de Empleo Certificado expedido por el Inter-
ventor del Consorcio u órgano similar, en el que 
se hará constar que la subvención ha sido ingre-
sada en su contabilidad, con especificación del 
número de asiento contable practicado. 

8. En caso de subcontratación de alguna activi-
dad para el desarrollo del proyecto, las facturas 
que emitan los subcontratistas deberán conte-
ner un desglose suficiente para identificar las 
actividades por las que se imputan gastos. 

9. Cuando las actividades hayan sido financia-
das además de con la subvención, con fondos 
propios u otras subvenciones o recursos, de-
berá acreditarse en la justificación el importe, 
procedencia y aplicación de tales fondos a las 
actividades subvencionadas. 

Artículo 15. Plazo de ejecución de los proyec-
tos. 
Los proyectos que se financien con cargo a las 
subvenciones reguladas en la presente Orden 
tendrán como plazo de ejecución el establecido 
en la Resolución de concesión correspondiente. 

No obstante, y siempre que existan causas 
motivadas que lo justifiquen y previa autoriza-
ción de la Dirección General de Formación para 
el Empleo del Servicio Andaluz de Empleo, po-
drán subvencionarse proyectos ya iniciados a 
la fecha de la resolución de concesión. 

Artículo 16. Ejecución de los proyectos. 
Las subvenciones otorgadas se destinarán a 
la realización de los proyectos en los términos 
establecidos en la Resolución. Su percepción 
y cuantía quedarán sujetas al cumplimiento de 
cuantos requisitos, condiciones y obligaciones 
correspondan al beneficiario de conformidad 
con lo regulado en esta Orden y demás norma-
tiva de aplicación. 
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Artículo 17. Subcontratación de los proyectos. 
1. El beneficiario podrá subcontratar con ter-
ceros hasta el 100% de la actividad subven-
cionada. 

En este caso, y siempre que la actividad con-
certada con terceros exceda del 20% del im-
porte de la subvención y dicho importe sea 
superior a 60.000 euros, la subcontratación 
se someterá a los siguientes requisitos: 

a) Que el contrato se haya celebrado por es-
crito. 
b) Que el titular de la Dirección General de For-
mación para el Empleo del Servicio Andaluz de 
Empleo autorice expresamente por escrito di-
cha subcontratación. 
En ningún caso podrá fraccionarse un contrato 
con el objeto de disminuir la cuantía del mismo 
y eludir el cumplimiento de este requisito. 

2. El beneficiario asumirá la total responsa-
bilidad de la ejecución de los proyectos sub-
vencionados frente a la Administración, de-
biendo asegurar, tanto el beneficiario como el 
contratista, el desarrollo satisfactorio de las 
funciones de los Organismos de seguimiento 
y control. 

3. Las entidades contratadas para la ejecución 
de los proyectos no podrán a su vez contratar 
con terceros aquello que es objeto del contra-
to suscrito con el beneficiario. 

4. En todo lo no establecido en los apartados 
anteriores, será de aplicación a los beneficia-
rios de la subvención las obligaciones recogi-
das en el artículo 29 de la Ley 38/2003, de 17 
de noviembre, General de Subvenciones. 

CAPÍTULO VII 
OBLIGACIONES DEL BENEFICIARIO, REINTE-
GRO Y PUBLICIDAD DEL PROCEDIMIENTO 

Artículo 18. Obligaciones de los beneficiarios. 
Los beneficiarios quedan obligados a: 

a) Realizar las actividades y proyectos que 
fundamente la concesión de la subvención en 
la forma y plazos establecidos en la Resolu-
ción de concesión. 
Los plazos de ejecución y justificación podrán 
ampliarse previa solicitud debidamente mo-
tivada y acreditada por el beneficiario, la cual 
deberá ser aceptada y autorizada, en su caso, 
y de forma expresa por la Dirección General 
de Formación para el Empleo. 
b) Justificar ante el órgano concedente el 
cumplimiento de los requisitos y condicio-
nes, así como la realización de la actividad y el 
cumplimiento de la finalidad que determinen 
la concesión de la subvención. 
c) Comunicar, en el momento que se produzca, 
a la Dirección General de Formación para el 
Empleo del Servicio Andaluz de Empleo, cual-
quier modificación, incidencia o alteración que 
se haya producido con respecto a lo declarado 
en la solicitud y en la documentación aportada, 
así como en elementos esenciales del proyec-
to o acción objeto de subvención, que puedan 
justificarse en circunstancias sobrevenidas a 
lo largo del ejercicio económico. 
d) Comunicar a la entidad concedente, en la 
forma indicada en el apartado anterior, la ob-
tención de otras subvenciones, ayudas, ingre-
sos y recursos que financien las actividades 
subvencionadas, procedentes de cualesquie-
ra Administración o Entes públicos o privados, 
nacionales o internacionales, así como las al-
teraciones de las condiciones tenidas en cuen-
ta para la concesión de la subvención. 
e) En el supuesto de adquisición, construcción, 
rehabilitación y mejora de bienes inventaria-
bles, el beneficiario deberá destinar los bie-
nes al fin concreto para el que se concedió la 
subvención, durante un período que no podrá 
ser inferior a cinco años en caso de bienes ins-
cribibles en un registro público, ni a dos años 
para el resto de bienes. 
En el caso de bienes inscribibles en un registro 
público, deberá hacerse constar en la escritu-
ra esta circunstancia, así como el importe de 
la subvención concedida, debiendo ser objeto 
estos extremos de inscripción en el registro 
público correspondiente. 
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f) Disponer de los libros contables, registros 
diligenciados y demás documentos debida-
mente auditados en los términos exigidos por 
la legislación aplicable al beneficiario, con la 
finalidad de garantizar el adecuado ejercicio 
de las facultades de comprobación y registro. 
g) El beneficiario de la subvención estará obli-
gado a conservar los justificantes de realiza-
ción del proyecto que fundamenta la conce-
sión de la subvención, así como de la correcta 
aplicación de los fondos recibidos, en tanto 
puedan ser objeto de las actuaciones de com-
probación y control. 
h) Someterse a las actuaciones que a conti-
nuación se indican: 

1. Actuaciones de comprobación a efectuar 
por la entidad concedente en relación con las 
subvenciones concedidas. 

2. Actuaciones de control financiero que pue-
dan realizar la Intervención General de la Junta 
de Andalucía y los órganos competentes, tan-
to nacionales como comunitarios, en relación 
con las subvenciones concedidas. 

3. Actuaciones de control previstas en la legis-
lación del Tribunal de Cuentas y de la Cámara 
de Cuentas de Andalucía, aportando cuanta 
información le sea requerida en el ejercicio de 
las mismas. 

4. Actuaciones de control que correspondan a 
la Dirección General de Fondos Europeos de la 
Consejería de Economía y Hacienda de la Jun-
ta de Andalucía, en relación con las subvencio-
nes concedidas. 

i) Hacer constar en toda información, publi-
cidad y difusión de los proyectos y acciones 
objeto de subvención, que la misma está sub-
vencionada por el Servicio Andaluz de Empleo, 
como Organismo Autónomo adscrito a la Con-
sejería de Empleo de la Junta de Andalucía. 
Asimismo, en los supuestos de las subven-
ciones que estén financiadas con fondos co-
munitarios, los beneficiarios deberán cumplir 

con las disposiciones que sobre información y 
publicidad se dicten por la Unión Europea. 

En este contexto, en todos los elementos in-
formativos y publicitarios elaborados por el 
beneficiario, la publicidad deberá ajustarse a 
lo descrito en el Manual de Diseño Gráfico de 
la Junta de Andalucía aprobado por el Decreto 
245/1997, de 15 de octubre (BOJA núm. 130, de 
8 de noviembre de 1997), modificado por el De-
creto 126/2002 de 17 de abril (BOJA núm. 49), 
así como en el Reglamento (CE) 1159/2000 de 
la Comisión de 30 de mayo de 2000 (DOCE 
núm. 130, de 31 de mayo de 2000). En cualquier 
caso, cualquier acción publicitaria deberá ser 
aprobada por la Dirección General de Forma-
ción para el Empleo del Servicio Andaluz de 
Empleo antes de su difusión. 
j) Al objeto de garantizar el efecto transferi-
ble de los proyectos subvencionados, el be-
neficiario de la subvención deberá ceder al 
Servicio Andaluz de Empleo, los derechos de 
explotación del material elaborado como re-
sultado del proyecto financiado, con reserva 
de los mismos a favor del beneficiario dentro 
de los términos establecidos por el Real De-
creto legislativo 1/1996, de 12 de abril, por el 
que se aprueba el Texto Refundido de la Ley 
de Propiedad Intelectual. 

La cesión de derechos anteriormente descrita 
se entenderá referida a los resultados o pro-
ductos de los proyectos subvencionados. No 
se podrá obtener beneficio económico alguno 
de la utilización ni del ejercicio de los derechos 
de explotación de los mismos. 
k) Acreditar con anterioridad a dictarse la 
propuesta de resolución de concesión, que se 
halla al corriente en el cumplimiento de sus 
obligaciones tributarias y frente a la Seguri-
dad Social, en la forma establecida reglamen-
tariamente. El cumplimiento de las obligacio-
nes ante la Seguridad Social se acreditará 
mediante la aportación del correspondiente 
certificado. 
La acreditación con anterioridad a dictarse la 
propuesta de resolución de concesión que en 
la forma que determine la Consejería de Eco-
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nomía y Hacienda de la Junta de Andalucía la 
inexistencia de deudas en período ejecutivo 
de cualquier otro ingreso de Derecho público 
de la Comunidad Autónoma de Andalucía. 
l) Proceder al reintegro de los fondos percibi-
dos en los supuestos contemplados en el artí-
culo 21 de la presente Orden. 
m) Los beneficiarios deberán atenerse a lo 
establecido en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 
de diciembre, de Protección de Datos de Ca-
rácter Personal, en cuanto al tratamiento de 
datos de carácter personal suministrados con 
ocasión del desarrollo de los proyectos. 

El beneficiario no resultará exonerado de las obli-
gaciones anteriormente mencionadas aunque el 
desarrollo de los proyectos resulte contratado 
con terceras personas físicas o jurídicas. 

Artículo 19. Prohibiciones para obtener la 
condición de beneficiario 
No podrán obtener la condición de beneficiario 
de las subvenciones reguladas en la presente 
Orden, las entidades en quienes concurra al-
guna de las circunstancias siguientes: 

a) Haber sido condenadas mediante sentencia 
firme a la pena de pérdida de la posibilidad de 
obtener subvenciones o ayudas públicas. 
b) Haber solicitado la declaración de concur-
so, haber sido declarados insolventes en cual-
quier procedimiento, hallarse declarados en 
concurso, estar sujetos a intervención judicial 
o haber sido inhabilitados conforme a la Ley 
Concursal sin que haya concluido el período 
de inhabilitación fijado en la sentencia de ca-
lificación del concurso. 
c) Haber dado lugar, por causa de la que hubie-
sen sido declarados culpables, a la resolución 
firme de cualquier contrato celebrado con la 
Administración. 
d) Estar incursa la persona que ostente la re-
presentación legal de los Consorcios Escuela, 
en alguno de los supuestos de la Ley 12/1995, 
de 11 de mayo, de Incompatibilidades de los 
Miembros del Gobierno de la Nación y de los 
Altos Cargos de la Administración General del 

Estado, de la Ley 53/1984, de 26 de diciembre, 
de Incompatibilidades del Personal al Servicio 
de las Administraciones Públicas, de la Ley 
5/1984, de 23 de abril, de Incompatibilidades 
de Altos Cargos de la Administración Andaluza 
o tratarse de cualquiera de los cargos electi-
vos regulados en la Ley Orgánica 5/1985, de 19 
de junio, del Régimen Electoral General, en los 
términos establecidos en la misma o en la nor-
mativa autonómica que regule estas materias. 
e) No hallarse al corriente en el cumplimiento 
de las obligaciones tributarias o frente a la 
Seguridad Social impuestas por las disposi-
ciones vigentes. 
f) Tener la residencia fiscal en un país o terri-
torio calificado reglamentariamente como 
paraíso fiscal. 
g) No hallarse al corriente de pago de obliga-
ciones por reintegro de subvenciones en los 
términos que reglamentariamente se deter-
minen. 
h) Haber sido sancionado mediante resolución 
firme con la pérdida de la posibilidad de ob-
tener subvenciones según la Ley 38/2003, de 
17 de noviembre, General de Subvenciones, la 
Ley General Tributaria o la Ley 5/1983, de 19 
de julio, General de la Hacienda Pública de la 
Comunidad Autónoma de Andalucía. 
i) Las prohibiciones contenidas en los anterio-
res apartados b), d), e), f) y g) se apreciarán de 
forma automática y subsistirán mientras con-
curran las circunstancias que, en cada caso, las 
determinen. 
j) Las prohibiciones contenidas en los citados 
apartados a) y h) se apreciarán de forma auto-
mática. El alcance de la prohibición será el que 
determine la sentencia o resolución firme. En 
su defecto, el alcance se fijará de acuerdo con 
el procedimiento determinado reglamentaria-
mente, sin que pueda exceder de cinco años en 
caso de que la prohibición no derive de senten-
cia firme. 
k) La apreciación y alcance de la prohibición 
contenida en el apartado c) del presente ar-
tículo se determinará de acuerdo con lo es-
tablecido en el artículo 21, en relación con el 
artículo 20.c) del Texto Refundido de la Ley 
de Contratos de las Administraciones Públi-
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cas, aprobado por el Real Decreto Legislativo 
2/2002, de 16 de junio. 
l) La justificación por parte de las personas o en-
tidades de no estar incursos en las prohibicio-
nes para obtener la condición de beneficiario, 
señaladas en los apartados anteriores, podrá 
realizarse mediante testimonio judicial, certi-
ficados telemáticos o transmisiones de datos, 
de acuerdo con lo establecido en la normativa 
reglamentaria que regule la utilización de téc-
nicas electrónicas, informáticas y telemáticas 
por la Administración General del Estado o de 
las Comunidades Autónomas, o certificación 
administrativa, según los casos, y cuando dicho 
documento no pueda ser expedido por la auto-
ridad competente, podrá ser sustituido por una 
declaración responsable otorgada ante una au-
toridad administrativa o notario público. 

Artículo 20. Revisión y minoración de las 
subvenciones. 
1. Toda alteración de las condiciones tenidas 
en cuenta para la concesión de la subvención y, 
en todo caso, la obtención concurrente de sub-
venciones otorgadas por otras Administracio-
nes o Entes públicos o privados, nacionales o 
internacionales, podrá dar lugar a la modifica-
ción de la Resolución de concesión, conforme 
establece el artículo 110 de la Ley 5/1983, de 19 
de julio, General de la Hacienda Pública de la 
Comunidad Autónoma de Andalucía. 

2. Podrán dar lugar a la modificación de la Re-
solución de concesión de la subvención las si-
guientes circunstancias: 

-El cambio de las acciones subvencionadas 
por otras de similares características. 
-La modificación de los plazos de ejecución y 
justificación. 
-La modificación del desglose del importe 
total subvencionado entre las diferentes ac-
ciones, siempre y cuando sea presupuestaria-
mente posible y no suponga incremento de la 
cuantía inicialmente concedida. 
-La impartición de alguna de las acciones 
subvencionadas en un Centro diferente al ini-

cialmente previsto, siempre y cuando cumpla 
con los requisitos de calidad exigibles para el 
desarrollo de la acción correspondiente. 

Artículo 21. Reintegro de las subvenciones. 
1. Procederá el reintegro de las cantidades 
percibidas y la exigencia del interés de demo-
ra desde el momento del pago de la subven-
ción hasta la fecha en que se acuerde la pro-
cedencia del reintegro en los casos previstos 
tanto en el artículo 112 de la Ley 5/1983, de 19 
de julio, General de la Hacienda Pública de la 
Comunidad Autónoma de Andalucía, como los 
recogidos en el artículo 37 de la Ley 38/2003, 
de 17 de noviembre, General de Subvenciones, 
los cuales se relacionan a continuación: 

a) Obtener la subvención sin reunir las condi-
ciones requeridas para ello. 
b) Incumplimiento de la finalidad para la que 
esta subvención es concedida. 
c) Incumplimiento de la obligación de justifi-
cación. 
d) Incumplimiento de las condiciones impues-
tas a los beneficiarios con motivo de la conce-
sión de la subvención. 
e) La negativa u obstrucción a las actuaciones 
de control, establecidas en el artículo 85 bis 
de la Ley 5/1983, de 19 de julio, General de la 
Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma 
de Andalucía. 
f) Incumplimiento de las normas medioam-
bientales al realizar el objeto de la subvención. 
En este supuesto, la tramitación del expedien-
te de reintegro exigirá previamente que haya 
recaído resolución administrativa o judicial 
firme, en la que quede acreditado el incum-
plimiento por parte del beneficiario de las 
medidas en materia de protección del medio 
ambiente a las que viniere obligado. 
g) Incumplimiento de la obligación de adoptar 
las medidas de difusión contenidas en el apar-
tado 4 del artículo 18 de la Ley 38/2003, de 17 
de noviembre, General de Subvenciones. 
h) Resistencia, excusa, obstrucción o negativa 
a las actuaciones de comprobación y control 
financiero previstas en los artículos 14 y 15 de 
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la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General 
de Subvenciones, así como el incumplimiento 
de las obligaciones contables, registrales o de 
conservación de documentos cuando de ello se 
derive la imposibilidad de verificar el empleo 
dado a los fondos percibidos, el cumplimien-
to del objetivo, la realidad y regularidad de las 
actividades subvencionadas, o la concurrencia 
de subvenciones, ayudas, ingresos o recursos 
para la misma finalidad, procedentes de cua-
lesquiera Administraciones o entes públicos o 
privados, nacionales, de la Unión Europea o de 
organismos internacionales. 
i) Incumplimiento de las obligaciones impues-
tas por la Administración a los beneficiarios, 
así como de los compromisos por éstos asu-
midos, con motivo de la concesión de la sub-
vención, siempre que afecten o se refieran al 
modo en que se han de conseguir los objetivos, 
realizar la actividad, ejecutar el proyecto o 
adoptar el comportamiento que fundamenta 
la concesión de la subvención. 
j) Incumplimiento de las obligaciones impues-
tas por la Administración a los beneficiarios, así 
como de los compromisos por éstos asumidos, 
con motivo de la concesión de la subvención, 
distintos de los anteriores, cuando de ello se 
derive la imposibilidad de verificar el empleo 
dado a los fondos percibidos, el cumplimiento 
del objetivo, la realidad y regularidad de las 
actividades subvencionadas, o la concurrencia 
de subvenciones, ayudas, ingresos o recursos 
para la misma finalidad, procedentes de cua-
lesquiera Administraciones o entes públicos o 
privados, nacionales, de la Unión Europea o de 
organismos internacionales. 
k) La adopción, en virtud de lo establecido en 
los artículos 87 a 89 del Tratado de la Unión 
Europea, de una decisión de la cual se derive 
una necesidad de reintegro. 
l) El incumplimiento de la obligación de desti-
no referida en el apartado e) del punto prime-
ro del artículo 18 de la presente Orden, que se 
producirá en todo caso con la enajenación o el 
gravamen del bien, será causa de reintegro, en 
los términos establecidos en la normativa de 
aplicación, quedando el bien afecto al pago 
del reintegro cualquiera que sea su poseedor, 

salvo que resulte ser un tercero protegido por 
la fe pública registral o se justifique la adqui-
sición de los bienes con buena fe y justo título 
o en establecimiento mercantil o industrial, en 
caso de bienes muebles no inscribibles. 

2. Asimismo, conforme establece el artículo 
111 de la Ley 5/1983, de 19 de julio, procederá 
el reintegro del exceso obtenido sobre el cos-
te de la actividad o proyectos desarrollados a 
través de la presente Orden de subvenciones. 
Dichas cantidades a reintegrar tendrán la con-
sideración de ingresos de derecho público, 
resultando de aplicación para su cobranza 
lo previsto en el artículo 21 de la referida Ley 
General de Hacienda Pública de la Comunidad 
Autónoma Andaluza. 

3. Igualmente será de aplicación en materia de 
reintegro lo previsto en el artículo 33 de la Ley 
Andaluza 3/2004, de 28 de diciembre, de Medi-
das Tributarias, Administrativas y Financieras. 

4. El beneficiario queda obligado a devolver 
el importe total o parcial de la subvención, en 
caso de no haber realizado la inversión de ésta 
en los fines previstos, o en su caso, de incum-
plimiento de las obligaciones establecidas en 
la presente Orden y en la Resolución de conce-
sión, o de las obligaciones de carácter general 
para la percepción de subvenciones públicas. 

5. Cuando el cumplimiento por el beneficiario se 
aproxime de modo significativo al cumplimien-
to total y se acredite por éste una actuación 
inequívocamente tendente a la satisfacción de 
sus compromisos, la cantidad que finalmente 
haya de percibir el beneficiario o, en su caso el 
importe a reintegrar vendrá determinado por la 
aplicación de los siguientes criterios: 

-Si el incumplimiento lo es únicamente de una 
o varias de las acciones contempladas indivi-
dualmente en la Resolución de concesión, el 
importe a reintegrar será el que, para aquella 
acción o acciones concretas, se hubiese pre-
visto en la Resolución. 
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-En el caso de que el incumplimiento se refiera 
únicamente a una parte de una de las acciones 
subvencionadas, y el importe de la subvención 
correspondiente a dicha parte no se haya di-
ferenciado en la Resolución de concesión, se 
calculará el porcentaje de minoración de la 
subvención, siguiendo el criterio de propor-
cionalidad. Para ello, se calculará el porcentaje 
de la acción no ejecutado y se aplicará a la sub-
vención prevista para dicha acción. 

Artículo 22. Publicidad. 
Las subvenciones concedidas al amparo de la 
presente Orden serán publicadas en el Boletín 
Oficial de la Junta de Andalucía de conformi-
dad con lo establecido en el artículo 18 de la 
Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de 
Subvenciones y el artículo 32.1 de la Ley anda-
luza 3/2004, de 28 de diciembre, de Medidas 
Tributarias, Administrativas y Financieras. 

Los beneficiarios y entidades que participen en 
el desarrollo de las acciones objeto de subven-
ción, deberán de modo expreso manifestar la 
colaboración del Servicio Andaluz de Empleo, 
como Organismo Autónomo adscrito a la Con-
sejería de Empleo de la Junta de Andalucía y del 
Fondo Social Europeo y/o Fondo Europeo de 
Desarrollo Regional, cuando proceda, en todas 
las actuaciones y productos que desarrollen. 
Para ello, se tendrá en cuenta lo descrito en el 
Manual de Diseño Gráfico de la de Andalucía 
aprobado por el Decreto 245/1997, de 15 de 
octubre (BOJA núm. 130, de 8 de noviembre de 
1997), modificado por el Decreto 126/2002 de 
17 de abril (BOJA núm. 49), así como en el Regla-
mento (CE) 1159/2000 de la Comisión de 30 de 
mayo de 2000 (DOCE núm. 130, de 31 de mayo de 
2000). En cualquier caso, cualquier acción publi-
citaria deberá ser aprobada por la Dirección Ge-
neral de Formación para el Empleo del Servicio 
Andaluz de Empleo antes de su difusión. 

Disposición Adicional Primera. Derecho 
Supletorio. 
En lo no regulado expresamente en la presen-
te Orden se aplicará supletoriamente lo esta-

blecido en la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, 
General de Subvenciones, en la Disposición 
Final Primera y Capítulo I del Título III de la Ley 
3/2004, de 28 de diciembre, de Medidas Tribu-
tarias, Administrativas y Financieras, en el Tí-
tulo VIII de la Ley 5/1983, de 19 de julio, General 
de la Hacienda Pública de la Comunidad Autó-
noma de Andalucía y en el Decreto 254/2001, 
de 20 de noviembre, por el que se aprueba el 
Reglamento por el que se regulan los proce-
dimientos para la concesión de subvenciones 
y ayudas públicas por la Administración de la 
Junta de Andalucía y sus Organismos Autóno-
mos y su Régimen Jurídico. 

Disposición Adicional Segunda. Convocato-
rias en años sucesivos. 
La convocatoria para sucesivos ejercicios de 
las subvenciones destinadas a Consorcios 
Escuela de Formación para el Empleo partici-
pados por la Junta de Andalucía, cuyas bases 
reguladoras se establecen en la presente 
Orden, se realizará mediante Resolución del 
Consejero de Empleo, en la que se fijará el pla-
zo de presentación de solicitudes. 

Disposición Final Primera. Entrada en vigor. 
La presente Orden entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Boletín Ofi-
cial de la Junta de Andalucía. 

Disposición Final Segunda. Habilitación para 
la ejecución y el desarrollo. 
Se faculta al titular de la Dirección General 
de Formación para el Empleo del Servicio 
Andaluz de Empleo para adoptar las medidas 
necesarias para el desarrollo y ejecución de lo 
establecido en la presente Orden. 

Sevilla, 10 de mayo de 2005 
ANTONIO FERNANDEZ GARCIA 

Consejero de Empleo 
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ANEXO I 
CONSORCIOS ESCUELA DE FORMACION PARA 
EL EMPLEO 

1. Consorcio Escuela del Mármol de Fines. 

2. Consorcio Escuela de Hostelería de Cádiz. 

3. Consorcio Centro de Formación en Técnicas 
de Soldadura de San Fernando. 

4. Consorcio Escuela de la Madera de Encinas 
Reales. 

5. Consorcio Escuela de Joyería de Córdoba. 

6. Consorcio Escuela de Hostelería de Islantilla. 

7. Consorcio Centro Andaluz de Formación 
Medioambiental para el Desarrollo Sostenible. 

8. Consorcio Centro de Formación en Artesanía, 
Restauración y Rehabilitación del Patrimonio 
Histórico, Artístico y Cultural «Albayzín». 

9. Consorcio Escuela de Hostelería «La Laguna» 
de Baeza. 

10. Consorcio Escuela de Hostelería de Málaga. 

11. Consorcio Escuela de Hostelería de Benal-
mádena. 

12. Consorcio Centro de Formación en Comu-
nicaciones y Tecnologías de la Información, de 
Málaga. 

13. Consorcio Centro Andaluz de Formación In-
tegral de las Industrias del Ocio, en Mijas. 

14. Consorcio Escuela de Formación de Arte
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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

La formación profesional se ha convertido en 
un valor clave para toda estrategia encamina-
da al desarrollo económico y social. Su contri-
bución a la valoración de los recursos humanos 
tiene repercusiones sobre la estructura pro-
ductiva, la competitividad de las empresas, el 
acceso y mantenimiento en el empleo de los 
trabajadores, y deberá ser pilar básico del nue-
vo escenario laboral que está constituyéndose. 
La formación profesional atiende también las 
necesidades de desarrollo personal de los ciu-
dadanos y ciudadanas que pretenden obtener 
de ella un enriquecimiento de sus conocimien-
tos y competencias profesionales.

El reconocimiento de su importancia viene 
unido actualmente a un proceso de ordenación 
de la misma, que persigue aumentar la eficacia 
en el cumplimiento de sus objetivos. Esta or-
denación afecta tanto a su planificación, a los 
contenidos que oferta, a los recursos de que 
dispone y a las necesidades que debe atender, 
como a la asignación coordinada de respon-
sabilidades entre los distintos agentes que 
intervienen en su ejecución. La participación 
de los agentes sociales, organizaciones em-
presariales y sindicales, es una condición bási-
ca, reconocida en todos los ámbitos donde se 
está llevando a cabo la ordenación referida.

El Acuerdo para el Desarrollo Económico y So-
cial de Andalucía, suscrito entre la Junta de An-
dalucía, la Confederación de Empresarios de 
Andalucía, la Unión General de Trabajadores 
de Andalucía y Comisiones Obreras de Andalu-
cía el 17 de mayo de 1993, recoge los principios 

aquí expuestos y emplaza a la Administración 
Autónomica y a las Organizaciones firmantes a 
la institucionalización de un órgano de partici-
pación de éstas en las actuaciones que, en ma-
teria de formación profesional, se están llevan-
do a cabo en nuestra Comunidad Autónoma.

En su virtud, a propuesta de los Consejeros 
de Trabajo y Asuntos Sociales y de Educación 
y Ciencia, consultados los agentes sociales, y 
previa deliberación del Consejo de Gobierno 
en su sesión de 15 de noviembre de 1994,

D I S P O N G O

TÍTULO I
CREACIÓN Y FUNCIONES 

Artículo 1. 
Se crea el Consejo Andaluz de Formación Pro-
fesional como órgano consultivo, de coordina-
ción y participación del Consejo de Gobierno 
y de la Administración de la Comunidad Autó-
noma, en materia de Formación Profesional 
Reglada y Ocupacional en los términos conte-
nidos en este Decreto.

El Consejo Andaluz de Formación Profesional 
se adscribe a la Consejería de Trabajo y Asun-
tos Sociales.

Artículo 2.
 Las funciones del Consejo Andaluz de Forma-
ción Profesional serán las siguientes:
- Coordinar las actuaciones entre la Formación 
Profesional Reglada y la Formación Ocupacio-

Decreto 451/1994, de 15 
de noviembre, por el que 
se crea el consejo andaluz 
de formación profesional 
(BOJA 05/01/95)

V. Normativa sobre órganos con 
competencia en materia de formación
para el empleo
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nal en la Comunidad Autónoma Andaluza y en 
el marco de las políticas nacionales y comuni-
tarias de Formación Profesional.
- Informar sobre cualquier asunto que en ma-
teria de Formación Profesional le sea some-
tido por las distintas Consejerías, así como 
emitir propuestas y recomendaciones sobre 
dicha materia.
- Estudiar, analizar y difundir los aspectos re-
lativos al mercado de trabajo en Andalucía.
- Elaborar y proponer los objetivos y priorida-
des que sirvan de base para la elaboración de 
los programas de Formación Profesional.
- Controlar, evaluar y realizar el seguimiento 
de la ejecución de los programas de Forma-
ción Profesional.

TÍTULO II
COMPOSICIÓN

Artículo 3. 
1. El Consejo Andaluz de Formación Profe-
sional estará constituido por los siguientes 
miembros:

- El Presidente.
- El Vicepresidente.
- Lo vocales en número de 24 y de acuerdo con 
la siguiente distribución:

8 en representación de la Administración de la 
Junta de Andalucía.
8 en representación de las Organizaciones 
Sindicales.
8 en representación de las Organizaciones 
Empresariales.

2. El Consejo estará asistido por un Secretario 
que actuará con voz y sin voto.

Artículo 4. .
1. La Presidencia corresponderá a los Conseje-
ros de Trabajo y Asuntos Sociales y de Educa-
ción y Ciencia, quienes la desempeñarán alter-
nativamente, por periodos anuales.

2. Corresponde al Presidente del Consejo:

a) Ostentar la representación legal del mismo.
b) Acordar la convocatoria de las sesiones or-
dinarias y extraordinarias y fijar el orden del 
día, teniendo en cuenta las peticiones de los 
demás miembros formuladas con la suficiente 
antelación, sin perjuicio de lo establecido en el 
art. 7.d) del presente Decreto.
c) Presidir las sesiones, moderar el desarrollo 
de los debates y suspenderlos por causas jus-
tificadas.
d) Dirimir la votación en caso de empate con 
voto de calidad.
e) Visar las actas y certificaciones de los 
acuerdos del Consejo.
f) Asegurar el cumplimiento de las disposicio-
nes establecidas en el presente Decreto, y de-
más que resulten de aplicación.
g) Ejercer cuantas otras funciones sean inhe-
rentes a su condición de Presidente.

Artículo 5. 
1. La Vicepresidencia corresponderá al Vice-
consejero de Trabajo y Asuntos Sociales en el 
periodo anual que la Presidencia corresponda 
a la Consejera de Educación y Ciencia, y al Vi-
ceconsejero de Educación y Ciencia cuando la 
presidencia corresponda al Consejero de Tra-
bajo y Asuntos Sociales.

2. Corresponderá al Vicepresidente:

a) Sustituir al Presidente en los casos de va-
cante, enfermedad, ausencia y otras causas 
de imposibilidad, ejerciendo las funciones que 
a éste le están atribuidas.
b) Cuantas otras funciones le sean delegadas 
expresamente por el Presidente.

Artículo 6. 
1. La designación de los Vocales se efectuará 
del modo siguiente:

a) Los ocho representantes de la Administra-
ción de la Junta de Andalucía.
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- Seis con rango al menos de Director General, 
designados cada uno de ellos por los titulares 
de las Consejerías siguientes:

1. Industria, Comercio y Turismo.
2. Agricultura y Pesca. 
3. Trabajo y Asuntos Sociales.
4. Salud.
5. Educación y Ciencia.
6. Medio Ambiente.

- Los dos restantes por designación conJunta 
de los Consejeros de Trabajo y Asuntos Socia-
les y de Educación y Ciencia.
b) Los ocho representantes de las Organizacio-
nes Sindicales por aquéllas que hayan obtenido 
la condición de más representativas, en pro-
porción a su representatividad, con arreglo a 
lo dispuesto en el artículo 7.1 de la Ley Orgánica 
11/1985, de 2 de agosto, de Libertad Sindical.
c) Los ocho representantes de las Organiza-
ciones Empresariales, por aquélla, o aquéllas, 
en su caso, que gocen de representatividad, y 
en proporción a la misma, con arreglo a la Dis-
posición Adicional Sexta de la Ley 8/1980, de 
10 de marzo, del Estatuto de los Trabajadores, 
según redacción dada por la Ley 32/1984, de 2 
de agosto.

Tales designaciones deberán ser comunicadas 
por escrito a la Secretaría del Consejo y surti-
rán efectos desde el momento de su recepción.

2. Los Órganos y Entidades a que se refiere el 
apartado anterior podrán designar un número 
igual de suplentes que de titulares.

Artículo 7. Corresponde a los Vocales:
a) Recibir con una antelación mínima de cuaren-
ta y ocho horas la convocatoria conteniendo el 
orden del día de las reuniones. La información 
sobre los temas que figuren en el orden de día 
estará a disposición de los miembros en igual 
plazo en la Secretaría del Consejo.
b) Asistir a las reuniones y participar en los de-
bates, exponiendo su opinión y formulando las 
propuestas que estimen convenientes.

c) Ejercer su derecho al voto, y formular votos 
particulares, así como expresar el sentido del 
mismo y los motivos que lo justifican.
d) Proponer al Presidente, a través de la Se-
cretaría del Consejo, la inclusión de puntos 
en el orden del día de las sesiones ordina-
rias y formular ruegos y preguntas. Cuando 
la propuesta de inclusión en el orden del día 
sea presentada por un sexto de los Vocales el 
tema se incluirá preceptivamente en el citado 
orden del día.
e) Obtener la información necesaria para cum-
plir debidamente las funciones asignadas al 
Consejo. A tal efecto, deberán formular por 
escrito la petición correspondiente dirigida 
a la Secretaría o bien solicitarla oralmente al 
Secretario durante el desarrollo de las sesio-
nes del Consejo.
	

Artículo 8. 
1. Los Vocales del Consejo perderán tal condi-
ción en los siguientes supuestos:

a) Los representantes de la Administración 
por decisión del Órgano que los designó.
b) Los representantes de los Organizaciones 
Sindicales y Empresariales, por acuerdo de 
órgano decisorio competente de la Organiza-
ción cuya representación ostenten.
c) Por cualesquiera otras causas establecidas 
en el ordenamiento jurídico.

2. La pérdida de la condición de Vocal surtirá 
efectos desde la entrada de la comunicación 
en la Secretaría del Consejo.

Artículo 9. 
1. El Secretario del Consejo será un funcionario 
de la Administración de la Junta de Andalucía, 
con categoría de Jefe de Servicio, designado 
conJuntamente por los Consejeros de Trabajo 
y Asuntos Sociales y de Educación y Ciencia.
2. Corresponde al Secretario: 
	
a) La gestión de los asuntos del Consejo, así 
como la asistencia técnica al mismo.
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b) Recibir los actos de comunicación de los 
miembros del Consejo y, por tanto, las notifi-
caciones, peticiones de datos, rectificaciones 
o cualquier otra clase de escritos de los que 
deba tener conocimiento.
c) Efectuar la convocatoria de las sesiones así 
como las oportunas notificaciones y citacio-
nes por orden del Presidente.
d) Asistir con voz pero sin voto a las sesiones 
del Pleno y de la Comisión Permanente del 
Consejo.
e) Redactar y autorizar, con el visto bueno del 
Presidente, las actas de las reuniones que se 
celebren.
f) Expedir certificaciones de las consultas, 
dictámenes y acuerdos aprobados, con el vis-
to bueno del Presidente.

TÍTULO III
FUNCIONAMIENTO

Artículo 10. 
1. El Consejo funcionará en Pleno o en Comisión 
Permanente. Podrán constituirse Comisiones 
de Trabajo cuando así lo decidan el Pleno o la 
Comisión Permanente.

2. El Pleno de Consejo estará integrado por la 
totalidad de sus miembros y realizará las fun-
ciones atribuidas al mismo en el artículo 2 del 
presente Decreto.

Artículo 11.
1. El Pleno del Consejo se reunirá una vez por 
semestre en sesión ordinaria, pudiendo hacer-
lo con carácter extraordinario a convocatoria 
de su Presidente, bien por iniciativa propia o a 
petición de una tercera parte, al menos, de los 
Vocales que lo componen.

2. Para quedar válidamente constituido debe-
rá contar con la asistencia de representantes 
de la Administración de la Junta de Andalucía 
y de las organizaciones sindicales y empresa-
riales, miembros del Consejo.

Artículo 12.
1. La Comisión Permanente tendrá la siguiente 
composición:

a) El Presidente del Consejo o persona en 
quien delegue.
b) Dos Vocales representantes de la Adminis-
tración de la Junta de Andalucía.
c) Dos Vocales representantes de las Organi-
zaciones Sindicales.
d) Dos Vocales representantes de la Organiza-
ciones Empresariales.

2. Corresponden a la Comisión Permanente las 
siguientes funciones:

a) Supervisar y controlar la aplicación de los 
acuerdos del Pleno del Consejo.
b) Proponer cuantas medidas estime necesa-
rias para el mejor cumplimiento de los fines 
del Consejo.
c) Cuantas otras funciones le sean encomen-
dadas por el Pleno del Consejo.

Artículo 13. 
El régimen de convocatorias, constitución, de-
sarrollo de las sesiones y adopción de acuer-
dos, tanto del Pleno como de la Comisión Per-
manente, se regulará por el Reglamento de 
Organización y Funcionamiento del Consejo, 
con respeto en todo caso a lo previsto en el 
Título II, Capítulo II de la Ley 30/1992, de 26 
de noviembre, de Régimen Jurídico de las Ad-
ministraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común.

Artículo 14.
1. Las Comisiones de Trabajo que, en su caso, 
se constituyan se regirán conforme a lo que 
reglamentariamente se disponga y por los 
acuerdos de creación de las mismas.
2. Su composición deberá respetar en todo 
caso el principio de proporcionalidad en los 
grupos integrantes del Pleno.
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Artículo 15. 
Las Organizaciones Sindicales y Empresaria-
les percibirán una asignación anual destinada 
a sufragar los gastos de dedicación y asisten-
cia de sus miembros.

 DISPOSICIÓN ADICIONAL ÚNICA

En el plazo de quince días desde la en-
trada en vigor del presente Decreto se 
procederá a la sesión constitutiva del 
Consejo.

DISPOSICIONES FINALES 

Primera. El Consejo elaborará el Reglamento 
de Organización y Funcionamiento, que será 
aprobado mediante Orden conJunta de los 
Consejeros de Trabajo y Asuntos Sociales y 
de Educación y Ciencia, pudiéndose estable-
cer en el mismo la constitución de Comisiones 
Provinciales como órganos de coordinación y 
seguimiento de la oferta formativa.

Segunda. El Consejo Andaluz de Formación 
Profesional, en el plazo de un mes desde su 
constitución, elevará al Consejo de Gobierno 
de la Junta de Andalucía una propuesta del 
Plan Andaluz de Formación Profesional.

Tercera. Se autoriza a los Consejeros de Traba-
jo y Asuntos Sociales y de Educación y Ciencia 
para dictar cuantas disposiciones sean nece-
sarias para el desarrollo del presente Decreto 
una vez informado el Consejo Andaluz de For-
mación Profesional.

Cuarta. El presente Decreto entrará en vigor 
el día siguiente de su publicación en el Boletín 
Oficial de la Junta de Andalucía.

Sevilla, 15 de noviembre de 1994
MANUEL CHAVES GONZÁLEZ

Presidente de la Junta de Andalucía
LUIS PLANAS PUCHADES                                  

Consejero de la Presidencia
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La Ley Orgánica 1/1990, de 3 de octubre, de 
Ordenación General del Sistema Educativo, 
establece en materia de Formación Profesio-
nal la necesidad de coordinar las diferentes 
ofertas formativas existentes, con el fin de 
capacitar para el desempeño cualificado de 
las distintas profesiones. 

La realidad del marco autonómico contem-
plado en la Constitución Española ha posibi-
litado la incorporación de las Comunidades 
Autónomas al Consejo General de Formación 
Profesional, participando Andalucía en el II 
Programa Nacional de Formación Profesional, 
aprobado el día 13 de marzo de 1998 por acuer-
do del Consejo de Ministros, según la propues-
ta del citado Consejo General de Formación 
Profesional, reunido el día 18 de febrero. 

El II Programa Nacional de Formación Profe-
sional se plantea entre sus objetivos básicos 
la necesidad de crear un Sistema Nacional de 
Cualificaciones Profesionales, contando para 
ello con la participación de las Comunidades 
Autónomas, para permitir la formación a lo 
largo de la vida, potenciando la integración de 
los tres susbsistemas de formación profesio-
nal existentes. 

La Comunidad Autónoma de Andalucía, en el 
ejercicio de sus competencias estatutarias, ha 
considerado como actuación prioritaria, para 
facilitar la inserción laboral y el desarrollo 
profesional de la población andaluza, integrar 
en un único sistema la Formación Profesional, 
con la aprobación del Plan Andaluz de Forma-
ción Profesional, en reunión del Consejo 

En el marco establecido por los objetivos del 
citado Plan Andaluz de Formación Profesional 
para definir un sistema unificado de cualifica-
ciones y formación profesional, se establece la 
necesidad de crear la Agencia de las Cualifica-
ciones Profesionales. Esta propuesta del Plan 
Andaluz de Formación Profesional se pondrá 
en marcha a través del Instituto Andaluz de 
Cualificaciones Profesionales que ahora se 
crea, al que se le asignan una serie de funcio-
nes que se desarrollan en el presente Decreto. 

El Instituto Andaluz de Cualificaciones Pro-
fesionales actuará como instrumento técnico 
para promover la implantación del Plan Anda-
luz de Formación Profesional e impulsar las 
medidas de integración de los subsistemas 
de Formación Profesional. De esta forma, se 
podrá abordar de forma rigurosa y coherente 
la coordinación entre observación, definición, 
acreditación y desarrollo de las cualificacio-
nes profesionales en nuestra Comunidad Au-
tónoma, atendiendo a la norma básica corres-
pondiente. 

Asimismo, el Instituto Andaluz de Cualifica-
ciones Profesionales deberá dar respuesta 
a la necesidad de establecer niveles de cuali-
ficación y desarrollar las competencias pro-
fesionales que deben ser alcanzadas en los 
diferentes campos de la actividad productiva, 
de forma que, animen a la población andaluza 
a construir y progresar en su cualificación pro-
fesional y estimule al sector empresarial y or-
ganizaciones sindicales, a reconocer y validar 
las cualificaciones profesionales, en el ámbito 
de las relaciones laborales. 

DECRETO 1/2003, de7 
de enero, por el que se 
crea el Instituto Andaluz 
de Cualificaciones 
Profesionales
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El Instituto Andaluz de Cualificaciones Pro-
fesionales va a posibilitar una mejora de gran 
trascendencia tanto en las relaciones laborales 
como en el propio reconocimiento social de la 
Formación Profesional, y está llamado a consti-
tuirse en respaldo eficaz de todos los gestores 
de la Formación Profesional, contribuyendo de 
manera decisiva con la mejora de las cualifica-
ciones profesionales, de la transparencia en el 
mercado de trabajo y de la competitividad. 

La magnitud y alcance de la tarea de implantar 
el Instituto Andaluz de Cualificaciones Profe-
sionales requiere del esfuerzo y la coopera-
ción de todos los sectores implicados, lo que 
reportará indudables beneficiosa todos ellos. 

El Instituto Andaluz de Cualificaciones Profe-
sionales promoverá las relaciones necesarias 
en aras a la coordinación con el resto de siste-
mas y servicios previstos para la orientación 
profesional y el empleo. 

En su virtud, a iniciativa del Consejero de 
Empleo y Desarrollo Tecnológico y de la Con-
sejera de Educación y Ciencia, y a propuesta 
de la Consejera de Justicia y Administración 
Pública, en virtud de las competencias que le 
atribuye el artículo 39.2 de la Ley 6/1983, de 
21 de julio, del Gobierno y la Administración de 
la Comunidad Autónoma y previa deliberación 
del Consejo de Gobierno en su reunión del día7 
de enero de 2003, 

D I S P O N G O 

Artículo 1. Creación del Instituto Andaluz de 
Cualificaciones Profesionales. 
1. Se crea el Instituto Andaluz de Cualificacio-
nes Profesionales, como unidad administrati-
va, que estará adscrito a la Dirección General 
de Formación Profesional de la Consejería de 
Educación y Ciencia. 

2. El Instituto Andaluz de Cualificaciones Pro-
fesionales actuará como instrumento de apoyo 
técnico, a cuyos efectos, también dependerá 

funcionalmente del Consejo Andaluz de Forma-
ción Profesional. A tal fin, el Instituto Andaluz de 
Cualificaciones Profesionales contemplará para 
el desarrollo de sus actuaciones los objetivos y 
prioridades elaborados por dicho Consejo. 

Artículo 2. Objetivos. 
El Instituto Andaluz de Cualificaciones Profe-
sionales tendrá los siguientes objetivos: 
a) Desarrollar las actuaciones encaminadas 
a establecer un Sistema de Cualificaciones 
Profesionales en Andalucía, en el que se coor-
dinen la observación, definición, acreditación 
y desarrollo de las cualificaciones profesio-
nales, en el marco de la normativa de carácter 
básico que regula el Sistema Nacional de Cua-
lificaciones y Formación Profesional. 
b) Promover la implantación del sistema de 
evaluación y acreditación de las competencias 
y las cualificaciones profesionales, incluyendo 
el reconocimiento de la experiencia laboral. 
c) Promover actuaciones de coordinación con 
el Instituto Nacional de las Cualificaciones y 
con el resto de Institutos similares creados en 
otras Comunidades Autónomas. 

Artículo 3. Funciones. 
El Instituto Andaluz de Cualificaciones Profe-
sionales tendrá las siguientes funciones: 

a) Identificar las ocupaciones y las profesio-
nes y definir las cualificaciones profesionales 
relacionadas con las mismas en Andalucía. 
b) Definir la formación asociada a las cualifica-
ciones profesionales del Sistema Productivo 
de Andalucía e impulsar su inclusión en el Ca-
tálogo Modular de Formación Profesional. 
c) Mantener actualizado el inventario de cua-
lificaciones profesionales que demandan los 
sectores productivos de Andalucía. 
d) Promover procesos de calidad en la forma-
ción y en sus sistemas de evaluación. 
e) Analizar las necesidades de cualificación de-
mandadas por la sociedad andaluza atendiendo 
a los estudios e informes recibidos del Sistema 
de Prospección del Mercado de Trabajo. 



229

f) Realizar estudios e investigaciones sobre la 
evolución de las cualificaciones profesionales, 
para mantenerlas adaptadas a los cambios en 
los modos de producción. 
g) Promover acuerdos y convenios que permi-
tan la coordinación con el Instituto Nacional 
de las Cualificaciones y con los institutos de 
cualificaciones de carácter autonómico. 
h) Promover la realización de estudios de in-
serción laboral, así como de proyectos de in-
vestigación y desarrollo de aquellas profesio-
nes consideradas en auge y emergentes. 
i) Promover la participación de los agentes 
sociales en la investigación y definición de las 
competencias y las cualificaciones profesio-
nales. 
j) Emitir informes de valoración de correspon-
dencia y convalidación entre los subsistemas 
de formación profesional, a petición de las Ad-
ministraciones correspondientes. 
k) Establecer criterios para definir las compe-
tencias profesionales de las cualificaciones 
profesionales. 
l) Asesorara instituciones relacionadas con 
la gestión y/o la impartición de la Formación 
Profesional. 
m) Realizar, en el ámbito de sus funciones, ta-
reas de apoyo técnico al Consejo Andaluz de 
Formación Profesional. 

Artículo 4. Áreas de actividad del Instituto. 
El Instituto Andaluz de Cualificaciones Pro-
fesionales desarrollará sus funciones organi-
zando su actividad en las siguientes áreas: 

1. Área de Diseño de Cualificaciones. 
2. Área de Evaluación y Acreditación. 
3. Área de Investigación y Calidad de la For-
mación Profesional. 

Artículo 5. Dirección del Instituto Andaluz de 
Cualificaciones Profesionales. 
Al frente del Instituto Andaluz de Cualificacio-
nes Profesionales, habrá un Director, con nivel 
de Subdirector General, cuyo nombramiento y 
cese será realizado por el titular de la Conse-

jería de Educación y Ciencia, a propuesta del 
titular de la Dirección General de Formación 
Profesional, oído el Consejo Andaluz de For-
mación Profesional, y siguiendo los procedi-
mientos reglamentariamente establecidos. 

Artículo 6. Funciones de la Dirección del 
Instituto. 
Corresponderá al titular de la dirección del 
Instituto Andaluz de Cualificaciones Profesio-
nales la dirección, coordinación y supervisión 
de las actividades del Instituto y la represen-
tación del mismo, ante las instancias y los or-
ganismos pertinentes. 
Específicamente, tendrá las funciones si-
guientes: 

a) Proponer al órgano competente el Plan 
Anual de Actuación del Instituto Andaluz de 
Cualificaciones Profesionales. 
b) Remitir al órgano competente la corres-
pondiente memoria de actividades del Plan 
Anual. 
c) Informar al órgano competente del desarro-
llo del Plan Anual de Actuación para su traslado 
al Consejo Andaluz de Formación Profesional. 
d) Elevar al órgano competente los trabajos 
encargados por el Consejo Andaluz de For-
mación Profesional para su traslado a dicho 
Consejo. 

Artículo 7. Plan Anual de Actuación. 
1. El Instituto Andaluz de Cualificaciones Pro-
fesionales elaborará un Plan Anual de Actua-
ción. En dicha elaboración podrá participar el 
Consejo Andaluz de Formación Profesional, a 
través de la Comisión de Trabajo que, a tales 
efectos, se pueda constituir. 

2. En el desarrollo del Plan Anual de Actuación, 
el Consejo Andaluz de Formación Profesional 
podrá recabar del Instituto Andaluz de Cuali-
ficaciones Profesionales cuantos informes y 
estudios considere necesarios para controlar, 
evaluar y realizar el seguimiento de la ejecu-
ción de sus programas. 
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Disposición adicional primera. Adecuación de 
la relación de puestos de trabajo. 
Por las Consejerías de Justicia y Administra-
ción Pública y de Economía y Hacienda se 
adoptarán las medidas necesarias, en el ám-
bito de sus competencias, para la adecuación 
de la relación de puestos de trabajo de la Con-
sejería de Educación y Ciencia a las necesida-
des derivadas de lo dispuesto en el presente 
Decreto. 

Disposición adicional segunda. Colaboración 
con el Instituto. 
Las Consejerías, Organismos Autónomos, 
Empresas públicas y demás Entidades de la 
Administración de la Junta de Andalucía cola-
borarán con el Instituto Andaluz de Cualifica-
ciones Profesionales en ordena facilitarle los 
datos e informes que sean necesarios para la 
elaboración de los estudios y propuestas en 
las materias que son de su competencia. 

Disposición final primera. Desarrollo normativo. 
Se faculta a los titulares de las Consejerías de 
Empleo y Desarrollo Tecnológico y de Educa-
ción y Ciencia para dictar cuantas disposicio-
nes sean necesarias para el desarrollo y ejecu-
ción de lo previsto en el presente Decreto. 

Disposición final segunda. Entrada en vigor. 
El presente Decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Boletín Ofi-
cial de la Junta de Andalucía. 

Sevilla,7 de enero de 2003 
MANUEL CHAVES GONZALEZ 

Presidente de la Junta de Andalucía 
CARMEN HERMOSIN BONO 

Consejera de Justicia y Administración Pública 
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LEY 56/2003, de 16 de 
diciembre, de Empleo

JUAN CARLOS I 
REY DE ESPAÑA 

A TODOS LOS QUE LA PRESENTE VIEREN Y 
ENTENDIEREN. SABED: 

Que las Cortes Generales han aprobado y Yo 
vengo en sancionar la siguiente ley. 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

La vigente Ley Básica de Empleo 51/1980, de 
8 de octubre, se aprobó en un contexto en el 
que la situación socioeconómica, tecnológica 
y de organización territorial presentaba unos 
perfiles bien distintos de los actuales. Dicha 
situación se caracterizaba por la existencia de 
un único servicio público de empleo, que ac-
tuaba formalmente en régimen de monopolio, 
centralizado en torno al Instituto Nacional de 
Empleo y con competencia en la totalidad del 
territorio estatal. La implantación de las polí-
ticas activas era muy moderada, mientras que 
la protección por desempleo era concebida 
exclusivamente como prestación económica 
en las situaciones de falta de trabajo. 

A lo largo de los últimos años, el entorno so-
cial, económico, organizativo y tecnológico ha 
experimentado cambios fundamentales. 

Efectivamente, en primer término, la evolución 
del mercado de trabajo en el largo periodo de 
tiempo transcurrido desde la aprobación de la 
Ley Básica de Empleo ha visto cómo se produ-
cían situaciones de pérdida de puestos de tra-
bajo, con expulsión del mismo de los colectivos 
más sensibles, a la vez que aumentaba la difi-
cultad de su acceso al empleo, el desempleo y 
las tasas de temporalidad en la contratación, 
acentuándose los desequilibrios territoriales. 

Junto a ello, se han producido situaciones 
expansivas que han permitido la creación de 
empleo. No obstante, persiste una alta tasa 
de paro y una baja tasa de ocupación, compa-
rativamente con las cifras de la Unión Europea, 
especialmente para el colectivo de mujeres. 
Además, se mantienen dificultades de incorpo-
ración al mercado de trabajo de determinados 
colectivos, con especial incidencia en el paro 
de larga duración, carencias de capacitación de 
la población trabajadora, retenciones a la movi-
lidad geográfica y funcional, desequilibrios en-
tre los distintos mercados de trabajo, una exce-
siva temporalidad en la ocupación y una escasa 
tasa de participación de los servicios públicos 
de empleo en la intermediación laboral. 

Diversos factores adicionales han afectado al 
mercado de trabajo en estos años: la evolución 
demográfica, primero con la presión ejercida 
por los jóvenes en el acceso a su primer empleo 
y, posteriormente, con el envejecimiento de la 
población activa; el fenómeno inmigratorio, 
con la consiguiente llegada de importantes 
recursos humanos procedentes del exterior 
a nuestro mercado de trabajo; de otra parte, 
el desarrollo fulgurante de las tecnologías de 
la información y de la comunicación; la nueva 
orientación de la política social (de la asisten-
cia pasiva a los incentivos para la reinserción 
laboral), o la apertura a los agentes privados 
de los servicios de información, orientación e 
intermediación, constituyen un conjunto for-
midable de retos a los que se enfrenta una po-
lítica de empleo tendente al pleno empleo. 

Pero no sólo se ha transformado y se ha vuelto 
más complejo el mercado de trabajo en el que 
actúan los servicios públicos de empleo, tam-
bién ha cambiado el entorno político e institu-
cional. El método tradicional de gestión estatal 
del mercado de trabajo ha dado paso a plantea-

I. Sistema Nacional de Empleo
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mientos más descentralizados con transferen
cias de funciones y servicios para la ejecución de 
las políticas activas de empleo a las comunida-
des autónomas. De otra parte, la financiación de 
estas políticas tiene un componente importan-
te de fondos procedentes de la Unión Europea, 
a través del Servicio Público de Empleo Estatal, 
aun cuando la gestión de las mismas se lleva a 
cabo por las Administraciones autonómicas. 

En la actualidad, los servicios públicos de em-
pleo han de actuar en un entorno más compe-
titivo, complejo y dinámico y han de posicio-
narse en el mercado prestando un servicio de 
calidad a sus usuarios. 

Por último, la globalización de la economía y el 
progreso de integración europea ya no permi-
ten pensar y actuar sólo en clave nacional. La 
estrategia de coordinación de políticas inicia-
da en la Unión Europea —política económica, a 
través de las Grandes Orientaciones de Política 
Económica, y política de empleo, a través de las 
Directrices de Empleo y los Planes nacionales 
de acción para el empleo, en coordinación con 
la estrategia de inclusión social— obliga al Es-
tado español a establecer objetivos cuantifica-
dos de actuación con desempleados, toda vez 
que la Unión Europea vincula la distribución de 
fondos europeos (Fondo Social Europeo) al lo-
gro de dichos objetivos, lo que necesariamente 
obliga al establecimiento de mecanismos que 
hagan posible su cumplimiento. 

En este contexto, esta ley tiene por objetivo 
incrementar la eficiencia del funcionamiento 
del mercado de trabajo y mejorar las oportuni-
dades de incorporación al mismo para conse-
guir el objetivo del pleno empleo, en línea con 
lo que reiteradamente los Jefes de Estado y 
de Gobierno han venido acordando en las cum-
bres de la Unión Europea, desde el inicio del 
proceso de Luxemburgo hasta su ratificación 
en la Cumbre de Barcelona. Ello se traduce 
en ofrecer a los desempleados, bajo los prin-
cipios de igualdad de oportunidades, no-dis
criminación, transparencia, gratuidad, efecti-
vidad y calidad en la prestación de servicios, 

una atención preventiva y personalizada por 
los servicios públicos de empleo, con especial 
atención a los colectivos desfavorecidos, en-
tre los cuales las personas con discapacidad 
ocupan un lugar preferente. Las políticas de 
empleo deben funcionar como instrumentos 
incentivadores para la incorporación efectiva 
de los desempleados al mercado de trabajo, 
estimulando la búsqueda activa de empleo y la 
movilidad geográfica y funcional. 

Desde una perspectiva de armonización del 
nuevo modelo con la actual distribución de 
competencias constitucionales entre el Esta-
do y las comunidades autónomas, en materia 
de política de empleo, los objetivos se centran 
en asegurar la cooperación y coordinación en-
tre las Administraciones implicadas de modo 
que se logre la máxima efectividad movilizan-
do y optimizando todos los recursos disponi-
bles. El instrumento nuclear para conseguir tal 
finalidad es el Sistema Nacional de Empleo, 
considerado este como un conjunto de es-
tructuras, medidas y acciones necesarias para 
promover y desarrollar la política de empleo, 
que tiene como finalidad el desarrollo de pro-
gramas y medidas tendentes a la consecución 
del pleno empleo en los términos acordados 
en la Cumbre de Jefes de Estado y de Gobierno 
de Lisboa. Dicho Sistema está integrado por el 
Servicio Público de Empleo Estatal y los Servi-
cios Públicos de las comunidades autónomas. 
Sus órganos son la Conferencia Sectorial de 
Asuntos Laborales y el Consejo General del 
Sistema Nacional de Empleo. Sus instrumen-
tos, el Plan nacional de acción para el empleo, 
el Programa anual de trabajo del Sistema Na-
cional de Empleo y el Sistema de información 
de los Servicios Públicos de Empleo. La parti
cipación de las organizaciones empresariales 
y sindicales más representativas en dicho 
sistema, así como en los Servicios Públicos de 
Empleo Estatal y de las comunidades autóno-
mas, además de ser necesaria en un modelo 
constitucional como el español y respetuosa 
con nuestros compromisos internacionales, 
aporta, finalmente, mayores garantías de co-
hesión y éxito al proyecto. 
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Finalmente, es objetivo esencial de la ley la 
definición de la intermediación laboral, instru-
mento básico de la política de empleo, en la 
que cabe la colaboración con la sociedad civil, 
con respeto a los principios constitucionales 
y de acuerdo a criterios de objetividad y efi-
cacia. La ley establece también un concepto 
más moderno de las políticas activas de em-
pleo, verdaderas herramientas de activación 
frente al desempleo, que se complementan 
y relacionan con la prestación económica por 
desempleo y se articulan en torno a itinerarios 
de atención personalizada a los demandantes 
de empleo, en función de sus características y 
requerimientos personales y profesionales. 

TÍTULO PRELIMINAR 
DE LA POLÍTICA DE EMPLEO 

CAPÍTULO ÚNICO 
NORMAS GENERALES 

Artículo 1. Definición. 
Teniendo en cuenta lo establecido en los 
artículos 40 y 41 de la Constitución, la polí-
tica de empleo es el conjunto de decisiones 
adoptadas por el Estado y las comunidades 
autónomas que tienen por finalidad el desa-
rrollo de programas y medidas tendentes a 
la consecución del pleno empleo, así como la 
calidad en el empleo, a la adecuación cuanti-
tativa y cualitativa de la oferta y demanda de 
empleo, a la reducción de las situaciones de 
desempleo y a la debida protección en las si-
tuaciones de desempleo. 

La política de empleo se desarrollará, dentro 
de las orientaciones generales de la política 
económica, en el ámbito de la estrategia coor-
dinada para el empleo regulada por el Tratado 
constitutivo de la Comunidad Europea. 

Artículo 2. Objetivos de la política de empleo. 
Son objetivos generales de la política de 
empleo: 

a) Garantizar la efectiva igualdad de opor-
tunidades y la no discriminación, teniendo 
en cuenta lo previsto en el artículo 9.2 de la 
Constitución Española, en el acceso al empleo 
y en las acciones orientadas a conseguirlo, así 
como la libre elección de profesión oficio sin 
que pueda prevalecer discriminación alguna, 
en los términos establecidos en el artículo 17 
del Estatuto de los Trabajadores. 

Dichos principios serán de aplicación a los 
nacionales de Estados miembros del Espacio 
Económico Europeo y, en los términos que de-
termine la normativa reguladora de sus dere-
chos y libertades, a los restantes extranjeros. 

b) Mantener un sistema eficaz de protección 
ante las situaciones de desempleo, que com-
prende las políticas activas de empleo y las 
prestaciones por desempleo, asegurando la 
coordinación entre las mismas y la colabora-
ción entre los distintos entes implicados en la 
ejecución de la política de empleo y su gestión 
y la interrelación entre las distintas acciones 
de intermediación laboral. 
c) Adoptar un enfoque preventivo frente al 
desempleo, especialmente de larga duración, fa-
cilitando una atención individualizada a los des-
empleados, mediante acciones integradas de 
políticas activas que mejoren su ocupabilidad. 

Igualmente, la política de empleo tenderá a 
adoptar un enfoque preventivo frente al des-
empleo y de anticipación del cambio a través 
de acciones formativas que faciliten al traba-
jador el mantenimiento y la mejora de su ca-
lificación profesional, empleabilidad y, en su 
caso, recalificación y adaptación de sus com-
petencias profesionales a los requerimientos 
del mercado de trabajo. 
d) Asegurar políticas adecuadas de integra-
ción laboral dirigidas a aquellos colectivos 
que presenten mayores dificultades de inser-
ción laboral, especialmente jóvenes, mujeres, 
discapacitados y parados de larga duración 
mayores de 45 años. 
e) Mantener la unidad del mercado de trabajo en 
todo el territorio estatal, teniendo en cuenta las 
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características específicas y diversas de los di-
ferentes territorios y promoviendo la corrección 
de los desequilibrios territoriales y sociales. 
f) Asegurar la libre circulación de los trabaja-
dores y facilitar la movilidad geográfica, tan-
to en el ámbito estatal como en el europeo, 
de quienes desean trasladarse por razones 
de empleo. 
g) Coordinar su articulación con la dimensión 
del fenómeno migratorio interno y externo, 
de acuerdo con lo establecido en los párrafos 
a) y d) en colaboración con las comunidades 
autónomas, en el marco de sus respectivas 
competencias. 

Artículo 3. Planificación y ejecución de la po-
lítica de empleo. 
1. En el ámbito de competencia estatal corres-
ponde al Gobierno, a través del Ministerio de 
Trabajo y Asuntos Sociales, en el marco de los 
acuerdos adoptados por la Conferencia Sec-
torial de Asuntos Laborales, la coordinación 
de la política de empleo. 

Igualmente, corresponde al Gobierno, a pro-
puesta del Ministerio de Trabajo y Asuntos 
Sociales, y previo informe de este ministerio 
a la Conferencia Sectorial de Asuntos Labora-
les, la aprobación de los proyectos de normas 
con rango de ley y la elaboración y aprobación 
de las disposiciones reglamentarias en rela-
ción con la intermediación y colocación en el 
mercado de trabajo, fomento de empleo, pro-
tección por desempleo, formación profesional 
ocupacional y continua en el ámbito estatal, 
así como el desarrollo de dicha ordenación, 
todo ello sin perjuicio de las competencias 
que en materia de extranjería corresponden al 
Ministerio del Interior. 

En cualquier caso, corresponde al Gobierno, a 
través del Ministerio de Trabajo y Asuntos So-
ciales, la gestión y control de las prestaciones 
por desempleo. 

2. De conformidad con la Constitución y sus 
Estatutos de Autonomía, corresponde a las 

comunidades autónomas en su ámbito terri-
torial el desarrollo de la política de empleo, el 
fomento del empleo y la ejecución de la legis-
lación laboral y de los programas y medidas 
que les hayan sido transferidas. 

3. Los Planes nacionales de acción para el em-
pleo se elaborarán por el Gobierno, a través del 
Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales con 
la participación de las comunidades autóno-
mas, y se definirán de acuerdo con la Estrate-
gia Europea de Empleo, configurándose como 
un instrumento esencial de planificación de la 
política de empleo. Así mismo se contará con 
la participación de las organizaciones empre-
sariales y sindicales más representativas. Las 
medidas contenidas en los Planes nacionales 
de acción para el empleo estarán coordinadas 
e integradas con el resto de políticas de origen 
estatal y de la Unión Europea y, especialmen-
te, con las establecidas en los Planes de inte-
gración social, con las que deberán guardar la 
coherencia necesaria para garantizar su máxi-
ma efectividad. 

Las comunidades autónomas, en sus respec-
tivos ámbitos territoriales, establecerán sus 
programas de empleo, de acuerdo con las 
obligaciones establecidas por la Estrategia 
Europea de Empleo, a través de los Planes na-
cionales de acción para el empleo. 

Artículo 4. La dimensión local de la política 
de empleo. 
De acuerdo con lo establecido en la Estrategia 
Europea de Empleo, las políticas de empleo en 
su diseño y modelo de gestión deberán tener 
en cuenta su dimensión local para ajustarlas a 
las necesidades del territorio, de manera que 
favorezcan y apoyen las iniciativas de genera-
ción de empleo en el ámbito local. 

De conformidad con la Constitución, con los 
Estatutos de Autonomía y con la Ley 7/1985, 
de 2 de abril, Reguladora de las Bases de Ré-
gimen Local, los Servicios Públicos de Empleo 
de las comunidades autónomas establecerán 
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los mecanismos de colaboración oportunos y 
en su caso de participación con las corporacio-
nes locales para la ejecución de los programas 
y medidas de las políticas activas de empleo. 

TÍTULO I 
EL SISTEMA NACIONAL DE EMPLEO 

CAPÍTULO I 
DISPOSICIONES GENERALES 

Artículo 5. Concepto. 
Se entiende por Sistema Nacional de Empleo 
el conjunto de estructuras, medidas y accio-
nes necesarias para promover y desarrollar 
la política de empleo. El Sistema Nacional de 
Empleo está integrado por el Servicio Público 
de Empleo Estatal y los Servicios Públicos de 
Empleo de las comunidades autónomas. 

Artículo 6. Fines. 
1. El Sistema Nacional de Empleo deberá garan-
tizar el cumplimiento de los siguientes fines: 

a) Fomentar el empleo y apoyar la creación 
de puestos de trabajo, en especial dirigidos 
a personas con mayor dificultad de inserción 
laboral. 
b) Ofrecer un servicio de empleo público y gra-
tuito a trabajadores y empresarios, capaz de 
captar las ofertas de empleo del mercado de 
trabajo, sobre la base de una atención eficaz y 
de calidad con vistas a incrementar progresi-
vamente sus tasas de intermediación laboral. 
c) Facilitar la información necesaria que per-
mita a los demandantes de empleo encon-
trar un trabajo o mejorar sus posibilidades 
de ocupación, y a los empleadores, contratar 
los trabajadores adecuados apropiados a sus 
necesidades, asegurando el principio de igual-
dad en el acceso de los trabajadores y empre-
sarios a los servicios prestados por el servicio 
público de empleo. 
d) Asegurar que los servicios públicos de em-
pleo, en el ámbito de sus respectivas compe-
tencias, aplican las políticas activas conforme 

a los principios de igualdad y no discrimina-
ción, en los términos previstos en el artículo 9 
de la Constitución, y promueven la superación 
de los desequilibrios territoriales. 
e) Garantizar la aplicación de las políticas ac-
tivas de empleo y de la acción protectora por 
desempleo. 
f) Asegurar la unidad del mercado de trabajo 
en todo el territorio español y su integración 
en el mercado único europeo, así como la libre 
circulación de los trabajadores. 
g) Impulsar la cooperación del servicio públi-
co de empleo y de las empresas en aquellas 
acciones de políticas activas y cualificación 
profesional que éstas desarrollen y que pue-
dan resultar efectivas para la integración 
laboral, la formación o recualificación de los 
desempleados. 

2. En el cumplimiento de estos fines, el Siste-
ma Nacional de Empleo será objeto de evalua-
ción periódica con el fin de adecuar sus estruc-
turas, medidas y acciones a las necesidades 
reales del mercado laboral. 

Artículo 7. Órganos del Sistema Nacional de 
Empleo. 
1. Los órganos del Sistema Nacional de Em-
pleo son: 
a) La Conferencia Sectorial de Asuntos La-
borales, que es el instrumento general de co-
laboración, coordinación y cooperación entre 
la Administración del Estado y la de las comu-
nidades autónomas en materia de política de 
empleo y especialmente en la elaboración de 
los Planes nacionales de acción para el em-
pleo. Así mismo le corresponde la aprobación 
del Programa anual de trabajo del sistema na-
cional de empleo. 
b) El Consejo General del Sistema Nacional de 
Empleo, que es el órgano consultivo de partici-
pación institucional en materia de política de 
empleo. El Consejo estará integrado por un re-
presentante de cada una de las comunidades 
autónomas y por igual número de miembros 
de la Administración General del Estado, de 
las organizaciones empresariales y de las or-
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ganizaciones sindicales más representativas. 
Para la adopción de acuerdos se ponderarán 
los votos de las organizaciones empresariales 
y los de las organizaciones sindicales para que 
cada una de estas dos representaciones cuen-
te con el mismo peso que el conjunto de los 
representantes de ambas Administraciones, 
manteniendo así el carácter tripartito del Con-
sejo. Reglamentariamente se determinarán 
sus funciones, en consonancia con las atribui-
das al Sistema Nacional de Empleo por el artí-
culo 9 de esta ley, entre las que se encuentra 
la de consulta e informe del Plan nacional de 
acción para el empleo y del Programa anual de 
trabajo de dicho Sistema Nacional de Empleo. 

2. La coordinación del Sistema Nacional de 
Empleo se llevará a cabo principalmente a tra-
vés de los siguientes instrumentos: 
a) El Plan nacional de acción para el empleo. 
b) El Programa anual de trabajo del Sistema 
Nacional de Empleo.
c) El Sistema de información de los Servicios 
Públicos de Empleo. 

Artículo 8. Principios de organización y fun-
cionamiento. 
La organización y funcionamiento del Sistema 
Nacional de Empleo se basará en los siguien-
tes principios: 

1. Participación de las organizaciones empre-
sariales y sindicales más representativas en 
el Servicio Público de Empleo Estatal y en los 
Servicios Públicos de Empleo de las comuni-
dades autónomas, en la forma en que éstos 
determinen, de acuerdo con lo previsto en 
esta ley. 

2. Transparencia en el funcionamiento del 
mercado de trabajo y establecimiento de las 
políticas necesarias para asegurar la libre cir-
culación de trabajadores por razones de em-
pleo o formación, teniendo en cuenta, como 
elementos esenciales para garantizar este 
principio los siguientes: 

a) Integración, compatibilidad y coordinación 
de los sistemas de información. El Servicio 
Público de Empleo Estatal y los Servicios Pú-
blicos de Empleo de las comunidades autóno-
mas colaborarán en la creación, explotación y 
mantenimiento de un sistema de información 
común que se organizará con una estructu-
ra informática integrada y compatible. Ello 
permitirá llevar a cabo de forma adecuada 
las funciones de intermediación laboral sin 
barreras territoriales, el registro de paro, las 
estadísticas comunes, la comunicación del 
contenido de los contratos y el seguimiento y 
control de la utilización de fondos proceden-
tes de la Administración General del Estado o 
europea para su justificación. 
b) Existencia de un sitio común en red tele-
mática que posibilite el conocimiento por los 
ciudadanos de las ofertas, demandas de em-
pleo y oportunidades de formación existentes 
en todo el territorio del Estado, así como en 
el resto de los países del Espacio Económico 
Europeo, respetando lo establecido en la Ley 
Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Pro-
tección de Datos de Carácter Personal. 

3. Los Servicios Públicos de Empleo son los 
responsables de asumir, en los términos es-
tablecidos en esta ley, la ejecución de las po-
líticas activas de empleo, sin perjuicio de que 
puedan establecerse instrumentos de colabo-
ración con otras entidades que actuarán bajo 
su coordinación. Dichas entidades deberán 
respetar en todo caso los principios de igual-
dad y no discriminación. 

La colaboración de tales entidades se orienta-
rá en función de criterios objetivos de eficacia, 
calidad y especialización en la prestación del 
servicio encomendado, de acuerdo en todo 
caso con lo establecido en la normativa co-
rrespondiente. La colaboración de los interlo
cutores sociales deberá considerarse de ma-
nera específica. 

4. Calidad en la prestación del servicio, favo-
reciendo el impulso y la permanente mejora de 
los servicios públicos de empleo para adaptar-
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se a las necesidades del mercado de trabajo, 
con aprovechamiento de las nuevas tecnolo-
gías como elemento dinamizador del cambio, 
con dotación suficiente de recursos humanos 
y materiales que posibiliten una atención es-
pecializada y personalizada tanto a los deman-
dantes de empleo como a las empresas. 

Artículo 9. Funciones del Sistema Nacional 
de Empleo. 
1. Aplicar la Estrategia Europea de Empleo, en 
el marco de sus competencias, a través de los 
Planes nacionales de acción para el empleo. 

2. Garantizar la coordinación y cooperación del 
Servicio Público de Empleo Estatal y los Ser-
vicios Públicos de Empleo de las comunidades 
autónomas, prestando especial atención a 
la coordinación entre las políticas activas de 
empleo y las prestaciones por desempleo. 

3. Establecer objetivos concretos y coordi-
nados a través del Programa anual de trabajo 
del Sistema Nacional de Empleo que permi-
tan evaluar los resultados y eficacia de las 
políticas de empleo y definir indicadores 
comparables. 

4. Impulsar y coordinar la permanente adap-
tación de los servicios públicos de empleo a 
las necesidades del mercado de trabajo, en el 
marco de los acuerdos que se alcancen en la 
Conferencia Sectorial de Asuntos Laborales. 

5. Informar, proponer y recomendar a las 
Administraciones públicas sobre cuestiones 
relacionadas con las políticas activas de em-
pleo. 

6. Analizar el mercado laboral en los distintos 
sectores de actividad y ámbitos territoriales 
con el fin de adecuar las políticas activas de 
empleo a sus necesidades, así como para de-
terminar la situación nacional de empleo que 
contribuya a la fijación de las necesidades de 
trabajadores extranjeros, de acuerdo con la 
normativa derivada de la política migratoria. 

CAPÍTULO II 
EL SERVICIO PÚBLICO DE EMPLEO ESTATAL
 
Artículo 10. Concepto. 
El Servicio Público de Empleo Estatal es el 
organismo autónomo de la Administración 
General del Estado al que se le encomienda 
la ordenación, desarrollo y seguimiento de los 
programas y medidas de la política de empleo, 
en el marco de lo establecido en esta ley. 

Artículo 11. Naturaleza y régimen jurídico. 
El Servicio Público de Empleo Estatal es un 
organismo autónomo de los previstos en el 
capítulo II del título III de la Ley 6/1997, de 14 
de abril, de Organización y Funcionamiento de 
la Administración General del Estado, adscrito 
al Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, a 
través de su titular. 

Como organismo autónomo tiene personalidad 
jurídica propia e independiente de la Administra-
ción General del Estado, plena capacidad de obrar 
para el cumplimiento de sus funciones, patrimo-
nio y tesorería propios, así como autonomía de 
gestión, rigiéndose por lo establecido en la Ley 
6/1997, de 14 de abril, de Organización y Funciona-
miento de la Administración General del Estado, 
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común, la Ley Ge-
neral Presupuestaria y por las demás disposicio-
nes de aplicación a los organismos autónomos de 
la Administración General del Estado. 

Artículo 12. Organización. 
El Servicio Público de Empleo Estatal se arti-
cula en torno a una estructura central y a una 
estructura periférica, para el cumplimiento 
de sus competencias. Las organizaciones em-
presariales y sindicales más representativas 
participarán, de forma tripartita y paritaria, en 
sus órganos correspondientes. 

En todo caso, la estructura central se dotará 
de un consejo general y de una comisión ejecu-
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tiva, cuya composición y funciones se estable-
cerán reglamentariamente, de acuerdo con las 
competencias atribuidas al Servicio Público 
de Empleo Estatal. 

Artículo 13. Competencias. 
El Servicio Público de Empleo Estatal tendrá 
las siguientes competencias: 

a) Elaborar y elevar al Ministerio de Trabajo y 
Asuntos Sociales las propuestas normativas 
de ámbito estatal en materia de empleo que 
procedan. 
b) Formular el anteproyecto de presupuesto 
de ingresos y gastos. 
c) Percibir las ayudas de fondos europeos para 
la cofinanciación de acciones a cargo de su 
presupuesto y proceder a la justificación de las 
mismas, a través de la autoridad de gestión de-
signada por la normativa de la Unión Europea. 
d) Colaborar con las comunidades autónomas 
en la elaboración del Plan nacional de acción 
para el empleo, ajustado a la Estrategia Euro-
pea de Empleo, y del Programa anual de tra-
bajo del Sistema Nacional de Empleo. Las or-
ganizaciones empresariales y sindicales más 
representativas participarán en la elaboración 
de dicho Plan nacional de acción para el em-
pleo y recibirán información periódica sobre 
su desarrollo y evaluación. Dicha periodicidad 
no deberá ser superior a seis meses. 
e) Gestionar los programas financiados con car-
go a la reserva de crédito establecida en su pre-
supuesto de gastos. Estos programas serán: 

1.
 
Programas cuya ejecución afecte a un ám-

bito geográfico superior al de una comunidad 
autónoma, cuando éstos exijan la movilidad 
geográfica de los desempleados o trabajado-
res participantes en los mismos a otra comu-
nidad autónoma distinta a la suya y precisen 
de una coordinación unificada. 

2.
  

Programas para la mejora de la ocupación 
de los demandantes de empleo mediante la 
colaboración del Servicio Público de Empleo 
Estatal con órganos de la Administración Ge-

neral del Estado o sus organismos autónomos 
para la realización de acciones formativas y 
ejecución de obras y servicios de interés ge-
neral y social relativas a competencias exclu-
sivas del Estado. 

3.
 
Programas de intermediación y políticas 

activas de empleo cuyo objetivo sea la inte-
gración laboral de trabajadores inmigrantes, 
realizados en sus países de origen, facilitando 
la ordenación de los flujos migratorios. 

La reserva de crédito a que hace referencia 
este párrafo e) se dotará anualmente, previo 
informe de la Conferencia Sectorial de Asun-
tos Laborales, por la Ley de Presupuestos 
Generales del Estado. De los resultados de las 
actuaciones financiadas con cargo a los mis-
mos se informará anualmente a dicha Confe-
rencia Sectorial. 
f) Llevar a cabo investigaciones, estudios y 
análisis sobre la situación del mercado de tra-
bajo y los instrumentos para mejorarlo, en co-
laboración con las respectivas comunidades 
autónomas. 
g) Mantener las bases de datos que garanti-
cen el registro público de ofertas, demandas 
y contratos, mantener el observatorio de las 
ocupaciones y elaborar las estadísticas en 
materia de empleo a nivel estatal. 
h) La gestión y el control de las prestaciones por 
desempleo, sin perjuicio del cometido de vigilan-
cia y exigencia del cumplimiento de las normas 
legales y reglamentarias sobre obtención y dis-
frute de las prestaciones del sistema de la Se-
guridad Social que el artículo 3 de la Ley 42/1997, 
de 14 de noviembre, Ordenadora de la Inspección 
de Trabajo y Seguridad Social, atribuye a los fun-
cionarios del Cuerpo Superior de Inspectores 
de Trabajo y Seguridad Social y del Cuerpo de 
Subinspectores de Empleo y Seguridad Social. 

A los efectos de garantizar la coordinación 
entre políticas activas y prestaciones por des-
empleo, la gestión de esta prestación se de-
sarrollará mediante sistemas de cooperación 
con los Servicios Públicos de Empleo de las 
comunidades autónomas. El Servicio Público 
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de Empleo Estatal deberá colaborar con las 
comunidades autónomas que hayan asumido 
el traspaso de las competencias. 
i) Cualesquiera otras competencias que legal 
o reglamentariamente se le atribuyan. 

Artículo 14. Presupuestación de fondos de 
empleo de ámbito nacional. 
1. El Estado, a través del Servicio Público de 
Empleo Estatal, tiene las competencias en ma-
teria de fondos de empleo de ámbito nacional, 
que figurarán en su presupuesto debidamente 
identificados y desagregados. Dichos fondos, 
que no forman parte del coste efectivo de los 
traspasos de competencias de gestión a las 
comunidades autónomas, se distribuirán de 
conformidad con lo establecido en la norma-
tiva presupuestaria, cuando correspondan a 
programas cuya gestión ha sido transferida. 

2. En la distribución de los fondos a las comuni
dades autónomas acordada en la Conferencia 
Sectorial de Asuntos Laborales, se identifi-
cará aquella parte de los mismos destinada 
a políticas activas para los colectivos que es-
pecíficamente se determinen de acuerdo con 
las prioridades de la Estrategia Europea de 
Empleo y teniendo en cuenta las peculiarida-
des existentes en las diferentes comunidades 
autónomas, a fin a garantizar el cumplimiento 
del Plan nacional de empleo. 

Será objeto de devolución al Servicio Público 
de Empleo Estatal los fondos con destino es-
pecífico que no se hayan utilizado para tal fin, 
salvo que por circunstancias excepcionales, 
sobrevenidas y de urgente atención dichos 
fondos deban utilizarse para otros colectivos 
dentro de las finalidades presupuestarias es-
pecíficas, precisando en otro caso informe del 
Ministerio de Hacienda. En todo caso, el Ser-
vicio Público de Empleo Estatal y el corres-
pondiente órgano de la comunidad autónoma 
acordarán la reasignación de tales fondos, 
reasignación que en ningún caso dará lugar a 
la modificación del presupuesto del Servicio 
Público de Empleo Estatal. 

3. Del total de los fondos de empleo de ámbito 
nacional se establecerá una reserva de cré-
dito, no sujeta a la distribución a que se hace 
referencia en los apartados anteriores, para 
gestionar por el Servicio Público de Empleo 
Estatal los programas señalados en el párrafo 
e) del artículo 13 de esta ley. 

Artículo 15. Políticas activas cofinanciadas 
por los fondos de la Unión Europea. 
1. En la distribución de los fondos a gestionar 
por las comunidades autónomas a los que se 
refiere el artículo anterior, según el procedi-
miento previsto en la Ley General Presupues-
taria, se identificarán los programas cofinan-
ciados por los fondos de la Unión Europea. 

2. Cuando las políticas activas estén cofinan-
ciadas por fondos de la Unión Europea, las co-
munidades autónomas que hayan asumido su 
gestión asumirán, igualmente, la responsabi-
lidad financiera derivada del cumplimiento de 
los requisitos contemplados en la legislación 
comunitaria aplicable. 

Artículo 16. Órganos de seguimiento y con-
trol de los fondos. 
1. Son órganos de seguimiento y control de los 
fondos de empleo de ámbito nacional: 
a) El Servicio Público de Empleo Estatal. 
b) Los órganos de las comunidades autóno-
mas, respecto de la gestión transferida. 
c) La Inspección de Trabajo y Seguridad Social. 
d) La Intervención General de la Administra-
ción del Estado. 
e) El Tribunal de Cuentas. 
f) En la medida en que los fondos estén 
cofinanciados por la Unión Europea, los órga-
nos correspondientes de ésta, así como, en el 
ámbito estatal, los organismos designados 
como autoridades de gestión y autoridades 
pagadoras de los fondos estructurales. 
2. Las acciones de control se ejercerán por di-
chos órganos de conformidad con la normati-
va que les es de aplicación. 
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CAPÍTULO III 
LOS SERVICIOS PÚBLICOS DE EMPLEO DE 
LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS 

Artículo 17. Concepto y competencias. 
1. Se entiende por Servicio Público de Empleo 
de las comunidades autónomas los órganos o 
entidades de las mismas a los que dichas Ad-
ministraciones encomienden, en sus respec-
tivos ámbitos territoriales, el ejercicio de las 
funciones necesarias para la gestión de la in-
termediación laboral, según lo establecido en 
el artículo 20 y siguientes de esta Ley, y de las 
políticas activas de empleo, a las que se refie-
ren los artículos 23 y siguientes de esta misma 
disposición. 

2. Los Servicios Públicos de Empleo de las 
comunidades autónomas y el Servicio de Em-
pleo Público Estatal participarán en la elabo-
ración de la propuesta del Programa anual de 
trabajo del Sistema Nacional de Empleo, para 
su aprobación por la Conferencia Sectorial de 
Asuntos Laborales y posterior ejecución en 
sus respectivos ámbitos territoriales. 

Artículo 18. Organización. 
Los Servicios Públicos de Empleo de las co-
munidades autónomas, en función de su capa-
cidad de autoorganización, se dotarán de los 
órganos de dirección y estructura para pres-
tación del servicio al ciudadano. 

Dichos Servicios Públicos de Empleo contarán 
con la participación de las organizaciones em-
presariales y sindicales más representativas 
en los órganos de representación de carácter 
consultivo, en la forma en que se prevea por 
las comunidades autónomas, teniendo dicha 
participación carácter tripartito y paritario. 

Artículo 19. Financiación autonómica de las 
políticas activas de empleo. 
Las políticas activas desarrolladas en las 
comunidades autónomas y cuya financiación 
no corresponda al Servicio Público de Empleo 
Estatal, o en su caso las complementarias de las 

del Servicio Público Estatal, se financiarán, en 
su caso, con las correspondientes partidas que 
los presupuestos de la comunidad autónoma 
establezcan, así como con la participación en los 
fondos procedentes de la Unión Europea. 

TÍTULO II 
INSTRUMENTOS DE LA POLÍTICA DE EMPLEO 

CAPÍTULO I 
LA INTERMEDIACIÓN LABORAL 

Artículo 20. Concepto. 
La intermediación laboral es el conjunto de accio-
nes que tienen por objeto poner en contacto las 
ofertas de trabajo con los demandantes de em-
pleo para su colocación. La intermediación laboral 
tiene como finalidad proporcionar a los trabaja-
dores un empleo adecuado a sus características y 
facilitar a los empleadores los trabajadores más 
apropiados a sus requerimientos y necesidades. 

Artículo 21. Agentes de la intermediación. 
A efectos del Sistema Nacional de Empleo, la 
intermediación en el mercado de trabajo se 
realizará a través de: 

a) Los servicios públicos de empleo, por sí mis-
mos o a través de las entidades que colaboren 
con los mismos.
b) Las agencias de colocación, debidamente 
autorizadas. 
c) Aquellos otros servicios que reglamentaria-
mente se determinen para los trabajadores en 
el exterior. 

Artículo 22. Principios básicos de la interme-
diación de los servicios públicos de empleo. 
1. Los servicios públicos de empleo asumen la 
dimensión pública de la intermediación labo-
ral, si bien podrán establecer con otras entida-
des convenios, acuerdos u otros instrumentos 
de coordinación que tengan por objeto favore-
cer la colocación de demandantes de empleo. 
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2. La intermediación laboral realizada por los 
servicios públicos de empleo y las agencias 
de colocación, así como las acciones de inter-
mediación que puedan realizar otras entida-
des colaboradoras de aquéllos, se prestarán 
de acuerdo a los principios constitucionales 
de igualdad de oportunidades en el acceso al 
empleo y no discriminación, garantizándose la 
plena transparencia en el funcionamiento de 
los mismos. 

3. Con el fin de asegurar el cumplimiento de 
los citados principios, los servicios públicos 
de empleo garantizarán que el proceso espe-
cífico de selección y casación entre oferta de 
trabajo y demanda de empleo corresponde, 
con carácter general, al servicio público de 
empleo y a las agencias de colocación debida-
mente autorizadas. 

En el supuesto de colectivos con especiales 
dificultades de inserción laboral, los servicios 
públicos de empleo podrán contar con entida-
des colaboradoras especializadas para realizar 
el proceso a que se refiere el párrafo anterior. 

4. La intermediación laboral realizada por los 
servicios públicos de empleo, por sí mismos 
o a través de las entidades que colaboren con 
ellos, conforme a lo establecido en este capí-
tulo, se realizará de forma gratuita para los 
trabajadores y para los empleadores. 

CAPÍTULO II 
LAS POLÍTICAS ACTIVAS DE EMPLEO 

Artículo 23. Concepto de políticas activas de 
empleo. 
1. Se entiende por políticas activas de empleo 
el conjunto de programas y medidas de orien-
tación, empleo y formación que tienen por 
objeto mejorar las posibilidades de acceso 
al empleo de los desempleados en el merca-
do de trabajo, por cuenta propia o ajena, y la 
adaptación de la formación y recalificación 
para el empleo de los trabajadores, así como 

aquellas otras destinadas a fomentar el espí-
ritu empresarial y la economía social. 

Las políticas definidas en el párrafo anterior 
deberán desarrollarse en todo el Estado, te-
niendo en cuenta la Estrategia Europea de 
Empleo, las necesidades de los demandantes 
de empleo y los requerimientos de los res
pectivos mercados de trabajo, de manera 
coordinada entre los agentes de formación 
profesional e intermediación laboral que rea-
lizan tales acciones, con objeto de favorecer la 
colocación de los demandantes de empleo. 

2. Dichas políticas se complementarán y se 
relacionarán, en su caso, con la protección por 
desempleo regulada en el título III del texto re-
fundido de la Ley General de la Seguridad So-
cial, aprobado por el Real Decreto Legislativo 
1/1994, de 20 de junio. La acción protectora 
por desempleo a que se refiere el artículo 206 
del referido texto legal comprende las presta
ciones por desempleo de nivel contributivo y 
asistencial y las acciones que integran las polí-
ticas activas de empleo. 

Artículo 24. El enfoque preventivo de las po-
líticas activas de empleo. 
1. De acuerdo con las directrices derivadas de 
la Estrategia Europea de Empleo, en las que 
se establece el tratamiento preventivo de las 
situaciones de paro de larga duración y a tenor 
de la normativa reguladora de los fondos es-
tructurales de la Unión Europea, los servicios 
públicos de empleo orientarán su gestión para 
facilitar nuevas oportunidades de incorpora-
ción al empleo a los desempleados antes de 
que éstos pasen a una situación de paro de 
larga duración. 

2. La articulación de los servicios y políticas 
activas en favor de los desempleados se or-
denará por los servicios públicos de empleo 
en un itinerario de inserción laboral individua-
lizado, en colaboración con el demandante de 
empleo de acuerdo con las circunstancias pro
fesionales y personales de éste. 
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3. Los demandantes de empleo deberán de 
participar, de acuerdo con lo establecido en 
sus itinerarios de inserción laboral individuali-
zados, en las políticas activas de empleo, con 
la finalidad de mejorar sus oportunidades de 
ocupación. 

Artículo 25. Clasificación. 
1. Los programas y medidas que integren las 
políticas activas de empleo se orientarán y se 
ordenarán por su correspondiente norma re-
guladora, mediante actuaciones que persigan 
los siguientes objetivos: 

a) Informar y orientar hacia la búsqueda activa 
de empleo. 
b) Desarrollar programas de formación profe-
sional ocupacional y continua y cualificar para 
el trabajo. 
c) Facilitar la práctica profesional. 
d) Crear y fomentar el empleo, especialmente 
el estable y de calidad. 
e) Fomentar el autoempleo, la economía so-
cial y el desarrollo de las pequeñas y medianas 
empresas. 
f) Promover la creación de actividad que gene-
re empleo. 
g) Facilitar la movilidad geográfica. 
h) Promover políticas destinadas a inserción 
laboral de personas en situación o riesgo de 
exclusión social. 

En el diseño de estas políticas se tendrá en 
cuenta de manera activa el objetivo de la 
igualdad de trato entre hombres y mujeres 
para garantizar en la práctica la plena igual-
dad por razón de sexo, así como el objetivo de 
garantizar la igualdad de oportunidades y no 
discriminación, en los términos previstos en el 
párrafo a) del artículo 2 de esta ley. 

2. Los programas de formación profesional 
ocupacional y continua se desarrollarán de 
acuerdo con lo establecido en esta ley, así 
como en la Ley Orgánica de las Cualificaciones 
y de la Formación Profesional y en las normas 
que se dicten para su aplicación. 

Artículo 26. Colectivos prioritarios. 
1. El Gobierno y las comunidades autónomas 
adoptarán, de acuerdo con los preceptos 
constitucionales y estatutarios, así como con 
los compromisos asumidos en el ámbito de la 
Unión Europea, programas específicos desti-
nados a fomentar el empleo de las personas 
con especiales dificultades de integración en 
el mercado de trabajo, especialmente jóvenes, 
mujeres, parados de larga duración mayores 
de 45 años, discapacitados e inmigrantes, con 
respeto a la legislación de extranjería. 

2. Teniendo en cuenta las especiales circuns-
tancias de estos colectivos, los servicios 
públicos de empleo asegurarán el diseño de 
itinerarios de inserción que combinen las di-
ferentes medidas y políticas, debidamente 
ordenadas y ajustadas al perfil profesional de 
estos desempleados y a sus necesidades es-
pecíficas. Cuando ello sea necesario, los ser-
vicios públicos de empleo valorarán la necesi-
dad de coordinación con los servicios sociales 
para dar una mejor atención al desempleado. 

CAPÍTULO III 
LA COORDINACIÓN ENTRE LAS POLÍTICAS 
ACTIVAS Y LA PROTECCIÓN ECONÓMICA 
FRENTE AL DESEMPLEO 

Artículo 27. La inscripción de los beneficia-
rios de prestaciones como demandantes de 
empleo y su participación en las políticas ac-
tivas de empleo. 
1. Los solicitantes y perceptores de presta-
ciones y subsidios por desempleo deberán 
inscribirse y mantener la inscripción como 
demandantes de empleo en el servicio público 
de empleo. 

2. La inscripción como demandante de em-
pleo se realizará con plena disponibilidad para 
aceptar una oferta de colocación adecuada. 

3.  Las Administraciones públicas competen-
tes en la gestión de políticas activas garanti-
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zarán la aplicación de las políticas activas de 
empleo a los beneficiarios de prestaciones y 
subsidios por desempleo, en el marco de lo 
que se establezca de acuerdo con lo previsto 
en el artículo 14.2 de esta ley. A estos efectos, 
se deberá atender mediante dichas políticas, 
como mínimo, al volumen de beneficiarios 
proporcional a la participación que los mis-
mos tengan en el total de desempleados de 
su territorio. 

4. Los beneficiarios de prestaciones y subsi-
dios por desempleo inscritos en los servicios 
públicos de empleo deberán participar en las 
políticas activas de empleo que se determi-
nen en el itinerario de inserción. Las Admi
nistraciones públicas competentes deberán 
verificar el cumplimiento de las obligaciones 
como demandantes de empleo de los be-
neficiarios de prestaciones y subsidios por 
desempleo y deberán comunicar los incum
plimientos de esas obligaciones al Servicio 
Público de Empleo Estatal, en el momento en 
que se produzcan o conozcan. 

Artículo 28. Cooperación y colaboración entre 
los servicios públicos de empleo que gestio-
nan las políticas activas y el Servicio Público 
de Empleo Estatal en materia de protección 
económica frente al desempleo. 
1. Las Administraciones y los organismos pú-
blicos que tengan atribuidas la competencia 
de la gestión del empleo y el Servicio Público 
de Empleo Estatal deberán cooperar y co-
laborar en el ejercicio de sus competencias 
garantizando la coordinación de las distintas 
actuaciones de intermediación e inserción la-
boral y las de solicitud, reconocimiento y per-
cepción de las prestaciones por desempleo, a 
través de los acuerdos que se adopten en Con-
ferencia Sectorial y de los convenios de cola
boración que se alcancen, en aplicación de lo 
previsto en los artículos 5y6delaLey 30/1992, 
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de 
las Administraciones Públicas y del Procedi-
miento Administrativo Común. 

2. En ese marco se fijará la conexión de los 
procesos de gestión y de los sistemas de in-
formación relacionados; la colaboración en la 
ejecución de las actividades; la comunicación 
de la información necesaria para el ejercicio 
de las respectivas competencias; la presta-
ción integrada de servicios a los demandan-
tes de empleo solicitantes y beneficiarios de 
prestaciones por desempleo, y la aplicación 
de intermediación, de medidas de inserción 
laboral y de planes de mejora de la ocupabi-
lidad y de comprobación de la disponibilidad 
del colectivo. 

Disposición adicional primera. Identificación 
del Servicio Público de Empleo Estatal. 
El Instituto Nacional de Empleo pasa a deno-
minarse Servicio Público de Empleo Estatal, 
conservando el régimen jurídico, económico, 
presupuestario, patrimonial y de personal, así 
como la misma personalidad jurídica y natura-
leza de organismo autónomo de la Administra
ción General del Estado, con las peculiarida-
des previstas en esta ley. 

En consecuencia con lo anterior, todas las re-
ferencias que en la legislación vigente se efec-
túan al Instituto Nacional de Empleo o a sus 
funciones y unidades deben entenderse reali-
zadas al Servicio Público de Empleo Estatal. 

Disposición adicional segunda. Empresas de 
trabajo temporal. 
Las empresas de trabajo temporal ajustarán 
su actividad a lo establecido en la normativa 
reguladora de las mismas. 

Disposición adicional tercera. Colaboración 
en materia de información con los servicios 
públicos de empleo. 
Todos los organismos y entidades de carácter 
público y privado estarán obligados a facilitar 
al Servicio Público de Empleo Estatal y a los 
Servicios Públicos de Empleo de las comu-
nidades autónomas cuantos datos les sean 
solicitados en relación con el cumplimiento 
de los fines que les son propios, respetando lo 
establecido en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 
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de diciembre, de Protección de Datos de Ca-
rácter Personal. 

Disposición adicional cuarta. 
Los programas financiados con cargo a la 
reserva de crédito establecida en su presu-
puesto de gastos, cuya ejecución afecte a un 
ámbito geográfico superior al de una comuni-
dad autónoma sin que implique la movilidad 
geográfica de los desempleados a trabajado-
res participantes en los mismos, podrán ser 
gestionados por el Servicio Público de Empleo 
Estatal cuando precisen una coordinación 
unificada y previo acuerdo entre el Servicio 
Público de Empleo Estatal y las comunidades 
autónomas en las que vayan a ejecutarse los 
citados programas. 

Disposición adicional quinta. Plan integral de 
empleo de Canarias. 
Considerando la situación económica, social 
y laboral de Canarias, dada su condición de 
región ultraperiférica derivada de su insula-
ridad y lejanía reconocida por el artículo 138.1 
de la Constitución y por el artículo 299.2 del 
Tratado de la Unión Europea y, respecto de 
las ayudas de los fondos estructurales, por el 
artículo 3.1 del Reglamento (CE) n.

o 
1260/1999 

del Consejo, de 21 de junio de 1999, en orden 
a incrementar el empleo en su territorio, el 
Estado podrá participar en la financiación de 
un Plan integral de empleo que se dotará, de 
forma diferenciada, en el estado de gastos del 
Servicio Público de Empleo Estatal, para su 
gestión directa por dicha comunidad autóno-
ma, no integrado en la reserva de crédito a que 
se refiere el artículo 13.e) de esta ley y que será 
independiente de la asignación de los fondos 
de empleo de ámbito nacional, regulados en el 
artículo 14, que le corresponda. 

Disposición transitoria primera. Entidades 
que colaboran en la gestión del empleo. 
Las entidades que a la entrada en vigor de 
esta ley colaborasen con los servicios públi-
cos de empleo mantendrán tal condición de 
acuerdo con la normativa en virtud de la cual 
se estableció la colaboración, en tanto no 

se desarrolle reglamentariamente un nuevo 
régimen de colaboración con los servicios 
públicos de empleo. Esta regulación estable-
cerá los requisitos mínimos de las entidades 
para colaborar en la gestión, sin perjuicio del 
desarrollo que en cada comunidad autónoma 
pueda hacerse de la misma. 

Disposición transitoria segunda. Gestión de 
políticas activas por el Servicio Público de 
Empleo Estatal. 
El Servicio Público de Empleo Estatal gestiona-
rá las políticas activas de empleo relativas a la 
intermediación y colocación en el mercado de 
trabajo, fomento de empleo en el ámbito esta-
tal, formación profesional y continua, mientras 
la gestión de la misma no haya sido objeto de 
transferencia a las comunidades autónomas. 

Disposición transitoria tercera. 
En tanto subsistan las actuales tasas de ocu-
pación y de paro respecto de la población ac-
tiva femenina, los poderes públicos deberán 
organizar la gestión de las políticas activas de 
tal forma que el colectivo femenino se bene-
ficie de la aplicación de tales políticas en una 
proporción equivalente a su peso en el colecti-
vo de los desempleados. 

Disposición derogatoria única. Derogación 
normativa. 
Quedan derogadas cuantas disposiciones 
se opongan a lo establecido en esta ley y, ex-
presamente, los artículos vigentes de la Ley 
51/1980, de 8 de octubre, Básica de Empleo. 

Disposición final primera. Títulos competenciales. 
Esta Ley se dicta al amparo de lo establecido 
en los apartados 1.1.

a
, 1.7.

a 
y 1.17.

a 
del artículo 

149 de la Constitución. El artículo 13.e) se dic-
ta al amparo de lo que establece el artículo 
149.1.13.

a 
de la Constitución. 

Disposición final segunda. Habilitación re-
glamentaria. 
Se autoriza al Gobierno para dictar cuantas 
disposiciones sean necesarias para la aplica-
ción y desarrollo de esta ley. 
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Disposición final tercera. Recursos del Siste-
ma Nacional de Empleo. 
Con el fin de asegurar el cumplimiento de los 
fines del Sistema Nacional de Empleo, los po-
deres públicos, en el ámbito de sus respectivas 
competencias, velarán porque los servicios de 
empleo creados en esta ley estén dotados con 
el personal que en cada momento resulte ne-
cesario para el desempeño de las funciones 
que la ley le encomienda. 

Disposición final cuarta. Convenios de cola-
boración entre el Servicio Público de Empleo 
Estatal y los Servicios Públicos de Empleo de 
las comunidades autónomas para la financia-
ción de gastos compartidos, correspondien-
tes a la gestión estatal de prestaciones por 
desempleo que no impliquen la ampliación 
del coste efectivo traspasado a las comuni-
dades autónomas. 
De conformidad con los principios propugna-
dos en esta ley sobre cooperación y colabo-
ración entre los Servicios Públicos de Empleo 
de las comunidades autónomas y el Servicio 
Público de Empleo Estatal, el Servicio Públi-
co de Empleo Estatal financiará, con cargo a 
su presupuesto, los gastos compartidos que 
eventualmente puedan producirse en la red de 
oficinas de empleo de titularidad traspasada 
a las comunidades autónomas, imputables a la 
prestación de servicios del personal gestor de 
las prestaciones por desempleo. 

La financiación de dichos gastos, que tendrá 
carácter ocasional, no implicará la ampliación 
del coste efectivo de los medios traspasados 
a las comunidades autónomas de la compe-
tencia de la gestión realizada por el Instituto 
Nacional de Empleo en el ámbito del trabajo, 
el empleo y la formación, articulándose a tra-
vés de convenios de colaboración, en los que 
se determinará la aportación económica del 
Servicio Público de Empleo Estatal corres
pondiente a los gastos compartidos, deri-
vados de la gestión de las prestaciones por 
desempleo en el ámbito territorial de las co-
munidades autónomas. 

Por tanto, 

Mando a todos los españoles, particulares 
y autoridades, que guarden y hagan guardar 
esta ley. 

Madrid, 16 de diciembre de 2003. 
JUAN CARLOS R. 

JOSÉ MARÍA AZNAR LÓPEZ 
El Presidente del Gobierno
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En el marco de la política nacional de empleo 
y de la Estrategia Europea para el Empleo, la 
Ley 56/ 2003, de 16 de diciembre, de Empleo, 
establece un nuevo modelo de definición y 
gestión de las políticas de empleo en España, 
cuyo objetivo primordial es incrementar la 
eficiencia del funcionamiento del mercado de 
trabajo y mejorar las oportunidades de incor-
poración al mismo para conseguir el objetivo 
del pleno empleo. Dicho objetivo se busca a 
través de la cooperación y coordinación entre 
las Administraciones implicadas, de modo que 
se logre la máxima efectividad, movilizando y 
optimizando todos los recursos disponibles. 

El instrumento nuclear para conseguir tal fi-
nalidad es el Sistema Nacional de Empleo, 
integrado por el Servicio Público de Empleo 
Estatal y los Servicios Públicos de Empleo de 
las comunidades autónomas. 

Los órganos del Sistema Nacional de Empleo 
son dos: la Conferencia Sectorial de Asuntos 
Laborales, constituida en el marco de las previ-
siones del artículo 4 de la Ley 12/1983, de 14 de 
octubre, del Proceso Autonómico, y del artícu-
lo 5 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Pú-
blicas y del Procedimiento Administrativo Co-
mún; y el Consejo General del Sistema Nacional 
de Empleo, creado por la citada Ley 56/2003, 
de 16 de diciembre, de Empleo. La coordinación 
del Sistema, en el marco de la política nacional 
de empleo, se lleva a cabo a través del Progra-

ma anual de trabajo del Sistema Nacional de 
Empleo, de los Planes de ejecución de la Estra-
tegia Europea de Empleo y del Sistema de in-
formación de los Servicios Públicos de Empleo. 
Por otro lado, la Ley de Empleo establece que 
el Sistema Nacional de Empleo será objeto de 
evaluación periódica con el fin de adecuar sus 
estructuras, medidas y acciones a las necesida-
des reales del mercado laboral. 

Resulta, pues, necesario para el correcto 
funcionamiento del Sistema tanto la regula-
ción de la Conferencia Sectorial, que, al ser 
un órgano ya existente, que cuenta con sus 
propios mecanismos de funcionamiento, no 
necesita más detalle que los referidos a su 
naturaleza y funciones, como la del Consejo 
General del Sistema Nacional de Empleo, que 
por su carácter novedoso precisa de una más 
amplia regulación, así como de los diferentes 
instrumentos de dicho Sistema y de la evalua-
ción periódica referida. 

El presente real decreto ha sido sometido a 
informe de la Conferencia Sectorial de Asun-
tos Laborales, así como de las organizaciones 
empresariales y sindicales más representati-
vas. Esta disposición se dicta al amparo de la 
habilitación reglamentaria específica estable-
cida en la disposición final segunda de la Ley 
56/2003, de 16 de diciembre, de Empleo. 

En su virtud, a propuesta del Ministro de Tra-
bajo y Asuntos Sociales, con la aprobación de 

REAL DECRETO 1722/2007, 
de 21 de diciembre, por el 
que se desarrolla la Ley 
56/2003, de 16 de diciembre, 
de Empleo, en materia de 
órganos,  instrumentos de 
coordinación y evaluación del 
Sistema  Nacional de Empleo
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la Ministra de Administraciones Públicas, de 
acuerdo con el Consejo de Estado, y previa 
deliberación del Consejo de Ministros en su 
reunión del día 21 de diciembre de 2007, 

D I S P O N G O: 

TÍTULO PRELIMINAR 
DEL SISTEMA NACIONAL DE EMPLEO 

Artículo 1. El Sistema Nacional de Empleo. 
En el marco de lo dispuesto en la Ley 56/2003, 
de 16 de diciembre, de Empleo, el Sistema Na-
cional de Empleo es el conjunto de estructuras, 
medidas y acciones necesarias para promover 
y desarrollar la política de empleo, y está inte-
grado por el Servicio Público de Empleo Esta-
tal y los Servicios Públicos de Empleo de las 
Comunidades Autónomas. 

Artículo 2. Órganos del Sistema Nacional de 
Empleo. 
Los órganos del Sistema Nacional de Empleo 
son la Conferencia Sectorial de Asuntos Labo-
rales y el Consejo General del Sistema Nacio-
nal de Empleo. 

Artículo 3. Instrumentos de coordinación del 
Sistema Nacional de Empleo. 
Los instrumentos de coordinación del Sistema 
Nacional de Empleo son: el Programa anual de 
trabajo del Sistema Nacional de Empleo, los 
Planes de ejecución de la Estrategia Europea 
de Empleo y el Sistema de información de los 
Servicios Públicos de Empleo. 

Artículo 4. Evaluación del Sistema Nacional 
de Empleo. 
A fin de garantizar el mejor cumplimiento de 
los fines asignados, las estructuras, medidas 
y acciones del Sistema Nacional de Empleo 
serán sometidas a evaluaciones periódicas, 
tanto internas como externas, dirigidas a me-
jorar su adecuación a las necesidades reales 

del mercado laboral, de acuerdo a criterios de 
calidad, eficacia y eficiencia. 

TÍTULO I 
DE LA CONFERENCIA SECTORIAL DE ASUN-
TOS LABORALES 

Artículo 5. Naturaleza. 
La Conferencia Sectorial de Asuntos Labora-
les, es el instrumento general de colaboración, 
coordinación y cooperación entre la Adminis-
tración del Estado y la de las comunidades 
autónomas y ciudades de Ceuta y Melilla en 
materia de política de empleo y especialmen-
te en la elaboración de los Planes de ejecución 
de la Estrategia Europea de Empleo. 

Artículo 6. Funciones. 
La Conferencia Sectorial de Asuntos Labora-
les tiene como funciones las siguientes: 

a) Adoptar los acuerdos que procedan para la 
debida coordinación de la política de empleo, 
en los términos señalados en el artículo 3.1 de 
la Ley 56/2003, de 16 de diciembre, de Empleo, 
y para asegurar en todo momento la necesaria 
coherencia de la actuación de los órganos con 
competencia en materia de políticas activas 
de empleo, en los términos que indica el artí-
culo cuatro. 1 de la Ley 12/ 1983, de 14 de octu-
bre, del proceso autonómico. 
b) Informar los Planes de ejecución de la Estra-
tegia Europea para el Empleo y velar por su apli-
cación en el Programa Nacional de Reformas. 
c) Aprobar el Programa anual de trabajo del 
Sistema Nacional de Empleo. 
d) Acordar los criterios de distribución de los 
créditos presupuestarios destinados a co-
munidades autónomas y examinar y deliberar 
sobre los programas desarrollados en las mis-
mas con cargo a esos créditos, en los términos 
del artículo 14.2 de la Ley 56/2003, de 16 de 
diciembre, de Empleo. 
e) Ser informada por el Ministerio de Trabajo y 
Asuntos Sociales sobre los proyectos de nor-
mas, en los términos establecidos en el artícu-
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lo 3.1 de la Ley 56/2003, de 16 de diciembre, de 
Empleo, e informar sobre los mismos. 
f) Informar los proyectos de convenios de 
colaboración, especialmente entre adminis-
traciones públicas, cuando corresponda por 
disposición legal o se solicite por alguno de 
los miembros de la Conferencia. 
g) Analizar e informar, con carácter general, la 
situación del mercado de trabajo y sus perspec-
tivas futuras, para lograr la adecuación de las 
políticas activas de empleo al mercado laboral. 
h) Informar, con carácter previo a la aprobación 
de la Ley de Presupuestos Generales del Esta-
do, sobre la reserva de crédito establecida en 
el presupuesto de gastos del Servicio Público 
de Empleo Estatal a que hace referencia el ar-
tículo 13.e) de la Ley 56/2003, de 16 de diciem-
bre, de Empleo. Igualmente, ser informada de 
los resultados de las actuaciones financiadas 
con cargo a los mismos. 
i) Adoptar los acuerdos dirigidos al impulso y 
coordinación de la permanente adaptación de 
los servicios públicos de empleo a las necesida-
des del mercado de trabajo, y aquellos orienta-
dos a favorecer la cooperación y colaboración 
entre el Servicio Público de Empleo Estatal y 
los Servicios Públicos de Empleo autonómicos 
para la coordinación de las distintas actuacio-
nes de intermediación e inserción laboral y las 
de solicitud, reconocimiento y percepción de 
las prestaciones por desempleo y la integración 
de la información relativa a las mismas. 
j) Conocer los resultados de las evaluaciones 
del Sistema Nacional de Empleo, de acuerdo 
con lo previsto en el artículo 29 del presente 
real decreto. 
k) Elaborar planes y programas conjuntos de 
actuación. 
l) Cooperar en la determinación de objetivos 
comunes y sus correspondientes acciones en 
lo relativo a fomento del empleo. 
m) Intercambiar información sobre criterios 
técnicos y procedimentales en la ejecución de la 
legislación laboral, y, en su caso, establecer cri-
terios y procedimientos comunes en la misma. 
n) Intercambiar información y criterios en re-
lación con la política laboral en el ámbito de la 
Unión Europea, articulando su actuación con la 

de la Conferencia para Asuntos Relacionados 
con las Comunidades Europeas y, en su caso, 
con otras Conferencias que puedan actuar en 
estos temas. 
ñ) Organizar conJuntamente actividades de 
estudio, formación y divulgación. 
o) Poner a disposición de sus miembros, aque-
llos documentos, datos y estadísticas que sean 
precisos para el desempeño de sus funciones. 
p) Cualesquiera otras que le atribuya la legis-
lación vigente o que contribuyan a asegurar la 
necesaria cooperación, coherencia y coordi-
nación de la actuación de los poderes públicos 
en el ámbito laboral. 

Artículo 7. Comisión Técnica de Trabajo de Di-
rectores Generales de los Servicios Públicos 
de Empleo. 
En el seno de la Conferencia Sectorial de 
Asuntos Laborales, se constituye la Comisión 
Técnica de Trabajo de Directores Generales de 
los Servicios Públicos de Empleo, con el obje-
tivo primordial de facilitar el desarrollo de los 
debates en aquellas materias que, siendo rela-
tivas al Sistema Nacional de Empleo, afecten 
más directamente a las administraciones pú-
blicas. El régimen de organización y funciona-
miento de esta Comisión Técnica se acordará 
en la primera reunión que se celebre. 

TÍTULO II 
DEL CONSEJO GENERAL DEL SISTEMA NA-
CIONAL DE EMPLEO 

CAPÍTULO I 
NATURALEZA, FUNCIONES Y COMPOSICIÓN 
DEL CONSEJO GENERAL DEL SISTEMA NA-
CIONAL DE EMPLEO 

Artículo 8. Naturaleza. 
El Consejo General del Sistema Nacional de 
Empleo, adscrito al Ministerio de Trabajo y 
Asuntos Sociales, es el órgano consultivo de 
participación institucional de las Administra-
ciones públicas y de los interlocutores socia-
les en materia de política de empleo. 
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Artículo 9. Funciones. 
Corresponde al Consejo General del Sistema 
Nacional de Empleo: 

a) Informar las propuestas normativas sobre 
ordenación de las políticas activas de empleo. 
b) Formular propuestas de política de empleo 
nacional sobre objetivos y prioridades para el 
Programa Anual de Trabajo del Sistema Na-
cional de Empleo, informar sobre el mismo y 
conocer su grado de ejecución y resultados. 
c) Informar los planes de ejecución de la Estrate-
gia Europea de Empleo y conocer los informes 
de seguimiento de los mismos efectuados por 
el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales. 
d) Proponer mecanismos que garanticen la 
coordinación y cooperación del Servicio Públi-
co de Empleo Estatal y los Servicios Públicos 
de Empleo de las comunidades autónomas, en 
materia de empleo, trabajo, formación y polí-
tica laboral de emigración, en el ámbito de sus 
competencias, prestando especial atención a 
la coordinación entre las políticas activas de 
empleo y las prestaciones por desempleo. 
e) Proponer mecanismos de evaluación y evaluar 
las estructuras, medidas y acciones del Sistema 
Nacional de Empleo con el fin de adecuarlas a las 
necesidades reales del mercado laboral, conocer 
los resultados de las evaluaciones de acuerdo 
con lo previsto en el artículo 29 del presente real 
decreto, y realizar propuestas de mejora. 
f) Conocer los programas anuales de trabajo del 
Servicio Público de Empleo Estatal y de los Ser-
vicios Públicos de Empleo de las comunidades 
autónomas referentes a investigaciones, estu-
dios y análisis sobre la situación del mercado de 
trabajo, emitir recomendaciones y proponer ac-
ciones sobre las materias antes mencionadas. 
g) Desarrollar las funciones que le correspondan 
en materia de Formación Profesional para el Em-
pleo, e informar sobre cuestiones relacionadas 
con las políticas activas de empleo y las prestacio-
nes por desempleo, que les puedan ser sometidas 
por las Administraciones Públicas, así como emi-
tir propuestas y recomendaciones al respecto. 
h) Conocer, con carácter general, los Acuer-
dos alcanzados en la Conferencia Sectorial de 
Asuntos Laborales. 

i) Las demás funciones que resulten propias 
de su condición de órgano consultivo de parti-
cipación del Sistema Nacional de Empleo. 

Artículo 10. Composición. 
1. El Consejo General del Sistema Nacional de 
Empleo está compuesto por: 

a) Un Presidente. 
b) Tres Vicepresidentes, uno de ellos elegido 
por las comunidades autónomas y las ciuda-
des de Ceuta y Melilla, de entre los Vocales 
de dicho grupo; uno por las Organizaciones 
Empresariales y uno por las Organizaciones 
Sindicales, elegidos igualmente de entre los 
Vocales de su grupo. 
c) Dieciocho Vocales en representación de la 
Administración General del Estado. 
d) Diecisiete Vocales en representación, uno 
por cada una, de las comunidades autónomas, 
así como un Vocal por cada una de las ciudades 
de Ceuta y Melilla. 
e) Diecinueve Vocales por parte de las 
organizaciones empresariales más represen-
tativas. 
f) Diecinueve Vocales por parte de las organi-
zaciones sindicales más representativas.
 
2. El Consejo General del Sistema Nacional 
de Empleo estará asistido por un Secretario 
General. 

Artículo 11. Sede. 
El Consejo General del Sistema Nacional de 
Empleo tiene su sede en el Ministerio de Tra-
bajo y Asuntos Sociales, sin perjuicio de que 
se puedan celebrar reuniones en otros lugares 
y localidades. Tal circunstancia se expresará 
en las convocatorias. 

Artículo 12. Del Presidente. 
1. El Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales 
presidirá el Consejo General del Sistema Na-
cional de Empleo. 
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2. Corresponde al Presidente: 

a) La representación formal del Consejo Gene-
ral del Sistema Nacional de Empleo. 
b) Acordar la convocatoria de las sesiones, 
tanto ordinarias como extraordinarias, y la fi-
jación del Orden del día. 
c) Presidir las sesiones y moderar el desarrollo 
de los debates. 
d) Ejercer su derecho al voto, decidiendo la vo-
tación en caso de empate. 
e) Visar las actas y certificaciones de los 
acuerdos del Consejo General del Sistema Na-
cional de Empleo. 
f) Velar por el cumplimiento de las disposicio-
nes establecidas en el presente real decreto y 
en el reglamento de funcionamiento interno 
del Consejo General del Sistema Nacional de 
Empleo, así como la regularidad de las delibe-
raciones. 
g) Cuantas otras funciones sean inherentes a 
su condición de Presidente del Consejo Gene-
ral del Sistema Nacional de Empleo. 
3. El Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales, en 
los casos de vacante, enfermedad, ausencia u 
otras causas de imposibilidad, será sustituido 
por el Secretario General de Empleo, por el Di-
rector General del Servicio Público de Empleo 
Estatal, o por uno de los Vicepresidentes, en el 
orden citado. 

Artículo 13. De los Vicepresidentes. 
Los Vicepresidentes ejercerán las funciones 
que les sean delegadas por el Presidente, y le 
sustituirán en caso de vacante, ausencia, enfer-
medad u otra causa legal de forma alternativa, 
según el orden establecido en el artículo 10.b)

Artículo 14. De los Vocales. 
1. El Consejo General del Sistema Nacional de 
Empleo estará integrado por: 

a) Dieciocho Vocales en representación de la 
Administración General del Estado, designa-
dos por el Ministro de Trabajo y Asuntos So-
ciales. Uno de ellos será el Secretario General 

de Empleo; otro el Director General del Servi-
cio Público de Empleo Estatal, y otro el Direc-
tor General del Instituto Social de la Marina. 
b) Diecisiete Vocales en representación, uno 
por cada una, de las comunidades autónomas, 
así como un Vocal por cada una de las ciudades 
de Ceuta y Melilla. 
c) Diecinueve Vocales por parte de las 
organizaciones empresariales más represen-
tativas, designados por los órganos compe-
tentes de la organización empresarial corres-
pondiente. 
d) Diecinueve Vocales por parte de las 
organizaciones sindicales más representati-
vas, designados por el órgano competente del 
Sindicato correspondiente. 

2. Los Vocales del Consejo General del Siste-
ma Nacional de Empleo podrán ser sustitui-
dos, en caso de ausencia o enfermedad y, en 
general, cuando concurra alguna causa justi-
ficada, por los suplentes que designe la Admi-
nistración o la organización a la que represen-
tan, comunicándolo por escrito a la Secretaría 
del Consejo. 

3. Cada cuatro años se producirá la renova-
ción de la composición del Consejo General 
del Sistema Nacional de Empleo, teniendo 
en cuenta para ello las modificaciones que se 
hubieran producido en cuanto a la representa
tividad a nivel nacional de las organizaciones 
empresariales y sindicales. 

4. Los Vocales del Consejo General del Siste-
ma Nacional de Empleo serán nombrados por 
el Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales. El 
nombramiento se efectuará, en relación con 
los respectivos miembros, a propuesta de los 
órganos competentes de las comunidades y 
ciudades autónomas y de las organizaciones 
empresariales y sindicales más representati-
vas. En igual forma se dispondrá su cese. 

5. Corresponde a todos los Vocales: 

a) Exponer su opinión, efectuar propuestas y 
plantear mociones. 
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b) Ejercer su derecho al voto pudiendo hacer 
constar en acta la abstención y el voto reser-
vado así como los motivos que lo justifiquen. 
Cuando voten en contra y hagan constar su 
motivada opinión, quedarán exentos de la res-
ponsabilidad que, en su caso, pueda derivarse 
de los acuerdos del órgano colegiado. 
c) Participar en los debates de las sesiones. 
d) Proponer al Presidente, a través de la Secre-
taría del Consejo General del Sistema Nacional 
de Empleo, la inclusión de puntos en el orden 
del día de las sesiones ordinarias y formular 
ruegos y preguntas. Cuando la propuesta de 
inclusión en el orden del día sea presentada 
por, al menos, quince Vocales o lo acuerde la 
Comisión Permanente, el tema se incluirá pre-
ceptivamente en el citado orden del día. 
e) El derecho a la información necesaria para 
cumplir debidamente las funciones asignadas 
al Consejo General del Sistema Nacional de 
Empleo. 

A tal efecto, deberán formular por escrito la 
petición correspondiente, dirigida a la Secre-
taría del Consejo General del Sistema Nacio-
nal de Empleo, poniéndose de manifiesto en la 
misma y en el plazo más breve posible cuantos 
antecedentes y documentación precise. Si 
ésta no se facilitara, será considerado el asun-
to en la primera reunión que celebre la Comi-
sión Permanente. 
f) Cuantas otras funciones sean inherentes a 
su condición de vocal. 

6. Los Vocales no podrán atribuirse la repre-
sentación o facultades del Consejo General del 
Sistema Nacional de Empleo, salvo que expre-
samente se les haya otorgado por acuerdo del 
órgano colegiado y para cada caso concreto. 

Artículo 15. Del Secretario General del Con-
sejo General del Sistema Nacional de Empleo 
y de la Comisión Permanente. 
1. El Secretario General, con voz pero sin voto, 
será designado por el Ministro de Trabajo y 
Asuntos Sociales de entre los Subdirectores Ge-
nerales del Servicio Público de Empleo Estatal. 

2. La Secretaría General es el órgano de 
comunicación de los Vocales con el Consejo 
General del Sistema Nacional de Empleo y con 
la Comisión Permanente contemplada en los 
artículos 16 y 18 del presente real decreto. 

3. El Secretario General contará con un suplen-
te, funcionario del Servicio Público de Empleo 
Estatal con el mismo rango, que le sustituirá 
en las reuniones del Consejo General del Sis-
tema Nacional de Empleo a las que por cual-
quier motivo justificado no pueda asistir. 

4. El Secretario General facilitará a los miem-
bros del Consejo General del Sistema Nacional 
de Empleo la información y asistencia técnica 
que fuera necesaria para el mejor desarrollo 
de las funciones asignadas a los Vocales. 

CAPÍTULO II 
FUNCIONAMIENTO 

Artículo 16. Funcionamiento del Consejo Ge-
neral del Sistema Nacional de Empleo. 
1. El Consejo General del Sistema Nacional de 
Empleo funcionará en Pleno, en Comisión Per-
manente y en Comisiones Especiales. También 
se podrán crear comisiones de ámbito territo-
rial, así como comisiones de trabajo, cuando 
así lo decidan el Pleno o las Comisiones. 

2. El Consejo General del Sistema Nacional de 
Empleo adoptará sus acuerdos por mayoría. 
A tal fin los representantes de las Adminis-
traciones públicas tendrán cada uno un voto 
y dos cada uno de los representantes de las 
organizaciones empresariales y sindicales. 

Artículo 17. Del Pleno del Consejo General del 
Sistema Nacional de Empleo. 
1. El Consejo del Sistema Nacional de Empleo 
en Pleno lo componen el Presidente, los Vice-
presidentes, todos los Vocales y el Secretario 
General. 
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2. El Consejo General del Sistema Nacional de Em-
pleo en Pleno se reunirá dos veces al año, o cuan-
do lo convoque su Presidente a iniciativa propia, o 
a solicitud de la cuarta parte de sus miembros. 

3. Corresponderá al Pleno la realización de las 
funciones atribuidas al Consejo General del 
Sistema Nacional de Empleo en el artículo 9 
del presente Reglamento, sin perjuicio de las 
que expresamente se atribuyan a la Comisión 
Permanente o a las comisiones especiales. 

Artículo 18. De la Comisión Permanente. 
1. La Comisión Permanente estará integrada 
por veinticuatro Vocales: seis en represen-
tación de las organizaciones sindicales más 
representativas, seis en representación de 
las organizaciones empresariales más repre
sentativas, seis en representación de la Admi-
nistración General del Estado y seis en repre-
sentación de las comunidades autónomas y de 
las ciudades de Ceuta y Melilla, elegidos entre 
los respectivos Vocales del Consejo General 
del Sistema Nacional de Empleo. 

Uno de los representantes por la Administra-
ción del Estado será el Director General del 
Servicio Público de Empleo Estatal, que será 
su Presidente. Contará con un suplente, que 
será uno de los Subdirectores Generales del 
Servicio Público de Empleo Estatal, el cual le 
sustituirá en las reuniones de la Comisión a las 
que por cualquier motivo justificado no pueda 
asistir. Los restantes Vocales serán sustitui-
dos por sus suplentes en los términos que se-
ñala el artículo 14.2. 

Actuará como Secretario, con voz pero sin 
voto, el Secretario General del Consejo Ge-
neral del Sistema Nacional de Empleo, con el 
mismo régimen que establece el artículo 15. 
En las votaciones se aplicará una ponderación 
de votos igual a la del Consejo General del Sis-
tema Nacional de Empleo. 

2. La Comisión Permanente tendrá las siguien-
tes funciones: 

a) Control y seguimiento en la aplicación de las 
decisiones del Consejo General del Sistema 
Nacional de Empleo. 
b) Elevar, con el correspondiente informe, 
al Consejo General del Sistema Nacional de 
Empleo las líneas generales de actuación para 
cada ejercicio. 
c) Ejercer cuantas funciones le hayan sido 
expresamente delegadas por el Consejo Ge-
neral del Sistema Nacional de Empleo. 
d) Proponer cuantas medidas estime necesa-
rias para el mejor cumplimiento de los fines 
del Consejo General del Sistema Nacional de 
Empleo. 

3. La Comisión Permanente se reunirá con 
periodicidad trimestral, así como cuantas 
veces la convoque su Presidente, a iniciativa 
propia o a petición de la cuarta parte de los 
Vocales. 
4. Podrán asistir a la Comisión Permanente ex-
pertos al objeto de asesorar y poder informar 
en un tema en concreto que haya sido incluido 
en el orden del día. Los expertos no tendrán 
derecho al voto. 

Artículo 19. De las Comisiones especiales. 
1. Las Comisiones especiales ejercerán las 
funciones que expresamente se les atribuya 
o aquellas otras que les fueran encomendadas 
por el Pleno o la Comisión Permanente. 

2. Las Comisiones especiales se constituirán 
con sujeción al mismo criterio de composición 
y número establecido para el Pleno y para la 
Comisión Permanente. 

3. Las Comisiones especiales podrán ser 
auxiliadas por personas expertas, así como 
recabar, a través de la Secretaría, cuantos in-
formes y dictámenes estimen para el cumpli-
miento de sus fines. 

Artículo 20. Convocatoria. 
1. Corresponde al Secretario General efectuar, 
por orden del Presidente, las oportunas notifi-
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caciones y citaciones por los medios más idó-
neos para garantizar adecuadamente su recep-
ción con la debida antelación, que será de doce 
días hábiles para sesiones ordinarias y de cinco 
para las extraordinarias. No obstante, el Presi-
dente, en caso de especial urgencia e inaplaza-
ble necesidad, podrá alterar dicho plazo, siem-
pre que garantice a los Vocales el conocimiento 
previo y suficiente de las convocatorias. 

2.  Las convocatorias deberán comunicar el día, 
hora y lugar de la reunión a celebrar, así como 
el orden del día, e incluir, en su caso, la docu-
mentación adecuada para estudio previo. 

Artículo 21. Orden del día de la sesión. 
1. El orden del día de las sesiones ordinarias 
contendrá la lectura y, en su caso, la aproba-
ción del acta de la sesión anterior, así como los 
demás puntos que acuerde la Presidencia. 

2. No podrá ser objeto de acuerdo ningún asun-
to que no figure incluido en el orden del día, sal-
vo que estén presentes todos los miembros del 
órgano colegiado, y sea declarada la urgencia 
del asunto por el voto favorable de la mayoría. 

3. El orden del día de las sesiones que, con carác-
ter extraordinario, se convoquen contendrá los 
temas propuestos por el Presidente o, en su caso, 
por los miembros que la hubiesen solicitado. 

4. La Comisión Permanente y las Comisiones 
Especiales podrá acordar la inclusión de pun-
tos en el orden del día de las sesiones ordina-
rias del Consejo General del Sistema Nacional 
de Empleo. 

Artículo 22. Del funcionamiento del Pleno y 
las Comisiones. 
1. El Pleno y las Comisiones quedarán válida-
mente constituidos cuando concurran dos 
tercios, al menos, de sus componentes en pri-
mera convocatoria o la mitad más uno de sus 
miembros, en segunda. 

2. El voto será individual, y podrá delegarse se-
gún se determine en el Reglamento interno al 
que se refiere la disposición adicional primera 
de este real decreto. 

3. De cada sesión se levantará un acta que 
contendrá la indicación de las personas asis-
tentes, las que hayan intervenido, así como 
las circunstancias de lugar y tiempo en que 
se ha celebrado, los puntos principales de la 
deliberación de manera sucinta y sustancial, la 
forma y resultados de la votación y el conteni-
do de los acuerdos. 

De acuerdo con el artículo 14, apartado 5, le-
tra b), los miembros del Consejo General del 
Sistema Nacional de Empleo podrán hacer 
constar en acta su voto contrario al acuerdo 
adoptado, o su abstención, y los motivos que 
lo justifiquen. 

Las actas serán redactadas y firmadas por 
el Secretario General, con el visto bueno del 
Presidente, y se aprobarán en la misma o en la 
siguiente sesión, acompañándose en este se-
gundo caso, el correspondiente texto de acta 
a la convocatoria. 

4. Cualquier miembro del Consejo General 
del Sistema Nacional de Empleo, incluido el 
Secretario General, tiene derecho a solicitar 
la transcripción íntegra de su intervención en 
cada sesión, siempre que aporte en el acto, o 
en el plazo que señale el Presidente el texto 
escrito que se corresponda exacta y fielmen-
te con su intervención, haciéndose constar así 
en el acta y uniéndose copia autenticada del 
escrito a la misma. 

5. Podrá acordarse la utilización de un proce-
dimiento escrito en aquellos asuntos en los 
que así se decida, cuando se consideren su-
ficientemente debatidos, y no se opongan, al 
menos, quince Vocales. 
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TÍTULO III 
INSTRUMENTOS Y EVALUACIÓN DEL SISTE-
MA NACIONAL DE EMPLEO 

CAPÍTULO I 
DE LOS PLANES DE EJECUCIÓN DE LA ES-
TRATEGIA EUROPEA DE EMPLEO 

Artículo 23. Elaboración de los Planes de eje-
cución de la Estrategia Europea de Empleo. 
Los Planes de ejecución de la Estrategia Eu-
ropea de Empleo, integrados en el marco de la 
política nacional de empleo y en el Programa 
Nacional de Reformas, reflejarán el conjunto 
de políticas, medidas, acciones y su finan
ciación necesarios para aplicar la Estrategia 
Europea de Empleo en España. Su elaboración 
se regirá por las siguientes reglas: 

a) Los Planes de ejecución de la Estrategia 
Europea de Empleo serán elaborados por el 
Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, en 
el ámbito de sus competencias, debiendo con-
tar con la participación de las comunidades 
autónomas, así como con la colaboración de 
los Departamentos Ministeriales cuyas ac-
tuaciones tengan incidencia en las políticas de 
empleo y mercado de trabajo. 
b) Los Planes de ejecución de la Estrategia Eu-
ropea de Empleo contendrán las políticas de 
empleo y de mercado de trabajo estatales y de 
las comunidades autónomas que se enmarcan 
en la Estrategia Europea de Empleo. 
c) Los Planes de ejecución de la Estrategia Eu-
ropea de Empleo contendrán medidas coordi-
nadas e integradas con el resto de políticas de 
origen estatal y de la Unión Europea. 
d) Las Organizaciones Empresariales y Sin-
dicales más representativas a nivel Estatal 
participarán en la elaboración, seguimiento 
y evaluación de los Planes de ejecución de la 
Estrategia Europea de Empleo. 
e) Los Planes de ejecución de la Estrategia 
Europea de Empleo serán aprobados por el 
Gobierno, previo informe de la Conferencia 
Sectorial de Asuntos Laborales y del Consejo 
General del Sistema Nacional de Empleo. 

Artículo 24. Seguimiento de los Planes de eje-
cución de la Estrategia Europea de Empleo. 
Cuatrimestralmente, el Ministerio de Trabajo 
y Asuntos Sociales confeccionará un informe 
de seguimiento de los Planes de ejecución de 
la Estrategia Europea de Empleo, que será co-
municado a los miembros del Consejo General 
del Sistema Nacional de Empleo. Dicho infor-
me valorará el cumplimiento progresivo de 
los citados Planes, en todo su contenido, cual-
quiera que sea el Departamento o Autoridad 
competente de cada una de las medidas. 

Para el cumplimiento de lo previsto en el pá-
rrafo anterior, el Ministerio de Trabajo y Asun-
tos Sociales coordinará sus actividades con 
el resto de los Departamentos Ministeriales 
y comunidades autónomas, que facilitarán 
cuanta información sea necesaria para hacer 
el citado seguimiento. 

CAPÍTULO II 
DEL PROGRAMA ANUAL DE TRABAJO 

Artículo 25. Programa Anual de Trabajo. 
1. El Programa Anual de Trabajo del Sistema 
Nacional de Empleo se inserta en el marco de 
la política nacional de empleo y de la Estrate-
gia Europea de Empleo, y contendrá un conjun-
to de medidas integradas y coordinadas que, 
incluyendo los criterios del Consejo General, 
enmarque los objetivos y actividades a cum-
plir por los Servicios Públicos de Empleo. 
Como mínimo deberá reflejar: 

a) Los objetivos cuantitativos y cualitativos de 
actuación, las prioridades y los colectivos de 
atención preferente. 
b) Las tareas a desarrollar y las actividades en 
las que se dividen. 
c) El plazo de ejecución de cada una de las 
tareas. 
d) Los indicadores de seguimiento. 

2. El Programa Anual de Trabajo se elaborará por 
la Comisión Técnica de Directores Generales del 
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Servicio Público Estatal y de los Servicios Públi-
cos de Empleo de las comunidades autónomas, 
siendo sometido a informe del Consejo General 
del Sistema Nacional de Empleo y aprobado por 
la Conferencia Sectorial de Asuntos Laborales. 
Asimismo, la citada Comisión Técnica de Direc-
tores Generales efectuará el seguimiento del 
Programa Anual de Trabajo. 

CAPÍTULO III 
DEL SISTEMA DE INFORMACIÓN DE LOS 
SERVICIOS PÚBLICOS DE EMPLEO 

Artículo 26. Concepto. 
El Sistema de Información de los Servicios Pú-
blicos de Empleo es un instrumento técnico de 
coordinación del Sistema Nacional de Empleo 
que tiene como finalidad, a través de los acuer-
dos que se adopten en la Conferencia Secto-
rial de Asuntos Laborales, el establecimiento 
de protocolos para el registro de datos comu-
nes y la integración de la información relativa 
a la gestión de las políticas activas de empleo 
y las prestaciones por desempleo que llevan a 
cabo los Servicios Públicos de Empleo. 

Artículo 27. Objetivos. 
El Sistema de Información de los Servicios Pú-
blicos de Empleo tiene como objetivos: 

a) Garantizar la igualdad de trato, en cuanto a 
derechos y obligaciones, a los usuarios de los 
Servicios Públicos de Empleo –demandantes 
de empleo y empleadores– independiente-
mente del territorio donde se les presten ser-
vicios, mediante el establecimiento de reglas 
mínimas comunes en cuanto a los procedimien
tos de gestión de dichos servicios, sin perjuicio 
de su adecuación a la situación del territorio 
y de la autonomía de gestión de los distintos 
Servicios Públicos de Empleo, para adaptar su 
funcionamiento a las distintas necesidades. 
b) Garantizar la intermediación laboral y la li-
bre circulación de los trabajadores en todo el 
territorio nacional facilitando la transparencia 

del mercado de trabajo y la movilidad geográ-
fica mediante: 

1.º El conocimiento por parte de los demandan-
tes de empleo, independientemente del lugar 
donde residan, de las oportunidades de trabajo 
–puestos vacantes– en todo el Estado. 
2.º El conocimiento por parte de los emplea-
dores de las posibilidades de cubrir puestos 
de trabajo vacantes con demandantes de em-
pleo disponibles residentes en cualquier lugar 
del Estado. 
c) Permitir el seguimiento de las políticas de 
empleo y la elaboración de estadísticas sobre 
las magnitudes que definen el funcionamiento 
del mercado de trabajo, proporcionando así al 
Sistema Nacional de Empleo una visión global 
de la evolución del empleo que haga posible la 
elaboración de propuestas normativas en ma-
teria de políticas activas de empleo. 
d) Coordinar la gestión que realizan los distin-
tos Servicios Públicos de Empleo en materia 
de políticas activas de empleo y prestaciones 
por desempleo, al objeto de cumplir los objeti-
vos definidos en la Estrategia Europea para el 
Empleo, y en la política nacional de empleo, así 
como justificar ante el Fondo Social Europeo 
la cofinanciación de las primeras. 

Artículo 28. Funciones. 
El Sistema de Información de los Servicios 
Públicos de Empleo es el instrumento técnico 
para el desarrollo de las siguientes funciones: 

a) Determinación del contenido de la base 
de datos común de los Servicios Públicos de 
Empleo, función en la que se incluye la posibi-
lidad de efectuar modificaciones que pudieran 
afectar a las series históricas de las estadís
ticas institucionales y al análisis de las ocupa-
ciones del mercado laboral. 
b) Definición de las especificaciones técnicas 
en elementos físicos y lógicos, que han de in-
tervenir en el intercambio de información en-
tre los Servicios Públicos de Empleo. 
c) Establecimiento de los procedimientos co-
munes de gestión. 
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Artículo 29. Órganos. 
Son órganos del Sistema de Información de 
los Servicios Públicos de Empleo: 

a) El Comité de Dirección, presidido por el Di-
rector General del Servicio Público de Empleo 
Estatal e integrado por éste y por los Direc-
tores Generales de los Servicios Públicos de 
Empleo Autonómicos. 
b) La Comisión de Coordinación y Seguimien-
to, órgano ejecutor de las líneas de acción del 
Comité de Dirección, integrada por los res-
ponsables de gestión del Servicio Público de 
Empleo Estatal y de cada uno de los Servicios 
Públicos de Empleo Autonómicos. Tendrá el 
mismo número de miembros que el Comité de 
Dirección y estará presidido por el responsa-
ble del Servicio Público de Empleo Estatal. 

CAPÍTULO IV 
EVALUACIÓN DEL SISTEMA NACIONAL DE 
EMPLEO 

Artículo 30. Evaluación interna y externa del 
Sistema Nacional de Empleo. 
1. El Sistema Nacional de Empleo deberá ser 
sometido a una evaluación externa cada tres 
años. Dicha evaluación examinará la adecua-
ción de sus estructuras, medidas y acciones a 
la situación del mercado de trabajo, teniendo 
en cuenta los costes y la eficacia del conjunto 
del Sistema Nacional. Dicha evaluación inclui-
rá las propuestas de mejora que se consideren 
necesarias. 

2. Asimismo, el Consejo General establecerá 
los mecanismos adecuados para realizar eva-
luaciones internas anuales que, junto con las 
evaluaciones externas previstas en el párrafo 
anterior, permitan hacer el seguimiento y las 
modificaciones necesarias en el funciona
miento del Sistema Nacional de Empleo. 

3. La evaluación incluirá, como mínimo, los 
siguientes aspectos: 

a) Adecuación de los Servicios Públicos de 
Empleo al cumplimiento de los fines del Siste-
ma Nacional de Empleo. 
b) Cumplimiento de los citados fines. 
c) La eficacia, la eficiencia y la calidad de las 
actuaciones de colaboración de las Entidades, 
públicas y privadas, con los Servicios Públicos 
de Empleo. 
d) La calidad en la prestación del servicio 
público a empresas y trabajadores, el conoci-
miento e impacto de sus medidas, así como el 
grado de satisfacción de sus usuarios. 
e) El aprovechamiento del potencial de las nue-
vas tecnologías por los Servicios Públicos de 
Empleo para proporcionar un mejor servicio. 
f) La aplicación de las políticas activas de em-
pleo a los beneficiarios de prestaciones y sub-
sidios por desempleo 
g) El cumplimiento de las obligaciones como 
demandantes de empleo de los beneficiarios 
de prestaciones y subsidios por desempleo. 

4. Los resultados de las evaluaciones debe-
rán ser conocidos por el Consejo General del 
Sistema Nacional de Empleo, y serán presen-
tados por su Presidente ante la Conferencia 
Sectorial de Asuntos Laborales, así como ante 
las Comisiones de Política Social y de Empleo 
del Congreso de los Diputados y del Senado. 
Disposición adicional primera. Reglamento 
interno del Consejo General del Sistema Na-
cional de Empleo. 

El Consejo General del Sistema Nacional de 
Empleo podrá elaborar un Reglamento de 
Funcionamiento interno, que será aprobado 
por el Gobierno a propuesta del Ministro de 
Trabajo y Asuntos Sociales. 

Disposición adicional segunda. Comisión Es-
tatal de Formación para el Empleo. 
En el marco de lo establecido en el artículo 18 
del presente real decreto se constituirá, como 
órgano de participación institucional de las 
Administraciones públicas e interlocutores 
sociales y de consulta en materia de forma-
ción para el empleo, la Comisión Estatal de 
Formación para el Empleo, a través de la cual 
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el Consejo General del Sistema Nacional de 
Empleo desarrollará sus funciones en materia 
de formación para el empleo. 

Disposición adicional tercera. Constitución 
del Consejo General del Sistema Nacional de 
Empleo. 
El Consejo General del Sistema Nacional de 
Empleo se constituirá y celebrará su primera 
reunión en un plazo no superior a tres meses 
a partir de la publicación del presente real de-
creto. 

Disposición adicional cuarta. Compensaciones. 
Las organizaciones sindicales y empresaria-
les representadas en el Consejo General del 
Sistema Nacional de Empleo, recibirán una 
compensación económica igual a la estableci-
da por su participación en otros órganos con
sultivos del Ministerio de Trabajo y Asuntos 
Sociales. 

Disposición final primera. Derecho Supletorio. 
Sin perjuicio de lo dispuesto en este real de-
creto, será de aplicación con carácter suple-
torio, lo previsto para los órganos colegiados 
en el capítulo II del título II de la Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de 
las Administraciones Públicas y del Procedi
miento Administrativo Común. 

Disposición final segunda. Habilitación para 
el desarrollo reglamentario. 
Se autoriza al Ministro de Trabajo y Asuntos 
Sociales, para dictar cuantas disposiciones 
sean necesarias para el desarrollo del presen-
te real decreto. 

Disposición final tercera. Entrada en vigor. 
El presente real decreto entrará en vigor el día 
siguiente al de su publicación en el «Boletín 
Oficial del Estado». 

Dado en Madrid, el 21 de diciembre de 2007. 
JUAN CARLOS R. 

JESÚS CALDERA SÁNCHEZ-CAPITÁN 
Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales



260

En una economía cada vez más global e inter-
dependiente el capital humano se erige en un 
factor clave para poder competir con garantía 
de éxito. Por ello, la formación constituye un 
objetivo estratégico para reforzar la produc-
tividad y competitividad de las empresas en 
el nuevo escenario global, y para potenciar la 
empleabilidad de los trabajadores en un mun-
do en constante cambio. 

Después de trece años de vigencia de dos 
modalidades diferenciadas de formación pro-
fesional en el ámbito laboral –la formación 
ocupacional y la continua–, resulta necesario 
integrar ambos subsistemas en un único mo-
delo de formación profesional para el empleo 
e introducir mejoras que permitan adaptar la 
formación dirigida a los trabajadores ocupa-
dos y desempleados a la nueva realidad eco-
nómica y social, así como a las necesidades 
que demanda el mercado de trabajo. 

De igual modo, determinados acontecimien-
tos y elementos relevantes han incidido en el 
modelo de formación profesional en los últi-
mos años y deben seguir presentes a la hora 
de afrontar su reforma: 

La Ley Orgánica 5/2002, de 19 de junio, de las 
Cualificaciones y de la Formación Profesional, 
que establece un Catálogo Nacional de Cuali-
ficaciones Profesionales que permite avanzar 
en un enfoque de aprendizaje permanente y 
en la integración de las distintas ofertas de 
formación profesional (reglada, ocupacional 
y continua), propiciando el reconocimiento y 
la acreditación de las competencias profesio-
nales adquiridas tanto a través de procesos 

formativos (formales y no formales) como de 
la experiencia laboral. 

Las Sentencias del Tribunal Constitucional 
(STC 95/2002, de 25 de abril, y STC 190/2002, 
de 17 de octubre) que delimitaron los ámbitos 
de actuación de la Administración General del 
Estado y de las Comunidades Autónomas en 
materia de formación continua, ubicándola 
dentro del ámbito laboral. 

Asimismo, la Ley 56/2003, de 16 de diciembre, 
de Empleo, que sitúa la formación ocupacional 
y la continua en el centro de las políticas del 
ámbito laboral que mejor pueden contribuir a 
la consecución de los objetivos de empleo. 

Por último, la aprobación de otras normas, 
no específicamente dirigidas a la formación, 
también está influyendo en el desarrollo prác-
tico de la formación, como es el caso de la Ley 
38/2003, de 17 de noviembre, General de Sub-
venciones, que incide de manera decisiva en la 
gestión de las subvenciones que financian la 
actividad formativa. 

Por lo que respecta al ámbito de la Unión Eu-
ropea, el aprendizaje permanente es conside-
rado como un pilar fundamental de la estrate-
gia de empleo en una economía basada en el 
conocimiento. Asimismo, el aprendizaje per-
manente se incorpora entre los indicadores 
estructurales de la Estrategia de Lisboa para 
los objetivos en educación y formación para el 
año 2010. En esta línea, el Consejo Europeo de 
junio de 2005 planteó la necesidad de relanzar 
la Estrategia de Lisboa y aprobó las directri-
ces integradas para el crecimiento y el empleo 

REAL DECRETO 395/2007, 
de 23 de marzo, por el que 
se regula el subsistema 
de formación profesional 
para el empleo

II. Normativa básica del subsistema
de formación profesional  para el empleo
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2005-2008, entre las que se incluye la dirigida 
a adaptar los sistemas de educación y de for-
mación a las nuevas necesidades en materia 
de competencias. 

En este escenario, la Declaración del Diálogo 
Social «Competitividad, empleo estable y Co-
hesión Social» firmada en julio de 2004 por el 
Gobierno, CEOE, CEPYME, CCOO y UGT, es-
tablece que en el marco del diálogo social, los 
firmantes analizarán de manera conJunta las 
adaptaciones necesarias del actual modelo de 
formación de los trabajadores en un sentido 
acorde con las necesidades de formación que 
han de atenderse desde el ámbito estatal, pre-
servando los ámbitos de participación de las 
organizaciones sindicales y empresariales y 
posibilitando la participación en la gestión por 
parte de las Comunidades Autónomas. 

En el marco de este Diálogo Social, el Gobier-
no y los Interlocutores Sociales convinieron 
en la oportunidad de integrar, en la línea de lo 
establecido en la Ley Orgánica 5/2002, de 19 
de junio, de las Cualificaciones y de la Forma-
ción Profesional, la formación ocupacional y la 
continua, orientadas ambas al empleo. El alar-
gamiento de la vida activa del trabajador y el 
aprendizaje permanente hacen necesaria una 
visión que integre en sí misma la formación y 
el empleo en la realidad del actual mercado de 
trabajo, que rompa la barrera entre la pobla-
ción ocupada y desempleada en la perspectiva 
de la consecución del pleno empleo –objetivo 
fijado en la Estrategia de Lisboa– y que garan-
tice la cohesión social. Sin embargo, no ha de 
ser un obstáculo dicha integración para la exis-
tencia de ofertas diferenciadas y adaptadas a 
las diferentes necesidades de formación. 

Fruto de lo anterior, el 7 de febrero de 2006, 
el Gobierno y las citadas Organizaciones Em-
presariales y Sindicales suscribieron el Acuer-
do de Formación Profesional para el Empleo, 
cuyos fines, principios y ejes se han tenido 
en cuenta en este real decreto con el objeto 
de promover la formación entre trabajado-
res y empresarios, y convertir el aprendizaje 

permanente en nuestro país, en un elemento 
fundamental no sólo para la competitividad y 
el empleo, sino también para el desarrollo per-
sonal y profesional de los trabajadores. 

Al mismo tiempo, el presente real decreto 
plantea un modelo de formación para el em-
pleo que insiste en la necesidad de conjugar 
la realidad autonómica de nuestro Estado y la 
inserción de la formación en la negociación co-
lectiva de carácter sectorial estatal, creando 
un marco de referencia en los planos estatal 
y autonómico, así como en el plano sectorial y 
de la empresa. 

Por ello, el modelo de formación que se plantea 
respeta la competencia de gestión de las Co-
munidades Autónomas, en línea con las citadas 
Sentencias del Tribunal Constitucional de abril 
y octubre de 2002, y profundiza en la coopera-
ción entre las Administraciones autonómicas y 
la Administración General del Estado. 

Asimismo, el real decreto reconoce la estrecha 
vinculación de la formación tanto con el empleo 
como con las políticas macroeconómicas y 
microeconómicas y a ello contribuye el impor-
tante papel de los Interlocutores Sociales en 
el desarrollo de estrategias comunes para los 
diferentes sectores productivos en el marco 
de la unidad de mercado, articuladas a través 
de la negociación colectiva de ámbito estatal, 
previendo la existencia de acciones formativas 
que garanticen la adquisición de competencias 
por los trabajadores o que les permita formar-
se en otros sectores económicos distintos a 
aquel en que despliegan su actividad, antici-
pándose o reaccionando así a eventuales si-
tuaciones de crisis que puedan darse en algún 
sector y contribuyendo a impulsar de esta ma-
nera la libre circulación de trabajadores. 

Por otro lado, el real decreto pretende poten-
ciar la calidad de la formación así como su eva-
luación, a fin de que la inversión en formación 
en nuestro país responda a los cambios rápi-
dos y constantes que se producen en nuestro 
entorno productivo, permitiendo mantener 
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actualizadas las competencias de nuestros 
trabajadores y la capacidad de competir de 
nuestras empresas y reduciendo el diferencial 
que dicha inversión tiene todavía en relación 
con la media europea. Se trata de implantar 
un modelo dinámico y flexible, pero a la vez un 
modelo estable para afrontar desde la óptica 
de la formación los desafíos de nuestra eco-
nomía enmarcados en la Estrategia Europea 
para la consecución del pleno empleo. 

En definitiva, la reforma que se plantea refuer-
za, de una parte, la participación de los Inter-
locutores Sociales y, de otra, la capacidad de 
gestión de las Comunidades Autónomas y la 
colaboración entre las Administraciones de 
éstas y la Administración General del Estado. 
Se ha consultado a la Conferencia Sectorial de 
Asuntos Laborales, a las Organizaciones Em-
presariales y Sindicales más representativas y 
al Consejo General de Formación Profesional. 

Esta norma de carácter general responde a las 
reservas competenciales a favor del Estado 
contenidas en el artículo 149.1. 7.ª y 17.ª de la 
Constitución Española y se dicta, previa con-
sulta al citado Consejo General de Formación 
Profesional, en uso de la autorización otorgada 
al Gobierno por la disposición final tercera de 
la Ley Orgánica 5/2002, de 19 de junio, de las 
Cualificaciones y de la Formación Profesional. 

En su virtud, a propuesta del Ministro de Tra-
bajo y Asuntos Sociales, con la aprobación 
previa del Ministro de Administraciones Pú-
blicas, de acuerdo con el Consejo de Estado y 
previa deliberación del Consejo de Ministros 
en su reunión del día 23 de marzo de 2007, 

D I S P O N G O : 

CAPÍTULO I 
DISPOSICIONES GENERALES 

Artículo 1. Objeto. 
Este real decreto tiene por objeto regular las 
distintas iniciativas de formación que confi-

guran el subsistema de formación profesional 
para el empleo, su régimen de funcionamiento 
y financiación, así como su estructura organi-
zativa y de participación institucional. 

Artículo 2. Concepto y fines de la formación 
profesional para el empleo. 
1. El subsistema de formación profesional para 
el empleo está integrado por el conjunto de 
instrumentos y acciones que tienen por objeto 
impulsar y extender entre las empresas y los 
trabajadores ocupados y desempleados una 
formación que responda a sus necesidades y 
contribuya al desarrollo de una economía ba-
sada en el conocimiento. 

2. Son fines de la formación profesional para 
el empleo: 

a) Favorecer la formación a lo largo de la vida 
de los trabajadores desempleados y ocupa-
dos, mejorando su capacitación profesional y 
desarrollo personal. 
b) Proporcionar a los trabajadores los co-
nocimientos y las prácticas adecuados a las 
competencias profesionales requeridas en el 
mercado de trabajo y a las necesidades de las 
empresas. 
c) Contribuir a la mejora de la productividad y 
competitividad de las empresas. 
d) Mejorar la empleabilidad de los trabajado-
res, especialmente de los que tienen mayores 
dificultades de mantenimiento del empleo o 
de inserción laboral. 
e) Promover que las competencias profesio-
nales adquiridas por los trabajadores tanto 
a través de procesos formativos (formales y 
no formales), como de la experiencia laboral, 
sean objeto de acreditación. 

Artículo 3. Principios del subsistema de for-
mación profesional para el empleo. 
Constituyen principios que rigen el subsiste-
ma de formación profesional para el empleo: 

a) La transparencia, calidad, eficacia y efi-
ciencia. 
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b) La unidad de caja de la cuota de formación 
profesional. 
c) La unidad de mercado de trabajo y la libre 
circulación de los trabajadores en el desarro-
llo de las acciones formativas. 
d) La colaboración y coordinación entre las 
Administraciones competentes. 
e) La vinculación del sistema con el Diálogo 
Social y la negociación colectiva sectorial. 
f) La participación de los Interlocutores So-
ciales. 
g) La vinculación de la formación profesio-
nal para el empleo con el Sistema Nacional 
de Cualificaciones y Formación Profesional, 
regulado en la Ley Orgánica 5/2002, de 19 de 
junio, de las Cualificaciones y de la Formación 
Profesional. 
h) El ejercicio del derecho a la formación pro-
fesional para el empleo, su carácter gratuito 
y la igualdad en el acceso de los trabajadores 
y las empresas a la formación y a las ayudas 
a la misma. 

Artículo 4. Iniciativas de formación.
El subsistema de formación profesional para 
el empleo está integrado por las siguientes 
iniciativas de formación: 

a) La formación de demanda, que abarca las 
acciones formativas de las empresas y los 
permisos individuales de formación financia-
dos total o parcialmente con fondos públicos, 
para responder a las necesidades específicas 
de formación planteadas por las empresas y 
sus trabajadores. 
b) La formación de oferta, que comprende 
los planes de formación dirigidos prioritaria-
mente a trabajadores ocupados y las acciones 
formativas dirigidas prioritariamente a traba-
jadores desempleados con el fin de ofrecerles 
una formación que les capacite para el desem-
peño cualificado de las profesiones y el acce-
so al empleo. 
c) La formación en alternancia con el empleo, 
que está integrada por las acciones formati-
vas de los contratos para la formación y por 
los programas públicos de empleo-formación, 

permitiendo al trabajador compatibilizar la 
formación con la práctica profesional en el 
puesto de trabajo. 
d) Las acciones de apoyo y acompañamiento 
a la formación, que son aquellas que permiten 
mejorar la eficacia del subsistema de forma-
ción profesional para el empleo. 

Artículo 5. Trabajadores destinatarios de la 
formación y colectivos prioritarios. 
1. Serán destinatarios de la formación profe-
sional para el empleo todos los trabajadores 
ocupados y desempleados, incluidos los que 
no cotizan por formación profesional, en los 
términos que a continuación se señalan: 

a) En la formación de demanda podrán partici-
par los trabajadores asalariados que prestan 
sus servicios en empresas o en entidades públi-
cas no incluidas en el ámbito de aplicación de los 
acuerdos de formación en las Administraciones 
Públicas a que hace referencia el apartado 2 de 
este artículo, incluidos los trabajadores fijos dis-
continuos en los períodos de no ocupación, así 
como los trabajadores que accedan a situación 
de desempleo cuando se encuentren en período 
formativo, y los trabajadores acogidos a regula-
ción de empleo en sus períodos de suspensión 
de empleo por expediente autorizado. 
b) En la formación de oferta podrán participar 
los trabajadores ocupados y desempleados 
en la proporción que las Administraciones 
competentes determinen, considerando las 
propuestas formuladas por el órgano de par-
ticipación del Sistema Nacional de Empleo 
previsto en el artículo 33.3. 
c) En la formación en alternancia con el empleo 
podrán participar los trabajadores contrata-
dos para la formación y los trabajadores des-
empleados, en los términos que establezca la 
normativa específica reguladora de los contra-
tos para la formación y de los programas públi-
cos de empleo-formación, respectivamente. 

2. La formación de los empleados públicos se 
desarrollará a través de los planes específicos 
que se promuevan conforme a lo establecido en 
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los acuerdos de formación que se suscriban en 
el ámbito de las Administraciones Públicas. Este 
colectivo podrá participar en los planes de for-
mación intersectoriales previstos en el artículo 
24.1, con el límite que dicho precepto establece. 

3. A fin de garantizar el acceso a la formación 
de trabajadores con mayor dificultad de inser-
ción o de mantenimiento en el mercado de tra-
bajo, podrán tener prioridad para participar en 
las acciones formativas, entre otros: 

a) Los desempleados pertenecientes a los 
siguientes colectivos: mujeres, jóvenes, per-
sonas con discapacidad, afectados y víctimas 
del terrorismo y de la violencia de género, des-
empleados de larga duración, mayores de 45 
años y personas con riesgo de exclusión social, 
de acuerdo con lo previsto en cada caso por las 
prioridades establecidas en la política nacio-
nal de empleo, en los planes de ejecución de la 
Estrategia Europea de Empleo y en los Progra-
mas Operativos del Fondo Social Europeo. 
b) Los trabajadores ocupados pertenecientes 
a los siguientes colectivos: trabajadores de pe-
queñas y medianas empresas, mujeres, afecta-
dos y víctimas del terrorismo y de la violencia de 
género, mayores de 45 años, trabajadores con 
baja cualificación y personas con discapacidad, 
de acuerdo con lo que establezcan, en su caso, 
los Programas Operativos del Fondo Social Eu-
ropeo y las Administraciones competentes en el 
marco de la planificación prevista en el artículo 
21 y en sus respectivas programaciones. 

Artículo 6. Financiación. 
1. El subsistema de formación profesional 
para el empleo se financiará, de conformidad 
con lo establecido en la Ley de Presupuestos 
Generales del Estado, con los fondos prove-
nientes de la cuota de formación profesional 
que aportan las empresas y los trabajadores, 
con las ayudas procedentes del Fondo Social 
Europeo y con las aportaciones específicas 
establecidas en el presupuesto del Servicio 
Público de Empleo Estatal. 

Asimismo, las Comunidades Autónomas po-
drán, en el ejercicio de su competencia, destinar 
fondos propios para financiar la gestión de las 
iniciativas de formación previstas en el presen-
te real decreto, mediante las fórmulas de finan-
ciación que aquéllas determinen en el desarrollo 
de sus facultades de autoorganización. 

2. Anualmente, el Ministerio de Trabajo y 
Asuntos Sociales determinará la propuesta 
de distribución del presupuesto destinado a 
financiar el subsistema de formación profe-
sional para el empleo entre los diferentes ám-
bitos e iniciativas de formación contempladas 
en este real decreto. 

La citada propuesta de distribución se some-
terá a informe del órgano de participación del 
Sistema Nacional de Empleo previsto en el ar-
tículo 33, de conformidad con lo dispuesto en 
el apartado 2.c) del mismo. 

3. Los fondos de formación profesional para 
el empleo, de ámbito nacional, destinados a la 
financiación de las subvenciones gestionadas 
por las Comunidades Autónomas que tengan 
asumidas las competencias de ejecución, se 
distribuirán de conformidad con lo previsto 
en el artículo 86 de la Ley 47/2003, de 26 de 
noviembre, General Presupuestaria. 

4. La parte de los fondos de formación pro-
fesional para el empleo fijada en la Ley de 
Presupuestos Generales del Estado para la 
financiación de las subvenciones gestionadas 
por el Servicio Público de Empleo Estatal se 
aplicará a los supuestos de planes o acciones 
formativas que trasciendan el ámbito territo-
rial de una Comunidad Autónoma y requieran 
de una acción coordinada y homogénea, que 
tengan por objeto la impartición de acciones 
formativas relacionadas con el ejercicio de 
competencias exclusivas del Estado o que se 
dirijan a trabajadores inmigrantes en sus paí-
ses de origen. 
Se entiende que concurren los requisitos se-
ñalados en el párrafo anterior en los planes de 
formación amparados en la negociación colec-
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tiva sectorial estatal cuando el diseño y progra-
mación de las acciones formativas incluidas en 
dichos planes y la gestión de los correspondien-
tes recursos se realicen de manera global, inte-
grada o coordinada en el correspondiente ám-
bito sectorial y por las partes legitimadas para 
la negociación del correspondiente convenio o 
acuerdo. También se entiende que concurren 
estos requisitos en los planes de formación de 
carácter intersectorial cuando favorezcan la 
adquisición de competencias básicas que per-
mitan mejorar la empleabilidad de los trabaja-
dores y su promoción profesional y personal en 
el marco de la unidad de mercado, concurran las 
características de globalidad, integración y co-
ordinación anteriormente indicadas y se lleven 
a cabo por las organizaciones empresariales y 
sindicales más representativas en el ámbito 
estatal, así como por las organizaciones de la 
economía social y asociaciones de autónomos, 
con notable implantación en dicho ámbito. 

Asimismo, se entiende que requieren de una 
acción coordinada y homogénea las acciones 
formativas que incluyan compromisos de con-
tratación de desempleados cuando su ejecu-
ción afecte a centros de trabajo ubicados en el 
territorio de más de una Comunidad Autóno-
ma, así como las dirigidas a colectivos con ne-
cesidades formativas especiales o que tengan 
dificultades para su inserción o recualificación 
profesional cuando su ejecución, afectando a 
un ámbito geográfico superior al de una Co-
munidad Autónoma y precisando una coordi-
nación unificada, exija la movilidad geográfica 
de los participantes. 

CAPÍTULO II 
FORMACIÓN PROFESIONAL PARA EL EMPLEO 

SECCIÓN 1.ª DISPOSICIONES COMUNES 

Artículo 7. Acciones formativas. 
1. Se entiende por acción formativa la dirigida 
a la adquisición y mejora de las competencias 
y cualificaciones profesionales, pudiéndose 

estructurar en varios módulos formativos con 
objetivos, contenidos y duración propios. 

En todo caso, la oferta formativa dirigida a la 
obtención de los certificados de profesiona-
lidad, previstos en los artículos 10 y 11, tendrá 
carácter modular con el fin de favorecer la 
acreditación parcial acumulable de la forma-
ción recibida y posibilitar al trabajador que 
avance en su itinerario de formación profesio-
nal cualquiera que sea su situación laboral en 
cada momento. 

2. Cuando la formación no esté vinculada a la 
obtención de los certificados de profesiona-
lidad, cada acción o módulo formativo tendrá 
una duración adecuada a su finalidad, en fun-
ción del colectivo destinatario, la modalidad 
de impartición de la formación, el número de 
alumnos y otros criterios objetivos, sin que 
pueda ser inferior a 6 horas lectivas. Cuando 
se trate de formación de carácter transversal 
en áreas que se consideren prioritarias por la 
Administración laboral competente, la dura-
ción podrá ser inferior a ese límite. 

3. La participación de un trabajador en accio-
nes formativas no podrá ser superior a 8 horas 
diarias. 

4. No tendrán la consideración de acciones 
formativas incluidas en el subsistema de for-
mación profesional para el empleo las activi-
dades de índole informativa o divulgativa cuyo 
objeto no sea el desarrollo de un proceso de 
formación, tales como jornadas, ferias, simpo-
sios y congresos. 

Artículo 8. Impartición de la formación. 
1. La formación podrá impartirse de forma 
presencial, a distancia convencional, median-
te teleformación o mixta. 

Cuando la acción o módulo formativo incluya, 
en todo o en parte, formación a distancia, ésta 
deberá realizarse con soportes didácticos que 
permitan un proceso de aprendizaje sistemati-
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zado para el participante, que necesariamente 
será complementado con asistencia tutorial. 
La modalidad de impartición mediante tele-
formación se entenderá realizada cuando el 
proceso de aprendizaje de las acciones for-
mativas se desarrolle a través de tecnologías 
de la información y comunicación telemáticas, 
posibilitando la interactividad de alumnos, tu-
tores y recursos situados en distinto lugar. 

2. La formación impartida mediante la modalidad 
presencial se organizará en grupos de 25 partici-
pantes como máximo. En la formación impartida 
mediante la modalidad a distancia convencional 
o de teleformación deberá haber, como mínimo, 
un tutor por cada 80 participantes. 

Las Administraciones competentes podrán es-
tablecer, en sus respectivos ámbitos de gestión, 
un número de participantes menor a los señala-
dos en el párrafo anterior en función de las ca-
racterísticas o del contenido de la formación, o 
bien de los colectivos a los que ésta se dirige. 

3. La formación, tanto teórica como práctica, 
deberá realizarse en aulas, talleres o instala-
ciones apropiadas, de acuerdo con lo que es-
tablezca el correspondiente programa. 
4. Mediante Orden del Ministro de Trabajo y 
Asuntos Sociales se determinarán los módu-
los económicos máximos de financiación de 
las acciones formativas en función de su mo-
dalidad de impartición. Asimismo podrán es-
tablecerse módulos económicos específicos 
en función de la singularidad de determinadas 
acciones formativas que, por su especialidad 
y características técnicas, precisen de una fi-
nanciación mayor. 

Artículo 9. Centros y entidades de formación. 
1. Podrán impartir formación profesional para 
el empleo: 

a) Las Administraciones Públicas competen-
tes en materia de formación profesional para 
el empleo, a través de sus centros propios o 
mediante convenios con entidades o empre-

sas públicas que puedan impartir la formación. 
Tienen la consideración de centros propios: 

1.º Los Centros de Referencia Nacional, espe-
cializados por sectores productivos, tomando 
como referencia el mapa sectorial que se de-
fina y las Familias Profesionales del Catálogo 
Nacional de Cualificaciones Profesionales. 
Estos Centros llevarán a cabo acciones de ca-
rácter experimental e innovador en materia de 
formación profesional, en las condiciones que 
se disponga en la norma que regule los requisi-
tos de estos Centros. 

2.º Los Centros Integrados de Formación Pro-
fesional de titularidad pública. Estos Centros 
impartirán al menos las ofertas formativas 
referidas al Catálogo Nacional de Cualifica-
ciones Profesionales, que conduzcan a la ob-
tención de títulos de formación profesional y 
certificados de profesionalidad. 

3.º Los demás centros de la Administración 
Pública que cuenten con instalaciones y equi-
pamientos adecuados para impartir forma-
ción profesional para el empleo. 
b) Las Organizaciones empresariales y sindi-
cales, y otras entidades beneficiarias de los 
planes de formación dirigidos prioritariamen-
te a trabajadores ocupados, por sí mismas o a 
través de los centros y entidades contempla-
dos en los programas formativos de las cita-
das organizaciones o entidades beneficiarias. 
Cuando se trate de centros o entidades de for-
mación deberán estar acreditados o inscritos, 
según los casos. 
c) Las empresas que desarrollen acciones 
formativas para sus trabajadores o para des-
empleados con compromiso de contratación, 
que podrán hacerlo a través de sus propios 
medios, siempre que cuenten con el equipa-
miento adecuado para este fin, o a través de 
contrataciones externas. 
d) Los Centros Integrados de Formación Pro-
fesional, de titularidad privada, y los demás 
centros o entidades de formación, públicos 
o privados, acreditados por las Administra-
ciones competentes para impartir formación 
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dirigida a la obtención de certificados de pro-
fesionalidad. Estos centros deberán reunir los 
requisitos especificados en los reales decre-
tos que regulan los certificados de profesio-
nalidad correspondientes a la formación que 
se imparta en ellos, sin perjuicio de los requi-
sitos específicos que podrán establecer las 
Administraciones públicas en el ámbito de sus 
competencias. 
e) Los centros o entidades de formación que 
impartan formación no dirigida a la obtención 
de certificados de profesionalidad, siempre 
que se hallen inscritos en el Registro que es-
tablezca la Administración competente. El 
Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales po-
drá establecer criterios mínimos para dicha 
inscripción. 

2. Las Comunidades Autónomas podrán crear 
un Registro donde se inscribirán los centros y 
entidades que impartan formación profesional 
para el empleo en sus respectivos territorios. 

El Servicio Público de Empleo Estatal, en el 
marco del Sistema Nacional de Empleo, man-
tendrá permanentemente actualizado un 
Registro estatal de centros y entidades de 
formación, de carácter público. Este Registro 
estará coordinado con los Registros Autonó-
micos a través del Sistema de Información de 
los Servicios Públicos de Empleo previsto en 
el artículo 7.2.c) de la Ley 56/2003, de 16 de di-
ciembre, de Empleo. 

3. Los centros y entidades de formación debe-
rán someterse a los controles y auditorías de 
calidad que establezcan las Administraciones 
competentes, cuyos resultados podrán incor-
porarse a los Registros mencionados en el 
apartado anterior. 

Artículo 10. Certificados de profesionalidad. 
1. De conformidad con lo establecido en el ar-
tículo 10.1 de la Ley Orgánica 5/2002, de 19 de 
junio, de las Cualificaciones y de la Formación 
Profesional, la oferta de formación profesional 
para el empleo vinculada al Catálogo Nacional 

de Cualificaciones Profesionales estará cons-
tituida por la formación dirigida a la obtención 
de los certificados de profesionalidad. 

2. Los certificados de profesionalidad acreditan 
con carácter oficial las competencias profesio-
nales que capacitan para el desarrollo de una 
actividad laboral con significación en el empleo. 

Tales competencias estarán referidas a las 
unidades de competencia de las cualifica-
ciones profesionales del Catálogo Nacional 
de Cualificaciones Profesionales, por lo que 
cada certificado de profesionalidad podrá 
comprender una o más de dichas unidades. 
En todo caso, la unidad de competencia 
constituye la unidad mínima acreditable y 
acumulable para obtener un certificado de 
profesionalidad. 

3. El Servicio Público de Empleo Estatal, con 
la participación de los Centros de Referencia 
Nacional, elaborará y actualizará los certifica-
dos de profesionalidad, que serán aprobados 
por real decreto, previo informe del Consejo 
General de Formación Profesional. 

Artículo 11. Acreditación de la formación y 
registro. 
1. Cuando la formación vaya dirigida a la ob-
tención de certificados de profesionalidad, en 
su desarrollo se respetarán los contenidos de 
los módulos formativos y los requisitos que se 
determinen en los reales decretos que regulen 
dichos certificados. Esta formación se acredi-
tará mediante la expedición del correspon-
diente certificado de profesionalidad o de sus 
acreditaciones parciales acumulables. 

El certificado de profesionalidad se expedirá 
cuando se hayan superado los módulos for-
mativos correspondientes a la totalidad de las 
unidades de competencias en que se estructu-
re. Las acreditaciones parciales acumulables 
se expedirán cuando se hayan superado los 
módulos formativos correspondientes a una o 
algunas de dichas unidades de competencia. 
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2. Cuando la formación no esté vinculada a la 
oferta formativa de los certificados de profe-
sionalidad deberá entregarse a cada partici-
pante que haya finalizado la acción formativa 
un certificado de asistencia a la misma y a 
cada participante que haya superado la for-
mación con evaluación positiva un diploma 
acreditativo. 

Las competencias adquiridas a través de esta 
formación podrán ser reconocidas, al igual 
que las adquiridas a través de la experiencia 
laboral, mediante las acreditaciones totales 
o parciales de los certificados de profesiona-
lidad, de conformidad con la normativa que re-
gule el procedimiento y los requisitos para la 
evaluación y acreditación de las competencias 
adquiridas a través de la experiencia laboral y 
de aprendizajes no formales, que se dicte en 
desarrollo del artículo 8 de la Ley Orgánica 
5/2002, de 19 de junio, de las Cualificaciones y 
de la Formación Profesional. 

3. La expedición de los certificados de profe-
sionalidad y de las acreditaciones parciales se 
realizará por el Servicio Público de Empleo Es-
tatal y los órganos competentes de las Comu-
nidades Autónomas en el marco del Sistema 
Nacional de Empleo. 

4. Dichas Administraciones deberán llevar un 
registro nominal y por especialidades de los 
certificados de profesionalidad y de las acre-
ditaciones parciales acumulables expedidas. 

A los efectos de garantizar la transparencia 
del mercado de trabajo y facilitar la libre cir-
culación de trabajadores, existirá un registro 
general en el Sistema Nacional de Empleo, 
coordinado por el Servicio Público de Empleo 
Estatal e instrumentado a través del Sistema 
de Información de los Servicios Públicos de 
Empleo, al que deberán comunicarse las ins-
cripciones efectuadas en los registros a que 
se refiere el párrafo anterior. 

SECCIÓN 2.ª FORMACIÓN DE DEMANDA: AC-
CIONES FORMATIVAS DE LAS EMPRESAS Y 
PERMISOS INDIVIDUALES DE FORMACIÓN 

Artículo 12. Objeto y modalidades de la for-
mación de demanda. 
1. La formación de demanda responde a las 
necesidades específicas de formación de las 
empresas y trabajadores, y está integrada por 
las acciones formativas de las empresas y los 
permisos individuales de formación. 

Corresponde a las empresas la planificación y 
gestión de la formación de sus trabajadores, a 
los trabajadores la iniciativa en la solicitud de 
los citados permisos, y a la representación le-
gal de los trabajadores el ejercicio de los dere-
chos de participación e información previstos 
en este real decreto. 

Esta formación se financiará mediante la apli-
cación de un sistema de bonificaciones en las 
cuotas de la Seguridad Social que ingresan 
las empresas, que no tendrá carácter subven-
cional de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 2.4.g) de la Ley 38/2003, de 17 de no-
viembre, General de Subvenciones. 

2. La formación impartida a través de las ac-
ciones formativas de las empresas deberá 
guardar relación con la actividad empresarial 
y podrá ser general o específica. 

La formación general es la que incluye una en-
señanza que no es única o principalmente apli-
cable en el puesto de trabajo actual o futuro 
del trabajador en la empresa beneficiaria, sino 
que proporciona cualificaciones en su mayor 
parte transferibles a otras empresas o a otros 
ámbitos laborales. 

La formación específica es la que incluye una 
enseñanza teórica y/o práctica aplicable di-
rectamente en el puesto de trabajo actual o 
futuro del trabajador en la empresa benefi-
ciaria y que ofrece cualificaciones que no son 
transferibles, o sólo de forma muy restringida, 
a otras empresas o a otros ámbitos laborales.



269

 3. El permiso individual de formación es el que 
la empresa autoriza a un trabajador para la 
realización de una acción formativa que esté 
reconocida mediante una acreditación oficial, 
incluida la correspondiente a los títulos y cer-
tificados de profesionalidad que constituyen 
la oferta formativa del Catálogo Nacional de 
Cualificaciones Profesionales, con el fin de fa-
vorecer su desarrollo profesional y personal. 
La denegación de la autorización del permiso 
por parte de la empresa deberá estar motiva-
da por razones organizativas o de producción, 
comunicándolo al trabajador. 

Mediante Orden del Ministro de Trabajo y 
Asuntos Sociales se regulará la utilización 
de estos permisos individuales de formación 
para el acceso a los procesos que establezca 
la normativa reguladora del reconocimiento, 
evaluación y acreditación de las competencias 
y cualificaciones profesionales adquiridas 
a través de la experiencia laboral y de otros 
aprendizajes no formales e informales. 

Artículo 13. Asignación a las empresas de una 
cuantía para formación. 
1. Las empresas dispondrán de un crédito para 
la formación de sus trabajadores cuyo importe 
resultará de aplicar a la cuantía ingresada por 
cada empresa el año anterior, en concepto de 
cuota de formación profesional, el porcenta-
je que anualmente se establezca en la Ley de 
Presupuestos Generales del Estado. Ese por-
centaje se determinará en función del tamaño 
de las empresas, de tal forma que cuanto me-
nor sea el tamaño de la empresa mayor sea di-
cho porcentaje. En todo caso se garantizará un 
crédito mínimo en la cuantía que se determine 
en la citada Ley. Esta última cuantía podrá ser 
superior a la cuota por formación profesional 
ingresada por la empresa en el sistema de Se-
guridad Social. 

El crédito al que se refiere el párrafo anterior 
se hará efectivo mediante bonificaciones en 
las cotizaciones de Seguridad Social que in-
gresan las empresas. 

2. Las empresas que durante el correspondiente 
ejercicio presupuestario abran nuevos centros 
de trabajo, así como las empresas de nueva 
creación, podrán beneficiarse de las bonificacio-
nes establecidas en el apartado anterior cuando 
incorporen a su plantilla nuevos trabajadores. En 
estos supuestos las empresas dispondrán de un 
crédito de bonificaciones cuyo importe resulta-
rá de aplicar al número de trabajadores de nueva 
incorporación la cuantía que determine la Ley de 
Presupuestos Generales del Estado, garantizán-
dose, en todo caso, para las empresas de nueva 
creación el crédito mínimo de bonificación a que 
hace referencia el apartado 1 de este artículo. 

3. Asimismo, y hasta el límite de la disponibili-
dad presupuestaria autorizada anualmente en 
la Ley de Presupuestos Generales del Estado, 
las empresas que concedan permisos individua-
les de formación a sus trabajadores dispondrán 
de un crédito de bonificaciones para formación 
adicional al crédito anual que resulte de aplicar 
lo establecido en el apartado 1 de este artículo. 
Mediante Orden del Ministro de Trabajo y Asun-
tos Sociales se determinarán los criterios para 
la asignación del citado crédito adicional. 

Artículo 14. Cofinanciación de las empresas. 
1. Las empresas participarán con sus propios 
recursos en la financiación de la formación de 
sus trabajadores, según los porcentajes míni-
mos que, sobre el coste total de la formación, 
se establezcan mediante Orden del Ministro 
de Trabajo y Asuntos Sociales en función del 
tamaño de las empresas. No obstante, se po-
drá excepcionar dicha obligación para las em-
presas de menos de 10 trabajadores con el fin 
de facilitar su acceso a la formación. 

Se considerarán incluidos en la cofinanciación 
privada los costes salariales de los trabajado-
res formados por la empresa durante su jorna-
da de trabajo. 

2. La cofinanciación establecida en este ar-
tículo no será aplicable a los permisos indivi-
duales de formación. 
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Artículo 15. Información a la representación 
legal de los trabajadores. 
1. La empresa deberá someter las acciones 
formativas, incluidas las de los permisos indi-
viduales, a información de la representación 
legal de los trabajadores, de conformidad con 
lo dispuesto en Texto refundido de la Ley del 
Estatuto de los Trabajadores, aprobado por 
el Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de 
marzo. A tal efecto, pondrá a disposición de la 
citada representación, al menos, la siguiente 
información: 
a) Denominación, objetivos y descripción de 
las acciones a desarrollar. 
b) Colectivos destinatarios y número de parti-
cipantes por acciones. 
c) Calendario previsto de ejecución. 
d) Medios pedagógicos. 
e) Criterios de selección de los participantes. 
f) Lugar previsto de impartición de las accio-
nes formativas. 
g) Balance de las acciones formativas desa-
rrolladas en el ejercicio precedente. 

El incumplimiento por parte de la empresa de 
la obligación de informar a la representación 
legal de los trabajadores impedirá la adquisi-
ción y, en su caso, el mantenimiento del dere-
cho a la bonificación. 

2. La representación legal de los trabajadores 
deberá emitir un informe sobre las acciones for-
mativas a desarrollar por la empresa en el plazo 
de 15 días desde la recepción de la documenta-
ción descrita en el apartado anterior, transcu-
rrido el cual sin que se haya remitido el citado 
informe se entenderá cumplido este trámite. 

3. Si a resultas del trámite previsto en el apar-
tado anterior surgieran discrepancias entre la 
dirección de la empresa y la representación le-
gal de los trabajadores respecto al contenido 
de la formación se dilucidarán las mismas en 
un plazo de 15 días a computar desde la recep-
ción por la empresa del informe de la repre-
sentación legal de los trabajadores, debiendo 
dejarse constancia escrita del resultado del 
trámite previsto en este apartado. 

4. La ejecución de las acciones formativas y su 
correspondiente bonificación sólo podrá ini-
ciarse una vez finalizados los plazos previstos 
en los apartados 2 y 3 de este artículo. 

5. En caso de que se mantuviera el desacuerdo 
a que se refiere el apartado 3 entre la repre-
sentación legal de los trabajadores y la empre-
sa respecto a las acciones formativas, el exa-
men de las discrepancias al objeto de mediar 
sobre las mismas corresponde a la Comisión 
Paritaria competente. 

En el supuesto de que no mediara la corres-
pondiente Comisión paritaria, de que no exis-
tiera tal Comisión o de que se mantuvieran las 
discrepancias tras la mediación, la Administra-
ción competente, según la distribución compe-
tencial establecida en la disposición adicional 
primera, conocerá sobre ellas, siempre que se 
deban a alguna de las siguientes causas: discri-
minación de trato, en los términos legalmente 
establecidos, realización de acciones que no 
se correspondan con la actividad empresarial 
o concurrencia de cualquier otra circunstancia 
que pueda suponer abuso de derecho en la uti-
lización de fondos públicos. 

La Administración competente dictará re-
solución que podrá afectar a la adquisición y 
mantenimiento del derecho a la bonificación 
correspondiente a la acción o acciones forma-
tivas en las que se haya incurrido en las causas 
antes señaladas. Si se declarara improceden-
te la bonificación aplicada, se iniciará el proce-
dimiento para el abono por la empresa de las 
cuotas no ingresadas. 

6. Cuando la empresa no tenga representa-
ción legal de los trabajadores será necesaria 
la conformidad de los trabajadores afectados 
por las acciones formativas. La disconformi-
dad o denuncia por cualquier trabajador de la 
empresa basada en las causas mencionadas 
en el apartado anterior dará lugar al inicio del 
procedimiento previsto en dicho apartado. 
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Artículo 16. Ejecución de las acciones formativas. 
1. Las empresas podrán organizar y gestio-
nar la formación de sus trabajadores por sí 
mismas, o bien contratar su ejecución con 
centros o entidades especializadas. En este 
último caso, los citados centros o entidades 
deberán asumir, al menos, la coordinación de 
las acciones formativas, no pudiendo delegar 
ni contratar con terceros el desarrollo de di-
cha coordinación. 

Las empresas asumirán la responsabilidad 
de la ejecución de las acciones formativas 
bonificadas ante la Administración, debiendo 
asegurar tanto aquéllas como, en su caso, las 
entidades contratadas el desarrollo satisfac-
torio de las funciones de los organismos de 
seguimiento y control. 

2. Las empresas podrán agruparse volunta-
riamente, previo acuerdo por escrito, para 
organizar la formación de sus trabajadores, 
designando a tal efecto una entidad organiza-
dora para que les gestione sus programas de 
formación. En este caso, las bonificaciones se 
aplicarán por las empresas agrupadas en sus 
respectivos boletines de cotización. 

Podrá tener la condición de entidad organi-
zadora cualquiera de las empresas que for-
men parte de la agrupación, o bien un centro 
o entidad que tenga entre sus actividades la 
impartición de formación. La citada entidad 
será la responsable de realizar las comunica-
ciones de inicio y finalización de la formación 
a que se hace referencia en el apartado 3 de 
este artículo y de custodiar la documentación 
relacionada con la organización, gestión e 
impartición de las acciones formativas en las 
que interviene como entidad organizadora. 
Asimismo, tendrá la obligación de colaborar 
con las Administraciones y órganos de control 
competentes en las actuaciones de segui-
miento y control que se desarrollen respecto 
de dichas acciones. 

Será de aplicación a las agrupaciones de em-
presas lo dispuesto en el apartado 1 de este 

artículo sobre subcontratación y responsabi-
lidad de las empresas. 

3. Las empresas, o bien las entidades organi-
zadoras cuando se trate de una agrupación, 
deberán comunicar la información relativa a 
cada acción y grupo, conteniendo, al menos, 
los siguientes datos: denominación y conteni-
dos básicos de la acción formativa, modalidad 
de impartición, acreditación oficial, en su caso, 
número previsto de trabajadores participan-
tes y fechas, horario y lugar de realización. 
Además, cuando se trate de una agrupación 
de empresas, deberá indicarse la razón social 
y el CIF de cada una de las empresas que tie-
nen previsto participar en la formación. Esta 
comunicación, y la anulación o modificación, 
en su caso, de sus datos, deberá realizarse en 
los plazos que se establezcan mediante Orden 
del Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales. 

Asimismo, antes de practicar la bonificación 
correspondiente a cada acción o grupo, las 
empresas, o bien las entidades organizado-
ras cuando se trate de una agrupación, debe-
rán comunicar su finalización con, al menos, 
la siguiente información: denominación de la 
acción formativa realizada, listado de traba-
jadores participantes que han finalizado la 
formación, número de horas lectivas y coste 
total de la formación, con indicación del coste 
máximo bonificable. 

Estas comunicaciones de inicio y finalización 
de la formación se realizarán en el marco del 
Sistema Nacional de Empleo a través de los 
procesos telemáticos implantados por el Ser-
vicio Público de Empleo Estatal, en los térmi-
nos que se establezcan mediante Orden del 
Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales. 

4. El Sistema Nacional de Empleo, mediante 
el Servicio Público de Empleo Estatal, ga-
rantizará a las Comunidades Autónomas el 
acceso, en tiempo real, a las comunicaciones 
telemáticas realizadas por las empresas y las 
entidades organizadoras, así como el acceso 
a toda la información necesaria para que las 
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Comunidades Autónomas en el ámbito de su 
competencia establezcan su sistema de eva-
luación, seguimiento y control de las acciones 
formativas de las empresas. 

Artículo 17. Aplicación de las bonificaciones. 
1. La cuantía del crédito de bonificaciones asig-
nado a cada empresa, en los términos señala-
dos en el artículo 13, actuará como límite de las 
bonificaciones que podrá aplicarse en sus bo-
letines de cotización a la Seguridad Social. 

2. Las empresas podrán aplicarse con carácter 
anual, en la forma que determine la Tesorería 
General de la Seguridad Social, las bonificacio-
nes en las cotizaciones a la Seguridad Social a 
partir de la comunicación de la finalización de 
la formación. El plazo para poder aplicarse 
dichas bonificaciones concluye el último día 
hábil para poder presentar el boletín de coti-
zación correspondiente al mes de diciembre 
de dicho ejercicio económico. 

En los permisos individuales de formación, 
las empresas podrán aplicarse las correspon-
dientes bonificaciones a medida que abonen 
los salarios a los trabajadores que disfruten 
dichos permisos. Mediante Orden del Minis-
tro de Trabajo y Asuntos Sociales se estable-
cerá el número de horas laborales por permiso 
y curso académico que pueden ser objeto de 
dichas bonificaciones, así como los requisitos, 
procedimientos y, en su caso, volumen de per-
misos en función del número de trabajadores 
en la plantilla de cada empresa. 

3. En la realización de sus actividades de segui-
miento y control, los Servicios Públicos de Em-
pleo comprobarán la procedencia y exactitud de 
las deducciones que en forma de bonificaciones 
hayan sido practicadas por las empresas. 

Las Comunidades Autónomas informarán al 
Servicio Público de Empleo Estatal de los re-
sultados de las actuaciones de seguimiento y 
control que hubiesen llevado a cabo, así como 
de las presuntas irregularidades detectadas. 

4. La aplicación indebida o fraudulenta de las 
bonificaciones determinará que las cantida-
des correspondientes sean objeto de recla-
mación administrativa mediante acta de liqui-
dación de la Inspección de Trabajo y Seguridad 
Social. Sin perjuicio de ello, el Servicio Público 
de Empleo Estatal, en el marco del Sistema 
Nacional de Empleo, colaborará con la citada 
Inspección mediante la comunicación previa 
a las empresas de las irregularidades que se 
deduzcan tras la aplicación del procedimiento 
señalado en el apartado anterior, con el fin de 
que procedan a la devolución de las cantida-
des indebidamente aplicadas o, en su caso, 
formulen las alegaciones que estimen oportu-
nas. Si no se produce la devolución o las alega-
ciones no son aceptadas, el citado organismo 
lo comunicará a la Inspección de Trabajo y Se-
guridad Social para la apertura de las actas de 
liquidación y, en su caso, de sanción. 

Artículo 18. Justificación. 
1. A los efectos de su justificación, los costes 
derivados de las acciones formativas de las 
empresas y de los permisos individuales de 
formación que hayan sido objeto de bonifi-
cación deberán quedar expresamente iden-
tificados como tales en la contabilidad de la 
empresa. 

2. La empresa deberá mantener a disposición 
de los órganos de control durante el período 
establecido en la legislación nacional y co-
munitaria la documentación justificativa (fac-
turas, justificación contable y cualquier otro 
documento justificativo) de la realización de 
la formación. 

3. El incumplimiento de estas obligaciones y 
de las demás establecidas en el presente real 
decreto podrá dar lugar al abono total o parcial 
por la empresa de las cuotas no ingresadas, de 
acuerdo con el procedimiento contemplado 
en el artículo 17.4 de este real decreto. 
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Artículo 19. Apoyo a las pequeñas y medianas 
empresas. 
1. El Sistema Nacional de Empleo promoverá 
las iniciativas necesarias para facilitar y gene-
ralizar el acceso de las pequeñas y medianas 
empresas a la formación de sus trabajadores. 
A tal fin, el Servicio Público de Empleo Estatal 
y los órganos o entidades correspondientes 
de las Comunidades Autónomas, previa elabo-
ración coordinada de un plan de apoyo a esas 
empresas, deberán prestarles asesoramiento y 
poner a su disposición la información necesaria 
acerca de las distintas iniciativas de formación 
profesional para el empleo y de los centros y 
entidades formativas existentes, que incluirán 
también los relativos al sistema educativo. De-
berán también prestarles apoyo y asistencia 
técnica para satisfacer sus necesidades for-
mativas, posibilitando, cuando sea necesario, la 
agrupación voluntaria de empresas a que hace 
referencia el artículo 16, apartado 2. 

2. Para la articulación de estas medidas de 
asesoramiento, apoyo y asistencia técnica a 
PYMES, las Administraciones competentes 
contarán con la colaboración de las organi-
zaciones empresariales y sindicales más re-
presentativas. Asimismo, podrán contar con 
la colaboración de las entidades locales y de 
otras entidades que puedan contribuir a la 
consecución de esos objetivos. 

SECCIÓN 3.ª FORMACIÓN DE OFERTA 

Artículo 20. Objeto de la oferta de formación 
profesional para el empleo. 
1. La oferta de formación profesional para el 
empleo tiene por objeto ofrecer a los trabaja-
dores, tanto ocupados como desempleados, 
una formación ajustada a las necesidades del 
mercado de trabajo y que atienda a los reque-
rimientos de productividad y competitividad 
de las empresas y a las aspiraciones de pro-
moción profesional y desarrollo personal de 
los trabajadores, de forma que les capacite 
para el desempeño cualificado de las distintas 
profesiones y para el acceso al empleo. 

Las Administraciones laborales competentes 
adoptarán las medidas necesarias para que la 
oferta de formación profesional para el em-
pleo sea amplia, permanente y accesible. 

2. Con el fin de incentivar y facilitar la parti-
cipación y el acceso de los trabajadores a la 
oferta formativa dirigida a la obtención de 
los certificados de profesionalidad, se esta-
blecerá una oferta de formación modular que 
favorezca la acreditación parcial acumulable 
de la formación recibida, reduzca los riesgos 
de abandonos y posibilite que el trabajador 
avance en su itinerario de formación profesio-
nal cualquiera que sea la situación laboral en 
que se encuentre. 

Asimismo, las Administraciones competentes 
desarrollarán una oferta formativa que cubra 
los ámbitos ocupacionales que aún no dis-
pongan de certificado de profesionalidad, así 
como las necesidades específicas de forma-
ción y cualificación de los trabajadores. 

3. A los efectos de lo establecido en el apar-
tado anterior, el Servicio Público de Empleo 
Estatal, en el marco del Sistema Nacional de 
Empleo, mantendrá permanentemente actua-
lizado el Fichero de especialidades formativas 
e informará de las modificaciones que se pro-
duzcan a las Comunidades Autónomas según 
los criterios que se establezcan en el marco 
del Sistema de Información de los Servicios 
Públicos de Empleo contemplado en el artícu-
lo 7.2.c) de la Ley 56/2003, de 16 de diciembre, 
de Empleo. 

Artículo 21. Planificación plurianual de la 
oferta formativa. 
De conformidad con los reales decretos sobre 
traspaso de funciones y servicios en materia 
de gestión de la formación profesional ocu-
pacional a las Comunidades Autónomas, el 
Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales rea-
lizará una planificación plurianual en la que se 
determinarán las prioridades, objetivos gene-
rales y recomendaciones a tener en cuenta en 
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la oferta formativa del conjunto del subsiste-
ma de formación profesional para el empleo. 
La citada planificación se realizará conside-
rando las propuestas formuladas por las Co-
munidades Autónomas y las Organizaciones 
Empresariales y Sindicales a través del órga-
no de participación previsto en el artículo 33. 

Artículo 22. Programación y gestión en el ám-
bito estatal. 
1. La programación y gestión de la oferta forma-
tiva en el ámbito estatal incluye, dentro de lo in-
dicado en el artículo 6.4 de este real decreto: 

a) Los planes de formación dirigidos priorita-
riamente a los trabajadores ocupados, según 
la regulación contenida en el artículo 24. 
b) Los programas específicos que establezca 
el Servicio Público de Empleo Estatal para la 
formación de personas con necesidades forma-
tivas especiales o que tengan dificultades para 
su inserción o recualificación profesional. En la 
ejecución de estos programas podrán participar 
instituciones públicas o entidades sin ánimo de 
lucro que tengan entre sus fines la formación o 
inserción profesional de los colectivos de traba-
jadores a los que se dirigen estos programas. 
c) La formación profesional para el empleo de 
las personas en situación de privación de liber-
tad y de los militares de tropa y marinería que 
mantienen una relación laboral de carácter 
temporal con las Fuerzas Armadas, mediante 
convenios suscritos por el Servicio Público de 
Empleo Estatal con las instituciones de la Ad-
ministración General del Estado competentes 
en estos ámbitos. 
d) La programación de acciones formativas 
que incluyan compromisos de contratación 
dirigidos prioritariamente a desempleados y 
a trabajadores inmigrantes en sus países de 
origen según el marco legal vigente, mediante 
convenios suscritos por el Servicio Público de 
Empleo Estatal con las empresas, sus asocia-
ciones u otras entidades que adquieran el cita-
do compromiso de contratación. 
2. Los planes de formación y los programas 
específicos a que se refieren las letras a) y b) 

del apartado anterior se financiarán mediante 
subvenciones públicas, previa convocatoria 
del Servicio Público de Empleo Estatal, con-
forme a las bases reguladoras que se esta-
blezcan mediante Orden del Ministro de Tra-
bajo y Asuntos Sociales. 

La ejecución de las ofertas formativas seña-
ladas en las letras c) y d) del apartado anterior 
se financiarán mediante subvenciones públicas 
concedidas por el Servicio Público de Empleo 
Estatal en régimen de concesión directa, de 
conformidad con lo establecido en el Real De-
creto 357/2006, de 24 de marzo, por el que se 
regula la concesión directa de determinadas 
subvenciones en los ámbitos del empleo y de la 
formación profesional ocupacional. Para la apli-
cación del régimen de concesión directa a otros 
supuestos diferentes al señalado en este párra-
fo se estará a lo establecido en la Ley 38/2003, 
de 17 de noviembre, General de Subvenciones. 

Artículo 23. Programación y gestión en el ám-
bito autonómico. 
1. En el ámbito autonómico, la oferta de forma-
ción profesional para el empleo comprenderá 
la formación dirigida a trabajadores desem-
pleados y ocupados en la proporción que las 
Comunidades Autónomas determinen en 
función del número de trabajadores que se 
hallen en cada situación y, en su caso, de otras 
circunstancias objetivas. 

Asimismo, en el marco de lo establecido en 
este real decreto corresponde a las Comu-
nidades Autónomas, en el ejercicio de sus 
facultades de autoorganización, determinar 
la proporción de los trabajadores a formar a 
través de cada una de las vías de desarrollo de 
su oferta formativa señaladas en el apartado 
siguiente. 
2. Además de la oferta formativa desarrollada 
por la propia Administración según lo previs-
to en el artículo 9.1.a), la oferta de formación 
profesional para el empleo en el ámbito auto-
nómico incluye: 
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a) Los planes de formación dirigidos priorita-
riamente a los trabajadores ocupados, según 
la regulación contenida en el artículo 24. 
b) Las acciones formativas dirigidas priorita-
riamente a los trabajadores desempleados, 
reguladas en el artículo 25. 
c) Los programas específicos que establezcan 
las Comunidades Autónomas para la forma-
ción de personas con necesidades formativas 
especiales o que tengan dificultades para 
su inserción o recualificación profesional. 
En la ejecución de estos programas, y en los 
términos que establezca el órgano o entidad 
competente de la respectiva Comunidad Au-
tónoma, se impulsará la participación de las 
Administraciones locales y de otras institu-
ciones públicas o entidades sin ánimo de lucro 
que tengan entre sus fines la formación o in-
serción profesional de los colectivos de traba-
jadores a los que se dirigen estos programas. 
d) La programación de acciones formativas 
que incluyan compromisos de contratación 
dirigidos prioritariamente a desempleados, 
mediante subvenciones concedidas por el 
órgano o entidad competente de la respecti-
va Comunidad Autónoma a las empresas, sus 
asociaciones u otras entidades que adquieran 
el citado compromiso de contratación. 

3. Los planes de formación y los programas 
específicos a que se refieren las letras a) y c) 
del apartado anterior se financiarán mediante 
subvenciones públicas, previa convocatoria 
del órgano competente de la respectiva Co-
munidad Autónoma, conforme a las bases re-
guladoras que se establezcan mediante Orden 
del Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales. 

Las acciones formativas contempladas en la 
letra b) podrán financiarse mediante subven-
ciones, según lo establecido en el párrafo ante-
rior, o mediante otras fórmulas de financiación 
que determinen las Comunidades Autónomas. 

La ejecución de las programaciones de acciones 
formativas que incluyan compromisos de con-
tratación, señaladas en la letra d) del apartado 
anterior, se financiarán mediante subvenciones 

públicas concedidas por el órgano competente 
de la respectiva Comunidad Autónoma en régi-
men de concesión directa, de conformidad con 
lo establecido en el Real Decreto 357/2006, de 
24 de marzo, por el que se regula la concesión 
directa de determinadas subvenciones en los 
ámbitos del empleo y de la formación profesio-
nal ocupacional. Para la aplicación del régimen 
de concesión directa a otros supuestos dife-
rentes al señalado en este párrafo se estará a 
lo establecido en la Ley 38/2003, de 17 de no-
viembre, General de Subvenciones. 

Lo establecido en este apartado se entiende 
sin perjuicio de lo dispuesto en el segundo pá-
rrafo del artículo 6.1, relativo a la financiación 
de las iniciativas de formación con fondos pro-
pios de las Comunidades Autónomas. 

Artículo 24. Planes de formación dirigidos 
prioritariamente a los trabajadores ocupados. 
1. Los planes de formación dirigidos priorita-
riamente a los trabajadores ocupados podrán 
ser intersectoriales y sectoriales. Las Admi-
nistraciones competentes podrán decidir la 
proporción de acciones formativas de carác-
ter sectorial e intersectorial que incluyen en 
su oferta, considerando las propuestas formu-
ladas por el órgano de participación previsto 
en el artículo 33.3. 

Los planes de formación intersectoriales 
estarán compuestos por acciones formati-
vas dirigidas al aprendizaje de competencias 
transversales a varios sectores de la actividad 
económica o de competencias específicas de 
un sector para el reciclaje y recualificación de 
trabajadores de otros sectores, incluida la for-
mación dirigida a la capacitación para la reali-
zación de funciones propias de la representa-
ción legal de los trabajadores. En estos planes 
podrán participar hasta un 10 por ciento de 
trabajadores de las Administraciones Públicas 
sobre el total de participantes de cada plan. 

Los planes de formación sectoriales se com-
pondrán de acciones formativas dirigidas a 
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la formación de trabajadores de un sector 
productivo concreto, con el fin de desarrollar 
acciones formativas de interés general para 
dicho sector y satisfacer necesidades especí-
ficas de formación del mismo. Las Administra-
ciones competentes deberán garantizar que 
los planes de formación sectoriales que se 
desarrollen tanto en el ámbito estatal como 
autonómico respeten los criterios y priorida-
des generales establecidos en el marco de la 
negociación colectiva sectorial estatal, según 
lo previsto en el artículo 35.1.c). 

Las acciones específicas programadas en un plan 
de formación sectorial podrán dirigirse también 
al reciclaje y recualificación de trabajadores pro-
cedentes de sectores en situación de crisis. 

2. En el ámbito estatal, la ejecución de los pla-
nes de formación se llevará a cabo mediante 
convenios suscritos en el marco del Sistema 
Nacional de Empleo entre el Servicio Público 
de Empleo Estatal y las siguientes organiza-
ciones y entidades: 

a) Las Organizaciones Empresariales y Sindi-
cales más representativas en el ámbito esta-
tal, cuando se trate de planes de formación 
intersectoriales. 

Estos planes también se ejecutarán a través 
de convenios suscritos con las organizacio-
nes representativas de la economía social con 
notable implantación en el ámbito estatal y 
las organizaciones representativas de autó-
nomos de ámbito estatal y suficiente implan-
tación, en cuyo caso la formación se dirigirá 
específicamente a los colectivos de trabaja-
dores de la economía social y de autónomos, 
respectivamente. 
b) Las Organizaciones Empresariales y Sindi-
cales más representativas en el ámbito esta-
tal y las representativas en tal ámbito, cuando 
se trate de planes de formación sectoriales, 
así como los entes paritarios creados o ampa-
rados en el marco de la negociación colectiva 
sectorial estatal. En aquellos sectores en los 
que no exista negociación colectiva sectorial 

estatal, o la misma no esté suficientemente 
estructurada, se articularán las medidas nece-
sarias para garantizar la formación de oferta 
en dichos sectores. 

3. En el ámbito autonómico, y sin perjuicio de 
las competencias de las Comunidades Autó-
nomas, la ejecución de los planes de formación 
se llevará a cabo en el marco de los convenios 
suscritos entre el órgano o entidad competen-
te de la respectiva Comunidad Autónoma y las 
siguientes organizaciones: 

a) Las Organizaciones Empresariales y Sin-
dicales más representativas en el ámbito es-
tatal y las más representativas en el ámbito 
autonómico, cuando se trate de planes de for-
mación intersectoriales. 

Estos planes también se ejecutarán a través 
de convenios suscritos con las organizaciones 
representativas de la economía social y de las 
representativas de autónomos, en ambos ca-
sos con suficiente implantación en el ámbito 
autonómico y para la formación dirigida espe-
cíficamente a los colectivos de trabajadores 
de la economía social y de autónomos, respec-
tivamente. 
b) Las Organizaciones Empresariales y Sindi-
cales más representativas y las representa-
tivas en el correspondiente sector, cuando se 
trate de planes de formación sectoriales, así 
como los entes paritarios creados o ampara-
dos en el marco de la negociación colectiva 
sectorial estatal. 
4. La duración de los planes de formación po-
drá ser plurianual, sin perjuicio de su concre-
ción anual para atender las necesidades de 
formación requeridas en cada momento por el 
mercado de trabajo. 

Artículo 25. Acciones formativas dirigidas prio-
ritariamente a los trabajadores desempleados. 
1. El objetivo prioritario de estas acciones for-
mativas es la inserción o reinserción laboral de 
los trabajadores desempleados en aquellos 
empleos que requiere el sistema productivo. 
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Los órganos o entidades competentes de las 
Comunidades Autónomas programarán estas 
acciones formativas de acuerdo a las necesi-
dades de cualificación y a las ofertas de em-
pleo detectadas. 

2. La oferta formativa regulada en este artícu-
lo tenderá a incluir acciones dirigidas a la ob-
tención de los certificados de profesionalidad 
referidos al Catálogo Nacional de Cualifica-
ciones Profesionales. 

3. Asimismo, se potenciarán acuerdos con las 
empresas, públicas o privadas, al objeto de 
favorecer la realización de prácticas profesio-
nales (incluidas las de carácter internacional), 
el intercambio de tecnologías y de personal 
experto y la utilización de infraestructuras y 
medios técnicos y materiales. Las prácticas 
profesionales en las empresas no supondrán, 
en ningún caso, la existencia de relación labo-
ral entre los alumnos y las empresas. 

En el acuerdo deberá describirse el contenido 
de las prácticas, así como su duración, lugar de 
realización y horario, y el sistema de tutorías 
para su seguimiento y evaluación. Antes del 
comienzo de las prácticas, se pondrá en cono-
cimiento de los representantes legales de los 
trabajadores en la empresa el citado acuerdo, 
así como una relación de los alumnos que par-
ticipan en las mismas. 

Las empresas podrán recibir una compensa-
ción económica por alumno/hora de práctica, 
en la que se incluirá el coste de la suscripción de 
una póliza colectiva de accidentes de trabajo. 

4. Los trabajadores desempleados que partici-
pen en las acciones formativas reguladas en el 
presente real decreto podrán percibir ayudas 
en concepto de transporte, manutención y aloja-
miento, en la cuantía y condiciones que se deter-
minen mediante Orden del Ministro de Trabajo y 
Asuntos Sociales. Asimismo, podrán establecer-
se ayudas que permitan conciliar su asistencia a 
la formación con el cuidado de hijos menores de 
6 años o de familiares dependientes. 

Además de las ayudas anteriores, la citada 
Orden Ministerial contemplará la concesión 
de becas a las personas discapacitadas y a los 
alumnos de los programas públicos de empleo-
formación regulados en el artículo 28. Asimis-
mo, en el marco de los programas específicos 
regulados en los artículos 22.1.b) y 23.2.c), las 
Administraciones competentes para esta-
blecerlos podrán contemplar la concesión de 
dichas becas a determinados colectivos de 
desempleados que participen en itinerarios 
de formación profesional personalizados. 

5. Las compensaciones, ayudas y becas a que 
hacen referencia los apartados 3 y 4 anterio-
res se financiarán en régimen de concesión di-
recta, de conformidad con lo establecido en el 
Real Decreto 357/2006, de 24 de marzo, por el 
que se regula la concesión directa de determi-
nadas subvenciones en los ámbitos del empleo 
y de la formación profesional ocupacional. 

6. Las programaciones que se aprueben a los 
centros para la impartición de las acciones 
formativas reguladas en este artículo podrán 
tener una duración plurianual, sin perjuicio de 
su concreción anual para atender las necesi-
dades de formación requeridas en cada mo-
mento por el mercado de trabajo. 

SECCIÓN 4.ª FORMACIÓN EN ALTERNANCIA 
CON EL EMPLEO 

Artículo 26. Objeto de la formación en alter-
nancia. 
1. La formación en alternancia es aquella que 
tiene por objeto contribuir a la adquisición de 
las competencias profesionales de la ocupa-
ción mediante un proceso mixto, de empleo y 
formación, que permite al trabajador compa-
tibilizar el aprendizaje formal con la práctica 
profesional en el puesto de trabajo. 

2. Esta formación incluye las acciones forma-
tivas de los contratos para la formación, en 
desarrollo de lo previsto en el artículo 11.2 del 
Texto refundido de la Ley del Estatuto de los 
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Trabajadores, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, y los pro-
gramas públicos de empleo-formación reali-
zados por las Administraciones Públicas. 

Artículo 27. Formación teórica de los contra-
tos para la formación. 
1. Los contenidos de la formación teórica de 
los contratos para la formación deberán estar 
vinculados a la oferta formativa de las unida-
des de competencia de los certificados de 
profesionalidad de la ocupación relacionada 
con el oficio o puesto de trabajo previsto en el 
contrato laboral. De no existir certificado de 
profesionalidad, la formación teórica estará 
constituida por los contenidos mínimos orien-
tativos establecidos en el fichero de espe-
cialidades formativas para las ocupaciones o 
especialidades relativas al oficio o puesto de 
trabajo contemplados en el contrato y, en su 
defecto, por los contenidos formativos deter-
minados por las empresas y comunicados al 
Servicio Público de Empleo Estatal a los efec-
tos de su validación en el marco del Sistema 
Nacional de Empleo. 

Cuando el trabajador contratado para la for-
mación no haya alcanzado los objetivos de la 
educación secundaria obligatoria, la forma-
ción teórica tendrá por objeto inmediato com-
pletar dicha educación, de conformidad con lo 
establecido en el artículo 11.2 del Estatuto de 
los Trabajadores. A tales efectos, las Adminis-
traciones educativas deberán garantizar una 
oferta adaptada a este objetivo. 

2. El tiempo dedicado a la formación teórica, 
que se impartirá siempre fuera del puesto de 
trabajo, se fijará en el contrato, en atención a 
las características del oficio o puesto de tra-
bajo a desempeñar, del número de horas esta-
blecido, en su caso, para el módulo formativo 
adecuado a dicho puesto u oficio y de la dura-
ción del contrato. 

En ningún caso dicho tiempo de formación 
será inferior al 15 por ciento de la jornada 

máxima prevista en convenio colectivo o, en 
su defecto, de la jornada máxima legal. 

Respetando el límite anterior, los convenios 
colectivos podrán determinar el tiempo dedi-
cado a la formación teórica y su distribución, 
estableciendo, en su caso, el régimen de alter-
nancia o concentración del mismo respecto 
del tiempo de trabajo efectivo. La formación 
teórica sólo podrá concentrarse en el perío-
do final de duración del contrato cuando así 
se hubiera acordado en el convenio colectivo 
aplicable. 

3. La formación práctica de los contratos para 
la formación deberá complementarse con 
asistencia tutorial que se prestará con oca-
sión de la realización del trabajo efectivo ade-
cuado al objeto del contrato laboral. 

4. La cualificación o competencia profesional 
adquirida a través del contrato para la forma-
ción será objeto de acreditación en los térmi-
nos establecidos en el artículo 11 de este real 
decreto. 

5. Las empresas podrán financiarse el coste 
de la formación teórica mediante bonifica-
ciones en las cotizaciones empresariales a la 
Seguridad Social, con cargo a la partida pre-
vista en el presupuesto del Servicio Público 
de Empleo Estatal para la financiación de las 
bonificaciones en las cotizaciones de la Segu-
ridad Social acogidas a medidas de fomento 
de empleo por contratación laboral. 
Mediante Orden del Ministro de Trabajo y 
Asuntos Sociales se establecerán los trámites 
y requisitos a cumplir por los centros imparti-
dores de la formación y las empresas que se 
apliquen las citadas bonificaciones. 

6. Las actividades de evaluación, seguimiento 
y control de la formación teórica de los con-
tratos para la formación se realizarán por el 
Servicio Público de Empleo Estatal y las Co-
munidades Autónomas, según la distribución 
competencial establecida en la disposición 
adicional primera. 
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Artículo 28. Programas públicos de empleo-
formación. 
1. Los programas públicos de empleo-forma-
ción tienen como finalidad mejorar la cua-
lificación y las posibilidades de empleo de 
determinados colectivos de desempleados. 
Durante el desarrollo de estos programas, los 
trabajadores participantes recibirán forma-
ción profesional adecuada a la ocupación a 
desempeñar en alternancia con el trabajo y la 
práctica profesional. 

Estos programas públicos de empleo-forma-
ción se regirán por lo establecido en su normati-
va específica en lo no previsto en este capítulo. 

2. Los contenidos de la formación de los pro-
gramas públicos mencionados en el apartado 
anterior estarán vinculados a la oferta for-
mativa de las unidades de competencia de 
los certificados de profesionalidad de la ocu-
pación relacionada con el oficio o puesto de 
trabajo previsto en el contrato laboral. De no 
existir certificado de profesionalidad, la for-
mación teórica estará constituida por los con-
tenidos mínimos orientativos establecidos en 
el fichero de especialidades formativas para 
las ocupaciones o especialidades relativas al 
oficio o puesto de trabajo contemplados en 
el contrato laboral, y, en su defecto, por los 
contenidos formativos que se aprueben por el 
Servicio Público de Empleo competente para 
el respectivo proyecto de empleo-formación. 
Cuando los trabajadores participantes en los 
citados programas no hayan alcanzado los ob-
jetivos de la educación secundaria obligatoria 
se organizarán programas específicos de for-
mación de acuerdo con lo que establezca la le-
gislación reguladora del sistema educativo. 

3. Los programas públicos de empleo-forma-
ción se financiarán mediante subvenciones 
otorgadas a las entidades promotoras de los 
mismos, con cargo a la partida prevista para 
los programas de fomento del empleo en el 
Presupuesto del Servicio Público de Empleo 
Estatal. Los fondos destinados a la financia-
ción de las subvenciones gestionadas por las 

Comunidades Autónomas que tengan asumi-
das las competencias de ejecución, se distri-
buirán de acuerdo con lo previsto en el artículo 
86 de la Ley 4/2003, de 26 de noviembre, Ge-
neral Presupuestaria. 

4. La cualificación o competencia profesional 
adquirida a través de los programas públicos 
de empleo-formación será objeto de acredita-
ción en los términos establecidos en el artícu-
lo 11 de este real decreto. 

5. La gestión de estos programas correspon-
de a las Comunidades Autónomas que tengan 
asumidas las competencias de ejecución, sal-
vo en los supuestos señalados en el artículo 
6.4 en que su gestión está reservada al Servi-
cio Público de Empleo Estatal. 

CAPÍTULO III 
APOYO, ACOMPAÑAMIENTO Y ACCIONES 
COMPLEMENTARIAS A LA FORMACIÓN 

Artículo 29. Estudios de carácter general y 
sectorial. 
1. Las Administraciones Públicas competen-
tes, con sus propios medios, a través de los 
Centros de Referencia Nacional o mediante 
contratación externa, realizarán los estudios 
de carácter general y sectorial, de manera 
integral y coordinada para el conjunto del Sis-
tema Nacional de Cualificaciones y de Forma-
ción Profesional. 

2. En el marco del Programa anual de trabajo 
del Sistema Nacional de Empleo, y con el fin 
de asegurar la complementariedad de los 
estudios previstos en el apartado anterior, 
el Servicio Público de Empleo Estatal y los 
órganos competentes de las Comunidades 
Autónomas elaborarán conJuntamente la pla-
nificación de los estudios a realizar en materia 
de formación profesional para el empleo, en la 
que se detallarán la financiación y los órganos 
responsables de su ejecución. 
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Artículo 30. Acciones de investigación e 
innovación. 
1. En el marco de los criterios y prioridades 
generales que propongan las Organizaciones 
Empresariales y Sindicales más represen-
tativas y representativas en cada sector al 
amparo de la negociación colectiva sectorial 
estatal, el Ministerio de Trabajo y Asuntos So-
ciales realizará una planificación plurianual de 
las acciones de investigación e innovación que 
sean de interés para la mejora de la formación 
profesional para el empleo, a nivel sectorial o 
intersectorial, o para la difusión del conjun-
to del subsistema de formación profesional 
para el empleo. 

Esta planificación se realizará teniendo en 
cuenta las propuestas formuladas por las Co-
munidades Autónomas en el seno de la Confe-
rencia Sectorial de Asuntos Laborales y en las 
Comisiones de Coordinación y Seguimiento a 
que hace referencia el artículo 32.3. 

La citada planificación se someterá a infor-
me del órgano de participación previsto en el 
artículo 33. 

2. Mediante Orden del Ministro de Trabajo y 
Asuntos Sociales se establecerán las bases 
reguladoras para la concesión de las subven-
ciones que se otorguen para la financiación de 
este tipo de acciones. 

La competencia de gestión de estas subven-
ciones en el ámbito estatal corresponde al 
Servicio Público de Empleo Estatal. En el caso 
de que las acciones afecten al ámbito territo-
rial exclusivo de una Comunidad Autónoma, 
será el correspondiente órgano o entidad de 
la Comunidad Autónoma el competente para 
gestionarlas. 

3. En el marco del Sistema Nacional de Em-
pleo, el Servicio Público de Empleo Estatal 
establecerá, previo informe del órgano de 
participación previsto en el artículo 33.3, los 
instrumentos necesarios para garantizar la 
coordinación entre las acciones que se reali-

cen en los ámbitos estatal y autonómico, a fin 
de asegurar la complementariedad de las ac-
ciones ejecutadas en los mismos. 

Artículo 31. Información y orientación profe-
sional. 
1. En el marco de lo previsto en la Ley Orgánica 
5/2002, de 19 de junio, de las Cualificaciones y 
de la Formación Profesional y en el presente 
real decreto, el Gobierno desarrollará un sis-
tema integrado de información y orientación 
profesional que asegure el asesoramiento a 
los trabajadores desempleados y ocupados, 
en relación con las oportunidades de forma-
ción y empleo y con las posibilidades de reco-
nocimiento y acreditación de su cualificación. 

2. El sistema integrado de información y orien-
tación profesional estará al servicio de la defi-
nición y ejecución de itinerarios profesionales 
individuales para la mejora de la empleabilidad 
de los trabajadores, así como del desarrollo 
del espíritu emprendedor y del apoyo a inicia-
tivas empresariales y de autoempleo. 

3. Para favorecer el desarrollo de un sistema in-
tegrado de orientación y formación profesional 
se reforzarán las actuaciones de los Servicios 
Públicos de Empleo, que fijarán las acciones a 
realizar con la población activa, su financiación 
y la participación de los interlocutores sociales, 
así como el papel de los Centros Integrados de 
Formación Profesional y de los Centros de Re-
ferencia Nacional en este ámbito. 

CAPÍTULO IV 
ESTRUCTURA ORGANIZATIVA Y DE PARTI-
CIPACIÓN 

Artículo 32. Órganos competentes para la 
programación, gestión y control. 
1. El Servicio Público de Empleo Estatal, con la 
colaboración y el apoyo técnico de la Funda-
ción Tripartita para la Formación en el Empleo, 
desarrollará las funciones de programación, 
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gestión y control de la formación profesional 
para el empleo de competencia estatal. 

2. En el ámbito autonómico, los órganos o en-
tidades competentes para la programación, 
gestión y control de la formación profesional 
para el empleo serán los que determinen las 
Comunidades Autónomas. 

3. El Servicio Público de Empleo Estatal y los 
órganos competentes de las Comunidades 
Autónomas llevarán a cabo su colaboración, 
coordinación y cooperación en materia de 
formación profesional para el empleo a través 
de la Conferencia Sectorial de Asuntos Labo-
rales, de conformidad con lo establecido en el 
artículo 7.1.a) de la 

Ley 56/2003, de 16 de diciembre, de Empleo, y 
a través de las Comisiones de Coordinación y 
Seguimiento reguladas en los respectivos Rea-
les Decretos de traspaso de funciones y servi-
cios en materia de gestión de la formación. 

4. Las Administraciones públicas competen-
tes garantizarán la participación de las orga-
nizaciones empresariales y sindicales más 
representativas en la forma que se prevea por 
dichas Administraciones en sus respectivos 
ámbitos competenciales, contemplando la 
composición tripartita y paritaria de los órga-
nos que se constituyan. 

Artículo 33. Órgano de participación de las 
Administraciones Públicas y los Interlocuto-
res Sociales. 
1. El Consejo General del Sistema Nacional de 
Empleo, en cuanto órgano consultivo y de parti-
cipación institucional en materia de política de 
empleo, es el principal órgano de consulta y de 
participación de las Administraciones Públicas 
y los Interlocutores Sociales en el subsistema 
de formación profesional para el empleo. 

2. El Consejo General del Sistema Nacional 
de Empleo, en desarrollo de lo dispuesto en 
el artículo 7.1.b) de la Ley 56/2003, de 16 de 

diciembre, de Empleo, tendrá las siguientes 
funciones en materia de formación profesio-
nal para el empleo: 

a) Velar por el cumplimiento de lo dispuesto en 
el presente real decreto y en la restante nor-
mativa reguladora de la formación profesional 
para el empleo, así como por la eficacia de los 
objetivos generales del sistema. 
b) Emitir informe preceptivo sobre los proyec-
tos de normas del subsistema de formación 
profesional para el empleo. 
c) Informar y realizar propuestas sobre la asig-
nación de los recursos presupuestarios entre 
los diferentes ámbitos e iniciativas formati-
vas previstas en este real decreto. 
d) Informar, con carácter preceptivo, y realizar 
propuestas sobre la planificación plurianual 
de la oferta de formación profesional para el 
empleo y de las acciones de investigación e 
innovación, prevista en los artículos 21 y 30.1, 
respectivamente, así como sobre los planes 
anuales que en materia de calidad, evaluación 
y control están previstos en los artículos 36.3, 
37.2 y 38.1 de este real decreto. 
e) Recomendar medidas para asegurar la debi-
da coordinación entre las actuaciones que en 
el marco del presente real decreto se realicen 
en el ámbito del Estado y en el de las Comuni-
dades Autónomas. 
f) Actuar en coordinación con el Consejo Gene-
ral de Formación Profesional para el desarro-
llo de las acciones e instrumentos esenciales 
que componen el Sistema Nacional de Cualifi-
caciones y Formación Profesional. 
g) Aprobar el mapa sectorial para mejorar la 
racionalidad y eficacia de las Comisiones Pa-
ritarias previstas en el artículo 35. 
h) Determinar los criterios y condiciones que 
deben cumplir las Comisiones Paritarias Sec-
toriales Estatales a efectos de su financiación. 
i) Conocer los informes anuales sobre pro-
gramación, gestión, control y evaluación de la 
formación profesional para el empleo elabo-
rados tanto en el ámbito estatal como en el 
autonómico, así como extraer conclusiones y 
proponer recomendaciones sobre el funciona-
miento del subsistema. 
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j) Cualesquiera otras funciones relacionadas 
con el cumplimiento de los principios y fines 
del subsistema, a fin de mantener su coheren-
cia y la vinculación con el Sistema Nacional de 
Cualificaciones y Formación Profesional. 

3. Para el desarrollo de estas funciones se 
constituirá en el seno del Consejo General la 
Comisión Estatal de Formación para el Em-
pleo, manteniendo el carácter paritario y tri-
partito del Consejo en su composición y régi-
men de adopción de acuerdos. 

Artículo 34. La Fundación Tripartita para la 
Formación en el Empleo. 
1. La Fundación Tripartita para la Formación en 
el Empleo, perteneciente al Sector Público Es-
tatal, tiene carácter tripartito y su Patronato 
está constituido por la Administración Pública 
(con representación del Ministerio de Trabajo 
y Asuntos Sociales y las Comunidades Autó-
nomas) y por las organizaciones empresaria-
les y sindicales más representativas. 

El régimen de adopción de acuerdos será el 
previsto en sus Estatutos, teniendo su Presi-
dente voto dirimente en caso de empate. 

2. La presidencia corresponderá al Director 
General del Servicio Público de Empleo Es-
tatal. Existirán dos vicepresidencias, de las 
cuales una corresponderá a representantes 
de las organizaciones empresariales y la otra 
a los de las sindicales. 

El Presidente coordinará a la Gerencia de la 
Fundación Tripartita con la Subdirección Ge-
neral del Servicio Público de Empleo Estatal 
competente en materia de formación profe-
sional para el empleo. 

La Gerencia de la Fundación será nombrada 
por el Patronato, a propuesta de la Dirección 
General del Servicio Público de Empleo Esta-
tal, entre personal funcionario de la Adminis-
tración General del Estado. De este nombra-

miento se informará a la Conferencia Secto-
rial de Asuntos Laborales. 

3. En el marco de lo establecido en la Ley 
50/2002, de 26 de diciembre, de Fundaciones, 
y sin perjuicio de las competencias de ejecu-
ción correspondientes a las Comunidades Au-
tónomas en materia de formación profesional 
para el empleo, la Fundación Tripartita para la 
Formación en el Empleo desarrollará, entre 
otras, las siguientes actividades: 

a) Colaborar y asistir técnicamente al Servicio 
Público de Empleo Estatal en sus actividades 
de planificación, programación, gestión, eva-
luación, seguimiento y control de las iniciati-
vas de formación previstas en el presente real 
decreto, así como en la confección del informe 
anual sobre dichas actividades. 

En particular, actuar como entidad colaborado-
ra del Servicio Público de Empleo Estatal en la 
gestión de las convocatorias de subvenciones 
públicas que se realicen por dicho organismo 
en el marco de lo previsto en el presente real 
decreto. La Fundación Tripartita colaborará 
en la instrucción de los procedimientos y en 
la elaboración de las propuestas relativas a la 
resolución y justificación de las subvenciones, 
correspondiendo al Servicio Público de Em-
pleo Estatal la concesión y el pago de las sub-
venciones. A estos efectos, ambas entidades 
suscribirán el correspondiente convenio de 
colaboración de acuerdo con lo establecido en 
los artículos 12 y siguientes de la Ley 38/2003, 
de 17 de noviembre, General de Subvenciones. 
b) Apoyar técnicamente al Servicio Público de 
Empleo Estatal en el diseño e instrumentación 
de los medios telemáticos necesarios para que 
las empresas y las entidades organizadoras rea-
licen las comunicaciones de inicio y finalización 
de la formación acogida al sistema de bonifica-
ciones, garantizando en todo caso la seguridad 
y confidencialidad de las comunicaciones. 
c) Elevar al Servicio Público de Empleo Esta-
tal propuestas de resoluciones normativas e 
instrucciones relativas al subsistema de for-
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mación profesional para el empleo, así como 
elaborar los informes que le sean requeridos. 
d) Contribuir al impulso y difusión del subsis-
tema de formación profesional para el empleo 
entre las empresas y los trabajadores. 
e) Prestar apoyo técnico, en la medida que le 
sea requerido, a las Administraciones Públicas y 
a las Organizaciones empresariales y sindicales 
presentes en el órgano de participación a que se 
refiere el artículo 33.3, así como a las represen-
tadas en el Patronato de la Fundación Tripartita 
y a las Comisiones Paritarias Estatales. 
f) Dar asistencia y asesoramiento a las PYMES 
posibilitando su acceso a la formación profe-
sional para el empleo, así como apoyo técnico 
a los órganos administrativos competentes en 
la orientación a los trabajadores. 
g) Colaborar con el Servicio Público de Empleo 
Estatal en promover la mejora de la calidad de 
la formación profesional para el empleo, en la 
elaboración de las estadísticas para fines es-
tatales, y en la creación y mantenimiento del 
Registro estatal de centros de formación re-
gulado en el artículo 9.2 de este real decreto. 
h) Participar en los foros nacionales e interna-
cionales relacionados con la formación profe-
sional para el empleo. 

Artículo 35. Comisiones Paritarias. 
1. En el marco de la negociación colectiva sec-
torial de ámbito estatal, a través de convenios 
colectivos o de acuerdos concretos en mate-
ria de formación de igual ámbito que pudieran 
suscribirse por las Organizaciones Empresa-
riales y Sindicales más representativas y por 
las representativas en el sector correspon-
diente, podrán constituirse Comisiones Pari-
tarias Sectoriales Estatales o de otro ámbito. 
Estas Comisiones Paritarias tendrán, en el ám-
bito del subsistema de formación profesional 
para el empleo, las siguientes funciones: 

a) Intervenir en la mediación de los supuestos de 
discrepancias a que se refiere el artículo 15.5. 
b) Conocer la formación profesional para el em-
pleo que se realice en sus respectivos ámbitos. 

c) Fijar los criterios orientativos y las priorida-
des generales de la oferta formativa sectorial 
dirigida a los trabajadores. 
d) Participar y colaborar en actividades, estu-
dios o investigaciones de carácter sectorial y 
realizar propuestas en relación con el Sistema 
Nacional de Cualificaciones y Formación Pro-
fesional y los Centros de Referencia Nacional 
correspondientes a sus respectivos ámbitos. 
e) Elaborar una memoria anual sobre la forma-
ción correspondiente a sus ámbitos. f) Cono-
cer de la agrupación de empresas en su sector 
prevista en el artículo 16.2. g) Cualesquiera 
otras que les sean atribuidas por la normativa 
de desarrollo de este real decreto. 

2. En el marco de la gestión de la formación 
profesional para el empleo desarrollada en el 
ámbito estatal, la Comisión Mixta Estatal, pre-
vista en el IV Acuerdo Nacional de Formación, 
podrá actuar en aquellos ámbitos o sectores 
donde no se encuentre articulada la negocia-
ción colectiva sectorial estatal. 

CAPÍTULO V 
CALIDAD, EVALUACIÓN, SEGUIMIENTO Y 
CONTROL DE LA FORMACIÓN 

Artículo 36. Calidad de la formación. 
1. Las acciones, tanto formativas como de apo-
yo y acompañamiento, que se impartan y desa-
rrollen de acuerdo a lo establecido en este real 
decreto deberán tener la calidad requerida para 
que la formación profesional para el empleo 
responda a las necesidades de los trabajadores 
ocupados y desempleados y de las empresas. 

La formación y las acciones de apoyo y acom-
pañamiento deberán desarrollarse aplicando 
los procedimientos y metodologías apropia-
dos, con el personal y los medios didácticos, 
técnicos y materiales más adecuados a sus 
características. 

2. Las Administraciones Públicas competen-
tes promoverán, en sus respectivos ámbitos, 
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la mejora de la calidad de la formación profe-
sional para el empleo, en cuanto a contenidos, 
duración, profesorado e instalaciones, así 
como medición de sus resultados. 

3. Para favorecer la calidad de la formación 
profesional para el empleo, el Servicio Público 
de Empleo Estatal, teniendo en cuenta las pro-
puestas de las Comunidades Autónomas en el 
marco del Programa anual de trabajo del Siste-
ma Nacional de Empleo, elaborará un plan para 
el perfeccionamiento del profesorado que im-
parta acciones formativas y para el desarrollo 
de una metodología técnico-didáctica orienta-
da al mismo. Cuando las acciones del citado plan 
vayan dirigidas a formadores de dos o más Co-
munidades Autónomas se ejecutarán a través 
de los Centros de Referencia Nacional, que reci-
birán del Servicio Público de Empleo Estatal la 
financiación acordada en el seno de las respec-
tivas Comisiones de Coordinación y Seguimien-
to, y cuando vayan dirigidas específicamente a 
formadores de una Comunidad Autónoma serán 
gestionadas en el ámbito autonómico. 

Con esa misma finalidad, las Administracio-
nes competentes establecerán, en el marco 
del citado Programa anual de trabajo, un plan 
para la dotación y equipamiento de centros de 
formación en función de las necesidades de 
adaptación a los cambios tecnológicos y de 
organización del trabajo. En el supuesto de que 
dicha dotación y equipamiento se financie me-
diante subvenciones concedidas a los centros 
impartidores de formación profesional para 
el empleo, su regulación se llevará a cabo me-
diante Orden del Ministro de Trabajo y Asuntos 
Sociales, sin perjuicio de las competencias de 
ejecución de las Comunidades Autónomas. 

Estos planes anuales se someterán a informe del 
órgano de participación previsto en el artículo 33. 

Artículo 37. Evaluación del subsistema de 
formación profesional para el empleo. 
1. En el marco del Sistema Nacional de Empleo, 
el Servicio Público de Empleo Estatal y los ór-

ganos competentes de las Comunidades Au-
tónomas evaluarán el impacto de la formación 
realizada en el acceso y mantenimiento del em-
pleo, y en la mejora de la competitividad de las 
empresas, la eficacia del sistema en cuanto al 
alcance de la formación y la adecuación de las 
acciones a las necesidades del mercado labo-
ral y de las empresas, así como la eficiencia de 
los recursos económicos y medios empleados. 

2. El Servicio Público de Empleo Estatal, con 
los órganos o entidades correspondientes 
de las Comunidades Autónomas, elaborará 
anualmente un plan de evaluación de la cali-
dad, impacto, eficacia y eficiencia del conjunto 
del subsistema de formación profesional para 
el empleo, que pueda servir para introducir 
mejoras en su funcionamiento. 

Este plan anual se someterá a informe del ór-
gano de participación previsto en el artículo 33. 

3. En la evaluación de la calidad de las acciones 
formativas participarán los propios alumnos 
en función de los estándares establecidos por 
las Administraciones públicas competentes, 
de lo que quedará constancia en la documenta-
ción correspondiente a cada grupo impartido. 

4. Sin perjuicio de las evaluaciones externas 
que se realicen por entidades independientes 
con posterioridad a la realización de la forma-
ción, las entidades responsables de ejecutar 
los planes de formación profesional para el 
empleo deberán realizar, durante su ejecución, 
una evaluación y control de la calidad de la 
formación que ejecuten, determinándose en 
la convocatoria la parte del importe de la sub-
vención que se destinará a dicha finalidad. 

Artículo 38. Seguimiento y control de la 
formación. 
1. Las Administraciones competentes en ma-
teria laboral desarrollarán las actuaciones 
de control y seguimiento de las acciones de 
formación, y de apoyo y acompañamiento re-
guladas en este real decreto. Respecto de la 
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formación cofinanciada por el Fondo Social 
Europeo, organizarán los sistemas de gestión, 
verificación y control de conformidad con lo 
previsto en la normativa de la Unión Europea. 

A los efectos de lo previsto en este apartado, 
el Servicio Público de Empleo Estatal y los ór-
ganos competentes de las Comunidades Au-
tónomas elaborarán, en el marco del Progra-
ma anual de trabajo del Sistema Nacional de 
Empleo, un plan de seguimiento y control de la 
formación profesional para el empleo. 

2. Lo previsto en el apartado anterior se esta-
blece sin perjuicio de las actuaciones que res-
pecto a la formación profesional para el em-
pleo puedan realizar los diferentes órganos de 
fiscalización y control que tengan atribuidas 
tales competencias en el ámbito estatal y au-
tonómico, así como los órganos e instituciones 
de la Unión Europea respecto de la formación 
cofinanciada por el Fondo Social Europeo. 

3. El seguimiento y control de la formación 
profesional para el empleo a que se refiere 
este artículo deberá realizarse de manera in-
tegral y coordinada por las Administraciones 
y entidades competentes, procurando racio-
nalizar esfuerzos y unificar criterios en las 
actuaciones que se lleven a cabo. 

Artículo 39. Información y estadística. 
1. Las Comunidades Autónomas deberán pro-
porcionar al Servicio Público de Empleo Es-
tatal, en su condición de promotor de los Pro-
gramas Operativos del Fondo Social Europeo, 
toda la información, documentación y certifi-
caciones necesarias para la justificación de las 
acciones cofinanciadas por el citado Fondo. 

2. Las Comunidades Autónomas deberán 
proporcionar al Servicio Público de Empleo 
Estatal información sobre la formación desa-
rrollada en sus respectivos ámbitos, de forma 
que quede garantizada su coordinación e in-
tegración con la información estadística del 
conjunto del Estado.  Por su parte, el Servicio 

Público de Empleo Estatal facilitará a las Co-
munidades Autónomas información sobre la 
formación ejecutada en el conjunto del Esta-
do, incluida la que se ejecute a través del Ser-
vicio Público de Empleo Estatal en el ámbito 
territorial de cada Comunidad Autónoma. 

Disposición adicional primera. Distribución 
competencial en las iniciativas de formación 
financiadas mediante bonificaciones en las 
cuotas de la Seguridad Social. 
Dentro del Sistema Nacional de Empleo, co-
rresponde a la Administración General del 
Estado, a través del Servicio Público de Em-
pleo Estatal, la realización de las actividades 
de evaluación, seguimiento y control de las 
iniciativas de formación financiadas mediante 
bonificaciones en las cuotas de la Seguridad 
Social que se aplican las empresas que tengan 
sus centros de trabajo en más de una Comuni-
dad Autónoma. 

Las Comunidades Autónomas realizarán di-
chas actividades de evaluación, seguimiento 
y control cuando las empresas tengan todos 
sus centros de trabajo en el ámbito de la mis-
ma Comunidad Autónoma, sin perjuicio de las 
competencias exclusivas del Estado en cuanto 
al régimen económico de la Seguridad Social. 

Disposición adicional segunda. Registro es-
tatal de centros y entidades de formación. 
En el Registro estatal de centros y entidades 
de formación, previsto en el artículo 9.2 de 
este real decreto, se integrará el censo de 
centros colaboradores de la formación pro-
fesional ocupacional del Servicio Público de 
Empleo Estatal. 

Disposición adicional tercera. Entidades or-
ganizadoras en la formación de demanda. 
Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 16.2, 
tendrán también la condición de entidad orga-
nizadora las entidades o empresas que, tenien-
do la formación dentro de su objeto social con 
anterioridad al 1 de enero de 2003, se hubieren 
constituido como tales al amparo del Real De-
creto 1046/2003, de 1 de agosto, por el que se 
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regula el subsistema de formación profesional 
continua y de su normativa de desarrollo. 

Disposición adicional cuarta. Constitución del 
órgano de participación de las Administracio-
nes Públicas y los Interlocutores Sociales. 
El órgano de participación de las Administra-
ciones Públicas y los Interlocutores Sociales 
previsto en el artículo 33 se constituirá en el 
plazo de un año a contar desde la publicación 
del presente real decreto. En tanto no se cons-
tituya, las funciones que le encomienda el pre-
sente real decreto serán desarrolladas por la 
Comisión Tripartita de Formación Continua, 
en cuyo caso las Comunidades Autónomas se 
incorporarán a dicha Comisión. 

Disposición adicional quinta. Comisiones de 
coordinación y seguimiento. 
A partir de la entrada en vigor del presente 
real decreto y a los efectos de lo previsto en el 
mismo, las actuales Comisiones de coordina-
ción y seguimiento de la Formación Ocupacio-
nal y de Centros Nacionales se transformarán 
en Comisiones de coordinación y seguimiento 
de la formación profesional para el empleo. 

Disposición adicional sexta. Elaboración de 
estadísticas. 
El Servicio Público de Empleo Estatal, en 
el marco del Sistema Nacional de Empleo, 
adoptará las medidas necesarias para que las 
estadísticas que se elaboren en el ámbito de 
todo el territorio del Estado incluyan no sólo 
la formación realizada en el marco de este real 
decreto, sino también aquella que realicen las 
empresas con financiación propia y las Admi-
nistraciones Públicas para sus empleados. 

Disposición adicional séptima. Fundación Tri-
partita para la Formación en el Empleo. 
Se autoriza a la Fundación Tripartita para la 
Formación en el Empleo para que, a partir de la 
fecha de entrada en vigor de la presente nor-
ma y con cargo a su presupuesto, adopte las 
medidas técnicas y económicas que resulten 
necesarias a fin de adecuar sus estatutos, fun-
cionamiento, estructura orgánica y relación de 

puestos de trabajo a lo establecido en el pre-
sente real decreto. 

Disposición adicional octava. Adopción de 
medidas para la aplicación total de los fon-
dos provenientes de la cuota de formación 
profesional. 
El Gobierno articulará las fórmulas y las medi-
das que sean necesarias para que los fondos 
con destino a la formación para el empleo 
provenientes de la cuota de formación pro-
fesional sean aplicados en su totalidad a la 
financiación de las iniciativas de formación 
recogidas en este real decreto. 

Disposición adicional novena. Personas con 
discapacidad. 
En el desarrollo del presente real decreto las 
Administraciones competentes adoptarán 
aquellas medidas de adaptación que sean nece-
sarias para facilitar e incentivar la participación 
de las personas con discapacidad en las accio-
nes de formación profesional para el empleo. 

Disposición adicional décima. Concesión directa. 
Las referencias relativas al Real Decreto 
631/1993, de 3 de mayo, por el que se regula el 
Plan Nacional de Formación e Inserción Profe-
sional, contenidas en el Real Decreto 357/2006, 
de 24 de marzo, por el que se regula la conce-
sión directa de determinadas subvenciones en 
los ámbitos del empleo y de la formación pro-
fesional ocupacional, se entenderán realizadas 
al presente real decreto en los artículos que 
regulan las mismas materias. Asimismo, las 
referencias relativas a la formación profesio-
nal ocupacional se entenderán realizadas a la 
formación profesional para el empleo. 

Disposición transitoria primera. Régimen 
transitorio de los procedimientos. 
1. Los procedimientos de concesión de subven-
ciones en materia de formación ocupacional y 
continua iniciados con anterioridad a la entra-
da en vigor de la normativa de desarrollo de 
este real decreto se regirán por la normativa 
anterior que les sea de aplicación. Los proce-
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dimientos se entenderán iniciados con la publi-
cación de las correspondientes convocatorias. 

2. La formación de demanda que se inicie a 
partir del 1 de enero de 2007 se regirá por lo 
dispuesto en este real decreto y en la normati-
va que lo desarrolle. 

Disposición transitoria segunda. Mapa sectorial. 
En tanto no sea aprobado el mapa sectorial a 
que se refiere el artículo 33.2.g) de este real 
decreto las convocatorias para la concesión 
de subvenciones públicas destinadas a la rea-
lización de acciones de formación de carácter 
sectorial facilitarán la presentación en este 
ámbito de propuestas conJuntas que agrupen 
a varios sectores afines, tomando como punto 
de referencia, en su caso, las Familias Profe-
sionales establecidas en el Catálogo Nacional 
de Cualificaciones Profesionales. 

Disposición transitoria tercera. Centros Na-
cionales de Formación Profesional. 
Los Centros Nacionales de Formación Profe-
sional Ocupacional regulados en el artículo 17 
del Real Decreto 631/1993, de 3 de mayo, por 
el que se regula el Plan Nacional de Formación 
e Inserción Profesional, continuarán con su es-
tatus jurídico y con la afectación de los mismos 
a funciones de carácter nacional en tanto no 
adquieran la condición de Centros de Referen-
cia Nacional de acuerdo con lo que establezca 
la normativa de desarrollo del artículo 11.7 de la 
Ley Orgánica 5/2002, de 19 de junio, de las Cua-
lificaciones y de la Formación Profesional. 

Disposición transitoria cuarta. Evaluación, 
seguimiento y control de las iniciativas de 
formación financiadas mediante bonificacio-
nes en las cuotas de la Seguridad Social. 
La realización por las Comunidades Autóno-
mas de las actividades de evaluación, segui-
miento y control derivadas de la distribución 
competencial establecida en la disposición 
adicional primera podrá diferirse hasta tanto 
no se produzca el traspaso a las mismas de los 
medios y recursos necesarios para la realiza-
ción de dichas actividades. 

Disposición transitoria quinta. Determina-
ción del crédito de bonificaciones para el 
ejercicio presupuestario 2007. 
Para el ejercicio presupuestario 2007 el crédi-
to del que dispondrán las empresas para desa-
rrollar la formación de demanda prevista en la 
Sección 2.ª del Capítulo II del presente real de-
creto resultará de aplicar a la cuantía ingresa-
da por la empresa en concepto de formación 
profesional durante el año 2006, el porcentaje 
de bonificación que, en función del tamaño de 
las empresas, se establece a continuación: 

a) Empresas de 250 o más trabajadores: 50 
por ciento. 
b) De 50 a 249 trabajadores: 60 por ciento. 
c) De 10 a 49 trabajadores: 75 por ciento. 
d) De 6 a 9 trabajadores: 100 por ciento. 

Las empresas de 1 a 5 trabajadores dispondrán 
de un crédito de bonificación por empresa de 
420 euros, con el siguiente alcance temporal: 
Para las empresas de 1 y 2 trabajadores, el ci-
tado crédito se asigna para un período de 3 y 
2 años, respectivamente, a contar desde el 1 
de enero de 2007. Para las empresas de 3 a 5 
trabajadores, el citado crédito se asigna con 
carácter anual. 

Para la determinación del crédito en los su-
puestos de empresas que abran nuevos cen-
tros de trabajo y de empresas de nueva crea-
ción, previstos en el artículo 13.2 de este real 
decreto, se tomará como referencia para el 
año 2007 una cuantía de 65 euros por cada tra-
bajador de nueva incorporación. 

Las empresas que durante el año 2007 con-
cedan permisos individuales de formación 
para sus trabajadores dispondrán de un cré-
dito adicional en los términos que establece 
el artículo 13.3 de este real decreto. El citado 
crédito se irá asignando a las empresas que 
comuniquen permisos individuales de forma-
ción hasta tanto no se supere, en su conjunto, 
el 5 por ciento del crédito establecido en el 
presupuesto del Servicio Público de Empleo 
Estatal para la financiación de las bonificacio-
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nes en las cotizaciones de la Seguridad Social 
por formación continua. 

Disposición derogatoria única. Derogación 
normativa. 
1. Quedan derogadas todas las normas de igual 
o inferior rango en lo que contradigan o se 
opongan a lo dispuesto en este real decreto. 

2. Quedan derogadas expresamente las si-
guientes disposiciones, y las normas que las 
desarrollan: 

a) El Real Decreto 1046/2003, de 1 de agosto, 
por el que se regula el subsistema de forma-
ción profesional continua. 
b) El Real Decreto 631/1993, de 3 de mayo, por 
el que se regula el Plan Nacional de Formación 
e Inserción Profesional. 
c) Los artículos 10 y 12 del Real Decreto 
488/1998, de 27 de marzo, por el que se desa-
rrolla el artículo 11 del Estatuto de los Trabaja-
dores en materia de contratos formativos. 

Disposición final primera. Título competencial. 
Este real decreto se dicta al amparo de lo dis-
puesto en el artículo 149.1.7.ª de la Constitu-
ción, que atribuye al Estado la competencia 
exclusiva en materia de legislación laboral. Los 
artículos 12.1, 13, 15.4 y 5, 16, 17 y 27.5 se dictan al 
amparo del artículo 149.1.17.ª de la Constitución, 
que atribuye al Estado la legislación básica y ré-
gimen económico de la Seguridad Social. 

Disposición final segunda. Habilitación para 
el desarrollo reglamentario. 
Se habilita al Ministro de Trabajo y Asuntos 
Sociales para dictar cuantas normas sean ne-
cesarias para el desarrollo y ejecución de lo 
previsto en este real decreto. 

Disposición final tercera. Entrada en vigor. 
El presente real decreto entrará en vigor el día 
siguiente a su publicación en el «Boletín Ofi-
cial del Estado». Dado en Madrid, el 23 de marzo de 2007. 

JUAN CARLOS R. 
JESÚS CALDERA SÁNCHEZ-CAPITÁN 
Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales



289

El Real Decreto 395/2007, de 23 de marzo, 
por el que se regula el subsistema de forma-
ción profesional para el empleo contempla la 
formación de oferta, entendida como aquella 
que tiene por objeto facilitar a los trabajado-
res, ocupados y desempleados, una forma-
ción ajustada a las necesidades del mercado 
de trabajo que atienda a los requerimientos 
de competitividad de las empresas, a la vez 
que satisfaga las aspiraciones de promoción 
profesional y desarrollo personal de los tra-
bajadores, capacitándoles para el desempeño 
cualificado de las diferentes profesiones y 
para el acceso al empleo. 

La presente orden desarrolla dicha formación 
de oferta desde un primer y ambicioso obje-
tivo, el de integrar y dar un tratamiento cohe-
rente y unitario a toda la formación de oferta 
que se dirija al conjunto de trabajadores, que 
trascienda la visión estanca de, por un lado, 
ocupados y, por otro, desempleados. Dicha 
integración ha de favorecer que los trabaja-
dores puedan optar asimismo a un reconoci-
miento efectivo de la formación que reciban 
en la línea de lo que establece la Ley Orgánica 

5/2002, de 19 de junio, de las Cualificaciones 
y de la Formación Profesional y de los Reales 
Decretos que la desarrollan. 

La presente orden no sólo cumple con el obje-
tivo de desarrollar el real decreto en lo que se 
refiere a la formación de oferta, sino que regu-
la las bases que han de regir la concesión de 
subvenciones públicas destinadas a financiar 
dicha formación por las diferentes Adminis-
traciones Públicas en sus respectivos ámbitos 
de gestión. Así, se contemplan las distintas 
modalidades de formación de oferta que se 
financiarán mediante subvenciones públicas, 
diferenciando las que serán otorgadas en régi-
men de concurrencia competitiva de aquellas 
otras que lo serán de forma directa. 

La orden contiene una regulación extensa 
de aquellas modalidades formativas que se 
dirigen, bien prioritariamente a los trabaja-
dores ocupados, o bien prioritariamente a 
los desempleados, de acuerdo con la propia 
distinción que se establece en el Real Decreto 
395/2007, de 23 de marzo. También contempla 
aquellos programas específicos formativos 

ORDEN TAS/718/2008, de 
7 de marzo, por la que se 
desarrolla el Real Decreto 
395/2007, de 23 de marzo, 
por el que se regula el 
subsistema de formación 
profesional para el empleo, 
en materia de formación de 
oferta y se establecen las 
bases reguladoras para la 
concesión de subvenciones 
públicas destinadas a su 
financiación
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para personas que tengan especiales dificul-
tades de inserción o recualificación profesio-
nal y de las personas que se encuentren en 
situación de privación de libertad y de los mi-
litares profesionales de tropa y marinería que 
mantengan una relación de carácter temporal 
con las Fuerzas Armadas, así como, contiene 
la regulación de aquellas acciones formativas 
que incluyan compromisos de contratación. 

Por otra parte, se incorpora al texto una re-
gulación de la realización de prácticas profe-
sionales no laborales, la concesión de becas 
y ayudas que se conceden a los trabajadores 
desempleados que abarcan las relativas al 
transporte, manutención y alojamiento, así 
como las que permiten conciliar la asistencia 
a la formación con la vida familiar. 

El texto recoge igualmente el acceso a la for-
mación de los cuidadores de las personas en 
situación de dependencia, de conformidad 
con el Real Decreto 615/2007, de 11 de mayo, 
por el que se regula la Seguridad Social de los 
cuidadores de las personas en situación de de-
pendencia, con el fin de consolidar e impulsar 
este ámbito de atención prioritaria para los 
poderes públicos. 

Al Estado y a las Comunidades Autónomas co-
rresponde, en sus respectivos ámbitos de ges-
tión, la aplicación de lo previsto en esta orden 
mediante las convocatorias de subvenciones 
que publiquen en sus respectivos territorios, 
respetando las competencias de gestión de 
las Comunidades Autónomas, así como sus 
propias competencias de autoorganización. 

La presente orden, en cuanto que establece 
las bases reguladoras para la concesión de las 
subvenciones mediante las que se financian 
las diferentes modalidades de la formación 
de oferta, regula todos aquellos aspectos que 
tanto la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, Ge-
neral de Subvenciones como el Real Decreto 
887/2006, de 21 de julio, por el que se aprueba 
el Reglamento de la Ley General de Subven-
ciones, establecen lo que debe reunir una or-

den con estos caracteres. En esa línea, se con-
templa un conjunto de disposiciones comunes 
para todas las subvenciones que se concedan 
en régimen de concurrencia competitiva por 
las diferentes Administraciones públicas, sin 
perjuicio de la competencia de autoorgani-
zación que tienen reconocida las Comunida-
des Autónomas. En este sentido, se incluyen 
todos los potenciales beneficiarios de las 
subvenciones que se concedan, entre los que 
cabe destacar a las diferentes organizaciones 
empresariales y sindicales con mayor repre-
sentatividad, tanto en los ámbitos sectorial 
e intersectorial como en lo que se refiere a la 
economía social y a la formación dirigida al co-
lectivo de autónomos. 

En coherencia con el tratamiento integral de 
la formación de oferta, la orden regula el Fi-
chero de especialidades formativas, previsto 
en el Real Decreto 395/2007, de 23 de marzo, 
que se estructura de acuerdo con las familias 
profesionales establecidas en el Real Decreto 
1128/2003, de 5 de septiembre, por el que se 
regula el Catálogo Nacional de Cualificaciones 
Profesionales. El Fichero incluirá el repertorio 
de certificados de profesionalidad vinculados 
al Catálogo Nacional de Cualificaciones Pro-
fesionales, así como otras especialidades no 
vinculadas a estos certificados. 

Asimismo, se regulan los Registros de los cen-
tros y entidades de formación, tanto a nivel 
estatal como autonómico, así como los requi-
sitos que deberán reunir para poder ser inscri-
tos y acreditados. 

Por último, la orden contempla un conjunto de 
medidas para que sean desarrolladas por las 
diferentes Administraciones públicas en lo 
que se refiere a la calidad y evaluación de la 
formación, así como respecto del seguimien-
to y control de la misma, actuaciones que vie-
nen enmarcadas en los planes anuales que se 
aprueben al respecto. 

Esta orden se dicta en desarrollo parcial del 
Real Decreto 395/2007, de 23 de marzo, en 
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cuya disposición final segunda se habilita al 
Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales para 
dictar cuantas normas sean necesarias para 
su desarrollo y ejecución. 

En el proceso de elaboración de esta orden han 
sido consultadas las organizaciones empresa-
riales y sindicales presentes en la Comisión 
Tripartita de Formación Continua, informada 
la Conferencia Sectorial de Asuntos Laborales 
y ha emitido informe la Abogacía del Estado 
en el Departamento, así como la Intervención 
Delegada de la Intervención General del Esta-
do en el Servicio Público de Empleo Estatal. 
En su virtud, previa aprobación de la Ministra 
de Administraciones Públicas, dispongo: 

CAPÍTULO I 
DISPOSICIONES GENERALES 

Artículo 1. Objeto y ámbito de aplicación. 
1. La presente orden ministerial tiene por ob-
jeto el desarrollo de la formación de oferta 
prevista en el Real Decreto 395/2007, de 23 
de marzo, por el que se regula el subsistema 
de formación profesional para el empleo, así 
como el establecimiento de las bases que re-
gulan la concesión de subvenciones públicas 
destinadas a su financiación. 

La formación de oferta tiene por finalidad 
ofrecer a los trabajadores, tanto ocupados 
como desempleados, una formación ajustada 
a las necesidades del mercado de trabajo que 
atienda a los requerimientos de productividad 
y competitividad de las empresas y a las aspi-
raciones de promoción profesional y desarro-
llo personal de los trabajadores. Asimismo, se 
dirige a proporcionar a los trabajadores una 
formación que les capacite para el desempe-
ño cualificado de las distintas profesiones y el 
acceso al empleo, promoviendo la realización 
de itinerarios integrados de formación para la 
inserción profesional y favoreciendo que los 
trabajadores puedan optar a un reconocimien-
to efectivo de la formación que reciban. 

2. El ámbito de aplicación de esta orden minis-
terial se extiende a todo el territorio estatal. 

Artículo 2. Modalidades de la formación de 
oferta subvencionadas. 
1. Las modalidades de la formación de oferta 
financiadas mediante subvenciones públicas, 
concedidas al amparo de la presente orden, 
son las siguientes: 

a) Los planes de formación dirigidos priorita-
riamente a los trabajadores ocupados, regula-
dos en la sección 2.ª del capítulo II. 
b) Las acciones formativas dirigidas priorita-
riamente a los trabajadores desempleados, 
reguladas en la sección 3.ª del capítulo II. 
c) Los programas específicos para la forma-
ción de personas con necesidades formativas 
especiales o que tengan dificultades para su 
inserción o recualificación profesional, regula-
dos en el artículo 22. 
d) La formación profesional para el empleo de 
las personas en situación de privación de li-
bertad y de los militares profesionales de tro-
pa y marinería que mantienen una relación de 
carácter temporal con las Fuerzas Armadas, 
regulada en el artículo 23. 
e) La programación de acciones formativas 
que incluyan compromisos de contratación 
dirigidos prioritariamente a desempleados, 
prevista en el artículo 21. 

2. Asimismo, serán objeto de financiación al 
amparo de esta orden las compensaciones 
económicas a empresas por prácticas profe-
sionales no laborales de los trabajadores par-
ticipantes en las mismas y las ayudas y becas 
a trabajadores desempleados que participen 
en las acciones formativas, reguladas en el ca-
pítulo III de esta orden. 

Artículo 3. Requisitos de los beneficiarios. 
1. Sin perjuicio de las competencias de las 
Comunidades Autónomas en sus respectivos 
ámbitos de actuación, serán beneficiarios de 
las subvenciones destinadas a la financiación 
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de los planes de formación dirigidos priorita-
riamente a los trabajadores ocupados, las Or-
ganizaciones Empresariales y Sindicales más 
representativas y las representativas en el 
correspondiente sector de actividad, así como 
los entes paritarios creados o amparados en 
el marco de la negociación colectiva sectorial 
estatal, a que se refieren los apartados 2 y 3 
del artículo 24 del Real Decreto 395/2007, de 
23 de marzo. 

Asimismo, serán beneficiarios de las subven-
ciones destinadas a la ejecución de planes de 
formación intersectoriales para la formación 
dirigida específicamente a los colectivos de 
trabajadores y socios de la economía social, 
siempre que aporten actividad económica, las 
confederaciones y federaciones de coopera-
tivas y/o sociedades laborales y las organiza-
ciones representativas de la economía social 
de carácter intersectorial, todas ellas con su-
ficiente implantación en el correspondiente 
ámbito territorial. 

Respecto a las subvenciones destinadas a la 
ejecución de planes de formación intersecto-
riales para la formación dirigida específica-
mente al colectivo de autónomos, serán be-
neficiarios las asociaciones representativas 
de autónomos de carácter intersectorial, así 
como las organizaciones contempladas en el 
artículo 21.5 de la Ley 20/2007, de 11 de julio, del 
Estatuto del Trabajo Autónomo. En todo caso, 
tendrán prioridad las asociaciones representa-
tivas de autónomos que tengan mayor implan-
tación en el respectivo ámbito territorial. 

Las convocatorias, en el marco de la norma-
tiva aplicable, establecerán las condiciones 
y forma de acreditación de lo previsto en los 
párrafos anteriores. 

2. Podrán ser beneficiarios de las subvencio-
nes destinadas a las acciones formativas diri-
gidas prioritariamente a trabajadores desem-
pleados las organizaciones empresariales y 
sindicales, centros y entidades previstos en el 
artículo 9.1 del Real Decreto 395/2007, de 23 

de marzo. Cuando las acciones formativas in-
cluyan compromisos de contratación, las sub-
venciones se podrán conceder a las empresas, 
sus asociaciones u otras entidades que suscri-
ban el citado compromiso de contratación. 

Asimismo, las empresas que faciliten la reali-
zación de prácticas profesionales no laborales 
podrán ser beneficiarias de las compensacio-
nes económicas previstas en el artículo 24. 

3. Los trabajadores desempleados que par-
ticipen en las modalidades de formación pre-
vistas en el Real Decreto 395/2007, de 23 de 
marzo, y en la presente orden podrán ser be-
neficiarios de las becas y ayudas en los térmi-
nos señalados en el Capítulo III. 

4. Podrán ser beneficiarios de las subvencio-
nes destinadas a programas específicos para 
la formación de personas con necesidades 
formativas especiales o que tengan dificulta-
des para su inserción o recualificación profe-
sional las entidades que se determinen en la 
normativa reguladora de dichos programas 
en función de los objetivos y contenido de la 
actividad formativa. En la ejecución de estos 
programas se podrá impulsar, en los térmi-
nos que se establezca en dicha normativa, la 
participación de las Administraciones locales 
y de otras instituciones públicas o entidades 
sin ánimo de lucro que tengan entre sus fines 
la formación o inserción profesional de los co-
lectivos de trabajadores a los que se dirigen 
estos programas. 

5. Además de los beneficiarios señalados en 
los apartados anteriores, los miembros aso-
ciados del beneficiario que se comprometan a 
ejecutar la totalidad o parte de la actividad que 
fundamenta la concesión de la subvención en 
nombre y por cuenta del mismo, podrán tener 
igualmente la consideración de beneficiarios. 

6. Podrán tener asimismo la condición de be-
neficiarios las agrupaciones formadas por las 
organizaciones o entidades previstas en el 
apartado 1 de este artículo y las formadas por 
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éstas y por entidades vinculadas a las mismas 
que tengan entre sus fines el desarrollo de 
actividades formativas. Deberá nombrarse un 
representante o apoderado único de la agru-
pación con poderes bastantes para cumplir 
las obligaciones que, como beneficiario, co-
rresponden a la agrupación. 

7. No podrán obtener la condición de benefi-
ciarios de las subvenciones reguladas en esta 
orden las entidades en quienes concurra algu-
na de las circunstancias contempladas en el 
artículo 13 de la Ley 38/2003, de 17 de noviem-
bre, General de Subvenciones. 

Artículo 4. Obligaciones de los beneficiarios. 
Sin perjuicio de las demás obligaciones esta-
blecidas en el Real Decreto 395/2007, de 23 
de marzo y en la presente orden, constituyen 
obligaciones de los beneficiarios: 

a) Aportar la información y documentación 
que se requiera durante la fase de instrucción 
del procedimiento, ejecución de la formación y 
justificación de la subvención, así como tener 
a disposición de los órganos de control com-
petentes los documentos acreditativos de la 
asistencia de los trabajadores a las acciones 
formativas. 
b) Garantizar la gratuidad de las acciones for-
mativas para los participantes en la formación 
subvencionada. 
c) Haber realizado o, en su caso, garantizado 
las devoluciones de cantidades concedidas y 
pagadas en convocatorias anteriores y cuya 
devolución le haya sido exigida mediante re-
clamación previa a la vía ejecutiva o median-
te resolución de procedencia de reintegro, 
salvo que se hubiera producido la suspensión 
del acto. 
d) Comunicar a la Administración competente 
la obtención de otras subvenciones, ayudas, 
ingresos o recursos que financien las activi-
dades subvencionadas, con anterioridad a la 
justificación de la aplicación dada a los fondos 
percibidos. Estos ingresos serán incompati-
bles con la subvención destinada a la misma 

finalidad, por lo que ésta será minorada en la 
cantidad ya percibida. 
e) Acreditar con anterioridad a dictarse la 
propuesta de resolución de concesión de la 
subvención y a realizarse el pago de la misma, 
que se halla al corriente en el cumplimiento de 
sus obligaciones tributarias y frente a la Segu-
ridad Social, en la forma que se determine en 
las convocatorias, sin perjuicio de lo previsto 
en el artículo 22.4 del Real Decreto 887/2006, 
de 21 de julio, por el que se aprueba el Regla-
mento de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre. 
f) Hacer constar, en los términos que establez-
can las convocatorias, el carácter público de la 
financiación de la actividad subvencionada y, 
en su caso, la cofinanciación del Fondo Social 
Europeo. En este último supuesto, la entidad 
beneficiaria deberá incluir en las actividades 
de información de las acciones formativas, 
publicaciones, material didáctico y acredi-
taciones de la realización de la formación a 
entregar a los participantes el emblema del 
Fondo Social Europeo. 
g) Remitir al órgano competente una comu-
nicación de inicio de la formación que va a 
desarrollar, incluida cualquier modificación 
posterior, y, en su caso, la comunicación de 
finalización, conforme al contenido, plazos y 
procedimiento que a tal efecto establezcan 
las convocatorias. La falta de comunicación 
en los plazos establecidos implicará que la 
correspondiente acción formativa o grupo 
de participantes se considere no realizada a 
efectos de la justificación de la subvención, 
salvo que la no comunicación en plazo se deba 
a causas imprevistas, debidamente justifica-
das y comunicadas en el momento en que se 
produzcan. 
h) Cumplir con las demás obligaciones esta-
blecidas en el artículo 14 de la Ley 38/2003, 
de 17 de noviembre, en lo no previsto expresa-
mente en este artículo. 

El beneficiario no resultará exonerado de las 
obligaciones anteriormente mencionadas si 
el desarrollo de la formación se contrata con 
terceras personas físicas o jurídicas. 
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Artículo 5. Destinatarios de la formación. 
1. En los planes de formación dirigidos prio-
ritariamente a los trabajadores ocupados, la 
participación de éstos será al menos del 60 
por ciento respecto del total de trabajado-
res que inician la formación. En las acciones 
formativas dirigidas prioritariamente a los 
trabajadores desempleados, la participación 
de éstos deberá alcanzar al menos el citado 
porcentaje. Las Administraciones públicas 
competentes podrán establecer, dentro de los 
límites indicados anteriormente, porcentajes 
distintos de participación. 

A tal efecto, la consideración como trabaja-
dores ocupados o desempleados vendrá de-
terminada por la situación laboral en que se 
hallen al inicio de la formación. No será objeto 
de minoración económica el cambio de situa-
ción laboral del trabajador que se produzca a 
partir de la solicitud de su participación en la 
acción formativa, siempre que no se superen 
los límites porcentuales señalados en el pá-
rrafo anterior. 

2. De conformidad con el artículo 5.1.b) del 
Real Decreto 395/2007, de 23 de marzo, modi-
ficado por la disposición final tercera del Real 
Decreto 615/2007, de 11 de mayo, por el que se 
regula la Seguridad Social de los cuidadores 
de las personas en situación de dependen-
cia, los cuidadores no profesionales podrán 
participar en la formación de oferta sectorial 
de referencia en los ámbitos de servicios de 
atención a las personas dependientes y desa-
rrollo de la promoción de la autonomía perso-
nal, centros y servicios de atención a perso-
nas con discapacidad, acción e intervención 
social y sanidad. 

3. En los planes de formación dirigidos priori-
tariamente a los trabajadores ocupados que 
tengan carácter intersectorial podrán parti-
cipar trabajadores de las Administraciones 
públicas siempre que no superen el 10 por 
ciento del total de participantes de cada plan 
de formación. 

Artículo 6. Colectivos prioritarios y medidas 
activas en el marco de la Estrategia Europea 
para el Empleo. 
1. A fin de garantizar el acceso a la forma-
ción de trabajadores con mayor dificultad de 
mantenimiento en el mercado de trabajo, las 
convocatorias deberán contemplar entre los 
colectivos prioritarios a que hace referencia 
el artículo 5.3 del Real Decreto 395/2007, de 
23 de marzo, al menos, a las mujeres, las per-
sonas con discapacidad y los trabajadores de 
baja cualificación. Asimismo, en el supuesto 
de que la formación subvencionada esté cofi-
nanciada con fondos comunitarios, las convo-
catorias incluirán las cuantías y los conceptos 
cofinanciados por el Fondo Social Europeo 
desglosados, en su caso, por prioridades y zo-
nas de programación. 

2. Podrán financiarse acciones o módulos 
formativos con una duración mínima de 4 
horas cuando se trate de formación de carác-
ter transversal en áreas que se consideren 
prioritarias tanto en el marco de la Estra-
tegia Europea para el Empleo y del Sistema 
Nacional de Empleo como en las directrices 
establecidas por la Unión Europea. Esta for-
mación tendrá prioridad en la valoración de 
las solicitudes y podrá desarrollarse dentro 
de una determinada acción formativa o bien 
de forma separada. 

En todo caso, son áreas prioritarias las relati-
vas a tecnologías de la información y la comu-
nicación, la prevención de riesgos laborales, la 
sensibilización en medio ambiente, la promo-
ción de la igualdad, la orientación profesional 
y aquellas otras que se establezcan por la Ad-
ministración competente. 

Artículo 7. Fichero de especialidades formativas. 
1. El Fichero de especialidades formativas 
previsto en el artículo 20.3 del Real Decreto 
395/2007 de 23 de marzo, contendrá la oferta 
formativa que se desarrolle al amparo del men-
cionado real decreto y de la presente orden. 
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Las especialidades formativas que conforman 
este Fichero se encuadrarán en las familias 
profesionales establecidas en el Real Decreto 
1128/2003, de 5 de septiembre, por el que se 
regula el Catálogo Nacional de Cualificaciones 
Profesionales y en el Real Decreto 1416/2005, 
de 25 de noviembre, que lo modifica, así como 
en aquellas otras que se pudieran incorporar 
al Fichero para encuadrar la formación de ca-
rácter transversal o complementaria. 

2. El Fichero incluirá el repertorio de certifica-
dos de profesionalidad vinculados al Catálogo 
Nacional de Cualificaciones Profesionales, así 
como otras especialidades no vinculadas a estos 
certificados según lo previsto en este apartado. 

Las especialidades formativas dirigidas a la 
obtención de los certificados de profesionali-
dad tendrán la duración establecida en la nor-
mativa reguladora de los mismos. Con el fin de 
favorecer su acreditación parcial acumulable, 
reducir los riesgos de abandonos y posibilitar 
al trabajador que avance en su itinerario for-
mativo cualquiera que sea su situación laboral 
en cada momento, se podrán programar accio-
nes formativas que estén constituidas por los 
módulos de formación correspondientes a una 
o varias de las unidades de competencia que 
integran el certificado de profesionalidad o por 
unidades formativas de menor duración, en los 
términos que establezca la normativa regula-
dora de los certificados de profesionalidad. 

Las especialidades formativas no dirigidas a 
la obtención de los certificados de profesio-
nalidad tendrán una duración adecuada a su 
finalidad, en función de los contenidos, del 
colectivo destinatario, de la modalidad de im-
partición y de otros criterios objetivos. 

La información para cada una de las especiali-
dades previstas en el Fichero incluirá al menos 
el código, denominación, duración, modalidad 
de impartición y módulo económico, así como 
el referente normativo en el caso de tratarse 
de especialidades formativas dirigidas a la ob-
tención de certificados de profesionalidad. 

3. Es competencia del Servicio Público de 
Empleo Estatal desarrollar y mantener perma-
nentemente actualizado el Fichero de especia-
lidades formativas. Las altas y las modificacio-
nes que se efectúen en el mismo se realizarán 
de oficio o previa solicitud de las Comunidades 
Autónomas acompañada de informe motivado 
de las necesidades de formación, en relación 
con el mercado de trabajo y del correspondien-
te programa formativo. Las bajas en el Fichero, 
así como la denegación de la mencionada so-
licitud, se efectuarán mediante resolución del 
Director General del citado organismo o de la 
persona en quien delegue. No se podrá iniciar 
la formación respecto de aquellas especialida-
des que se encuentren en situación de baja. El 
Servicio Público de Empleo Estatal notificará 
a las Comunidades Autónomas la fecha en la 
que una especialidad causará baja en el Fiche-
ro. Dicha notificación se realizará con una an-
telación mínima de nueve meses respecto a la 
fecha efectiva de baja de esa especialidad. 

Asimismo, se realizará de oficio, previa valida-
ción por el Servicio Público de Empleo Estatal, 
la inclusión en el Fichero de aquellas especiali-
dades que no estando incorporadas al mismo 
sean incluidas en el marco de los contratos para 
la formación, las programaciones que incluyan 
compromisos de contratación y los convenios 
para la ejecución de planes de formación. La 
inscripción de los citados convenios en el re-
gistro contemplado en la disposición adicional 
séptima conllevará la solicitud de inclusión en 
el Fichero de las nuevas especialidades forma-
tivas contenidas en el plan de formación objeto 
del correspondiente convenio. 

4. Mediante resolución del Director General del 
Servicio Público de Empleo Estatal se deter-
minará el procedimiento para la inclusión en el 
Fichero de nuevas especialidades formativas. 

Artículo 8. Acreditación de la formación. 
1. La formación dirigida a la obtención de cer-
tificados de profesionalidad se acreditará de 
acuerdo con lo establecido en la Ley Orgánica 
5/2002, de 19 de junio, de las Cualificaciones y 
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de la Formación Profesional, el artículo 11.1 del 
Real Decreto 395/2007, de 23 de marzo, y en la 
normativa reguladora de la expedición de los 
certificados de profesionalidad. 

Las Administraciones públicas competentes 
garantizarán, a través de los centros facultados 
a estos efectos y, en particular, a través de los 
centros integrados de formación profesional, 
que en sus respectivos ámbitos la oferta for-
mativa incluya la formación correspondiente a 
los certificados de profesionalidad que aqué-
llas determinen teniendo en cuenta las necesi-
dades formativas demandadas por las empre-
sas y los trabajadores en dichos ámbitos. 

2. Cuando la formación no vaya dirigida a la 
obtención de certificados de profesionalidad, 
deberá entregarse a cada participante el cer-
tificado de asistencia o diploma a que hace 
referencia el artículo 11.2 del citado Real De-
creto, en el que como mínimo se harán constar 
la denominación de la acción formativa, los 
contenidos formativos, la modalidad de im-
partición, duración y período de impartición. 

La expedición y entrega o remisión a los par-
ticipantes de los certificados y diplomas a 
los que se hace mención en este apartado se 
realizará de acuerdo con lo que establezca la 
Administración pública competente. 

CAPÍTULO II 
MODALIDADES DE DESARROLLO DE LA 
FORMACIÓN DE OFERTA 

SECCION 1.ª DISPOSICIONES COMUNES AL 
PROCEDIMIENTO DE CONCESIÓN DE SUB-
VENCIONES EN RÉGIMEN DE CONCURREN-
CIA COMPETITIVA 

Artículo 9. Régimen e inicio del procedimien-
to de concesión. 
1. La concesión de subvenciones se realizará 
de conformidad con lo establecido en la Ley 
38/2003, de 17 de noviembre. El procedimiento 

de concesión se tramitará en régimen de con-
currencia competitiva, salvo en los supuestos 
de concesión directa contemplados en la cita-
da ley.  El procedimiento de concesión en régi-
men de concurrencia competitiva se iniciará de 
oficio, mediante convocatoria pública realiza-
da por el Director General del Servicio Público 
de Empleo Estatal u órgano competente de la 
respectiva Comunidad Autónoma, que será pu-
blicada en el diario oficial correspondiente. 
La convocatoria se realizará de acuerdo con 
las bases reguladoras establecidas en esta or-
den y con el contenido señalado en el artículo 
23.2 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre. 

2. Excepcionalmente, de conformidad con lo es-
tablecido en el artículo 22.1 de la Ley 38/2003, 
de 17 de noviembre, cuando las circunstancias 
concurrentes lo aconsejen, se podrá prever el 
prorrateo del importe global máximo destina-
do a las subvenciones entre los beneficiarios. 
Así mismo, se podrán establecer los términos 
en que el crédito presupuestario no aplicado 
por la renuncia a la subvención de alguno de 
los beneficiarios pueda utilizarse por el órgano 
concedente para acordar, sin necesidad de una 
nueva convocatoria, la concesión de la subven-
ción al solicitante o solicitantes siguientes a 
aquél, en orden de su puntuación. 

Artículo 10. Solicitudes. 
Las solicitudes de concesión de subvenciones 
se dirigirán al Director General del Servicio 
Público de Empleo Estatal o al órgano com-
petente de la Comunidad Autónoma, según el 
ámbito de la convocatoria. 

El lugar y plazo de presentación de las solici-
tudes, así como la documentación que el in-
teresado deberá acompañar a las mismas, se 
establecerá en las convocatorias. 

Artículo 11. Instrucción del procedimiento de 
concesión. 
1. El órgano instructor designado en la convo-
catoria realizará de oficio cuantas actuacio-
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nes estime necesarias para la determinación, 
conocimiento y comprobación de los datos en 
virtud de los cuales debe formularse la pro-
puesta de resolución. 

Una vez evaluadas las solicitudes, el órgano 
colegiado previsto en el artículo 22.1 de la Ley 
38/2003, de 17 de noviembre, emitirá un infor-
me en el que se concretará el resultado de la 
evaluación efectuada. 

El órgano instructor, a la vista del expediente y 
del informe del órgano colegiado, formulará la 
propuesta de resolución provisional y/o definiti-
va de acuerdo con el procedimiento establecido 
en el artículo 24 de la citada Ley. Se podrá prever 
la concesión de un plazo máximo de 10 días para 
que los interesados presenten su aceptación 
ante la propuesta de resolución definitiva. 

2. Cuando el importe de la subvención de la pro-
puesta de resolución provisional sea inferior al 
que figura en la solicitud presentada, se podrá 
instar del beneficiario la reformulación de su 
solicitud en los términos establecidos en el ar-
tículo 27 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre. 

Artículo 12. Criterios para el otorgamiento de 
la subvención y su cuantificación. 
1. Serán objeto de financiación las solicitudes 
que respeten, al menos, los siguientes criterios: 

a) Adecuación de la oferta formativa a las ne-
cesidades del ámbito o del sector de actividad 
al que va dirigida. En la formación sectorial se 
estará a lo establecido en el artículo 24.1 del 
Real Decreto 395/2007, de 23 de marzo. 
b) Capacidad acreditada de la entidad solici-
tante para desarrollar la formación. 
c) Obtención de la valoración técnica que se 
establezca en la metodología aprobada por la 
Administración pública competente. 

2. La cuantía de la subvención se calculará con 
arreglo a la metodología que establezca la Ad-
ministración pública competente, teniendo en 
cuenta, al menos el presupuesto destinado a 

la financiación de la actividad formativa, la va-
loración técnica obtenida, los módulos econó-
micos máximos establecidos en el Anexo I de 
la presente orden y el volumen de la actividad 
formativa cofinanciada por el Fondo Social 
Europeo. La cuantía máxima de subvención a 
conceder por cada acción formativa se deter-
minará mediante el producto del número de 
horas de la misma por el número de alumnos y 
por el importe del módulo correspondiente. 

3. A los efectos de determinar la subvención 
una vez ejecutada la formación, en las acciones 
presenciales se considerará que un alumno ha 
finalizado la formación cuando haya asistido, 
al menos, al 75 por ciento de la duración de la 
acción formativa. Asimismo, en las acciones 
formativas impartidas mediante la modalidad 
a distancia convencional o teleformación se 
considerará que han finalizado la acción aque-
llos alumnos que hayan realizado al menos el 75 
por ciento de los controles periódicos de segui-
miento de su aprendizaje a lo largo de la misma. 

Si se produjeran abandonos de trabajadores du-
rante el primer cuarto de duración de la acción 
formativa se podrán incorporar otros trabaja-
dores a la formación en lugar de aquellos. Si los 
abandonos tuviesen lugar con posterioridad al 
mencionado periodo se admitirán desviaciones 
por acción de hasta un 15 por ciento del número 
de participantes que las hubieran iniciado. 

En el supuesto de trabajadores desemplea-
dos, se considerará que han finalizado la 
acción formativa aquellos que tuvieran que 
abandonarla por haber encontrado empleo, 
siempre que hubiesen realizado el porcentaje 
de la actividad formativa establecido por la 
Administración pública competente. En caso 
de que tal previsión no se establezca, el men-
cionado porcentaje será, al menos, del 25 por 
ciento de la actividad formativa. 

Artículo 13. Resolución. 
1. A la vista de la propuesta de resolución defi-
nitiva, el órgano competente resolverá el pro-
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cedimiento. En el ámbito de la Administración 
General del Estado, el órgano competente 
para resolver será el Director General del Ser-
vicio Público de Empleo Estatal. En el ámbito 
autonómico, resolverá el órgano que determi-
nen las convocatorias. 

El plazo máximo para resolver y notificar la 
resolución del procedimiento no podrá exce-
der de seis meses, contados desde la fecha 
de publicación de la convocatoria, salvo que 
la misma posponga sus efectos a una fecha 
posterior. Una vez transcurrido dicho plazo 
sin haberse notificado resolución expresa, 
la solicitud podrá entenderse desestimada. 
En la resolución de concesión se identificará 
la parte de la subvención cofinanciada por el 
Fondo Social Europeo. A dicha resolución se 
acompañarán, cuando se trate de los planes 
de formación previstos en la sección 2.ª del 
capítulo II, el convenio suscrito entre el órga-
no competente y la entidad beneficiaria, así 
como el correspondiente plan de formación. 

2. Una vez recaída la resolución de concesión, 
el beneficiario podrá solicitar su modificación 
cuando afecte al contenido de la actividad 
subvencionada, a la forma o plazos de su eje-
cución o de justificación de los correspon-
dientes gastos. Dicha modificación deberá 
fundamentarse suficientemente y formularse 
con carácter inmediato, en todo caso, con an-
terioridad al momento en que finalice el plazo 
de ejecución de la actividad subvencionada. 

Las solicitudes de modificación se someterán 
a los órganos competentes para la instruc-
ción del procedimiento de concesión, previo 
informe del órgano colegiado previsto en el 
artículo 11.1 y serán resueltas por el órgano que 
dictó la resolución de concesión. En todo caso, 
la modificación sólo podrá autorizarse si no 
daña derechos de terceros. 

Cuando se trate de modificaciones que afec-
ten al número de participantes que esté pre-
visto formar o a la modalidad de impartición 
de la formación a realizar se podrán autorizar 

siempre que no se alteren los criterios de prio-
ridad establecidos y no supongan minoración 
de la valoración técnica respecto de la que se 
habría obtenido si se hubiesen tenido en cuen-
ta en la solicitud inicial. 

El órgano competente deberá dictar resolu-
ción aceptando o denegando la modificación 
propuesta en el plazo de un mes desde la fe-
cha en que la solicitud haya tenido entrada 
en el registro del órgano competente para su 
tramitación. Una vez transcurrido dicho plazo 
sin haberse notificado resolución expresa, la 
solicitud podrá entenderse desestimada. 

Artículo 14. Pago de la subvención. 
1. El pago de la subvención quedará condicio-
nado a que las entidades beneficiarias acre-
diten, según lo previsto en el artículo 4.e), que 
se encuentran al corriente de sus obligacio-
nes tributarias y frente a la Seguridad Social, 
salvo que se acredite que dichas deudas se 
encuentran aplazadas, fraccionadas o cuando 
se hubiese acordado su suspensión. No podrá 
realizarse el pago de la subvención cuando la 
entidad sea deudora por resolución firme de 
procedencia de reintegro. 

2. Podrá preverse el pago anticipado de las 
subvenciones en la cuantía, forma y, en su caso, 
con las garantías que se establezcan por las 
Administraciones públicas competentes. En 
ningún caso podrán realizarse pagos anticipa-
dos a beneficiarios en los supuestos previstos 
en el apartado 4, párrafo tercero, del artículo 
34 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre. 

Artículo 15. Justificación de la subvención. 
1. El beneficiario deberá justificar la realiza-
ción de la actividad formativa subvenciona-
da, así como los gastos generados por dicha 
actividad. Para ello, deberá tener en cuenta lo 
establecido en el artículo 31 de la Ley 38/2003, 
de 17 de noviembre, así como los costes sub-
vencionables y los criterios de imputación es-
tablecidos en el Anexo II de esta orden. 
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2. En el plazo máximo de tres meses tras la fi-
nalización de la formación, el beneficiario de-
berá presentar ante el órgano que determinen 
las convocatorias y conforme a las instruccio-
nes e impresos normalizados que se establez-
can en las mismas: 

a) La documentación justificativa de la realiza-
ción de la formación, con especificación de cada 
acción formativa realizada de la que se hubiese 
comunicado su inicio en el momento oportuno. 
b) La cuenta justificativa con la estructura y al-
cance que corresponda en función de la forma 
que se determine en las convocatorias de en-
tre las previstas en la Sección 2.ª del Capítulo 
II del Título II del Real Decreto 887/2006, de 21 
de julio, por el que se aprueba el Reglamento 
de la Ley General de Subvenciones. 

Si la cuenta justificativa adoptara la forma 
prevista en la Subsección 1.ª de la citada Sec-
ción 2.ª «cuenta justificativa con aportación 
de justificantes de gastos», las convocatorias 
podrán prever el estampillado de los justifi-
cantes originales y su sustitución por fotoco-
pias compulsadas. Asimismo, las convocato-
rias podrán establecer el método con arreglo 
al cual el órgano concedente de la subvención 
llevará a cabo la comprobación de la justifica-
ción documental de la subvención. 
c) La acreditación de haber ingresado el im-
porte correspondiente a la diferencia entre la 
cantidad justificada y la recibida en concepto 
de anticipo, en su caso. 

Transcurrido el plazo establecido para la 
justificación de la subvención sin que se hu-
biese presentado la documentación a que se 
refiere este apartado, el órgano competente 
requerirá al beneficiario para que en el plazo 
improrrogable de 15 días aporte la misma. La 
falta de presentación de la justificación, trans-
currido este nuevo plazo, llevará aparejada la 
pérdida del derecho al cobro de la subvención 
o el inicio del procedimiento de reintegro pre-
visto en el artículo 37. En todo caso, si la do-
cumentación presentada fuese insuficiente 
para considerar correctamente justificada la 

subvención concedida, el órgano competente 
pondrá en conocimiento de los beneficiarios 
las insuficiencias observadas para que en el 
plazo de 10 días sean subsanadas. 

3. Cuando las actividades formativas hayan 
sido financiadas, además de con la subvención, 
con fondos propios u otras subvenciones o re-
cursos, deberá acreditarse en la justificación 
el importe, procedencia y aplicación de tales 
fondos a las actividades subvencionadas. 

4. El beneficiario de la subvención estará 
obligado a conservar, durante un plazo de 4 
años, salvo que las convocatorias establez-
can un plazo diferente, los justificantes de la 
realización de la actividad que fundamenta 
la concesión de la subvención, así como de la 
aplicación de los fondos recibidos. El citado 
plazo se computará a partir del momento en 
que finalice el período establecido para pre-
sentar la citada justificación por parte del be-
neficiario. En el supuesto de acciones cofinan-
ciadas con fondos comunitarios, se aplicará a 
este respecto lo que establezca la normativa 
comunitaria. 

Las entidades que, sin haber transcurrido el ci-
tado período, decidan suspender su actividad 
o disolverse, deberán remitir copia de la cita-
da documentación al órgano competente. 

5. Una vez presentada la documentación se-
ñalada en el apartado 2 de este artículo se 
realizará por el órgano que establezcan las 
convocatorias la correspondiente comproba-
ción técnico-económica. 

Si como resultado de dicha comprobación se 
dedujera que el coste subvencionable ha sido 
inferior a la subvención concedida o que se 
han incumplido, total o parcialmente, requi-
sitos establecidos en la normativa aplicable 
para la justificación de la subvención o los fi-
nes para los que fue concedida la misma se co-
municará tal circunstancia al interesado junto 
a los resultados de la comprobación técnico-
económica y se iniciará el procedimiento para 



300

declarar la pérdida del derecho al cobro de la 
subvención o, en su caso, el procedimiento de 
reintegro total o parcial de la subvención pre-
visto en el artículo 37. 

SECCION 2.ª PLANES DE FORMACION DIRI-
GIDOS PRIORITARIAMENTE A LOS TRABA-
JADORES OCUPADOS 

Artículo 16. Tipos y contenido de los planes 
de formación. 
1. Los planes de formación dirigidos priorita-
riamente a los trabajadores ocupados podrán 
ser intersectoriales y sectoriales. 

Los planes de formación intersectoriales es-
tarán compuestos por acciones formativas 
dirigidas a la adquisición de competencias 
transversales a varios sectores de la actividad 
económica o de competencias específicas de 
un sector para el reciclaje y recualificación 
de trabajadores de otros sectores, incluida 
la formación dirigida a la capacitación para la 
realización de funciones propias de la repre-
sentación legal de los trabajadores. 

Los planes de formación sectoriales se com-
pondrán de acciones formativas dirigidas a 
la formación de trabajadores de un sector 
productivo concreto, con el fin de desarrollar 
acciones formativas de interés general para 
dicho sector y satisfacer necesidades espe-
cíficas de formación del mismo. Las acciones 
específicas programadas en este tipo de pla-
nes también podrán dirigirse al reciclaje y re-
cualificación de trabajadores procedentes de 
sectores en situación de crisis. 
2. Los planes de formación deberán contener, 
al menos, la siguiente información: 

a) Ámbito de aplicación del plan. 
b) Objetivos y contenidos. 
c) Acciones formativas a desarrollar, con indi-
cación, en su caso, de las vinculadas al Catálo-
go Nacional de Cualificaciones Profesionales 
y, dentro de éstas, a qué certificado o certifi-
cados de profesionalidad van dirigidas. 

d) Colectivos destinatarios, desglosados por 
los colectivos prioritarios que determine la 
Administración pública competente. 
e) Coste previsto de las acciones formativas. 
f) Instalaciones y medios previstos para im-
partir las acciones formativas. 

3. La duración de los planes de formación po-
drá ser anual o plurianual según lo que esta-
blezca al respecto la Administración pública 
competente. 

4. En los planes de formación dirigidos priori-
tariamente a los trabajadores ocupados serán 
destinatarios de las acciones formativas los 
trabajadores que al inicio de la acción for-
mativa estén en situación de ocupados, des-
empleados o sean trabajadores agrarios, de 
acuerdo con lo previsto en el artículo 5. 

Para participar en las acciones formativas, 
los trabajadores cumplimentarán la solici-
tud que establezca la Administración pública 
competente. 

Artículo 17. Ejecución de los planes de formación. 
1. La ejecución de los planes de formación diri-
gidos prioritariamente a los trabajadores ocu-
pados se llevará a cabo mediante convenios 
suscritos entre las organizaciones o entida-
des beneficiarias señaladas en el artículo 3.1 
y el órgano competente de la Administración 
estatal o autonómica. 

2. La entidad beneficiaria podrá subcontratar 
parcial o totalmente, por una sola vez y en los 
términos establecidos en esta orden, la realiza-
ción de la actividad formativa. La contratación 
de personal docente para la impartición de la 
formación subvencionada por parte del bene-
ficiario no se considerará subcontratación. 

El beneficiario deberá contar con medios 
propios para las funciones de programación y 
coordinación del plan de formación, asumien-
do, en todo caso, la responsabilidad de la eje-
cución de la actividad subvencionada frente a 
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la Administración pública, debiendo asegurar, 
tanto aquélla como el subcontratista, el de-
sarrollo satisfactorio de las funciones de los 
organismos de seguimiento y control. 

3. La autorización previa del órgano conceden-
te a que hacen referencia los apartados 3 y 7.d) 
del artículo 29 de la Ley 38/2005, de 17 de no-
viembre, relativos a la subcontratación, podrá 
realizarse de forma expresa en la resolución 
de concesión de la subvención o, en su caso, 
en el convenio suscrito para la ejecución de 
la actividad formativa, o bien mediante reso-
lución posterior emitida en el plazo de 15 días 
a contar desde la solicitud de la autorización. 
Se entenderá otorgada la autorización cuando 
transcurra el citado plazo sin pronunciamiento 
del órgano concedente. 

4. A los efectos de lo previsto en el articulo 
31.3 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, se 
considerará que el beneficiario ha cumplido lo 
allí establecido cuando justifique de modo ra-
zonado que la elección del proveedor respon-
de a criterios de eficacia y economía, teniendo 
en cuenta el plan de formación a realizar y el 
ámbito en que éste se desarrolla, tal como dis-
pone la disposición adicional quinta de la Ley 
43/2006, de 29 de diciembre, para la mejora 
del crecimiento y del empleo. 

5. El beneficiario de la subvención dará a cono-
cer las acciones formativas que promueva en-
tre las empresas y los trabajadores a los que 
va dirigida la formación, con el fin de que los 
trabajadores que lo deseen puedan ejercitar 
su derecho a la formación. 

6. El beneficiario deberá remitir al órgano com-
petente las comunicaciones relativas al inicio y, 
en su caso, finalización de la formación previs-
tas en el artículo 4.g) de esta orden. En dichas 
comunicaciones se reflejará la situación labo-
ral, ocupado o desempleado, que acrediten los 
trabajadores al inicio de la formación. 

7. La Administración podrá proceder a la 
suspensión cautelar de una acción formativa 

cuando se observen anomalías que repercu-
tan en el desarrollo normal de la impartición 
de la formación. 

SECCION 3.ª ACCIONES FORMATIVAS DIRI-
GIDAS PRIORITARIAMENTE A LOS TRABA-
JADORES DESEMPLEADOS 

Artículo 18. Tipos de acciones formativas. 
1. Serán subvencionables, en sus respectivos 
ámbitos, las siguientes acciones formativas 
dirigidas prioritariamente a los trabajadores 
desempleados: 

a) Acciones formativas reguladas en el artí-
culo 25 del Real Decreto 395/2007, de 23 de 
marzo, cuya ejecución se realizará mediante 
convocatoria del órgano competente de cada 
Comunidad Autónoma conforme a las bases 
que en esta orden se establecen. 

Respecto de los ámbitos territoriales que no 
han asumido el traspaso de competencias 
sobre la gestión de la formación profesional 
ocupacional, la ejecución se realizará me-
diante convocatoria del Servicio Público de 
Empleo Estatal, de acuerdo con lo establecido 
en la disposición transitoria segunda de la Ley 
56/2003, de 16 de diciembre, de Empleo, con 
arreglo a las bases reguladoras que se esta-
blecen en esta orden. 
b) Acciones formativas que incluyan compro-
misos de contratación según lo previsto en 
los artículos 22.1.d) y 23.2.d) del Real Decreto 
395/2007, de 23 de marzo, subvencionadas en 
régimen de concesión directa según lo esta-
blecido en el Real Decreto 357/2006, de 24 de 
marzo, por el que se regula la concesión direc-
ta de determinadas subvenciones en los ámbi-
tos del empleo y de la formación profesional 
ocupacional. 

2. La programación y ejecución de las accio-
nes formativas podrá ser anual o plurianual 
según lo que establezcan al respecto las con-
vocatorias. 
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Artículo 19. Solicitud, selección y obligacio-
nes de los participantes. 
1. Los trabajadores que participen en las ac-
ciones formativas que se oferten deberán, al 
inicio de la formación, figurar inscritos como 
desempleados o trabajadores agrarios en los 
Servicios Públicos de Empleo, o bien, en el 
caso de los trabajadores ocupados, presentar 
la correspondiente solicitud. Esta solicitud 
podrá presentarse ante las entidades que 
desarrollen la actividad formativa, quienes lo 
comunicarán al Servicio Público de Empleo 
competente mediante el procedimiento que el 
mismo establezca. 

2. Los Servicios Públicos de Empleo realiza-
rán una preselección entre los trabajadores 
previstos en el apartado anterior de acuerdo 
con los objetivos fijados en la planificación, 
las características de las acciones formativas 
incluidas en la programación, las necesidades 
de formación de los trabajadores, así como el 
principio de igualdad de oportunidades entre 
ambos sexos. 

La Administración pública competente podrá 
determinar que la selección definitiva de los 
trabajadores que participen en las acciones 
formativas se realice por los responsables de 
impartir la formación. 

En el caso de que los trabajadores seleccio-
nados sean desempleados los centros y enti-
dades responsables de impartir la formación 
deberán comunicar de manera inmediata al 
Servicio Público de Empleo que efectuó la 
preselección, las renuncias, no presentacio-
nes y abandonos de las acciones formativas 
por parte de los trabajadores, con indicación 
de las causas de dichas circunstancias. 

Las comunicaciones de las altas y bajas de 
los alumnos seleccionados por los Servicios 
Públicos de Empleo de las Administraciones 
autonómicas se realizarán en tiempo real por 
medios telemáticos al Servicio Público de Em-
pleo Estatal. 

3. Los trabajadores deberán asistir y seguir 
con aprovechamiento las acciones formati-
vas en las que participen. Constituirá causa 
de exclusión de los mismos, el incurrir en más 
de tres faltas de asistencia no justificadas al 
mes. Con independencia de lo anterior, se po-
drán prever otras causas de exclusión. 

Artículo 20. Ejecución de las acciones formativas. 
Será de aplicación a la ejecución de las accio-
nes formativas reguladas en esta sección lo 
establecido en el artículo 17, apartados 3, 4, 
5, 6 y 7, sin perjuicio de lo dispuesto en el si-
guiente párrafo. 

La ejecución de dichas acciones será realizada 
directamente por el beneficiario cuando éste 
sea un centro o entidad de formación, sin que 
pueda subcontratarla con terceros. A estos 
efectos, la contratación del personal docente 
para la impartición de la formación subvencio-
nada por parte del beneficiario no se conside-
rará subcontratación. 

SECCION 4.ª OTRAS MODALIDADES DE DE-
SARROLLO DE LA FORMACIÓN DE OFERTA 

Artículo 21. Acciones formativas con compro-
miso de contratación. 
1. Las subvenciones públicas destinadas a 
financiar las programaciones de acciones 
formativas que incluyan compromisos de 
contratación se concederán de forma directa, 
según el procedimiento establecido en el Real 
Decreto 357/2006, de 24 de marzo. 
La concesión de subvenciones a empresas, sus 
asociaciones u otras entidades que adquieran 
compromisos de contratación dirigidos prio-
ritariamente a trabajadores desempleados, 
contemplarán el ámbito geográfico y las áreas 
formativas de la correspondiente programa-
ción, así como los procedimientos para las 
propuestas de programación, selección de 
trabajadores, gestión y seguimiento de las ac-
ciones. En todo caso, figurará el compromiso 
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en términos cuantitativos de los trabajadores 
a formar e incluirá mecanismos objetivos de 
control de calidad de la formación impartida. 
La entidad beneficiaria podrá subcontratar 
parcial o totalmente, por una sola vez y en los 
términos establecidos en esta orden, la realiza-
ción de la actividad formativa. La contratación 
de personal docente para la impartición de la 
formación subvencionada por parte del bene-
ficiario no se considerará subcontratación. 

2. El compromiso de contratación se estable-
cerá sobre un porcentaje del total de trabaja-
dores formados, en función de las circunstan-
cias de las empresas y del mercado local de 
empleo. Tal compromiso no podrá ser inferior 
al 60 por ciento de trabajadores formados. 
Los contratos de trabajo que se celebren 
como consecuencia del compromiso serán 
preferentemente de carácter indefinido o, en 
otro caso, de una duración no inferior a 6 me-
ses y serán conformes a la normativa laboral 
vigente, debiendo presentarse ante el órgano 
concedente de la subvención en el momen-
to de su justificación. El incumplimiento del 
compromiso de contratación dará lugar a la 
obligación del reintegro total o parcial de la 
subvención percibida y del interés de demora 
correspondiente desde su abono de conformi-
dad con lo establecido en el artículo 37.1 salvo 
que medien causas o circunstancias que, apre-
ciadas por la Administración pública compe-
tente, hayan impedido su cumplimiento. 

Artículo 22. Programas específicos. 
De conformidad con lo establecido en los 
artículos 22.1, letra b), y 23.2, letra c) del Real 
Decreto 395/2007, de 23 de marzo, la Admi-
nistración estatal y las autonómicas podrán 
establecer, en sus respectivos ámbitos de 
gestión, programas específicos para la forma-
ción de personas con necesidades formativas 
especiales o que tengan dificultades para su 
inserción o recualificación profesional. 
Podrán ser beneficiarios de las subvenciones 
públicas destinadas a financiar la ejecución de 

estos programas específicos los que se deter-
minen en cada uno de ellos, impulsándose, en 
todo caso, la participación de las entidades 
señaladas en el artículo 3.4 de esta orden. 

Artículo 23. Formación de la población reclu-
sa y de los militares profesionales de tropa 
y marinería. 
La formación profesional para el empleo de 
las personas en situación de privación de li-
bertad y de los militares de tropa y marinería 
que mantienen una relación de carácter tem-
poral con las Fuerzas Armadas se regirá por 
los convenios que, al efecto, se establezcan 
entre el Ministerio de Trabajo y Asuntos So-
ciales, a través del Servicio Público de Empleo 
Estatal, y los Ministerios de Interior y Defen-
sa, respectivamente. Será de aplicación a los 
convenios que se suscriban con el Ministerio 
de Defensa el procedimiento establecido en 
el Real Decreto 357/2006, de 24 de marzo. 

Asimismo, de conformidad con el artículo 22.2, 
letra a) de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, 
será de aplicación el régimen de concesión 
directa a las subvenciones que se concedan al 
Ministerio del Interior para la formación de la 
población reclusa. 

CAPÍTULO III 
PRÁCTICAS PROFESIONALES NO LABORA-
LES EN EMPRESAS Y RÉGIMEN DE BECAS Y 
AYUDAS A DESEMPLEADOS 

Artículo 24. Prácticas profesionales no 
laborales. 
1. Las Administraciones públicas competen-
tes promoverán las prácticas profesionales no 
laborales en las empresas de los trabajadores 
desempleados teniendo en cuenta su adecua-
ción al territorio donde se realicen y al merca-
do de trabajo correspondiente al mismo. 

Antes del comienzo de las prácticas se pon-
drán en conocimiento de los representantes 
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legales de los trabajadores en las empresas 
los acuerdos o convenios que se suscriban al 
efecto, así como una relación de los partici-
pantes en aquellas. 

Las prácticas podrán tener lugar, bien simultá-
neamente a la realización de la acción formati-
va o una vez finalizada cuando se haya supera-
do la misma con una evaluación positiva. 

Las Administraciones públicas competentes 
en materia de formación profesional para el 
empleo promoverán la realización de prácticas 
en empresas como parte de itinerarios inte-
grados de formación para la inserción laboral. 

2. Las Administraciones públicas competentes 
podrán destinar hasta un máximo de 6 euros 
por alumno y hora de prácticas para compen-
sar la realización de las mismas en los términos 
y condiciones que aquéllas determinen. Esta 
compensación se otorgará mediante conce-
sión directa por el órgano estatal o autonómi-
co competente, según el régimen establecido 
en el Real Decreto 357/2006, de 24 de marzo. 

La justificación de la realización de las prácti-
cas se realizará ante la Administración compe-
tente según los términos del convenio o acuer-
do suscrito al efecto. 

3. Los trabajadores tendrán cubierto el riesgo 
de accidente derivado de la asistencia a las 
prácticas en empresas y podrán tener derecho 
a las becas y/o ayudas reguladas en los artícu-
los 25, 26 y 27 de esta orden. 

4. En el supuesto de prácticas en empresas 
que se realicen como consecuencia del desa-
rrollo de programas internacionales, se esta-
rá a lo dispuesto en los acuerdos o convenios 
suscritos con organismos de la Unión Europea 
o internacionales. La formación que se desa-
rrolle mediante las prácticas profesionales 
en empresas a que se refiere este apartado 
habrá de seguirse conforme a un programa 
formativo de actividades y de evaluación de 
las mismas fijado con la empresa. Dicho pro-

grama incluirá criterios de evaluación, obser-
vables y medibles de las citadas prácticas. 

Artículo 25. Becas. 
1. Podrán percibir la beca prevista en este 
artículo las personas desempleadas con dis-
capacidad que participen en las modalidades 
de formación previstas en la presente orden, 
los alumnos de los programas públicos de 
empleo-formación regulados por su norma-
tiva específica y determinados colectivos de 
desempleados que participen en itinerarios 
de formación profesional personalizados, en 
el marco de los programas específicos previs-
tos en el artículo 22 de esta orden.  Las perso-
nas discapacitadas que soliciten la concesión 
de estas becas deberán acreditar su disca-
pacidad mediante certificación emitida por 
el Instituto de Mayores y Servicios Sociales 
(IMSERSO), o por el servicio correspondiente 
de la Comunidad Autónoma. 

2. La beca tendrá la cuantía señalada en el 
Anexo III de esta orden. 

Artículo 26. Ayudas de transporte, manu-
tención y alojamiento. 
1. Los trabajadores desempleados que asistan 
a las modalidades de formación previstas en 
esta orden tendrán derecho a una ayuda de 
transporte público. 

Los trabajadores desempleados que utilicen la 
red de transportes públicos urbanos para asis-
tir a la formación tendrán derecho a percibir una 
ayuda cuyo importe se establece en el Anexo 
III. En el caso de que sea precisa la utilización 
de transporte público para el desplazamiento 
interurbano o interinsular la Administración pú-
blica competente para el abono de la ayuda de-
terminará su cuantía y sistema de justificación. 
Cuando no exista medio de transporte público 
entre el domicilio del alumno y el del centro o 
este transporte no tenga un horario regular 
que permita compatibilizarlo con el de la acción 
formativa, se podrá tener derecho a la ayuda en 



305

concepto de transporte en vehículo propio. Esta 
circunstancia será apreciada por el órgano com-
petente para el abono de la ayuda.  En el caso de 
trabajadores desempleados que se tengan que 
desplazar a otros países, la ayuda de transporte 
incluirá el importe del billete en clase económi-
ca de los desplazamientos inicial y final. 

2. Se tendrá derecho a la ayuda de manuten-
ción cuando el horario de impartición sea de 
mañana y tarde y la Administración pública 
competente así lo establezca, por razón de la 
distancia y otras circunstancias objetivas. 

3. Se tendrá derecho a la ayuda por alojamien-
to y manutención cuando, por la red de trans-
portes existente, los desplazamientos no pue-
dan efectuarse diariamente antes y después 
de las clases. La concurrencia de esta última 
circunstancia será apreciada por el órgano de 
la Administración pública competente para el 
abono de la ayuda.  El gasto real de alojamien-
to se justificará por medio del contrato de 
arrendamiento, factura de hospedaje o cual-
quier otro medio documental acreditativo. 

4. Cuando se trate de acciones formativas a 
distancia, estas ayudas sólo se percibirán cuan-
do los trabajadores desempleados deban tras-
ladarse a sesiones formativas presenciales. 

5. La cuantía de las ayudas serán las estableci-
das en el Anexo III de esta orden. 

6. Las ayudas para suplir gastos de transpor-
te, manutención y alojamiento previstas en 
este artículo no se computarán como renta 
a efectos de lo indicado en el artículo 215.3.2 
del texto refundido de la Ley General de la Se-
guridad Social, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 1/1994, de 20 de junio. 

Artículo 27. Ayudas a la conciliación. 
1. Las ayudas previstas en este artículo tienen 
por objeto permitir a las personas desemplea-
das conciliar su asistencia a la formación con 
el cuidado de hijos menores de 6 años o de fa-

miliares dependientes hasta el segundo gra-
do, siempre que al inicio de la acción formativa 
cumplan los requisitos siguientes: 

a. No haber rechazado ofertas de trabajo ade-
cuadas ni haberse negado a participar en acti-
vidades de promoción, formación o reconver-
sión profesional en el plazo de un mes desde 
que se agotase el subsidio por desempleo o la 
prestación contributiva. 
b. Carecer de rentas de cualquier clase supe-
riores al 75 por ciento del «Indicador público 
de renta de efectos múltiples» (IPREM) Se 
entenderá cumplido este requisito siempre 
que la suma de las rentas de todos los inte-
grantes de la unidad familiar, incluido el soli-
citante, dividida por el número de miembros 
que la componen no supere el 75 por ciento 
del IPREM. A estos efectos, computará como 
renta el importe de los salarios sociales, las 
rentas mínimas de inserción o las ayudas aná-
logas de asistencia social concedidas por las 
Comunidades Autónomas. 

2. A efectos de esta ayuda a la conciliación el 
trabajador desempleado deberá presentar la 
documentación acreditativa que establezca la 
Administración pública competente, 

3. La cuantía de la ayuda a la conciliación con-
templada en este artículo será la establecida 
en el Anexo III de esta orden. 

Artículo 28. Solicitud y concesión de las be-
cas y ayudas. 
1. Podrán solicitar las becas y ayudas con-
templadas en este capítulo los trabajadores 
desempleados que participen en las modali-
dades de formación previstas en esta orden. 
La gestión y el abono de estas becas y ayudas 
corresponderá al Servicio Público de Empleo 
Estatal y a los órganos competentes de las 
Comunidades Autónomas, según sus respec-
tivos ámbitos. Su concesión se realizará de 
forma directa, según el procedimiento esta-
blecido en el Real Decreto 357/2006, de 24 de 
marzo, previa solicitud del alumno. 
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Las entidades beneficiarias colaborarán en la 
gestión de estas becas y ayudas en los térmi-
nos que establezcan las convocatorias. 

2. Las Administraciones competentes esta-
blecerán en sus respectivos ámbitos los pla-
zos de solicitud y concesión de las becas y 
ayudas previstas en esta orden. 

3. Constituirá causa de pérdida del derecho a 
percibir las ayudas y becas incurrir en más de 
tres faltas de asistencia no justificadas al mes en 
cada acción formativa. En todo caso, no se ten-
drá derecho a percibir las ayudas de transporte y 
de manutención que correspondan a los días en 
los que no se asista a la acción formativa. 

CAPÍTULO IV 
CENTROS Y ENTIDADES DE FORMACIÓN 

Artículo 29. Registro de los centros y entida-
des de formación. 
1. Los centros y entidades de formación men-
cionados en el artículo 9.1 del Real Decreto 
395/2007, de 23 de marzo, podrán impartir la 
formación de oferta contemplada en el citado 
Real Decreto cuando se hallen inscritos y, en 
su caso, acreditados en el Registro de la Admi-
nistración pública competente en el territorio 
en que radiquen. 

2. Con el fin de mantener permanentemente 
actualizado el Registro Estatal de Centros y 
Entidades de Formación, el Servicio Público 
de Empleo Estatal y las Comunidades Autóno-
mas establecerán, a través del Sistema de In-
formación de los Servicios Públicos de Empleo 
previsto en el artículo 7.2.c) de la Ley 56/2003, 
de 16 de diciembre, de Empleo, una estructura 
común de datos para la acreditación y/o ins-
cripción de los centros, así como los mecanis-
mos de coordinación entre el citado Registro 
Estatal y los Registros autonómicos, garanti-
zándose, en todo caso, que la transmisión de 
la información entre tales Registros se realice 
en tiempo real. 

3. El Servicio Público de Empleo Estatal ins-
cribirá en el Registro Estatal los centros de 
formación a distancia y los centros móviles 
cuando, en ambos casos, su actuación forma-
tiva se desarrolle en más de una Comunidad 
Autónoma. 

Artículo 30. Requisitos de los centros y enti-
dades de formación. 
1. Los centros y entidades de formación con-
templados en el artículo 9.1.d) del Real Decre-
to 395/2007, de 23 de marzo, que impartan 
formación conducente a la obtención de cer-
tificados de profesionalidad, deberán cumplir, 
por cada especialidad formativa a impartir 
para su acreditación, al menos: 

a) Los requisitos establecidos en los reales 
decretos reguladores de cada certificado de 
profesionalidad. 
b) Disponer de los espacios, instalaciones y 
recursos requeridos en los programas forma-
tivos asociados a cada uno de los certificados 
de profesionalidad. 

2. Los centros y entidades de formación con-
templados en el apartado 1.e) del artículo 9 del 
Real Decreto 395/2007 de 23 de marzo, que 
impartan formación no conducente a la obten-
ción de los certificados de profesionalidad, 
deberán cumplir, por cada especialidad forma-
tiva a impartir para su inscripción, al menos:
 
a) Los requisitos, instalaciones y espacios que 
se establezcan en el correspondiente progra-
ma formativo de la especialidad incluida en el 
Fichero previsto en el artículo 7 de esta orden. 
b) Compromiso de disponibilidad de personal 
docente, experto y con experiencia en la espe-
cialidad formativa. 

3. Asimismo, todos los centros, independien-
temente de la formación que impartan, debe-
rán disponer de los espacios e instalaciones 
comunes adecuados para sus trabajadores y 
profesores. 
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4. Aquellas entidades que por las característi-
cas de los requerimientos de instalaciones de 
la parte práctica de la formación no dispongan 
de las mismas pueden inscribirse como cen-
tros y entidades de formación siempre que 
acrediten el correspondiente compromiso de 
disponibilidad de las mismas. 

5. De acuerdo con la legislación aplicable en 
materia de promoción de la accesibilidad y eli-
minación de barreras se promoverá la acredi-
tación e inscripción de centros que dispongan 
de las condiciones apropiadas para el acceso, 
la circulación y la comunicación de las perso-
nas con discapacidad. 

6. Las Administraciones laborales competen-
tes podrán exigir requisitos adicionales y fijar 
los criterios para la validación del cumplimiento 
de los requisitos mínimos para la inscripción. 

7. El procedimiento para la resolución de las 
solicitudes de acreditación e inscripción en el 
correspondiente Registro se establecerá por la 
respectiva Administración pública competente. 

Artículo 31. Obligaciones de los centros y en-
tidades de formación. 
Son obligaciones de los centros y entidades 
que impartan formación para el empleo, ade-
más de las que puedan tener como beneficia-
rios de las subvenciones previstas en la pre-
sente orden, las siguientes: 

a) Mantener las instalaciones y la estructura de 
medios, sobre la base de las cuales se ha pro-
ducido su inscripción, y adaptarlas a los requi-
sitos mínimos que en cada momento se exijan 
para cada especialidad acreditada o inscrita. 
b) Colaborar en los procesos para la selección 
de alumnos y para su inserción en el mercado 
de trabajo, en la forma que se determine por la 
Administración laboral competente. 
c) Solicitar autorización expresa para mantener 
la inscripción como centro o entidad de forma-
ción acreditado cuando se produzca un cambio 
de titularidad o de forma jurídica del centro. 

Artículo 32. Bajas en el Registro de centros, 
entidades de formación y sus especialidades 
formativas. 
1. La Administración pública competente, pre-
vio trámite de audiencia, dictará resolución 
por la que se acuerde la baja en el correspon-
diente Registro del centro o entidad de forma-
ción cuando incumpla alguna de las obligacio-
nes señaladas en el artículo anterior. 
2. Asimismo, previo aviso con una antelación 
mínima de tres meses, se podrá dar de baja 
alguna especialidad formativa del centro o en-
tidad de formación cuando concurra alguna de 
las siguientes circunstancias: 

a) Falta de mantenimiento de las exigencias 
técnico-pedagógicas y de equipamiento teni-
das en cuenta para la acreditación o inscrip-
ción de la especialidad. 
b) Falta de superación de los mínimos de ca-
lidad de la formación y, en su caso, de los re-
sultados de inserción profesional de los traba-
jadores, determinados por la Administración 
competente. 

3. Las resoluciones a que hacen referencia los 
apartados anteriores pondrán fin a la vía ad-
ministrativa. 

CAPÍTULO V 
CALIDAD, EVALUACIÓN, SEGUIMIENTO Y 
CONTROL 

Artículo 33. Calidad y evaluación de la formación. 
1. De acuerdo con lo establecido en los artícu-
los 16 y 17 de la Ley Orgánica 5/2002, de 19 de 
junio, y en los artículos 36 y 37 del Real Decre-
to 395/2007, de 23 de marzo, las Administra-
ciones competentes promoverán y garantiza-
rán la calidad de las ofertas de formación para 
el empleo y llevarán a cabo un seguimiento y 
evaluación de las acciones formativas con 
objeto de asegurar su eficacia y adecuación 
permanente a las necesidades del mercado 
de trabajo. 
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2. El Servicio Público de Empleo Estatal, con 
el apoyo técnico de la Fundación Tripartita 
para la Formación en el Empleo, y los órganos 
competentes de las Comunidades Autóno-
mas evaluarán, en sus respectivos ámbitos 
de gestión, entre otros aspectos, el impacto 
de la formación realizada en el acceso y man-
tenimiento del empleo, así como en la mejora 
de la empleabilidad de los trabajadores, la 
eficacia del sistema en cuanto al alcance de la 
formación y la adecuación de las acciones a las 
necesidades del mercado laboral y de las em-
presas, así como la eficiencia de los recursos 
económicos y medios empleados. 

3. Sin perjuicio de la evaluación prevista en 
el apartado anterior, el Servicio Público de 
Empleo Estatal, con los órganos o entidades 
correspondientes de las Comunidades Autó-
nomas, elaborará y ejecutará un plan de eva-
luación anual que permita valorar la calidad, 
eficacia, eficiencia e impacto del conjunto del 
subsistema de formación profesional para el 
empleo e identificar los aspectos suscepti-
bles de mejora. 

En relación con la formación de oferta, el cita-
do plan de evaluación, que se someterá a infor-
me del órgano de participación previsto en el 
artículo 33 del Real Decreto 395/2007, de 23 
de marzo, contemplará una serie de objetivos, 
criterios e indicadores referidos a la planifica-
ción de las acciones, la ejecución de las mismas 
y los resultados obtenidos de la formación, 
teniendo en cuenta las evaluaciones de la ca-
lidad realizadas por los centros impartidores, 
los participantes en las acciones, las entida-
des responsables de ejecutar la formación, así 
como la información recabada a través de los 
procesos de control y seguimiento. 

4. Asimismo, el Servicio Público de Empleo Es-
tatal y los órganos competentes de las Comu-
nidades Autónomas fomentarán y garantiza-
rán la implantación de sistemas y dispositivos 
de mejora continua de la calidad en los centros 
que impartan las acciones formativas a través 
de la evaluación de la calidad. Para medir la ca-

lidad las Administraciones públicas competen-
tes fijarán criterios e indicadores de acuerdo 
con el «cuestionario de evaluación de calidad», 
cuyo contenido mínimo se determinará tenien-
do en cuenta las propuestas de las Comunida-
des Autónomas. Este cuestionario se publicará 
mediante Resolución del Director General del 
Servicio Público de Empleo Estatal. 

Los propios centros y entidades impartidoras 
colaborarán en la evaluación de la formación 
que ejecuten. 

5. Las entidades responsables de ejecutar los 
planes de formación regulados en el capítulo 
II de esta orden deberán realizar una evalua-
ción y control de la calidad de la formación que 
ejecuten. Los beneficiarios deberán destinar 
a dicha finalidad hasta un 5 por ciento de la 
subvención concedida. Las convocatorias de-
terminarán los criterios e indicadores básicos 
de dicha evaluación. Estas actuaciones de eva-
luación y control deberán cubrir una muestra 
representativa de al menos el 5 por ciento de 
los grupos de formación que se impartan. 

Artículo 34. Perfeccionamiento técnico de 
formadores. 
1. Con el fin de mejorar la calidad de la forma-
ción profesional para el empleo, se desarrolla-
rán programas para complementar la forma-
ción teórica, suministrar una formación inicial 
didáctica o facilitar la actualización técnico-
pedagógica del profesorado y de los expertos 
docentes que imparten formación profesional 
para el empleo, favoreciendo la aplicación de 
técnicas y procesos innovadores. 

A tal efecto, el Servicio Público de Empleo Es-
tatal establecerá anualmente un plan de per-
feccionamiento técnico de formadores, cuya 
elaboración y ejecución se realizarán de con-
formidad con lo establecido en el artículo 36.3 
del Real Decreto 395/2007, de 23 de marzo. 

2. En la elaboración del citado plan anual se 
tendrá en cuenta la detección de necesidades 
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de perfeccionamiento y actualización técnico-
pedagógica de los formadores, la identifica-
ción de las nuevas tendencias de formación 
profesional, así como las propuestas de los 
Centros de Referencia Nacional en el marco 
de la familia profesional en el que desarrollen 
su actividad. 

3. A nivel estatal, la financiación y ejecución 
del plan de perfeccionamiento técnico corres-
ponde al Servicio Público de Empleo Estatal, 
que realizará la oferta anual de cursos, la publi-
cación de la convocatoria y la selección de los 
participantes. La impartición, el seguimiento 
y la evaluación corresponden a los Centros de 
Referencia Nacional. 

Artículo 35. Plan de seguimiento y control. 
1. Con el fin de racionalizar esfuerzos y unificar 
criterios en las actuaciones de seguimiento y 
control que se lleven a cabo, el Servicio Público 
de Empleo Estatal y los órganos competentes 
de las Comunidades Autónomas elaborarán, 
en el marco del programa anual de trabajo del 
Sistema Nacional de Empleo, un plan de segui-
miento y control de la formación de oferta, así 
como el respectivo informe sobre su ejecución. 
Las actuaciones de seguimiento y control que 
se programen en el citado plan, realizadas me-
diante las visitas in situ y ex post señaladas en 
el artículo 36, deberán cubrir, al menos, el 5 por 
ciento de los recursos públicos destinados a 
cada modalidad de formación de oferta, sin 
perjuicio de las actuaciones que puedan rea-
lizar los órganos de fiscalización y control a 
que se refiere el artículo 38.2 del Real Decreto 
395/2007, de 23 de marzo. 

2. El Servicio Público de Empleo Estatal pro-
porcionará información del citado plan anual 
a los diferentes órganos de fiscalización y 
control que tengan atribuidas tales compe-
tencias en el ámbito estatal, con el objeto de 
promover la realización integral y coordinada 
de las diferentes actuaciones de seguimiento 
y control que se lleven a cabo en dicho ámbito. 
Del mismo modo podrán proceder los órganos 

competentes de las Comunidades Autónomas 
en sus respectivos ámbitos. 

3. En la programación anual de objetivos para 
la acción inspectora efectuada en el marco de 
los convenios de colaboración con la Inspec-
ción de Trabajo y Seguridad Social se deter-
minará el alcance y contenido del control a 
realizar por la citada Inspección. 

Artículo 36. Actuaciones de seguimiento y 
control. 
1. Actuaciones in situ.–Comprenderán el se-
guimiento de la actividad formativa en el lugar 
de su impartición y durante la realización de la 
misma, a través de evidencias físicas y testi-
monios recabados mediante entrevistas a los 
responsables de formación, alumnos y forma-
dores, con el fin de realizar una comprobación 
sobre la ejecución de la actividad formativa, 
contenidos de la misma, número real de parti-
cipantes, instalaciones y medios pedagógicos. 
En el marco de estas actuaciones se podrán 
realizar requerimientos para la subsanación 
de las irregularidades detectadas. 

En el caso de formación cuyo proceso de apren-
dizaje se desarrolle a través de formación a 
distancia convencional o mediante teleforma-
ción, las entidades con las que se concierte la 
impartición de la formación deberán facilitar, 
a petición de los órganos de control, la infor-
mación y los instrumentos técnicos necesarios 
para el ejercicio de la función de control. 

2. Actuaciones ex post.–Se realizarán una vez 
finalizada la ejecución de las acciones forma-
tivas subvencionadas a través de evidencias 
físicas con el fin de comprobar, entre otros, 
los siguientes extremos: 

Ejecución de la acción formativa. 
Número real de participantes. 
Entrega a los participantes del diploma o 
certificado de formación y, en su caso, la in-
clusión en el mismo del emblema del Fondo 
Social Europeo. 
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Documentación justificativa de los costes de 
formación, su contabilización, así como de la 
materialización del pago con anterioridad a la 
justificación de la subvención, teniendo en cuen-
ta los requisitos establecidos por la normativa 
española y, en su caso, la comunitaria respecto 
de la cofinanciación del Fondo Social Europeo. 

En las acciones ejecutadas mediante las mo-
dalidades de teleformación, a distancia con-
vencional o mixta se realizará una comproba-
ción adicional de las entregas de material, de 
los controles de seguimiento y de las pruebas 
que conlleve la enseñanza programada, así 
como la verificación de los soportes didácti-
cos y de la asistencia tutorial. 
3. Las Administraciones públicas competen-
tes podrán realizar otras actuaciones de se-
guimiento y control que consideren necesa-
rias en el ámbito de sus competencias. 

4. Así mismo, las Administraciones públicas 
competentes realizarán actuaciones específi-
cas de seguimiento y control a raíz de denun-
cias o de la existencia de indicios de fraude o 
irregularidades en la ejecución de la actividad 
formativa financiada al amparo de esta orden. 

Artículo 37. Incumplimientos y reintegros. 
1. El incumplimiento de los requisitos estable-
cidos en la presente orden y demás normas 
aplicables, así como de las condiciones que se 
hayan establecido en la correspondiente re-
solución de concesión o, en su caso, convenio 
o acuerdo de colaboración, dará lugar a la pér-
dida total o parcial del derecho al cobro de la 
subvención o, previo el oportuno procedimien-
to de reintegro, a la obligación de devolver to-
tal o parcialmente la subvención percibida y 
los intereses de demora correspondientes. 

2. La graduación de los posibles incumplimien-
tos a que se hace referencia en el apartado 
anterior se determinará de acuerdo con los 
siguientes criterios: 
a) En el supuesto de incumplimiento total: 

El incumplimiento total de los fines para los 
que se concedió la subvención o de la obliga-
ción de justificación de la misma dará lugar al 
reintegro del 100 por ciento de la subvención 
concedida. Igualmente se considerará que con-
curre el incumplimiento total si la realización 
de la actividad subvencionada no alcanza el 35 
por ciento de sus objetivos, medidos con el in-
dicador de número de horas de formación mul-
tiplicado por número de alumnos formados. 
b) En el supuesto de incumplimiento parcial: 
El incumplimiento parcial de los fines para los 
que se concedió la subvención o de la obliga-
ción de justificación de la misma dará lugar al 
reintegro parcial de la subvención concedida. 
Cuando la ejecución del indicador mencionado 
en el párrafo anterior esté comprendido entre 
el 35 por ciento y el 100 por ciento la subven-
ción concedida se minorará en el porcentaje 
que haya dejado de cumplirse, siempre que los 
gastos hayan sido debidamente justificados. 

Artículo 38. Infracciones y sanciones. 
La obligación de reintegro establecida en el 
artículo 37 se entenderá sin perjuicio de lo 
previsto en el Título IV de la Ley 38/2003, de 
17 de noviembre, en lo relativo a Infracciones 
y sanciones administrativas en materia de 
subvenciones, si concurriesen las acciones y 
omisiones tipificadas en la citada Ley. 

Las infracciones podrán ser calificadas como 
leves, graves o muy graves y llevarán apareja-
das las sanciones que en cada caso correspon-
da de acuerdo con lo previsto en los artículos 
59 y siguientes de la citada Ley. 

Disposición adicional primera. Aplicación de 
otras fórmulas de financiación. 
Cuando en las acciones formativas dirigidas 
prioritariamente a trabajadores desemplea-
dos se utilicen otras fórmulas de financiación 
a que se refiere el artículo 23.3 del Real Decre-
to 395/2007, de 23 de marzo, serán de aplica-
ción, en todo caso, los principios de publicidad 
y concurrencia, los módulos económicos máxi-
mos establecidos en esta orden y las disposi-
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ciones sobre evaluación, calidad, seguimiento 
y control establecidas en el Capítulo V. 

Disposición adicional segunda. Órgano 
colegiado. 
En el ámbito de gestión de la Administración 
General del Estado, el órgano colegiado pre-
visto en el artículo 22.1 de la Ley 38/2003, de 
17 de noviembre, tendrá la misma composición 
que la Comisión Permanente del Patronato 
de la Fundación Tripartita para la Formación 
en el Empleo, o bien la misma que la Comisión 
Ejecutiva Provincial del Servicio Público de 
Empleo Estatal en el supuesto previsto en el 
artículo 18.1.a) de esta orden. 

Disposición adicional tercera. Fundación Tri-
partita para la Formación en el Empleo. 
De conformidad con lo previsto en la disposi-
ción adicional quinta de la Ley 43/2006, de 29 
de diciembre, para la mejora del crecimiento 
y del empleo, la Fundación Tripartita para la 
Formación en el Empleo actuará como entidad 
colaboradora del Servicio Público de Empleo 
Estatal en la gestión de las convocatorias de 
subvenciones públicas que se realicen por di-
cho organismo en desarrollo de lo previsto en 
esta orden. La Fundación Tripartita colaborará 
en la instrucción de los procedimientos y en 
la elaboración de las propuestas relativas a la 
resolución y justificación de las subvenciones, 
correspondiendo al Servicio Público de Empleo 
Estatal las competencias de concesión y pago 
de las subvenciones. Asimismo, la Fundación 
Tripartita para la Formación en el Empleo ten-
drá la condición de entidad encargada del trata-
miento de los datos incluidos en los ficheros de 
titularidad del Servicio Público de Empleo Esta-
tal que resulten de las actuaciones de colabora-
ción descritas anteriormente. A estos efectos, 
ambas entidades suscribirán el correspondien-
te convenio de colaboración de acuerdo con lo 
establecido en los artículos 12 y siguientes de la 
Ley 38/2003, de 17 de noviembre. 

Disposición adicional cuarta. Aplicación y ac-
tualización de las cuantías y módulos econó-
micos previstos en esta orden. 

Las cuantías relativas a las compensaciones 
económicas, ayudas y becas previstas en el 
Capítulo III, así como los importes y módu-
los económicos máximos establecidos en el 
Anexo I, se aplicarán a las convocatorias y pro-
gramaciones aprobadas con posterioridad a la 
publicación de la presente orden. 

Las cuantías y módulos económicos mencio-
nados en el párrafo anterior se actualizarán 
mediante resolución del Director General del 
Servicio Público de Empleo Estatal. 

Disposición adicional quinta. Financiación de 
la formación impartida en centros propios o 
mediante convenios o acuerdos con entida-
des o empresas públicas. 
Serán objeto de financiación al amparo del 
Real Decreto 395/2007, de 23 de marzo, y de 
la presente orden la formación de oferta pro-
gramada e impartida por las Administraciones 
públicas competentes a través de sus centros 
propios, previstos en el artículo 9.1.a) del ci-
tado Real Decreto, o mediante convenios o 
acuerdos con entidades o empresas públicas 
que puedan impartir la formación. En particu-
lar, las citadas Administraciones garantizarán 
a los centros integrados de formación profe-
sional, de titularidad pública, la financiación 
necesaria para cubrir suficientemente la 
oferta formativa de los certificados de profe-
sionalidad correspondientes a las familias o 
áreas profesionales de su especialidad. 

Disposición adicional sexta. Anticipo del 
pago de la subvención. 
Respecto de los planes de formación dirigidos 
prioritariamente a los trabajadores ocupados, 
en el ámbito de gestión de la Administración 
General del Estado no será de aplicación lo 
dispuesto en la Orden TAS/1622/2002, de 13 
de junio, por la que se determina la forma de 
garantizar los anticipos de pago de subven-
ciones concedidas por el Servicio Público de 
Empleo Estatal. 
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Disposición adicional séptima. Registro de 
convenios para la ejecución de planes de 
formación. 
Sin perjuicio de los registros que puedan esta-
blecer las Administraciones competentes en 
sus respectivos ámbitos de gestión, los con-
venios suscritos para la ejecución de los planes 
de formación regulados en la sección 2.ª del 
Capítulo II de esta orden, tanto estatales como 
autonómicos, se inscribirán en un registro que, 
a tal efecto, creará el Servicio Público de Em-
pleo Estatal con el apoyo técnico de la Funda-
ción Tripartita para la Formación en el Empleo. 

Disposición transitoria primera. Registros de 
centros y entidades de formación. 
1. A partir de la entrada en vigor de esta orden, 
el Registro Estatal de Centros y Entidades de 
Formación estará constituido con los centros, 
la estructura y situaciones vigentes incluidos 
en el Censo Nacional de Centros Colaborado-
res del Servicio Público de Empleo Estatal, así 
como de los centros propios de las Adminis-
traciones Públicas competentes. 

A efectos de mantener permanentemente 
actualizado el Registro Estatal de Centros y 
Entidades de Formación, las comunidades au-
tónomas comunicarán al Servicio Público de 
Empleo Estatal las altas, las bajas y modifica-
ciones que se produzcan en sus Registros. 

2. Todos los centros o entidades de formación 
que impartan acciones formativas de los pla-
nes dirigidos prioritariamente a trabajadores 
ocupados y no estén inscritos en el Registro 
Estatal de Centros y Entidades de Formación 
de conformidad con el apartado anterior, dis-
pondrán de un año a partir de la entrada en 
vigor de la presente orden ministerial para 
solicitar su inclusión en el mismo. 

3. Los centros acreditados para la impartición 
de certificados de profesionalidad vinculados 
al Catálogo Nacional de Cualificaciones Profe-
sionales se incluirán en el mencionado Registro 
teniendo en cuenta los requisitos exigidos en el 

artículo 30.1 de la presente orden y en la norma-
tiva reguladora de los citados certificados. 

Disposición transitoria segunda. Mapa 
sectorial. 
De conformidad con lo previsto en la dispo-
sición transitoria segunda del Real Decreto 
395/2007, de 23 de marzo, en tanto no sea 
aprobado el mapa sectorial a que se refiere la 
citada disposición, las propuestas conJuntas 
que agrupen a varios sectores de actividad 
tomarán como punto de referencia la clasifica-
ción de sectores afines que figura en el Anexo 
IV, pudiendo dirigirse las referidas propuestas 
a todos los trabajadores pertenecientes a los 
sectores afines agrupados en cada propuesta. 

Disposición transitoria tercera. Incorpora-
ción de acciones formativas vinculadas al 
Catálogo Nacional de las Cualificaciones Pro-
fesionales. 
A efectos de impartición de la formación de 
oferta regulada en esta orden, y hasta tanto 
no se aprueben los correspondientes certifi-
cados de profesionalidad de acuerdo con el 
Real Decreto que los regule, las Administra-
ciones públicas competentes y las Comisio-
nes Paritarias Sectoriales podrán incluir en 
sus programaciones y planes de referencia, 
respectivamente, los módulos formativos 
vinculados al Catálogo Nacional de las Cuali-
ficaciones. 

Para los planes previstos en el artículo 2.1.a) y 
cuando dichos módulos superen las 90 horas, 
estos se podrán subdividir en unidades forma-
tivas de menor duración según los criterios que 
establezcan, en su caso, las Comisiones Parita-
rias Sectoriales en sus planes de referencia. 

A los efectos de acreditar las acciones forma-
tivas descritas en esta disposición se estará a 
lo regulado en el artículo 11.2 del Real Decreto 
395/2007, del 23 de marzo. 

Disposición transitoria cuarta. Régimen tran-
sitorio de los procedimientos. 
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Los procedimientos de concesión de subven-
ciones en materia de formación de oferta ini-
ciados con anterioridad a la entrada en vigor 
de esta orden se regirán por la normativa an-
terior que les sea de aplicación. 

Cuando la ejecución de la actividad formativa 
tenga carácter plurianual, lo establecido en el 
párrafo anterior será de aplicación a la prime-
ra y, en su caso, a las sucesivas convocatorias 
que se publiquen al efecto. 

En los programas públicos de empleo y for-
mación de Escuelas Taller y Casas de Oficios 
la cuantía de la beca establecida en el Anexo 
III se aplicará a los alumnos de los proyectos 
de Escuelas Taller y Casas de Oficios que se 
inicien a partir de la entrada en vigor de esta 
orden. Las becas de alumnos participantes en 
proyectos ya iniciados en dicha fecha conti-
nuarán rigiéndose por la cuantía establecida 
en la normativa aplicable en la fecha de inicio 
de dichos proyectos. 

Disposición derogatoria única. Derogación 
normativa. 
Queda derogada la Orden TAS/2388/2007, 
de 2 de agosto, por la que se desarrolla el 
Real Decreto 395/2007, de 23 de marzo, por 
el que se regula el subsistema de formación 
profesional para el empleo, en materia de for-
mación de oferta y se establecen las bases re-
guladoras para la concesión de subvenciones 
destinadas a su financiación, en el ámbito de la 
Administración General del Estado, así como 
las disposiciones que la desarrollen. 

Disposición final primera. Título competencial. 
La presente orden se dicta al amparo de lo 
establecido en el artículo 149.1.7.ª de la Cons-
titución, que atribuye al Estado competencia 
exclusiva en materia de legislación laboral, sin 
perjuicio, de su ejecución por los órganos de 
las Comunidades Autónomas. 

Disposición final segunda. Normativa Aplicable. 
En todo lo no previsto en la presente orden 
será de aplicación la Ley 38/2003, de 17 de 

noviembre, General de Subvenciones; el Real 
Decreto 887/2006, de 21 de julio, por el que 
se aprueba el Reglamento de desarrollo de la 
misma; la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, 
de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, modificada por la Ley 4/1999, de 13 
de enero, el Real Decreto 395/2007, de 23 de 
marzo, por el que se regula el subsistema de 
formación profesional para el empleo, el Real 
Decreto 357/2006, de 24 de marzo, por el que 
se regula la concesión directa de determina-
das subvenciones en los ámbitos del empleo 
y de la formación profesional ocupacional. y 
cualquier otra disposición normativa aplicable 
por razón de la materia. 

Disposición final tercera. Facultades de 
aplicación. 
El Director General del Servicio Público de Em-
pleo Estatal y los órganos competentes de las 
Administraciones autonómicas podrán dictar, 
en sus respectivos ámbitos competenciales, 
las disposiciones que sean necesarias para la 
aplicación de la presente orden. Asimismo, en 
el ámbito estatal se faculta al Director General 
de la Economía Social, del Trabajo Autónomo y 
del Fondo Social Europeo para dictar las dis-
posiciones necesarias para fijar las condicio-
nes, requisitos y formas de acreditación de la 
representatividad e implantación de los solici-
tantes de planes intersectoriales para la eco-
nomía social y para trabajadores autónomos. 

Disposición final cuarta. Entrada en vigor. 
La presente orden entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el «Boletín Ofi-
cial del Estado». 

Madrid, 7 de marzo de 2008.
JESÚS CALDERA SÁNCHEZ-CAPITÁN. 
Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales
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ANEXO I 
Importes y módulos económicos máximos 

1. Los módulos económicos máximos (coste 
por participante y hora de formación) apli-
cables a efectos de la determinación y justi-
ficación de las subvenciones destinadas a la 
financiación de la formación de oferta, serán 
los que a continuación se establecen en fun-
ción de la modalidad de impartición y el nivel 
de la formación: 

Modalidad de 
imparticion

Nivel de formación

Básico Superior

Presencial 9 € 13 €

Teleformación 7,5 €

A distancia 
convencional

5,5 €

Mixta Se aplicarán los módulos
anteriores en función de
las horas de formación
presencial y a distancia
convencional o telefor-
mación que tenga la
acción formativa.

En la modalidad de impartición presencial, el 
módulo de «nivel básico», que capacita para 
desarrollar competencias y cualificaciones 
básicas, se aplicará cuando se vaya a impartir 
formación en materias transversales o gené-
ricas; mientras que el módulo de «nivel supe-
rior» se aplicará cuando la formación incor-
pore materias que impliquen especialización 
o capacite para desarrollar competencias de 
programación o dirección. 

La formación de carácter transversal contem-
plada en el artículo 6.2 cuando acompañe a 
una acción de formación que sea específica se 
valorará de acuerdo con el módulo económico 
de esta última. 

2. Respecto de las actuaciones de evaluación 
y control de la calidad de la formación a que 
hace referencia el artículo 33.5, el beneficia-

rio deberá destinar a esta finalidad hasta un 
5 por ciento de la subvención que le haya sido 
concedida para la ejecución de la actividad 
formativa. 

3. Las Administraciones públicas competen-
tes podrán incrementar hasta en un 50 por 
ciento el módulo económico superior de la mo-
dalidad presencial, en función de la singulari-
dad de determinadas acciones formativas que 
por su especialidad y características técnicas 
precisen de una financiación mayor. 
El coste del conjunto de las acciones contem-
pladas en el párrafo anterior no podrá superar 
el 5 por ciento del total de los fondos destina-
dos a la financiación de la oferta de formación 
profesional para el empleo. 

ANEXO II 
Costes financiables y criterios de imputación 
1. Costes directos de la actividad formativa: 

a) Las retribuciones de los formadores inter-
nos y externos pudiéndose incluir salarios, se-
guros sociales, dietas y gastos de locomoción 
y, en general, todos los costes imputables a 
los formadores en el ejercicio de las activi-
dades de preparación, impartición, tutoría y 
evaluación a los participantes de las acciones 
formativas. 
Estos gastos deberán presentarse debida-
mente desglosados por horas dedicadas a la 
actividad que se imputen. 
b) Los gastos de amortización de equipos di-
dácticos y plataformas tecnológicas, calcula-
dos con criterios de amortización aceptados 
en las normas de contabilidad, así como el al-
quiler o arrendamiento financiero de los mis-
mos, excluidos sus intereses, soportados en la 
ejecución de las acciones formativas. 
Estos gastos deberán presentarse debida-
mente desglosados por acción formativa y 
se imputarán por el número de participantes 
en el caso de uso individual de los equipos o 
plataformas; en otro caso, se imputarán por 
horas de utilización. 
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c) Gastos de medios didácticos y/o adquisición 
de materiales didácticos, así como los gastos 
en bienes consumibles utilizados en la realiza-
ción de las acciones formativas, incluyendo el 
material de protección y seguridad. Asimismo, 
en el caso de la teleformación, los costes im-
putables a los medios de comunicación utiliza-
dos entre formadores y participantes.
Estos gastos deberán presentarse debida-
mente desglosados por acción formativa y 
se imputarán por el número de participantes 
en el caso de uso individual de los equipos o 
plataformas; en otro caso, se imputarán por 
horas de utilización. 
d) Los gastos de alquiler, arrendamiento finan-
ciero, excluidos sus intereses, o amortización 
de las aulas, talleres y demás superficies utili-
zadas en el desarrollo de la formación. 
Estos gastos deberán presentarse debida-
mente desglosados por acción formativa y 
se imputarán por el período de duración de la 
acción. 
Los gastos de amortización se calcularán 
según normas de contabilidad generalmen-
te aceptadas, siendo aplicable el método de 
amortización según las tablas aprobadas por 
el Reglamento del Impuesto de Sociedades. 
e) Gastos de seguro de accidentes de los par-
ticipantes. 
Estos gastos deberán presentarse desglosa-
dos por acción formativa y su imputación se 
hará por el número de participantes. 

f) Gastos de transporte, manutención y aloja-
miento para los trabajadores ocupados que 
participen en las acciones formativas, con los 
límites fijados en la Orden EHA/3771/2005, de 
2 de diciembre, por la que se revisa la cuantía 
de los gastos de locomoción y de las dietas en 
el Impuesto sobre la Renta de las personas 
Físicas. 
Estos gastos deberán presentarse debida-
mente desglosados por acción formativa y su 
imputación se hará por el número de partici-
pantes. 
g) Los gastos de publicidad para la organiza-
ción y difusión de las acciones formativas. 

Estos gastos deberán presentarse debida-
mente desglosados por acción formativa. 

2. Costes asociados de la actividad formativa: 
a) Los costes de personal de apoyo tanto in-
terno como externo y todos los necesarios 
para la gestión y ejecución de la actividad 
formativa. 
b) Los gastos financieros directamente re-
lacionados con la actividad subvencionada y 
que resulten indispensables para la adecuada 
preparación o ejecución de la misma. No serán 
subvencionables los intereses deudores de 
las cuentas bancarias. 
c) Otros costes: Luz, agua, calefacción, mensa-
jería, correo, limpieza, vigilancia y otros cos-
tes, no especificados anteriormente, asocia-
dos a la ejecución de la actividad formativa. 

De conformidad con el artículo 31, apartado 9, 
de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, estos 
costes habrán de imputarse por el beneficiario 
a la actividad subvencionada en la parte que 
razonablemente corresponda de acuerdo con 
principios y normas de contabilidad general-
mente admitidas y, en todo caso, en la medida 
en que tales costes correspondan al período 
en que efectivamente se realiza la actividad. 
La suma de los costes asociados no podrá su-
perar el 20 por ciento de los costes de la activi-
dad formativa. A los efectos de lo establecido 
en este apartado, en los planes de formación 
dirigidos prioritariamente a los trabajadores 
ocupados estos costes asociados se entende-
rán referidos al plan en su conjunto, con exclu-
sión de los costes previstos en el apartado 3 
de este Anexo. 

3. Otros costes subvencionables: 

a) Los costes de evaluación y control de la ca-
lidad de la formación, según lo previsto en el 
artículo 33.5 y en el apartado 2 del Anexo I.
b) En el caso de que la cuenta justificativa se 
realice con informe auditor de acuerdo con 
lo previsto en el artículo 74 del Real Decreto 
887/2006, de 21 de julio, los gastos derivados 
de la realización de dicho informe serán sub-
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vencionables, estableciéndose en la convoca-
toria una financiación adicional sólo para el 
supuesto de que el citado informe sea precep-
tivo para el beneficiario. 

Las convocatorias establecerán los términos 
y condiciones para la realización, imputación y 
justificación de estos costes. 

4. Las Administraciones públicas competen-
tes podrán establecer un coste mínimo finan-
ciable para cada uno o alguno de los gastos 
previstos en el apartado 1 de este anexo. 

5. En todo caso, los costes subvencionables 
previstos en este Anexo deben responder 
a costes reales, efectivamente realizados, 
pagados y justificados mediante facturas o 
documentos contables de valor probatorio 
equivalente. 

ANEXO III
Cuantía de las becas y ayudas 

1. La beca prevista en el artículo 25 tendrá 
una cuantía máxima de 9 euros por día de 
asistencia.

La citada cuantía podrá incrementarse hasta 
en un 50% cuando los destinatarios de las 
becas pertenezcan a colectivos con mayores 
dificultades de inserción y participen en los 
programas específicos de itinerarios de for-
mación profesional personalizados.

2. Las ayudas previstas en el artículo 26 ten-
drán las siguientes cuantías: 

a) La ayuda en concepto de transporte público 
urbano tendrá una cuantía máxima de 1,5 euros 
por díade asistencia. 
b) La ayuda en concepto de transporte en ve-
hículo propio tendrá una cuantía máxima por 
día de asistencia de0,19 euros por kilómetro.
c) La ayuda en concepto de manutención tendrá 
una cuantía máxima de 12,00 euros/día lectivo.

d) La ayuda en concepto de alojamiento y ma-
nutención tendrá una cuantía de hasta 80,00 
euros/día natural. En este supuesto, el alumno 
tendrá derecho a los billetes de transporte en 
clase económica de los desplazamientos ini-
cial y final.
e) Los trabajadores desempleados que parti-
cipen en acciones formativas transnacionales 
y/o en prácticas profesionales que se desa-
rrollen en otros países, tendrán derecho a la 
percepción de una ayuda en concepto de aloja-
miento y manutención de hasta 158,40 euros/
día natural. Percibirán además el importe del 
billete inicial y final en clase económica. 

3. La cuantía de la ayuda a la conciliación pre-
vista en el artículo 27 ascenderá al 75 por cien-
to del IPREM diario por día de asistencia. 

ANEXO IV 
Clasificación de sectores afines 
Agrupación de sectores afines
Sector 

Agrupación de 
sectores afines

Sector

Actividades 
físicodepor-

tivas.

Deporte profesional (Balon-
cesto; Balonmano;
Ciclismo; Fútbol profesional
Divisiones 1.ª y 2.ª A y Fútbol 
profesional
2.ª División A).
Instalaciones deportivas.
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Agrupación de 
sectores afines

Sector

Administración.

Agencias de aduanas.
Despachos de técnicos 
tributarios y asesores 
fiscales.
Gestión y mediación inmo-
biliaria.
Gestorías administrativas.
Oficinas y despachos (Ofi-
cinas de cámaras, colegios, 
asociaciones, federaciones 
e instituciones; Despachos
profesionales; Corredores 
de comercio; Notarías; 
Agentes de cambio y bolsa; 
Oficinas y despachos en ge-
neral; Mercado de valores).
Registradores de la propie-
dad y mercantiles.

Agrarias.

Granjas avícolas y otros 
animales.
Jardinería.
Producción, manipulado y 
envasado para el comercio 
y exportación de cítricos, 
frutas, hortalizas, flores y
plantas vivas.
Sector agrario, forestal y 
pecuario.

Agua.
Industrias de captación, 
elevación, conducción, 
tratamiento, depuración
y distribución de agua.

Artes gráficas.

Artes gráficas, manipulados 
de papel y cartón, editoria-
les e industrias afines
Prensa diaria.
Prensa no diaria.

Agrupación de 
sectores afines

Sector

Comercio y már-
keting..

Aparcamientos.
Comercio.
Delegaciones comerciales 
del Ente
Público Empresarial Lote-
rías y Apuestas del Estado.
Estaciones de servicio.
Grandes almacenes.
Telemarketing.

Edificación y obra
civil.

Construcción.
Derivados del cemento.
Empresas productoras de 
cementos.
Ferralla.
Yesos, escayolas, cales y sus 
prefabricados.

Educación

Autoescuelas.
Centros de asistencia y 
educación infantil.
Centros de educación uni-
versitaria e investigación
Centros y servicios de 
atención a personas
con discapacidad.
Colegios mayores univer-
sitarios.
Empresas de enseñanza 
privada sostenidas total o 
parcialmente con fondos 
públicos.
Enseñanza privada.

Energía
Sector de la industria eléc-
trica (1) (7).
Agencias distribuidoras de 
gases licuados.
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Agrupación de 
sectores afines

Sector

Finanzas y 
seguros.

Banca (2).
Cajas de ahorros.
Cooperativas de crédito.
Entidades aseguradoras, 
reaseguradoras y mutuas de 
accidentes de trabajo.
Establecimientos financie-
ros de crédito.
Mediación en seguros 
privados.

Frío industrial. Frío industrial.

Hostelería y 
turismo.

Agencias de viajes.
Alquiler de vehículos con y 
sin conductor.
Empresas organizadoras 
del juego del bingo (3).
Hostelería.

Imagen personal.
Peluquerías, institutos de 
belleza, gimnasios
y similares.

Imagen y sonido.
Empresas de publicidad.
Exhibición cinematográfica.
Industrias fotográficas.
Producción audiovisual.

Industrias alimen-
tarias.

Conservas vegetales.
Elaboradores de productos 
cocinados para su venta a 
domicilio.
Industrias cárnicas.
Industrias de alimentación y 
bebidas (6).
Mataderos de aves conejos

Agrupación de 
sectores afines

Sector

Industrias extrac-
tivas. Minería.

Informática y 
comunicaciones.

Concesionarias de Cable de 
Fibra Óptica.
Empresas operadoras de 
servicios de telecomunica-
ciones.

Madera, mueble y
corcho.

Corcho.
Madera.

Medioambiente.

Residuos sólidos urbanos y 
limpieza viaria.
Mantenimiento y conser-
vación de instalaciones 
acuáticas.
Recuperación de residuos y 
materias primas secunda-
rias.

Metal Metal

Pesquera Pesca y acuicultura.

Química
Industrias químicas.
Pastas, papel y cartón.
Perfumería y afines.

Sanidad

Oficinas de farmacia.
Sanidad.
Transporte de enfermos y 
accidentados en ambu-
lancia.

Seguridad Seguridad privada.
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Agrupación de 
sectores afines

Sector

Servicios (otros).

Limpieza de edificios y 
locales.
Mantenimiento de cabinas 
soporte y teléfonos de uso 
público.
Servicios diversos (Em-
pleados de fincas urbanas; 
Servicios funerarios;
Tintorerías y lavande-
rías; Gestión de salas de 
espectáculos y actividades 
recreativas) (4) (5) (11).

Servicios a las
empresas.

Empresas consultoras de 
planificación, organización 
de empresas y contable
Empresas de ingeniería 
y oficinas de estudios 
técnicos.
Empresas de trabajo 
temporal.

Servicios sociales.

Acción e intervención social.
Servicio de atención a 
personas dependientes y 
desarrollo de la promoción 
de la autonomía personal.

CLASIFICACIÓN DE SECTORES AFINES 

NOTA.–Para garantizar la formación de los 
trabajadores de los sectores de actividad don-
de no existe negociación colectiva sectorial, 
de conformidad con el artículo 24 2.b) del RD 
395/2007, de 23 de marzo, dichos trabajado-
res podrán participar en los planes sectoriales 
a los que se vinculan según las notas que se in-
cluyen a continuación, sin que ello suponga un 
incremento de la población ocupada. 

(1) Extracción de crudos de petróleo y gas 
natural; Actividades de los servicios relacio-
nados con las explotaciones petrolíferas y de 
gas; Coquerías; Refino de petróleo; Produc-
ción de gas y vapor de agua caliente.
(2) Otras entidades financieras. 
(3) Casinos y salas de juegos de azar. 
(4) Actividades de servicios auxiliares. 
(5) Actividades del servicio doméstico.
(6) Industria del tabaco.
(7) Energías renovables. 
(8) Transporte por ferrocarril y otros tipos de 
transporte regular (teleférico, funicular y cre-
mallera).
(9) Autopistas de peaje y otras vías de peaje.
(10) Actividades postales y de correos. 
(11) Parques temáticos.  
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El Real Decreto 395/2007, de 23 de marzo, por 
el que se regula el subsistema de formación 
profesional para el empleo contempla las ac-
ciones de apoyo y acompañamiento a la for-
mación, cuya finalidad es mejorar la eficacia 
del subsistema de formación profesional para 
el empleo. Así, regula las acciones de investi-
gación e innovación para la mejora de dicha 
formación a nivel sectorial o intersectorial o 
para la difusión del conjunto del subsistema 
de formación profesional para el empleo. Por 
otra parte, el Real Decreto prevé un sistema 
de información y orientación profesional que 
dé asesoramiento al conjunto de los trabaja-
dores, desempleados y ocupados, en relación 
con las oportunidades de formación y empleo 
y con la posibilidad del reconocimiento y acre-
ditación de su cualificación. 

La presente orden establece las bases regu-
ladoras para la concesión de las subvenciones 
públicas destinadas a la financiación de las 

acciones de investigación e innovación previs-
tas, dentro de las acciones de apoyo y acom-
pañamiento a la formación, en el artículo 30 
del Real Decreto 395/2007, de 23 de marzo, e 
introduce en una disposición transitoria la po-
sibilidad de desarrollar a su amparo las accio-
nes de información y orientación contempla-
das en el artículo 31.3 del citado Real Decreto. 
Las acciones de investigación e innovación, 
como base de la generación de conocimiento y 
experiencia, tienen por finalidad contribuir al 
desarrollo del subsistema de formación pro-
fesional para el empleo, a través de la mejora 
de la calidad de la formación de los trabajado-
res ocupados y desempleados a nivel sectorial 
o intersectorial, así como difundir y promocio-
nar las iniciativas formativas que integran el 
subsistema. Esta orden incluye acciones de 
prospección y análisis, acciones para la elabo-
ración y experimentación de productos, técni-
cas y/o herramientas de carácter innovador, 
acciones de evaluación de la formación profe-

ORDEN TIN/2805/2008, 
de 26 de septiembre, por 
la que se desarrolla el 
Real Decreto 395/2007, 
de 23 de marzo, por el que 
se regula el subsistema 
de formación profesional 
para el empleo, en materia 
de acciones de apoyo 
y acompañamiento 
a la formación y se 
establecen las bases 
reguladoras para la 
concesión de subvenciones 
públicas destinadas a su 
financiación
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sional para el empleo y acciones de promoción 
y difusión. 

En cuanto a las acciones de información y orien-
tación, el objetivo de este tipo de acciones será 
facilitar el desarrollo de los recursos necesa-
rios para disponer de un sistema integrado de 
orientación profesional en materia de forma-
ción y empleo en relación con las posibilidades 
de acreditación de las competencias profesio-
nales adquiridas por los trabajadores a través 
de procesos formativos formales y no forma-
les y de la experiencia laboral. Estas acciones 
facilitarán a los trabajadores la información, 
acompañamiento y orientación sobre las posi-
bilidades de formación y movilidad profesional, 
así como sobre las diferentes vías de acceso a 
las acciones de formación para el empleo gene-
radoras de competencias profesionales. 

Las acciones de apoyo y acompañamiento a la 
formación previstas en esta orden se financia-
rán mediante subvenciones públicas otorga-
das en régimen de concurrencia competitiva. 
La presente orden, en cuanto establece las 
bases reguladoras para la concesión de las 
subvenciones mediante las que se financian 
las diferentes modalidades de las acciones de 
apoyo y acompañamiento a la formación, regu-
la aquellos aspectos que tanto la Ley 38/2003, 
de 17 de noviembre, General de Subvenciones, 
como el Real Decreto 887/2006, de 21 de julio, 
por el que se aprueba el reglamento que desa-
rrolla dicha Ley establece que ha de reunir una 
orden con estos caracteres. En este sentido, se 
incluyen todos los potenciales beneficiarios de 
las subvenciones que se concedan, así como las 
obligaciones resultantes de dicha condición. 

Por último, la orden contempla un capítulo 
dedicado a la calidad y evaluación, así como al 
seguimiento y control de las acciones que se 
realicen con el fin de conseguir que esta ini-
ciativa de formación alcance altos niveles de 
eficacia y eficiencia. 

Esta norma de carácter general responde a la 
reserva competencial a favor del Estado con-

tenida en el artículo 149.1.7.ª de la Constitución 
Española y se dicta en desarrollo parcial del 
Real Decreto 395/2007, de 23 de marzo, por el 
que se regula el subsistema de formación pro-
fesional para el empleo, cuya disposición final 
segunda habilita al Ministro de Trabajo y Asun-
tos Sociales para dictar cuantas normas sean 
necesarias para su desarrollo y ejecución.  En 
su virtud, consultadas las organizaciones 
empresariales y sindicales presentes en la 
Comisión Tripartita de Formación Continua, 
informada la Conferencia Sectorial de Asun-
tos Laborales, y evacuado el informe previo de 
la Abogacía del Estado en el Departamento, 
así como el de la Intervención Delegada de la 
Intervención General de la Administración del 
Estado en el Servicio Público de Empleo Esta-
tal, con la aprobación previa de la Ministra de 
Administraciones Públicas, dispongo: 

CAPÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES 

Artículo 1. Objeto y ámbito de aplicación. 
1. La presente orden tiene por objeto el esta-
blecimiento de las bases que regulan la conce-
sión de subvenciones públicas destinadas a la 
realización de las acciones de investigación e 
innovación previstas en el artículo 30 del Real 
Decreto 395/2007, de 23 de marzo, por el que 
se regula el subsistema de formación profe-
sional para el empleo, sin perjuicio de lo pre-
visto en la disposición transitoria. 

Las acciones de investigación e innovación, 
como base de generación de conocimiento y 
experiencia, tienen por finalidad contribuir a 
la mejora del subsistema de formación profe-
sional para el empleo, potenciando la calidad 
de la formación de los trabajadores ocupados 
y desempleados a nivel sectorial o intersecto-
rial, así como difundir y promover el conjunto 
del citado subsistema. 

2. El ámbito de aplicación de esta orden se ex-
tiende a todo el territorio estatal. 
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Artículo 2. Objetivos generales de las accio-
nes de investigación e innovación. 
Las acciones de investigación e innovación res-
ponderán a los siguientes objetivos generales: 

a) Actualizar la información disponible sobre 
la situación económica, empresarial y laboral 
de los sectores de actividad económica y la 
repercusión que tienen los cambios tecnoló-
gicos y organizativos sobre la competitividad 
de las empresas y la cualificación de los tra-
bajadores. 
b) Ampliar el conocimiento de aquellas mate-
rias y temáticas que pueden afectar de mane-
ra general y transversal a la formación profe-
sional para el empleo. 
c) Desarrollar los instrumentos, metodologías 
y herramientas que contribuyan a la mejora de 
la planificación, organización, desarrollo, im-
partición y evaluación de una formación pro-
fesional para el empleo de calidad. 
d) Mejorar la ordenación de la formación para 
el empleo en los distintos ámbitos de compe-
tencia profesional, teniendo como referente 
el Sistema Nacional de Cualificaciones Profe-
sionales, y desarrollar los criterios y estánda-
res de calidad que faciliten la adecuación de la 
formación a sus objetivos. 
e) Analizar y promover los procedimientos de 
acceso a la formación de las pequeñas y me-
dianas empresas y de los trabajadores con 
mayores dificultades de integración laboral. 
f) Difundir y promocionar el subsistema de 
formación profesional para el empleo y los re-
sultados que se obtengan de las acciones de 
investigación e innovación, garantizando así 
su mayor repercusión y su efecto transferible. 
g) Analizar y desarrollar los mecanismos que 
faciliten la inserción o reinserción laboral de 
los trabajadores desempleados en aquéllos 
ámbitos que requiere el sistema productivo. 

Artículo 3. Tipos de acciones de investigación 
e innovación. 
Las acciones de investigación e innovación se 
adecuarán a los siguientes tipos: 

a) Acciones de prospección y análisis. Estas 
acciones estarán destinadas a profundizar en 
el conocimiento de los factores que configuran 
las demandas de formación, de los problemas 
y necesidades específicas de formación en 
los distintos sectores económicos o ámbitos 
territoriales y de otras materias que afectan 
de manera general a la formación profesional 
para el empleo, con el fin de anticiparse a los 
cambios en las cualificaciones profesionales 
y adaptar los módulos formativos de acuerdo 
con lo que se establezca en la normativa regu-
ladora de los Certificados de Profesionalidad. 
Asimismo, facilitarán a los agentes implicados 
la información necesaria para que la formación 
profesional proporcione a los trabajadores 
desempleados y ocupados los conocimientos 
y prácticas adecuados a las competencias pro-
fesionales requeridas en el mercado de traba-
jo. Igualmente, estas acciones tendrán entre 
sus fines conocer las necesidades formativas 
de los trabajadores con mayor dificultad de in-
serción o de mantenimiento en el mercado de 
trabajo, a los que se refiere el artículo 5.3 del 
Real Decreto 395/2007, de 23 de marzo, y de 
las pequeñas y medianas empresas. 
b) Acciones para la elaboración y experimenta-
ción de productos, técnicas y/o herramientas 
de carácter innovador de interés para la mejo-
ra de la formación profesional para el empleo. 
Estarán destinadas a facilitar a las empresas 
y los distintos agentes que participan en la 
gestión de la formación de los trabajadores 
desempleados y ocupados los instrumentos 
que les permitan mejorar su organización, 
planificación y desarrollo. Tendrán especial 
consideración aquellas acciones referidas a 
herramientas y metodologías de aprendizaje 
basadas en nuevas tecnologías de información 
y comunicación que extiendan la formación a 
los trabajadores de pequeñas empresas. 
c) Acciones de evaluación de la formación pro-
fesional para el empleo. Estas acciones estarán 
destinadas a realizar procesos de evaluación 
de la formación de los diferentes sectores de 
actividad económica o ámbitos territoriales y 
a desarrollar metodologías y herramientas de 
evaluación para que puedan ser aplicados por 
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quienes participan y gestionan la formación, 
con el fin de mejorar su calidad. 
d) Acciones de promoción y difusión. Tendrán 
por finalidad generar redes de conocimiento 
de la formación profesional para el empleo 
mediante centros virtuales de trabajo, bases 
documentales de consulta, campañas de difu-
sión, publicaciones, foros de discusión en línea 
o presenciales, guías de buenas prácticas y 
cualquier otra medida que favorezca la pro-
moción y difusión de las iniciativas, estudios, 
herramientas y productos de formación pro-
fesional para el empleo entre los trabajadores, 
las empresas, las organizaciones empresaria-
les y sindicales y los distintos agentes que 
participan en la formación, así como la promo-
ción de agrupaciones de pequeñas y medianas 
empresas para la organización y gestión de 
sus programas de formación. 

Artículo 4. Requisitos de los beneficiarios. 
1. Podrán ser solicitantes y acceder a la con-
dición de beneficiarios de las subvenciones 
reguladas en la presente orden las empresas, 
entidades u organizaciones que cumplan los 
requisitos que se establecen en esta orden y 
en las correspondientes convocatorias. Las 
convocatorias podrán establecer en función 
del tipo de acción el requisito de que los be-
neficiarios incluyan entre sus fines el desarro-
llo de actividades tipificadas como acciones 
financiables en el artículo 3 de esta orden o 
de actividades relacionadas con la formación 
profesional para el empleo. 

2. No podrán obtener la condición de benefi-
ciarias aquellas entidades en quienes concu-
rra alguna de las circunstancias contempladas 
en el artículo 13 de la Ley 38/2003, de 17 de no-
viembre, General de Subvenciones. 

Artículo 5. Obligaciones de los beneficiarios. 
Sin perjuicio de las demás obligaciones esta-
blecidas en el Real Decreto 395/2007, de 23 
de marzo, y en la presente orden, constituyen 
obligaciones de los beneficiarios: 

a) Aportar la información y documentación 
que se requiera durante la fase de instrucción 
del procedimiento, ejecución de la acción y 
justificación de la subvención. 
b) Haber realizado o, en su caso, garantizado las 
devoluciones de cantidades concedidas y paga-
das en convocatorias anteriores y cuya devolu-
ción le haya sido exigida mediante reclamación 
previa a la vía ejecutiva o mediante resolución 
de procedencia de reintegro, salvo que se hu-
biera producido la suspensión del acto. 
c) Comunicar a la Administración competente 
la obtención de otras subvenciones, ayudas, 
ingresos o recursos que financien las activi-
dades subvencionadas, con anterioridad a la 
justificación de la aplicación dada a los fondos 
percibidos. Estos ingresos serán incompati-
bles con la subvención destinada a la misma 
finalidad, por lo que ésta será minorada en la 
cantidad ya percibida. 
d) Acreditar con anterioridad a dictarse la 
propuesta de resolución de concesión de la 
subvención y al pago de la misma que se en-
cuentra al corriente en el cumplimiento de sus 
obligaciones tributarias y frente a la Seguri-
dad Social, en la forma que se determine en las 
convocatorias, sin perjuicio de lo previsto en 
el apartado 4 del artículo 22 del Real Decreto 
887/2006, de 21 de julio, por el que se aprueba 
el Reglamento de la Ley 38/2003, de 17 de no-
viembre, General de Subvenciones. 
e) Hacer constar, en los términos que esta-
blezcan las convocatorias, el carácter público 
de la financiación de la actividad subvencio-
nada y, en su caso, la cofinanciación del Fondo 
Social Europeo. En este último supuesto, el 
beneficiario deberá incluir en las actividades 
de información de las acciones, en los produc-
tos finales y en las publicaciones el emblema 
del Fondo Social Europeo. 
En caso de incumplimiento de esta obligación, 
procederá el reintegro de la subvención en los 
términos previstos en el artículo 93 del Real 
Decreto 887/2006, de 21 de julio, por el que se 
aprueba el Reglamento de la Ley 38/2003, de 
17 de noviembre, General de Subvenciones. 
f) Cumplir con las demás obligaciones estable-
cidas en el artículo 14 de la Ley 38/2003, de 17 
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de noviembre, General de Subvenciones, en lo 
no previsto expresamente en este artículo. 
El beneficiario no resultará exonerado de las 
obligaciones anteriormente mencionadas si 
el desarrollo de las acciones se contrata con 
terceras personas físicas o jurídicas. 

CAPÍTULO II 
Procedimiento de gestión de las subvenciones 

Artículo 6. Inicio del procedimiento de con-
cesión. 
1. El procedimiento para la concesión de las 
subvenciones públicas destinadas a financiar 
la ejecución de las acciones de investigación e 
innovación objeto de esta orden, que se trami-
tará en régimen de concurrencia competitiva, 
se iniciará de oficio mediante convocatoria 
pública realizada por el Director General del 
Servicio Público de Empleo Estatal u órgano 
competente de la respectiva Comunidad Au-
tónoma, que será publicada en el diario oficial 
correspondiente. 

2. La convocatoria se realizará de acuerdo 
con las bases reguladoras establecidas en la 
presente orden y con el contenido señalado 
en el artículo 23.2 de la Ley 38/2003, de 17 de 
noviembre, General de Subvenciones. 

Las convocatorias podrán establecer los tér-
minos en que el crédito presupuestario no 
aplicado por la renuncia a la subvención de al-
guno de los beneficiarios pueda utilizarse por 
el órgano concedente para acordar, sin nece-
sidad de una nueva convocatoria, la concesión 
de la subvención al solicitante o solicitantes 
siguientes a aquél en orden de su puntuación. 

Artículo 7. Solicitudes. 
Las solicitudes de concesión de subvenciones 
se dirigirán al Director General del Servicio 
Público de Empleo Estatal o al órgano com-
petente de la Comunidad Autónoma, según el 
ámbito de la convocatoria. 

El lugar y plazo de presentación de las solici-
tudes, así como la documentación que deberá 
acompañar a las mismas se establecerá en las 
convocatorias. 

Artículo 8. Criterios de otorgamiento de la 
subvención. 
Serán objeto de financiación las solicitudes que 
respeten, en todo caso, los siguientes criterios: 

a) Adecuación de la actividad a realizar a las exi-
gencias técnicas de los distintos tipos de accio-
nes subvencionables, que se especificarán en la 
convocatoria y en las prescripciones técnicas 
que se establezcan para cada una de ellas. 
b) Capacidad acreditada para desarrollar las 
acciones contenidas en la solicitud, tanto de 
la entidad solicitante como de las que colabo-
ran en la ejecución de las mismas, teniendo en 
cuenta experiencias anteriores y los medios 
personales y materiales puestos a disposición 
para la ejecución de las acciones. 
c) Obtención de la valoración técnica que se 
establezca en la metodología aprobada por la 
Administración pública competente. 

La ponderación otorgada a cada uno de estos 
criterios se establecerá en las convocatorias. 

Artículo 9. Instrucción del procedimiento de 
concesión. 
1. El órgano instructor designado por la Ad-
ministración pública competente realizará de 
oficio cuantas actuaciones estime necesarias 
para la determinación, conocimiento y com-
probación de los datos en virtud de los cuales 
debe formularse la propuesta de resolución. 
Una vez evaluadas las solicitudes, el órgano 
colegiado previsto en el artículo 22.1 de la 
Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de 
Subvenciones emitirá un informe en el que 
se concretará el resultado de la evaluación 
efectuada. 

El órgano instructor, a la vista del expediente y 
del informe del órgano colegiado, formulará la 
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propuesta de resolución provisional que será 
sometida al trámite de audiencia de la entidad 
solicitante para que, en el plazo de 10 días, pre-
sente las alegaciones que estime oportunas 
de acuerdo con el procedimiento establecido 
en el artículo 24 de la citada Ley. Las convoca-
torias podrán prever la concesión de un plazo 
máximo de 10 días para que los interesados 
presenten su aceptación ante la propuesta 
de resolución definitiva en los términos que 
aquéllas establezcan. 

2. Cuando el importe de la subvención de la 
propuesta de resolución provisional sea infe-
rior al que figura en la solicitud presentada, se 
podrá instar del beneficiario la reformulación 
de su solicitud en los términos establecidos 
en el artículo 27 de la Ley 38/2003, de 17 de no-
viembre, General de Subvenciones. 

Artículo 10. Determinación de la cuantía de la 
subvención. 
La cuantía de la subvención se calculará con 
arreglo a la metodología que establezca la 
Administración pública competente teniendo 
en cuenta, al menos, las actividades a realizar, 
la cantidad solicitada, las especificaciones 
de financiación y el número de proyectos a fi-
nanciar establecido en las convocatorias para 
cada uno de los tipos de acciones de apoyo, en 
función de la disponibilidad presupuestaria de 
cada ejercicio. 

Artículo 11. Resolución. 
A la vista de la propuesta de resolución defi-
nitiva, el órgano competente resolverá el pro-
cedimiento. En el ámbito de la Administración 
General del Estado, el órgano competente para 
resolver será el Director General del Servicio 
Público de Empleo Estatal. En el ámbito auto-
nómico, resolverá el órgano que determinen 
las convocatorias. El plazo máximo para resol-
ver y notificar la resolución del procedimiento 
no podrá exceder de seis meses, contados 
desde la fecha de publicación de la convocato-
ria, salvo que la misma posponga sus efectos 

a una fecha posterior. Una vez transcurrido 
dicho plazo sin haberse notificado resolución 
expresa, la solicitud podrá entenderse dene-
gada.  La resolución de concesión identificará 
la parte de la subvención cofinanciada por el 
Fondo Social Europeo. 

Artículo 12. Modificación de la resolución. 
Una vez recaída la resolución de concesión, el 
beneficiario podrá solicitar su modificación 
cuando afecte al contenido de la actividad 
subvencionada, a la forma o plazos de su eje-
cución o de justificación de los correspon-
dientes gastos. La solicitud de modificación 
deberá fundamentarse suficientemente y 
deberá formularse con carácter inmediato a 
la aparición de las circunstancias que la justi-
fiquen y, en todo caso, con anterioridad al mo-
mento en que finalice el plazo de ejecución de 
la actividad subvencionada.  Las solicitudes de 
modificación se someterán a los órganos com-
petentes para la instrucción del procedimien-
to de concesión, previo informe del órgano 
colegiado previsto en el artículo 10.1, y serán 
resueltas por el órgano que dictó la resolución 
de concesión. La modificación sólo podrá au-
torizarse en el caso de que aparezcan circuns-
tancias excepcionales o de fuerza mayor que 
alteren, dificulten o imposibiliten el desarrollo 
de la actividad subvencionada tal como fue 
aprobada y, en todo caso, si no daña derechos 
de terceros. 

El órgano competente deberá dictar resolu-
ción aceptando o denegando la modificación 
propuesta en el plazo de un mes desde la fe-
cha en que la solicitud haya tenido entrada 
en el registro del órgano competente para su 
tramitación. Una vez transcurrido dicho plazo 
sin haberse notificado resolución expresa, la 
solicitud podrá entenderse desestimada. 

Artículo 13. Pago de la subvención. 
1. El pago de la subvención quedará condicio-
nado a que las entidades beneficiarias acre-
diten, según lo previsto en el artículo 5.d) de 
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esta orden, que se encuentran al corriente de 
sus obligaciones tributarias y frente a la Segu-
ridad Social. No podrá realizarse el pago de la 
subvención cuando la entidad sea deudora por 
resolución firme de procedencia de reintegro. 

2. Podrá preverse el pago anticipado de las 
subvenciones en la cuantía y forma que se es-
tablezcan en las convocatorias. 

En ningún caso podrán realizarse pagos antici-
pados a beneficiarios en los supuestos previs-
tos en el apartado 4, párrafo tercero, del artí-
culo 34 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, 
General de Subvenciones. 

Artículo 14. Ejecución de las acciones. 
1. La subvención otorgada tendrá el carácter 
de importe máximo y se destinará a la realiza-
ción de las acciones subvencionadas. 

2. El beneficiario deberá asumir, en todo caso, 
el diseño de la acción subvencionada, la elabo-
ración final de resultados e informes, así como 
la coordinación de todas las fases de realiza-
ción de la acción objeto de la subvención, no 
pudiendo delegar ni contratar con terceros el 
desarrollo total ni parcial de estas actividades. 

La ejecución de cualquier otra actividad ne-
cesaria para el desarrollo de la acción podrá 
ser subcontratada con otra entidad, teniendo 
en cuenta lo dispuesto en el artículo 29 de 
la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General 
de Subvenciones y en la presente orden, así 
como lo que establezca la correspondiente 
convocatoria. 

Las entidades subcontratadas para la ejecu-
ción de la acción no podrán contratar, a su vez, 
con terceros aquello que es objeto del contra-
to suscrito con la entidad beneficiaria. 

3. La entidad beneficiaria deberá contar con 
recursos humanos y materiales propios para 
las funciones que según se indica en el apar-
tado anterior le corresponden, y, en todo caso, 

asumirá la total responsabilidad de la ejecu-
ción de la actividad subvencionada frente a 
la Administración, debiendo asegurar, tanto 
aquélla como el subcontratista, el desarrollo 
satisfactorio de las funciones de los organis-
mos de seguimiento y control. 

4. Las convocatorias podrán establecer el por-
centaje de actividad subvencionada que la en-
tidad beneficiaria podrá subcontratar con ter-
ceros para cada tipo de acción. En el supuesto 
de que la correspondiente convocatoria no 
fije dicho porcentaje se estará a lo dispuesto 
en el artículo 29.2 de la Ley 38/2003, de 17 de 
noviembre, General de Subvenciones. 

5. La autorización previa del órgano conce-
dente a que hace referencia el artículo 29.3.b) 
y 7.d) 2.ª de la Ley 38/2005, de 17 de noviembre, 
General de Subvenciones, podrá realizarse de 
forma expresa en la resolución de concesión 
de la subvención o bien mediante resolución 
posterior emitida en el plazo de 15 días a con-
tar desde la solicitud de la autorización. Se 
entenderá otorgada la autorización cuando 
transcurra el citado plazo sin pronunciamiento 
del órgano concedente. 

6. A los efectos de lo previsto en el articulo 
31.3 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, 
General de Subvenciones, se considerará que 
el beneficiario ha cumplido lo allí establecido 
cuando justifique de modo razonado que la 
elección del proveedor responde a criterios 
de eficacia y economía, teniendo en cuenta 
el tipo de acción a realizar y el ámbito en que 
ésta se desarrolla, tal como dispone la dispo-
sición adicional quinta de la Ley 43/2006, de 
29 de diciembre, para la mejora del crecimien-
to y del empleo. 

7. Al objeto de garantizar el efecto trans-
ferible de las acciones subvencionadas, el 
beneficiario de la subvención deberá ceder 
al órgano concedente los derechos de explo-
tación del material elaborado como resul-
tado de la acción financiada, con reserva de 
los mismos a favor del beneficiario, dentro 
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de los términos establecidos por el Real De-
creto Legislativo 1/1996, de 12 de abril, por el 
que se aprueba el Texto Refundido de la Ley 
de Propiedad Intelectual. 

La cesión de derechos anteriormente des-
crita se entenderá referida a los resultados 
o productos de la acción subvencionada. No 
se podrá obtener beneficio económico algu-
no de la utilización de dichos productos ni del 
ejercicio de los derechos de explotación de 
los mismos. 

Artículo 15. Justificación de la subvención. 
1. El beneficiario deberá justificar la realiza-
ción de la actividad subvencionada, así como 
los gastos generados por dicha actividad. Para 
ello, deberá tener en cuenta lo establecido en 
el artículo 31 de la Ley 38/2003, de 17 de no-
viembre, General de Subvenciones, así como 
la relación de costes subvencionables conte-
nidos en el Anexo de esta orden. 

2. En el plazo máximo de dos meses tras la fina-
lización de la ejecución de las acciones subven-
cionadas, el beneficiario deberá presentar ante 
el órgano que determinen las convocatorias y 
conforme a las instrucciones e impresos norma-
lizados que se establezcan al efecto en aquéllas: 

a) La documentación justificativa de la realiza-
ción de las actividades subvencionadas. 
b) Los productos finales íntegros, que den 
cumplimiento al objeto para el que se ha con-
cedido la subvención conforme a lo dispuesto 
en la correspondiente convocatoria. 
c) La cuenta justificativa con la estructura 
y alcance que corresponda en función de la 
forma que se determine en las convocatorias 
de entre las previstas en la Sección 2.ª del 
Capítulo II del Título II del Reglamento de la 
Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de 
Subvenciones, aprobado por el Real Decreto 
887/2006, de 21 de julio. 
Si la cuenta justificativa adoptara la forma 
prevista en la Subsección 1.ª de la citada Sec-
ción 2.ª «cuenta justificativa con aportación 

de justificantes de gastos», las convocatorias 
podrán prever el estampillado de los justifi-
cantes originales y su sustitución por fotoco-
pias compulsadas. Asimismo, las convocato-
rias podrán establecer el método con arreglo 
al cual el órgano concedente de la subvención 
llevará a cabo la comprobación de la justifica-
ción documental de la subvención. 
d) La acreditación de haber ingresado el im-
porte correspondiente a la diferencia entre la 
cantidad justificada y la recibida en concepto 
de anticipo, en su caso. 

Transcurrido el plazo establecido para la jus-
tificación de la subvención sin que se hubiese 
presentado la documentación a que se refiere 
este apartado, el órgano competente requeri-
rá al beneficiario para que en el plazo impro-
rrogable de 15 días aporte la misma. La falta de 
presentación de la justificación transcurrido 
este nuevo plazo llevará aparejada la pérdida 
del derecho al cobro de la subvención o, en su 
caso, el inicio del procedimiento de reintegro 
previsto en el artículo 18. 

En todo caso, si la documentación presenta-
da fuese insuficiente para considerar correc-
tamente justificada la subvención concedida, 
el órgano competente pondrá en conocimien-
to de los beneficiarios las insuficiencias ob-
servadas para que en el plazo de 10 días sean 
subsanadas. 

3. Cuando las actividades subvencionadas 
hayan sido financiadas, además de con la 
subvención, con fondos propios u otras sub-
venciones o recursos, deberá acreditarse en 
la justificación el importe, procedencia y apli-
cación de tales fondos a las actividades sub-
vencionadas. 

4. El beneficiario de la subvención estará 
obligado a conservar, durante un plazo de 4 
años, salvo que las convocatorias establez-
can un plazo diferente, los justificantes de la 
realización de la actividad que fundamenta 
la concesión de la subvención, así como de 
la aplicación de los fondos recibidos. El cita-
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do plazo se computará a partir del momento 
en que finalice el período establecido para 
presentar la citada justificación por parte 
del beneficiario. En el supuesto de acciones 
cofinanciadas con fondos comunitarios, se 
aplicará a este respecto lo que establezca la 
normativa comunitaria.  Las entidades que, sin 
haber transcurrido el citado período, decidan 
suspender su actividad o disolverse, deberán 
remitir copia de la citada documentación al 
órgano competente. 

5. Una vez presentada la documentación se-
ñalada en el apartado 2 de este artículo, se 
realizará por el órgano que establezcan las 
convocatorias la correspondiente comproba-
ción técnico-económica.  Si como resultado de 
dicha comprobación se dedujera que el coste 
subvencionable ha sido inferior a la subven-
ción concedida o que se han incumplido, total 
o parcialmente, requisitos establecidos en la 
normativa aplicable para la justificación de la 
subvención o los fines para los que fue conce-
dida la misma el órgano concedente notificará 
tal circunstancia al interesado junto a los re-
sultados de la comprobación técnico-econó-
mica, acordando el inicio del procedimiento de 
reintegro total o parcial de la subvención pre-
visto en el artículo 18 o, en su caso, del proce-
dimiento para declarar la pérdida del derecho 
al cobro de la subvención. 

CAPÍTULO III 
CALIDAD, EVALUACIÓN, SEGUIMIENTO Y 
CONTROL 

Artículo 16. Calidad y evaluación. 
1. De acuerdo con lo establecido en los artí-
culos 16 y 17 de la ley Orgánica 5/2002, de 19 
de junio, de las Cualificaciones y de la Forma-
ción Profesional, y en los artículos 36 y 37 del 
Real Decreto 395/2007, de 23 de marzo, las 
Administraciones competentes promoverán 
y garantizarán la calidad de las acciones de 
investigación e innovación y llevarán a cabo un 
seguimiento y evaluación de las mismas con 

objeto de asegurar su eficacia y adecuación 
permanente a la mejora de la formación pro-
fesional para el empleo o para la difusión del 
conjunto del subsistema de formación profe-
sional para el empleo. 

2. El Servicio Público de Empleo Estatal, con el 
apoyo técnico de la Fundación Tripartita para 
la Formación en el Empleo, y los órganos com-
petentes de las Comunidades Autónomas eva-
luarán, en sus respectivos ámbitos de gestión, 
entre otros aspectos, la eficacia y el impacto 
de las acciones de investigación e innovación 
en la formación profesional para el empleo o 
en la difusión del subsistema, así como la efi-
ciencia de los recursos económicos y medios 
empleados. 

3. Las entidades beneficiarias y aquellas enti-
dades subcontratadas para la ejecución de las 
acciones subvencionadas estarán obligadas a 
facilitar a los órganos concedentes los cues-
tionarios y documentos que sean necesarios 
para estos fines. 

Artículo 17. Seguimiento y control. 
1. El Servicio Público de Empleo Estatal, con el 
apoyo técnico de la Fundación Tripartita para 
la Formación en el Empleo, y las Comunida-
des Autónomas realizarán, en sus respectivos 
ámbitos de gestión, las actuaciones de segui-
miento y control de las acciones subvencio-
nadas, con el fin de comprobar el adecuado 
desarrollo y verificar el cumplimiento de las 
condiciones y requisitos establecidos en esta 
Orden y en las respectivas convocatorias, se-
gún lo dispuesto en el artículo 38 del Real De-
creto 395/2007, de 23 de marzo, por el que se 
regula el subsistema de formación profesional 
para el empleo. 

2. Teniendo en cuenta las características espe-
cíficas de los tipos de acción que se financien, 
la correspondiente convocatoria establecerá 
las modalidades oportunas de seguimiento 
con el fin de supervisar el desarrollo de la ac-
tividad subvencionada durante su realización 
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y facilitar la adecuación de la acción a las con-
diciones establecidas en las especificaciones 
técnicas de la convocatoria. 

3. Durante la ejecución de las acciones, el be-
neficiario deberá comunicar al órgano com-
petente cualquier incidencia o cambio que se 
produzca en el desarrollo de las mismas, sin 
que pueda alterar las condiciones de la resolu-
ción de concesión. Estas incidencias deberán 
comunicarse con la antelación mínima que es-
tablezca la convocatoria. 

4. Una vez finalizada la ejecución de las ac-
ciones se realizarán las actuaciones de se-
guimiento ex-post, a través de las evidencias 
físicas, con el fin de comprobar, entre otros, 
los siguientes extremos: 

a) Ejecución de la actividad subvencionada. 
b) Documentación justificativa de los costes, 
su contabilización y pago, teniendo en cuenta 
los requisitos establecidos por la normativa 
española y la comunitaria respecto de la cofi-
nanciación del Fondo Social Europeo. 

5. Tanto la entidad beneficiaria como las em-
presas o entidades subcontratadas para la 
ejecución de las acciones deberán facilitar di-
chas actuaciones de comprobación. El benefi-
ciario no resultará exonerado de estas obliga-
ciones si el desarrollo de las acciones resulta 
parcialmente contratado con terceros. 

Artículo 18. Incumplimientos y reintegros. 
1. El incumplimiento de los requisitos estable-
cidos en la presente orden y demás normas 
aplicables, así como de las condiciones que 
se hayan establecido en la correspondiente 
resolución de concesión dará lugar, previo el 
oportuno procedimiento de reintegro, a la 
obligación de devolver total o parcialmente la 
subvención percibida y los intereses de demo-
ra correspondientes. 

2. La graduación de los posibles incumplimien-
tos a que se hace referencia en el apartado 

anterior se determinará de acuerdo con los 
siguientes criterios: 

a) En el supuesto de incumplimiento total: 
El incumplimiento total de los fines para los 
que se concedió la subvención o de la obliga-
ción de justificación de la misma dará lugar al 
reintegro del 100 por ciento de la subvención 
concedida. 
b) En el supuesto de incumplimiento parcial: 
El incumplimiento parcial de los fines para los 
que se concedió la subvención o de la obliga-
ción de su justificación dará lugar al reintegro 
parcial de la subvención concedida. La subven-
ción y el presupuesto financiable a justificar se 
minorará en el porcentaje que haya dejado de 
cumplirse, siempre que los gastos hayan sido 
debidamente justificados. 

Artículo 19. Infracciones y sanciones. 
La obligación de reintegro establecida en el 
artículo 18 se entenderá sin perjuicio de lo pre-
visto en el título IV de la Ley 38/2003, de 17 de 
noviembre, General de Subvenciones, en lo re-
lativo a Infracciones y sanciones administrati-
vas en materia de subvenciones, si concurrie-
sen las acciones y omisiones tipificadas en la 
citada Ley.  Las infracciones podrán ser califi-
cadas como leves, graves o muy graves y lleva-
rán aparejadas las sanciones que en cada caso 
corresponda de acuerdo con lo previsto en los 
artículos 59 y siguientes de la Ley 38/2003, de 
17 de noviembre, General de Subvenciones. 

Disposición adicional primera. Órgano coligiado. 
En el ámbito de gestión de la Administración 
General del Estado, el órgano colegiado pre-
visto en el artículo 22.1 de la Ley 38/2003, de 
17 de noviembre, General de Subvenciones 
tendrá la misma composición que la Comisión 
Permanente del Patronato de la Fundación 
Tripartita para la Formación en el Empleo. 

Disposición adicional segunda. Fundación 
Tripartita para la Formación en el Empleo. 
De conformidad con lo previsto en la disposi-
ción adicional quinta de la Ley 43/2006, de 29 
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de diciembre, para la mejora del crecimiento 
y del empleo, la Fundación Tripartita para la 
Formación en el Empleo actuará como entidad 
colaboradora del Servicio Público de Empleo 
Estatal en la gestión de las convocatorias de 
subvenciones públicas que se realicen por di-
cho organismo en desarrollo de lo previsto en 
esta orden. La Fundación Tripartita colaborará 
en la instrucción de los procedimientos y en la 
elaboración de las propuestas relativas a la 
resolución y justificación de las subvenciones, 
correspondiendo al Servicio Público de Em-
pleo Estatal las competencias de concesión 
y pago de las subvenciones. Asimismo, la Fun-
dación Tripartita para la Formación en el Em-
pleo tendrá la condición de entidad encargada 
del tratamiento de los datos incluidos en los 
ficheros de titularidad del Servicio Público de 
Empleo Estatal, que resulten de las actuacio-
nes de colaboración descritas anteriormente. 
A estos efectos, ambas entidades suscribirán 
el correspondiente convenio de colaboración 
de acuerdo con lo establecido en los artículos 
12 y siguientes de la Ley 38/2003, de 17 de no-
viembre, General de Subvenciones. 

Disposición adicional tercera. Anticipo del 
pago de la subvención. 
Respecto a las acciones desarrolladas en el 
marco de la convocatoria de ámbito estatal, 
no será de aplicación lo dispuesto en la Orden 
TAS/1622/2002, de 13 de junio (Boletín Oficial 
del Estado de 29 de junio), por la que se deter-
mina la forma de garantizar los anticipos de 
pago de subvenciones concedidas por el Ser-
vicio Público de Empleo Estatal. 

Disposición adicional cuarta. Información y 
difusión. 
En el marco del Sistema Nacional de Empleo, 
el Servicio Público de Estatal con el apoyo 
técnico de la Fundación Tripartita para la For-
mación en el Empleo, pondrá a disposición de 
los posibles usuarios una base de datos que 
permita consultar los productos resultado de 
las acciones realizadas en el marco de esta 
orden, con el objetivo de garantizar la mayor 
difusión de estas acciones y su efecto trans-

ferible, sin perjuicio de otras medidas de in-
formación y difusión que adopten los órganos 
competentes de las Comunidades Autónomas 
con respecto a las acciones desarrolladas en 
sus respectivos ámbitos. 

Disposición adicional quinta. Planificación 
plurianual de las acciones. 
En tanto no se realice la planificación plu-
rianual a la que se refiere el artículo 30 del 
Real Decreto 395/2007, de 23 de marzo, por 
el que se regula el subsistema de formación 
profesional para el empleo, se estará a lo dis-
puesto en esta orden. 

Con el fin de asegurar la complementarie-
dad de las acciones ejecutadas, la Fundación 
Tripartita pondrá a disposición del Servicio 
Público de Empleo Estatal y los órganos com-
petentes de las Comunidades Autónomas, los 
instrumentos que faciliten la recogida, inte-
gración y consulta de la información relativa 
a las acciones de investigación e innovación 
que se realizan en los diferentes ámbitos de 
competencia. 

Disposición adicional sexta. Devolución de la 
subvención. 
De acuerdo con lo establecido en el artículo 90 
del Reglamento de la Ley General de Subven-
ciones, aprobado por Real Decreto 887/2006, 
de 21 de julio, las convocatorias darán publi-
cidad de los medios disponibles para que los 
beneficiarios puedan realizar, en su caso, la 
devolución voluntaria de la subvención. 

Disposición transitoria única. Acciones de in-
formación y orientación. 
1. Mientras no se desarrolle el artículo 31 del 
Real Decreto 395/2007, de 23 de marzo, por 
el que se regula el subsistema de formación 
profesional para el empleo, las convocatorias 
que publiquen las Administraciones públicas 
competentes podrán contemplar la conce-
sión de subvenciones para la financiación 
de acciones de información y orientación de 
acuerdo con las bases reguladoras conteni-
das en esta orden. 
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2. El objetivo de este tipo de acciones será 
facilitar el desarrollo de los recursos necesa-
rios para disponer de un sistema integrado de 
orientación profesional en materia de forma-
ción y empleo en relación con las posibilidades 
de acreditación de las competencias profesio-
nales adquiridas por los trabajadores a través 
de procesos formativos formales y no forma-
les y de la experiencia laboral. 

3. Estas acciones facilitarán a los trabajado-
res la información, acompañamiento y orien-
tación sobre las posibilidades de formación y 
movilidad profesional, así como sobre las dife-
rentes vías de acceso a las acciones de forma-
ción profesional para el empleo generadoras 
de competencias profesionales. 

Disposición final primera. Título competencial. 
La presente orden se dicta al amparo de lo 
dispuesto en el artículo 149.1.7.ª de la Consti-
tución, que atribuye al Estado la competencia 
exclusiva en materia de legislación laboral, sin 
perjuicio de su ejecución por los órganos de 
las Comunidades Autónomas. 

Disposición final segunda. Normativa aplicable. 
En todo lo no previsto en la presente orden será 
de aplicación la Ley 38/2003, de 17 de noviem-
bre, General de Subvenciones, el Real Decreto 
887/2006, de 21 de julio, por el que se aprueba 
el Reglamento de desarrollo de la misma, la 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común, modifi-
cada por la Ley 4/1999, de 13 de enero, el Real 
Decreto 395/2007, de 23 de marzo, por el que 
se regula el subsistema de formación profesio-
nal para el empleo y cualquier otra disposición 
normativa aplicable por razón de la materia. 

Disposición final tercera. Facultades de aplicación. 
El Director General del Servicio Público de 
Empleo Estatal y los órganos competentes 
de las Administraciones autonómicas podrán 
dictar, en sus respectivos ámbitos competen-
ciales, las disposiciones que sean necesarias 
para la aplicación de la presente orden. 

Disposición final cuarta. Entrada en vigor. 
La presente orden entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el «Boletín Ofi-
cial del Estado». 

Madrid, 26 de septiembre de 2008.
CELESTINO CORBACHO CHAVES. 

Ministro de Trabajo e Inmigración
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ANEXO 
Costes financiables 

1. Costes directos de las acciones subvencionadas: 

a) Las retribuciones de personal interno y 
externo pudiéndose incluir salarios, seguros 
sociales y, en general, todos los costes impu-
tables al personal en el ejercicio de las activi-
dades que forman parte de la ejecución de las 
acciones aprobadas. 
b) Los gastos de amortización de equipos y 
plataformas tecnológicas utilizados, calcula-
dos con criterios de amortización aceptados 
en las normas de contabilidad, así como el al-
quiler o arrendamiento financiero de los mis-
mos, excluidos sus intereses, soportados en la 
ejecución de las acciones aprobadas. 
c) Gastos en bienes consumibles utilizados en 
la realización de las acciones aprobadas. 
d) Los gastos de alquiler, arrendamiento finan-
ciero, excluidos sus intereses, o amortización 
de los locales utilizados expresamente en el 
desarrollo de las acciones aprobadas. 
e) Gastos de transporte, manutención y 
alojamiento que se realicen en el territorio 
nacional, con los límites fijados en la Orden 
EHA/3771/2005, de 2 de diciembre, imputa-
bles al personal que participa en la ejecución 
de las acciones aprobadas. Se podrán incluir 
en este apartado los costes de transporte, 
manutención y alojamiento fuera del terri-
torio nacional cuando sea necesario para el 
desarrollo de alguna de las acciones subven-
cionables y así esté contemplado en la co-
rrespondiente convocatoria. 
f) Costes directamente ocasionados por la eje-
cución de las acciones subvencionadas, que no 
se recojan en el resto de los apartados, tales 
como publicidad, difusión, comunicación, entre 
otros, cuando estas actividades estén contem-
pladas en la correspondiente convocatoria. 

En el caso de que la cuenta justificativa se 
realice con informe auditor de acuerdo con 
lo previsto en el artículo 74 del Real Decreto 
887/2006, de 21 de julio, los gastos derivados 
de la realización de dicho informe serán sub-

vencionables, estableciéndose en la convoca-
toria una financiación adicional sólo para el 
supuesto de que el citado informe sea precep-
tivo para el beneficiario. 

2. Costes asociados de las acciones subven-
cionadas: Luz, agua, calefacción, teléfono, 
mensajería, correo, limpieza, seguridad y 
otros costes, no especificados anteriormente, 
asociados a la ejecución de la actividad sub-
vencionada. 

De conformidad con el artículo 31, apartado 9, 
de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, Gene-
ral de Subvenciones, estos costes habrán de 
imputarse por el beneficiario a la actividad 
subvencionada en la parte que razonablemen-
te corresponda de acuerdo con principios y 
normas de contabilidad generalmente admiti-
das y, en todo caso, en la medida en que tales 
costes correspondan al período en que efecti-
vamente se realiza la actividad. 

La suma de los costes asociados no podrá su-
perar el 10 por ciento del total de los costes 
directos de las acciones subvencionadas. 

3. En todo caso, los costes subvencionables 
previstos en este anexo deben responder 
a costes reales, efectivamente realizados, 
pagados y justificados mediante facturas o 
documentos contables de valor probatorio 
equivalente.
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El Real Decreto 395/2007, de 23 de marzo, por 
el que se regula el subsistema de formación 
profesional para el empleo contempla la for-
mación de demanda, entendida como aquella 
que realizan las empresas para sus trabajado-
res, incluyendo los permisos individuales de 
formación, y que responde a las necesidades 
específicas que plantean unas y otros. 

La presente Orden desarrolla dicha formación 
de demanda desde el objetivo de conseguir una 
mayor promoción e integración social de los 
trabajadores, así como una mejora de la compe-
titividad de las empresas. Y ello contando con 
la responsabilidad compartida de la Adminis-
tración, los agentes sociales y la colaboración 
de las diferentes entidades e instituciones que 
actúan en el campo de la formación. 

Asimismo, se respetan las competencias de 
gestión de las Comunidades Autónomas, que 
asumen las funciones de evaluación, segui-

miento y control de la formación que realicen 
las empresas que tengan todos sus centros de 
trabajo dentro de su territorio. Así se profun-
diza en la colaboración y cooperación entre las 
Administraciones públicas de las Comunida-
des Autónomas y la del Estado. 
Por otra parte, la orden contempla, de acuerdo 
con lo expresado en el Real Decreto 395/2007, 
de 23 de marzo, el deber de información a la 
representación legal de los trabajadores res-
pecto de la formación que se realice en el seno 
de las empresas, garantizando así el diálogo 
social entre empresarios y trabajadores en 
dicho ámbito. Las empresas disponen de un 
crédito para la formación de sus trabajadores 
que pueden hacer efectivo mediante la aplica-
ción de bonificaciones a la Seguridad Social 
una vez realizada dicha formación. La cuantía 
de dicho crédito se fijará teniendo en cuen-
ta el importe ingresado por las empresas en 
concepto de formación profesional durante 
el ejercicio anterior, mediante la aplicación a 

ORDEN TAS/2307/2007, 
de 27 de julio, por la que se 
desarrolla parcialmente 
el Real Decreto 395/2007, 
de 23 de marzo, por el que 
se regula el subsistema 
de formación profesional 
para el empleo en materia 
de formación de demanda 
y su financiación, y se 
crea el correspondiente 
sistema telemático, así 
como los ficheros de datos 
personales de titularidad 
del Servicio Público de 
Empleo Estatal
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dicho importe de un porcentaje de bonifica-
ciones que se fija en la Ley de Presupuestos 
Generales del Estado para cada ejercicio y que 
será inversamente proporcional al tamaño de 
las empresas. En todo caso, se garantiza un 
crédito mínimo de bonificación en la cuantía 
que se determine en la ley anteriormente ci-
tada. Además, la presente orden reconoce un 
crédito adicional a las empresas para la reali-
zación de permisos individuales de formación, 
favoreciendo su generalización al conjunto de 
los trabajadores, dentro del respeto a la orga-
nización del trabajo en el seno de la empresa. 

Este modelo de financiación ofrece un marco 
de seguridad jurídica y de transparencia al per-
mitir a las empresas conocer al comienzo de 
cada ejercicio el crédito de que disponen para 
la formación de sus trabajadores, potenciando 
la planificación y la integración de la formación 
en el devenir cotidiano de la empresa. Con la 
presente orden ministerial cada empresa, con 
independencia del tamaño, actividad o ubica-
ción, puede libremente elegir la formación que 
considere necesario realizar, seleccionar el 
contenido de la misma y determinar el lugar y 
la fecha de su impartición. Así, el acceso de las 
empresas a la formación se canaliza median-
te un sistema telemático creado a tal efecto 
que facilita y agiliza las relaciones entre las 
empresas y la Administración. Además, se re-
ducen los periodos de comunicación a la Admi-
nistración por parte de las empresas, medida 
que favorecerá la flexibilidad en la toma de 
decisiones en las empresas, sobre todo en lo 
que se refiere a aquellas incidencias que con 
carácter más frecuente se dan en el desarrollo 
práctico de la formación. 

Por otra parte, se actualizan los módulos eco-
nómicos máximos aplicables por las empresas 
según la modalidad de impartición y el nivel de 
formación, excluyendo su aplicación para las 
empresas de menos de 10 trabajadores, lo que 
sin duda favorecerá el acceso a la formación a 
este segmento de empresas, a fin de alcanzar 
un mayor nivel de penetración de la formación 
en ese ámbito, que presenta todavía unos por-

centajes alejados respecto del que represen-
tan empresas con mayor tamaño. 

Así mismo, resulta necesario subrayar la con-
sideración de la formación no como un gasto 
para las empresas sino como una inversión 
rentable para la mejora y competitividad de 
la misma, por lo que se introduce la exigencia 
de cofinanciación de la formación para las 
empresas, salvo para aquellas de menos de 10 
trabajadores. Exención establecida, en la línea 
de lo apuntado anteriormente, para fomentar 
el acceso a la formación de estas empresas. El 
Real Decreto 263/1996, de 16 de febrero, por 
el que se regula la utilización de técnicas elec-
trónicas, informáticas y telemáticas por la Ad-
ministración General del Estado, establece los 
requisitos que deberán cumplir las aplicacio-
nes y programas que efectúen tratamientos de 
información cuyo resultado sea utilizado para 
el ejercicio de las potestades que tiene atribui-
da la Administración General del Estado. 

Por otro lado, y al objeto del acceso al sistema 
telemático se tendrán en cuenta las especifi-
caciones y requisitos establecidos en la Ley 
59/2003, de 19 de diciembre, de firma elec-
trónica. En relación con el tratamiento de los 
datos personales, y tal y como establece el ar-
tículo 20 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de 
diciembre, de Protección de Datos de Carác-
ter Personal, se procede a la creación de los 
ficheros automatizados de datos de carácter 
personal asociados al sistema telemático de 
formación profesional para el empleo. 

Esta orden se dicta en desarrollo parcial del 
Real Decreto 395/2007, de 23 de marzo, por 
el que se regula el subsistema de formación 
profesional para el empleo, en cuya disposi-
ción final segunda se habilita al Ministro de 
Trabajo y Asuntos Sociales para dictar cuan-
tas normas sean necesarias para su desarrollo 
y ejecución. En el proceso de elaboración han 
sido consultadas las organizaciones empre-
sariales y sindicales presentes en la Comisión 
Tripartita de Formación Continua, ha sido in-
formada la Conferencia Sectorial de Asuntos 
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Laborales, y se ha evacuado el informe previo 
de la Comisión Ministerial de Administración 
Electrónica y de la Abogacía del Estado del 
Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales. 

En su virtud, con la aprobación previa de la Mi-
nistra de Administraciones Públicas, 

D I S P O N G O: 

CAPÍTULO I 
DISPOSICIONES GENERALES 

Artículo 1. Objeto. 
La presente orden ministerial tiene por obje-
to el desarrollo de la formación de demanda 
prevista en el Real Decreto 395/2007, de 23 
de marzo, por el que se regula el subsistema 
de formación profesional para el empleo, así 
como su régimen de financiación, mediante 
bonificaciones en las cotizaciones a la Seguri-
dad Social, y la creación del correspondiente 
sistema telemático así como de los ficheros 
de datos personales de dicho subsistema.
 
La formación de demanda, integrada por las 
acciones formativas de las empresas y los 
permisos individuales de formación, tiene por 
finalidad responder a las necesidades especí-
ficas de formación detectadas por las empre-
sas y sus trabajadores. 
Artículo 2. Normativa reguladora. 
Las bonificaciones mediante las que se finan-
cie la formación de demanda no tienen carác-
ter subvencional de conformidad con lo dis-
puesto en el artículo 2.4.g) de la Ley 38/2003, 
de 17 de noviembre, General de Subvenciones, 
siéndole de aplicación específica las siguien-
tes disposiciones: 

a) La Ley de Presupuestos Generales del Es-
tado para cada ejercicio en lo relativo a la fi-
nanciación de la formación profesional para el 
empleo. 
b) El Real Decreto 395/2007, de 23 de marzo, 
por el que se regula el subsistema de forma-
ción profesional para el empleo. 

c) La presente orden ministerial y demás dis-
posiciones que se dicten en su desarrollo. 
d) El Real Decreto 263/1996, de 16 de febrero, 
por el que se regula la utilización de técnicas 
electrónicas, informáticas y telemáticas por 
la Administración General del Estado. 
e) La Ley 59/2003, de 19 de diciembre, de fir-
ma electrónica. 
f) La Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, 
de Protección de Datos de Carácter Personal. 

Artículo 3. Administración pública compe-
tente. 
1. La Administración pública competente para 
el desarrollo y ejecución de las actividades 
de seguimiento, control y evaluación contem-
pladas en esta orden será la que resulte de 
aplicar la distribución competencial que en el 
marco del Sistema Nacional de Empleo esta-
blece la disposición adicional primera del Real 
Decreto 395/2007, de 23 de marzo, en relación 
con lo dispuesto en la disposición transitoria 
cuarta de la citada norma. 

2. El Servicio Público de Empleo Estatal ac-
tuará con el apoyo técnico de la Fundación 
Tripartita para la Formación en el Empleo en 
el desarrollo y ejecución de las funciones y 
actividades que competen al citado organis-
mo en el marco de lo establecido en la pre-
sente orden. 
Artículo 4. Empresas beneficiarias. 
Podrán ser beneficiarias de las bonificaciones 
en las cotizaciones a la Seguridad Social regu-
ladas en esta orden todas las empresas que 
tengan centros de trabajo en el territorio esta-
tal, cualquiera que sea su tamaño y ubicación, 
desarrollen formación para sus trabajadores y 
coticen por formación profesional. 

Artículo 5. Obligaciones de las empresas be-
neficiarias. 
1. Constituyen obligaciones de las empre-
sas beneficiarias, además de las previstas 
en otros artículos de la presente orden, las 
siguientes: 
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a) Identificar en cuenta separada o epígrafe 
específico de su contabilidad todos los gastos 
de ejecución de las acciones formativas y per-
misos individuales de formación, así como las 
bonificaciones que se apliquen, bajo la deno-
minación o epígrafe de «formación profesio-
nal para el empleo». 
b) Someterse a las actuaciones de compro-
bación, seguimiento y control que realicen las 
Administraciones públicas competentes y los 
demás órganos de control, según lo estableci-
do en el artículo 38 del Real Decreto 395/2007, 
de 23 de marzo. 
c) Custodiar la documentación acreditativa 
de la asistencia diaria de los participantes a 
las acciones formativas. A tal fin, se pondrá a 
disposición de las empresas un modelo de do-
cumento de control de asistencia a través del 
sistema telemático previsto en el artículo 9 de 
esta orden en el que se incluyan los datos que, 
al menos, deberán contener los documentos 
que se utilicen para acreditar dicha asistencia. 
d) Garantizar la gratuidad de las iniciativas de 
formación a los participantes en las mismas. 
e) Hallarse la empresa al corriente en el cum-
plimiento de sus obligaciones tributarias y 
frente a la Seguridad Social en el momento de 
aplicarse las bonificaciones. 

2. Durante un período mínimo de 4 años, las 
empresas deberán mantener a disposición de 
los órganos de control competentes la docu-
mentación justificativa de la formación por 
la que hayan disfrutado de bonificaciones en 
las cotizaciones a la Seguridad Social. Las em-
presas que, sin haber transcurrido el período 
establecido para mantener la documentación 
justificativa de las bonificaciones aplicadas, 
suspendan su actividad económica, deberán 
remitir copia de la citada documentación a la 
Administración pública competente, a través 
del órgano que determine. Cuando la citada 
Administración sea la autonómica, dará tras-
lado de dicha información al Servicio Público 
de Empleo Estatal. 

3. Cuando se produzcan transformaciones, fu-
siones o escisiones, las empresas resultantes 

de las mismas deberán comunicar tales cir-
cunstancias a través del sistema telemático 
previsto en el artículo 9. 

4. Las empresas serán directamente res-
ponsables de los incumplimientos de las 
obligaciones mencionadas en los apartados 
anteriores, aun cuando los mismos se deban a 
la actuación de las entidades con las que con-
traten la impartición de la formación o de las 
entidades organizadoras de la formación en la 
agrupación de empresas prevista en el artícu-
lo 17 de la presente orden. 

Artículo 6. Trabajadores destinatarios de la 
formación de demanda. 
1. De conformidad con lo establecido en el artí-
culo 5 del Real Decreto 395/2007, de 23 de mar-
zo, podrán participar en la formación de deman-
da regulada en esta orden, y en los términos y 
condiciones que en ella se determinan: 

a) Los trabajadores asalariados que prestan 
sus servicios en empresas o en entidades 
públicas no incluidas en el ámbito de aplica-
ción de los acuerdos de formación en las Ad-
ministraciones públicas. Se podrá requerir la 
acreditación de la no inclusión en el ámbito de 
aplicación de los referidos acuerdos mediante 
declaración firmada por el representante de la 
entidad pública correspondiente. 
b) Los trabajadores que se encuentren en al-
guna de las siguientes situaciones: 

Trabajadores fijos discontinuos en los perío-
dos de no ocupación. 
Trabajadores que accedan a situación de des-
empleo cuando se encuentren en período for-
mativo. 
Trabajadores acogidos a regulación de empleo 
en sus períodos de suspensión de empleo por 
expediente autorizado. 

2. La participación de los trabajadores en las 
acciones formativas no podrá ser superior a 8 
horas diarias. 
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Artículo 7. Colectivos prioritarios y medidas 
activas en el marco de la Estrategia Europea 
de Empleo. 
1. Podrán ser prioritarios para participar en las 
acciones de formación de demanda reguladas 
en esta orden los trabajadores ocupados per-
tenecientes a los colectivos señalados en el 
artículo 5.3 letra b) Real Decreto 395/2007, de 
23 de marzo. Para las acciones cofinanciadas 
por el Fondo Social Europeo serán asimismo 
prioritarios los colectivos que específicamen-
te se incluyan en el correspondiente Programa 
Operativo. Mediante resolución de la Direc-
ción General del Servicio Público de Empleo 
Estatal, se establecerán los términos, condi-
ciones y proporción en que habrá de producir-
se dicha participación. 

2. Las Administraciones públicas competen-
tes promoverán las medidas de apoyo previs-
tas en el artículo 19 del Real Decreto 395/2007, 
de 23 de marzo, para facilitar y generalizar el 
acceso de las pequeñas y medianas empresas 
a la formación de sus trabajadores. A estos 
efectos, se entiende por pequeña y mediana 
empresa aquella cuya plantilla media anual no 
exceda de 250 trabajadores y que no esté par-
ticipada en un 25 por 100 o más de su capital o 
de sus derechos de voto por otras empresas 
que no reúnan el requisito anterior sobre di-
cha plantilla. 

3. Cuando se trate de formación de carácter 
transversal en áreas consideradas priorita-
rias, las empresas podrán desarrollar módulos 
formativos con una duración mínima de 4 y 
una máxima de 6 horas. Son áreas prioritarias 
las consideradas como tales por la Adminis-
tración laboral competente tanto en el mar-
co de la Estrategia Europea de Empleo y del 
Sistema Nacional de Empleo como en el de 
las directrices establecidas por la Unión Eu-
ropea. En todo caso, son áreas prioritarias las 
relativas a las tecnologías de la información y 
la comunicación, la prevención de riesgos la-
borales, la sensibilización en medio ambiente 
y aquellas otras que se establezcan con este 
carácter mediante resolución de la Dirección 

General del Servicio Público de Empleo Esta-
tal, publicada en el Boletín Oficial del Estado, 
que podrá incluir las propuestas de las Comu-
nidades Autónomas. 

Artículo 8. Financiación de la formación de 
demanda. 
1. Las bonificaciones en las cuotas de la Se-
guridad Social ingresadas por las empresas 
con las que se financian las acciones forma-
tivas de las empresas y los permisos indivi-
duales de formación se aplicarán con cargo al 
Presupuesto de Gastos del Servicio Público 
de Empleo Estatal para el correspondiente 
ejercicio. 

2. Las empresas participarán en la financiación 
de los costes de las acciones formativas en la 
cuantía mínima señalada en el artículo 14 de 
esta orden, salvo las empresas de menos de 
10 trabajadores que, de acuerdo con el artículo 
14 del Real Decreto 395/2007, de 23 de marzo, 
estarán exentas de dicha obligación. 

La cofinanciación privada prevista en el pá-
rrafo anterior no será aplicable a los permisos 
individuales de formación. 

Artículo 9. Sistema telemático. 
1. Se crea el sistema telemático implantado 
por el Servicio Público de Empleo Estatal en 
el marco del Sistema Nacional de Empleo, se-
gún lo establecido en el artículo 16.3 del Real 
Decreto 395/2007, de 23 de marzo, que esta-
rá al servicio de todas las empresas y de sus 
entidades organizadoras para el acceso a la 
información, así como a los documentos nor-
malizados y a los procesos telemáticos que 
sean precisos para la gestión de las acciones 
formativas y de los permisos individuales de 
formación que programen, para la aplicación 
de las bonificaciones y, en particular, para la 
realización de las comunicaciones telemáti-
cas de inicio y finalización de la formación re-
guladas en los artículos 18 y 19 de esta orden. 
Las Comunidades Autónomas tendrán acceso 
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en tiempo real mediante dicho sistema tele-
mático a las comunicaciones realizadas por 
las empresas y las entidades organizadoras, 
así como a toda la información necesaria para 
desarrollar en el ámbito de sus competencias 
las funciones de evaluación, seguimiento y 
control de las acciones formativas de las em-
presas y de los permisos individuales de for-
mación. La Fundación Tripartita para la For-
mación en el Empleo apoyará técnicamente al 
Servicio Público de Empleo Estatal mediante 
el diseño, instrumentación y administración 
del citado sistema telemático. 

2. El acceso al sistema telemático podrá rea-
lizarse: 

a) A través de la página de Internet del Servi-
cio Público de Empleo Estatal (www.inem.es) 
o de la Fundación Tripartita para la Formación 
en el Empleo (www.funda ciontripartita.org). 
b) A través del vínculo que se establezca desde 
la página de Internet de la respectiva Adminis-
tración autonómica competente. Dicho acceso 
requerirá la solicitud de la correspondiente 
clave por parte del representante legal de la 
empresa o entidad organizadora que tenga 
acreditada su «firma digital de persona jurídi-
ca». Asimismo, se requerirá la solicitud de di-
cha clave para el acceso de los representantes 
de la Administración pública competente. La 
firma digital, obtenida mediante el correspon-
diente certificado electrónico, tiene por objeto 
garantizar la integridad de los datos comunica-
dos e intercambiados entre los usuarios y la 
Administración pública competente, así como 
la identidad de las partes que intervienen y la 
efectividad de las consultas o trámites realiza-
dos. Quedarán registrados mediante la firma 
digital todos los accesos al sistema, las altas 
y bajas de los usuarios, las comunicaciones de 
inicio y finalización de la formación y las notifi-
caciones de posibles incidencias relacionadas 
con los mencionados accesos. 

En todo caso, se garantizará la confidenciali-
dad, seguridad, conservación y normalización 
en los medios de acceso al sistema telemá-

tico. El alcance e intensidad de las medidas 
de seguridad, conservación y normalización 
vendrán determinados por lo preceptuado en 
la Ley Orgánica 15/1999, de 13 diciembre, que 
regula la Protección de Datos de Carácter Per-
sonal y en el Real Decreto 994/1999 mediante 
el que se aprueba el Reglamento de medidas 
de seguridad de los ficheros automatizados 
que contengan datos de carácter personal. 
Asimismo la aplicación telemática reunirá las 
prescripciones técnicas para facilitar el ac-
ceso universal a la misma, a fin de garantizar 
dicho acceso a las personas con discapacidad 
y de edad avanzada. 

3. Cuando por circunstancias objetivas deri-
vadas de fallos en los equipos o aplicaciones 
telemáticas, de anomalías en las comunicacio-
nes o de otras incidencias análogas no fuese 
posible la transmisión de los datos, éstos po-
drán comunicarse por medios convencionales, 
acompañándose a dicha comunicación una jus-
tificación razonada de la incidencia. Desapare-
cidas dichas circunstancias las informaciones 
o datos que no se pudieron transmitir electró-
nicamente se incorporarán a la base de datos 
del sistema telemático mediante la utilización 
de las técnicas que en cada caso se requieran. 

Asimismo, cuando se produzcan errores en la 
información suministrada a través del citado 
sistema que sean detectados por las empre-
sas o sus entidades organizadoras por afectar 
a datos objetivos conocidos por las mismas, 
dichos errores podrán corregirse en cualquier 
momento, sin que ello altere los derechos y 
obligaciones que legal o reglamentariamente 
correspondieran a las empresas. 

CAPÍTULO II 
ACCIONES FORMATIVAS DE LAS EMPRESAS 

Artículo 10. Definiciones de términos utiliza-
dos en este capítulo. 
A los efectos de lo establecido en este capítu-
lo, se entenderá por: 
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a) Acción formativa.–Se entiende por acción 
formativa la dirigida a la adquisición y mejora 
de las competencias y cualificaciones profe-
sionales de los trabajadores, pudiéndose es-
tructurar en varios módulos formativos con 
objetivos, contenidos y duración propios, sin 
que la misma pueda con carácter general ser 
inferior a 6 horas lectivas. 
b) Crédito de bonificaciones.–Es la cuantía de 
que dispone la empresa para financiar a través 
de bonificaciones en las cuotas de la Seguri-
dad Social las acciones formativas a desarro-
llar para sus trabajadores. 
c) Porcentaje de bonificación.–Es el porcen-
taje que anualmente se establece en la Ley de 
Presupuestos Generales del Estado para las 
empresas en función de su tamaño que permi-
te calcular con carácter general el crédito de 
bonificaciones de que disponen las empresas. 
d) Bonificación media por trabajador.–Es la 
cuantía que anualmente se establece en la Ley 
de Presupuestos Generales del Estado para 
poder calcular el crédito de bonificaciones que 
se asigna a las empresas de nueva creación y a 
las que abran nuevos centros de trabajo. 
e) Tamaño de las empresas.–Se corresponde 
con la plantilla media de las empresas en el pe-
ríodo comprendido entre el mes de diciembre 
de un ejercicio y el de noviembre del siguiente, 
de acuerdo con los datos que obren en la Teso-
rería General de la Seguridad Social respecto 
de los trabajadores cotizantes. 
f) Costes de formación.–Son todos los gastos 
sufragados por la empresa para la formación 
de sus trabajadores. 
g) Coste máximo bonificable.–Es el que resulta 
de multiplicar el módulo económico estableci-
do en el artículo 12, por el número de horas de 
la acción formativa y por el número de trabaja-
dores que la realiza. 
h) Cofinanciación privada.–Es la diferencia 
entre el importe correspondiente a los costes 
de formación y aquel por el que se bonifica la 
empresa. 
i) Entidad organizadora: Es la empresa inte-
grante de una agrupación de las previstas en el 
artículo 17 de esta orden que asume la gestión 
de los programas de formación de las empre-

sas agrupadas. Puede asimismo adquirir dicho 
carácter el centro o entidad que, no siendo 
parte de la agrupación descrita y teniendo 
entre sus actividades la impartición de forma-
ción, se encargue de la ejecución de las accio-
nes formativas de las empresas agrupadas. 

A efectos de lo dispuesto en el párrafo ante-
rior, mantendrá dicha condición la entidad o 
empresa que teniendo la formación dentro de 
su objeto social con anterioridad al 1 de enero 
de 2003 se hubiese constituido como tal al 
amparo del Real Decreto 1046/2003, de 1 de 
agosto, por el que se regula el subsistema de 
formación profesional continua y de su nor-
mativa de desarrollo. 

Artículo 11. Determinación del crédito de bo-
nificaciones. 
1. De conformidad con lo establecido en el ar-
tículo 13.1 del Real Decreto 395/2007, de 23 de 
marzo, las empresas que cotizan por la contin-
gencia de formación profesional dispondrán 
anualmente de un crédito de bonificaciones 
para la formación de sus trabajadores, cuyo 
importe resultará de aplicar a la cuantía ingre-
sada por la empresa durante el año anterior en 
concepto de cuota de formación profesional 
el porcentaje de bonificación que se establez-
ca en la Ley de Presupuestos Generales del 
Estado en función del tamaño de las empre-
sas, garantizándose, en todo caso, un crédito 
mínimo de bonificación por la cuantía que se 
determine en la citada Ley.

Se entiende por cuantía ingresada por la 
empresa en concepto de cuota de formación 
profesional durante el año anterior los ingre-
sos, descontadas las devoluciones, efectiva-
mente realizados por la empresa de enero a 
diciembre, siempre que se refieran a cuotas 
devengadas desde el mes de diciembre pre-
vio al citado período, salvo para las empresas 
que tengan autorizado el pago trimestral o 
diferido, en cuyo caso se tendrán en cuenta 
los devengos desde el mes de octubre o de 
noviembre, respectivamente. 
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2. De conformidad con lo establecido en el 
artículo 13.2 del Real Decreto 395/2007, de 
23 de marzo, las empresas que durante el co-
rrespondiente ejercicio presupuestario abran 
nuevos centros de trabajo y las empresas de 
nueva creación podrán beneficiarse igualmen-
te de un crédito de bonificación para forma-
ción cuando incorporen a su plantilla nuevos 
trabajadores, en los siguientes términos: 

a) En el caso de apertura de nuevos centros, el 
importe del crédito inicial que tenga la empre-
sa, determinado conforme al apartado 1 de este 
artículo, se incrementará con el resultado de 
multiplicar el número de trabajadores incorpo-
rados a la empresa en el momento de la apertu-
ra de nuevos centros por la bonificación media 
por trabajador que anualmente determine la 
Ley de Presupuestos Generales del Estado. 
b) En el caso de creación de nuevas empresas, 
el crédito resultará igualmente de multiplicar 
el número de trabajadores incorporados a la 
empresa, según el primer boletín de cotización 
a la Seguridad Social, por la bonificación me-
dia por trabajador que anualmente determine 
la Ley de Presupuestos Generales del Estado, 
garantizándose, en todo caso, el crédito mí-
nimo de bonificación a que hace referencia el 
apartado 1 de este artículo. La empresa podrá 
aplicar también esta fórmula para determinar 
el crédito de formación del año siguiente al de 
su constitución si el crédito así resultante le 
es más favorable que el que resultaría de apli-
car el procedimiento general establecido en el 
apartado 1 de este artículo. Con anterioridad a 
la aplicación del crédito de bonificación a que 
hacen referencia los dos párrafos anteriores, 
las empresas que abran nuevos centros y las 
de nueva creación deberán comunicar a la Ad-
ministración pública competente, mediante el 
sistema telemático previsto en el artículo 9, la 
concurrencia de los hechos que dan origen al 
citado crédito. 

Artículo 12. Módulos económicos máximos. 
1. La empresa podrá utilizar su crédito de bo-
nificaciones para formar al número de traba-

jadores de su plantilla que considere oportuno 
respetando los módulos económicos máximos 
que se establecen en este artículo para los 
costes de formación descritos en las letras a) 
y b) del artículo 13.2. 

2. Los módulos económicos máximos (coste 
por participante y hora de formación) aplica-
bles a efectos de bonificación en las cuotas a la 
Seguridad Social serán los que a continuación 
se establecen en función de la modalidad de 
impartición y el nivel de formación. En la mo-
dalidad de impartición presencial, el módulo 
de «nivel básico», que capacita para desarro-
llar competencias y cualificaciones básicas, se 
aplicará cuando se vaya a impartir formación 
en materias transversales o genéricas, mien-
tras que el módulo de «nivel superior» se apli-
cará cuando la formación incorpore materias 
que impliquen especialización o capacite para 
desarrollar competencias de programación o 
dirección. Estos módulos económicos se ac-
tualizarán cada año mediante resolución del 
Director General del Servicio Público de Em-
pleo Estatal. 

3. Las empresas de 1 a 9 trabajadores no es-
tarán limitadas por los módulos económicos 
máximos previstos en este artículo. Asimis-
mo, las empresas de 10 a 49 trabajadores y 
las de 50 a 249 podrán superar los citados 
módulos en un 10 por ciento y un 5 por ciento, 
respectivamente. 

Modalidad de 
imparticion

Nivel de formación

Básico Superior

Presencial 9 € 13 €

Teleformación 7,5 €

A distancia 
convencional

5,5 €

Mixta Se aplicarán los módulos
anteriores en función de
las horas de formación
presencial y a distancia
convencional o telefor-
mación que tenga la
acción formativa.
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Artículo 13. Costes de formación. 
1. Los costes de formación se determinarán 
para cada grupo o acción formativa con inde-
pendencia del número de grupos para los que 
se imparta la acción formativa. Si para ello 
fuese necesario prorratear alguno de los gas-
tos realizados entre varios grupos de la misma 
acción formativa, el citado prorrateo se efec-
tuará atendiendo a las horas de formación de 
cada uno de ellos. El número de horas de for-
mación se obtiene de multiplicar el número de 
horas de duración de la acción por el número 
de participantes en el grupo. 

2. Los tipos de costes que cabe tener en cuen-
ta a efectos de lo dispuesto en el apartado an-
terior son los siguientes: 

a) Costes directos o de impartición.–Se en-
tienden incluidos en los mismos: 
La retribución de los formadores, internos y 
externos. 
Los gastos de amortización de equipos didác-
ticos y plataformas tecnológicas, así como 
el alquiler o arrendamiento financiero de los 
mismos. 
Los gastos de medios didácticos y/o adqui-
sición de materiales didácticos, así como los 
gastos en bienes consumibles. En el caso de 
la «teleformación», los costes imputables a 
los medios de comunicación utilizados entre 
formadores y participantes. 
Los gastos de alquiler, arrendamiento finan-
ciero o amortización de las aulas, talleres y 
demás superficies utilizadas en el desarrollo 
de la formación. 
El seguro de accidente de los participantes. 
Los gastos de transporte, manutención y alo-
jamiento para los participantes y formadores. 
b) Costes asociados o de organización.–Están 
incluidos en este tipo de costes: 
Costes de organización, personal, instalacio-
nes y equipos de apoyo para el desarrollo de 
la formación. 
Costes de luz, agua, calefacción, mensajería, 
correo, limpieza, vigilancia y otros costes aso-
ciados a la gestión de la actividad formativa. 

La imputación de estos costes a la acción o 
grupo de formación se realizará teniendo en 
cuenta criterios de proporcionalidad de la 
actividad formativa respecto de la actividad 
general de la empresa. 
La suma de los costes asociados o de organi-
zación no podrá superar, a efectos de su boni-
ficación, el 25 por 100 de los costes directos 
que resulten bonificables. 
c) Costes de personal.–Se entienden incluidos 
en los mismos los costes salariales de los tra-
bajadores que reciben formación en jornada 
laboral. A estos efectos, sólo podrán tenerse 
en cuenta las horas de dicha jornada en las que 
realmente los trabajadores participan en la 
formación. 
Estos costes de personal no serán objeto de bo-
nificación, pero se computarán a efectos de la 
cofinanciación privada exigible en el artículo 14. 

3. Con independencia de que la formación sea 
ejecutada por cualquiera de las modalidades 
previstas en el apartado 1 del Artículo 17, el 
coste total de una acción formativa o de un 
grupo de formación estará constituido por 
la suma de todos los costes señalados en el 
apartado anterior. 

Cuando se trate de empresas que se agrupen 
voluntariamente y concierten la organización 
y gestión de su programa de formación con 
una entidad organizadora, en la factura co-
rrespondiente a cada empresa agrupada de-
berán figurar desglosados los costes directos 
o de impartición y los costes asociados o de 
organización cuando la facturación no se rea-
lice por separado. 

Artículo 14. Cofinanciación privada. 
La diferencia entre el coste total de la forma-
ción (incluidos los distintos tipos de costes 
relacionados en el artículo 13) y la bonificación 
aplicada por la empresa, constituirá la apor-
tación privada realizada por ésta a efectos 
de calcular el porcentaje mínimo de cofinan-
ciación que, sobre el coste total de formación 
y de conformidad con el artículo 14 del Real 
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Decreto 395/2007, de 23 de marzo, se exige a 
continuación: 

a) Empresas de 10 a 49 trabajadores: 10 por 
100. 
b) De 50 a 249 trabajadores: 20 por 100. 
c) De 250 o más trabajadores: 40 por 100. 

La comprobación del cumplimiento de esta 
exigencia de cofinanciación privada se realiza-
rá una vez finalizada la formación correspon-
diente a todo el ejercicio. Esta comprobación 
se realizará tomando como referencia la dife-
rencia entre la suma acumulada de todos los 
costes de formación en que ha incurrido la em-
presa durante el ejercicio (incluidos los costes 
de personal) y la de todas las bonificaciones 
aplicadas por la empresa. 

Artículo 15. Aplicación de las bonificaciones 
en las cotizaciones de la Seguridad Social. 
1. El crédito de bonificaciones para formación 
de demanda, determinado para cada empre-
sa en los términos señalados en el artículo 11, 
actuará como límite de las bonificaciones a 
efectuar con cargo a las cotizaciones a la Se-
guridad Social. 

2. La aplicación de dichas bonificaciones se 
realizará en la forma y plazos señalados en el 
artículo 17 del Real Decreto 395/2007, de 23 
de marzo, previo cumplimiento de los siguien-
tes requisitos: 

a) Información a la representación legal de los 
trabajadores. 
b) Comunicación telemática de inicio de la for-
mación. 
c) Realización de la formación. 
d) Comunicación telemática de finalización de 
la formación. 

Artículo 16. Información a la representación 
legal de los trabajadores y resolución de las 
discrepancias. 

1. Con anterioridad al inicio de la ejecución de 
las acciones formativas, la empresa deberá 
cumplir con el requisito de información a la re-
presentación legal de los trabajadores en los 
términos establecidos en el apartado 1 del ar-
tículo 15 del Real Decreto 395/2007, de 23 de 
marzo, y haber agotado, en su caso, los plazos 
previstos en los apartados 2 y 3 del menciona-
do precepto. El sentido del informe que, en su 
caso, emita la representación legal de los tra-
bajadores se reflejará en la comunicación de 
inicio a que se refiere el artículo 18. 

Cuando la empresa no tenga representación 
legal de los trabajadores será necesaria la 
conformidad de los trabajadores afectados 
por las acciones formativas. 

2. En el supuesto de discrepancias entre la di-
rección de la empresa y la representación le-
gal de los trabajadores, si transcurrido el plazo 
establecido en el artículo 15.3 del Real Decreto 
395/2007, de 23 de marzo, se mantuviese el 
desacuerdo las partes dejarán constancia en 
un Acta, cuyo modelo estará disponible en el 
sistema telemático previsto en el artículo 9, 
que será remitida por la empresa en el plazo 
de 10 días junto con una copia de la documen-
tación puesta a disposición de la representa-
ción legal de los trabajadores y, en su caso, de 
los informes emitidos por las partes a la Comi-
sión Paritaria Sectorial estatal o de otro ámbi-
to que resulte competente según lo dispuesto 
en el artículo 35 del citado Real Decreto para 
intervenir, en su caso, en la mediación previs-
ta en el artículo 15.5 de dicha norma. Cuando 
la discrepancia tenga lugar dentro del ámbito 
competencial de las Comunidades Autónomas 
la citada remisión se realizará conforme esta-
blezca la Administración competente. Cuando 
se desarrolle dentro del ámbito competencial 
del Servicio Público de Empleo Estatal se 
realizará a través de la Fundación Tripartita 
para la Formación en el Empleo. La Comisión 
Paritaria remitirá en el plazo de 15 días a la 
Administración competente un informe con el 
resultado de su mediación. En el caso de que 
se mantenga el desacuerdo el citado informe 
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deberá detallar las causas que están en el ori-
gen del mismo. 

3. Cuando el mencionado desacuerdo tenga 
su origen en alguna de las causas enumeradas 
en el artículo 15.5 del Real Decreto 395/2007, 
de 23 de marzo, la Administración competen-
te dictará en el plazo máximo de 3 meses, a 
contar desde la recepción del informe men-
cionado en el apartado anterior, la resolución 
contemplada en el citado precepto. 

4. En el supuesto de que en la empresa no exis-
ta representación legal de los trabajadores, lo 
establecido en los apartados anteriores será 
de aplicación al supuesto de disconformidad o 
denuncia de un trabajador basadas en las cau-
sas mencionadas en el artículo 15.5 del Real 
Decreto 395/2007, de 23 de marzo. 

5. El inicio del procedimiento que conlleva el 
examen de las discrepancias por parte de la 
Comisión Paritaria y la posterior intervención 
de la Administración competente, regulado en 
los párrafos anteriores, no impedirá la aplica-
ción por la empresa de la bonificación respecto 
de la formación ejecutada. Si posteriormente 
se resolviera la improcedencia de la bonifica-
ción, se iniciará el procedimiento previsto en 
el artículo 31 de esta orden para el abono por 
la empresa de las cuotas no ingresadas. 

Artículo 17. Organización y gestión de la formación. 
1. De conformidad con lo establecido en el artícu-
lo 16, apartados 1 y 2, del Real Decreto 395/2007, 
de 23 de marzo, las empresas podrán: 
a) Organizar y gestionar la formación de sus 
trabajadores por sí mismas. 
b) Contratar su ejecución con centros o en-
tidades especializadas, en cuyo caso dichos 
centros o entidades deberán asumir, al menos, 
la coordinación de las acciones formativas, sin 
poder delegar ni contratar el desarrollo de di-
cha coordinación con terceros. 
c) Agruparse voluntariamente, designando a 
tal efecto una entidad organizadora para que 
gestione sus programas de formación. 

2. La constitución de la agrupación de em-
presas, regulada en el artículo 16.2 del citado 
Real Decreto, habrá de formalizarse mediante 
acuerdo escrito firmado por los representan-
tes legales de la entidad organizadora y de las 
empresas agrupadas, en el que deberán cons-
tar los datos de su identificación, las obliga-
ciones de los firmantes y, específicamente, las 
que asume la entidad organizadora, así como, 
en su caso, la compensación económica por 
los costes de organización. 

Además de las funciones señaladas en el citado 
precepto, la entidad organizadora podrá desa-
rrollar aquellas otras que las partes acuerden 
relacionadas con la planificación de las accio-
nes formativas a realizar, la selección de cen-
tros de impartición, los permisos individuales 
de formación, la programación del calendario 
de impartición y cualquier otra que contribuya 
a facilitar el desarrollo de la formación. 

El acuerdo firmado quedará en poder de la 
entidad organizadora y de las empresas agru-
padas a disposición de los órganos de con-
trol competentes. La entidad organizadora 
deberá indicar la fecha en que fue suscrito el 
citado acuerdo con cada una de las empresas 
agrupadas al darlas de alta en el sistema tele-
mático previsto en el artículo 9 de esta orden. 
Las empresas agrupadas serán responsables 
de las bonificaciones aplicadas en sus boleti-
nes de cotización que, en todo caso, estarán 
soportadas por las facturas, anotadas en su 
contabilidad, relativas a la organización e im-
partición de la formación. 

Artículo 18. Comunicación telemática de ini-
cio de la formación. 
1. A través del sistema telemático previsto 
en el artículo 9, las empresas o las entidades 
organizadoras, en el caso de una agrupación, 
comunicarán mediante el modelo normalizado 
«Comunicación de inicio» la información re-
lativa a cada acción formativa y grupo de for-
mación que establece el artículo 16.3 del Real 
Decreto 395/2007, de 23 de marzo. Con el fin 
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de que la Administración pública competente 
pueda planificar sus actuaciones de segui-
miento y control «en tiempo real», la citada co-
municación de inicio deberá realizarse con una 
antelación mínima de 7 días naturales a la fecha 
de comienzo de cada grupo de formación. 

2. La modificación de los datos que afecte a la 
cancelación de un grupo de formación o que 
suponga un cambio de horario, fecha o loca-
lidad bastará con ser comunicada con 4 días 
naturales de antelación sobre la fecha pre-
vista para el comienzo del grupo. Si el cambio 
afecta a la fecha, entre la comunicación de la 
modificación y la nueva fecha de inicio del gru-
po deberán transcurrir al menos 7 días natu-
rales. Cualquier otra modificación no incluida 
en el párrafo anterior bastará con comunicarla 
antes del comienzo de la acción formativa o 
grupo de formación. 

3. La falta de comunicación en los plazos men-
cionados en los apartados 1 y 2 de este artícu-
lo implicará que el correspondiente grupo de 
formación se considere «no realizado» a efec-
tos de aplicar la bonificación en las cotizacio-
nes sociales, salvo que la falta de comunica-
ción en plazo se deba a causas imprevistas, 
debidamente justificadas y comunicadas en el 
momento en que se produzcan. 

Artículo 19. Comunicación telemática de fina-
lización de la formación. 
1. A través del sistema telemático previsto en 
el artículo 9, y antes de practicar la bonifica-
ción correspondiente a cada acción o grupo, 
las empresas o las entidades organizadoras, 
cuando se trate de una agrupación, deberán 
comunicar su finalización mediante el modelo 
normalizado «Notificación de finalización de 
la formación» incorporado a dicho sistema. 
Esta comunicación telemática de finalización 
deberá contener al menos la información 
prevista en el artículo 16.3 del Real Decreto 
395/2007, de 23 de marzo, e indicará la cuan-
tía y el mes en que se aplicará la bonificación. 
Dicha comunicación podrá realizarse a la fi-
nalización de cada grupo, de varios grupos, 

sean o no pertenecientes a una misma acción 
formativa, o de toda la formación impartida 
durante el ejercicio, con anterioridad a que 
finalice el plazo de presentación del boletín 
de cotización a la Seguridad Social en el que 
se apliquen las bonificaciones las empresas y, 
en todo caso, antes del transcurso del último 
día hábil para poder presentar el boletín de 
cotización del mes de diciembre del ejercicio 
económico correspondiente. 

2. A efectos de la elaboración del listado de 
trabajadores participantes que han finalizado 
la formación, se entiende que el trabajador ha 
finalizado un grupo de formación si ha asisti-
do al menos al 75 por 100 de las horas impar-
tidas y ha realizado al menos el 75 por 100 de 
los controles periódicos de seguimiento de su 
aprendizaje en las modalidades de impartición 
a distancia convencional o mediante telefor-
mación. En el citado listado deberán quedar 
identificados, en su caso, los trabajadores for-
mados pertenecientes a los colectivos priori-
tarios a que se refiere el artículo 7. 
3. Cuando se trate de una agrupación de em-
presas, la entidad organizadora de la forma-
ción deberá identificar por cada empresa los 
trabajadores participantes en los distintos 
grupos (con indicación, en su caso, de los per-
tenecientes a colectivos prioritarios) y los 
costes de formación sufragados, con indica-
ción del coste máximo por el que la empresa 
se puede bonificar. 

Artículo 20. Acreditación de la formación. 
1. La formación dirigida a la obtención de cer-
tificados de profesionalidad se acreditará de 
acuerdo con lo establecido en el artículo 11.1 
del Real Decreto 395/2007, de 23 de marzo, y 
en la normativa reguladora de la expedición de 
los certificados de profesionalidad. 

2. Cuando la formación no vaya dirigida a la 
obtención de certificados de profesionalidad, 
la empresa o, en su caso, el centro impartidor 
de la formación deberá entregar a cada par-
ticipante el certificado o diploma a que hace 
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referencia el artículo 11.2 del citado Real De-
creto, en el que como mínimo se harán cons-
tar la denominación de la acción formativa, 
los contenidos formativos, los días en que se 
ha desarrollado y las horas de formación reci-
bidas, con especificación, según los casos, de 
las realizadas de forma presencial, a distancia 
convencional o mediante teleformación. Para 
facilitar el cumplimiento de esta obligación, 
las empresas podrán utilizar el modelo de 
certificado y diploma disponible en el siste-
ma telemático previsto en el artículo 9 de 
esta orden. 

Los certificados y diplomas a los que se hace 
mención en el párrafo anterior deberán ser 
entregados o remitidos a los participantes en 
el plazo máximo de dos meses a partir de la 
fecha de finalización de la acción formativa en 
que hayan participado. En las empresas debe-
rá quedar constancia documental de que los 
trabajadores han recibido el correspondiente 
certificado o diploma o, en su defecto, de que 
les ha sido remitido el mismo. 

En el supuesto de que la formación bonificada 
esté cofinanciada con fondos comunitarios los 
documentos mencionados en los párrafos an-
teriores deberán incluir el emblema del Fondo 
Social Europeo. 

CAPÍTULO III 
PERMISOS INDIVIDUALES DE FORMACIÓN 

Artículo 21. Concepto de permiso individual 
de formación. 
Se entiende por permiso individual de forma-
ción aquel por el que la empresa autoriza a un 
trabajador la realización de una acción forma-
tiva que esté reconocida mediante una acredi-
tación oficial, incluidas las correspondientes 
a los títulos y certificados de profesionalidad 
que constituyen la oferta del Catálogo Nacio-
nal de Cualificaciones Profesionales, con el 
fin de favorecer su desarrollo profesional y 
personal. 

Asimismo, de conformidad con el artículo 12.3 
del Real Decreto 395/2007, de 23 de marzo, se 
podrán utilizar estos permisos individuales de 
formación para el acceso a los procesos de re-
conocimiento, evaluación y acreditación de las 
competencias y cualificaciones profesionales 
adquiridas a través de la experiencia laboral o 
de otros aprendizajes no formales e informa-
les, de acuerdo con lo previsto en este capítulo. 

Artículo 22. Solicitud del permiso por el 
trabajador. 
Las empresas pondrán a disposición de los 
trabajadores que lo requieran el modelo de so-
licitud de autorización del permiso individual 
de formación que se incorpora como anexo I a 
la presente orden. 

La denegación de la autorización del permiso 
por parte de la empresa deberá estar motiva-
da por razones organizativas o de producción, 
comunicándolo al trabajador. 

Artículo 23. Asignación de un crédito adicio-
nal para permisos individuales de formación. 
1. Las empresas podrán financiar los costes 
salariales correspondientes a los permisos 
individuales de formación que concedan con 
el crédito anual de bonificaciones para for-
mación y con el crédito adicional previsto en 
el artículo 13.3 del Real Decreto 395/2007, de 
23 de marzo, al que se refiere este artículo.  La 
financiación de los costes salariales de cada 
permiso estará limitada a un máximo de 200 
horas laborales por permiso y curso acadé-
mico o año natural, según el caso, en función 
de la duración de la formación a realizar. Los 
citados costes estarán constituidos por el sa-
lario del trabajador (sueldo base, antigüedad 
y complementos fijos, así como por la parte 
correspondiente de pagas extraordinarias) y 
las cotizaciones devengadas a la Seguridad 
Social durante el período del permiso. 

2. El crédito adicional a que se refiere el apar-
tado anterior se asignará a las empresas de 
acuerdo con los siguientes criterios: 
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a) La asignación se realizará a medida que las 
empresas comuniquen los permisos individua-
les de formación y hasta tanto no se supere, en 
su conjunto, el límite de la disponibilidad pre-
supuestaria que se establezca anualmente en 
la Ley de Presupuestos Generales del Estado. 
b) El importe del crédito adicional para cada 
empresa será el equivalente al de los costes 
salariales de los permisos que comunique, con 
los siguientes límites: 

El de los costes de 200 horas correspondien-
tes a uno más permisos para empresas de 1 a 
9 trabajadores. 
El de 400 horas para empresas de 10 a 49 tra-
bajadores. 
El de 600 horas para empresas de 50 a 249 
trabajadores. 
El de 800 horas para las de 250 a 499 traba-
jadores. 
El de los costes salariales de otras 200 horas 
por cada 500 trabajadores más que la empre-
sa tenga en su plantilla. 
Estos límites sólo operarán cuando los costes 
salariales del permiso o permisos que conce-
da la empresa superen el 5 por ciento de su 
crédito anual. 

Artículo 24. Aplicación de las bonificaciones. 
Las empresas aplicarán las bonificaciones en 
las cotizaciones a la Seguridad Social a medida 
que abonen los salarios a los trabajadores que 
disfruten de los permisos individuales de for-
mación. A tal efecto, deberán comunicar pre-
viamente la cuantía y el mes en que se aplica la 
bonificación. La falta de comunicación de dicha 
información impedirá que la empresa pueda 
aplicarse la bonificación correspondiente. 

Artículo 25. Requisitos de la formación. 
1. La formación a que se refieren los permisos 
individuales deberá estar reconocida median-
te una titulación oficial o mediante una acre-
ditación oficial, incluidas las de los títulos de 
formación profesional y certificados de pro-
fesionalidad, así como la de cualquier otra que 

acredite las competencias para el ejercicio de 
una ocupación u oficio. Las acreditaciones ofi-
ciales son aquellas que estando previstas en 
la normativa estatal han sido expedidas por la 
Administración competente y publicadas en el 
boletín oficial correspondiente. 

Las titulaciones oficiales son aquellas que 
han sido expedidas por las Administraciones 
educativas competentes, con validez en todo 
el territorio estatal y publicadas en el «Bole-
tín Oficial del Estado». Asimismo, se consi-
deran incluidos los cursos universitarios que 
tengan la consideración de Títulos Universi-
tarios Propios por resolución de la Junta de 
Gobierno o Consejo Social de la Universidad 
correspondiente. 

2. La formación deberá estar dirigida tanto al 
desarrollo o adaptación de las cualificaciones 
técnico-profesionales del trabajador como a 
su formación personal.  Dicha formación no 
deberá estar incluida en las acciones formati-
vas de las empresas, reguladas en el capítulo II 
de esta orden. 

3. Quedan excluidas del permiso de formación 
las acciones formativas que no se correspon-
dan con la formación presencial. No obstante, 
se admitirá la parte presencial de las realiza-
das mediante la modalidad a distancia con-
vencional o de teleformación. Asimismo, que-
dan excluidos de esta modalidad de formación 
de demanda los permisos para concurrir a 
exámenes a los que los trabajadores puedan 
tener derecho. 

Artículo 26. Ejecución de los permisos indivi-
duales de formación. 
1. Será de aplicación a los permisos individua-
les de formación el requisito de información a 
la representación legal de los trabajadores de 
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 15 del 
Real Decreto 395/2007, de 23 de marzo y en el 
artículo 16 de esta orden. 
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2. Las empresas deberán comunicar a través 
del sistema telemático previsto en el artículo 
9 los permisos autorizados a los trabajado-
res tanto a su inicio como a su finalización. 
Tales comunicaciones contendrán, al menos, 
el objeto del permiso individual de formación 
y la titulación o acreditación oficial que se co-
rresponde con dicha formación, el número de 
horas del permiso y su distribución, el coste 
del mismo y la cuantía de las bonificaciones.  
Estas comunicaciones podrán realizarse a 
través de una entidad organizadora cuando la 
empresa forme parte de una agrupación de las 
previstas en el artículo 17 de esta orden. 

CAPÍTULO IV 
CALIDAD, EVALUACIÓN, SEGUIMIENTO Y 
CONTROL DE LA FORMACIÓN 

Artículo 27. Calidad de la formación. 
Las acciones formativas realizadas al amparo 
de esta orden deberán tener la calidad reque-
rida para responder a las necesidades especí-
ficas de formación planteadas por las empre-
sas y sus trabajadores. Las Administraciones 
públicas competentes promoverán, en sus 
respectivos ámbitos, la mejora de la calidad 
de la formación en los términos señalados en 
el artículo 36 del Real Decreto 395/2007, de 
23 de marzo. 

Artículo 28. Evaluación de la formación. 
1. Sin perjuicio de la evaluación de la calidad, 
impacto, eficacia y eficiencia del conjunto del 
subsistema de formación profesional para el 
empleo a que hace referencia el artículo 37.2 
del Real Decreto 395/2007, de 23 de marzo, 
en el marco del Sistema Nacional de Empleo, 
el Servicio Público de Empleo Estatal y los 
órganos competentes de las Comunidades 
Autónomas evaluarán, con la periodicidad que 
determinen en sus respectivos ámbitos, entre 
otros aspectos, el impacto de la formación de 
demanda en el mantenimiento del empleo y en 
la mejora de la competitividad de las empre-

sas, la eficacia y adecuación de las acciones 
formativas a las necesidades de las empresas, 
así como la eficiencia de los recursos econó-
micos y medios empleados. 

2. La participación de los alumnos en la evalua-
ción de la calidad de las acciones formativas, 
regulada en el artículo 37.3 del citado Real De-
creto, se realizará a través del «Cuestionario de 
evaluación de calidad», cuyo contenido mínimo 
se determinará, teniendo en cuenta las pro-
puestas de las Comunidades Autónomas. Este 
cuestionario se publicará mediante Resolución 
del Director General del Servicio Público de 
Empleo Estatal.  Las Administraciones públicas 
competentes podrán requerir de las empresas 
los correspondientes cuestionarios a fin de 
analizar la calidad de las acciones formativas 
desarrolladas en el ámbito de las empresas. 

Artículo 29. Plan de seguimiento y control. 
1. Con el fin de racionalizar esfuerzos y unificar 
criterios en las actuaciones de seguimiento y 
control que se lleven a cabo, el Servicio Público 
de Empleo Estatal y los órganos competentes 
de las Comunidades Autónomas elaborarán, 
en el marco del Programa anual de trabajo del 
Sistema Nacional de Empleo, un plan anual de 
seguimiento y control de la formación de de-
manda, así como el respectivo informe sobre 
su ejecución. 

Las actuaciones de seguimiento y control que 
se programen en el citado plan, realizadas me-
diante las visitas en tiempo real y ex post a que 
hace referencia el artículo 30, deberán repre-
sentar al menos el 5 por ciento de los recursos 
públicos destinados a las acciones formativas 
de las empresas y los permisos individuales de 
formación, sin perjuicio de las actuaciones que 
puedan realizar los órganos de fiscalización y 
control a que se refiere el artículo 38.2 del Real 
Decreto 395/2007, de 23 de marzo. 

2. El Servicio Público de Empleo Estatal in-
formará del citado plan anual a los diferentes 
órganos de fiscalización y control que tengan 
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atribuidas tales competencias en el ámbito 
estatal, promoviendo así la realización integral 
y coordinada de las diferentes actuaciones de 
seguimiento y control que se lleven a cabo en 
dicho ámbito. Del mismo modo podrán proce-
der los órganos competentes de las Comuni-
dades Autónomas en sus respectivos ámbitos. 

3. En la programación anual de objetivos para 
la acción inspectora efectuada en el marco de 
los convenios de colaboración con la Inspec-
ción de Trabajo y Seguridad Social se deter-
minará el alcance y contenido del control a 
realizar por la citada Inspección. 

Artículo 30. Actuaciones de seguimiento y 
control. 
Las actuaciones de seguimiento y control que 
realicen las diferentes Administraciones Pú-
blicas serán las siguientes: 

1.º En Tiempo real: Comprenderán el segui-
miento de la actividad formativa en el lugar 
de su impartición durante la realización de la 
misma, a través de las evidencias físicas y los 
testimonios recabados mediante entrevistas a 
los responsables de formación, alumnos y for-
madores, con el fin de realizar una comproba-
ción sobre la ejecución de la acción formativa, 
contenidos de la misma, número real de parti-
cipantes, instalaciones y medios pedagógicos. 

En el caso de la formación cuyo proceso de 
aprendizaje se desarrolle a través de la mo-
dalidad a distancia convencional o mediante 
teleformación, las empresas o las entidades 
con las que concierten la impartición de la 
formación deberán facilitar, a petición de los 
órganos de control, la información y los instru-
mentos técnicos necesarios para el ejercicio 
de la función de control, incluyendo el acceso 
telemático a las herramientas utilizadas en la 
ejecución de las acciones formativas. 

2.º Ex post: Se realizarán una vez finalizada 
la ejecución de las acciones formativas boni-
ficadas, a través de evidencias físicas, con el 

fin de comprobar, entre otros, los siguientes 
extremos: 

a) Ejecución de la acción formativa. 
b) Número real de participantes. 
c) Entrega a los participantes del diploma o 
certificado de formación y, en su caso, la in-
clusión en el mismo del emblema del Fondo 
Social Europeo. 
d) Documentación justificativa de los costes 
de formación, su contabilización, así como de 
la materialización del pago antes del último día 
hábil para la presentación del boletín de coti-
zación del mes de diciembre del ejercicio eco-
nómico que corresponda, teniendo en cuenta 
los requisitos establecidos por la normativa 
española y, en su caso, la comunitaria respecto 
de la cofinanciación del Fondo Social Europeo. 
e) En las acciones ejecutadas mediante las 
modalidades de teleformación, a distancia 
convencional o mixta se realizará una compro-
bación adicional de las entregas de material, 
de los controles de seguimiento y de las prue-
bas que conlleve la enseñanza programada, 
así como la verificación de los soportes didác-
ticos y de la asistencia tutorial. 

3.º Comprobación de las bonificaciones apli-
cadas: De conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 17.3 del Real Decreto 395/2007, de 23 
de marzo, los Servicios Públicos de Empleo 
comprobarán la procedencia y exactitud de 
las deducciones que en forma de bonificacio-
nes hayan sido practicadas por las empresas. 
Esta comprobación incluirá la verificación, en-
tre otros, de los siguientes extremos: 

a) Crédito de bonificación asignado y bonifica-
ciones aplicadas. 
b) Cumplimiento del porcentaje de cofinancia-
ción privada exigible. 
c) Pertenencia de los trabajadores participan-
tes a las empresas beneficiarias. 
d) Cumplimiento del deber de información a 
la representación legal de los trabajadores en 
los términos previstos en el artículo 16. 
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4.º Las Administraciones públicas competen-
tes podrán realizar, asimismo, actuaciones 
específicas de seguimiento y control en virtud 
de denuncias o de la existencia de indicios de 
fraude o irregularidades en la ejecución de la 
actividad formativa financiada mediante las 
bonificaciones en las cuotas de la Seguridad 
Social previstas en esta orden, así como cua-
lesquiera otras actuaciones que consideren 
necesarias en el ámbito de sus competencias. 
Las Comunidades autónomas informarán al 
Servicio Público de Empleo Estatal de los re-
sultados de las actuaciones de seguimiento 
y control que hubiesen realizado, así como de 
las presuntas irregularidades detectadas. 

Artículo 31. Bonificaciones indebidamente 
aplicadas. 
1. La aplicación indebida o fraudulenta de las 
bonificaciones determinará que las cantida-
des correspondientes a las cuotas no ingresa-
das sean objeto de reclamación administrativa 
mediante acta de liquidación de la Inspección 
de Trabajo y Seguridad Social. Sin perjuicio 
de ello, el Servicio Público de Empleo Estatal, 
en el marco del Sistema Nacional de Empleo, 
colaborará con la citada Inspección en los tér-
minos que establece el artículo 17.4 del Real 
Decreto 395/2007, de 23 de marzo. 

2. Cuando proceda la devolución de las canti-
dades correspondientes a las bonificaciones 
indebidamente aplicadas, según lo previsto 
en el apartado anterior, dicha devolución com-
prenderá el interés de demora calculado desde 
el momento del disfrute indebido de las bonifi-
caciones en las cuotas de la Seguridad Social. 

Artículo 32. Régimen sancionador. 
Las infracciones de la normativa reguladora 
de la iniciativa de la formación de demanda 
regulada en esta orden, hayan dado lugar o 
no al disfrute indebido de bonificaciones, 
tipificadas por el Texto Refundido de la Ley 
sobre Infracciones y Sanciones en el Orden 
Social, aprobado por Real Decreto Legislati-

vo 5/2000, de 4 de agosto, serán sancionadas 
conforme a lo establecido en dicho texto legal, 
sin perjuicio de la comunicación a la Fiscalía 
General del Estado de aquellos supuestos en 
los que pueda apreciarse una presunta res-
ponsabilidad penal. 

Disposición adicional primera. Crédito de 
bonificaciones para formación de demanda 
en los supuestos de Centros de Enseñanza 
Concertados, Centros Especiales de Empleo 
y otros similares. 
1. Para la determinación del crédito de bonifi-
caciones para la formación de demanda de los 
Centros de Enseñanza Concertados y de los 
Centros Especiales de Empleo, las cuotas ingre-
sadas en concepto de formación profesional por 
la correspondiente Administración respecto de 
los profesores y trabajadores discapacitados, 
respectivamente, se considerarán adscritas a 
los centros donde éstos prestan sus servicios. 

Lo anterior será de aplicación a cualquier otro 
supuesto en el que concurran circunstancias 
similares. 
2. La Tesorería General de la Seguridad Social 
determinará la forma en que se hará efectiva 
la bonificación en los casos en que ésta sea su-
perior a las cotizaciones a la Seguridad Social 
a realizar directamente por los Centros. 

Disposición adicional segunda. Formación 
cofinanciada por el Fondo Social Europeo. 
La resolución de la Dirección General del Ser-
vicio Público de Empleo Estatal a que hace re-
ferencia el artículo 7 incluirá, en el supuesto de 
que la formación bonificada esté cofinanciada 
con fondos comunitarios, las cuantías y los 
conceptos cofinanciados por el Fondo Social 
Europeo desglosados, en su caso, por priori-
dades y zonas de programación. 

La documentación justificativa de la forma-
ción a que se refiere el párrafo anterior debe-
rá mantenerse a disposición de los órganos de 
control, tanto nacionales como comunitarios, 
conforme a lo que establezca la normativa co-
munitaria. 
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Disposición adicional tercera. Protección de 
datos personales. 
1. A los efectos previstos en la Ley Orgánica 
15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de 
Datos de Carácter Personal, el Servicio Pú-
blico de Empleo Estatal tendrá la condición 
de responsable del tratamiento de los datos 
personales de los participantes o personas 
involucradas en las acciones formativas regu-
ladas en el Real Decreto 395/2007, de 23 de 
marzo, y la presente Orden, para la gestión, fi-
nanciación, control, seguimiento y evaluación 
de éstas. Los órganos competentes de las Co-
munidades Autónomas tendrán igualmente la 
condición de responsables de tales datos para 
la evaluación, seguimiento y control de estas 
acciones formativas, accediendo a los datos 
inicialmente de conformidad con lo previsto 
en el artículo 16.4 del Real Decreto 395/2007, 
de 23 de marzo. Los ficheros correspondien-
tes serán de titularidad pública. 

La Fundación Tripartita para la Formación en el 
Empleo tendrá la condición de entidad encar-
gada del tratamiento de los datos personales 
incluidos en el fichero de titularidad del Servi-
cio Público de Empleo Estatal, suscribiéndose 
el correspondiente convenio a tal efecto. 

2. La recogida, directa o a través de las comu-
nicaciones realizadas por las empresas benefi-
ciarias de las bonificaciones, y el subsiguiente 
tratamiento por el Servicio Público de Empleo 
Estatal de datos personales de los destinata-
rios de las acciones formativas o de aquellos 
que hubiesen intervenido en la gestión de las 
mismas no requerirá su consentimiento en la 
medida en que los datos personales resulten 
necesarios para la gestión, control, seguimien-
to y evaluación de las acciones formativas y 
las correspondientes bonificaciones. 

Disposición transitoria primera. Determi-
nación del crédito de bonificaciones para el 
ejercicio presupuestario 2007. 
Para el ejercicio presupuestario 2007, el por-
centaje y el crédito mínimo de bonificación 
fijados en el artículo 11.1, la bonificación media 

por trabajador señalada en el artículo 11.2 y 
el límite de la disponibilidad presupuestaria 
para la financiación de los permisos individua-
les de formación serán los establecidos en la 
disposición transitoria quinta del Real Decre-
to 395/2007, de 23 de marzo. 

Disposición transitoria segunda. Colabora-
ción en las actuaciones de seguimiento y 
control. 
El Servicio Público de Empleo Estatal, direc-
tamente o a través de la Fundación Tripartita 
para la Formación en el Empleo, previa sus-
cripción del correspondiente convenio, podrá 
colaborar con las Comunidades Autónomas 
en la realización de las actuaciones de segui-
miento y control previstas en el plan anual a 
que se refiere el artículo 29 de esta orden. 

Disposición transitoria tercera. Aplicación 
del crédito de bonificaciones en el ejercicio 
2007. 
Se podrán bonificar con arreglo a esta orden 
las acciones formativas, incluidos los permi-
sos individuales de formación, iniciadas con 
anterioridad a la fecha de entrada en vigor de 
la misma, siempre que se comunique su inicio 
antes del 1 de diciembre de 2007. 

A los efectos de lo previsto en el párrafo ante-
rior, respecto de aquellas acciones formativas 
bonificables al amparo de esta orden que no lo 
fueran conforme al Real Decreto 1046/2003, 
de 1 de agosto, por el que se regula el subsis-
tema de formación profesional continua y su 
normativa de desarrollo, se entenderá cum-
plida la obligación prevista en el artículo 16.1 
cuando la empresa hubiese informado a la 
representación legal de los trabajadores de la 
ejecución de dichas acciones con al menos 15 
días de antelación al de finalización del plazo 
establecido en el párrafo anterior. Si la repre-
sentación legal de los trabajadores plantease 
discrepancias en los 15 días siguientes a dicha 
información, será de aplicación el procedi-
miento previsto en los apartados 2 y siguien-
tes del artículo 16 de esta orden. 
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Disposición final primera. Creación de fiche-
ros de datos personales. 
Se crean los ficheros de datos de carácter 
personal que se relacionan en el anexo II de la 
presente Orden, en los términos y condiciones 
fijados en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de di-
ciembre. 

Disposición final segunda. Facultades de 
desarrollo. 
Se faculta al Director General del Servicio Pú-
blico de Empleo Estatal para dictar cuantas 
resoluciones sean necesarias para el desarro-
llo y aplicación de la presente orden. 

Disposición final tercera. Entrada en vigor. 
La presente Orden Ministerial entrará en vigor 
el día siguiente al de su publicación en el «Bo-
letín Oficial del Estado». 

Madrid, 27 de julio de 2007.
JESÚS CALDERA SÁNCHEZ-CAPITÁN. 
Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales
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ANEXO I 

SOLICITUD A LA EMPRESA DEL PERMISO INDIVIDUAL DE FORMACIÓN

1.º APELLIDO: .................................. 2.º APELLIDO: ................................ NOMBRE: ................................
DNI..........................................................

SOLICITA : 

Permiso Individual de Formación de....... horas laborables durante el curso académico......./….., de 
conformidad con lo establecido en el Real Decreto 395/2007, de 23 de marzo, y en la presente orden, 
para la realización de la acción formativa ....................................................................................................
a desarrollar en el Centro de Formación.....................................................................................................
desde el día ..../....../...... hasta el día  .... /...../ ...... Las horas del Permiso se distribuirán según el 
siguiente calendario:
........................................................................................................................................................................
........................................................................................................................................................................
........................................................................................................................................................................

   ......................................., ......... de ............................ de .............. 

A los efectos de lo dispuesto en la Ley Orgánica 15/1999 de 13 de diciembre de Protección de Datos 
de Carácter Personal (LOPD), el abajo firmante autoriza el tratamiento de los datos personales 
(incluyendo su incorporación en los correspondientes ficheros) incorporados en la solicitud y en otros 
documentos normalizados relativos a la acción formativa, para (i) la gestión, financiación, control, 
seguimiento y evaluación de la acción formativa por el Servicio Público de Empleo Estatal sito 
actualmente en la calle Condesa de Venadito n.º 9 (28027-Madrid), directamente o a través de la 
Fundación Tripartita para la Formación en el Empleo; y (ii) la cesión a los beneficiarios de las acciones 
complementarias que el Servicio Público de Empleo Estatal convoque y conceda al amparo de lo 
previsto en el capítulo III del Real Decreto 395/2007, de 23 de marzo, por el que se regula el 
subsistema de formación profesional para el empleo, a los únicos efectos de que estos beneficiarios 
puedan llevar a cabo tales acciones complementarias sin quedar facultados por ello a realizar ningún 
tipo de comunicación o revelación de tales datos personales a ningún tercero, y debiendo destruirlos 
una vez finalizada la acción complementaria de que se trate. En el caso de que no quisiese realizar la 
cesión prevista en este apartado (ii), puede indicarlo a continuación. 

El abajo firmante podrá ejercitar sus derechos de acceso, rectificación, cancelación y oposición 
relativo a este tratamiento del que es responsable el Servicio Público de Empleo Estatal ante la 
Fundación Tripartita para la Formación en el Empleo, dirigiéndose por escrito a ésta última en su 
sede social, sita actualmente en la calle Arturo Soria 126 – 128 (28043 – Madrid), en los términos de 
la normativa vigente. 

        Firma del solicitante 

AUTORIZACIÓN DEL PERMISO INDIVIDUAL DE FORMACIÓN

D./Dña. .............................................................................................................................en su condición de 
................................................................................................................................................ de la empresa  
................................................................................................................ con CIF ........................................,
autoriza el Permiso Individual de Formación de ............ horas laborables distribuidas según el siguiente 
calendario:
........................................................................................................................................................................
........................................................................................................................................................................
........................................................................................................................................................................

Firma y sello de la empresa 

................................,................de.............................de........
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ANEXO II 

CREACIÓN  DE  FICHEROS 

1. PARTICIPANTES EN INICIATIVAS DE FORMACIÓN PROFESIONAL PARA EL EMPLEO

Órganos de la Administración responsables del fichero: 
Dirección General del Servicio Público de Empleo Estatal 

Servicios y unidades ante los que pueden ejercitarse los derechos de acceso, rectificación y cancelación: 
Fundación Tripartita para la Formación en el Empleo

Medidas de seguridad: 
Nivel alto  

Estructura básica: Tipo de datos de carácter personal: 
Datos de salud 
Datos de carácter identificativo 
Datos académicos y profesionales 
Detalles de empleo

Finalidad del fichero y usos previstos: 
Datos de participantes en acciones de formación realizadas en iniciativas de formación profesional para 
el empleo para su gestión, control y evaluación.  

Personas o colectivos sobre los que se obtengan datos o estén obligados a suministrarlos: 
El propio interesado o su representante legal 
Entidad privada 
Empleados, solicitantes, demandantes de empleo 

Procedimiento de recogida de los datos: 
Telemático 

Cesiones de datos de carácter personal previstas: 
Organismos de la Seguridad Social, Administración laboral e Inspección de Trabajo y otras 
administraciones e instituciones afectadas por razón de la materia. 

Transferencias de datos de carácter personal previstas: 
No se prevén 

2. SOLICITANTES EN INICIATIVAS DE FORMACIÓN PROFESIONAL PARA EL EMPLEO

Órganos de la Administración responsables del fichero: 
Dirección General del Servicio Público de Empleo Estatal 

Servicios y unidades ante los que pueden ejercitarse los derechos de acceso, rectificación y cancelación: 
Fundación Tripartita para la Formación en el Empleo

Medidas de seguridad: 
Nivel básico

Estructura básica: Tipo de datos de carácter personal: 
Datos de carácter identificativo 

Finalidad del fichero y usos previstos: 
Datos de solicitantes de iniciativas de formación profesional para el empleo y de sus representantes 
legales para su gestión, control y evaluación. 
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Personas o colectivos sobre los que se obtengan datos o estén obligados a suministrarlos: 
El propio interesado o su representante legal
Representantes legales, personas de contacto, solicitantes y beneficiarios 

Procedimiento de recogida de los datos: 
Telemático 
Soporte papel 

Cesiones de datos de carácter personal previstas: 
Organismos de la Seguridad Social, Administración laboral e Inspección de Trabajo y otras 
administraciones e instituciones afectadas por razón de la materia. 

Transferencias de datos de carácter personal previstas: 
No se prevén 

3. USUARIOS DE LAS APLICACIONES DE INICIATIVAS DE FORMACIÓN

Órganos de la Administración responsables del fichero: 
Dirección General del Servicio Público de Empleo Estatal 

Servicios y unidades ante los que pueden ejercitarse los derechos de acceso, rectificación y cancelación: 
Fundación Tripartita para la Formación en el Empleo

Medidas de seguridad: 
Nivel básico

Estructura básica: Tipo de datos de carácter personal: 
Datos de carácter identificativo 
Datos de detalles del empleo 

Finalidad del fichero y usos previstos: 
Datos de los usuarios que accedan a las aplicaciones de gestión de las iniciativas de formación 
profesional para el empleo 

Personas o colectivos sobre los que se obtengan datos o estén obligados a suministrarlos: 
El propio interesado o su representante legal 
Otras personas físicas 
Empleados, representantes legales, solicitantes y beneficiarios 

Procedimiento de recogida de los datos: 
Telemático 

Cesiones de datos de carácter personal previstas: 
No se prevén 

Transferencias de datos de carácter personal previstas: 
No se prevén 

4. JUSTIFICACIÓN DE COSTES DE INICIATIVAS DE FORMACIÓN PROFESIONAL

Órganos de la Administración responsables del fichero: 
Dirección General del Servicio Público de Empleo Estatal 

Servicios y unidades ante los que pueden ejercitarse los derechos de acceso, rectificación y cancelación: 
Fundación Tripartita para la Formación en el Empleo

Medidas de seguridad: 
Nivel básico
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Estructura básica: Tipo de datos de carácter personal: 
Datos de carácter identificativo 
Datos económicos, financieros y de seguros 

Finalidad del fichero y usos previstos: 
Datos relativos a los costes de iniciativas de formación profesional financiadas con cargo al subsistema 
de formación profesional en el empleo 

Personas o colectivos sobre los que se obtengan datos o estén obligados a suministrarlos: 
El propio interesado o su representante legal 
Otras personas físicas 

Procedimiento de recogida de los datos: 
Soporte informático  
Soporte papel 

Cesiones de datos de carácter personal previstas: 
No se prevén 

Transferencias de datos de carácter personal previstas: 
No se prevén 

5. PERMISOS INDIVIDUALES DE FORMACIÓN

Órganos de la Administración responsables del fichero: 
Dirección General del Servicio Público de Empleo Estatal 

Servicios y unidades ante los que pueden ejercitarse los derechos de acceso, rectificación y cancelación: 
Fundación Tripartita para la Formación en el Empleo

Medidas de seguridad: 
Nivel alto  

Estructura básica: Tipo de datos de carácter personal: 
Datos de salud 
Datos de carácter identificativo 
Características personales
Datos académicos y profesionales 
Detalles de empleo? 
Económicos, financieros y de seguros 

Finalidad del fichero y usos previstos: 
Gestión, seguimiento y evaluación de las solicitudes de permisos individuales de formación. 

Personas o colectivos sobre los que se obtengan datos o estén obligados a suministrarlos: 
El propio interesado o su representante legal 
Empleados, representantes legales, beneficiarios 

Procedimiento de recogida de los datos: 
Telemático 

Cesiones de datos de carácter personal previstas: 
Organismos de la Seguridad Social, Administración laboral e Inspección de Trabajo y otras 
administraciones e instituciones afectadas por razón de la materia. 

Transferencias de datos de carácter personal previstas: 
No se prevén 
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JUAN CARLOS I 
REY DE ESPAÑA 

A TODOS LOS QUE LA PRESENTE VIEREN Y 
ENTENDIEREN. SABED: 

Que las Cortes Generales han aprobado y Yo 
vengo en sancionar la siguiente Ley Orgánica. 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

El derecho a la educación, que el artículo 27 
de la Constitución reconoce a todos con el fin 
de alcanzar el pleno desarrollo de la perso-
nalidad humana en el respeto a los principios 
democráticos de convivencia y a los derechos 
y libertades fundamentales, tiene en la forma-
ción profesional una vertiente de significación 
individual y social creciente. En esta misma 
línea y dentro de los principios rectores de la 
política social y económica, la Constitución, en 
su artículo 40, exige de los poderes públicos el 
fomento de la formación y readaptación pro-
fesionales, instrumentos ambos de esencial 
importancia para hacer realidad el derecho al 
trabajo, la libre elección de profesión u oficio o 
la promoción a través del trabajo. En efecto, la 
cualificación profesional que proporciona esta 
formación sirve tanto a los fines de la eleva-
ción del nivel y calidad de vida de las personas 
como a los de la cohesión social y económica y 
del fomento del empleo. 

En el actual panorama de globalización de los 
mercados y de continuo avance de la sociedad 
de la información, las estrategias coordinadas 
para el empleo que postula la Unión Europea 
se orientan con especial énfasis hacia la ob-
tención de una población activa cualificada y 

apta para la movilidad y libre circulación, cuya 
importancia se resalta expresamente en el 
Tratado de la Unión Europea. 
En este contexto, es necesaria la renovación 
permanente de las instituciones y, consiguien-
temente, del marco normativo de la formación 
profesional, de tal modo que se garantice en 
todo momento la deseable correspondencia 
entre las cualificaciones profesionales y las 
necesidades del mercado de trabajo, línea ésta 
en la que ya se venía situando la Ley 51/1980, 
de 8 de octubre, Básica de Empleo, que señala 
como objetivo de la política de empleo lograr 
el mayor grado de transparencia del mercado 
de trabajo mediante la orientación y la forma-
ción profesional; la Ley 8/1980, de 10 de mar-
zo, Estatuto de los Trabajadores (en el mismo 
sentido el actual texto refundido del Estatuto 
de los Trabajadores), que considera un derecho 
de los trabajadores la formación profesional; 
la Ley Orgánica 1/1990, de 3 de octubre, de Or-
denación General del Sistema Educativo, que 
se propuso adecuar la formación a las nuevas 
exigencias del sistema productivo, y el Nuevo 
Programa Nacional de Formación Profesional, 
elaborado por el Consejo General de Forma-
ción Profesional y aprobado por el Gobierno 
para 1998-2002, que define las directrices 
básicas que han de conducir a un sistema in-
tegrado de las distintas ofertas de formación 
profesional: reglada, ocupacional y continua. 
En esta misma línea aparecen los Acuerdos de 
Formación Continua y los Planes Anuales de 
Acción para el Empleo. 

En esta tendencia de modernización y mejora, 
que se corresponde con las políticas de simi-
lar signo emprendidas en otros países de la 
Unión Europea, se inscribe decididamente 

LEY ORGÁNICA 5/2002, 
de 19 de junio, de las 
Cualificaciones y de la 
Formación Profesional

III. Sistema Nacional de Cualificaciones 
Profesionales
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la presente Ley, cuya finalidad es la creación 
de un Sistema Nacional de Cualificaciones y 
Formación Profesional que, en el ámbito de 
la competencia exclusiva atribuida al Estado 
por el artículo 149.1.1.

a 
y 30.

a
, con la coopera-

ción de las Comunidades Autónomas, dote de 
unidad, coherencia y eficacia a la planificación, 
ordenación y administración de esta realidad, 
con el fin de facilitar la integración de las dis-
tintas formas de certificación y acreditación 
de las competencias y de las cualificaciones 
profesionales. El sistema, inspirado en los 
principios de igualdad en el acceso a la for-
mación profesional y de participación de los 
agentes sociales con los poderes públicos, ha 
de fomentar la formación a lo largo de la vida, 
integrando las distintas ofertas formativas e 
instrumentando el reconocimiento y la acre-
ditación de las cualificaciones profesionales a 
nivel nacional, como mecanismo favorecedor 
de la homogeneización, a nivel europeo, de los 
niveles de formación y acreditación profesio-
nal de cara al libre movimiento de los trabaja-
dores y de los profesionales en el ámbito del 
mercado que supone la Comunidad Europea. A 
tales efectos, la Ley configura un Catálogo Na-
cional de Cualificaciones Profesionales como 
eje institucional del sistema, cuya función se 
completa con el procedimiento de acredita-
ción de dichas cualificaciones, sistema que 
no deroga el que está actualmente en vigor y 
que no supone, en ningún caso, la regulación 
del ejercicio de las profesiones tituladas en 
los términos previstos en el artículo 36 de la 
Constitución Española. 

En cuanto a la ordenación, el Sistema Nacio-
nal de Cualificaciones y Formación Profesio-
nal, toma como punto de partida los ámbitos 
competenciales propios de la Administración 
General del Estado y de las Comunidades Au-
tónomas, así como el espacio que corresponde 
a la participación de los agentes sociales, cuya 
representatividad y necesaria colaboración 
quedan reflejadas en la composición del Con-
sejo General de Formación Profesional, a cuyo 
servicio se instrumenta, como órgano técnico, 
el Instituto Nacional de las Cualificaciones. 

Si el Sistema Nacional de Cualificaciones y 
Formación Profesional constituye el elemento 
central en torno al que gira la reforma abordada 
por la presente Ley, la regulación que ésta lleva 
a cabo parte, como noción básica, del concepto 
técnico de cualificación profesional, entendida 
como el conjunto de competencias con signifi-
cación para el empleo, adquiridas a través de 
un proceso formativo formal e incluso no for-
mal que son objeto de los correspondientes 
procedimientos de evaluación y acreditación. 
En función de las necesidades del mercado de 
trabajo y de las cualificaciones que éste requie-
re, se desarrollarán las ofertas públicas de for-
mación profesional, en cuya planificación ha de 
prestarse especial atención a la enseñanza de 
las tecnologías de la información y la comunica-
ción, idiomas de la Unión Europea y prevención 
de riesgos laborales. 

La presente Ley establece, asimismo, que los 
títulos de formación profesional y los certi-
ficados de profesionalidad constituirán las 
ofertas de formación profesional referidas 
al Catálogo de Cualificaciones Profesionales, 
que tienen carácter oficial y validez en todo 
el territorio nacional y serán expedidos por 
las Administraciones competentes. La coor-
dinación de las referidas ofertas formativas 
de formación profesional debe garantizarse 
por las Administraciones públicas con la clara 
finalidad de dar respuesta a las necesidades 
de cualificación, optimizando el uso de los re-
cursos públicos. 

El acceso eficaz a la formación profesional, 
que se ha de garantizar a los diferentes colec-
tivos, jóvenes, trabajadores en activo ocupa-
dos y desempleados, hace que la Ley cuente 
con los centros ya existentes y trace las líneas 
ordenadoras básicas de los nuevos Centros 
Integrados de Formación Profesional, y, den-
tro de ellas, los criterios sobre nombramiento 
de la dirección de los mismos. 

En esta Ley se establece también que a tra-
vés de centros especializados por sectores 
productivos se desarrollarán acciones de 
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innovación y experimentación en materia de 
formación profesional que se programarán y 
ejecutarán mediante convenios de colabora-
ción entre la Administración del Estado y las 
Comunidades Autónomas, ateniéndose en 
todo caso al ámbito de sus respectivas com-
petencias. 

Por otra parte, el aprendizaje permanente es 
un elemento esencial en la sociedad del cono-
cimiento y, parapropiciar el acceso universal 
y continuo al mismo, la Ley establece que las 
Administraciones públicas adaptarán las ofer-
tas de formación, especialmente las dirigidas 
a grupos con dificultades de inserción laboral, 
de forma que se prevenga la exclusión social 
y que sean motivadores de futuros aprendi-
zajes mediante el reconocimiento de las com-
petencias obtenidas a través de estas ofertas 
específicas. En el marco del Sistema Nacional 
de Cualificaciones y Formación Profesional se 
contemplan dos aspectos fundamentales, la 
información y la orientación profesional, así 
como la permanente evaluación del sistema 
para garantizar su calidad. Dentro de la orien-
tación se destaca la necesidad de asesorar so-
bre las oportunidades de acceso al empleo y 
sobre las ofertas de formación para facilitar la 
inserción y reinserción laboral. La evaluación 
de la calidad del sistema debe conseguir su 
adecuación permanente a las necesidades del 
mercado de trabajo. 

Finalmente con esta Ley, que no deroga el 
actual marco legal de la formación profesio-
nal establecido porla Ley Orgánica 1/1990, 
de 3 de octubre, de Ordenación General del 
Sistema Educativo, se pretende conseguir el 
mejor aprovechamiento de la experiencia y 
conocimientos de todos los profesionales en 
la impartición de las distintas modalidades de 
formación profesional y con tal finalidad se 
posibilita a los funcionarios de los Cuerpos de 
Profesores de Enseñanza Secundaria y Pro-
fesores Técnicos de Formación Profesional 
el desempeño de funciones en las diferentes 
ofertas de formación profesional reguladas 
en la presente Ley. 

TÍTULO PRELIMINAR 

Artículo 1. Finalidad de la Ley. 
1. La presente Ley tiene por objeto la ordena-
ción de un sistema integral de formación pro-
fesional, cualificaciones y acreditación, que 
responda con eficacia y transparencia a las 
demandas sociales y económicas a través de 
las diversas modalidades formativas. 

2. La oferta de formación sostenida con fon-
dos públicos favorecerá la formación a lo lar-
go de toda la vida, acomodándose a las dis-
tintas expectativas y situaciones personales 
y profesionales. 

3. A dicha finalidad se orientarán las acciones 
formativas programadas y desarrolladas en el 
marco del Sistema Nacional de Cualificaciones 
y Formación Profesional, en coordinación con 
las políticas activas de empleo y de fomento 
de la libre circulación de los trabajadores. 

Artículo 2. Principios del Sistema Nacional de 
Cualificaciones y Formación Profesional. 
1. A los efectos de esta Ley se entiende por 
Sistema Nacional de Cualificaciones y For-
mación Profesional el conjunto de instrumen-
tos y acciones necesarios para promover y 
desarrollar la integración de las ofertas de la 
formación profesional, a través del Catálogo 
Nacional de Cualificaciones Profesionales, así 
como la evaluación y acreditación de las co-
rrespondientes competencias profesionales, 
de forma que se favorezca el desarrollo profe-
sional y social de las personas y se cubran las 
necesidades del sistema productivo. 

2. Al Sistema Nacional de Cualificaciones y 
Formación Profesional le corresponde pro-
mover y desarrollar la integración de las ofer-
tas de la formación profesional, a través de 
un Catálogo Nacional de Cualificaciones Pro-
fesionales, así como la evaluación y acredita-
ción de las correspondientes competencias 
profesionales. 
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3. El Sistema Nacional de Cualificaciones y 
Formación Profesional se rige por los siguien-
tes principios básicos: 

a) La formación profesional estará orientada 
tanto al desarrollo personal y al ejercicio del 
derecho al trabajo como a la libre elección de 
profesión u oficio y a la satisfacción de las 
necesidades del sistema productivo y del em-
pleo a lo largo de toda la vida. 
b) El acceso, en condiciones de igualdad de 
todos los ciudadanos, a las diferentes moda-
lidades de la formación profesional. 
c) La participación y cooperación de los agentes 
sociales con los poderes públicos en las políti-
cas formativas y de cualificación profesional. 
d) La adecuación de la formación y las cualifi-
caciones a los criterios de la Unión Europea, 
en función de los objetivos del mercado único 
y la libre circulación de trabajadores. 
e) La participación y cooperación de las dife-
rentes Administraciones públicas en función 
de sus respectivas competencias. 
f) La promoción del desarrollo económico y la 
adecuación a las diferentes necesidades terri-
toriales del sistema productivo. 

Artículo 3. Fines del Sistema Nacional de 
Cualificaciones y Formación Profesional. 
El Sistema Nacional de Cualificaciones y For-
mación Profesional tiene los siguientes fines: 

1. Capacitar para el ejercicio de actividades 
profesionales, de modo que se puedan satis-
facer tanto las necesidades individuales como 
las de los sistemas productivos y del empleo. 

2. Promover una oferta formativa de calidad, 
actualizada y adecuada a los distintos desti-
natarios, de acuerdo con las necesidades de 
cualificación del mercado laboral y las expec-
tativas personales de promoción profesional. 

3. Proporcionar a los interesados información 
y orientación adecuadas en materia de for-
mación profesional y cualificaciones para el 
empleo. 

4. Incorporar a la oferta formativa aquellas 
acciones de formación que capaciten para el 
desempeño de actividades empresariales y 
por cuenta propia, así como para el fomento 
de las iniciativas empresariales y del espíritu 
emprendedor que contemplará todas las for-
mas de constitución y organización de las em-
presas ya sean éstas individuales o colectivas 
y en especial las de la economía social. 

5. Evaluar y acreditar oficialmente la cualifica-
ción profesional cualquiera que hubiera sido la 
forma de su adquisición.

6. Favorecer la inversión pública y privada en 
la cualificación de los trabajadores y la optimi-
zación de los recursos dedicados a la forma-
ción profesional. 

Artículo 4. Instrumentos y acciones del Sis-
tema Nacional de Cualificaciones y Forma-
ción Profesional. 
1. El Sistema Nacional de Cualificaciones y 
Formación Profesional está formado por los 
siguientes instrumentos y acciones: 

a) El Catálogo Nacional de Cualificaciones 
Profesionales, que ordenará las identificadas 
en el sistema productivo en función de las 
competencias apropiadas para el ejercicio 
profesional que sean susceptibles de recono-
cimiento y acreditación.
El catálogo, que incluirá el contenido de la for-
mación profesional asociada a cada cualifica-
ción, tendrá estructura modular. 
b) Un procedimiento de reconocimiento, eva-
luación, acreditación y registro de las cualifi-
caciones profesionales. 
c) La información y orientación en materia de 
formación profesional y empleo.
d) La evaluación y mejora de la calidad del 
Sistema Nacional de Cualificaciones y For-
mación Profesional que proporcione la opor-
tuna información sobre el funcionamiento de 
éste y sobre su adecuación a las necesidades 
formativas individuales y a las del sistema 
productivo. 
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2. A través de los referidos instrumentos y 
acciones se promoverá la gestión coordinada 
de las distintas Administraciones públicas con 
competencias en la materia. 

Artículo 5. Regulación y coordinación del Sis-
tema Nacional de Cualificaciones y Forma-
ción Profesional. 
1. Corresponde a la Administración General 
del Estado la regulación y la coordinación del 
Sistema Nacional de Cualificaciones y Forma-
ción Profesional, sin perjuicio de las compe-
tencias que corresponden a las Comunidades 
Autónomas y de la participación de los agen-
tes sociales. 

2. El Consejo General de Formación Profesio-
nal, creado por la Ley 1/1986, de 7 de enero, 
modificada por las Leyes 19/1997, de 9 de ju-
nio, y 14/2000,de 29 de diciembre, es el órga-
no consultivo y de participación institucional 
de las Administraciones públicas y los agentes 
sociales, y de asesoramiento del Gobierno en 
materia de formación profesional, sin perjui-
cio delas competencias que el Consejo Escolar 
del Estado tiene atribuidas, según los artículos 
30 y 32 de la Ley Orgánica 8/1985, de 3 de julio, 
reguladora del Derecho a la Educación. 

3. El Instituto Nacional de las Cualificacio-
nes, creado por Real Decreto 375/1999, de 
5 de marzo, es el órgano técnico de apoyo al 
Consejo General de la Formación Profesional 
responsable de definir, elaborar y mantener 
actualizado el Catálogo Nacional de Cualifi-
caciones Profesionales y el correspondiente 
Catálogo Modular de Formación Profesional. 

Artículo 6. Colaboración de las empresas, de 
los agentes sociales y otras entidades. 
1. Para el desarrollo del Sistema Nacional de 
Cualificaciones y Formación Profesional se 
promoverá la necesaria colaboración de las 
empresas con las Administraciones públicas, 
Universidades, Cámaras de Comercio y enti-
dades de formación. La participación de las 

empresas podrá realizarse de forma individual 
o de modo agrupado a través de sus organiza-
ciones representativas. 

2. La participación de las empresas y otras 
entidades en el Sistema Nacional de Cuali-
ficaciones y Formación Profesional se de-
sarrollará, entre otros, en los ámbitos de la 
formación del personal docente, la formación 
de los alumnos en los centros de trabajo y la 
realización de otras prácticas profesionales, 
así como en la orientación profesional y la par-
ticipación de profesionales cualificados del 
sistema productivo en el sistema formativo. 
Dicha colaboración se instrumentará median-
te los oportunos convenios y acuerdos. 

3. Para identificar y actualizar las necesidades 
de cualificación, así como para su definición y 
la de la formación requerida, se establecerán 
procedimientos de colaboración y consulta 
con los diferentes sectores productivos y con 
los interlocutores sociales. 

4. La formación favorecerá la realización de 
prácticas profesionales de los alumnos en em-
presas y otras entidades. Dichas prácticas no 
tendrán carácter laboral. 

TÍTULO I 
DE LAS CUALIFICACIONES PROFESIONALES 

Artículo 7. Catálogo Nacional de Cualificacio-
nes Profesionales. 
1. Con la finalidad de facilitar el carácter in-
tegrado y la adecuación entre la formación 
profesional y el mercado laboral, así como la 
formación a lo largo de la vida, la movilidad 
de los trabajadores y la unidad de mercado 
laboral, se crea el Catálogo Nacional de Cua-
lificaciones Profesionales, aplicable a todo el 
territorio nacional, que estará constituido por 
las cualificaciones identificadas en el sistema 
productivo y por la formación asociada a las 
mismas, que se organizará en módulos forma-
tivos, articulados en un Catálogo Modular de 
Formación Profesional. 
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2. El Gobierno, previa consulta al Consejo Ge-
neral de la Formación Profesional, de acuerdo 
con lo establecido en el artículo 5.2 de esta 
Ley, determinará la estructura y el contenido 
del Catálogo Nacional de Cualificaciones Pro-
fesionales y aprobará las que procedan incluir 
en el mismo, ordenadas por niveles de cuali-
ficación, teniendo en cuenta en todo caso los 
criterios de la Unión Europea. Igualmente se 
garantizará la actualización permanente del 
catálogo, previa consulta al Consejo General 
de la Formación Profesional, de forma que 
atienda en todo momento los requerimientos 
del sistema productivo. 

3. A los efectos de la presente Ley, se enten-
derá por: 

a) Cualificación profesional: el conjunto de 
competencias profesionales con significación 
para el empleo que pueden ser adquiridas me-
diante formación modular u otros tipos de for-
mación y a través de la experiencia laboral. 
b) Competencia profesional: el conjunto de 
conocimientos y capacidades que permitan el 
ejercicio de la actividad profesional conforme 
a las exigencias de la producción y el empleo. 

Artículo 8. Reconocimiento, evaluación, acre-
ditación y registro de las cualificaciones pro-
fesionales. 
1. Los títulos de formación profesional y los 
certificados de profesionalidad tienen carác-
ter oficial y validez en todo el territorio nacio-
nal, son expedidos por las Administraciones 
competentes y tendrán los efectos que le 
correspondan con arreglo a la normativa de la 
Unión Europea relativa al sistema general de 
reconocimiento de la formación profesional 
en los Estados miembros de la Unión Euro-
pea y demás Estados signatarios del Acuerdo 
sobre el Espacio Económico Europeo. Dichos 
títulos y certificados acreditan las correspon-
dientes cualificaciones profesionales a quie-
nes los hayan obtenido, y en su caso, surten los 
correspondientes efectos académicos según 
la legislación aplicable.

2. La evaluación y la acreditación de las com-
petencias profesionales adquiridas a través 
de la experiencia laboral o de vías no formales 
de formación, tendrá como referente el Catá-
logo Nacional de Cualificaciones Profesiona-
les y se desarrollará siguiendo en todo caso 
criterios que garanticen la fiabilidad, objetivi-
dad y rigor técnico de la evaluación. 

3. El reconocimiento de las competencias 
profesionales así evaluadas, cuando no com-
pleten las cualificaciones recogidas en algún 
título de formación profesional o certificado 
de profesionalidad, se realizará a través de 
una acreditación parcial acumulable con la fi-
nalidad, en su caso, de completar la formación 
conducente a la obtención del correspondien-
te título o certificado. 

4. El Gobierno, previa consulta al Consejo Ge-
neral de la Formación Profesional, fijará los re-
quisitos y procedimientos para la evaluación 
y acreditación de las competencias, así como 
los efectos de las mismas. 

TÍTULO II 
DE LA FORMACIÓN PROFESIONAL 

Artículo 9. La formación profesional. 
La formación profesional comprende el con-
junto de acciones formativas que capacitan 
para el desempeño cualificado de las diversas 
profesiones, el acceso al empleo y la partici-
pación activa en la vida social, cultural y eco-
nómica. Incluye las enseñanzas propias de la 
formación profesional inicial, las acciones de 
inserción y reinserción laboral de los trabaja-
dores, así como las orientadas a la formación 
continua en las empresas, que permitan la 
adquisición y actualización permanente de las 
competencias profesionales. 

Artículo 10. Las ofertas de formación profesional. 
1. La Administración General del Estado, de 
conformidad con lo que se establece en el ar-
tículo 149.1.30.

a 
y7.

a 
de la Constitución y previa 
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consulta al Consejo General de la Formación 
Profesional, determinará los títulos y los cer-
tificados de profesionalidad, que constituirán 
las ofertas de formación profesional referi-
das al Catálogo Nacional de Cualificaciones 
Profesionales. 

2. Las Administraciones educativas, en el ám-
bito de sus competencias, podrán ampliar los 
contenidos de los correspondientes títulos de 
formación profesional.

3. Las ofertas públicas de formación profe-
sional favorecerán la utilización de las tec-
nologías de la información y la comunicación 
para extender al máximo la oferta formativa y 
facilitar el acceso a la misma de todos los ciu-
dadanos interesados. 

4. Las ofertas formativas referidas al Catálo-
go Nacional de Cualificaciones Profesionales 
se desarrollarán considerando las medidas es-
tablecidas en el Plan Nacional de Acción para 
el Empleo.

5. Las Administraciones públicas garantizarán 
la coordinación de las ofertas de formación 
profesional para dar respuesta a las necesida-
des de cualificación y optimizar el uso de los 
recursos públicos.

6. Las instituciones y entidades que desarro-
llen ofertas formativas sostenidas con fondos 
públicos están obligados a facilitar a las Admi-
nistraciones competentes toda la información 
que sea requerida para el seguimiento, fines 
estadísticos y evaluación de las actuaciones 
desarrolladas. Asimismo, serán de aplicación 
los procedimientos, métodos y obligaciones 
específicas que se derivan de la legislación 
presupuestaria, de la normativa y financiación 
europea y del desarrollo de planes o progra-
mas de ámbito nacional y europeo. 

7. En el acceso a las diferentes ofertas forma-
tivas se tendrán en cuenta las acreditaciones 
previstas en el artículo 8 de esta Ley. 

Artículo 11. Centros de Formación Profesional. 
1. El Gobierno, previa consulta al Consejo Ge-
neral de la Formación Profesional, establecerá 
los requisitos básicos que deberán reunir los 
centros que impartan ofertas de formación 
profesional conducentes a la obtención de tí-
tulos de formación profesional y certificados 
de profesionalidad. Las Administraciones, en 
el ámbito de sus competencias, podrán esta-
blecer los requisitos específicos que habrán 
de reunir dichos centros. 

2. Corresponderá a las Administraciones, en 
sus respectivos ámbitos competenciales, la 
creación, autorización, homologación y ges-
tión de los centros a los que hace referencia el 
apartado anterior. 

3. Se establecerán los mecanismos adecua-
dos para que la formación que reciba finan-
ciación pública pueda ofrecerse por centros 
o directamente por las empresas, mediante 
conciertos, convenios, subvenciones u otros 
procedimientos.
4. Se considerarán Centros Integrados de For-
mación Profesional aquellos que impartan to-
das las ofertas formativas a las que se refiera 
el artículo 10.1 de la presente Ley.

Las Administraciones, en el ámbito de sus 
competencias podrán crear y autorizar dichos 
Centros de Formación Profesional con las con-
diciones y requisitos que se establezcan. 

5. La dirección de los Centros Integrados de 
Formación Profesional de titularidad de las 
Administraciones educativas, será nombrada 
mediante el procedimiento de libre designa-
ción por la Administración competente, entre 
funcionarios públicos docentes, conforme a 
los principios de mérito, capacidad y publici-
dad, previa consulta a los órganos colegiados 
del centro.

6. Reglamentariamente, el Gobierno y los Con-
sejos de Gobierno de las Comunidades Autó-
nomas, en el ámbito de sus respectivas compe-
tencias, adaptarán la composición y funciones 
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de los Centros Integrados de Formación Profe-
sional a sus características específicas.

7. La innovación y experimentación en mate-
ria de formación profesional se desarrollará 
a través de una red de centros de referencia 
nacional, con implantación en todas las Co-
munidades Autónomas, especializados en los 
distintos sectores productivos. A tales efec-
tos, dichos centros podrán incluir acciones 
formativas dirigidas a estudiantes, trabaja-
dores ocupados y desempleados, así como a 
empresarios y formadores.

La programación y ejecución de las correspon-
dientes actuaciones de carácter innovador, ex-
perimental y formativo se llevará a cabo, en el 
marco de lo establecido en esta Ley, mediante 
convenios de colaboración entre la Adminis-
tración del Estado y las Comunidades Autó-
nomas, ateniéndose en todo caso al ámbito de 
sus respectivas competencias. 

Artículo 12. Oferta formativa a grupos con es-
peciales dificultades de integración laboral. 
1. Con la finalidad de facilitar la integración 
social y la inclusión de los individuos o grupos 
desfavorecidos en el mercado de trabajo, las 
Administraciones públicas, especialmente la 
Administración Local, en el ámbito de sus res-
pectivas competencias, adaptarán las ofer-
tas formativas a las necesidades específicas 
de los jóvenes con fracaso escolar, discapa-
citados, minorías étnicas, parados de larga 
duración y, en general, personas con riesgo de 
exclusión social.

2. Las referidas ofertas deberán favorecer la 
adquisición de capacidades en un proceso de 
formación a lo largo de la vida, y además de 
incluir módulos asociados al Catálogo Nacio-
nal de Cualificaciones Profesionales, con los 
efectos previstos en el artículo 8 de esta Ley, 
podrán incorporar módulos apropiados para la 
adaptación a las necesidades específicas del 
colectivo beneficiario. 

Artículo 13. Ofertas formativas no vinculadas al 
Catálogo Modular de Formación Profesional. 
1. Con la finalidad de satisfacer y adecuarse 
al máximo a las necesidades específicas de 
formación y cualificación, la oferta formativa 
sostenida con fondos públicos tendrá la ma-
yor amplitud y a tal efecto incluirá acciones no 
asociadas al Catálogo Nacional de Cualifica-
ciones Profesionales. 

2. Las competencias profesionales ofertadas 
y adquiridas mediante las acciones formati-
vas indicadas en el apartado anterior, podrán 
ser acreditadas cuando sean incorporadas al 
Catálogo de Cualificaciones, de acuerdo con 
lo previsto en el artículo 8 de la presente Ley. 

TÍTULO III 
INFORMACIÓN Y ORIENTACIÓN PROFESIONAL 

Artículo 14. Finalidad. En el marco del Siste-
ma Nacional de Cualificaciones y Formación 
Profesional la información y orientación pro-
fesional tendrá la finalidad de: 
1. Informar sobre las oportunidades de acceso 
al empleo, las posibilidades de adquisición, 
evaluación y acreditación de competencias y 
cualificaciones profesionales y del progreso 
en las mismas a lo largo de toda la vida. 

2. Informar y asesorar sobre las diversas 
ofertas deformación y los posibles itinerarios 
formativos para facilitar la inserción y reinser-
ción laborales, así como la movilidad profesio-
nal en el mercado de trabajo. 

Artículo 15. Organización de la información y 
orientación profesional. 
1. En la información y orientación profesional 
podrán participar, entre otros, los servicios de 
las Administraciones educativas y laborales, 
de la Administración local y de los agentes 
sociales, correspondiendo a la Administración 
General del Estado desarrollar fórmulas de 
cooperación y coordinación entre todos los 
entes implicados.
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2. A los servicios de información y orientación 
profesional de las Administraciones públicas 
les corresponde proporcionar información al 
alumnado del sistema educativo, las familias, 
los trabajadores desempleados y ocupados y 
a la sociedad en general.

Asimismo, corresponde a las Administracio-
nes públicas poner a disposición de los interlo-
cutores sociales información sobre el sistema 
que pueda servir de referente orientativo en la 
negociación colectiva, sin perjuicio de la auto-
nomía de las partes en la misma. 

TÍTULO IV 
CALIDAD Y EVALUACIÓN DEL SISTEMA NA-
CIONAL DE CUALIFICACIONES Y FORMA-
CIÓN PROFESIONAL 

Artículo 16. Finalidad. 
La evaluación del Sistema Nacional de Cuali-
ficaciones y Formación Profesional tendrá la 
finalidad básica de garantizar la eficacia de 
las acciones incluidas en el mismo y su ade-
cuación permanente a las necesidades del 
mercado de trabajo. 

Artículo 17. Establecimiento y coordinación. 
1. Corresponde al Gobierno el establecimiento 
y coordinación de los procesos de evaluación 
del Sistema Nacional de Cualificaciones y For-
mación Profesional, previa consulta al Con-
sejo General de la Formación Profesional, sin 
perjuicio de las competencias atribuidas a las 
Comunidades Autónomas. 

2. Las Administraciones públicas garantiza-
rán, en sus respectivos ámbitos, la calidad 
de las ofertas formativas y cooperarán en la 
definición y desarrollo de los procesos de eva-
luación del Sistema Nacional de Cualificacio-
nes y Formación Profesional, de conformidad 
con lo que se establezca reglamentariamente, 
debiendo proporcionar los datos requeridos 
para la correspondiente evaluación de carác-
ter nacional. 

Disposición adicional primera. Habilitación 
del profesorado de formación profesional. 
1. Los funcionarios de los Cuerpos de Profeso-
res de Enseñanza Secundaria y de Profesores 
Técnicos de Formación Profesional, sin per-
juicio de seguir desempeñando sus funciones 
en la formación profesional específica, de 
acuerdo con lo establecido en la disposición 
adicional décima, apartado 1, de la Ley Orgáni-
ca 1/1990, de 3 de octubre, de Ordenación Ge-
neral del Sistema Educativo, y de conformidad 
con lo que establezcan las normas básicas que 
determinan la atribución de la competencia 
docente a los profesores de dichos Cuerpos, 
podrán desempeñar funciones en los demás 
ámbitos de la formación profesional regulada 
en esta Ley, de conformidad con su perfil aca-
démico y profesional y con lo que al efecto de-
terminen las Administraciones competentes.
2. A los efectos previstos en el artículo 3 de la 
Ley 53/1984, de 26 de diciembre, de Incompa-
tibilidades del Personal Laboral al Servicio de 
las Administraciones Públicas, la impartición 
de la formación, en sus distintos ámbitos, ten-
drá la consideración de interés público. 

Disposición adicional segunda. Habilitación 
de profesionales cualificados. 
De acuerdo con las necesidades derivadas de 
la planificación de la oferta formativa, la for-
mación profesional regulada en esta Ley po-
drá ser impartida por profesionales cualifica-
dos, cuando no exista profesorado cuyo perfil 
se corresponda con la formación asociada a 
las cualificaciones profesionales, en las con-
diciones y régimen que determinen las corres-
pondientes Administraciones competentes. 

Disposición adicional tercera. Áreas priorita-
rias en las ofertas formativas. 
Son áreas prioritarias que se incorporarán a 
las ofertas formativas financiadas con cargo 
a recursos públicos las relativas a tecnologías 
de la información y la comunicación, idiomas 
de los países de la Unión Europea, trabajo en 
equipo, prevención de riesgos laborales así 
como aquéllas que se contemplen dentro de 
las directrices marcadas por la Unión Europea. 
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Disposición adicional cuarta. Equivalencias. 
El Gobierno, previa consulta al Consejo Gene-
ral de la Formación Profesional, fijará las equi-
valencias, convalidaciones, correspondencias, 
y los efectos de ellas, entre los títulos de for-
mación profesional y los certificados de pro-
fesionalidad establecidos y los que se creen 
conforme a lo previsto en la presente Ley. 

Disposición final primera. Título competencial. 
1. La presente Ley se dicta al amparo de las 
disposiciones 1.

a
,7.

a 
y 30.

a 
del artículo 149.1 de 

la Constitución. 

2. Al amparo de lo establecido en el artículo 
149.1.1.

a 
y 30.

a 
de la Constitución, en lo que se 

refiere a la regulación de la formación profe-
sional en el ámbito del Sistema Educativo, es 
competencia exclusiva del Estado el desarro-
llo de los siguientes preceptos: 

El apartado 1 del artículo 1, los artículos 2 a 
5,losapartados 3 y 4del artículo 6, los artículos 
7 a 9, el apartado 1 del artículo 10 y el apartado 
6 del artículo 11.

La disposición adicional tercera. 
Igualmente, al amparo de lo establecido en el 
artículo 149.1.1.

a 
y 30.

a 
de la Constitución y en lo 

que se refiere a la regulación de la formación 
profesional en el ámbito del Sistema Educati-
vo, son normas básicas de la presente Ley las 
siguientes: 
Los apartados 2 y 3 del artículo 1, los aparta-
dos 1 y 2 del artículo 6, los apartados 2 a 7del 
artículo 10, los apartados1a 5 y 7 del artículo 11 
y los artículos 12  a  17. 

Las disposiciones adicionales primera y se-
gunda. 

3. Al amparo de lo establecido en el artículo 
149.1.7.

a
, es competencia exclusiva del Estado 

el desarrollo de la presente Ley en todo aque-
llo que no se refiera a la regulación de la for-
mación profesional en el ámbito del Sistema 
Educativo, sin perjuicio de su ejecución por los 
órganos de las Comunidades Autónomas.

 4. Al amparo de lo establecido en el artículo 
149.1.1.

a
,7.

a 
y 30.

a 
de la Constitución, es compe-

tencia exclusiva del Estado el desarrollo de la 
disposición adicional cuarta. 

Disposición final segunda. Carácter de Ley 
Orgánica de la presente Ley. 
La presente Ley tiene el carácter de Ley Orgá-
nica, a excepción de los siguientes preceptos: 
los apartados2y3del artículo 1; el apartado 1 y 
los párrafos c) y d) del apartado 3 del artículo 
2; el apartado 2 del artículo 4; los artículos 5, 6, 
9, 13, 14, 15, 16 y 17;las disposiciones adicionales 
primera, segunda, tercera y cuarta y las dispo-
siciones finales primera, tercera y cuarta. 

Disposición final tercera. Habilitación para el 
desarrollo normativo. 
Se habilita al Gobierno a fin de que dicte, pre-
via consulta al Consejo General de Formación 
Profesional, la normativa precisa para el desa-
rrollo de la presente Ley en el ámbito de sus 
competencias. 

Disposición final cuarta. Entrada en vigor. 
La presente Ley Orgánica entrará en vigor el 
día siguiente al de su publicación en el «Bole-
tín Oficial del Estado». 

Por tanto, 
Mando a todos los españoles, particulares 
y autoridades, que guarden y hagan guardar 
esta Ley Orgánica. 

Madrid, 19 de junio de 2002. 
JUAN CARLOS R. 

JOSÉ MARÍA AZNAR LÓPEZ 
El Presidente del Gobierno
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La Ley Orgánica 5/2002, de 19 de junio, de las 
Cualificaciones y de la Formación Profesional, 
establece el Sistema Nacional de Cualifica-
ciones y Formación Profesional, que está for-
mado por diferentes instrumentos y acciones, 
siendo el Catálogo Nacional de Cualificaciones 
Profesionales el eje fundamental del sistema. 

La citada ley orgánica, en su artículo 7.2, atri-
buye al Gobierno, previa consulta al Consejo 
General de Formación Profesional, la deter-
minación de la estructura y el contenido del 
Catálogo Nacional de Cualificaciones Profe-
sionales, así como la aprobación de las cua-
lificaciones que proceda incluir en éste y su 
permanente actualización. 

El catálogo, cuyo régimen básico se define en 
el título I de la citada ley orgánica, es el ins-
trumento que ordena sistemáticamente las 
cualificaciones identificadas en el sistema 
productivo y establece, mediante un catálo-
go modular, la formación asociada a aquéllas 
atendiendo a los requerimientos del empleo. El 
catálogo determina así el marco para estable-
cer los títulos y los certificados de profesiona-
lidad, que constituirán las ofertas de formación 
profesional referidas a aquél, así como, para la 
evaluación, el reconocimiento y la acreditación 
de las competencias profesionales adquiridas 
a través de la experiencia laboral o de vías no 
formales de formación, acreditación que será 
válida en todo el territorio nacional. 

De acuerdo con los principios y fines que la Ley 
Orgánica 5/2002, de 19 de junio, de las Cualifi-
caciones y de la Formación Profesional, atri-
buye al Sistema Nacional de Cualificaciones y 

Formación Profesional, la finalidad del catálo-
go es posibilitar la integración de las ofertas 
de formación profesional, adecuándolas a las 
características y demandas del sistema pro-
ductivo, promover la formación a lo largo de 
la vida y facilitar la movilidad de los trabajado-
res, así como la unidad del mercado de trabajo. 
Y todo ello, garantizando los niveles básicos 
de calidad que se derivan de la permanente 
observación y análisis del sistema productivo 
y de las demandas de la sociedad. 

Para el logro de estas finalidades, el catálogo 
debe identificar y definir las cualificaciones 
profesionales más significativas que en cada 
momento requiera el sistema productivo, sin 
que ello suponga regulación del ejercicio pro-
fesional o la atribución en exclusiva de unas 
determinadas funciones a concretas cualifica-
ciones, ni afecte al contenido de las relaciones 
laborales. Asimismo, debe establecer los con-
tenidos formativos básicos que en cada caso 
resulten necesarios, con el fin de que las ofer-
tas formativas garanticen la adquisición de las 
competencias profesionales más apropiadas 
para el desempeño profesional. 

El catálogo servirá, asimismo, para facilitar 
a los interesados información y orientación 
sobre las oportunidades de aprendizaje y for-
mación para el empleo, los procedimientos 
de evaluación, reconocimiento y acreditación 
de las competencias profesionales, cualquie-
ra que hubiera sido su forma de adquisición, 
así como para establecer ofertas formativas 
adaptadas a colectivos con necesidades es-
pecíficas y, en definitiva, para favorecer la 
inversión pública y privada en la cualificación 

REAL DECRETO 1128/2003, 
de 5 de septiembre, por el 
que se regula el Catálogo 
Nacional de Cualificaciones 
Profesionales
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de los ciudadanos mediante un proceso de 
formación permanente. 

La estructura y el contenido del Catálogo Na-
cional de Cualificaciones Profesionales que 
se establece por este real decreto favorece-
rá la transparencia de las cualificaciones en 
el contexto internacional y particularmente 
en el europeo. Para ello, además de los fines 
y funciones del catálogo, se establecen los 
distintos componentes de cada una de las 
cualificaciones y de los módulos formativos 
asociados a ellos y se establecen asimismo 
los requisitos de participación, colaboración y 
consulta que han de seguirse para la elabora-
ción y actualización de aquél. La organización 
de las cualificaciones en el catálogo se realiza 
por familias profesionales atendiendo a crite-
rios de afinidad de la competencia profesional, 
adoptando el modelo ya conocido en la forma-
ción profesional inicial y en la formación pro-
fesional ocupacional, para organizar el actual 
catálogo de títulos de formación profesional 
y el repertorio de certificados de profesiona-
lidad, lo que facilitará, sin duda, la integración 
y la transparencia, así como el conocimiento y 
difusión de las cualificaciones entre los ciuda-
danos; y posibilitará, por otra parte, una mejor 
oferta de las acciones formativas referidas al 
catálogo. Por su parte, y de acuerdo con lo que 
se establece en la Ley Orgánica 5/2002, de 
19 de junio, de las Cualificaciones y de la For-
mación Profesional, las cualificaciones profe-
sionales se organizan en niveles, con arreglo 
a criterios relacionados con la competencia 
profesional requerida en cada uno de ellos y 
de la Unión Europea. 

A su vez, las cualificaciones del Catálogo Na-
cional de Cualificaciones Profesionales se 
estructuran en unidades de competencia, 
entendidas como un agregado de competen-
cias profesionales, que constituyen la unidad 
mínima susceptible de reconocimiento y acre-
ditación y comprenden tanto las competen-
cias específicas de una actividad profesional, 
como aquellas otras determinantes para un 
adecuado desempeño profesional. 

La formación asociada a las cualificaciones 
profesionales, que formará parte del catálogo 
modular, se estructura en módulos formativos 
que toman como referencia las unidades de 
competencia y constituyen el agregado míni-
mo para establecer la formación conducente a 
títulos y certificados de profesionalidad. 

Por último, se establece el procedimiento 
para la elaboración y actualización del Catálo-
go Nacional de Cualificaciones Profesionales, 
en el que el Instituto Nacional de las Cualifica-
ciones contará con la participación y colabora-
ción de las diferentes Administraciones públi-
cas y los interlocutores sociales, así como con 
los sectores productivos correspondientes. 

En el proceso de elaboración de este real de-
creto han emitido informe el Consejo General 
de Formación Profesional y el Consejo Escolar 
del Estado. 

En su virtud, a propuesta de los Ministros de 
Educación, Cultura y Deporte y de Trabajo y 
Asuntos Sociales, de acuerdo con el Consejo 
de Estado y previa deliberación del Consejo de 
Ministros en su reunión del día 5 de septiem-
bre de 2003, 

D I S P O N G O: 

Artículo 1. Objeto y ámbito de aplicación. 
1. El objeto de este real decreto es determinar 
la estructura y contenido del Catálogo Nacional 
de Cualificaciones Profesionales, creado por la 
Ley Orgánica 5/2002, de 19 de junio, de las Cua-
lificaciones y de la Formación Profesional. 

2. El Catálogo Nacional de Cualificaciones 
Profesionales tiene validez y es de aplicación 
en todo el territorio nacional. 

Artículo 2. Naturaleza del Catálogo Nacional 
de Cualificaciones Profesionales. 
1. El Catálogo Nacional de Cualificaciones 
Profesionales es el instrumento del Sistema 
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Nacional de las Cualificaciones y Formación 
Profesional que ordena las cualificaciones 
profesionales, susceptibles de reconocimien-
to y acreditación, identificadas en el sistema 
productivo en función de las competencias 
apropiadas para el ejercicio profesional. 

2. El Catálogo Nacional de Cualificaciones Pro-
fesionales incluye el contenido de la formación 
profesional asociada a cada cualificación, de 
acuerdo con una estructura de módulos for-
mativos articulados en un catálogo modular 
de formación profesional. 

Artículo 3. Finalidad y funciones del Catálogo 
Nacional de Cualificaciones Profesionales. 
1. El Catálogo Nacional de Cualificaciones Pro-
fesionales tiene los siguientes fines: 

a) Facilitar la adecuación de la formación pro-
fesional a los requerimientos del sistema pro-
ductivo. 
b) Promover la integración, el desarrollo y la ca-
lidad de las ofertas de formación profesional. 
c) Facilitar la formación a lo largo de la vida 
mediante la acreditación y acumulación de 
aprendizajes profesionales adquiridos en di-
ferentes ámbitos. 
d) Contribuir a la transparencia y unidad del 
mercado laboral y a la movilidad de los traba-
jadores. 

2. Para el logro de los fines indicados en el 
apartado anterior, mediante el Catálogo Na-
cional de Cualificaciones Profesionales se de-
sarrollarán las siguientes funciones: 

a) Identificar, definir y ordenar las cualificacio-
nes profesionales y establecer sus correspon-
dientes contenidos formativos. Determinar 
las ofertas formativas conducentes a la ob-
tención de títulos de formación profesional y 
de certificados de profesionalidad. 
b) Evaluar, reconocer y acreditar las compe-
tencias profesionales adquiridas a través de 
la experiencia profesional o de vías no forma-
les de formación. 

c) Asimismo, el catálogo servirá para facilitar 
la información y orientación profesional y los 
procesos de evaluación y mejora de la calidad 
del Sistema Nacional de Cualificaciones y For-
mación Profesional y para establecer ofertas 
formativas adaptadas a colectivos con nece-
sidades específicas. 

Artículo 4. Estructura del Catálogo Nacional 
de Cualificaciones Profesionales. 
1. El Catálogo Nacional de Cualificaciones Pro-
fesionales está constituido por las cualifica-
ciones profesionales más significativas, iden-
tificadas en el sistema productivo, ordenadas 
con los criterios que se establecen en este 
real decreto. Contendrá también la formación 
asociada a las cualificaciones profesionales 
que constituirán el catálogo modular de for-
mación profesional. 

2. Las cualificaciones profesionales que inte-
gran el Catálogo Nacional de Cualificaciones 
Profesionales se ordenarán por niveles de 
cualificación y por familias profesionales. 

3. Las familias profesionales en las que se es-
tructura el Catálogo Nacional de Cualificacio-
nes Profesionales son las que se indican en el 
anexo I de este real decreto, atendiendo a crite-
rios de afinidad de la competencia profesional. 

4. Los niveles de cualificación profesional son 
los que se establecen en el anexo II atendien-
do a la competencia profesional requerida 
por las actividades productivas con arreglo 
a criterios de conocimientos, iniciativa, auto-
nomía, responsabilidad y complejidad, entre 
otros, de la actividad a desarrollar. 

Artículo 5. Las cualificaciones profesionales. 
1. A los efectos de este real decreto, se entien-
de por: 
a) Cualificación profesional: el conjunto de com-
petencias profesionales con significación para 
el empleo que pueden ser adquiridas mediante 
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formación modular u otros tipos de formación, 
así como a través de la experiencia laboral. 
b) Unidad de competencia: el agregado míni-
mo de competencias profesionales, suscepti-
ble de reconocimiento y acreditación parcial, 
a los efectos previstos en el artículo 8.3 de 
la Ley Orgánica 5/2002, de 19 de junio, de las 
Cualificaciones y de la Formación Profesional. 
c) Competencia profesional: el conjunto de 
conocimientos y capacidades que permiten el 
ejercicio de la actividad profesional conforme 
a las exigencias de la producción y el empleo. 

2. Las cualificaciones profesionales que se in-
corporen al Catálogo Nacional de Cualificacio-
nes Profesionales deberán contener, al menos, 
los siguientes elementos, sin que ello consti-
tuya regulación del ejercicio profesional: 

a) Los datos de identificación de la cualifica-
ción, en los que figurarán: la denominación ofi-
cial, la familia profesional en la que se incluye, el 
nivel de cualificación y un código alfanumérico. 
b) La competencia general, que describe de 
forma abreviada el cometido y funciones 
esenciales del profesional. 
c) Las unidades de competencia, que corres-
ponden a la cualificación. 
d) El entorno profesional, en el que se indica, 
con carácter orientador, el ámbito profesional, 
los sectores productivos y las ocupaciones o 
puestos de trabajo relacionados. 
e) La formación asociada, estructurada en mó-
dulos formativos. 

Artículo 6. La unidad de competencia. 
La unidad de competencia contiene los ele-
mentos siguientes: 

a) Datos de identificación, en los que figurarán 
la denominación, el nivel y el código asignado. 
b) Las realizaciones profesionales, entendi-
das como elementos de la competencia que 
establecen el comportamiento esperado de la 
persona, en forma de consecuencias o resulta-
dos de las actividades que realiza. 

c) Los criterios de realización, que expresan el 
nivel aceptable de la realización profesional 
que satisface los objetivos de las organizacio-
nes productivas y constituye una guía para la 
evaluación de la competencia profesional. 
d) El contexto profesional, que describe, con 
carácter orientador, los medios de producción, 
productos y resultados del trabajo, informa-
ción utilizada o generada y cuantos elementos 
de análoga naturaleza se consideren necesa-
rios para enmarcar la realización profesional. 

Artículo 7. El catálogo modular de formación 
profesional. 
1. El catálogo modular de formación profe-
sional es el conjunto de módulos formativos 
asociados a las diferentes unidades de com-
petencia de las cualificaciones profesionales. 
Proporciona un referente común para la inte-
gración de las ofertas de formación profesio-
nal que permita la capitalización y el fomento 
del aprendizaje a lo largo de la vida. 

2. Mediante el catálogo modular de formación 
profesional se promoverá una oferta forma-
tiva de calidad, actualizada y adecuada a los 
distintos destinatarios de acuerdo con sus 
expectativas de progresión profesional y de 
desarrollo personal. Atenderá, asimismo, a las 
demandas de formación para la adquisición de 
las competencias requeridas por los sectores 
productivos y el aumento de la competitividad, 
a través del incremento de la cualificación de 
la población activa. 

Artículo 8. Los módulos formativos. 
1. Se entiende por módulo formativo el bloque 
coherente de formación asociado a cada una 
de las unidades de competencia que configu-
ran la cualificación. 

2. El módulo formativo constituye la unidad 
mínima de formación profesional acreditable 
para establecer las enseñanzas conducentes 
a la obtención de los títulos de formación pro-
fesional y los certificados de profesionalidad. 
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3. Cada módulo formativo tendrá un formato 
normalizado que incluirá los datos de identifi-
cación y las especificaciones de la formación. 

4. Los datos de identificación incluirán: la de-
nominación, el nivel de la cualificación al que 
se vincula, un código alfanumérico, la unidad 
de competencia a la que está asociado y la du-
ración de la formación expresada en horas. 

5. Las especificaciones de la formación se 
expresarán a través de las capacidades y sus 
correspondientes criterios de evaluación, así 
como los contenidos que permitan alcanzar 
dichas capacidades. Se identificarán, además, 
aquellas capacidades cuya adquisición deba 
ser, en su caso, completada en un entorno real 
de trabajo. Constarán también los requisitos 
básicos del contexto de la formación, para que 
ésta sea de calidad. 

Artículo 9. Elaboración y actualización del 
Catálogo Nacional de Cualificaciones Profe-
sionales y del catálogo modular de formación 
profesional. 
1. El Gobierno, previa consulta al Consejo Ge-
neral de la Formación Profesional, sin perjuicio 
de las competencias que el Consejo Escolar 
del Estado tiene atribuidas, según los artícu-
los 30 y 32 de la Ley Orgánica 8/1985, de 3 de 
julio, reguladora del Derecho a la Educación, 
aprobará las cualificaciones profesionales 
que proceda incluir en el Catálogo Nacional 
de Cualificaciones Profesionales, así como los 
módulos formativos del catálogo modular de 
formación profesional. 

2. El Instituto Nacional de las Cualificaciones, 
de acuerdo con lo que se establece en el artí-
culo 5.3 de la Ley Orgánica 5/2002, de 19 de 
junio, de las Cualificaciones y de la Formación 
Profesional, es el responsable de elaborar y 
mantener actualizado el Catálogo Nacional 
de Cualificaciones Profesionales y el catálo-
go modular de formación profesional, y, a tal 
efecto, presentará la oportuna propuesta al 
Consejo General de Formación Profesional. 

3. Para identificar, elaborar y mantener actua-
lizadas las cualificaciones profesionales del 
Catálogo Nacional de Cualificaciones Profesio-
nales y el catálogo modular de formación pro-
fesional, se establecerán los procedimientos 
de colaboración y consulta con las diferentes 
comunidades autónomas y las demás Adminis-
traciones públicas competentes, así como con 
los interlocutores sociales y con los sectores 
productivos, teniendo en cuenta, en su caso, 
aquellas iniciativas conJuntas que resulten sig-
nificativas desde una perspectiva sectorial. 

4. El Catálogo Nacional de Cualificaciones 
Profesionales y el catálogo modular de forma-
ción profesional se mantendrán permanente-
mente actualizados mediante su revisión pe-
riódica que, en todo caso, deberá efectuarse 
en un plazo no superior a cinco años a partir 
de la fecha de inclusión de la cualificación en 
el catálogo. 

Disposición adicional única. Actualización de 
las familias profesionales. 
En atención a la evolución de las necesidades 
del sistema productivo y de las demandas so-
ciales, el Gobierno podrá modificar las familias 
profesionales que se relacionan en el anexo I. 

Disposición final primera. Título competen-
cial y habilitación. 
Este real decreto se dicta en virtud de las 
competencias que atribuye al Estado el ar-
tículo 149.1.1.

a 
y 30.

a 
de la Constitución y al 

amparo de la disposición final primera.2 de 
la Ley Orgánica 5/2002, de 19 de junio, de las 
Cualificaciones y de la Formación Profesional, 
y de la habilitación que confiere al Gobierno el 
artículo 7.2 y la disposición final tercera de la 
citada Ley Orgánica 5/2002. 

Disposición final segunda. Normas de desarrollo. 
Se autoriza a los Ministros de Educación, Cul-
tura y Deporte y de Trabajo y Asuntos Sociales 
a dictar las normas de desarrollo de este real 
decreto en el ámbito de sus respectivas com-
petencias. 



371

Disposición final tercera. Entrada en vigor. 
El presente real decreto entrará en vigor el día 
siguiente al de su publicación en el «Boletín 
Oficial del Estado».

Dado en Madrid, a 5 de septiembre de 2003. 
JUAN CARLOS R. 

JAVIER ARENAS BOCANEGRA 
Vicepresidente Segundo del Gobierno y 

Ministro de la Presidencia
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ANEXO I 
Familias profesionales 

Agraria. 
Marítimo-pesquera. 
Industrias alimentarias. 
Química. 
Imagen personal. 
Sanidad. 
Seguridad y medio ambiente. 
Fabricación mecánica. 
Instalación y mantenimiento. 
Electricidad y electrónica. 
Energía y agua. 
Transporte y mantenimiento de vehículos. 
Industrias extractivas. 
Edificación y obra civil. 
Vidrio y cerámica. 
Madera, mueble y corcho. 
Textil, confección y piel. 
Artes gráficas. 
Imagen y sonido. 
Informática y comunicaciones. 
Administración y gestión. 
Comercio y márketing. 
Servicios socioculturales y a la comunidad. 
Hostelería y turismo. 
Actividades físicas y deportivas. 
Artesanías. 

ANEXO II 
Niveles de cualificación 

Nivel 1: competencia en un conjunto reducido 
de actividades de trabajo relativamente sim-
ples correspondientes a procesos normaliza-
dos, siendo los conocimientos teóricos y las 
capacidades prácticas a aplicar limitados. 

Nivel 2: competencia en un conjunto de activi-
dades profesionales bien determinadas con la 
capacidad de utilizar los instrumentos y téc-
nicas propias, que concierne principalmente 
a un trabajo de ejecución que puede ser autó-
nomo en el límite de dichas técnicas. Requiere 
conocimientos de los fundamentos técnicos y 

científicos de su actividad y capacidades de 
comprensión y aplicación del proceso. 

Nivel 3: competencia en un conjunto de activi-
dades profesionales que requieren el dominio 
de diversas técnicas y puede ser ejecutado de 
forma autónoma, comporta responsabilidad 
de coordinación y supervisión de trabajo téc-
nico y especializado. Exige la comprensión de 
los fundamentos técnicos y científicos de las 
actividades y la evaluación de los factores del 
proceso y de sus repercusiones económicas.
 
Nivel 4: competencia en un amplio conjunto 
de actividades profesionales complejas reali-
zadas en una gran variedad de contextos que 
requieren conjugar variables de tipo técnico, 
científico, económico u organizativo para pla-
nificar acciones, definir o desarrollar proyec-
tos, procesos, productos o servicios. 

Nivel 5: competencia en un amplio conjunto 
de actividades profesionales de gran com-
plejidad realizados en diversos contextos a 
menudo impredecibles que implica planificar 
acciones o idear productos, procesos o servi-
cios. Gran autonomía personal. Responsabili-
dad frecuente en la asignación de recursos, en 
el análisis, diagnóstico, diseño, planificación, 
ejecución y evaluación. 
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El nuevo Programa Nacional de Formación 
Profesional, acordado en el seno del Consejo 
General de Formación Profesional el pasa-
do 18 de febrero de 1998 y aprobado por el 
Gobierno por Acuerdo del Consejo de Minis-
tros el 13 de marzo del mismo año, considera 
prioritaria la creación del Instituto Nacional 
de las Cualificaciones, como instrumento téc-
nico de carácter independiente, para apoyar 
al citado Consejo General en el desarrollo de 
las funciones y cometidos que éste tiene en-
comendados, en virtud de lo establecido en la 
Ley 1/1986, de 7 de enero, por la que se crea el 
Consejo General de Formación Profesional, 
modificada por la Ley 19/1997, de 9 de junio. 

Para poder abordar con coherencia la consti-
tución y puesta en funcionamiento del Institu-
to Nacional de las Cualificaciones, el Consejo 
General de Formación Profesional ha conside-
rado necesaria la definición de determinados 
criterios generales en torno a la normativa bá-
sica, pendiente de elaborar, reguladora del Sis-
tema Nacional de Cualificaciones. Todo ello, 
sin perjuicio de que dentro del plazo previsto 
al efecto se apruebe la citada norma, que está 
llamada a garantizar dentro de la dinámica de 
la unidad de mercado, entendido en el contex-
to del Estado de las Autonomías, la participa-
ción, desarrollo y ejecución de dicho sistema 
por parte de las Administraciones competen-
tes y de los agentes sociales. De esta manera 
se pretende hacer posible la articulación de las 
políticas de formación profesional que ema-
nen de la Administración General del Estado, 
de las Comunidades Autónomas y de los agen-
tes sociales. En el marco del Consejo General, 
se han formulado diversas consideraciones a 

modo de primeros pasos en torno al contenido 
que finalmente deba tener la norma básica en 
sus muy diversos aspectos, buscando siempre 
eficacia en la definición de las cualificaciones, 
respaldando un procedimiento que ofrezca 
garantías técnicas y de colaboración de todos 
los agentes e instituciones implicados. Dichas 
consideraciones son las siguientes: 

La transparencia de las acreditaciones para 
que se comprendan por todos los participan-
tes en el proceso productivo y de mercado, 
tanto a nivel estatal como europeo. 

La fiabilidad de las acreditaciones. 

Y el impulso de la formación profesional y el 
aseguramiento de su calidad en el contexto 
del desarrollo de la política social de la Unión 
Europea. 

Previamente, para el cumplimiento de ese 
compromiso el Consejo General ha de contar 
con el apoyo del Instituto, dado que la primera 
función de éste consiste en proponer el esta-
blecimiento y gestión del Sistema Nacional 
[apartado 2.1.d) del II Programa Nacional] Tal 
como se desprende del mismo Programa, los 
rasgos esenciales del Sistema Nacional de 
Cualificaciones son desarrollar la integración 
de las cualificaciones profesionales, promo-
ver la integración de las diversas formas de 
adquisición de las competencias profesiona-
les, y conseguir la integración de la oferta de 
formación profesional. 

Esta dimensión de integración habrá de con-
cretarse, a su vez, en el desarrollo de un catá-

REAL DECRETO 
375/1999, de 5 de marzo, 
por el que se crea el 
Instituto Nacional de las 
Cualificaciones
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logo integrado modular de formación asociado 
al Sistema de Cualificaciones, que requerirá su 
permanente actualización para mantener ple-
na virtualidad, y una red de centros formativos 
que oferten este catálogo. 

Conseguir que el Sistema Nacional de Cuali-
ficaciones cumpla su misión se traducirá en 
muy importantes resultados que pueden re-
sumirse en mejorar las cualificaciones de la 
población activa, mejorar la transparencia del 
mercado, lo que debe justificar el ajuste de la 
oferta y la demanda, y mejorar, en definitiva, la 
calidad y la coherencia del sistema de forma-
ción profesional. 

A su vez, la aplicación de una metodología idó-
nea habrá de permitir que el sistema refleje 
fielmente las necesidades de cualificaciones, 
sirva de marco de referencia para la elabora-
ción y articulación de las ofertas formativas 
de los tres subsistemas y para su actualización 
permanente, además de facilitar la orientación 
y calificación profesional de los demandantes 
de empleo, sin olvidar la importante misión 
de suministrar información sistematizada al 
mercado, interior y exterior.  El Sistema Na-
cional de Cualificaciones va a posibilitar un 
cambio cultural de trascendencia indudable, 
tanto a los efectos del mercado de trabajo 
como del propio prestigio social de la forma-
ción profesional. El Instituto Nacional de las 
Cualificaciones que ahora se crea está llama-
do a constituirse en respaldo eficaz de todos 
los gestores de la formación profesional.  El 
Instituto Nacional de las Cualificaciones se 
constituye como instrumento específico do-
tado de capacidad y rigor técnico e indepen-
dencia de criterios, con vinculación al Consejo 
General de Formación Profesional, órgano 
que garantiza la participación adecuada y 
permanente de las Administraciones compe-
tentes y de los agentes sociales.  En atención 
a estas finalidades, básicas para la articula-
ción del Sistema Nacional de Cualificaciones, 
serán objetivos prioritarios y específicos del 
Instituto Nacional de las Cualificaciones, los 
siguientes: observación de la evolución de las 

cualificaciones, determinación de las cualifi-
caciones, acreditación de las cualificaciones, 
integración de las cualificaciones asociadas 
a los subsistemas de formación profesional, y 
evaluación del Sistema Nacional de Cualifica-
ciones.  En el apartado 2.2.1 del II Programa Na-
cional de Formación Profesional se enuncian 
las funciones para las que se crea el Instituto 
Nacional de las Cualificaciones en los térmi-
nos recogidos en la presente disposición, sin 
perjuicio de otros cometidos, a los que se alu-
de en el Programa [son los que aparecen en los 
apartados 2.1.3, 2.2.2, 4.2.c) y h) y 5.2 del nuevo 
Programa Nacional de Formación Profesional, 
aprobado por el Gobierno el 13 de marzo de 
1998], coherentes con los ya señalados, todo 
ello según lo aprobado por el propio Consejo 
General y por Acuerdo del Consejo de Minis-
tros de 13 de marzo de 1998. 

La presente disposición considera el Instituto 
Nacional de las Cualificaciones como un órga-
no vinculado al Consejo General de Formación 
Profesional. Su estructura orgánica está igual-
mente constituida mediante cuatro unidades 
o departamentos: 

Área de Observatorio Profesional. 
Área de Investigación Metodológica y Articu-
lación del Sistema Nacional de Cualificacio-
nes. 
Área de Diseño de las Cualificaciones. 
Área de Información y Gestión de Recursos. 

En su virtud, a iniciativa de los Ministros de 
Educación y Cultura y de Trabajo y Asuntos 
Sociales, a propuesta del Ministro de Admi-
nistraciones Públicas y previa deliberación del 
Consejo de Ministros en su reunión del día 5 de 
marzo de 1999, 

D I S P O N G O: 

Artículo 1. Creación y fines. 
1. Se crea el Instituto Nacional de las Cualifi-
caciones, adscrito al Ministerio de Trabajo y 
Asuntos Sociales y con dependencia funcio-
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nal del Consejo General de Formación Profe-
sional, como órgano de apoyo de éste para el 
desarrollo de las funciones que figuran en la 
presente disposición. 

2. El Instituto Nacional de las Cualificaciones 
actuará como instrumento técnico, dotado 
de capacidad e independencia de criterios, 
para apoyar al Consejo General de Formación 
Profesional en la realización de los siguientes 
objetivos: 

a) Observación de las cualificaciones y su evo-
lución. 
b) Determinación de las cualificaciones. 
c) Acreditación de las cualificaciones. 
d) Desarrollo de la integración de las cualifica-
ciones profesionales.
 e) Seguimiento y evaluación del Programa Na-
cional de Formación Profesional. 

Artículo 2. Funciones. 
1. A tenor de lo previsto en el II Programa Na-
cional de Formación Profesional aprobado por 
el Gobierno, y en los términos y con el alcance 
que vienen establecidos en el mismo, serán 
funciones del Instituto Nacional de las Cuali-
ficaciones: 

a) Proponer el establecimiento y la gestión 
del Sistema Nacional de Cualificaciones Pro-
fesionales. 
b) Establecer criterios para definir los requisi-
tos y características que deben reunir las cua-
lificaciones profesionales para ser incorpo-
radas al Sistema Nacional de Cualificaciones 
Profesionales. 
c) Establecer una metodología de base para 
identificar las competencias profesionales y 
definir el modelo que debe adoptar una cua-
lificación profesional para ser incorporada al 
Sistema Nacional de Cualificaciones Profe-
sionales. 
d) Proponer un sistema de acreditación y re-
conocimiento profesional. 
e) Establecer el procedimiento que permita 
corresponsabilizar a las Agencias o Institutos 

de Cualificaciones que puedan tener las Co-
munidades Autónomas, así como a los agentes 
sociales, tanto en la definición del Catálogo de 
Cualificaciones Profesionales, como en la ac-
tualización de las demandas sectoriales. 
f) Establecer criterios para regular los méto-
dos básicos que deben observarse en la eva-
luación de la competencia y en el procedimien-
to para la concesión de acreditaciones por las 
autoridades competentes. 
g) Proponer los procedimientos para estable-
cer modalidades de acreditación de compe-
tencias profesionales del Sistema Nacional 
de Cualificaciones Profesionales, así como 
para su actualización. 
h) Desarrollar, en su condición de instrumen-
to básico al servicio del Consejo General de 
Formación Profesional, actividades esencial-
mente técnicas de la formación profesional 
referidas tanto al ámbito nacional como al 
comunitario tales como: estudios, informes, 
análisis comparativos, recopilación de docu-
mentación, dotación bibliográfica, y semina-
rios científicos. 
i) Facilitar las interrelaciones funcionales en-
tre actividades formativas de los diferentes 
subsistemas de formación profesional, y de 
las titulaciones y certificaciones que generen, 
con los sistemas de clasificación profesional 
surgidos de la negociación colectiva. 
j) Realizar las tareas necesarias para el esta-
blecimiento de un marco de referencia de la 
programación general de todos los subsiste-
mas y apoyar la tarea normativa y de regla-
mentación de la formación profesional. 
k) Proponer las medidas necesarias para la 
regulación del sistema de correspondencias, 
convalidaciones y equivalencias entre los 
tres subsistemas, incluyendo la experiencia 
laboral. 
l) Apoyar la puesta en marcha y expansión del 
nuevo contrato para la formación, concibiendo 
un modelo de desarrollo formativo que poten-
cie el carácter cualificante que le otorga la Ley. 
m) Mejorar el diseño y contenido de los certi-
ficados de profesionalidad para facilitar las 
homologaciones y correspondencias entre es-
tos contenidos y las unidades de competencia 
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asociadas a módulos de títulos profesionales 
de la formación profesional reglada inicial. 
n) Proponer, a través del Consejo General de 
Formación Profesional, la definición del alcan-
ce de los módulos de formación profesional 
ocupacional a efectos de su capitalización 
para la obtención del correspondiente certifi-
cado de profesionalidad. 
ñ) Realizar propuestas sobre la certificación 
de acciones de formación continua en rela-
ción al Sistema Nacional de Cualificaciones, 
mediante su integración en el Sistema de 
Certificados Profesionales, tanto en términos 
jurídicos como operativos. 

2. Observatorios profesionales. Dentro de la 
estructura del Instituto Nacional de las Cuali-
ficaciones se ubicará un Observatorio con una 
base de datos que promoverá de manera acti-
va la cooperación del resto de observatorios 
sectoriales y territoriales que puedan existir, 
capaz de conseguir los siguientes fines: 

a) Establecer los procedimientos y convenios 
necesarios que aseguren la cooperación y el 
flujo recíproco de información entre los dife-
rentes observatorios profesionales. Dichos 
convenios contemplarán la participación de 
los agentes sociales y definirán las especi-
ficaciones técnicas de la información a pro-
porcionar y recibir, así como sus contenidos 
mínimos. 
b) Proporcionar información sobre la evolu-
ción de la demanda y oferta de las profesio-
nes, ocupaciones y perfiles en el mercado de 
trabajo, teniendo en cuenta también, entre 
otros, los sistemas de clasificación profesio-
nal surgidos de la negociación colectiva. 

Artículo 3. Funciones de la Comisión Perma-
nente del Consejo General de la Formación 
Profesional. 
1. El Consejo General de Formación Profesio-
nal es el órgano rector del Instituto Nacional 
de las Cualificaciones. De modo ordinario, la 
Comisión Permanente del Consejo realizará 
por delegación las funciones del mismo. 

2. A dicha Comisión Permanente le correspon-
derán las siguientes funciones: 
a) Aprobar los planes de actividades del Insti-
tuto Nacional de las Cualificaciones, de acuer-
do con las líneas prioritarias establecidas en 
el Pleno del Consejo, y hacer el seguimiento de 
los mismos. 
b) Formular propuestas al Consejo General 
sobre materias que guarden relación con las 
funciones propias del Instituto. 
c) Elaborar propuestas para optimizar los 
recursos presupuestarios disponibles por 
el Instituto Nacional de las Cualificaciones y 
formular las propuestas necesarias para la 
realización de los planes de actuación del Ins-
tituto. 
d) Examinar la memoria anual de las activi-
dades del Instituto Nacional de las Cualifica-
ciones, para su remisión y consideración por 
parte del Consejo. 

Artículo 4. Estructura orgánica y funcional. 
1. Estructura orgánica. 

1.
o 

Al frente del Instituto habrá un Director, 
con rango de Subdirector general, a quien se 
encomendará la coordinación y el impulso de 
los trabajos y actividades a cargo de este Ins-
tituto. 

De él dependerán las unidades o departamen-
tos que se creen para atender las distintas 
áreas funcionales. 

2.
o 

Son competencias del Director: 
a) Elaborar y presentar a la Comisión Perma-
nente del Consejo General las propuestas de 
los planes de actividades y, en general, de los 
cometidos a los que se refiere el artículo an-
terior. 
b) Desarrollar los planes de actividades apro-
bados por la Comisión Permanente del Conse-
jo General de Formación Profesional. 
c) Prestar ante la Comisión Permanente o el 
Pleno del Consejo General cuantos informes 
le sean requeridos. d) Actuar en nombre del 
Instituto ante las instancias y organismos 
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relacionados con las funciones del mismo. e) 
Cuantas otras funciones le sean expresamen-
te encomendadas. 

3.
o 

El Director del Instituto será convocado 
a las reuniones de la Comisión Permanente 
del Consejo y, cuando proceda, del Pleno, en 
lo concerniente al Instituto Nacional de las 
Cualificaciones. 

4.
o 

La Secretaría General del Consejo Gene-
ral de Formación Profesional dará traslado al 
Director del Instituto de los criterios y priori-
dades que anualmente establezca el Consejo 
General de Formación Profesional, de confor-
midad con el calendario previsto en el Progra-
ma Nacional de la Formación Profesional. 

5.
o 

El Instituto podrá realizar y encomendar 
cuantos informes y estudios sean precisos 
conforme a las dotaciones presupuestarias 
que estén previstas. 

2. Estructura funcional. 

1.
o 

El Instituto Nacional de las Cualificaciones 
desarrollará sus actividades a través de las 
siguientes áreas funcionales: 
a) Área del Observatorio Profesional. 
b) Área de Investigación Metodológica y Arti-
culación del Sistema Nacional de Cualificacio-
nes Profesionales. 
c) Área de Diseño de las Cualificaciones. d) 
Área de Información y de Gestión de los Re-
cursos. 
2.

o 
Los Ministerios de Educación y Cultura y de 

Trabajo y Asuntos Sociales dotarán al Instituto 
Nacional de las Cualificaciones de los medios 
necesarios para asegurar el cumplimiento de 
sus funciones. 

Artículo 5. Nombramiento y cese del Director. 
El nombramiento y cese del Director del Ins-
tituto Nacional de las Cualificaciones se efec-
tuará mediante Orden del Ministro de Trabajo 
y Asuntos Sociales, previa conformidad del 
Ministro de Educación y Cultura, y con informe 

preceptivo del Consejo General de Formación 
Profesional. 

Disposición adicional única. Supresión de ór-
ganos. 
Queda suprimida la Subdirección General de 
Formación Profesional Ocupacional y Conti-
nua dentro de la estructura orgánica del Mi-
nisterio de Trabajo y Asuntos Sociales. 

Disposición transitoria única. Unidades y 
puestos de trabajo con nivel inferior a Subdi-
rección General. 
Las unidades y puestos de trabajo encuadrados 
en la Subdirección General de Formación Pro-
fesional Ocupacional y Continua se adscriben 
provisionalmente, hasta tanto entren en vigor 
las nuevas relaciones de puestos de trabajo, al 
Instituto Nacional de las Cualificaciones. 

Disposición final primera. Facultades de de-
sarrollo y ejecución. 
Se autoriza a los Ministros de Educación y 
Cultura y de Trabajo y Asuntos Sociales para 
dictar las disposiciones necesarias para la eje-
cución y cumplimiento de lo establecido en el 
presente Real Decreto. 

Disposición final segunda. Modificaciones 
presupuestarias. 
Por el Ministerio de Economía y Hacienda se 
efectuarán las modificaciones presupuesta-
rias precisas para el cumplimiento de lo dis-
puesto en el presente Real Decreto. En cual-
quier caso, ello no podrá suponer incremento 
en el gasto público. 

Disposición final tercera. Entrada en vigor. 
El presente Real Decreto entrará en vigor el 
día siguiente al de su publicación en el «Bole-
tín Oficial del Estado». 

Dado en Madrida5demarzo de 1999. 
JUAN CARLOS R. 

ÁNGEL ACEBES PANIAGUA 
Ministro de Administraciones Públicas
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La Ley 56/2003, de 16 de diciembre, de Em-
pleo, señala en su artículo 25.2 que los pro-
gramas de formación ocupacional y continua 
se desarrollarán de acuerdo con lo estable-
cido en dicha ley, así como en la Ley Orgánica 
5/2002, de 19 de junio, de las Cualificaciones 
y de la Formación Profesional y en las normas 
que se dicten para su aplicación. 

A este respecto, la Ley Orgánica 5/2002, de 
19 de junio, de las Cualificaciones y de la For-
mación Profesional establece en el apartado 
1 de su artículo 8 que los certificados de pro-
fesionalidad tienen carácter oficial y validez 
en todo el territorio nacional, acreditan las co-
rrespondientes cualificaciones profesionales 
a quienes los hayan obtenido y serán expedi-
dos por la Administración laboral competente. 
La expedición de los certificados de profesio-
nalidad corresponderá, de acuerdo con el ré-
gimen de distribución de competencias en la 
materia en la que se incardina el presente real 
decreto, a los órganos competentes de las 
Comunidades Autónomas. La Administración 
General del Estado expedirá los certificados 
de profesionalidad en aquellos supuestos en 
que la legislación vigente haya reservado a la 
misma las competencias ejecutivas en mate-
ria de formación profesional para el empleo o 
cuando no exista traspaso. 

En el mismo apartado del artículo 8 de la cita-
da Ley se establece que, tanto los títulos de 
formación profesional como los certificados 
de profesionalidad tendrán los efectos que 
les correspondan con arreglo a la normativa 
de la Unión Europea relativa al sistema gene-
ral de reconocimiento de la formación profe-
sional en los Estados miembros de la Unión y 

demás Estados signatarios del Acuerdo sobre 
el Espacio Económico Europeo. Dichos títulos 
y certificados acreditan las correspondientes 
cualificaciones profesionales a quienes los 
hayan obtenido. 

Por otro lado el artículo 10.1 señala que la Admi-
nistración General del Estado, de conformidad 
con lo que se establece en el artículo 149.1.30.ª 
y 7.ª de la Constitución y previa consulta al 
Consejo General de la Formación Profesional, 
determinará los títulos y los certificados de 
profesionalidad, que constituirán las ofertas 
de formación profesional referidas al Catálo-
go Nacional de Cualificaciones Profesionales. 
Puesto que los certificados de profesionalidad 
regulados en el presente real decreto acredita-
rán cualificaciones contenidas en el Catálogo 
Nacional de Cualificaciones Profesionales, su 
correspondencia con los títulos de formación 
profesional garantizará la transparencia y la 
movilidad. Esta concepción integral de la for-
mación profesional, tanto a nivel europeo –a 
través del proceso de Copenhague, enmarcado 
en el programa «Educación & formación 2010», 
como uno de los objetivos de la cumbre de Lis-
boa–, como en la integración de las ofertas de 
formación de las Administraciones educativa 
y laboral, busca asegurar la movilidad de los 
trabajadores, a través de la transparencia de 
las cualificaciones adquiridas en los diferentes 
subsistemas y Estados. 

En este sentido y atendiendo a lo dispuesto en 
el artículo 8.5 del Real Decreto 1128/2003, de 5 
de septiembre, por el que se regula el Catálo-
go Nacional de Cualificaciones Profesionales, 
en la redacción dada al mismo por el Real De-
creto 1416/2005, de 25 de noviembre, la oferta 

REAL DECRETO 34/2008, 
de 18 de enero, por el que 
se regulan los certificados 
de profesionalidad III.1 Certificados de Profesionalidad
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formativa de certificados de profesionalidad 
se ajustará a los indicadores y requisitos míni-
mos de calidad que se establezcan de mutuo 
acuerdo entre las Administraciones educativa 
y laboral, previa consulta al Consejo General 
de la Formación Profesional, que garanticen 
los aspectos fundamentales de un Sistema 
Integrado de Formación. 

A este respecto, el Ministerio de Trabajo y 
Asuntos Sociales favorecerá dicha transpa-
rencia y movilidad a través de los certificados 
de profesionalidad y teniendo en cuenta la 
propuesta de Recomendación del Parlamento 
Europeo y del Consejo relativa a la creación 
del Marco Europeo de Cualificaciones para el 
aprendizaje permanente. Los certificados de 
profesionalidad se configuran como acredita-
ciones de las competencias profesionales del 
Catálogo Nacional de Cualificaciones Profe-
sionales adquiridas mediante: la experiencia 
laboral, vías no formales de formación y accio-
nes de formación profesional para el empleo, 
estas últimas en los términos previstos en el 
artículo 7.1 del Real Decreto 395/2007, de 23 
de marzo, por el que se regula el subsistema 
de formación profesional para el empleo. 

Por último, cabe señalar que este real decreto 
recoge métodos de aseguramiento de la cali-
dad, tal como establece el artículo 36 del Real 
Decreto 395/2007, de 23 de marzo, tanto en la 
configuración de las ofertas formativas vincu-
ladas a cada certificado de profesionalidad, 
como en el sistema de expedición de los cer-
tificados acreditativos de las competencias 
profesionales adquiridas. 

Asimismo, las Administraciones Públicas 
competentes promoverán en sus respectivos 
ámbitos la mejora de la calidad de la forma-
ción profesional para el empleo, su eficiencia 
y eficacia, así como el impacto de dicha forma-
ción en la empleabilidad de los trabajadores y 
la competitividad de las empresas. 

En el proceso de elaboración de este real de-
creto han sido consultadas las comunidades 

autónomas y han emitido informe el Consejo 
General de la Formación Profesional, el Con-
sejo Nacional de la Discapacidad y la Agencia 
Española de Protección de Datos. 

En su virtud, a propuesta del Ministro de Tra-
bajo y Asuntos Sociales, con la aprobación 
previa de la Ministra de Administraciones Pú-
blicas, de acuerdo con el Consejo de Estado y 
previa deliberación del Consejo de Ministros 
en su reunión del día 18 de enero de 2008, 

D I S P O N G O: 

Articulo 1. Objeto y ámbito de aplicación. 
Este real decreto tiene por objeto regular los 
certificados de profesionalidad, en aspectos 
esenciales tales como sus efectos, estructura 
y contenido, vías para su obtención y los relati-
vos a la impartición y evaluación de las corres-
pondientes ofertas de formación profesional 
para el empleo, de acuerdo con lo establecido 
en la Ley Orgánica 5/2002, de 19 de junio, de las 
Cualificaciones y de la Formación Profesional. 

Artículo 2. Los certificados de profesionalidad. 
1. El certificado de profesionalidad es el ins-
trumento de acreditación oficial de las cualifi-
caciones profesionales del Catálogo Nacional 
de Cualificaciones Profesionales en el ámbito 
de la Administración laboral, que acredita la 
capacitación para el desarrollo de una activi-
dad laboral con significación para el empleo y 
asegura la formación necesaria para su adqui-
sición, en el marco del subsistema de forma-
ción profesional para el empleo regulado en el 
Real Decreto 395/2007, de 23 de marzo. 

Un certificado de profesionalidad configura 
un perfil profesional entendido como conjun-
to de competencias profesionales identifica-
ble en el sistema productivo, y reconocido y 
valorado en el mercado laboral. 

2. Los certificados de profesionalidad tendrán 
carácter oficial y validez en todo el territorio 
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nacional, sin que ello constituya regulación 
del ejercicio profesional, y serán expedidos 
por el Servicio Público de Empleo Estatal y 
los órganos competentes de las Comunidades 
Autónomas. 

3. Cada certificado de profesionalidad acredi-
tará una cualificación profesional del Catálogo 
Nacional de Cualificaciones Profesionales. 

Con carácter excepcional, y cuando el perfil 
profesional así lo requiera, el certificado de 
profesionalidad podrá recoger menos unida-
des de las definidas en la cualificación profe-
sional de referencia del Catálogo Nacional de 
Cualificaciones Profesionales. 

En ambos casos la unidad de competencia 
constituye la unidad mínima acreditable para 
obtener un certificado de profesionalidad. 

4. Los módulos formativos del certificado de 
profesionalidad serán los del Catálogo Modu-
lar de Formación Profesional 

5. El Repertorio Nacional de certificados de 
profesionalidad es el conjunto de los certifica-
dos de profesionalidad ordenados sectorial-
mente en las actuales 26 Familias profesiona-
les y de acuerdo con los niveles de cualificación 
establecidos en los anexos I y II del Real Decre-
to 1128/2003, de 5 septiembre, por el que se 
regula el Catálogo Nacional de las Cualifica-
ciones Profesionales, modificado por el Real 
Decreto 1416/2005, de 25 de noviembre. 

Artículo 3. Finalidad. 
Los certificados de profesionalidad tienen 
por finalidad: 

a) Acreditar las cualificaciones profesionales 
o las unidades de competencia recogidas en 
los mismos, independientemente de su vía de 
adquisición, bien sea a través de la vía formati-
va, o mediante la experiencia laboral o vías no 
formales de formación según lo que se esta-
blezca en el desarrollo del artículo 8 de la Ley 

Orgánica 5/2002, de 19 de junio, de las Cualifi-
caciones y de la Formación Profesional. 
b) Facilitar el aprendizaje permanente de to-
dos los ciudadanos mediante una formación 
abierta, flexible y accesible, estructurada de 
forma modular, a través de la oferta formativa 
asociada al certificado. 
c) Favorecer, tanto a nivel nacional como euro-
peo, la transparencia del mercado de trabajo a 
empleadores y a trabajadores. 
d) Ordenar la oferta formativa del subsistema 
de formación profesional para el empleo vin-
culada al Catálogo Nacional de Cualificacio-
nes Profesionales. 
e) Contribuir a la calidad de la oferta de forma-
ción profesional para el empleo. 
f) Contribuir a la integración, transferencia y 
reconocimiento entre las diversas ofertas de 
formación profesional referidas al Catalogo 
Nacional de Cualificaciones Profesionales. 

Para la consecución de estos fines se contará 
con la participación de todos los agentes im-
plicados en la formación profesional. 

Artículo 4. Estructura y contenido del certifi-
cado de profesionalidad. 
Cada uno de los certificados de profesionali-
dad incluirá los siguientes apartados: 

1. Identificación del certificado de profesiona-
lidad. 
a) Denominación. 
b) Familia Profesional. 
c) Nivel. 
d) Cualificación profesional de referencia. 
e) Relación de unidades de competencia que 
configuran el certificado de profesionalidad. 
f) Competencia general. 
g) Entorno profesional. 
h) Duración en horas de la formación asocia-
da. 
i) Relación de módulos formativos del Catálo-
go Modular de Formación Profesional. 

2. Perfil profesional del certificado de pro-
fesionalidad. Se definirá por la cualificación 
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profesional o en su caso, por las unidades de 
competencia del Catálogo Nacional de Cuali-
ficaciones Profesionales a las que dé respues-
ta el certificado de profesionalidad. Incluirá 
información sobre los requisitos necesarios 
según la legislación vigente, en su caso, para el 
ejercicio profesional. 

3. Formación del certificado de profesiona-
lidad. Estará compuesta por el desarrollo de 
cada uno de los módulos formativos del Catá-
logo Modular de Formación Profesional aso-
ciados a cada unidad de competencia del cer-
tificado de profesionalidad. Así mismo incluirá 
la duración, los requisitos de espacios, insta-
laciones y equipamientos, que responderán 
siempre a medidas de accesibilidad y seguri-
dad de los participantes y las prescripciones 
sobre formadores y alumnos que garanticen la 
calidad de la oferta. 

Artículo 5. Módulos formativos del certifica-
do de profesionalidad. 
1. Se entiende por módulo formativo del certi-
ficado de profesionalidad el bloque coherente 
de formación asociado a cada una de las uni-
dades de competencia que configuran la cuali-
ficación acreditada mediante el certificado de 
profesionalidad. 

2. Cada módulo formativo incluirá los datos 
de identificación, las especificaciones de la 
formación y los parámetros del contexto for-
mativo para impartirlo. 

3. Los datos de identificación corresponde-
rán a la denominación del módulo formativo, 
el nivel, el código, la unidad de competencia a 
la que está asociado y la duración expresada 
en horas. 

4. Las especificaciones de la formación se 
expresarán a través de las capacidades y sus 
correspondientes criterios de evaluación, las 
capacidades que se deban desarrollar en un 
entorno real de trabajo, el desarrollo de los 
contenidos que permitan alcanzar dichas ca-

pacidades y, en su caso, las unidades forma-
tivas y las orientaciones metodológicas para 
impartir el módulo. 

Las capacidades que deben ser adquiridas 
en un entorno real de trabajo, del conjunto de 
módulos formativos que configuran el certi-
ficado de profesionalidad, se organizarán en 
un módulo de formación práctica que se de-
sarrollará, con carácter general, en un centro 
de trabajo. Dicha formación tendrá carácter 
de práctica profesional no laboral y se desa-
rrollará a través de un conjunto de actividades 
profesionales que permitirán completar las 
competencias profesionales no adquiridas en 
el contexto formativo. 

5. Los parámetros y criterios del contexto 
formativo para impartir el módulo formativo 
estarán constituidos por: 

a) Los requisitos mínimos que deben tener los 
formadores para su impartición. 
b) Los requisitos mínimos sobre los espacios, 
instalaciones y equipamientos necesarios 
para el proceso de enseñanza-aprendizaje y 
la adquisición de la competencia profesional 
correspondiente. 
c) Los criterios de acceso de los alumnos, que 
asegurarán que éstos cuentan con las compe-
tencias clave suficientes para cursar con apro-
vechamiento la formación. 

A los alumnos que accedan a las acciones de 
formación de los certificados de profesionali-
dad de nivel 1 de cualificación no se les exigirán 
requisitos académicos ni profesionales. 

Artículo 6. Unidades formativas. 
1. De acuerdo con lo establecido en el aparta-
do 4 del artículo 5 del presente real decreto, y 
con el fin de promover la formación a lo largo 
de la vida, el Servicio Público de Empleo Esta-
tal con carácter general, siempre que proceda, 
subdividirá para su impartición los módulos 
formativos incluidos en los certificados de 
profesionalidad que superen las 90 horas, en 
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unidades formativas de menor duración que, 
en todo caso, no podrán ser inferiores a 30 ho-
ras de duración. 

Con carácter general el número máximo de 
unidades formativas en que se podrá subdivi-
dir cada módulo no será superior a tres. 

La subdivisión de los módulos formativos en 
unidades formativas tendrá en cuenta las pro-
puestas acordadas por las Comisiones Parita-
rias Sectoriales para sus planes de referencia 
así como los trabajos avanzados por las comu-
nidades autónomas. 

El Instituto Nacional de las Cualificaciones 
apoyará técnicamente al Servicio Público 
de Empleo Estatal en la realización de estos 
trabajos. 

2. Estas unidades formativas, que se recoge-
rán en el fichero de especialidades formati-
vas, serán certificables siempre que se hayan 
desarrollado con los requisitos de calidad 
establecidos para impartir el módulo al que 
pertenecen. 

La certificación tendrá validez en el ámbito de 
la Administración laboral. La superación de to-
das las unidades formativas definidas para el 
módulo, siempre que el participante curse de 
forma consecutiva al menos una unidad for-
mativa por año, dará derecho a la certificación 
de módulo formativo y a la acreditación de la 
unidad de competencia correspondiente. 

3. Cada unidad formativa incluirá los datos de 
identificación, capacidades, criterios de eva-
luación y contenidos. 

4. Las competencias profesionales adquiri-
das en unidades formativas derivadas de los 
trabajos avanzados por las Comisiones Pari-
tarias Sectoriales y por las comunidades au-
tónomas, se tendrán en cuenta con carácter 
preferente a los efectos del reconocimiento 
de las competencias profesionales, mediante 
el procedimiento que se establezca en el de-

sarrollo normativo del artículo 8 de la Ley Or-
gánica 5/2002, de 19 de junio. 

En su caso también podrá ser tenida en cuen-
ta la impartición de los módulos formativos 
cuando se hayan adaptado en función de las 
características y experiencia del colectivo 
destinatario. 

5. Los requisitos para la impartición de las 
unidades formativas serán los del módulo for-
mativo del certificado de profesionalidad que 
corresponda. 

Articulo 7. Elaboración y actualización de los 
certificados de profesionalidad. 
1. El Servicio Público de Empleo Estatal, con la 
colaboración de los Centros de Referencia Na-
cional, elaborará y actualizará los certificados 
de profesionalidad, que serán aprobados por 
real decreto, previo informe del Consejo Ge-
neral de Formación Profesional y del Consejo 
General del Sistema Nacional de Empleo. 

2. La elaboración y actualización de los certi-
ficados de profesionalidad se llevará a cabo 
a partir de las cualificaciones incorporadas al 
Catálogo Nacional de Cualificaciones Profe-
sionales. 

3. Siempre que se modifiquen o actualicen las 
cualificaciones profesionales o unidades de 
competencia del Catálogo Nacional de Cua-
lificaciones incluidas en certificados de pro-
fesionalidad, según lo previsto en el artículo 
9 del Real Decreto 1128/2003, por el que se 
regula el Catalogo Nacional de las Cualifica-
ciones Profesionales, según la redacción dada 
al mismo por el Real Decreto 1416/2005, de 25 
de noviembre, se procederá a la revisión y ac-
tualización de los mismos. 

4. Las comunidades autónomas y las Orga-
nizaciones Empresariales y Sindicales más 
representativas a nivel nacional podrán pro-
poner, al Servicio Público de Empleo Estatal, 
nuevos Certificados de Profesionalidad. 



383

Artículo 8. Vías para la obtención de los certi-
ficados de profesionalidad. 
1. El certificado de profesionalidad se puede 
obtener a través de la superación de todos los 
módulos formativos correspondientes al certi-
ficado de profesionalidad, o mediante los pro-
cedimientos para la evaluación y acreditación 
de las competencias profesionales adquiridas 
a través de la experiencia laboral o de vías no 
formales de formación que se establezca en el 
desarrollo normativo del artículo 8.4 de la Ley 
Orgánica 5/2002, de 19 de junio, de las Cualifi-
caciones y de la Formación Profesional. 

2. También se podrán obtener mediante la 
acumulación de acreditaciones parciales de 
las unidades de competencia que comprenda 
el certificado de profesionalidad. 

Artículo 9. Acciones de formación correspon-
diente a los certificados de profesionalidad. 
1. Se entiende por acción formativa la dirigida 
a la adquisición y mejora de las competencias 
profesionales de las cualificaciones profesio-
nales, y, en su caso, unidades de competencia 
del certificado, pudiéndose estructurar en va-
rios módulos con objetivos, contenidos y dura-
ción propios, de acuerdo con lo establecido en 
el artículo 7.1 del Real Decreto 395/2007, de 23 
de marzo, por el que se regula el subsistema 
de formación profesional para el empleo. 

2. El subsistema de formación profesional 
para el empleo contemplará en sus ofertas 
formativas, tanto de ámbito estatal como au-
tonómico, acciones formativas dirigidas a la 
adquisición de la cualificación y competencias 
profesionales recogidas en el correspondien-
te certificado de profesionalidad. 

3. La oferta formativa dirigida a la obtención 
de los certificados de profesionalidad se po-
drá realizar por la totalidad de los módulos 
formativos asociados al mismo, o bien por 
módulos formativos asociado a cada una de 
las unidades de competencia que comprenda 
el certificado de profesionalidad, ofertados 

de modo independiente, a efectos de favo-
recer la acreditación de dichas unidades de 
competencia. 

4. Las Administraciones públicas competentes 
podrán ofertar, junto con las acciones formati-
vas de determinados certificados de profesio-
nalidad, otros módulos no asociados a unida-
des de competencia que aseguren la formación 
mínima necesaria para el aprovechamiento de 
la formación, en relación con lo dispuesto en 
el artículo 5.5 del presente real decreto. Los 
gastos para impartir estos módulos tendrán 
carácter elegible a los efectos de imputarlos 
a las transferencias de fondos que reciben las 
comunidades autónomas del Estado. 

5. Las Administraciones públicas competen-
tes, podrán ofertar otros módulos, junto con 
la acción formativa dirigida a la obtención del 
certificado de profesionalidad relativos a tec-
nologías de la información y la comunicación, 
idiomas, trabajo en equipo, prevención de ries-
gos laborales, orientación profesional y otras 
materias transversales o que se contemplen 
dentro de las directrices marcadas por la 
Unión Europea. 

Artículo 10. Modalidades de impartición de la 
formación referida a los certificados de pro-
fesionalidad. 
1. La formación podrá impartirse de forma pre-
sencial, a distancia, teleformación o mixta. 

2. Cuando la acción o módulo formativo inclu-
yan, en todo o en parte, formación a distancia, 
ésta deberá realizarse con soportes didácti-
cos que permitan un proceso de enseñanza-
aprendizaje sistematizado para el participan-
te, que necesariamente será complementado 
con asistencia tutorial. 

3. La modalidad de impartición mediante te-
leformación se entenderá realizada cuando 
las acciones formativas se desarrollen en 
todo o en parte a través de las tecnologías de 
la información y comunicación, posibilitando 
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la interactividad de alumnos, tutores, do-
centes y recursos situados en distinto lugar. 
Necesariamente será complementada con 
asistencia tutorial. 

4. La norma que regule cada certificado de 
profesionalidad determinará las condiciones 
en las que los módulos formativos podrán ser 
ofertados en las distintas modalidades, en 
función de la naturaleza de los contenidos y de 
los colectivos destinatarios. 

Artículo 11. Programas de formación en alter-
nancia con el empleo. 
1. En los programas de formación en alternan-
cia con el empleo, los contenidos de la forma-
ción serán los correspondientes a los módulos 
formativos asociados a las unidades de com-
petencia de los certificados de profesionali-
dad cuando se corresponda con la ocupación 
relacionada con el oficio o puesto de trabajo 
previsto en el contrato laboral. Tendrán dicha 
consideración las acciones formativas de los 
contratos para la formación y los programas 
públicos de formación y empleo (Escuelas Ta-
ller y Casas de Oficios y Talleres de Empleo). 

2. Los alumnos de los programas de formación 
en alternancia con el empleo estarán exentos 
del módulo de formación práctica en centro 
de trabajo. 

3. Los alumnos que superen los módulos de 
aquellos programas de formación en alter-
nancia que den respuesta a módulos forma-
tivos referidos a unidades de competencia 
correspondientes a cualificaciones de nivel 
uno del Catálogo Nacional de Cualificacio-
nes Profesionales, obtendrán el certificado 
de profesionalidad o la acreditación parcial 
correspondiente expedidos por el órgano 
competente de la comunidad autónoma, que 
tendrá efectos de acreditación de las compe-
tencias profesionales adquiridas en relación 
con el Sistema Nacional de Cualificaciones y 
Formación Profesional. 

Artículo 12. Centros que impartan acciones 
formativas correspondientes a los certifica-
dos de profesionalidad. 

1. Los centros que impartan acciones forma-
tivas correspondientes a certificados de pro-
fesionalidad deberán reunir los requisitos es-
pecificados en los reales decretos que regulen 
dichos certificados. 

2. Las acciones formativas correspondientes 
a certificados de profesionalidad sólo podrán 
impartirse en los siguientes centros: 

a) Centros Integrados de Formación Profesio-
nal conforme a lo dispuesto en el Real Decreto 
1558/2005, de 23 de diciembre, por el que se 
regulan los requisitos básicos de los Centros 
integrados de formación profesional. En estos 
centros, la programación de la oferta modular 
asociada a unidades de competencia incluidas 
en títulos de formación profesional y certifi-
cados de profesionalidad será la misma. 
b) Centros o entidades de formación públicos 
y privados acreditados por la Administración 
laboral competente según lo establecido en el 
artículo 9 del Real Decreto 395/2007 de 23 de 
marzo, por el que se regula el Subsistema de 
Formación Profesional para el Empleo. 
c) Centros de Referencia Nacional, según lo 
dispuesto en el artículo 11.7 de la Ley Orgánica 
5/2002, de 19 de junio, de las Cualificaciones y 
de la Formación Profesional y en la norma que 
regule los requisitos de dichos Centros. 

Artículo 13. Formadores. 
1. Para poder impartir la formación correspon-
diente a cada uno de los módulos formativos 
de los certificados de profesionalidad, los 
formadores deberán reunir los requisitos es-
pecíficos que se incluyan en el mismo. Estos 
requisitos deben garantizar el dominio de los 
conocimientos y las técnicas relacionadas con 
la unidad de competencia a la que está aso-
ciado el módulo, y se acreditarán mediante la 
correspondiente titulación y/o experiencia 
profesional en el campo de las competencias 
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relacionadas con el módulo formativo.  En cual-
quier caso, para impartir los módulos forma-
tivos de los certificados de profesionalidad, 
será requisito que el formador acredite poseer 
la competencia docente que se determine por 
el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales. 

2. En los Centros Integrados de titularidad 
pública podrá impartir las acciones forma-
tivas el personal al que se refiere el artículo 
15.2 del Real Decreto 1558/2005, de 23 de di-
ciembre, por el que se regulan los requisitos 
básicos de los Centros integrados de forma-
ción profesional cuando reúnan los requisitos 
específicos dispuestos en los certificados de 
profesionalidad. 

3. También podrán ser contratados como ex-
pertos, para la impartición de determinados 
módulos, de acuerdo con el artículo 15.3 del 
Real Decreto 1558/2005, de 23 de diciem-
bre, profesionales cualificados para impartir 
aquellas enseñanzas que por su naturaleza lo 
requieran y que se especificarán en cada cer-
tificado de profesionalidad. 

Artículo 14. Evaluación del módulo formativo. 
1. La evaluación del alumno se realizará por 
módulos y en su caso por unidades formativas, 
de forma sistemática y continua, con objeto de 
comprobar los resultados del aprendizaje y, en 
consecuencia, la adquisición de las competen-
cias profesionales. 
2. Esta evaluación será realizada por los for-
madores que impartan las acciones formati-
vas, a través de métodos e instrumentos que 
garanticen la fiabilidad y validez de la misma, 
tomando como referencia las capacidades y 
criterios de evaluación establecidos para cada 
uno de los módulos formativos asociados a sus 
correspondientes unidades de competencia. 

3. Los formadores reflejarán documentalmen-
te los resultados obtenidos por los alumnos en 
cada uno de los módulos formativos del certifi-
cado, de manera que puedan estar disponibles 
en los procesos de seguimiento y control de la 

calidad de las acciones formativas. Asimismo 
elaborarán un acta de evaluación en la que que-
dará constancia de los resultados obtenidos 
por los alumnos, indicando si han adquirido o 
no las capacidades de los módulos formativos 
y por lo tanto la competencia profesional de 
las unidades a las que están asociados. 

4. Para obtener la acreditación de las unida-
des de competencia, será necesario superar 
con evaluación positiva, en términos de apto 
o no apto, los módulos formativos asociados 
a cada una de ellas. 

5. El centro que imparta los módulos forma-
tivos correspondientes a certificados de pro-
fesionalidad, deberá entregar, en un plazo no 
superior a tres meses, el acta de evaluación y 
de los documentos donde se reflejen los resul-
tados de la misma al Registro de las Adminis-
traciones laborales al que se refiere el artículo 
16, que será el responsable de su custodia. 

Artículo 15. Experiencia laboral y vías no for-
males deformación. 
1. Cuando las competencias profesionales 
se hayan adquirido a través de la experiencia 
laboral o de vías no formales de formación, 
el acceso al procedimiento para la obtención 
del certificado de profesionalidad o de una 
acreditación parcial acumulable, se realizará 
según los requisitos y procedimientos que 
se establezcan en desarrollo normativo del 
artículo 8 de la Ley Orgánica 5/2002, de 19 de 
junio, de las Cualificaciones y de la Formación 
Profesional. 

2. La Administraciones públicas competentes 
en materia laboral garantizarán a la población 
activa la posibilidad de acceder por la vía de la 
experiencia laboral y por vías no formales de 
formación a la evaluación y reconocimiento de 
sus competencias profesionales. 

3. Quienes acrediten una experiencia laboral 
que se corresponda con el entorno profesio-
nal del certificado de profesionalidad podrán 
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quedar exentos total o parcialmente del 
módulo de formación práctica en centros de 
trabajo. En cualquier caso, los reales decretos 
que establezcan los certificados de profe-
sionalidad determinarán las condiciones de 
dicha exención. 

Artículo 16. Expedición de los certificados de 
profesionalidad. 
1. Los certificados de profesionalidad se ex-
pedirán a quienes lo hayan solicitado y de-
muestren haber superado los módulos corres-
pondientes a dicho certificado, o bien hayan 
obtenido el reconocimiento y la acreditación 
de todas las unidades de competencia que lo 
componen mediante el procedimiento que se 
establezca en el desarrollo normativo del ar-
tículo 8 de la Ley Orgánica 5/2002, de 19 de 
junio, de las Cualificaciones y de la Formación 
Profesional. El modelo de solicitud de certifi-
cado de profesionalidad es el contemplado en 
el anexo I del presente real decreto. 

2. Quienes no superen la totalidad de los módu-
los asociados al certificado de profesionalidad 
y superen los módulos asociados a una o varias 
unidades de competencia del mismo, recibirán 
una certificación de los módulos superados 
que tendrá efectos de acreditación parcial 
acumulable de las competencias profesiona-
les adquiridas, según el modelo establecido en 
el anexo II del presente real decreto. 

3. La expedición de los certificados de profe-
sionalidad corresponderá a la Administración 
laboral competente. El modelo de documento 
acreditativo del certificado de profesionali-
dad, así como sus características técnicas, se 
establecen, asimismo, en el anexo II del pre-
sente real decreto. 

Artículo 17. Registro de los certificados de 
profesionalidad. 
1. Las Administraciones laborales competen-
tes deberán llevar un registro nominal y por 
especialidades (denominación) de los certifi-

cados de profesionalidad y de las acreditacio-
nes parciales acumulables expedidas. 

2. A los efectos de garantizar la transparencia 
del mercado de trabajo y facilitar la libre cir-
culación de trabajadores, existirá un registro 
general en el Sistema Nacional de Empleo, 
coordinado por el Servicio Público de Empleo 
Estatal e instrumentado a través del Sistema 
de Información de los Servicios Públicos de 
Empleo, al que deberán comunicar telemá-
ticamente y en tiempo real las inscripciones 
efectuadas en los registros a que se refiere el 
párrafo anterior. 

3. Las especificaciones técnicas del registro 
de certificados de profesionalidad y de las 
acreditaciones parciales acumulables se esta-
blecen en el anexo III. 

4. Las personas que hayan obtenido la acre-
ditación de unidades de competencia en la 
administración educativa podrán solicitar la 
inclusión en el citado registro. 

5. El tratamiento y cesión de los datos deriva-
do de lo dispuesto en este artículo se efectua-
rá, en todo caso, respetando lo establecido en 
la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de 
Protección de Datos de Carácter Personal. 

Artículo 18. Evaluación, seguimiento y control 
de las acciones formativas. 
1. De acuerdo con lo establecido en los artícu-
los 16 y 17 de la Ley Orgánica 5/2002, de 19 de 
junio, de las Cualificaciones y de la Formación 
Profesional, y con el fin de asegurar la eficacia 
de las acciones formativas y su adecuación 
permanente a las necesidades del mercado 
de trabajo, la planificación, ejecución, segui-
miento y supervisión correspondientes a la 
oferta formativa conducente a los certifica-
dos de profesionalidad se ajustará a lo que 
se establezca en la normativa del Subsistema 
de Formación Profesional para el Empleo. Las 
Administraciones públicas competentes esta-
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blecerán las medidas necesarias para la orga-
nización de la oferta formativa. 

2. Las acciones conducentes a los certifica-
dos de profesionalidad se ajustarán a los dis-
positivos de calidad que se implanten en el 
Subsistema de Formación Profesional para 
el Empleo, y serán sometidas a un proceso 
de evaluación, seguimiento y control, según 
el Plan Anual de Evaluación que determine el 
Servicio Público de Empleo Estatal, en coordi-
nación con las Comunidades Autónomas, y en 
los términos acordados por la Comisión Esta-
tal de Formación Profesional para el Empleo. 
El citado Plan incluirá además, para los certifi-
cados de profesionalidad acciones de control 
y evaluación internas y externas sobre dichas 
acciones formativas, con fines de diagnóstico 
y mejora de la calidad aunque no vinculadas a 
la obtención de los propios certificados. 

3. El Plan Anual de Evaluación favorecerá el 
desarrollo de los procesos de evaluación del 
Sistema Nacional de Cualificaciones y Forma-
ción Profesional y proporcionará datos que 
contribuirán a la mejora del mismo. 

Disposición adicional primera. Equivalencias. 
1. La Administración laboral expedirá a quienes 
lo soliciten el certificado de profesionalidad 
correspondiente siempre que, a través de las 
enseñanzas cursadas en el sistema educativo, 
hayan obtenido la certificación académica que 
acredite la superación de la totalidad de los 
módulos profesionales asociados a las unida-
des de competencia que conformen dicho cer-
tificado de profesionalidad según lo dispuesto 
en la Disposición adicional duodécima del Real 
Decreto 1538/2006 de 15 de diciembre, por el 
que se establece la ordenación general de la 
formación profesional del sistema educativo. 

2. Las unidades de competencia acreditadas 
por un certificado de profesionalidad o una 
acreditación parcial acumulable, expedida por 
la Administración laboral competente, serán 
reconocidas por la Administración educativa y 
surtirán los efectos de convalidación del mó-

dulo o módulos profesionales correspondien-
tes de acuerdo con los reales decretos por los 
que se establecen cada uno de los títulos de 
formación profesional, a quienes lo soliciten. 

Disposición adicional segunda. Oferta forma-
tiva a grupos con especiales dificultades de 
integración laboral. 
Las Administraciones públicas competentes, 
de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 12 de 
la Ley Orgánica 5/2002, de 19 de junio, de las 
Cualificaciones y de la Formación Profesional, 
podrán realizar ofertas formativas adaptadas 
a las necesidades específicas de los jóvenes 
con fracaso escolar, las personas con discapa-
cidad, minorías étnicas, parados de larga dura-
ción, mujeres víctimas de violencia de género 
y, en general, personas con riesgo de exclusión 
social. Dichas ofertas, además de incluir mó-
dulos asociados al Catálogo Nacional de Cua-
lificaciones Profesionales, podrán incorporar 
módulos apropiados para la adaptación a las 
necesidades específicas del colectivo benefi-
ciario. Las competencias profesionales adqui-
ridas en estos módulos podrán ser evaluadas 
y acreditadas cuando sean incorporados al 
citado Catálogo, de acuerdo con el procedi-
miento que se establezca en cumplimiento de 
lo dispuesto en el artículo 8 de la citada Ley. 

Disposición adicional tercera. Acceso a la in-
formación. 
El acceso por el Ministerio de Educación y 
Ciencia, para el ejercicio de las competencias 
atribuidas al mismo por la ley, al Registro de 
certificados de profesionalidad y acreditacio-
nes parciales del Servicio Público de Empleo 
Estatal se realizará de acuerdo con lo que se 
establezca en convenio con el Ministerio de 
Trabajo y Asuntos Sociales y con las garantías 
que se establecen en la Ley Orgánica 15/1999, 
de 13 de diciembre, de Protección de Datos de 
Carácter Personal. 

Disposición transitoria primera. Vigencia de 
certificados de profesionalidad. 
Los trabajadores que hayan completado o 
completen con evaluación positiva la forma-
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ción asociada a un certificado de profesiona-
lidad podrán solicitar que les sea expedido 
el correspondiente certificado, siempre que 
dicha formación se haya realizado durante la 
vigencia del real decreto que regule el mismo. 
A estos efectos se reconocerá la formación 
realizada a través de cursos de formación 
ocupacional del Plan de Formación e Inser-
ción Profesional, así como de los programas 
de Escuelas Taller, Casas de Oficios y Talleres 
de Empleo gestionados por la Administración 
laboral competente. 

Disposición transitoria segunda. Procesos 
experimentales. 
Quienes hayan superado las pruebas de eva-
luación aplicadas en los procesos experimen-
tales realizados por la Administración Labo-
ral competente, podrán solicitar que les sea 
expedido el correspondiente certificado de 
profesionalidad. 

Disposición transitoria tercera. Formación de 
formadores. 
Las Administraciones públicas competentes 
garantizarán la oferta suficiente de formación 
de formadores que de respuesta a los requisi-
tos establecidos en el artículo 12.1 de este real 
decreto. 

Los formadores que acrediten una experiencia 
docente igual o superior a dos años tendrán 
reconocida la competencia a la que se refiere 
dicho artículo. 

Disposición transitoria cuarta. Pruebas de 
certificación. 
En tanto no se apruebe la normativa de de-
sarrollo del artículo 8.2 de la Ley Orgánica 
5/2002, de 19 de junio, relativo al procedi-
miento para la evaluación y acreditación de 
las competencias profesionales adquiridas a 
través de la experiencia laboral o de vías no 
formales de formación, continuarán vigentes 
las disposiciones relativas a las pruebas de 
certificación, contenidas en el Real Decreto 
1506/2003, de 28 de noviembre, por el que se 
establecen las directrices de los certificados 

de profesionalidad y, por lo tanto, podrán se-
guir realizándose convocatorias de pruebas 
para la obtención de los certificados de profe-
sionalidad al amparo del mismo, así como de 
la Orden TAS/470/2004, de 19 de febrero, que 
lo desarrolla. 

Disposición derogatoria única. Derogación 
normativa. 
Queda derogado el Real Decreto 1506/2003, 
de 28 de noviembre, por el que se establecen 
las directrices de los certificados de profesio-
nalidad. 

Disposición final primera. Título competencial. 
Este real decreto se dicta en virtud de las 
competencias que se atribuyen al Estado en 
el artículo 149.1.1.ª, 7.ª y 30.ª de la Constitución 
Española, y al amparo de lo establecido en 
los artículos 8, 10.1 y 11.1, disposición adicional 
cuarta y disposición final tercera de la Ley Or-
gánica 5/2002, de 19 de junio, de las Cualifica-
ciones y de la Formación Profesional. 

Disposición final segunda. Desarrollo normativo. 
Se autoriza al Ministro de Trabajo y Asuntos 
Sociales para dictar cuantas disposiciones 
sean precisas para el desarrollo de este real 
decreto. 

Disposición final tercera. Entrada en vigor. 
El presente real decreto entrará en vigor el día 
siguiente al de su publicación en el Boletín Ofi-
cial del Estado. 

Dado en Madrid, el 18 de enero de 2008. 
JUAN CARLOS R. 

JESÚS CALDERA SÁNCHEZ-CAPITÁN 
El Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales
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ANEXO  I 
 

SOLICITUD DE CERTIFICADO DE PROFESIONALIDAD 
 
Para la solicitud de certificados de profesionalidad, con carácter general, se ha de incorporar como 
mínimo la información que figura en el modelo adjunto, de manera especial el escudo del FSE, 
permitiendo que cada comunidad inserte su escudo.  

 
Administración ante la que se solicita: ____________________________________________________________ (1) 
 

 
Datos del solicitante: 

Primer apellido Segundo apellido Nombre 
 

 
  

 
DNI/NIE Sexo Domicilio 

 

 
  

 
Localidad Provincia Teléfono Fecha de nacimiento 

 

 
   

 
Solicita le sea expedido: 

 
Certificado de Profesionalidad de ________________________________________________________ 
por considerar que cumple los requisitos establecidos en el Real Decreto ___________________ 

 
Para lo que se aporta la siguiente documentación acreditativa: 

 
Fotocopia compulsada del documento acreditativo expedido por ____________________________ 
_________________________________ (2) en el que se refleja la evaluación positiva en los 
módulos correspondientes al conjunto de las unidades de competencia del certificado de 
profesionalidad que solicita.  

 
En __________________, a ______ de ____________________ de 20___  

 
 
 
 

Firmado: _________________________________________ 
 

 
(1) Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales o Comunidad Autónoma 
Órgano competente del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales o Comunidad Autónoma  
(2) Administración Laboral o Educativa competente 
----------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------- 
De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 5 de la Ley Orgánica 15/1999, de Protección de Datos de Carácter Personal, le 
informamos que los datos facilitados en el presente formulario serán incorporados a los ficheros del SPEE con la finalidad 
de poder gestionar los derechos derivados del reconocimiento de su solicitud. 
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SOLICITUD DE ACREDITACION DE UNIDADES DE COMPETENCIA 

DE LAS CUALIFICACIONES (ACREDITACION PARCIAL ACUMULABLE) 
 
Para la solicitud de acreditaciones de unidades de competencia, con carácter general, se ha de 
incorporar, como mínimo, la información que figura en el modelo adjunto, de manera especial el 
escudo del FSE, permitiendo que cada comunidad establezca su escudo.  

 
Administración ante la que se solicita: ____________________________________________________________ (1) 
 

 
Datos del solicitante: 

Primer apellido Segundo apellido Nombre 
 

 
  

 
DNI/NIE Sexo Domicilio 

 

 
  

 
Localidad Provincia Teléfono Fecha de nacimiento 

 

 
   

 
Solicita le sea expedido: 

 
Acreditación de las Unidades de Competencia  

 

Certificado de Profesionalidad ___________________________________________________________ 
Real Decreto    ___________________________________________________________ 
Unidades de Competencia  ___________________________________________________________ 

  ___________________________________________________________ 
  ___________________________________________________________ 
  ___________________________________________________________ 

 
Para lo que se aporta la siguiente documentación acreditativa: 

 
Fotocopia compulsada del documento acreditativo expedido por __________________________ 
______________________________ (2) en el que se refleja la evaluación positiva en los módulos 
correspondientes a las unidades de competencia de las que se solicita la acreditación.  

 
En _____________________, a ____ de ____________________ de 20____  

 
 

Firmado: _____________________________________________ 
 

(1) Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales o Comunidad Autónoma 
Órgano competente del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales o Comunidad Autónoma  
(2) Administración Laboral o Educativa competente 
----------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------- 
De acuerdo con lo dispuesto en el Art., 5 de la Ley Orgánica 15/1999, de Protección de Datos de Carácter Personal, le 
informamos que los datos facilitados en el presente formulario serán incorporados a los ficheros del SPEE con la finalidad 
de poder gestionar los derechos derivados del reconocimiento de su solicitud. 
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ANEXO  II 
 

CARACTERISTICAS TÉCNICAS DE IMPRESIÓN PARA LOS CERTIFICADOS DE PROFESIONALIDAD 
 

1. Los certificados de profesionalidad establecidos en este real decreto serán expedidos de acuerdo con 
las siguientes características: 

a) El soporte de los certificados de profesionalidad será el material especificado en el apartado 2 de 
este anexo y llevará incorporado determinadas marcas de seguridad. En el proceso de impresión de 
atributos y en la personalización de los títulos se incorporarán, asimismo, marcas de seguridad contra 
la falsificación. 
Por razones de seguridad, las características básicas de los soportes que se determinan en este anexo 
podrán ser actualizadas por el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales en coordinación con las 
administraciones autonómicas competentes. 

b) Los soportes llevarán incorporado el Escudo de España con las características definidas por la Ley 
33/1981, de 5 de octubre, y el Real Decreto 2964/1981, de 18 de diciembre. 

c) Figurarán en el ángulo inferior izquierdo los logotipos Servicio Público de Empleo Estatal y del 
Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales o, en su caso, de la comunidad autónoma competente. 
También figurará en el ángulo inferior derecho el logotipo del Fondo Social Europeo, de acuerdo con lo 
establecido en el reglamento (CE) n.º 1828/2006 de la Comisión, de 8 de diciembre de 2006, por el que 
se fijan normas de desarrollo para el reglamento (CE) n.º 1083/2006 del Consejo, por el que se 
establecen disposiciones generales relativas al Fondo Social Europeo y al Fondo de Cohesión, y el 
reglamento (CE) n.º 1080/2006 del Parlamento Europeo y del Consejo, relativo al Fondo Europeo de 
Desarrollo Regional. En este caso el Escudo de España se situará en la parte superior izquierda y el de 
la comunidad en la parte superior derecha. 

d) Estarán numerados mediante series alfanuméricas relacionadas en el ANEXO III que regula el 
registro de certificados de profesionalidad. Esta numeración aparecerá en el ángulo inferior izquierdo 
fuera de la orla con la denominación: clave de registro. 

e) Los certificados llevarán impreso todo su texto, así como las firmas de los cargos que tengan la 
competencia atribuida en la Administración de la Comunidad Autónoma respectiva. Los certificados 
que corresponde expedir al Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales llevarán impresa la firma de dicha 
autoridad. 

f) No se incorporará inscripción alguna no impresa en el anverso, salvo la firma del interesado. 
 
2. Los materiales de los soportes, características mínimas de seguridad, formatos y tamaños de los 
certificados de profesionalidad serán los siguientes: 
 
I.  Características de los elementos a emplear: 

a) Papel: 
1.º Composición fibrosa: Sin pasta mecánica (o similares), ni pasta semiquímica. 
2.º Grado de blancura de 80 a 86 por 100 (norma UNE 57-062). 
3.º Opacidad: » 93 por 100 (UNE 57-063). 
4.º Porosidad: entre 100 y 200 ml/min medido en aparato Bendtsen (UNE 57-066). 
5.º Lisura: Entre 150 y 300 ml/min medio en aparato Bendtsen (UNE 57-080). 
6.º Resistencia mecánica a la rotura (UNE 57-028): 
Longitud de rotura, en sentido longitudinal, » 5,8 km. 
Longitud de rotura, en sentido transversal, » 3 km. 
7.º Alargamiento: 
En sentido longitudinal » 2 por 100. 
En sentido transversal » 3,5 por 100. 
8.º Estabilidad dimensional, en sentido transversal > 2 por 100, por inmersión al agua (UNE 57-049). 
9.º Llevar perfectamente indicada la dirección de la fibra o sentido máquina. 
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10.º Índice de rasgado: » al 70 media de las medidas en la dirección longitudinal y transversal del papel 
(UNE 57 033). 
11.º Tener un gramaje de 160 g/m2 (± 4 por 100) (UNE 57-009). 
12.º El soporte debe tener un pH entre 7 y 9. 
13.º Carente de blanqueantes ópticos. 

b) Tintas: 
Las tintas utilizadas en la impresión han de ser físico-químicamente estables y de forma especial frente 
a la abrasión y al efecto decolorante de la luz: 
1.º Solidez a la luz: Mínimo admisible «5» en la escala de lana. 
2.º Tratamiento adicional de protección para elevar la solidez, especialmente en los tonos del entorno 
del amarillo magenta. 
3.º Protección de las tintas metalizadas contra la oxidación. 
4.º Las tintas invisibles, especialmente el azul, deben ser anclables y resistentes a la migración y 
corrimiento. 

c) Colores: 
El Escudo de España deberá reunir los requisitos establecidos en la Ley 33/1981, de 5 de octubre, y en 
el Real Decreto 2964/1981, de 18 de diciembre, si bien el rojo puede obtenerse de masas de magenta y 
amarillo, y el verde de masas de cián y amarillo, manteniendo los demás colores al objeto de aminorar 
la utilización de tintas. 
El texto «Juan Carlos I, Rey de España» irá impreso en azul cián. 
El fondo de la cartela deberá ir estampado en una trama de 133 líneas por centímetro cuadrado, a un 
20 por 100 de color amarillo (pantone 130 U). 
Los escudos de las Comunidades Autónomas deberán reunir los requisitos establecidos en sus 
respectivas normas reguladoras. 
 
II.  Características mínimas de seguridad: 

a) Papel: 
1.º Atributos luminiscentes incluidos en la masa del soporte en dos colores (a determinar). 
2.º Reactivo contra borrado químico. 
3.º Marca al agua del escudo de España de 2,5 centímetros de alto en el ángulo inferior izquierdo de la 
cartela, que se determina en el siguiente apartado de formatos y tamaños. 

b) Impresión: 
1.º Tintas luminiscentes visibles. 
2.º Tintas luminiscentes invisibles. 
3.º Tintas metaméricas con un máximo de un 20 por 100 de diferencia de intensidad. 

c) Atributos: 
1.º Control alfanumérico. 
2.º Número de Registro. 
3.º Sello en seco. 
 
III.  Formas y tamaños: 

La impresión se realizará en un solo tamaño de papel UNE A-3 (297 × 420 milímetros en formato 
horizontal). 
La cartela en los modelos irá centrada al eje vertical con un margen superior de 97 milímetros y un 
margen inferior de 30 milímetros. 
Habrá tres modelos que se adjuntan, uno para los certificados expedidos por el Ministro de Trabajo y 
Asuntos Sociales, otro para las comunidades autónomas con un único idioma oficial y otro para las 
comunidades autónomas bilingües. 
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MODELO DE ACREDITACIÓN DE UNIDADES DE COMPETENCIA DE LAS CUALIFICACIONES 

PROFESIONALES (ACREDITACION PARCIAL ACUMULABLE) MEDIANTE CERTIFICADOS 
DE PROFESIONALIDAD 

 
 
 
 

  

 
MINISTERIO DE TRABAJO Y ASUNTOS SOCIALES 

SERVICIO PUBLICO DE EMPLEO ESTATAL 

 
ACREDITACIÓN  DE  UNIDADES  DE  COMPETENCIA 

DE  LAS  CUALIFICACIONES  PROFESIONALES 
 
 
 

El/La Director/a General del Servicio Publico de Empleo Estatal 

 
 CERTIFICA: 
  
 Que D./D.ª _______________________________________________________________________________ 

 nacido el _______ de _____________________________ de ____________ ha superado los módulos 

formativos asociados a las Unidades de Competencia:  

 
Código               Denominación               Nivel de cualificación 

 
 
 
 
  
 
 Del certificado de profesionalidad _________________________________________________________ 

 Regulado por el real decreto ___________________________ 
 
 
 

 En _____________________, a _____ de ______________________ de ________  

El/La Director/a General del Servicio 
Público de Empleo Estatal 
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ACREDITACIÓN  DE  UNIDADES  DE  COMPETENCIA 
DE  LAS  CUALIFICACIONES  PROFESIONALES 

 
 

 
El/La Director/a _______________________________________ de la Comunidad Autónoma 

 

 
 CERTIFICA: 
  
 Que D./D.ª _______________________________________________________________________________ 

 nacido el _______ de _____________________________ de ____________ ha superado los módulos 

formativos asociados a las Unidades de Competencia:  

 
Código               Denominación               Nivel de cualificación 

 
 
 
 
  
 
 Del certificado de profesionalidad __________________________________________________________ 

 Regulado por el real decreto ___________________________ 
 
 
 

 En _____________________, a _____ de ______________________ de ________  

El/La __________________________________________ 
de la Comunidad Autónoma 

 
 

ESCUDO 
DE LA  
COMUNIDAD 
AUTONOMA 
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MODELO DE ACREDITACIÓN DE UNIDADES DE COMPETENCIA DE LAS CUALIFICACIONES 

PROFESIONALES (ACREDITACION PARCIAL ACUMULABLE) MEDIANTE CERTIFICADOS 
DE PROFESIONALIDAD 

 
 
 
 

  

 
MINISTERIO DE TRABAJO Y ASUNTOS SOCIALES 

SERVICIO PUBLICO DE EMPLEO ESTATAL 

 
ACREDITACIÓN  DE  UNIDADES  DE  COMPETENCIA 

DE  LAS  CUALIFICACIONES  PROFESIONALES 
 
 
 

El/La Director/a General del Servicio Publico de Empleo Estatal 

 
 CERTIFICA: 
  
 Que D./D.ª _______________________________________________________________________________ 

 nacido el _______ de _____________________________ de ____________ ha superado los módulos 

formativos asociados a las Unidades de Competencia:  

 
Código               Denominación               Nivel de cualificación 

 
 
 
 
  
 
 Del certificado de profesionalidad _________________________________________________________ 

 Regulado por el real decreto ___________________________ 
 
 
 

 En _____________________, a _____ de ______________________ de ________  

El/La Director/a General del Servicio 
Público de Empleo Estatal 
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ANEXO  III 
 

SOBRE EL REGISTRO DE CERTIFICADOS Y DE ACREDITACIÓN DE UNIDADES DE COMPETENCIA 
DE LAS CUALIFICACIONES PROFESIONALES 

 
El artículo 16 de este real decreto establece que las administraciones laborales competentes deberán 
llevar un registro nominal y por especialidades de certificados de profesionalidad y de acreditaciones 
parciales acumulables expedidas: 

1. Especificaciones técnicas del registro de Certificados de Profesionalidad y de las acreditaciones 
parciales acumulables 

La clave identificativa de los certificados de profesionalidad y las unidades de competencia, para su 
inclusión en el registro general será un código único. Se compondrá de dos dígitos indicativos del 
organismo que emite el certificado, seguidos de dos dígitos representativos del año en que se expide, 
otros ocho dígitos correspondientes al número de orden y el identificador del certificado de 
profesionalidad y el de la unidad de competencia cuando proceda.  

En el caso de que el certificado o la acreditación de la unidad de competencia hayan sido expedidos por 
la Administración General del Estado los dos primeros dígitos serán 20. 

Los datos que deberán contener estos certificados para su registro serán los siguientes:  

Clave de registro:  

00 / 00 / 00000000 / XXXX00.  

Código de la comunidad autónoma. / año / número de orden / código del certificado de profesionalidad.  

En el caso de las acreditaciones parciales acumulables se añadirá el código de la unidad de 
competencia: 0000 

Titular:  

Primer apellido.  

Segundo apellido.  

Nombre.  

Identificador en el Sistema Nacional de Empleo 

Sexo: V o M.  

Fecha de nacimiento: 

Fecha de otorgamiento DD/MM/AAAA 

Lugar de otorgamiento.  

Este registro recogerá las acreditaciones de unidades de competencia de las cualificaciones 
profesionales de aquellas personas que, no habiendo obtenido el certificado de profesionalidad, hayan 
superado los módulos formativos asociados a una o varias unidades de competencia. La clave 
identificativa de este registro será análoga a la de los certificados de profesionalidad.  

2. Códigos de las comunidades autónomas y ciudades autónomas utilizados para el registro de 
certificado de profesionalidad y para el registro de acreditación de unidades de competencia de las 
cualificaciones profesionales  

Código Comunidades  

01  Andalucía.  

02  Aragón.  

03  Principado de Asturias.  

04  Illes Ballears.  

05  Canarias.  

06  Cantabria.  
5698 Jueves 31 enero 2008 BOE núm. 27

  

07  Castilla La Mancha.  

08  Castilla y León 

09  Cataluña.  

10  Comunidad Valenciana 

11  Extremadura.  

12  Galicia  

13  Madrid.  

14  Región de Murcia.  

15  Foral de Navarra.  

16  País Vasco.  

17  La Rioja  

18  Ceuta.  

19  Melilla.  

MINISTERIO DE INDUSTRIA, 
TURISMO Y COMERCIO

 1629 RESOLUCIÓN de 20 de diciembre de 2007, de 
la Comisión del Mercado de las Telecomuni-
caciones, por la que se publica el texto con-
solidado del Reglamento de Régimen Interior 
de la Comisión del Mercado de las Telecomu-
nicaciones.

En cumplimiento de lo dispuesto en el resuelve ter-
cero de la Resolución del Consejo de la Comisión del 
Mercado de las Telecomunicaciones de fecha 20 de 
diciembre de 2007 (expediente número AJ 2007/1078), y 
a los efectos de lo previsto en el artículo 52.1 de la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y Procedimiento Administra-
tivo Común, se procede a publicar por este medio el 
texto consolidado del Reglamento de Régimen Interior 
de la Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones, 
aprobado por la Orden del Ministerio de Fomento de 9 
de abril de 1997 y modificado por las Resoluciones del 
Consejo de la Comisión del Mercado de las Telecomuni-
caciones de 14 de diciembre de 2000, de 26 de septiem-
bre de 2003, de 12 de mayo de 2005, de 14 de julio de 
2005, de 4 de mayo de 2006 y de 20 de diciembre de 
2007, cuyo texto aparece como anexo de la presente 
Resolución.

Barcelona, 20 de diciembre de 2007.–El Presidente de 
la Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones, Rei-
naldo Rodríguez Illera.

ANEXO

Texto consolidado del Reglamento de Régimen Interior 
de la Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones

CAPÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 1. La Comisión del Mercado de las Telecomuni-
caciones.

1. La Comisión del Mercado de las Telecomunica-
ciones, que fue creada por el artículo 1 del Real Decreto-
ley 6/1996, de 7 de junio, de Liberalización de las Teleco-
municaciones, y que actualmente se regula por lo 
dispuesto en el artículo 48 y en otras disposiciones con-
cordantes de la Ley 32/2003, de 3 de noviembre, General 
de Telecomunicaciones, es un organismo público de los 
previstos por el apartado 1 de la disposición adicional 
décima de la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y 
Funcionamiento de la Administración General del Estado.

2. La Comisión del Mercado de las Telecomunicacio-
nes tiene personalidad jurídica y plena capacidad pública 
y privada, y está adscrita al Ministerio de Industria, 
Turismo y Comercio, a través de la Secretaría de Estado 
de Telecomunicaciones y para la Sociedad de la Informa-
ción, que ejercerá las funciones de coordinación entre la 
Comisión y el Ministerio.

3. La Comisión del Mercado de las Telecomunicacio-
nes actuará con plena autonomía para el cumplimiento de 
su objeto y el ejercicio de las funciones que le atribuyen 
las disposiciones antes citadas.

Artículo 2. Régimen jurídico.

1. La Comisión del Mercado de las Telecomunicacio-
nes se rige por lo dispuesto en la Ley 32/2003, de 3 de 
noviembre, General de Telecomunicaciones, y supletoria-
mente, por la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y 
Funcionamiento de la Administración General del Estado, 
de acuerdo con lo previsto por el apartado 1 de su dispo-
sición adicional décima. Asimismo, se regirá por el Regla-
mento de la Comisión del Mercado de las Telecomunica-
ciones, aprobado por el Real Decreto 1994/1996, de 6 de 
septiembre, en lo que no se oponga a lo dispuesto en la 
Ley 32/2003, de 3 de noviembre, General de Telecomuni-
caciones, así como por el presente Reglamento de Régi-
men Interior.

La Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones, 
en el ejercicio de las funciones públicas que tiene atribui-
das, queda sujeta a la Ley 30/1992, de 26 noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común.

2. El funcionamiento de los órganos de la Comisión 
del Mercado de las Telecomunicaciones y los servicios 
técnicos, jurídicos, administrativos y económicos necesa-
rios para el adecuado funcionamiento de la Comisión, se 
regulan por lo dispuesto en este Reglamento de Régimen 
Interior.

3. La actividad contractual de la Comisión del Mer-
cado de las Telecomunicaciones queda sujeta a lo dis-
puesto en el Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de 
junio, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley 
de Contratos de las Administraciones Públicas, en la 
Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector 
Público, así como por la normativa de desarrollo de 
dicha Ley.

El órgano de contratación será el Presidente de la 
Comisión.

Cuando por razón de la cuantía del contrato fuere 
necesario, se constituirá una mesa de contratación, que 
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07  Castilla La Mancha.  

08  Castilla y León 

09  Cataluña.  

10  Comunidad Valenciana 

11  Extremadura.  

12  Galicia  

13  Madrid.  

14  Región de Murcia.  

15  Foral de Navarra.  

16  País Vasco.  

17  La Rioja  

18  Ceuta.  

19  Melilla.  

MINISTERIO DE INDUSTRIA, 
TURISMO Y COMERCIO

 1629 RESOLUCIÓN de 20 de diciembre de 2007, de 
la Comisión del Mercado de las Telecomuni-
caciones, por la que se publica el texto con-
solidado del Reglamento de Régimen Interior 
de la Comisión del Mercado de las Telecomu-
nicaciones.
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aprobado por la Orden del Ministerio de Fomento de 9 
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bre de 2003, de 12 de mayo de 2005, de 14 de julio de 
2005, de 4 de mayo de 2006 y de 20 de diciembre de 
2007, cuyo texto aparece como anexo de la presente 
Resolución.
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la Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones, Rei-
naldo Rodríguez Illera.
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de la Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones

CAPÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 1. La Comisión del Mercado de las Telecomuni-
caciones.

1. La Comisión del Mercado de las Telecomunica-
ciones, que fue creada por el artículo 1 del Real Decreto-
ley 6/1996, de 7 de junio, de Liberalización de las Teleco-
municaciones, y que actualmente se regula por lo 
dispuesto en el artículo 48 y en otras disposiciones con-
cordantes de la Ley 32/2003, de 3 de noviembre, General 
de Telecomunicaciones, es un organismo público de los 
previstos por el apartado 1 de la disposición adicional 
décima de la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y 
Funcionamiento de la Administración General del Estado.

2. La Comisión del Mercado de las Telecomunicacio-
nes tiene personalidad jurídica y plena capacidad pública 
y privada, y está adscrita al Ministerio de Industria, 
Turismo y Comercio, a través de la Secretaría de Estado 
de Telecomunicaciones y para la Sociedad de la Informa-
ción, que ejercerá las funciones de coordinación entre la 
Comisión y el Ministerio.

3. La Comisión del Mercado de las Telecomunicacio-
nes actuará con plena autonomía para el cumplimiento de 
su objeto y el ejercicio de las funciones que le atribuyen 
las disposiciones antes citadas.

Artículo 2. Régimen jurídico.

1. La Comisión del Mercado de las Telecomunicacio-
nes se rige por lo dispuesto en la Ley 32/2003, de 3 de 
noviembre, General de Telecomunicaciones, y supletoria-
mente, por la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y 
Funcionamiento de la Administración General del Estado, 
de acuerdo con lo previsto por el apartado 1 de su dispo-
sición adicional décima. Asimismo, se regirá por el Regla-
mento de la Comisión del Mercado de las Telecomunica-
ciones, aprobado por el Real Decreto 1994/1996, de 6 de 
septiembre, en lo que no se oponga a lo dispuesto en la 
Ley 32/2003, de 3 de noviembre, General de Telecomuni-
caciones, así como por el presente Reglamento de Régi-
men Interior.

La Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones, 
en el ejercicio de las funciones públicas que tiene atribui-
das, queda sujeta a la Ley 30/1992, de 26 noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común.

2. El funcionamiento de los órganos de la Comisión 
del Mercado de las Telecomunicaciones y los servicios 
técnicos, jurídicos, administrativos y económicos necesa-
rios para el adecuado funcionamiento de la Comisión, se 
regulan por lo dispuesto en este Reglamento de Régimen 
Interior.

3. La actividad contractual de la Comisión del Mer-
cado de las Telecomunicaciones queda sujeta a lo dis-
puesto en el Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de 
junio, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley 
de Contratos de las Administraciones Públicas, en la 
Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector 
Público, así como por la normativa de desarrollo de 
dicha Ley.

El órgano de contratación será el Presidente de la 
Comisión.

Cuando por razón de la cuantía del contrato fuere 
necesario, se constituirá una mesa de contratación, que 
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La Ley Orgánica 5/2002, de 19 de junio, de 
las Cualificaciones y de la Formación Profe-
sional, tiene por objeto «la ordenación de un 
sistema integral de formación profesional, 
cualificaciones y acreditación, que responda 
con eficacia y transparencia a las demandas 
sociales y económicas a través de las diver-
sas modalidades formativas».

El artículo 11.1 de la Ley Orgánica 5/2002 ha-
bilita al Gobierno para establecer los requisi-
tos básicos que deben reunir los centros que 
impartirán ofertas de formación profesional 
conducentes a la obtención de títulos de for-
mación profesional y certificados de profe-
sionalidad. Asimismo, el artículo 11.4 prevé 
la denominación de Centros integrados para 
aquellos centros de formación profesional 
que se caractericen por impartir todas las 
ofertas formativas a las que se refiere el artí-
culo 10.1 de la misma. El objetivo de los Centros 
integrados es desarrollar acciones formativas 
derivadas de la integración de las ofertas de 
formación profesional, dirigidas a la población 
demandante, jóvenes, trabajadores en activo 
ocupados y desempleados, que faciliten el 
aprendizaje a lo largo de la vida.

La creación de Centros integrados de forma-
ción profesional responde a la necesidad de 
asegurar nueva oferta integrada que capacite 
para el desempeño cualificado de las distintas 
profesiones y sirva de recurso formativo per-
manente a la población adulta para mejorar 
sus condiciones de empleabilidad. El Centro 
integrado se concibe como una institución al 
servicio de los ciudadanos y del sector pro-

ductivo y debe contribuir a la cualificación y 
recualificación de las personas, acomodán-
dose a sus distintas expectativas profesiona-
les. El Centro integrado pretende, asimismo, 
atender a las necesidades de cualificación 
inmediatas y emergentes del sistema produc-
tivo, ser un referente orientador para el sector 
productivo y formativo de su entorno, facilitar 
la integración de las ofertas de formación pro-
fesional y rentabilizar los recursos humanos y 
materiales disponibles.

Para cumplir los fines citados, los Centros 
integrados de formación profesional deben 
tener autonomía y flexibilidad organizativa, 
versatilidad en la programación de su oferta 
formativa y capacidad de respuesta formati-
va a las necesidades del mundo laboral como 
consecuencia de los rápidos cambios tecnoló-
gicos, organizativos y materiales.

Por último, el artículo 11.4 de la Ley Orgánica 
5/2002, de 19 de junio, prevé que las Adminis-
traciones públicas, en el ámbito de su compe-
tencia, podrán crear y autorizar dichos Centros 
integrados de formación profesional con las 
condiciones y requisitos que se establezcan. 
Los fines y funciones de los Centros integra-
dos, las características de su funcionamiento, 
las condiciones de su creación y autorización, 
la definición de sus órganos de gobierno y 
participación, así como las condiciones de su 
gestión y financiación, son aspectos cuya re-
gulación básica aborda la presente norma.

En el proceso de elaboración de este real de-
creto han sido consultados las comunidades 

REAL DECRETO 1558/2005, 
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formación profesional III.2 Centros Integrados
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autónomas, el Consejo General de la Formación 
Profesional y el Consejo Escolar del Estado.

En su virtud, a propuesta de los Ministros de 
Educación y Ciencia y de Trabajo y Asuntos 
Sociales, con la aprobación previa del Ministro 
de Administraciones Públicas, de acuerdo con 
el Consejo de Estado y previa deliberación del 
Consejo de Ministros en su reunión de día 23 
de diciembre de 2005,

D I SP O N G O :

Artículo 1. Objeto.
Este real decreto tiene por objeto regular los 
requisitos básicos de los Centros integrados 
de formación profesional, en desarrollo de lo 
establecido en el artículo 11 de la Ley Orgánica 
5/2002, de 19 de junio, de las Cualificaciones y 
de la Formación Profesional.

Artículo 2. Definición de Centro integrado de 
formación profesional.
1. Son Centros integrados de formación pro-
fesional aquellos que, reuniendo los requisi-
tos básicos establecidos en este real decreto, 
impartan todas las ofertas formativas referi-
das al Catálogo nacional de cualificaciones 
profesionales que conduzcan a títulos de for-
mación profesional y certificados de profe-
sionalidad, en consonancia con lo dispuesto 
en los artículos 11.4 y 10.1 de la Ley Orgánica 
5/2002, de 19 de junio, de las Cualificaciones y 
de la Formación Profesional.

2. Los Centros integrados de formación pro-
fesional contribuirán a alcanzar los fines del 
Sistema nacional de las cualificaciones y 
formación profesional y dispondrán de una 
oferta modular y flexible, con alcance a los 
subsistemas existentes, para dar respuesta 
a las necesidades formativas de los sectores 
productivos, así como a las necesidades in-
dividuales y expectativas personales de pro-
moción profesional. Para ello, estos centros 
facilitarán la participación de los agentes so-

ciales más representativos en el ámbito de las 
comunidades autónomas.

3. Los Centros integrados de formación profe-
sional incluirán en sus acciones formativas las 
enseñanzas propias de la formación profesio-
nal inicial, las acciones de inserción y reinser-
ción laboral de los trabajadores y las de for-
mación permanente dirigidas a la población 
trabajadora ocupada. Las Administraciones 
públicas garantizarán la coordinación de las 
ofertas formativas con objeto de dar respues-
ta a las necesidades de cualificación de los di-
ferentes colectivos.

4. Además de las ofertas formativas propias 
de las familias o áreas profesionales que 
tengan autorizadas, los Centros integrados 
incorporarán los servicios de información y 
orientación profesional, así como, en su caso, 
de evaluación de las competencias adquiri-
das a través de otros aprendizajes no forma-
les y de la experiencia laboral, en el marco del 
Sistema nacional de cualificaciones y forma-
ción profesional.

Artículo 3. Tipología de Centros integrados 
de formación profesional.
1. Los Centros integrados de formación profe-
sional podrán ser públicos y privados.

2. Los Centros integrados de formación profe-
sional podrán ser de nueva creación o proceder 
de la transformación de centros ya existentes.

3. Los Centros integrados de formación pro-
fesional podrán recibir subvenciones y otras 
ayudas, incluidas las de régimen de conciertos 
educativos, para financiar las acciones forma-
tivas y los servicios que presten.

4. En el caso de aquellas acciones de forma-
ción profesional que estén cofinanciadas por 
el Fondo Social Europeo, los Centros integra-
dos tendrán que aplicar lo establecido en los 
reglamentos comunitarios que regulan la ges-
tión y control de estas ayudas y en aquellos 
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que regulan las actividades de información y 
publicidad que deben llevar a cabo los Estados 
miembros en relación con las intervenciones 
de los fondos estructurales.

Artículo 4. Creación y autorización de Cen-
tros integrados.
1. La programación de la oferta integrada de 
formación profesional se hará desde la con-
sideración de que la formación a lo largo de la 
vida es un derecho de las personas que los po-
deres públicos deben asegurar. Para facilitar 
el ejercicio de este derecho las Administracio-
nes competentes organizarán una Red de cen-
tros integrados de titularidad pública.

2. La Administración educativa, para transfor-
mar sus centros de formación profesional en 
Centros integrados, deberá contar con la au-
torización de la Administración laboral. Igual-
mente, la Administración laboral, para trans-
formar sus Centros en Centros integrados, 
deberá contar con la autorización de la Admi-
nistración educativa. En todo caso, los centros 
deberán cumplir los requisitos establecidos 
en la presente norma, así como cuantos otros 
regulen las Administraciones competentes en 
el ejercicio de su capacidad normativa.

3. Las Administraciones educativas, en el ám-
bito de sus competencias, podrán crear nuevos 
Centros integrados de formación profesional 
de titularidad pública o, en su caso, autorizar 
nuevos Centros integrados de formación pro-
fesional de titularidad privada, previa autori-
zación de la Administración laboral.

4. Las Administraciones laborales, en el ámbi-
to de sus competencias, podrán crear nuevos 
Centros integrados de formación profesional 
de titularidad pública o, en su caso autorizar 
nuevos Centros integrados de formación pro-
fesional de titularidad privada, previa autori-
zación de la Administración educativa.

5. Las Administraciones educativas y labora-
les podrán revocar la autorización de los cen-

tros como Centros integrados de formación 
profesional cuando no cumplan los requisitos 
establecidos en este real decreto.

Artículo 5. Fines de los Centros integrados 
de formación profesional.
Los Centros integrados de formación profesio-
nal contribuirán al desarrollo del Sistema nacio-
nal de cualificaciones y formación profesional y, 
en consecuencia, tendrán los fines siguientes:

a) La cualificación y recualificación de las per-
sonas a lo largo de la vida, mediante el esta-
blecimiento de una oferta de formación profe-
sional modular, flexible, de calidad, adaptada a 
las demandas de la población y a las necesida-
des generadas por el sistema productivo.
b) Cuando proceda, y en el marco del Sistema 
nacional de cualificaciones y formación profe-
sional, contribuir a la evaluación y acreditación 
de las competencias profesionales adquiridas 
por las personas a través de la experiencia la-
boral y de vías no formales de formación, pro-
moviendo así la valoración social del trabajo.
c) La prestación de los servicios de informa-
ción y orientación profesional a las personas 
para que tomen las decisiones más adecuadas 
respecto de sus necesidades de formación 
profesional en relación con el entorno produc-
tivo en el que se desenvuelven.
d) El establecimiento de un espacio de coope-
ración entre el sistema de formación profe-
sional y el entorno productivo sectorial y local 
para desarrollar y extender una cultura de la 
formación permanente, contribuyendo a pres-
tigiar la formación profesional.
e) Fomentar la igualdad real y efectiva entre 
mujeres y hombres.

Artículo 6. Funciones de los Centros integrados.
1. Serán funciones básicas de los Centros inte-
grados de formación profesional:

a) Impartir las ofertas formativas conducentes 
a títulos de formación profesional y certifica-
dos de profesionalidad de la familia o área pro-
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fesional que tengan autorizadas y otras ofertas 
formativas que den respuesta a las demandas 
de las personas y del entorno productivo.
b) Desarrollar vínculos con el sistema pro-
ductivo del entorno (sectorial y comarcal o 
local), en los ámbitos siguientes: formación 
del personal docente, formación de alumnos 
en centros de trabajo y la realización de otras 
prácticas profesionales, orientación profesio-
nal y participación de profesionales del siste-
ma productivo en la impartición de docencia. 
Asimismo, y en este contexto, colaborar en la 
detección de las necesidades de cualificación 
y en el desarrollo de la formación permanente 
de los trabajadores.
c) Informar y orientar a los usuarios, tanto in-
dividual como colectivamente, para facilitar el 
acceso, la movilidad y el progreso en los itine-
rarios formativos y profesionales, en colabo-
ración con los servicios públicos de empleo.

2. Además de las funciones establecidas en 
el apartado anterior, los centros integrantes 
de la Red a la que se refiere el artículo 4 y los 
Centros integrados privados concertados, 
que cuenten con autorización administrativa 
a tales efectos, podrán desarrollar las funcio-
nes siguientes:

a) Participar en los procedimientos de eva-
luación y, en su caso, realizar la propuesta 
de acreditación oficial de las competencias 
profesionales adquiridas por las personas a 
través de la experiencia laboral o de vías no 
formales de formación, de acuerdo con lo que 
se establezca en desarrollo del artículo 8 de 
la Ley Orgánica 5/2002, de 19 de junio, de las 
Cualificaciones y de la Formación Profesional.
b) Impulsar y desarrollar acciones y proyectos 
de innovación y desarrollo, en colaboración 
con las empresas del entorno y los interlocu-
tores sociales, y transferir el contenido y va-
loración de las experiencias desarrolladas al 
resto de los centros.
c) Colaborar en la promoción y desarrollo de 
acciones de formación para los docentes y 
formadores de los diferentes subsistemas en 
el desarrollo permanente de las competencias 

requeridas en su función, respondiendo a sus 
necesidades específicas de formación.
d) Colaborar con los Centros de referencia 
nacional, Observatorios de las profesiones y 
ocupaciones, Institutos de cualificaciones y 
otras entidades en el análisis de la evolución 
del empleo y de los cambios tecnológicos y 
organizativos que se produzcan en el sistema 
productivo de su entorno.
e) Informar y asesorar a otros centros de for-
mación profesional.
f) Cuantas otras funciones de análoga natu-
raleza determinen las Administraciones com-
petentes.

3. Para realizar las funciones señaladas en los 
apartados anteriores, los Centros integrados 
podrán desarrollar acuerdos y convenios con 
empresas, instituciones y otros organismos 
y entidades para el aprovechamiento de las 
infraestructuras y recursos disponibles, que 
contribuyan a la calidad de la formación y de 
las demás acciones que se contemplan en este 
real decreto.

Artículo 7. Protocolos generales de colaboración.
Los Ministerios de Educación y Ciencia y de 
Trabajo y Asuntos Sociales y las Administra-
ciones educativas y laborales competentes 
de las comunidades autónomas podrán esta-
blecer protocolos generales para establecer 
el marco y la metodología para la colabora-
ción en el desarrollo de las funciones de los 
Centros integrados, de acuerdo con lo pre-
visto en el artículo 6 de la Ley 30/1992, de 26 
de noviembre, de Régimen Jurídico de las Ad-
ministraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, modificada por la Ley 
4/1999, de 13 de enero.

Artículo 8. Condiciones que deberán reunir 
los Centros integrados.
1. Los Centros integrados de formación profe-
sional, además de los requisitos establecidos 
en este real decreto, deberán reunir los espe-
cificados en los reales decretos que regulen 
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los títulos de formación profesional y los cer-
tificados de profesionalidad correspondien-
tes a las enseñanzas que se impartan en ellos.

2. Los Centros integrados de formación profe-
sional deberán disponer de instalaciones que 
reúnan las condiciones higiénicas, acústicas, de 
habitabilidad, de seguridad y de accesos ordi-
narios de personas, además de aquellas medi-
das previstas para personas con discapacidad, 
exigidas por la legislación vigente. Asimismo, 
deberán disponer de los espacios adecuados 
para realizar las actividades de gestión, coordi-
nación y apoyo de las funciones del centro, así 
como los aularios, laboratorios y talleres para 
el desarrollo de las tareas formativas.

3. Las Administraciones competentes podrán 
autorizar el uso de ciertos espacios e insta-
laciones singulares, así como, en su caso, de 
aquellas instalaciones y equipamientos pro-
pios de entornos profesionales que, siendo 
necesarios para impartir los programas for-
mativos y realizar la evaluación de las compe-
tencias, se encuentren ubicados en un recinto 
distinto al resto de las instalaciones del cen-
tro. Los centros garantizarán que los citados 
espacios autorizados sean de uso preferen-
te para el desarrollo de sus actividades. Los 
Centros integrados contarán con el número 
suficiente de profesores, formadores y exper-
tos profesionales para poder desarrollar las 
funciones que tienen asignadas. Dichos pro-
fesionales habrán de reunir los requisitos que 
se establecen en este real decreto, y aquellos 
otros que determinen las Administraciones 
competentes para su contratación. Asimismo, 
contarán con suficiente personal de adminis-
tración y servicios para desarrollar las tareas 
de gestión administrativa y los servicios de 
vigilancia y mantenimiento.

Artículo 9. Autonomía de los Centros integrados.
1. Los Centros integrados dispondrán de au-
tonomía organizativa, pedagógica, de gestión 
económica y de personal, de acuerdo con lo 
que establezca la Administración competente.

2. Los Centros integrados de formación pro-
fesional elaborarán un proyecto funcional 
de centro en el que se establezca el sistema 
organizativo, los procedimientos de gestión, 
los proyectos curriculares de ciclo formativo, 
las programaciones didácticas y el plan de 
acción tutorial.

3. Para garantizar la calidad de las acciones 
del proyecto funcional se implantará un siste-
ma de mejora continua en cada centro, cuyos 
criterios de calidad e indicadores estén en 
relación con los objetivos de dicho proyecto 
y que, al menos, evalúe el grado de inserción 
laboral de sus alumnos y usuarios y el nivel de 
satisfacción de los mismos.

4. Las Administraciones competentes, te-
niendo en cuenta la naturaleza de las ofertas 
formativas y de los servicios que caracterizan 
a estos centros y las características específi-
cas de los grupos destinatarios, determinará 
los plazos de admisión de alumnos, períodos 
de matrícula, organización temporal de las 
ofertas, así como otras cuestiones de régimen 
interior que afectan al personal que preste 
servicios en los mismos. Especialmente, es-
tos centros permitirán un eficaz acceso de las 
personas adultas y trabajadoras a las ofertas 
formativas y servicios, teniendo en cuenta la 
disponibilidad de tiempo de los usuarios.

Artículo 10. Planificación, gestión y financia-
ción de los Centros integrados.
1. Las Administraciones educativas y laborales 
del Estado y de las comunidades autónomas, 
en su ámbito competencial, en colaboración 
con las organizaciones empresariales y sindi-
cales más representativas, establecerán un 
modelo de planificación común, de carácter 
anual o plurianual, para la red de centros inte-
grados de su ámbito territorial.

2. El modelo de planificación adoptado con-
templará las características del mercado de 
trabajo territorial y sectorial, así como aque-
llas directrices anuales contempladas en los 
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Planes nacionales de acción para el empleo 
que sean de aplicación al ámbito de actuación 
correspondiente.

3. Para la financiación de la planificación co-
mún, las Administraciones competentes ten-
drán en cuenta la normativa reguladora de las 
distintas acciones formativas consideradas 
en el mismo. No se admitirá la concurrencia de 
subvenciones, conciertos o convenios para fi-
nanciar una misma acción formativa o servicio 
y, en cualquier caso, los Centros que desarro-
llen ofertas formativas sostenidas con fondos 
públicos estarán sujetos a las obligaciones 
específicas que se deriven de la legislación 
presupuestaria y de las previstas en la Ley 
38/2003, General de Subvenciones.

4. Las Administraciones competentes autori-
zarán el desarrollo del proyecto funcional de 
centro que incluirá, al menos, los objetivos, 
prioridades y otros aspectos de las actuacio-
nes, de acuerdo con la planificación realizada.

5. Las Administraciones competentes po-
drán delegar en los órganos de gobierno de 
los Centros integrados de titularidad pública 
la contratación de expertos, la adquisición 
de bienes, contratación de obras, servicios 
y otros suministros, con los límites que en la 
normativa correspondiente se establezcan, 
y asimismo, podrán regular el procedimiento 
que permita obtener recursos complementa-
rios mediante la oferta de servicios.

6. Los recursos a los que se refiere el apartado 
anterior se incorporarán al presupuesto de los 
centros, de acuerdo con lo que dichas Admi-
nistraciones establezcan.

7. Las Administraciones competentes velarán 
para que las actuaciones contempladas en los 
proyectos funcionales de cada centro se ade-
cuen a los fines y funciones de los mismos.

8. Los Centros integrados de formación pro-
fesional estarán obligados a informar al públi-

co sobre la naturaleza de las distintas ofertas 
impartidas en ellos.

Artículo 11. Ejercicio de la función inspectora.
Corresponde a las Administraciones educati-
va y laboral, cada una en el ámbito de sus res-
pectivas competencias, la inspección de los 
Centros integrados de formación profesional.

Artículo 12. Órganos de gobierno, participa-
ción y coordinación.
1. La estructura de órganos de gobierno, par-
ticipación y coordinación de los Centros inte-
grados de formación profesional se atendrá 
a lo que este real decreto dispone y a lo que 
dispongan los consejos de gobierno de las 
comunidades autónomas, en el ámbito de sus 
competencias, de acuerdo con lo previsto en 
el artículo 11.6 de la Ley Orgánica 5/2002, de 
19 de junio, de las Cualificaciones y de la For-
mación Profesional.

2. En todo caso, serán órganos de gobierno y 
participación de los Centros integrados de 
formación profesional los siguientes:

a) Órganos unipersonales de gobierno: Direc-
tor; Jefe de Estudios, Secretario o equivalentes; 
cuantos otros determinen las Administracio-
nes competentes. Estos órganos de gobierno 
constituirán el equipo directivo del centro.

b) Órganos colegiados de participación: Con-
sejo Social; Claustro de profesores o equiva-
lente y aquellos otros que determinen las Ad-
ministraciones competentes.

3. Los Centros integrados contarán con los 
órganos de coordinación necesarios para 
garantizar las siguientes funciones: la forma-
ción integrada y de calidad, la información y la 
orientación profesional, el reconocimiento y 
evaluación de competencias profesionales y 
las relaciones con las empresas.
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Artículo 13. Nombramiento y funciones del 
Director.
1. La dirección de los Centros integrados de 
titularidad pública será provista por el proce-
dimiento de libre designación. En el caso de 
los Centros integrados de titularidad de las 
Administraciones educativas el nombramien-
to se efectuará entre funcionarios públicos 
docentes, conforme a los principios de mérito, 
capacidad y publicidad y previa consulta a los 
órganos colegiados del centro.

2. El Director del Centro integrado tendrá las 
funciones siguientes:

a) Dirigir y coordinar las actividades del centro 
y ostentar su representación.
b) Proponer a la Administración competente 
el nombramiento y, en su caso, el cese de los 
órganos unipersonales de gobierno, una vez 
oídos los órganos colegiados respectivos.
c) Dirigir y coordinar el proyecto funcional de 
centro, evaluar su grado de cumplimiento y 
promover planes de mejora.
d) Ejercer la jefatura de todo el personal ads-
crito al centro, fijar y aplicar la política de re-
cursos humanos y adoptar las resoluciones 
disciplinarias que correspondan de acuerdo 
con las normas aplicables.
e) Fomentar y facilitar la suscripción de acuer-
dos y convenios de colaboración, previa apro-
bación del Consejo Social, con empresas, enti-
dades y otras Administraciones para impartir 
la formación integrada y velar por su adecuado 
cumplimiento.
f) Elaborar y ejecutar el presupuesto, autori-
zando los ingresos y gastos, ordenar los pagos 
y visar las certificaciones y documentos ofi-
ciales del centro.
g) Contratar, en su caso, los recursos humanos 
necesarios para desarrollar las acciones for-
mativas y otros servicios programados.
h) Favorecer acciones de formación para el 
personal docente y formador.
i) Justificar la gestión económica del centro 
ante las Administraciones correspondientes.
j) Cualesquiera otras que les sean encomenda-
das por la Administración competente.

Artículo 14. Órganos colegiados de participación.
1. El Consejo Social es el órgano de participa-
ción de la sociedad en los Centros integrados 
de formación profesional.

2. El Consejo Social estará compuesto por un 
máximo de 12 miembros de acuerdo con la si-
guiente distribución:

a) Un número de representantes de la Admi-
nistración, que no podrá ser inferior a un ter-
cio del total de los componentes del Consejo. 
Entre ellos figurará el Director del centro, que 
será Presidente del Consejo.
b) Un número de representantes del centro, 
que no podrá ser inferior a un tercio del total 
de los componentes del Consejo.
c) Un número paritario de representantes de 
las organizaciones empresariales y sindicales 
más representativas en los términos que ellas 
mismas determinen, que no podrá ser inferior 
a un tercio del total de los componentes del 
Consejo.
d) El Secretario del centro, que actuará como 
Secretario del Consejo, con voz y sin voto.

3. Las funciones del Consejo Social serán las 
siguientes:
a) Establecer las directrices para elaborar el 
proyecto funcional de centro y aprobar dicho 
proyecto.
b) Aprobar el presupuesto y el balance anual.
c) Realizar el seguimiento de las actividades 
del centro, asegurando la calidad y el rendi-
miento de los servicios.
d) Emitir informe con carácter previo al nom-
bramiento del Director del centro.

4.El Claustro de profesores o su equivalente 
es el órgano de participación del profesorado 
en la actividad del centro.

5. El Claustro de profesores tendrá las si-
guientes competencias:

a) Formular al equipo directivo y al Consejo 
Social propuestas para la elaboración del pro-
yecto funcional de centro.
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b) Promover iniciativas en el ámbito de la ex-
perimentación y de la innovación pedagógica y 
en la formación del profesorado del centro.
c) Participar en la elaboración de los planes de 
mejora de calidad del centro.
d) Cualesquiera otras que le sean atribuidas 
por la Administración competente.

Artículo 15. Profesorado.
1. Para ejercer la docencia en los Centros inte-
grados de formación profesional será necesa-
rio cumplir los requisitos generales de titula-
ción así como los que al efecto se establezcan 
en las normas que aprueben los títulos de 
formación profesional y los certificados de 
profesionalidad.

2. En los centros de titularidad pública depen-
dientes de las Administraciones educativas y 
laborales podrán ejercer la docencia los funcio-
narios de los Cuerpos de Catedráticos de En-
señanza Secundaria, Profesores de Enseñanza 
Secundaria y Profesores Técnicos de Forma-
ción Profesional de acuerdo con las especiali-
dades previstas en las normas que aprueben 
los títulos de formación profesional. Asimismo 
podrán ejercer docencia los funcionarios perte-
necientes a la Escala Media de Formación Ocu-
pacional de la Administración Laboral cuando 
reúnan los requisitos específicos dispuestos 
en los certificados de profesionalidad.

3. Podrán ser contratados, como expertos, pro-
fesionales cualificados para impartir aquellas 
enseñanzas que por su naturaleza lo requieran, 
en las condiciones y régimen que determinen 
las Administraciones competentes.

4. El personal que preste sus servicios en centros 
de titularidad pública estará sujeto al régimen de 
incompatibilidades previsto en la Ley 53/1984, 
de 26 de diciembre, de Incompatibilidades del 
Personal al Servicio de las Administraciones 
Públicas, y a lo que se derive de la consideración 
como de interés público que a los efectos previs-
tos en el artículo 3 de la citada Ley tiene la impar-
tición de la formación en estos centros.

Artículo 16. Personal que desarrolla las fun-
ciones de información y orientación profe-
sional.
En los Centros integrados públicos podrán 
ejercer la función de información y orienta-
ción profesional, en función de sus titulacio-
nes y formación específica, tanto el personal 
de los Cuerpos de Catedráticos de Enseñanza 
Secundaria, Profesores de Enseñanza Secun-
daria y Profesores Técnicos de Formación 
Profesional dependientes de las Administra-
ciones educativas, como el dependiente de los 
servicios públicos de empleo, en los términos 
que se establezca reglamentariamente.

Artículo 17. Personal que desarrolla las fun-
ciones de aplicación de los procedimientos de 
evaluación de las competencias profesionales.
En los Centros integrados públicos y en los 
Centros integrados privados concentrados 
autorizados al efecto, las funciones y los re-
quisitos del personal que realice las funciones 
relativas a los procedimientos de evaluación 
de las competencias profesionales se ajusta-
rán a lo que establezca el desarrollo normati-
vo del artículo 8 de la Ley Orgánica 5/2002, de 
19 de junio, de las Cualificaciones y de la For-
mación Profesional.

Disposición adicional única. Régimen aplica-
ble a los centros privados.
Será de aplicación a los Centros integrados de 
titularidad privada lo establecido en los artí-
culos 1, 2, 3, 4.2, 4.3, 4.4, 4.5, 5, 6.1, 6.3, 7, 8, 11, y 
15.1. Además, los Centros integrados privados 
que tengan régimen de concierto educativo se 
ajustarán a lo establecido en los artículos 9 y 
10 y dispondrán de los órganos de gobierno y 
de participación que se establecen en los artí-
culos 12, 13 y 14.

Disposición transitoria primera. Autorización 
de determinados centros existentes como 
Centros integrados de formación profesional.
En los cinco años siguientes a la entrada en 
vigor de la presente norma, las Administracio-
nes competentes podrán autorizar como Cen-
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tros integrados de formación profesional a 
aquellos que, además de ofrecer las enseñan-
zas de los tres subsistemas en las condiciones 
previstas en este real decreto, ofrezcan en-
señanzas de bachillerato, siempre que éstas 
últimas no representen más de un tercio del 
alumnado total del centro.

Disposición transitoria segunda. Vigencia de 
las ofertas actuales.
Las ofertas educativas y formativas en los 
Centros integrados serán las actualmente 
en vigor hasta la sustitución de los títulos de 
formación profesional y certificados de profe-
sionalidad actuales por los correspondientes 
títulos y certificados de profesionalidad que 
se regulen a partir del Catálogo nacional de 
cualificaciones profesionales.

Disposición final primera. Título competencial.
Este real decreto tiene carácter de norma bá-
sica, es de aplicación en todo el territorio na-
cional y se dicta en virtud de las competencias 
que atribuye al Estado el artículo 149.1, 1.ª, 7.ª 
y 30.ª de la Constitución y al amparo de la dis-
posición final primera.2 y 3 de la Ley Orgánica 
5/2002, de 19 de junio, de las Cualificaciones y 
de la Formación Profesional, y de la habilita-
ción que confiere al Gobierno el artículo 11.1 y 
11.4 y la disposición final tercera de la citada 
Ley Orgánica 5/2002, 19 de junio.

Disposición final segunda. Normativa de apli-
cación supletoria.
En lo no regulado en esta norma, serán de 
aplicación las normas específicas que regulan 
cada una de las ofertas formativas.

Disposición final tercera. Normas de desarrollo.
Los Ministros de Educación y Ciencia y de Tra-
bajo y Asuntos Sociales dictarán las normas 
de desarrollo de este real decreto en el ámbi-
to de sus respectivas competencias.

Disposición final cuarta. Entrada en vigor.
El presente real decreto entrará en vigor el día 
siguiente al de su publicación en el «Boletín 
Oficial del Estado».

Dado en Madrid, el 23 de diciembre de 2005. 
JUAN CARLOS R.

MARÍA TERESA FERNÁNDEZ DE LA VEGA
Vicepresidenta Primera del Gobierno y 

Ministra de la Presidencia
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El Consejo Europeo de Lisboa de 2000, des-
tacó el conocimiento y la innovación como los 
motores del progreso económico, incluyendo el 
crecimiento del empleo. En esta línea, se ha de-
fendido la educación y el capital humano como 
factores básicos para el crecimiento económi-
co y se establece como objetivo primordial de 
los países de la Unión Europea la necesidad de 
mejorar la calidad, la equidad y la eficacia de 
los sistemas de educación y formación. 

La Ley Orgánica 5/2002, de 19 de junio, de las 
Cualificaciones y de la Formación Profesional, 
tiene por objeto «la ordenación de un sistema 
integral de formación profesional, cualifica-
ciones y acreditación, que responda con efica-
cia y transparencia a las demandas sociales y 
económicas a través de las diversas modalida-
des formativas». 

El artículo 11 de la Ley Orgánica 5/2002 regula 
los centros de formación profesional y en su 
apartado 1 habilita al Gobierno para estable-
cer los requisitos básicos que deben reunir los 
centros que impartirán ofertas de formación 
profesional conducentes a la obtención de 
títulos de formación profesional y certifica-
dos de profesionalidad. Asimismo, el mismo 
artículo 11, en su apartado 7, establece que «la 
innovación y experimentación en materia de 
formación profesional se desarrollará a través 
de una Red de Centros de Referencia Nacional, 
con implantación en todas las comunidades 
autónomas, especializados en los distintos 
sectores productivos. A tales efectos, dichos 
centros podrán incluir acciones formativas di-

rigidas a estudiantes, trabajadores ocupados 
y desempleados, así como a empresarios y 
formadores». 

El Centro de Referencia Nacional, que se con-
cibe como una institución al servicio de los sis-
temas de formación profesional, debe facilitar 
una formación profesional más competitiva y 
responder a los cambios en la demanda de cua-
lificación de los sectores productivos. Su tra-
bajo debe ser, por lo tanto, un referente orien-
tador para el sector productivo y formativo. 

Así, los Centros de Referencia Nacional se dis-
tinguen por programar y ejecutar actuaciones 
de carácter innovador, experimental y forma-
tivo en materia de formación profesional, de 
modo que sirvan de referente al conjunto del 
Sistema Nacional de Cualificaciones y Forma-
ción Profesional para el desarrollo de la for-
mación profesional. Estarán organizados en 
una Red de Centros de Referencia Nacional de 
formación profesional. 

La Red de Centros de Referencia Nacional en el 
ámbito de la formación profesional asegurará 
la participación de todas las comunidades au-
tónomas y estará organizada por las familias 
profesionales establecidas en el Real Decreto 
1128/2003, de 5 de septiembre, por el que se 
regula el Catálogo Nacional de Cualificaciones 
Profesionales, modificado por el Real Decreto 
1416/2005, de 25 de noviembre. 

Las actuaciones de estos centros se llevarán 
a cabo, en el marco legislativo del Sistema 

REAL DECRETO 229/2008, 
de 15 de febrero, por el que 
se regulan los Centros de 
Referencia Nacional en el 
ámbito de la formación 
profesional III.3 Centros de Referencia Nacional
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Nacional de Cualificaciones y Formación Pro-
fesional, mediante convenios de colaboración 
entre la Administración General del Estado y 
las comunidades autónomas, y se atendrán, en 
todo caso, al ámbito de sus respectivas com-
petencias. Las competencias de ejecución en 
esta materia corresponden a las comunida-
des autónomas. La Administración General 
del Estado ejercerá las funciones ejecutivas 
en el ámbito de la innovación y experimenta-
ción en materia de formación profesional en 
aquellos supuestos en los que la legislación 
vigente se las haya reservado o en relación 
con los Centros de Referencia Nacional de ti-
tularidad estatal. Los fines y funciones de los 
Centros de Referencia Nacional en el ámbito 
de la formación profesional, las característi-
cas de su funcionamiento, las condiciones de 
su creación y autorización, la definición de sus 
órganos de gobierno y participación, así como 
las condiciones de su gestión y financiación, 
son aspectos cuya regulación básica aborda la 
presente norma. 

En el proceso de elaboración de este real de-
creto han sido consultadas las comunidades 
autónomas y las organizaciones empresaria-
les y sindicales y ha emitido informe el Con-
sejo General de la Formación Profesional y el 
Consejo Escolar del Estado. 

En su virtud, a propuesta conJunta del Ministro 
de Trabajo y Asuntos Sociales y de la Ministra 
de Educación y Ciencia, previa aprobación de 
la Ministra de Administraciones Públicas, de 
acuerdo con el Consejo de Estado y previa 
deliberación del Consejo de Ministros en su 
reunión del día 15 de febrero de 2008, 

D I S P O N G O: 

Artículo 1. Objeto y ámbito de aplicación. 
1. El presente real decreto tiene por objeto 
desarrollar, de conformidad con lo previsto en 
la Ley Orgánica 5/2002, de 19 de junio, de las 
Cualificaciones y de la Formación Profesional, 
la regulación de los Centros de Referencia Na-

cional en el ámbito de la formación profesional 
y de la Red de Centros de Referencia Nacional. 

2. La colaboración entre la Administración 
General del Estado y la Administración au-
tonómica, para todo lo previsto en este real 
decreto, se articulará a través de convenios de 
colaboración. 

Artículo 2. Definición. 
1. Serán considerados Centros de Referen-
cia Nacional aquellos centros públicos que, 
reuniendo las condiciones establecidas en 
el presente real decreto, realicen acciones 
de innovación y experimentación en materia 
de formación profesional, especializados en 
los diferentes sectores productivos, a través 
de las familias profesionales reguladas en el 
Real Decreto 1128/2003, de 5 de septiembre, 
por el que se regula el Catálogo Nacional de 
Cualificaciones Profesionales, modificado por 
Real Decreto 1416/2005, de 25 de noviembre, 
sin perjuicio de las competencias en materia 
de innovación y experimentación que tengan 
otras Administraciones públicas. 

2. Estos Centros servirán de referencia, a nivel 
estatal, en el ámbito de la familia profesional 
asignada y a través del ejercicio de las funcio-
nes previstas en el artículo 4, al conjunto del 
Sistema de Cualificaciones y Formación Pro-
fesional y a los distintos sectores productivos. 

3. Los Centros de Referencia Nacional po-
drán incluir acciones formativas dirigidas a 
estudiantes, trabajadores ocupados y desem-
pleados, así como a empresarios, formadores 
y profesores, relacionadas con la innovación y 
la experimentación en formación profesional, 
vinculadas al Catálogo Nacional de Cualifica-
ciones Profesionales. 

Artículo 3. Fines. 
Los fines de los Centros de Referencia Nacio-
nal, en el ámbito de la familia profesional en el 
que desarrollen su actividad, son: 
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a) Observar la evolución y las necesidades de 
cualificación del sistema productivo, y contri-
buir a la actualización y desarrollo de la for-
mación profesional para adaptarla a dichas 
necesidades. 
b) Aplicar y experimentar proyectos de inno-
vación en materia de formación profesional en 
lo referido a la impartición de acciones forma-
tivas, información y orientación profesional, 
evaluación y acreditación de competencias 
profesionales y otras con valor para el Siste-
ma Nacional de Cualificaciones y Formación 
Profesional. 
c) Servir de enlace entre las instituciones de 
formación e innovación y los sectores produc-
tivos, promoviendo la comunicación y difusión 
del conocimiento en el ámbito de la formación 
profesional. 
d) Proporcionar al Sistema Nacional de Cualifi-
caciones y Formación Profesional la información 
que requiera para su funcionamiento y mejora. 

Artículo 4. Funciones. 
Las funciones de los Centros de Referencia 
Nacional, en el ámbito de la familia profesional 
asignada, son: 

1. Observar y analizar, a nivel estatal, la evolu-
ción de los sectores productivos, para adecuar 
la oferta de formación a las necesidades del 
mercado de trabajo. 

2. Colaborar con el Instituto Nacional de las 
Cualificaciones en la actualización del Catálogo 
Nacional de las Cualificaciones Profesionales. 

3. Experimentar acciones de innovación for-
mativa vinculadas al Catálogo Nacional de 
Cualificaciones Profesionales para validar su 
adecuación y, en su caso, elaborar contenidos, 
metodologías y materiales didácticos para 
proponer su actualización. 

4. Colaborar y, en su caso, realizar estudios 
necesarios para elaborar certificados de pro-
fesionalidad, así como participar en la realiza-

ción, custodia, mantenimiento y actualización 
de sus pruebas de evaluación. 

5. Estudiar la idoneidad de instalaciones, equi-
pamientos y medios didácticos, desarrollar 
técnicas de organización y gestión de la for-
mación y proponer la aplicación de criterios, 
indicadores y dispositivos de calidad para 
centros y entidades de formación. 

6. Colaborar con las organizaciones empre-
sariales y sindicales más representativas, así 
como con las Comisiones Paritarias consti-
tuidas al amparo de la negociación colectiva 
sectorial de ámbito estatal. 

7. Establecer vínculos de colaboración, incluyen-
do la gestión de redes virtuales, con institutos 
y agencias de cualificaciones autonómicos, uni-
versidades, centros tecnológicos y de investiga-
ción, Centros Integrados de Formación Profesio-
nal, empresas, y otras entidades, para fomentar 
la investigación, innovación y desarrollo de la 
formación profesional, así como para observar 
y analizar la evolución de las bases científicas y 
tecnológicas relacionadas con los procesos de 
formación o con el sector de referencia. 

8. Participar en programas e iniciativas inter-
nacionales en su ámbito de actuación. 

9. Contribuir al diseño y desarrollo de planes 
de perfeccionamiento técnico y metodológi-
co dirigidos al personal docente o formador, 
expertos y orientadores profesionales, así 
como a evaluadores que intervengan en pro-
cesos de reconocimiento de competencias 
profesionales. 

10. Colaborar en el procedimiento de evaluación 
y acreditación de las competencias profesiona-
les, de acuerdo con el desarrollo del artículo 8 
de la Ley Orgánica 5/2002, de 19 de junio, de las 
Cualificaciones y de la Formación Profesional. 

11. Realizar cuantas otras funciones análogas 
les sean asignadas relacionadas con los fines 
descritos. 
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Artículo 5. Creación, calificación y titularidad. 
1. La Red de Centros de Referencia Nacional 
será única y coordinada por la Administración 
General del Estado, con la colaboración de las 
comunidades autónomas y las organizaciones 
empresariales y sindicales más representati-
vas que se articulará a través del Consejo Ge-
neral de la Formación Profesional. 

2. La Red de Centros de Referencia Nacional 
dará cobertura a todas las familias profesio-
nales en las que se estructura el Catálogo Na-
cional de Cualificaciones Profesionales, abar-
cando a todos los sectores productivos. 

3. Existirá, al menos, un Centro de Referencia 
Nacional en cada comunidad autónoma. Tam-
bién, en su caso, podrán existir Centros de Re-
ferencia Nacional en la Ciudad de Ceuta y en la 
Ciudad de Melilla. 

4. La creación de los Centros de Referencia 
Nacional o la calificación de los ya existen-
tes, en el ámbito del Sistema Nacional de las 
Cualificaciones y la Formación Profesional, se 
realizará por convenio de colaboración con la 
comunidad autónoma en la que vayan a estar 
o estén ubicados, previo informe del Consejo 
General de la Formación Profesional, y reves-
tirá la forma de real decreto a propuesta de 
los Ministros de Trabajo y Asuntos Sociales 
y Educación y Ciencia. Excepcionalmente y 
siempre que la falta de convenio supusiese 
que una de las familias profesionales en las 
que se estructura el Catálogo Nacional de las 
Cualificaciones Profesionales, o subsector 
productivo o área profesional de la misma, 
careciese de Centros de Referencia Nacional, 
la Administración General del Estado, previo 
informe del Consejo General de la Formación 
Profesional, podrá proceder a su creación 
mediante real decreto. En el supuesto de que 
se califique más de un Centro de Referencia 
Nacional para una misma familia profesional, 
cada uno estará especializado en un subsector 
productivo o área profesional de la correspon-
diente familia profesional, y sus actuaciones 
serán coordinadas por la Administración Ge-

neral del Estado, a través de las Comisiones 
de Coordinación que a estos efectos se desig-
nen en el Plan de Actuación de la Red de Cen-
tros de Referencia Nacional y en los planes de 
trabajo de cada Centro. En todo caso, dichas 
Comisiones, que estarán presididas por la 
Administración General del Estado, contarán 
con representantes de las comunidades autó-
nomas en las que estén ubicados los Centros y 
de las organizaciones empresariales y sindica-
les más representativas. 

5. La titularidad de estos Centros será de la 
Administración autonómica o, en su caso, de la 
Administración General del Estado. 

6. En la consecución de los objetivos de cada 
Centro de Referencia Nacional podrán cola-
borar, como entidades asociadas al mismo, 
centros integrados, institutos o entidades de 
innovación educativa y entidades relaciona-
das con la innovación tecnológica del sector. 

7. Con una periodicidad de cuatro años, y te-
niendo en cuenta las evaluaciones anuales de 
las actuaciones de estos centros podrá revo-
carse, previo informe favorable del Consejo 
General de la Formación Profesional, la condi-
ción de los Centros de Referencia Nacional. 

Artículo 6. Condiciones. 
1. Los Centros de Referencia Nacional debe-
rán reunir las condiciones que se determinan 
en esta norma, así como las establecidas en la 
normativa de carácter general que les afecte. 

2. Los Centros de Referencia Nacional debe-
rán disponer de instalaciones adecuadas que 
reúnan las condiciones exigidas por la legisla-
ción vigente, de equipamientos y de espacios, 
vinculados con la familia profesional o área 
profesional que tengan asignada, a efectos de 
que puedan realizar las funciones descritas en 
el artículo 4 de la presente norma.  Los conve-
nios de colaboración, correspondientes a la 
creación o calificación de los Centros de Re-
ferencia Nacional, establecerán los requisitos 
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básicos que deben reunir para el cumplimien-
to de sus funciones y finalidades. 

3.  Para llevar a cabo las diferentes actuacio-
nes que se encomienden a los Centros de Re-
ferencia Nacional, la Administración pública 
titular del Centro podrá autorizar el uso de 
ciertos espacios e instalaciones singulares, así 
como, en su caso, aquellas instalaciones y equi-
pamientos propios de entornos profesionales 
que, siendo necesarios para llevar a cabo las 
acciones de innovación y experimentación, se 
encuentren ubicados en un recinto distinto de 
las instalaciones del centro, siempre que sean 
adecuados y se acredite documentalmente 
que se tiene concedida la autorización para su 
uso preferente durante el tiempo en que ten-
gan lugar las actividades correspondientes. 

4.  De igual forma y siguiendo los procedi-
mientos correspondientes de acuerdo a la 
normativa de la Administración pública titular 
del Centro, en su caso, los Centros de Refe-
rencia Nacional podrán establecer acuerdos 
de colaboración con entidades, organismos 
o empresas del sector productivo de referen-
cia, para que las instalaciones, aulas y equipa-
mientos de los mismos puedan ser utilizados 
por los trabajadores en la realización de ac-
ciones formativas. 

5. Los Centros de Referencia Nacional debe-
rán incorporar procedimientos e indicadores 
de calidad, de acuerdo con los establecidos en 
el Plan de Actuación plurianual. 

Artículo 7. Funcionamiento. 
1. Los Ministerios de Trabajo y Asuntos So-
ciales y de Educación y Ciencia elaborarán 
un Plan de Actuación plurianual, de carácter 
estatal, para el desarrollo de las funciones 
de los Centros de Referencia Nacional en co-
laboración con las comunidades autónomas y 
las organizaciones empresariales y sindicales 
más representativas. Dicha colaboración se 
articulará a través del Consejo General de la 
Formación Profesional. 

2. El Plan de Actuación establecerá los obje-
tivos prioritarios, los procedimientos y me-
canismos de coordinación, seguimiento y eva-
luación de la Red, así como las Comisiones de 
Coordinación correspondientes. 

En función del Plan de Actuación, la Adminis-
tración General del Estado, en colaboración 
con las comunidades autónomas, establecerá 
los criterios de distribución presupuestaria 
para la ejecución del mismo. 

Asimismo, incluirá los procedimientos e in-
dicadores de calidad que permitan evaluar el 
cumplimiento de los fines y objetivos de los 
Centros. 

3. Cada uno de los Centros de Referencia Na-
cional elaborará un Plan de Trabajo anual, a 
partir de la propuesta del Consejo Social del 
Centro, que será reflejado en un convenio de 
colaboración entre la Administración General 
del Estado y la Administración autonómica. 

4. El Plan de Trabajo incorporará las acciones 
a realizar en función del Plan de Actuación y 
su aplicación concreta al sector productivo 
correspondiente y a las funciones estable-
cidas en este real decreto. Asimismo, en el 
Plan de Trabajo se establecerán las acciones 
a ejecutar por las entidades asociadas a las 
que se hace mención en el artículo 5.6 de la 
presente norma. 

El Plan de Trabajo deberá contener los meca-
nismos e indicadores necesarios que permitan 
realizar el seguimiento del mismo, así como 
evaluar su cumplimiento y ejecución. 

5. En el desarrollo y ejecución del Plan de 
Trabajo, los Centros dispondrán de autono-
mía organizativa, pedagógica y de gestión 
económica, de acuerdo con lo establecido en 
la normativa propia de cada Administración 
competente. 

6. Las comunidades autónomas podrán desa-
rrollar, en los Centros de Referencia Nacional 
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de los que sean titulares, cuantas otras acti-
vidades consideren adecuadas, siempre que 
sean compatibles con el desarrollo de los fi-
nes y las funciones que tienen asignados. Es-
tas actividades serán financiadas con cargo a 
sus propios presupuestos de gasto y no esta-
rán incluidas en el Plan de Trabajo. 

7. Sin perjuicio del ejercicio de la función ins-
pectora de los centros que corresponde a las 
Administraciones públicas competentes, la 
Administración General del Estado y la comu-
nidad autónoma correspondiente evaluarán 
y revisarán anualmente el cumplimiento del 
Plan de Trabajo de cada Centro, así como los 
requisitos y funciones para mantener la califi-
cación como Centro de Referencia Nacional. 

Artículo 8. Financiación. 
1. La Administración General del Estado ga-
rantizará los recursos económicos suficientes 
para el desempeño de las funciones asigna-
das a los Centros de Referencia Nacional y 
de las actividades establecidas en el Plan de 
Actuación plurianual. Asimismo, facilitará, 
en su caso, las inversiones requeridas para 
la actualización de los equipamientos que se 
consideren necesarios para su adecuado fun-
cionamiento. No obstante, los convenios de 
colaboración entre la Administración General 
del Estado y las comunidades autónomas res-
pectivas podrán contener compromisos de 
estas últimas para la financiación de los Cen-
tros de los que sean titulares. 

2. Las Administraciones competentes podrán 
regular el procedimiento que permita a los 
Centros de Referencia Nacional obtener re-
cursos complementarios mediante la oferta 
de servicios, de acuerdo con su normativa pre-
supuestaria. 

Artículo 9. Organización. 
1. Los Centros de Referencia Nacional, en el 
ámbito de la familia profesional asignada, con-
tarán con el personal necesario para realizar 

las acciones de innovación, experimentación y 
formación. Además de la Dirección y de la Se-
cretaría del Centro, contarán con Departamen-
tos o Unidades con contenido propio, relativas 
a la observación e investigación, al desarrollo, 
innovación, experimentación y formación y, fi-
nalmente, a la acreditación y el reconocimien-
to de cualificaciones profesionales. Todo ello 
en los términos y con los contenidos que se 
determinen en el correspondiente convenio 
de colaboración. 

2. El nombramiento de la Dirección del Centro 
corresponderá a la Administración pública 
titular del mismo, de acuerdo con lo que esta-
blezcan sus normas de organización, una vez 
oído su Consejo Social. 

3. Los Centros de Referencia Nacional conta-
rán con un Consejo Social u órgano de partici-
pación social. El Consejo Social es el órgano 
de planificación y participación del sector pro-
ductivo en dichos Centros y será presidido por 
la Administración titular de los mismos. 

El Consejo Social estará compuesto por re-
presentantes de la Administración General del 
Estado, de las Administraciones autonómicas 
y de las organizaciones empresariales y sin-
dicales más representativas. La mitad de los 
mismos se designarán paritariamente por las 
organizaciones empresariales y sindicales más 
representativas. De la otra mitad, existirá una 
representación paritaria de la Administración 
del Estado y de la Administración autonómica. 

En todo caso será miembro del Consejo Social 
el Director del Centro, y el Secretario del Cen-
tro asistirá a las reuniones del mismo, con voz 
pero sin voto. 

El Consejo Social tendrá, al menos, las funcio-
nes de proponer las directrices plurianuales y 
el Plan de Trabajo del Centro; informar la pro-
puesta de presupuesto y el balance anual y la de 
nombramiento del Director del Centro; aprobar 
la memoria anual de actividades y su propio re-
glamento de funcionamiento, así como conocer 
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el informe anual de evaluación del Centro, su-
pervisar la eficacia de sus servicios y colaborar 
en la búsqueda de financiación complementa-
ria o de equipamiento del Centro. 

Disposición adicional única. Centros Integra-
dos de Formación Profesional. 
Los Centros Integrados de Formación Profe-
sional que pudieran ser calificados como Cen-
tros de Referencia Nacional, en virtud de lo 
dispuesto en este real decreto, podrán mante-
ner todas o algunas de las funciones que vinie-
ran desempeñando y adaptarán su estructura 
a las exigencias de su nueva condición, en los 
términos y plazos que se especifiquen en las 
respectivas normas de calificación. 

Disposición transitoria única. Centros Nacio-
nales de Formación Profesional Ocupacional. 
Los Centros Nacionales de Formación Profe-
sional Ocupacional, regulados en el artículo 17 
del Real Decreto 631/1993, de 3 de mayo, por 
el que se regula el Plan Nacional de Formación 
e Inserción Profesional, podrán ser calificados 
como Centros de Referencia Nacional, a efec-
tos de lo dispuesto en el artículo 5.4 del presen-
te real decreto, siempre que, en el plazo de doce 
meses, a partir de la entrada en vigor del mis-
mo, se adapten a las condiciones y requisitos 
establecidos en la presente norma. La solicitud 
para la calificación de un Centro Nacional como 
Centro de Referencia Nacional corresponderá 
a la Administración titular del mismo. 

Disposición final primera. Título competencial. 
Este real decreto se dicta en virtud de las 
competencias que atribuye al Estado el ar-
tículo 149.1, 7.ª y 30.ª de la Constitución y al 
amparo de las disposiciones finales primera 
y tercera de la Ley Orgánica 5/2002, de 19 de 
junio, de las Cualificaciones y de la Formación 
Profesional. 

Disposición final segunda. Entrada en vigor. 
El presente real decreto entrará en vigor el día 
siguiente al de su publicación en el «Boletín 
Oficial del Estado». 

Dado en Madrid, el 15 de febrero de 2008. 
JUAN CARLOS R. 

MARÍA TERESA FERNÁNDEZ DE LA VEGA 
SANZ 

Vicepresidenta Primera del Gobierno y 
Ministra de la Presidencia
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En la actual situación de globalización de los 
mercados, el rápido cambio de los medios 
tecnológicos y los procesos productivos, así 
como el continuo avance de la sociedad de la 
información, hacen que las estrategias coor-
dinadas para el empleo que postula la Unión 
Europea se orienten hacia la obtención de una 
población activa cualificada.

Una medida para favorecer la educación y la 
formación profesional y contribuir a la conse-
cución de los objetivos de la cumbre de Lisboa 
del año 2000, que se han venido ampliando y 
ratificando en las cumbres posteriores de la 
Unión Europea, es fomentar el reconocimiento 
de las competencias profesionales adquiridas 
a través de la experiencia laboral o de vías no 
formales de formación. Todo ello, con el fin de 
facilitar la empleabilidad de los ciudadanos, la 
movilidad, fomentar el aprendizaje a lo largo 
de la vida y favorecer la cohesión social, espe-
cialmente de aquellos colectivos que carecen 
de una cualificación reconocida.

La Ley Orgánica 5/2002, de 19 de junio, de las 
Cualificaciones y de la Formación Profesional 
tiene como finalidad la creación de un Sistema 
Nacional de Cualificaciones y Formación Pro-
fesional que favorezca la formación, con el fin 
de elevar el nivel y la calidad de vida de las per-
sonas y ayudar a la cohesión económica y so-
cial, así como al fomento del empleo. La citada 
Ley señala en el artículo 3.5 que uno de los fines 
de este sistema es evaluar y acreditar oficial-
mente la cualificación profesional cualquiera 
que hubiera sido la forma de su adquisición. 

Asimismo establece en su artículo 4.1.b) que 
uno de sus instrumentos es un procedimiento 
de reconocimiento, evaluación, acreditación y 
registro de las cualificaciones profesionales.

El artículo 8 de la Ley Orgánica 5/2002, de 19 
de junio, expresamente dedicado al reconoci-
miento, evaluación, acreditación y registro de 
las cualificaciones profesionales, recoge en el 
apartado 1 el carácter y validez de los títulos de 
formación profesional y de los certificados de 
profesionalidad, que son las ofertas de forma-
ción profesional referidas al Catálogo Nacional 
de Cualificaciones Profesionales que acreditan 
las correspondientes cualificaciones profesio-
nales a quienes las hayan obtenido. El mismo 
artículo 8 de la Ley establece en su apartado 
2 que la evaluación y acreditación de las com-
petencias profesionales adquiridas a través de 
la experiencia laboral o de vías no formales de 
formación tendrá como referente el Catálogo 
Nacional de Cualificaciones Profesionales y se 
desarrollará siguiendo, en todo caso, criterios 
que garanticen la fiabilidad, objetividad y rigor 
técnico de la evaluación. Indica, asimismo, que 
las competencias profesionales así evaluadas, 
cuando no completen las cualificaciones reco-
gidas en algún título de formación profesional 
o certificado de profesionalidad, se reconoce-
rán a través de una acreditación parcial acumu-
lable con la finalidad, en su caso, de completar 
la formación conducente a la obtención del co-
rrespondiente título o certificado.

Por último, el apartado 4 del artículo 8 de la 
Ley encomienda al Gobierno, previa consulta 

Real Decreto 1224/2009, 
de 17 de julio, de 
reconocimiento de 
las competencias 
profesionales adquiridas 
por experiencia laboral

III.4 Reconocimiento de Competencias 
Profesionales
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al Consejo General de la Formación Profesio-
nal, fijar los requisitos y procedimientos para 
la evaluación y acreditación de las competen-
cias, así como los efectos de las mismas.

Establecidos ya, mediante el Real Decreto 
1538/2006, de 15 de diciembre, por el que se es-
tablece la ordenación general de la formación 
profesional del sistema educativo y el Real 
Decreto 34/2008, de 18 de enero, por el que se 
regulan los certificados de profesionalidad, el 
procedimiento para evaluar y acreditar la for-
mación adquirida y las cualificaciones profe-
sionales que conforman las diferentes ofertas 
reguladas en los citados Reales Decretos, pro-
cede ahora establecer el procedimiento y los 
requisitos para la evaluación y acreditación 
de las competencias profesionales adquiridas 
a través de la experiencia laboral o de vías no 
formales de formación.

De conformidad con la doctrina del Tribunal 
Constitucional, la gestión del sistema se des-
centraliza en las Comunidades Autónomas, a 
las que corresponderá la convocatoria y gestión 
de los procesos de evaluación y acreditación de 
competencias. Sin embargo, la Administración 
General del Estado se reserva la capacidad de 
convocar estos procesos en aquellos supues-
tos excepcionales en los que «no pueda llevarse 
a cabo mediante mecanismos de cooperación o 
coordinación por requerir un grado de homo-
geneidad que sólo pueda asegurarse mediante 
atribución de un único titular, que forzosamen-
te ha de ser el Estado, o, en fin, cuando sea ne-
cesario recurrir a un ente con capacidad para 
integrar intereses contrapuestos de diversas 
Comunidades Autónomas» (SSTC 329/1993, 
FJ. 4, 243/1993, FJ. 6, 102/1995, FJ. 8, 190/2000, 
FJ. 10, 223/2000, FJ. 11 y 306/2002).

El presente Real Decreto determina el proce-
dimiento único, tanto para el ámbito educativo 
como para el laboral, para la evaluación y acre-
ditación de las competencias profesionales 
adquiridas a través de la experiencia laboral o 
de vías no formales de formación, del que tra-
ta el artículo 8.2 de la Ley Orgánica 5/2002.

Recoge el objeto, concepto y finalidad del 
procedimiento que se establece, las fases que 
comprende, así como su estructura y organiza-
ción; la naturaleza y características del proce-
so de evaluación así como el referente para la 
evaluación y la certificación; los requisitos de 
acceso y garantías que deben tener los candi-
datos que quieran optar a que sus competen-
cias profesionales sean evaluadas.

En el proceso de elaboración de este Real De-
creto han sido consultadas las Comunidades Au-
tónomas e informadas la Conferencia Sectorial 
de Empleo y Asuntos Laborales y la Conferencia 
Sectorial de Educación y han emitido informe el 
Consejo General de la Formación Profesional, el 
Consejo Escolar del Estado y el Consejo General 
del Sistema Nacional de Empleo.

En su virtud, a propuesta del Ministro de Tra-
bajo e Inmigración y del Ministro de Educa-
ción, previa aprobación de la Vicepresidenta 
primera del Gobierno y Ministra de la Presi-
dencia, de acuerdo con el Consejo de Estado 
y previa deliberación del Consejo de Ministros 
en su reunión del 17 de julio de 2009,

D I S P O N G O:

CAPÍTULO I
OBJETO, CONCEPTO Y FINALIDAD

Artículo 1.Objeto y ámbito de aplicación.
1. El presente real decreto tiene por objeto 
establecer el procedimiento y los requisitos 
para la evaluación y acreditación de las com-
petencias profesionales adquiridas por las 
personas a través de la experiencia laboral 
o de vías no formales de formación, así como 
los efectos de esa evaluación y acreditación 
de competencias.

2. El procedimiento y los requisitos estableci-
dos en este real decreto, así como los efectos 
de la evaluación y acreditación de competen-
cias, tienen alcance y validez en todo el terri-
torio del Estado.
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Artículo 2.Concepto.
A los efectos del presente real decreto, se 
entiende por procedimiento de evaluación y 
acreditación de las competencias profesio-
nales el conjunto de actuaciones dirigidas a 
evaluar y reconocer estas competencias ad-
quiridas a través de la experiencia laboral o de 
vías no formales de formación.

Artículo 3.Fines del procedimiento de eva-
luación y acreditación.
Los fines del procedimiento que se regula en 
este real decreto son:

a) Evaluar las competencias profesionales 
que poseen las personas, adquiridas a través 
de la experiencia laboral y otras vías no forma-
les de formación, mediante procedimientos y 
metodologías comunes que garanticen la vali-
dez, fiabilidad, objetividad y rigor técnico de la 
evaluación.
b) Acreditar oficialmente las competencias 
profesionales, favoreciendo su puesta en va-
lor con el fin de facilitar tanto la inserción e 
integración laboral y la libre circulación en el 
mercado de trabajo, como la progresión per-
sonal y profesional.
c) Facilitar a las personas el aprendizaje a lo 
largo de la vida y el incremento de su cualifi-
cación profesional, ofreciendo oportunidades 
para la obtención de una acreditación parcial 
acumulable, con la finalidad de completar la 
formación conducente a la obtención del co-
rrespondiente título de formación profesional 
o certificado de profesionalidad.

Artículo 4.Definiciones
A los efectos del presente real decreto, se en-
tenderá por:
a) Competencia Profesional: el conjunto de 
conocimientos y capacidades que permitan el 
ejercicio de la actividad profesional conforme 
a las exigencias de la producción y el empleo.
Las competencias profesionales se incluyen 
en las unidades de competencia de las cualifi-
caciones profesionales.

b) Cualificación Profesional: el conjunto de 
competencias profesionales con significación 
para el empleo que pueden ser adquiridas me-
diante formación modular u otros tipos de for-
mación y a través de la experiencia laboral.

Las cualificaciones profesionales se recogen en 
el Catálogo Nacional de Cualificaciones Profe-
sionales y se acreditan en títulos de formación 
profesional y certificados de profesionalidad.
c) Vías formales de formación: Procesos for-
mativos cuyo contenido está explícitamente 
diseñado en un programa que conduce a una 
acreditación oficial.
d) Vías no formales de formación: Procesos 
formativos no conducentes a acreditaciones 
oficiales.

CAPÍTULO II
NATURALEZA Y CARACTERÍSTICAS DEL 
PROCEDIMIENTO DE EVALUACIÓN Y 
ACREDITACIÓN

Artículo 5.Naturaleza de la Evaluación.
La evaluación, en el marco definido en este 
real decreto, es el proceso estructurado por 
el que se comprueba si la competencia pro-
fesional de una persona cumple o no con las 
realizaciones y criterios especificados en las 
unidades de competencia del Catálogo Nacio-
nal de Cualificaciones Profesionales.

Artículo 6.Principios del procedimiento.
Este procedimiento se regirá por los siguien-
tes principios:

a) Respeto de los derechos individuales: la 
igualdad de oportunidades en el acceso y la 
transparencia del proceso de evaluación pro-
porcionarán a las personas que participen 
oportunidades adecuadas para que puedan 
demostrar su competencia profesional en las 
correspondientes unidades de competencia. 
El acceso al procedimiento tendrá carácter 
voluntario y los resultados de la evaluación 
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serán confidenciales. Cualquier tratamiento 
de datos de carácter personal que se lleve a 
cabo durante la tramitación del procedimien-
to respetará lo dispuesto en la Ley Orgánica 
15/1999, de 13 de diciembre, de protección de 
datos de carácter personal.
b) Fiabilidad: Se fundamentará en criterios, 
métodos, e instrumentos que aseguren re-
sultados comparables en todas las personas 
participantes, independientemente del lugar 
o momento en el que se desarrolle la evalua-
ción de la competencia profesional.
c) Validez: Los métodos de evaluación emplea-
dos, y su posible concreción en pruebas, de-
berán medir adecuadamente la competencia 
profesional de las personas que se inscriban 
en el procedimiento.
d) Objetividad: En la evaluación y reconoci-
miento de la competencia profesional se ase-
gurará el rigor técnico, la imparcialidad de las 
comisiones de evaluación y se permitirá la re-
visión del resultado de las evaluaciones.
e) Participación: La definición, planificación y 
seguimiento del procedimiento se realizarán 
con la participación de los interlocutores so-
ciales más representativos.
f) Calidad: Un mecanismo de verificación in-
terno y externo asegurará la calidad, el rigor 
técnico y la validez del mismo.
g) Coordinación: Se garantizará la adecuada 
coordinación y complementariedad en las ac-
tuaciones de todas las partes responsables de 
su desarrollo, con el fin de conseguir la máxima 
eficacia y eficiencia en su implementación.

Artículo 7.El referente de la evaluación y la 
acreditación.
1. La evaluación y la acreditación tendrán 
como referentes las unidades de competen-
cia del Catálogo Nacional de Cualificaciones 
Profesionales que estén incluidas en títulos 
de formación profesional y/o en certificados 
de profesionalidad.

2. Para la evaluación de la competencia pro-
fesional en una determinada unidad de com-
petencia, se tomarán como referentes las 

realizaciones profesionales, los criterios de 
realización y el contexto profesional inclui-
dos en cada una de ellas, de acuerdo con los 
criterios que se fijen en las correspondientes 
guías de evidencias a que se refiere el artícu-
lo 9.2.c)

3. Cada unidad de competencia será la unidad 
mínima de acreditación.

CAPÍTULO III
INFORMACIÓN Y ORIENTACIÓN E INSTRU-
MENTOS DE APOYO AL PROCEDIMIENTO

Artículo 8.Información y orientación.
1. Las administraciones competentes garan-
tizarán un servicio abierto y permanente que 
facilite información y orientación, a todas las 
personas que la soliciten, sobre la naturale-
za y las fases del procedimiento, el acceso al 
mismo, sus derechos y obligaciones, las acre-
ditaciones oficiales que pueden obtener y 
los efectos de las mismas. Esta información 
y orientación facilitará que las personas pue-
dan tomar una decisión fundamentada sobre 
su participación en el procedimiento así como, 
en su caso, el acompañamiento necesario en el 
inicio y desarrollo del mismo.

2. Esta información y orientación será facili-
tada por las Administraciones educativas y 
laborales. También la podrán facilitar las ad-
ministraciones locales, los agentes sociales, 
Cámaras de Comercio y otras entidades y or-
ganizaciones públicas y privadas.

3. Las administraciones competentes facilita-
rán, a todas las entidades que vayan a propor-
cionar servicios de información y orientación, 
modelos de cuestionarios de autoevaluación 
de las unidades de competencia que sean ob-
jeto de evaluación en cada convocatoria, con 
el fin de que las personas participantes identi-
fiquen su posible competencia profesional en 
alguna de las mismas.
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4. Las administraciones competentes garan-
tizarán la formación y actualización de los 
orientadores y de otros profesionales de las 
Administraciones educativas y laborales, para 
el desarrollo de las funciones señaladas en el 
apartado1 de este artículo.

5. El Ministerio de Trabajo e Inmigración y el 
Ministerio de Educación desarrollarán, con la 
colaboración de las administraciones de las co-
munidades autónomas, una Plataforma de Infor-
mación y Orientación que permita obtener infor-
mación relativa al procedimiento de evaluación y 
acreditación, a las convocatorias y a las ofertas 
de formación. Asimismo se incluirán las herra-
mientas necesarias para facilitar la autoevalua-
ción y la elección de itinerarios formativos.

6. Esta Plataforma formará parte del Sistema 
Integrado de Información y Orientación Pro-
fesional en el marco de lo previsto en la Ley 
Orgánica 5/2002, de 19 de junio, de las Cuali-
ficaciones y de la Formación Profesional, en el 
Real Decreto 395/2007, de 23 de marzo, por el 
que se regula el subsistema de formación pro-
fesional para el empleo y en el Real Decreto 
1538/2006, de 15 de diciembre, por el que se 
establece la ordenación general de la forma-
ción profesional del sistema educativo.

7. La Administración General del Estado desa-
rrollará fórmulas de cooperación y coordina-
ción entre todos los entes implicados.

Artículo 9.Instrumentos de apoyo.
1. El Ministerio de Educación y el Ministerio de 
Trabajo e Inmigración, en colaboración con las 
Comunidades Autónomas, elaborarán instru-
mentos para optimizar el procedimiento y ga-
rantizar su homogeneidad y fiabilidad. Se faci-
litarán, al menos, los siguientes instrumentos:

a) Un manual de procedimiento que comprende-
rá una guía de las personas candidatas y guías 
para las figuras del asesor y del evaluador.
b) Cuestionarios de autoevaluación de las uni-
dades de competencia.

c) Guías de evidencias de las unidades de com-
petencia como apoyo técnico para realizar el 
proceso de evaluación, y cuya estructura bási-
ca se especifica en el Anexo I.

2. Las administraciones competentes de las 
comunidades autónomas podrán completar 
dichos instrumentos de apo yo para adaptar 
la metodología de evaluación a sus necesida-
des específicas.

CAPÍTULO IV
CONVOCATORIA E INSCRIPCIÓN EN EL 
PROCEDIMIENTO

Artículo 10.Convocatoria del procedimiento 
de evaluación.
1. Las administraciones competentes realiza-
rán la convocatoria pública del procedimiento 
de evaluación y acreditación de las competen-
cias profesionales, adquiridas a través de la 
experiencia laboral o de vías no formales de 
formación, en la que constará como mínimo:

a) La identificación de las unidades de com-
petencia que son objeto de evaluación, así 
como los títulos de formación profesional 
y/o certificados de profesionalidad en los 
que están incluidas.
b) Los requisitos generales a que se refiere 
el artículo 11 y, cuando por la naturaleza de la 
unidad de competencia profesional que se va 
a evaluar así lo exija, los requisitos específicos 
no académicos acordados entre la Adminis-
tración General de Estado y las comunidades 
autónomas, en el marco de la cooperación te-
rritorial establecido.
c) Los lugares o medios para formalizar las 
inscripciones, así como los puntos específicos 
en los que se facilitará la información y orien-
tación a las que se refiere el artículo 8.
d) Los lugares en los que se desarrollará el 
procedimiento.
e) El período de inscripción y los plazos de las 
distintas fases del procedimiento de evalua-
ción y acreditación.



419

f) El procedimiento y los plazos para presentar 
reclamaciones al resultado de la evaluación de 
las unidades de competencia.
g) En el caso de que se limite el número de per-
sonas que podrán ser evaluadas, ese límite de-
berá ser establecido en la convocatoria, aten-
diendo a las características socioeconómicas 
de la Administración convocante.
h) Los criterios de admisión en los casos en 
que se convoque un número máximo de perso-
nas a evaluar.

2. Las administraciones competentes, al pla-
nificar las convocatorias, tendrán en cuenta 
el plazo en el que se van a convocar todas las 
unidades de competencia de una determinada 
cualificación profesional, para que los candi-
datos y candidatas, puedan completar, al me-
nos, un certificado de profesionalidad.

3. Para facilitar la cualificación de personas 
adultas que no posean el título de Graduado 
en Educación Secundaria Obligatoria, las ad-
ministraciones competentes designarán los 
centros en los que podrán solicitar, en cual-
quier momento, su participación en el procedi-
miento regulado en el presente real decreto.

4. Para dar respuesta a las solicitudes presen-
tadas a las que se refiere el punto anterior, las 
administraciones competentes realizarán, al 
menos, una convocatoria anual con el fin de fa-
cilitar que puedan obtener como mínimo una 
cualificación profesional de nivel I.
5. Las organizaciones sindicales y empresa-
riales más representativas, en cada ámbito 
territorial, podrán solicitar, a la Administra-
ción General del Estado o a la administración 
competente en cada Comunidad Autónoma, 
la realización de convocatorias específicas 
para dar respuesta tanto a las necesidades 
de determinadas empresas, sectores profe-
sionales y productivos, como las de colecti-
vos con especiales dificultades de inserción 
y/o integración laboral.

6. La Administración General del Estado, con 
la colaboración de las comunidades autóno-

mas, podrá realizar convocatorias de evalua-
ción y acreditación de competencias para de-
terminados sectores o colectivos de carácter 
supraautonómico, cuando las convocatorias 
autonómicas no permitan garantizar la inte-
gración de los intereses contrapuestos de di-
versas comunidades autónomas, así como la 
igualdad en las posibilidades de acceso al pro-
cedimiento para las personas potencialmente 
beneficiarias residentes en el territorio de 
distintas comunidades autónomas.

7. Para el eficaz acceso de las personas que 
están trabajando a los procesos de evalua-
ción y acreditación de las competencias 
profesionales adquiridas a través de la ex-
periencia laboral y de otros aprendizajes 
no formales, se podrán utilizar los permisos 
individuales de formación, de acuerdo con 
lo que establezca el Ministerio de Trabajo e 
Inmigración en desarrollo del artículo 12 del 
Real Decreto 395/2007, de 23 de marzo, por 
el que se regula el Subsistema de Formación 
Profesional para el empleo.

8. La Administración General del Estado y 
las administraciones competentes de las 
comunidades autónomas, garantizarán, en 
cada ámbito territorial, el cumplimiento de 
la legislación en materia de igualdad de opor-
tunidades, no discriminación y accesibilidad 
universal, especialmente, de las personas 
con discapacidad. A tal fin las personas que 
deseen participar en el procedimiento que se 
establece en este real decreto dispondrán de 
los medios y recursos que se precisen para 
acceder y participar en el mismo.

Artículo 11.Requisitos de participación en el 
procedimiento.
1. Las personas que deseen participar en el 
procedimiento deberán cumplir los siguientes 
requisitos:

a) Poseer la nacionalidad española, haber ob-
tenido el certificado de registro de ciudadanía 
comunitaria o la tarjeta de familiar de ciuda-
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dano o ciudadana de la Unión, o ser titular de 
una autorización de residencia o, de residen-
cia y trabajo en España en vigor, en los térmi-
nos establecidos en la normativa española de 
extranjería e inmigración.
b) Tener 18 años cumplidos en el momento 
de realizar la inscripción, cuando se trate de 
unidades de competencia correspondientes 
a cualificaciones de nivel I y 20 años para los 
niveles II y III.
c) Tener experiencia laboral y/o formación re-
lacionada con las competencias profesionales 
que se quieren acreditar:

1º En el caso de experiencia laboral. Justificar, 
al menos 3 años, con un mínimo de 2.000 ho-
ras trabajadas en total, en los últimos 10 años 
transcurridos antes de realizarse la convoca-
toria. Para las unidades de competencia de 
nivel I, se requerirán 2 años de experiencia la-
boral con un mínimo de 1.200 horas trabajadas 
en total.

2º En el caso de formación. Justificar, al menos 
300 horas, en los últimos 10 años transcurri-
dos antes de realizarse la convocatoria. Para 
las unidades de competencia de nivel I, se 
requerirán al menos 200 horas. En los casos 
en los que los módulos formativos asociados 
a la unidad de competencia que se pretende 
acreditar contemplen una duración inferior, se 
deberán acreditar las horas establecidas en 
dichos módulos.
d) En los casos a los que se refiere el artícu-
lo 10.1.b), poseer documento justificativo de 
cumplir con alguno de los requisitos adiciona-
les previstos.

2. Las personas mayores de 25 años que re-
únan los requisitos de experiencia laboral o 
formativa indicados en el apartado anterior, 
y que no puedan justificarlos mediante los do-
cumentos señalados en el artículo 12 de este 
real decreto, podrán solicitar su inscripción 
provisional en el procedimiento. Presentarán 
la justificación mediante alguna prueba ad-
mitida en derecho, de su experiencia laboral o 
aprendizajes no formales de formación.

Para estudiar estos casos, las administracio-
nes competentes designarán a los asesores y 
asesoras necesarios, que emitirán un informe 
sobre la procedencia o no de la participación 
del aspirante en el procedimiento. Si el infor-
me es positivo, se procederá a la inscripción 
definitiva.

Artículo 12.Justificación del historial profe-
sional y/o formativo.
1. La justificación de la experiencia laboral se 
hará con los siguientes documentos:
a) Para trabajadores o trabajadoras asalaria-
dos:
Certificación de la Tesorería General de la Se-
guridad Social, del Instituto Social de la Mari-
na o de la mutualidad a la que estuvieran afi-
liadas, donde conste la empresa, la categoría 
laboral (grupo de cotización) y el período de 
contratación, y

Contrato de Trabajo o certificación de la em-
presa donde hayan adquirido la experiencia 
laboral, en la que conste específicamente la 
duración de los periodos de prestación del 
contrato, la actividad desarrollada y el inter-
valo de tiempo en el que se ha realizado dicha 
actividad.

b) Para trabajadores o trabajadoras autóno-
mos o por cuenta propia:
Certificación de la Tesorería General de la Se-
guridad Social o del Instituto Social de la Mari-
na de los períodos de alta en la   Seguridad So-
cial en el régimen especial correspondiente y
Descripción de la actividad desarrollada e in-
tervalo de tiempo en el que se ha realizado la 
misma.
c) Para trabajadores o trabajadoras volunta-
rios o becarios:
Certificación de la organización donde se haya 
prestado la asistencia en la que consten, espe-
cíficamente, las actividades y funciones reali-
zadas, el año en el que se han realizado y el nú-
mero total de horas dedicadas a las mismas.
Las administraciones competentes promove-
rán el establecimiento de un sistema de comu-
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nicación electrónica con la Tesorería General 
de la Seguridad Social para la transmisión de 
estos datos.

2. Para las competencias profesionales ad-
quiridas a través de vías no formales de for-
mación, la justificación se realizará mediante 
documento que acredite que el aspirante po-
see formación relacionada con las unidades 
de competencia que se pretendan acreditar, 
en el que consten los contenidos y las horas de 
formación.

Artículo 13.Inscripción en el procedimiento.
1. La inscripción para la participación en el pro-
cedimiento regulado en este real decreto debe-
rá formalizarse en los lugares o por los medios 
que determinen las administraciones compe-
tentes en la correspondiente convocatoria.

2. El modelo de solicitud contendrá los aspec-
tos señalados en el anexo II. La solicitud irá 
acompañada del historial personal y/o forma-
tivo de acuerdo con el modelo de currículum 
vitae europeo.

3. Los candidatos y candidatas, con el fin de 
facilitar la fase de asesoramiento, también 
podrán presentar cuestionarios de autoeva-
luación, así como la documentación que consi-
deren necesaria para justificar la competencia 
profesional requerida en las unidades de com-
petencia en las que se hayan inscrito.

4. Los aspirantes a participar en el procedi-
miento podrán inscribirse en cualquier convo-
catoria pública para la evaluación y acredita-
ción de la competencia profesional. Para ello, 
las convocatorias se publicarán íntegras en los 
boletines o diarios oficiales de las Administra-
ciones convocantes y un extracto de las mis-
mas en el «Boletín Oficial del Estado».

5. Las administraciones competentes harán 
pública la lista de aspirantes admitidos en el 
procedimiento, que iniciarán la fase de ase-
soramiento.

CAPÍTULO V
INSTRUCCIÓN Y RESOLUCIÓN DEL PROCE-
DIMIENTO

Artículo 14.Fases.
La instrucción del procedimiento constará de 
las siguientes fases:

a) Asesoramiento.
b) Evaluación de la competencia profesional.
c) Acreditación y registro de la competencia 
profesional.

Artículo 15.Primera fase. Asesoramiento.
1. El asesoramiento será obligatorio y tendrá 
carácter individualizado o colectivo, en fun-
ción de las características de la convocatoria 
y de las necesidades de las personas que pre-
senten su candidatura. Podrá realizarse de 
forma presencial o a través de medios telemá-
ticos, cuando así lo establezcan las Adminis-
traciones responsables de la convocatoria.

2. El asesor o asesora, cuando se considere 
necesario, citará al aspirante a participar en 
el procedimiento para ayudarle, en su caso, 
a autoevaluar su competencia, completar su 
historial personal y/o formativo o a presentar 
evidencias que lo justifiquen. Esta solicitud de 
asesoramiento también se podrá realizar de 
forma individual.

3. El asesor o asesora, atendiendo a la do-
cumentación aportada, realizará un informe 
orientativo sobre la conveniencia de que el as-
pirante acceda a la fase de evaluación y sobre 
las competencias profesionales que conside-
ra suficientemente justificadas.

4. Si el informe citado en el apartado anterior 
es positivo, se trasladará a la correspondiente 
comisión de evaluación toda la documenta-
ción aportada así como el informe elaborado 
debidamente firmado.

5. Si el informe es negativo, se le indicará al 
candidato o candidata la formación comple-
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mentaria que debería realizar y los centros 
donde podría recibirla. No obstante, dado que 
el contenido del informe del asesor o aseso-
ra no es vinculante, el candidato o candidata 
podrá decidir pasar a la fase de evaluación. 
En este caso, también se trasladará a la co-
misión de evaluación, junto con el informe, la 
documentación referida en el apartado 4 de 
este artículo.

Artículo 16. Segunda fase. Proceso de evaluación.
1. La evaluación, en cada una de las unidades 
de competencia en las que se haya inscrito el 
candidato o candidata, tendrá por objeto com-
probar si demuestra la competencia profesio-
nal requerida en las realizaciones profesiona-
les, en los niveles establecidos en los criterios 
de realización y en una situación de trabajo, 
real o simulada, fijada a partir del contexto 
profesional.

2. La evaluación se realizará analizando el in-
forme del asesor o asesora y toda la documen-
tación aportada por el candidato y, en su caso, 
recabando nuevas evidencias necesarias para 
evaluar la competencia profesional requerida 
en las unidades de competencia en las que se 
haya inscrito.

3. Se utilizarán los métodos que se conside-
ren necesarios para comprobar lo explicitado 
por la persona que presente su candidatura 
en la documentación aportada. Estos méto-
dos pueden ser, entre otros, la observación 
del candidato o candidata en el puesto de 
trabajo, simulaciones, pruebas estandariza-
das de competencia profesional o entrevista 
profesional.

4. La selección de los métodos y su concre-
ción en actividades de evaluación se realizará 
de acuerdo con la naturaleza de la unidad de 
competencia, las características de la perso-
na aspirante a participar en el procedimiento 
y los criterios para la evaluación recogidos en 
las Guías de evidencias.

5. La evaluación se desarrollará siguiendo una 
planificación previa, en la que constarán, al 
menos, las actividades y métodos de evalua-
ción, así como los lugares y fechas previstos. 
De cada actividad quedará un registro firma-
do por el aspirante y el evaluador.

6. El resultado de la evaluación de la compe-
tencia profesional en una determinada unidad 
de competencia se expresará en términos de 
demostrada o no demostrada.

7. El candidato o candidata evaluado será in-
formado de los resultados de la evaluación y 
tendrá derecho a reclamación ante la Comi-
sión de Evaluación y, en su caso, a presentar 
recurso de alzada ante la administración com-
petente.

8. El expediente de todo el proceso, en el que 
se recogerán todos los registros y resultados 
producidos a lo largo del procedimiento, será 
custodiado por la administración competente.

Artículo 17.Tercera fase. Acreditación de la 
competencia profesional.
1.  A los candidatos y candidatas que superen 
el proceso de evaluación, según el procedi-
miento previsto en este real decreto, se les 
expedirá una acreditación de cada una de las 
unidades de competencia en las que hayan 
demostrado su competencia profesional, de 
acuerdo con el modelo del anexo III-A.

2. Cuando, a través de este procedimiento, la 
persona candidata complete los requisitos 
para la obtención de un certificado de profe-
sionalidad o un título de formación profesio-
nal, la administración competente le indicará 
los trámites necesarios para su obtención.
3. La obtención del título de Técnico o de Téc-
nico superior requerirá cumplir los requisitos 
de acceso previos a las enseñanzas corres-
pondientes, según lo prevé la Ley Orgánica 
2/2006, de Educación, de 3 de mayo.
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Artículo 18. Expedición y registro de las 
acreditaciones.
1. La expedición de la acreditación de unidades 
de competencia corresponderá a la adminis-
tración responsable de la estructura a la que 
se refiere el artículo 21.1.

2. La administración competente transferirá 
los resultados a un registro, de carácter es-
tatal, nominal y por unidades de competencia 
acreditadas. El Servicio Público de Empleo 
Estatal será el responsable del fichero de este 
registro, al que tendrán acceso el Ministerio 
de Educación para el ejercicio de las compe-
tencias atribuidas al mismo por ley y las ad-
ministraciones educativas y laborales de las 
comunidades autónomas a los efectos previs-
tos en el artículo siguiente. Para garantizar la 
completa actualización de esta información 
en tiempo real, a los efectos laborales y/o edu-
cativos, así como a los efectos previstos en la 
legislación de protección de datos de carácter 
personal, se establecerán los procedimientos 
correspondientes.

Artículo 19.Efecto de las acreditaciones ob-
tenidas.
La acreditación de una unidad de competen-
cia adquirida por este procedimiento tiene 
efectos de acreditación parcial acumulable de 
acuerdo con lo establecido en el artículo 8.3 
de la Ley 5/2002, de 19 de junio, de las Cuali-
ficaciones y de la Formación Profesional, con 
la finalidad, en su caso, de completar la forma-
ción conducente a la obtención del correspon-
diente título o certificado; así:

a) La Administración educativa reconocerá las 
unidades de competencia acreditadas, que 
surtirán efectos de convalidación de los mó-
dulos profesionales correspondientes, según 
la normativa vigente, y que se establece en 
cada uno de los títulos.
b) La Administración laboral reconocerá las 
unidades de competencia acreditadas, que 
surtirán efectos de exención de los módulos 
formativos asociados a las unidades de com-
petencia de los certificados de profesionali-

dad, según la normativa vigente, y que se esta-
blece en cada uno de los certificados.

Artículo 20.Del plan de formación.
Al concluir todo el procedimiento de evalua-
ción y acreditación de las competencias pro-
fesionales adquiridas a través de la experien-
cia laboral o de vías no formales de formación, 
las administraciones competentes remitirán a 
todas las personas que hayan participado en 
el procedimiento establecido en el presente 
real decreto, un escrito en el que se hará cons-
tar, según proceda:

a) Posibilidades de formación, con las orienta-
ciones pertinentes, para que puedan acreditar 
en convocatorias posteriores las unidades de 
competencia para las que habían solicitado 
acreditación.
b) Posibilidades de formación, con las orienta-
ciones pertinentes, para completar la forma-
ción conducente a la obtención de un título de 
formación profesional o certificado de profe-
sionalidad relacionado con las mismas.

CAPÍTULO VI
ORGANIZACIÓN Y GESTIÓN DEL PROCEDI-
MIENTO

Artículo 21.Estructura.
1. Las estructuras organizativas responsables 
del procedimiento serán:

a) La Administración General del Estado. El 
Ministerio de Trabajo e Inmigración y el Minis-
terio de Educación constituirán una comisión 
interministerial para garantizar el cumpli-
miento de los principios, fines y funciones del 
procedimiento regulado en este real decreto, 
así como para el seguimiento y evaluación del 
mismo. Para ello, esta comisión deberá:

1º Disponer de la información de todas las 
convocatorias que se realicen en cada ámbito 
territorial con el fin de facilitar su complemen-
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tariedad y la información a todas las personas 
interesadas.

2º Facilitar el intercambio de asesores y eva-
luadores entre las diferentes Comunidades 
Autónomas.

3º Promover los acuerdos necesarios entre la 
Administración General del Estado y las Co-
munidades Autónomas para la realización de 
todas o alguna de las fases del procedimiento.

4º Elaborar, en colaboración con las comuni-
dades autónomas, las Guías de evidencias de 
las diferentes unidades de competencia así 
como el resto de documentación e instrumen-
tos necesarios para la implementación del 
procedimiento de evaluación y acreditación 
establecido en el presente real decreto.

5º Establecer, en colaboración con las comuni-
dades autónomas, la estructura organizativa 
responsable del procedimiento para las con-
vocatorias previstas en el artículo 10.6.
b) Las administraciones de las comunidades 
autónomas. En cada comunidad autónoma, las 
administraciones educativa y laboral compe-
tentes establecerán conJuntamente la estruc-
tura organizativa responsable del procedi-
miento que se establece en este real decreto.
Esta estructura deberá indicar, al menos, los 
órganos, unidades y colectivos encargados de 
realizar las siguientes funciones: gestión única 
del procedimiento, seguimiento y evaluación 
de resultados, información, asesoramiento, 
evaluación de los candidatos, acreditación y 
registro de las unidades de competencia.

2. El Consejo General de Formación Profesio-
nal participará como órgano asesor y consulti-
vo en el seguimiento y evaluación del desarro-
llo y resultados de dicho procedimiento.

3. Las administraciones públicas competen-
tes garantizarán, en la forma prevista en sus 
respectivos ámbitos territoriales, la partici-
pación de las organizaciones empresariales y 
sindicales más representativas.

Artículo 22.Gestión.
1. Las administraciones responsables del pro-
cedimiento de evaluación y acreditación, en el 
ámbito territorial correspondiente, realizarán 
las siguientes funciones:

a) Planificar, dirigir y coordinar la gestión del 
procedimiento, impulsando el desarrollo y la 
calidad del mismo en su territorio de gestión.
b) Facilitar a la Administración General del Es-
tado los datos necesarios para el seguimiento 
y evaluación del procedimiento, en los térmi-
nos establecidos en los artículos 10.6 y 17 de 
la Ley Orgánica 5/2002, de 19 de junio, de las 
Cualificaciones y de la Formación Profesional.
c) Designar las comisiones de evaluación y 
dictar las instrucciones que orientarán sus 
actuaciones.
d) Determinar las sedes para la realización de 
las distintas fases del procedimiento.
e) Planificar y gestionar la formación inicial y 
continua de los asesores y evaluadores.
f) Habilitar a los asesores y evaluadores, y 
mantener el registro de los mismos.
g) Establecer un plan de calidad de todo el pro-
ceso en su ámbito de competencia.
h) Guardar y custodiar la documentación que 
se genere por cada candidato durante el desa-
rrollo del procedimiento.
i) Acreditar las unidades de competencia a los 
candidatos y candidatas que hayan superado 
el procedimiento de evaluación.
j) Registrar las acreditaciones expedidas.

2. Las administraciones competentes garanti-
zarán la implantación y desarrollo del procedi-
miento en su ámbito de competencia.

3. La Administración General del Estado y las 
administraciones competentes de las corres-
pondientes comunidades autónomas habilita-
rán a las personas necesarias para garantizar el 
desarrollo de las funciones de asesoramiento y 
evaluación, que deberán cumplir, en todo caso, 
los requisitos establecidos en el artículo 25.1.
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Artículo 23.Funciones de los asesores.
1. Las personas habilitadas por las administra-
ciones competentes para desarrollar las ta-
reas de asesoramiento tendrán, en el marco de 
este procedimiento, las siguientes funciones:

a) Asesorar al candidato o candidata en la pre-
paración y puesta a punto del proceso de eva-
luación, así como, en su caso, en el desarrollo 
del historial profesional y formativo presen-
tado y en la cumplimentación del cuestionario 
de autoevaluación.
b) Elaborar un informe orientativo sobre la 
conveniencia de que el aspirante a participar 
en el proceso pase a la fase de evaluación y 
sobre las competencias profesionales que 
considera suficientemente justificadas y, en 
su caso, sobre la formación necesaria para 
completar la unidad de competencia que pre-
tenda sea evaluada.
c) Colaborar con las comisiones de evaluación 
cuando así les sea requerido.

2. Los responsables del asesoramiento podrán 
percibir las compensaciones económicas que 
reglamentariamente establezca la Administra-
ción convocante en función de sus disponibili-
dades presupuestarias. Cuando la convocatoria 
la realice la Administración General del Estado, 
las compensaciones se regirán por lo dispuesto 
en el Real Decreto 462/2002, de 24 de mayo, 
sobre indemnizaciones por razón del servicio.

Artículo 24.Funciones de los evaluadores.
Las personas habilitadas por las administra-
ciones competentes, como miembros de las 
comisiones de evaluación, tendrán las siguien-
tes funciones:

a) Concretar las actividades de evaluación de 
la competencia profesional, de acuerdo con 
los métodos e instrumentos establecidos por 
la comisión de evaluación y con lo establecido 
en la correspondiente Guía de Evidencias.
b) Realizar la evaluación de acuerdo con el plan 
establecido y registrar sus actuaciones en los 
documentos normalizados.

c) Evaluar a los candidatos y candidatas siguien-
do el procedimiento establecido, así como re-
solver las incidencias que puedan producirse.

Artículo 25.Requisitos para ser asesor y/o 
evaluador.
1. Los requisitos que deberán concurrir en 
todo caso para obtener de las administracio-
nes competentes la habilitación para ejercer 
las funciones de asesoramiento y/o evalua-
ción son:
a) Tener una experiencia de al menos cuatro 
años en alguno de los siguientes colectivos:
Profesorado perteneciente a los Cuerpos de 
Catedráticos, Profesores de enseñanza se-
cundaria o Técnicos de formación profesional, 
con atribución docente en la Familia Profesio-
nal correspondiente.
Formadores y formadoras especializados en 
las unidades de competencia que se especi-
fiquen.
Profesionales expertos en las unidades de 
competencia que se especifiquen.
b) Superar un curso de formación específica 
organizado o supervisado por las administra-
ciones competentes. Los contenidos del curso 
tomarán como referente lo establecido en los 
Anexos IV y V.

2. Las personas designadas por las adminis-
traciones competentes para el asesoramien-
to no podrán participar como evaluadores 
en una misma convocatoria de evaluación y 
acreditación.

Artículo 26.Comisiones de evaluación.
En cada ámbito territorial, las Administracio-
nes responsables del procedimiento nombra-
rán las comisiones de evaluación necesarias 
de las diferentes especialidades o Familias 
Profesionales correspondientes a las uni-
dades de competencia para las que se haya 
convocado el procedimiento de evaluación y 
acreditación.
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Artículo 27.Composición y funcionamiento 
de las Comisiones de evaluación.
1. Cada comisión estará formada por un míni-
mo de cinco personas acreditadas para eva-
luar: una que ostentará la presidencia, otra 
la secretaría y al menos tres como vocales. 
Se garantizará la presencia de evaluadores 
tanto del sector formativo como del produc-
tivo. Excepcionalmente, las administraciones 
competentes podrán designar comisiones de 
evaluación en las que falte alguno de los dos 
sectores si de otra forma no pudiese realizar-
se la fase de evaluación.

2. Quien ostente la presidencia será el res-
ponsable de los trabajos de la comisión y 
mantendrá la necesaria coordinación entre las 
diferentes fases del procedimiento. Será un 
empleado público de la administración y debe-
rá tener una experiencia laboral o docente de, 
al menos, seis años, o haber actuado durante 
dos años en funciones de asesoría o de evalua-
ción en este procedimiento.

3. El secretario o secretaria dará fe de los 
acuerdos tomados por la comisión y será un 
empleado público de la Administración.

4. La comisión de evaluación podrá proponer 
la incorporación de profesionales cualificados 
en calidad de expertos, con voz pero sin voto, 
que serán nombrados, si procede, por la admi-
nistración competente.

5. Para proteger la imparcialidad y rigor téc-
nico de la evaluación, y sin perjuicio de las 
peculiaridades previstas en este real decre-
to, el funcionamiento y las actuaciones de las 
comisiones de evaluación estarán sujetas a la 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de régimen 
jurídico de las Administraciones Públicas y del 
procedimiento administrativo común.

6. Los miembros de las comisiones podrán 
percibir las compensaciones económicas que 
reglamentariamente establezca la Administra-
ción convocante, en función de sus disponibili-
dades presupuestarias. Cuando la convocatoria 

la realice la Administración General del Estado, 
las compensaciones se regirán por lo dispuesto 
en el Real Decreto 462/2002, de 24 de mayo, 
sobre indemnizaciones por razón del servicio.

Artículo 28.Funciones de las Comisiones de 
evaluación.
Son funciones de las comisiones de evalua-
ción:
a) Organizar el proceso de evaluación a tra-
vés de un plan que incluya las actividades o 
pruebas necesarias y la gestión derivada de 
su actuación.
b) Valorar la documentación aportada por los 
candidatos y por el informe del asesor al que 
se hace referencia en el artículo 15.3. Se podrá 
requerir al interesado, si ello fuera necesario, 
la aportación de otra documentación comple-
mentaria que evidencie la adquisición de las 
competencias profesionales que solicita le 
sean reconocidas.
c) Determinar los métodos e instrumentos de 
evaluación de la competencia profesional.
d) Evaluar la competencia profesional a partir de 
la información recopilada y las evidencias gene-
radas y registradas a lo largo de todo el procedi-
miento, tomando como referente las realizacio-
nes profesionales y los criterios de realización 
de cada una de las unidades de competencia.
e) Recoger los resultados en un acta de eva-
luación que, junto con todo el expediente, se 
remitirán a la administración competente, con 
la propuesta de certificación correspondiente 
para la acreditación de los candidatos.
f) Resolver las reclamaciones que puedan pre-
sentar los candidatos durante el proceso de 
evaluación.
g) Documentar el proceso de evaluación para 
el seguimiento, control y aseguramiento de la 
calidad.
h) Informar al candidato de los resultados de 
la evaluación, así como sobre las oportunida-
des para completar su formación y obtener la 
acreditación completa de títulos de formación 
profesional o certificados de profesionalidad.
i) Cuantas otras vinculadas a sus funciones le sean 
asignadas por la administración competente.
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Artículo 29.Centros autorizados y sedes para 
la realización de las diferentes fases de ins-
trucción y resolución del procedimiento.
1. Los Centros integrados públicos de formación 
profesional, los Centros integrados privados 
concertados, que cuenten con la correspondien-
te autorización administrativa, y los Centros de 
Referencia Nacional podrán ser autorizados por 
la administración competente en cada ámbito 
territorial para desarrollar las distintas fases.

2. Cuando sea necesario, la administración com-
petente podrá determinar otras sedes para la 
realización de algunas de las fases, que cederán 
sus instalaciones y servicios. A estos efectos, 
podrán utilizarse otros centros que imparten 
formación profesional u otros espacios ubicados 
fuera de los centros docentes cuando se consi-
dere adecuado. En estos casos, la administración 
competente podrá suscribir convenios con em-
presas u otras entidades públicas o privadas.

Artículo 30.Seguimiento y evaluación.
1. La Administración General del Estado, en 
colaboración con las comunidades autóno-
mas, y previa consulta al Consejo General de 
la Formación Profesional, elaborará un Plan de 
Seguimiento y Evaluación que permita com-
probar la calidad, la eficacia y el impacto del 
procedimiento.

2. Las Comunidades Autónomas proporciona-
rán a la Administración General del Estado la 
información y los datos necesarios para el de-
sarrollo del Plan de Seguimiento y Evaluación 
en el conjunto del Estado.

3. La Administración General del Estado elabo-
rará anualmente un informe que presentará al 
Consejo General de la Formación Profesional y 
que incluirá, en su caso, propuestas de mejora 
para los distintos aspectos del procedimiento.

Disposición adicional primera. De la Gestión 
de la Calidad.
1. El procedimiento de evaluación y acredita-
ción de la competencia profesional que de-

sarrolle cada administración competente a 
través de su propia estructura organizativa se 
dotará de sistemas de gestión de la calidad.

2. El sistema de gestión de la calidad deberá 
asegurar que se logren los objetivos y se cum-
plan las finalidades y los principios estableci-
dos en el presente real decreto. Para ello, con-
templará la evaluación de todos los aspectos 
que inciden en el procedimiento y contará con 
la participación de las diferentes personas y 
servicios que hayan intervenido en el mismo.

3. El proceso de evaluación y acreditación de la 
competencia será verificado a través de evalua-
ciones internas y auditorías externas que pue-
dan contribuir a un proceso de mejora continua.

Disposición adicional segunda. De la financiación.
1. Para participar en el procedimiento regulado 
en este real decreto, las personas que presen-
ten su candidatura deberán abonar las tasas 
administrativas que, en su caso, establezcan 
las administraciones competentes, con la ex-
cepción de aquellos supuestos en los que se 
prevea su exención.

2. Las administraciones competentes dispon-
drán, estimado un nivel de ingresos por tasas, 
de recursos económicos para la realización de lo 
establecido en este real decreto, conforme a las 
disponibilidades presupuestarias existentes.

Disposición adicional tercera. Inscripción en 
varias convocatorias.
La inscripción en varias convocatorias, du-
rante el mismo año, para la evaluación de una 
misma unidad de competencia profesional no 
permitirá que el aspirante reciba ayudas para 
más de una de las convocatorias.

Disposición adicional cuarta. Convalidación 
de módulos profesionales no asociados a 
unidades de competencia.
El Ministerio de Educación, en colaboración 
con las comunidades autónomas, establece-
rá un procedimiento para que las personas 
que tengan acreditadas todas las unidades 
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de competencia incluidas en un determinado 
título de formación profesional puedan con-
validar el resto de los módulos profesionales 
necesarios para obtener dicho título.

Disposición adicional quinta. Protección de 
datos de carácter personal.
Cualquier tratamiento de datos de carácter 
personal que se lleve a cabo durante la tramita-
ción del procedimiento respetará lo dispuesto 
en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, 
de Protección de datos de carácter personal.

Disposición adicional sexta. Profesiones del 
área sanitaria de formación profesional.
1. Las convocatorias del procedimiento de 
evaluación y acreditación de las competencias 
profesionales en la familia profesional sanidad 
habrán de ajustarse a los requisitos específicos 
que se acuerden entre el Ministerio de Sanidad 
y Política Social y las comunidades autónomas, 
en el marco de la cooperación territorial, ten-
dentes a garantizar la adecuada planificación 
de los recursos humanos del sistema de salud y 
el adecuado nivel formativo de los profesiona-
les del área sanitaria, en coherencia con lo regu-
lado en la Ley 44/2003, de 21 de noviembre, de 
ordenación de las profesiones sanitarias.

2. Para la evaluación de unidades de compe-
tencia profesional que estén incluidas en títu-
los de formación profesional exigidos para el 
ejercicio de una profesión sanitaria regulada, 
las Comisiones de evaluación deberán, a pro-
puesta de la Administración sanitaria compe-
tente, incorporar profesionales cualificados 
en calidad de expertos, de acuerdo con el artí-
culo 27.4 de este Real Decreto o como evalua-
dores, si están habilitados para ello.

Disposición transitoria primera. Aplicación 
de normas anteriores.
Hasta el 30 de septiembre de 2009, las ad-
ministraciones competentes podrán realizar 
convocatorias de procesos de evaluación y 
acreditación de competencias profesionales 
adquiridas a través de la experiencia laboral o 
de vías no formales de formación, al amparo de 

lo dispuesto en el Real Decreto 942/2003, de 18 
de julio, por el que se determinan las condicio-
nes básicas que deben reunir las pruebas para 
la obtención de los títulos de técnico y técnico 
superior de formación profesional específica, y 
en el Real Decreto 1506/2003, de 28 de noviem-
bre, por el que se establecen las directrices de 
los certificados de profesionalidad.

Disposición transitoria segunda. Efectos de 
la acreditación de unidades de competencia 
profesionales aún no incluidas en títulos de 
formación profesional o certificados de pro-
fesionalidad.
1. Cuando las administraciones competentes 
convoquen el procedimiento de evaluación de 
una unidad de competencia, que aún no esté 
incluida en algún título de formación profesio-
nal o certificado de profesionalidad, se emitirá 
una acreditación de acuerdo con el anexo III B).

2. Dicha acreditación surtirá efectos de acre-
ditación parcial acumulable cuando sea esta-
blecido el correspondiente título o certificado 
que la incluya.

Disposición transitoria tercera. Excepcionali-
dad del requisito de edad.
A las convocatorias que se realicen durante 
los años 2009 y 2010, al amparo del procedi-
miento descrito en el presente real decreto, 
de evaluación de unidades de competencia 
correspondientes a cualificaciones de nivel II, 
se podrán presentar las personas que tengan 
19 años cumplidos en el momento de realizar 
la inscripción.

Disposición derogatoria única. Derogación 
normativa.
Quedan derogadas cuantas disposiciones de 
igual o inferior rango se opongan a lo esta-
blecido en este real decreto y, en particular la 
disposición transitoria única del Real Decreto 
942/2003, de 18 de julio, por el que se determi-
nan las condiciones básicas que deben reunir 
las pruebas para la obtención de los Títulos de 
Técnico y Técnico Superior de Formación Pro-
fesional Específica.
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Disposición final primera. Título competencial.
El presente real decreto se dicta en virtud 
de las competencias señaladas en el artículo 
149.1, 1.ª, 7.ª y 30.ª de la Constitución Española, 
que atribuye al Estado la competencia exclu-
siva para la regulación de las condiciones bá-
sicas que garanticen la igualdad de todos los 
españoles en el ejercicio de los derechos y en 
el cumplimiento de los deberes constitucio-
nales; la legislación laboral; y la regulación de 
las condiciones de obtención, expedición y ho-
mologación de títulos académicos y profesio-
nales y normas básicas para el desarrollo del 
artículo 27 de la Constitución, a fin de garanti-
zar el cumplimiento de las obligaciones de los 
poderes públicos en esta materia.

Disposición final segunda. Normas de desa-
rrollo.
Se habilita a las personas titulares de los Mi-
nisterios de Educación y de Trabajo e Inmigra-
ción a dictar, en el ámbito de sus respectivas 
competencias, cuantas disposiciones sean 
precisas para desarrollar lo previsto en este 
real decreto.

Disposición final tercera. Implantación.
A partir de la entrada en vigor del presente 
real decreto, las comunidades autónomas 
iniciarán las actuaciones necesarias para que, 
en el plazo máximo de un año, se implante el 
procedimiento de evaluación y acreditación 
de las competencias profesionales adquiridas 
a través de la experiencia laboral o de vías no 
formales de formación, establecido en el pre-
sente real decreto.

Disposición final cuarta. Entrada en vigor.
Este real decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el «Boletín Ofi-
cial del Estado».

Dado en Madrid, el 17 de julio de 2009.
JUAN CARLOS R.

MARÍA TERESA FERNÁNDEZ DE LA VEGA 
Vicepresidenta Primera del Gobierno y 

Ministra de la Presidencia
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ANEXO I

ESTRUCTURA BÁSICA DE LA GUÍA DE EVIDENCIAS DE LA COMPETENCIA PROFESIONAL 
 
 
1.ª Especificaciones de Evaluación de la Unidad de Competencia. 

 
- Análisis previo y contextualización. 

 
- Tabla resumen de evidencias de competencia: 

 
o Dimensiones de la competencia profesional. 

o Evidencias de competencia seleccionadas. 

o Realizaciones profesionales asociadas. 

o Criterios de realización vinculados. 
 
 

- Tabla resumen de criterios e indicadores de desempeño de la unidad de competencia: 
 

o Criterios de mérito. 

o Indicadores. 

o Ponderación. 

o Escala de desempeño competente. 
 
 
2.ª Métodos de Evaluación de la Unidad de Competencia y Orientaciones para su Aplicación. 

 
- Métodos recomendados para la recogida de evidencias de competencia 
 
- Otros métodos alternativos. 
 
- Orientaciones, soportes e instrumentos para la aplicación de los métodos indicados. 
 
- Orientaciones y criterios para la evaluación de la competencia profesional. 

 

cv
e:

 B
O

E
-A

-2
00

9-
13

78
1



431

BOLETÍN OFICIAL DEL ESTADO
Núm. 205 Martes 25 de agosto de 2009 Sec. I.   Pág. 72721

ANEXO II
 

 
SOLICITUD DE INSCRIPCIÓN EN 

EL PROCEDIMIENTO DE EVALUACIÓN 

DE LA COMPETENCIA PROFESIONAL 
 

 
 
 

D./D.ª1........................................................................................................................................................, 

de nacionalidad ............................................................., con DNI/NIE2 ..................................................., 

con domicilio en la localidad de ................................................................................................................., 

Código Postal ......................................, Provincia ..................................................................................., 

Teléfono ............................................., e-mail ........................................................................................... 

 
Considerando que reúne las condiciones personales establecidas en el artículo ...................... del Real 

Decreto ....................................., de ................................................................., por el que se establecen 

el procedimiento y los requisitos para la evaluación y acreditación de las competencias profesionales 

adquiridas a través de la experiencia laboral o de vías no formales de formación (BOE                        ), 

SOLICITA SU INSCRIPCIÓN EN LA CONVOCATORIA de fecha .........................................................., 

emitida por3 ............................................................................................................................................... 

Y SER EVALUADO/A DE LAS SIGUIENTES UNIDADES DE COMPETENCIA4 DEL CATÁLOGO 

NACIONAL DE CUALIFICACIONES PROFESIONALES5  

 
 

          CÓDIGO                                DENOMINACIÓN DE LA UNIDAD DE COMPETENCIA 

.................................... ....................................................................................... 

................................... ....................................................................................... 

................................... ....................................................................................... 

................................... ....................................................................................... 

................................... ....................................................................................... 

................................... ....................................................................................... 

 
Para lo cual adjunta la documentación que se detalla al dorso, de cuya autenticidad se responsabiliza. 

 
 

 
 
 
 
 
 
 
 

       En ................................., a .......... de ............................................... de 2009 
 
 
 
 
Fdo.: ……………………………………………….. 
 

 

Anagrama 
Administración 

convocante 
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DOCUMENTACIÓN JUSTIFICATIVA DE CUMPLIR LOS REQUISITOS 

 

TODAS LAS PERSONAS SOLICITANTES6 
 

 Documento de identidad o pasaporte o, en el caso de personas extranjeras, el NIE. 
 Autorización de residencia o de residencia y trabajo. 
 Currículum vitae en formato oficial. 

 
SOLICITANTES CON EXPERIENCIA LABORAL: 

 Solicitantes que han adquirido las competencias como trabajadores o trabajadoras asalariados7 

 Certificado de la Tesorería General de la Seguridad Social, del Instituto Social de la Marina o de la 
Mutualidad a la que estuvieran afiliados, donde consten la empresa, la categoría laboral (grupo de 
cotización) y el período de contratación. 

 

y 
 

 Contrato de trabajo o certificado de la empresa donde haya adquirido la experiencia laboral en el 
que consten específicamente la duración de los períodos de prestación del contrato, la actividad 
desarrollada y el intervalo de tiempo en el que se ha realizado dicha actividad. 

 
 Solicitantes que han adquirido las competencias como trabajadores o trabajadores autóno-

mos o por cuenta propia 

 Certificado de la Tesorería General de la Seguridad Social o del Instituto Social de la Marina de los 
periodos de alta en la Seguridad Social en el régimen especial correspondiente.  

 Descripción de la actividad desarrollada e intervalo de tiempo en el que se ha realizado la misma. 
 

 Solicitantes que han adquirido las competencias como trabajadores o trabajadoras volunta-
rios o becarios 

  Certificación de la organización en la que consten las actividades y funciones realizadas y el 
número total de horas. 

 
 Otros documentos aportados8 

 

  ______________________________________________________ 

  ______________________________________________________ 

6 Márquese con “X” donde proceda. En los procedimientos convocados por la Administración General del Estado no será 
necesario aportar copia del DNI, de conformidad con el Real Decreto 522/2006, de 28 de abril, por el que se suprime la 
aportación de fotocopias de documentos de identidad en los procedimientos administrativos de la Administración General del 
Estado y de sus organismos públicos vinculados o dependientes. 
7 Deberá adjuntarse autorización de residencia o de residencia y trabajo, o certificado de registro de ciudadano comunitario, o 
tarjeta de residencia de familiar de ciudadano de la Unión. 
8 Indicar el tipo y/o denominación de los documentos de carácter laboral y/o formativo que sirvan como prueba potencial de la 
competencia que se pretende demostrar. 

 
Observaciones generales 

   Los documentos aportados deberán ser fotocopias compulsadas por la Administración convocante. 
  De acuerdo con lo dispuesto en el Art. 5 de la Ley Orgánica 15/1999, de Protección de Datos de Carácter Personal, le 

informamos que: a) los datos facilitados en el presente formulario serán incorporados a los ficheros de la administración 
convocante y serán objeto de tratamiento a fin de determinar, si procede, el reconocimiento de lo solicitado; b) serán objeto de 
cesión a las administraciones competentes con la finalidad de poder gestionar los derechos derivados del reconocimiento de su 
solicitud; c) el interesado podrá ejercitar sus derechos ante la propia administración competente. 

1 Indicar nombre y apellidos de la persona solicitante. 
2 En caso de personas extranjeras se deberá especificar el Número de Identidad de Extranjero (NIE). 
3 Unidad de la Administración convocante ante la que se efectúa la solicitud. 
4 La acreditación de unidades de competencia que aún no estén incluidas en algún título o certificado de profesionalidad, surtirá 
efectos de acreditación parcial acumulable cuando sea establecido el correspondiente título o certificado que las incluya. 
5 Indicar el código y denominación que figuran en la convocatoria. 
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ANEXO  III-A 

MODELO DE DOCUMENTO DE ACREDITACIÓN DE UNIDADES DE COMPETENCIA INCLUIDAS 

EN TÍTULOS DE FORMACIÓN PROFESIONAL Y CERTIFICADOS DE PROFESIONALIDAD 
 
 
 

D./D.ª ............................................................................................................................, en representación 

de ............................................................................................................................................................... 

(Administración competente para la acreditación de la competencia profesional), certifica que: 

 
 

D./D.ª ........................................................................................................................................................, 

con DNI/NIE ...................................................... ha demostrado su competencia profesional mediante 

evaluación realizada según el Real Decreto ................../2009, en el marco del Sistema Nacional de 

Cualificaciones y Formación Profesional, en la/s siguientes Unidad/es de competencia: 

 
 

Código Denominación Nivel 

UC...._..   

UC...._..   

UC...._..   

 
 

Y para que así conste y surta, en su caso, los efectos de acreditación parcial acumulable para la 

consecución de títulos y/o certificados de profesionalidad, según lo previsto en el Real Decreto 

.................../2009, se firma en ............................, a ........ de .................................... de ............... 
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ANEXO  III-B 

MODELO DE DOCUMENTO DE ACREDITACIÓN DE UNIDADES DE COMPETENCIA 
AÚN NO INCLUIDAS EN TÍTULOS DE FORMACIÓN PROFESIONAL 

Y CERTIFICADOS DE PROFESIONALIDAD 

 
 
 

D./D.ª ............................................................................................................................, en representación 

de ............................................................................................................................................................... 

(Administración competente para la acreditación de la competencia profesional), certifica que: 

 
 

D./D.ª ........................................................................................................................................................, 

con DNI/NIE ...................................................... ha demostrado su competencia profesional mediante 

evaluación realizada según el Real Decreto ................../2009, en el marco del Sistema Nacional de 

Cualificaciones y Formación Profesional, en la/s siguientes Unidad/es de competencia no incluidas al 

día de la fecha en Títulos y Certificados de Profesionalidad: 

 
 

Código Denominación Nivel 

UC...._..   

UC...._..   

UC...._..   

 
 

Esta acreditación de Unidades de Competencia surtirá, en su caso, efectos de acreditación parcial 

acumulable cuando sea establecido el correspondiente título o certificado de profesionalidad que las 

incluya. 

 

............................, a .......... de .................................... de ............... 
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ANEXO I V 
BLOQUES DE CONTENIDOS PARA LA FOR-
MACIÓN DEL ASESOR DEL PROCEDIMIENTO 
DE EVALUACIÓN DE LA COMPETENCIA PRO-
FESIONAL 

Bloque 1: Contexto del Asesoramiento. 
1.1. Sistema Nacional de Cualificaciones y For-
mación Profesional. 
1.2. El Catálogo Nacional de Cualificaciones 
Profesionales. 
- La Cualificación Profesional: estructura. 
- La Unidad de Competencia: realizaciones 
profesionales, criterios de realización, con-
texto profesional. 
1.3. El Sistema Integrado de Información y 
Orientación Profesional. 
1.4. Acreditación de las Cualificaciones Pro-
fesionales: Títulos de Formación Profesional, 
Certificados de Profesionalidad y Acredita-
ción Parcial Acumulable.
 1.5. Recursos formativos existentes. 

Bloque 2: El procedimiento de evaluación y 
acreditación de las competencias 
2.1. Las fases del procedimiento. 
2.2. Los requisitos para la evaluación y acredi-
tación de las competencias profesionales. 
2.3. Los efectos de la acreditación. 
2.4. Funciones y competencias del asesor en el 
procedimiento. 
2.5. Casos prácticos. 

Bloque 3: Fundamentos técnicos en el Ase-
soramiento. 
3.1. Tipología de asesoramientos y trayecto-
rias profesionales. 
3.2. Características de las competencias ad-
quiridas mediante la experiencia laboral y vías 
no formales de formación. 
3.3. Análisis de la demanda: Estudio de perfi-
les de usuarios. 
3.4. Relación del asesor con el candidato. 
3.5. Relaciones del asesor con la Comisión de 
evaluación. 
3.6. Seguimiento y continuidad en el proceso 
de asesoramiento. 
3.7. Casos prácticos. 

Bloque 4: Métodos e instrumentos. 
4.1. Criterios y procedimientos de asesora-
miento. 
4.2. El manual de procedimiento: la guía del 
candidato, la guía del asesor y la guía del eva-
luador. 
4.3. El historial profesional y formativo: el cu-
rrículum vitae del candidato. 
4.4. La autoevaluación del candidato: finalida-
des e instrumentos. 
4.5. El Dossier de Competencias del candidato: 
modelos, métodos y técnicas de elaboración. 
4.6. La entrevista profesional con fines de 
asesoramiento. 
4.7. El informe de diagnóstico inicial, comuni-
cación de resultados y recomendaciones para 
el aprendizaje permanente. 
4.8. Casos prácticos.
 
Bloque 5: Ética y calidad en el Asesoramien-
to. 
5.1. Instrumentos de calidad en el proceso de 
asesoramiento. 
5.2. Principios éticos del asesoramiento y có-
digos de conducta.
 5.3. Cuestiones legales que afectan a la acre-
ditación. 

ANEXO V 
BLOQUES DE CONTENIDOS PARA LA FOR-
MACIÓN DE EVALUADORES DE LA COMPE-
TENCIA PROFESIONAL 

Bloque 1: Contexto de la evaluación 
1.1. Sistema Nacional de Cualificaciones y For-
mación Profesional. 
1.2. El Catálogo Nacional de Cualificaciones 
Profesionales. 
- La Cualificación Profesional: estructura. 
- La Unidad de Competencia: realizaciones 
profesionales, criterios de realización, con-
texto profesional. 
1.3. Los requisitos y procedimientos para la 
evaluación y acreditación de las competen-
cias profesionales adquiridas a través de la 



436

experiencia laboral o de vías no formales de 
formación, y los efectos de las mismas. 
1.4. Acreditación de las Cualificaciones Pro-
fesionales: Títulos de Formación Profesional, 
Certificados de Profesionalidad y Acredita-
ción Parcial Acumulable. 
1.5. Recursos formativos existentes. 

Bloque 2: El procedimiento de evaluación y 
acreditación de las competencias 
2.1. Las fases del procedimiento. 
2.2. Los requisitos para la evaluación y acredi-
tación de las competencias profesionales. 
2.3. Los efectos de la acreditación. 
2.4. Características de la etapa de evaluación. 
2.5. Funciones y competencias del evaluador. 
2.6. Casos prácticos. 

Bloque 3: Fundamentos técnicos de la eva-
luación 
3.1. Funciones del evaluador en el procedi-
miento de evaluación de la competencia pro-
fesional. 
3.2. Desempeño profesional, competencias y 
evidencias de competencia profesional. 
3.3. La obtención de evidencia suficiente de 
la competencia profesional como eje de la 
evaluación: Tipología y fuentes de obtención. 
3.4. Análisis de métodos e instrumentos de 
evaluación. 
3.5. El manual de procedimiento: la guía del 
candidato, la guía del asesor y la guía del eva-
luador. 
3.6. El informe del asesor y su utilización en la 
evaluación. 

Bloque 4: La Guía de Evidencia de la Compe-
tencia 
4.1. Conceptos y estructura básica. 
4.2. Utilización de la Guía. 
4.3. Casos prácticos. 

Bloque 5: Métodos e instrumentos de la eva-
luación de la competencia profesional 
5.1. Planificación de la evaluación. 
5.2. La selección de métodos y su concreción 
en actividades de evaluación. o La observa-
ción en el puesto de trabajo. o Simulaciones. o 

Pruebas estandarizadas de competencia pro-
fesional. o Entrevista profesional. 
5.3. Diseño y aplicación de instrumentos de 
evaluación: fiabilidad, validez y pertinencia. 
5.4. Optimización de los recursos de evalua-
ción. 
5.5. Casos prácticos. 
33X
Bloque 6: Valoración de la competencia 
6.1. La Comisión de Evaluación: composición y 
funciones. 
6.2. El proceso de toma de decisiones. 
6.3. Instrumentos de calidad del proceso de 
evaluación. 
6.4. Principios éticos y código de conducta en 
la evaluación de la competencia. 
6.5. La elaboración del informe de evaluación. 
6.6. Valoración de la competencia y comunica-
ción de resultados. 
6.7. La documentación en el procedimiento de 
la evaluación de competencia profesional y su 
trazabilidad. 
6.8. Casos prácticos.
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El Estatuto de Autonomía para Andalucía, 
aprobado por Ley Orgánica 6/1981, de 30 de 
diciembre, dispone en sus artículos 18.1.1 y 17.2 
que corresponde a la Comunidad Autónoma 
de Andalucía, en los términos dispuestos en 
los artículos 38, 131 y 149.1, apartados 11 y 13, 
de la Constitución, la planificación de la acti-
vidad económica en Andalucía y la ejecución 
de la legislación del Estado en materia laboral, 
asumiendo las facultades, competencias y ser-
vicios que en este ámbito y a nivel de ejecución 
ostenta actualmente el Estado. Por otra parte, 
el artículo 19 del propio Estatuto de Autono-
mía establece que es competencia plena de la 
Comunidad Autónoma de Andalucía la regula-
ción y administración de la enseñanza en toda 
su extensión, niveles y grados, modalidades y 
especialidades, en el ámbito de sus competen-
cias sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 
27 de la Constitución y Leyes Orgánicas que, 
conforme al apartado primero del artículo 
81 de la misma, lo desarrollen; de las faculta-
des que atribuye al Estado el apartado 30 del 
apartado primero del artículo 149 de la Cons-
titución y de la alta inspección necesaria para 
su cumplimiento y garantía. En consecuencia 
procede, que la Comunidad Autónoma de An-
dalucía asuma las funciones en materia de ges-
tión de la formación profesional ocupacional 
que viene desempeñando la Administración 
del Estado.  La Comisión Mixta prevista en la 
disposición transitoria segunda del Estatuto 

de Autonomía para Andalucía, en orden a pro-
ceder al referido traspaso, adoptó al respecto 
el oportuno Acuerdo en su sesión del Pleno ce-
lebrado el día 21 de diciembre de 1992. 

En su virtud, en cumplimiento de lo dispuesto en 
la disposición transitoria segunda del Estatuto 
de Autonomía para Andalucía, a propuesta del 
Ministro para las Administraciones Públicas, y 
previa deliberación del Consejo de Ministros en 
su sesión del día 26 de marzo de 1993, 

D I S P O N G O: 

Artículo 1. 
Se aprueba el Acuerdo de la Comisión Mixta 
de Transferencias prevista en la disposición 
transitoria segunda del Estatuto de Autono-
mía para Andalucía adoptado por el Pleno en 
fecha 21 de diciembre de 1992, por el que se 
traspasan a la Comunidad Autónoma de An-
dalucía las funciones y servicios en materia 
de gestión de la formación profesional ocupa-
cional que se recogen en el anexo del presente 
Real Decreto. 

Artículo 2. 
En consecuencia, quedan traspasados a la Co-
munidad Autónoma de Andalucía las funciones 
y servicios así como los bienes, derechos, obli-

REAL DECRETO 427/2008 
de 26 de marzo, por el que 
se traspasan funciones y 
servicios de la Gestión de 
la formación Profesional 
Ocupacional a la 
Comunidad Autónoma de 
Andalucía (BOE nº 91, de 
16 de abril de 1993)

III.5 Traspaso de Funciones y Servicios
de la Administración General de Estado
a la Comunidad Autónoma de Andalucía



438

gaciones, personal y crédito presupuestario 
correspondientes, en los términos que resultan 
del propio Acuerdo y de las relaciones anexas. 

Artículo 3. 
Estos traspasos serán efectivos a partir de la 
fecha señalada en el Acuerdo de la Comisión 
Mixta, sin perjuicio de que el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social produzca hasta la 
entrada en vigor de este Real Decreto, en su 
caso, los actos administrativos necesarios para 
el mantenimiento de los servicios en el mismo 
régimen y nivel de funcionamiento que tuvieran 
en el momento de la adopción del Acuerdo.

 
Artículo 4 
Los créditos presupuestarios que se deter-
minen de conformidad con la relación núme-
ro 5 del anexo serán dados de baja en los co-
rrespondientes conceptos presupuestarios 
y transferidos por el Ministerio de Economía 
y Hacienda a los conceptos habilitados en la 
Sección 32 de los Presupuestos Generales 
del Estado, destinados a financiar el coste 
de los servicios asumidos por la Comunidad 
Autónoma de Andalucía, una vez se remitan al 
Departamento citado, por parte de la Oficina 
Presupuestaria del Ministerio de Trabajo y Se-
guridad Social, los respectivos certificados de 
retención de crédito, para dar cumplimiento a 
lo dispuesto en la vigente Ley 39/1992, de 29 
de diciembre, de Presupuestos Generales del 
Estado para 1993. 

Disposición final única. 
El presente Real Decreto será publicado simul-
táneamente en el <Boletín Oficial del Estado> y 
en el <Boletín Oficial de la Junta de Andalucía>, 
adquiriendo vigencia a partir de su publicación. 

Dado en Madrid a 26 de marzo de 1993. 
JUAN CARLOS R. 

JUAN MANUEL EGUIAGARAY UCELAY 
Ministro para las Administraciones Públicas
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ANEXO 

Don Gonzalo Puebla de Diego y doña Soledad 
Mateos Marcos, Secretarios de la Comisión 
Mixta de Transferencias prevista en la dispo-
sición transitoria segunda del Estatuto de Au-
tonomía para Andalucía, 

CERTIFICAN: 

Que en la sesión plenaria de la Comisión Mix-
ta, celebrada el día 21 de diciembre de 1992, se 
adoptó acuerdo sobre traspaso a la Comuni-
dad Autónoma de Andalucía de las funciones 
y servicios en materia de gestión de la forma-
ción profesional ocupacional en los términos 
que a continuación se expresan: 

A) Referencia a normas constitucionales y es-
tatutarias en las que se ampara el traspaso. 
El artículo 149.1.13. de la Constitución reserva 
al Estado la competencia exclusiva sobre las 
bases y coordinación de la planificación gene-
ral de la actividad económica, estableciendo 
en el mismo artículo 149.1 en su apartado 7 que 
el Estado tiene competencia exclusiva en ma-
teria de legislación laboral sin perjuicio de su 
ejecución por los órganos de las Comunidades 
Autónomas. 

El artículo 149.1.30 de la Constitución estable-
ce la competencia exclusiva del Estado sobre 
regulación de las condiciones de obtención, 
expedición y homologación de títulos acadé-
micos y profesionales y normas básicas para el 
desarrollo del artículo 27 de la Constitución; ar-
tículo éste que reconoce por su parte la función 
de los poderes públicos en cuanto a programa-
ción general de la enseñanza, inspección y ho-
mologación del sistema educativo para garan-
tizar el cumplimiento de las leyes. El Estatuto 
de Autonomía para Andalucía establece en sus 
artículos 18.1 y 17.2 que corresponde a la Junta 
de Andalucía, en los términos de lo dispuesto 
en los artículos 38, 131 y 149.1, apartados 11 y 
13, de la Constitución la planificación de la ac-
tividad económica de Andalucía y la ejecución 
de la legislación del Estado en materia laboral, 

asumiendo las facultades, competencias y ser-
vicios que en este ámbito y a nivel de ejecución 
ostenta actualmente el Estado. Por otra parte, 
el artículo 19 del propio Estatuto de Autonomía 
establece que es competencia plena de la Jun-
ta de Andalucía la regulación y administración 
de la enseñanza en toda su extensión, niveles 
y grados, modalidades y especialidades, en el 
ámbito de sus competencias, sin perjuicio de 
lo dispuesto en el artículo 27 de la Constitución 
y Leyes Orgánicas que, conforme al apartado 
primero del artículo 81 de la misma, lo desarro-
llen; de las facultades que atribuye al Estado el 
apartado 30 del apartado primero del artículo 
149 de la Constitución y de la alta inspección 
necesaria para su cumplimiento y garantía. 
Procede, en consecuencia, que la Comunidad 
Autónoma asuma las funciones en materia de 
gestión de la formación profesional ocupacio-
nal que viene desempeñando la Administra-
ción del Estado. 

B) Funciones y servicios de la Administración 
del Estado que asume la Junta de Andalucía: 
Se traspasan a la Junta de Andalucía las fun-
ciones en materia de gestión de la formación 
profesional ocupacional que viene realizando 
el Instituto Nacional de Empleo y, en conse-
cuencia, la Junta de Andalucía asume dentro 
de su ámbito territorial las funciones y servi-
cios correspondientes a la gestión de la for-
mación profesional ocupacional y en particu-
lar los siguientes: 

1. La ejecución del Plan Nacional de Formación 
e Inserción Profesional, o norma que lo susti-
tuya, cuya aprobación corresponde al Gobier-
no. La ejecución comprende las actividades 
siguientes: 

a) La programación, organización, gestión, con-
trol administrativo e inspección técnica de las 
acciones formativas de acuerdo con el Plan Na-
cional de Formación e Inserción Profesional. 
b) El establecimiento de contratos-programa 
cuyo ámbito de aplicación sea el territorio de 
la Comunidad Autónoma, informando de ello a 
la Administración del Estado. 
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c) La homologación de Centros colaboradores 
para desarrollar cursos cuyo ámbito de actua-
ción sea el del territorio de Andalucía. 
d) La selección de alumnos, de acuerdo con las 
prioridades y preferencias establecidas con 
carácter general en el Plan Nacional de For-
mación e Inserción Profesional, sin perjuicio 
de lo dispuesto en el apartado C, párrafo 7, del 
presente Acuerdo. 

2. La titularidad de los Centros de Formación 
Profesional Ocupacional del Instituto Na-
cional de Empleo, tanto los de carácter fijo 
como las unidades de acción formativa y los 
equipos móviles, en el ámbito territorial de 
Andalucía, salvo tres centros sitos en Almería 
(Finca Cortijo Grande), Marbella (calle Severo 
Ochoa, 53) y Sevilla (avenida B. San Juan de la 
Cruz, sin número) que tendrán la condición de 
centros nacionales, cuya titularidad se reser-
va el Estado. 

3. La elaboración, aprobación y ejecución de 
programas de inversiones, en coordinación 
con la política económica general del Estado. 

4. La gestión de un Registro de Centros y En-
tidades Colaboradoras en el ámbito territorial 
de Andalucía, coordinado con el Registro Ge-
neral del Instituto Nacional de Empleo al que 
se remitirán los certificados de inscripción 
para la confección de un Censo Nacional de 
Centros y Entidades Colaboradoras de For-
mación Profesional Ocupacional. 

5. La organización y ejecución de proyectos ex-
perimentales o innovadores de formación pro-
fesional ocupacional, aún no contemplados en 
el Plan Nacional de Formación e Inserción Pro-
fesional, cuyos resultados puedan servir para 
la implantación en otros ámbitos territoriales 
o en la programación nacional. A tal efecto, se 
seguirá lo establecido en el convenio de cola-
boración que se firme entre la Administración 
del Estado y la Junta de Andalucía. 

6. La expedición de títulos o certificados de pro-
fesionalidad de acuerdo a la normativa general 

que se apruebe, en desarrollo de lo dispuesto 
en el artículo 149.1.30 de la Constitución. 

7. El seguimiento de la Formación Profesional 
Ocupacional en Andalucía, designando los ór-
ganos de participación que asuman todas las 
funciones atribuidas en el artículo 26 del Real 
Decreto 1618/1990, de 14 de diciembre, por el 
que se regula el Plan Nacional de Formación e In-
serción Profesional Ocupacional, a los Comités 
Provinciales de Seguimiento de la Formación 
Profesional Ocupacional, excepto la prevista en 
el apartado 2, párrafo c), del citado artículo. 

Para lograr la adecuada coordinación e in-
formación entre ambas Administraciones, la 
Administración del Estado designará un re-
presentante en los órganos de participación 
en los que se realice el seguimiento de la for-
mación profesional ocupacional en Andalucía. 
A su vez, la Junta de Andalucía designará un 
representante que participará en las Comi-
siones Ejecutivas Provinciales del Instituto 
Nacional de Empleo. Ambos representantes 
participarán con voz pero sin voto en los órga-
nos respectivos. 

C) Funciones que se reserva la Administración 
del Estado. 

1. Aprobación del Plan Nacional de Formación 
e Inserción Profesional en el que se determi-
narán los objetivos cuantitativos de todo el 
Estado y su distribución por Comunidades 
Autónomas, en función de los criterios que 
se fijen en el mismo teniendo en cuenta la 
propuesta de dichas Comunidades cuando 
tengan competencias asumidas en materia de 
formación profesional ocupacional. 

2. Programas nacionales de Escuelas-Taller 
y Casas de Oficios, incluyendo la programa-
ción, organización y gestión de las acciones, 
así como la homologación de Escuelas-Taller 
y Casas de Oficios y la expedición, homologa-
ción o convalidación de títulos o certificados 
de profesionalidad. La participación institu-
cional para el seguimiento de estos progra-
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mas, prevista en el párrafo c), apartado 2, del 
Real Decreto 1618/1990, de 14 de diciembre, 
se llevará a cabo a través de las Comisiones 
Ejecutivas Provinciales del Instituto Nacio-
nal de Empleo. 

En relación a dichos programas, así como a los 
programas mixtos de empleo-formación que 
se puedan establecer en el futuro, se creará 
una Comisión de Coordinación que entre otras 
funciones tendrá la de debatir los proyectos 
de la Administración del Estado y las propues-
tas de programación e informe de la Junta de 
Andalucía, con carácter previo a su aprobación 
por la Administración del Estado. La Junta de 
Andalucía podrá colaborar, si así lo estima 
oportuno, en la gestión de dichos programas, 
especialmente en sus aspectos formativos. 
Todo ello de acuerdo con el procedimiento que 
se determine en el correspondiente convenio. 

3. El establecimiento de contratos-programa 
de ámbito estatal, excluido el ámbito territo-
rial de la Comunidad Autónoma de Andalucía. 

4. La homologación de los Centros Colabora-
dores cuyas actuaciones se realicen en más de 
una Comunidad Autónoma y no exclusivamen-
te limitados al ámbito territorial de Andalucía. 
Dicha homologación exigirá el informe pre-
ceptivo de la Junta de Andalucía. 

5. El establecimiento de un Censo Nacional de 
Centros y Entidades Colaboradoras de For-
mación Profesional Ocupacional, en el que se 
incluirán los centros y entidades colaborado-
ras de la Junta de Andalucía. 

6. Elaboración de estadísticas de formación 
profesional ocupacional para fines estatales, 
a cuyo fin la Comunidad Autónoma proporcio-
nará los datos que sean precisos de acuerdo 
con la metodología establecida con carácter 
general por la Administración del Estado, de 
forma que quede garantizada su integración 
con el resto de la información estadística de 
ámbito estatal sobre las mismas materias. 
Para asegurar la más completa cooperación 

se mantendrán bancos de datos de alumnos, 
centros, recursos, costes y documentación de 
utilización conJunta. 

7. La preselección de los trabajadores desem-
pleados o de los demandantes de empleo no 
parados inscritos en el Instituto Nacional de 
Empleo que participen en aquellas acciones 
formativas específicas dirigidas a dichos co-
lectivos. Esta preselección se efectuará a tra-
vés de dicho Instituto en colaboración con la 
Junta de Andalucía mediante el procedimien-
to que se establezca en el convenio. Asimismo, 
con el fin de alcanzar los objetivos de las po-
líticas de empleo, formación y colocación en 
el convenio podrán determinarse fórmulas de 
solución en los supuestos en que se produzcan 
discrepancias sobre la eficacia o carencias 
ocupacionales de las acciones formativas 
destinadas al colectivo de parados. 

8. Gestión de tres centros nacionales de for-
mación profesional sitos en Almería (Finca 
Cortijo Grande), Marbella (calle Severo Ochoa, 
53) y Sevilla (avenida B. San Juan de la Cruz, sin 
número). 

9. Regulación de las condiciones de obtención, 
expedición y homologación de las titulaciones 
laborales válidas en todo el territorio nacional, 
y conforme, en su caso, a la normativa de la Co-
munidad Económica Europea. 

10. La regulación de las correspondencias o 
convalidaciones entre los conocimientos ad-
quiridos en la formación profesional ocupa-
cional y en la práctica laboral y las enseñan-
zas de formación profesional reguladas en la 
Ley Orgánica 1/1990, de Ordenación General 
del Sistema Educativo. 

11. La aprobación del Plan Nacional de Prospec-
ción de necesidades del mercado de trabajo. 
Por convenio, se determinará la participación 
y colaboración de la Junta de Andalucía en el 
programa de calificación de demandantes de 
empleo y en el observatorio permanente de la 
evolución de las ocupaciones. 
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12. La alta inspección. 

13. La cooperación internacional bilateral y 
multilateral en materia de formación profesio-
nal ocupacional, sin perjuicio de que se articule 
la participación de la Comunidad Autónoma en 
los programas de cooperación. 

D) Bienes, derechos y obligaciones que se 
traspasan. 

1. Se traspasan a la Comunidad Autónoma de 
Andalucía, para la efectividad de las funcio-
nes que son objeto de la transferencia, los 
bienes inmuebles y derechos que se detallan 
en la relación adJunta número 1, con todo lo 
que en ellas se halle, sin excepción de ningún 
tipo de bienes. La Comunidad Autónoma de 
Andalucía asume todas las funciones y dere-
chos que puedan recaer sobre dichos bienes 
inmuebles. 

2. En el plazo de un mes desde la aprobación 
de este Acuerdo se firmarán las correspon-
dientes actas de entrega de inmuebles y 
recepción de mobiliario, equipos y material 
inventariable. 

E) Personal que se traspasa. 
El personal funcionario y laboral adscrito a los 
servicios que se traspasan se recoge en las re-
laciones números 2 y 3. 

F) Puestos de trabajo vacantes que se tras-
pasan. 
Los puestos de trabajo vacantes que se tras-
pasan figuran en la relación número 4. 
G) Valoración de las cargas financieras de los 
servicios que se traspasan. 

1. La valoración del coste efectivo que, en pe-
setas de 1990, corresponde a los servicios 
traspasados a la Comunidad Autónoma de An-
dalucía se eleva a 2.234.360.725 pesetas.
 
2. La financiación, en pesetas de 1992, que co-
rresponde al coste efectivo anual de los ser-

vicios traspasados, se detalla en la relación 
número 5. 
3. El coste efectivo que figura detallado en los 
cuadros de valoración de la relación número 5, 
se financiará de la siguiente forma: 
Transitoriamente, hasta que el coste efectivo 
se compute para revisar el porcentaje de par-
ticipación de la Comunidad Autónoma en los 
ingresos del Estado, dicho coste se financiará 
mediante la consolidación en la Sección 32 de 
los Presupuestos Generales del Estado, de los 
créditos relativos a los distintos componen-
tes del coste efectivo, por los importes que se 
determinen, susceptibles de actualización por 
los mecanismos generales previstos en cada 
Ley de Presupuestos. 

Las posibles diferencias que se produzcan du-
rante el período transitorio, a que se refiere el 
párrafo anterior, respecto a la financiación de 
los servicios transferidos, serán objeto de regu-
larización, en su caso, al cierre del ejercicio eco-
nómico, mediante la presentación de las cuentas 
y estados justificativos correspondientes ante 
una Comisión de Liquidación que se constituirá 
en el Ministerio de Economía y Hacienda. 

El Instituto Nacional de Empleo abonará a la 
Comunidad Autónoma de Andalucía, de una 
sola vez y sin que forme parte del coste efecti-
vo del traspaso, la cantidad de 60 millones de 
pesetas para adecuación de edificios. 

H) Documentación y expedientes de los servi-
cios que se traspasan. 
La entrega de la documentación y expedien-
tes de los servicios traspasados se realizará 
en el plazo de un mes desde la publicación 
del Real Decreto en el que se apruebe este 
Acuerdo, y de conformidad con lo establecido 
en el artículo 8 del Real Decreto 3825/1982, 
de 15 de diciembre. 

I) Fecha de efectividad de los traspasos. 
El traspaso de funciones, servicios y medios 
objeto del presente Acuerdo, tendrá efectivi-
dad a partir del día 1 de enero de 1993. 
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La Administración del Estado continuará rea-
lizando los actos de gestión en materia presu-
puestaria y de personal hasta el momento de 
efectividad del presente Acuerdo de traspaso. 

Y para que conste, expedimos la presente 
certificación en Madrid a 21 de diciembre de 
1992.-Los Secretarios de la Comisión Mixta.-
Firmado: Gonzalo Puebla de Diego y Soledad 
Mateos Marcos. 

(RELACIÓN DE CENTROS OMITIDA)
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El artículo 149.1.13.a de la Constitución reserva 
al Estado la competencia exclusiva sobre las 
bases y coordinación de la planificación gene-
ral de la actividad económica, estableciendo 
el mismo artículo 149.1.7.a que el Estado tiene 
competencia exclusiva en materia de legisla-
ción laboral, sin perjuicio de su ejecución por 
los órganos de las Comunidades Autónomas. 
Y el Estatuto de Autonomía para Andalucía, 
aprobado por la Ley Orgánica 6/1981, de 30 de 
diciembre, establece en sus artículos 17.2 y 18.1 
que corresponde a la Junta de Andalucía, en 
los términos de lo dispuesto en los artículos 
38, 131 y 149.1, apartados 11 y 13, de la Constitu-
ción la planificación de la actividad económica 
de Andalucía y la ejecución de la legislación del 
Estado en materia laboral.

Además, mediante el Real Decreto 427/1993, 
de 26 de marzo, se aprobó el traspaso a la Co-
munidad Autónoma de Andalucía de las fun-
ciones y servicios en materia de gestión de la 
Formación Profesional Ocupacional.

Por su parte, las Sentencias del Tribunal Cons-
titucional 95/2002, de 25 de abril, y 190/2002, 

de 17 de octubre, reconocen a las Comunidades 
Autónomas funciones relativas a la gestión de 
la Formación Continua.

Asimismo, el Real Decreto 3825/1982, de 15 de 
septiembre, regula la forma y condiciones a 
que han de ajustarse los traspasos de funcio-
nes y servicios de la Administración del Esta-
do a la Comunidad Autónoma de Andalucía.

En su virtud, en cumplimiento de lo dispuesto 
en la disposición transitoria segunda del Esta-
tuto de Autonomía para Andalucía, a propues-
ta del Ministro de Administraciones Públicas, 
y previa deliberación del Consejo de Ministros 
en su reunión del día 23 de diciembre de 2005,

D I S P O N G O:

Artículo 1.
Se aprueba el Acuerdo de la Comisión Mixta 
de Transferencias Administración del Estado-
Junta de Andalucía por el que se amplían los 
medios económicos adscritos a las funciones 
y servicios traspasados por el Real Decreto 

REAL DECRETO 
1562/2005, de 23 de 
diciembre, de ampliación 
de los medios económicos 
adscritos a los servicios 
traspasados a la 
Comunidad Autónoma 
de Andalucía por el Real 
Decreto 427/1993, de 26 
de marzo, en materia de 
gestión de la Formación 
Profesional Ocupacional 
(Formación Continua)
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427/1993, de 26 de marzo, que tienen por obje-
to la financiación de determinadas funciones y 
servicios relativos a la gestión de la formación 
continua por parte de la Comunidad Autóno-
ma de Andalucía en cumplimiento de las men-
cionadas sentencias del Tribunal Constitucio-
nal adoptado por el Pleno de dicha Comisión 
en su sesión del día 14 de diciembre de 2005 
y que se transcribe como Anexo al presente 
Real Decreto.

Artículo 2.
En consecuencia, quedan transferidos a la Co-
munidad Autónoma de Andalucía los medios 
económicos correspondientes en los térmi-
nos que resultan del propio Acuerdo y de la 
relación anexa.

Artículo 3.
La ampliación a que se refiere este Real De-
creto tendrá efectividad a partir del día seña-
lado en el Acuerdo de la mencionada Comisión 
Mixta.

Artículo 4.
Los créditos presupuestarios que se determi-
nen, de conformidad con la relación número 1 
del anexo, serán dados de baja en los corres-
pondientes conceptos y subconceptos pre-
supuestarios y transferidos por el Ministerio 
de Economía y Hacienda a los conceptos o, en 
su caso, subconceptos que se habiliten en el 
presupuesto del Servicio Público de Empleo 
Estatal, de conformidad con lo dispuesto en 
la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General 
Presupuestaria y en el artículo de la Ley de 
Presupuestos Generales del Estado para el 
año 2006 regulador de las transferencias a 
Comunidades Autónomas correspondientes 
al coste de los nuevos servicios traspasados.

Disposición final única.
El presente real decreto entrará en vigor el día 
siguiente al de su publicación en el «Boletín 
Oficial del Estado».

Dado en Madrid, el 23 de diciembre de 2005. 
JUAN CARLOS R.

JORDI SEVILLA SEGURA
Ministro de Administraciones Públicas
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ANEXO

D. Carlos José Ortega Camilo y Dª María de 
la Soledad Mateos Marcos, Secretarios de la 
Comisión Mixta de Transferencias previstas 
en la disposición transitoria segunda del Esta-
tuto de Autonomía para Andalucía,

CERTIFICAN

Que en la sesión plenaria de la Comisión Mix-
ta, celebrada el día 14 de diciembre de 2005, 
se adoptó un acuerdo sobre ampliación de 
los medios económicos traspasados a la Co-
munidad Autónoma de Andalucía en materia 
de gestión de la Formación Profesional Ocu-
pacional, en los términos que a continuación 
se expresan:

A) Referencia a las normas constitucionales, 
estatutarias y legales y jurisprudencia consti-
tucional en que se ampara la ampliación.

El artículo 149.1.13.a de la Constitución reserva 
al Estado la competencia exclusiva sobre las 
bases y coordinación de la planificación gene-
ral de la actividad económica, estableciendo 
el mismo artículo 149.1.7.a que el Estado tiene 
competencia exclusiva en materia de legisla-
ción laboral, sin perjuicio de su ejecución por 
los órganos de las Comunidades Autónomas.

Y el Estatuto de Autonomía para Andalucía, 
aprobado por la Ley Orgánica 6/1981, de 30 de 
diciembre, establece en sus artículos 17.2 y 18.1 
que corresponde a la Junta de Andalucía, en 
los términos de lo dispuesto en los artículos 
38, 131 y 149.1, apartados 11 y 13, de la Constitu-
ción la planificación de la actividad económica 
de Andalucía y la ejecución de la legislación del 
Estado en materia laboral.

Además, mediante el Real Decreto 427/1993, 
de 26 de marzo, se aprobó el traspaso a la Co-
munidad Autónoma de Andalucía de las fun-
ciones y servicios en materia de gestión de la 
Formación Profesional Ocupacional.

Por su parte, las Sentencias del Tribunal Cons-
titucional 95/2002, de 25 de abril, y 190/2002, 
de 17 de octubre, reconocen a las Comunidades 
Autónomas funciones relativas a la gestión de 
la Formación Continua.

Finalmente, la disposición transitoria segunda 
del Estatuto de Autonomía para Andalucía y 
el Real Decreto 3835/1982, de 15 de diciem-
bre, regulan el funcionamiento de la Comisión 
Mixta de Transferencias, así como la forma y 
condiciones a que han de ajustarse los traspa-
sos de funciones y servicios a la Comunidad 
Autónoma de Andalucía.

Sobre la base de estas previsiones normativas 
y de jurisprudencia constitucional, procede rea-
lizar una ampliación de los medios económicos 
adscritos a las funciones y servicios traspa-
sados por el Real Decreto 427/1993, de 26 de 
marzo, que tiene por objeto la financiación de 
determinadas funciones y servicios relativos 
a la gestión de la formación continua por parte 
de la Comunidad Autónoma de Andalucía en 
cumplimiento de las mencionadas sentencias 
del Tribunal Constitucional, subrogándose la 
Comunidad Autónoma en el contenido del con-
venio que, con los efectos que se establecen en 
el presente Acuerdo, suscriben la Fundación 
Tripartita y el Organismo competente de la Co-
munidad Autónoma de Andalucía.

B) Valoración de las cargas financieras de la 
ampliación.

La valoración provisional en valores del año base 
1999, que corresponde al coste efectivo anual 
de los medios que se traspasan a la Comunidad 
Autónoma de Andalucía se eleva a 1.483.876,52 
euros. Dicha valoración será objeto de revisión 
en los términos establecidos en el artículo 16.1 
de la Ley 21/2001, de 27 de diciembre, por la que 
se regulan las Medidas Fiscales y administra-
tivas del nuevo sistema de financiación de las 
Comunidades Autónomas de régimen común y 
Ciudades con Estatuto de Autonomía.
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La financiación en euros de 2005, que corres-
ponde al coste efectivo anual de los medios 
que se traspasan, se detalla en la relación 
número 1.

Transitoriamente, hasta tanto se produzca la 
revisión del Fondo de Suficiencia como conse-
cuencia de la incorporación al mismo del coste 
efectivo de este traspaso, el Servicio Público 
de Empleo Estatal, con cargo a su propio pre-
supuesto, transferirá directamente a la Co-
munidad Autónoma de Andalucía los recursos 
correspondientes al coste, desde la fecha de 
efectividad del Acuerdo de traspaso.

C) Fecha de efectividad de la ampliación.

La ampliación de medios económicos, objeto 
de este Acuerdo, tendrá efectividad a partir 
del día 1 de enero de 2006.

Y para que conste, expedimos la presente 
certificación en Madrid, a 14 de diciembre de 
2005.–Los Secretarios de la Comisión Mixta, 
Carlos José Ortega Camilo y María de la Sole-
dad Mateos Marcos.

RELACIÓN NÚMERO 1

Valoración del coste efectivo correspondiente 
a las transferencias de medios económicos en 
materia de Formación Continua

Comunidad Autónoma de Andalucía (euros 
2005)

Servicio Público de Empleo Estatal:
19.101.241-A.433: 459.920 euros. 
19.101.241-A.733: 9.426 euros. 
19.101.241-A.483.03: 1.643.259 euros.
Total: 2.112.595 euros.
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